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Ces bañiles germaniqiies vinrent s’a&attre le 
faubonrg Ménihnontani; elles servirent á deux fins: 
en temps de paix, leurs soldáis dissimidaienl les mo~ 
des tes emplois de bala y cues, d'égouliers ou de mu- 
sicicns ambulante, leitr profession d’es pión; en temps 
(Teniente, ils sonfflaient le jen de la guerre civil e, se 
di san i P rus sien s P otoñáis, enneims ditne tyranie dont 
ils n’ctaient que ¡es ntysterieux serviteurs , A Moni- 
fancón, dans (a cobnie des Allenmnds, fe Service mu¬ 
nicipal les avait ¿intrigadés pjttr toas nos travaux 
de voirié. Actifs, laborieux, discipUnés, ces merce- 
naires de Vedi lité parisieune étaient places nalurelle- 
ment dans les meilleurs candifions ponr connaitre Ies 
abimes les plus dangereux ou leurs chcfs pouvaicnt 
pricipitcr plus tard notre pays trop hospitalice, 

(Mémoires de í Monsicur Claude, Chef 
de la Pólice de Súreté sous le Second 
Bmpire). 













RAZONES QUE DETERMINARON A LA COMISION 
INVESTIGADORA DE ACTIVIDADES ANTINACIO¬ 
NALES A PUBLICAR ESTE LIBRO 


Tal vez ningún organismo público pueda estar más habilitado 
que la Comisión Investigadora de Actividades Antinacionales, 
para juzgar hasta qué punto necesitaba este país un trabajo como 
el de los señores Rovira y Seguí González. La mayoría de las nor¬ 
mas vigentes sobre actividades subversivas, han sido dictadas en 
los últimos años, con motivo de los diversos problemas que han 
ido planteando los acontecimientos derivados de la situación inter¬ 
nacional Como no podía ser de otro modo, ese acomodamiento de 
la legislación a situaciones nuevas y hasta sin precedentes, no 
ha podido producirse sin pagar tributo a la improvisación. Algu¬ 
nas de las normas actuales son, pues, imperfectas y habrá que 
corregirlas. También habrá que llenar algunos claros, o sea, dar 
solución a importantes problemas de defensa que están todavía 
planteados. 

Pero, aún con las reservas expresadas, puede afirmarse que 
nuestro país está hoy dotado del instrumental jurídico adecuado 
a las necesidades que imponen las difíciles circunstancias actua¬ 
les. Hay, no sólo la firme determinación de defenderse de las agre¬ 
siones que puedan lanzarse contra nuestra seguridad o nuestro 
sistema institucional, sino también una noción clara de las res¬ 
ponsabilidades que impone nuestra situación geográfica y los 
compromisos internacionales suscriptos por la República. 

Los organismos públicos y privados que deben ajustar su 
conducta a los textos sancionados son numerosos y de muy di¬ 
versa categoría. Este libro pone a disposición de los funcionarios 






y los particulares, un compendio de disposiciones sumamente 
completo y ordenado en forma inteligente y metódica. Es, pues, 
una contribución importante a la obra en que todos nos hallamos 
empeñados y tal es el motivo por el cual esta Comisión Investiga¬ 
dora ha creído que existen razones de interés público para pairo- 
cinar su publicación, brindándole la difusión que merece. 


Montevideo, 1943. 


PREFACIO 


Cuando en la post - guerra se haga el balance de las pertur¬ 
baciones ideológicas ocasionadas en nuestro tiempo por este 
auge inusitado de barbarie, se advertirá que no ha sido la me¬ 
nor de ellas, ni la menos funesta, la que ha venido a traducirse 
en una generalizada convicción en cuanto a la ineficacia del De¬ 
recho como instrumento defensivo del orden democrático. 

Autores estimables y políticos avezados, han llegado a sos¬ 
tener la necesidad de que se oponga a la inñltración totalitaria 
medios y técnicas idénticos a aquellos de que nuestros enemigos 
se valen, sin comprender quizás que las bases conceptuales en 
las que reposa el regimen democrático, al revés de lo que ocurre 
con los totalitarismos, para los cuales todo es permitido, imponen 
restricciones y limitaciones insalvables a su "modus operandi". 

Los Estados totalitarios, en cuanto son no otra cosa que ele¬ 
mentales estructuras de poder , no limitadas por normas superio¬ 
res a la voluntad de quienes las administran ni por el reconoci¬ 
miento de una zona inviolable de la personalidad de sus súbditos, 
están habilitados para recurrir aún a la violencia directa, a la 
privación de libertad sin previo proceso, a procedimientos inqui¬ 
sitivos secretos o a la persecución arbitraria, como medios de ase¬ 
gurar su estabilidad. 

Los Estados democráticos, en cambio, están contenidos por 
el Derecho que ellos mismos promulgan; y, en su creación, por 
la necesidad de detenerse en los límites de esa esfera de liber¬ 
tad reconocida al individuo. Por consiguiente, no les es dado, so 
pena de incurrir en la negación de sus propias bases conceptua¬ 
les, recurrir a medios defensivos que no se compadecen con 
aquellas. 







Esto constituye, a la vez, la debilidad material de la Demo¬ 
cracia y su grandeza moral. 

Pero no ha de exagerarse en cuanto al grado de ineficacia 
que el respeto de tales principios imponga a los Estados democrá¬ 
ticos. No es posible que se pueda sostener, como con aplauso se 
ha hecho en nuestro propio país y en el seno de una institución 
gremial de abogados, que los problemas propios de esta época 
no pueden ser resueltos por el Derecho y que éste, coma disciplina 
reguladora de la convivencia social, ha de ser sustituida por la Po¬ 
lítica. Ello equivale, simplemente, a proclamar como necesario lo 
que podríamos llamar un 11 totalitarismo antitotalitario . 

No es ese el camino. 

Son amplísimas las posibilidades que ofrece el Derecho para 
una eficiente organización de la defensa política de los Estaaos 
democráticos; sólo que, para ajustarlo a contingencias como la 
presente, se requiere superar los obstáculos que se oponen a su 
evolución progresiva y a su aplicación valiente: el conservatismo 
de los juristas, la lentitud del trabajo parlamentario, el ejercicio 
de las funciones judiciales y administrativas por hombres que no 
siempre comprenden exactamente el momento político que vive 
el mundo, la inconexión entre los esfuerzos particulares realiza¬ 
dos por los distintos Estados democráticos, etc. 

Y sobre todo: el desconocimiento general de las disposición 
nes ya en vigencia, mediante cuya estricta aplicación podría cum¬ 
plirse, en muy buena parte, esa tarea de defensa de nuestras ins¬ 
tituciones. 

Es en este sentido que adquiere la más alta importancia esta 
obra de Alejandro Rovira y Luis Seguí González. 

Aparte de sus méritos críticos, ella será desde ahora la fuente 
de consulta indispensable, no solamente para quienes desde la 
Administración o la Judicatura están llamados a aplicar las dis¬ 
posiciones relativas a esas materias, sino también para todos los 
que, sintiendo la preocupación de la defensa política, quieran edi¬ 
ficar, sobre los materiales antiguos, fórmulas más ajustadas a las 
exigencias de la práctica, mas previsoras y eficientes. 

La pulcritud y minuciosidad que los autores ya habían puesto 
de manifiesto en trabajos anteriores, especialmente en su estudio 


del derecho migratorio uruguayo, presta a estas páginas, para las 
cuales se me ha solicitado amablemente unas palabras iniciales, 
el atractivo de las cosas precisas y exactas. 

Con ellas cooperan a una causa noble y elevada: la defensa, 
por el Derecho, de la libeitad democrática. 


JUSTINO JIMENEZ DE ARECHAGA 





PALABRAS EXPLICATIVAS 

El presente trabajo no es otra cosa que un simple manual 
de la legislación.uruguaya relativa al contralor de las actividades 
de carácter subver^vo. 

Originariamente, respondió a una sugestión formulada ante 
ol- Comité Consultivo de Emergencia para la Defensa Política del 
continente, en el sentido de realizar una labor — esencial a nues¬ 
tro juicio — de sistematización y de síntesis, de agrupamiento y 
clasificación metódicas de las normas de derecho positivo vigen¬ 
tes en cada una de las Repúblicas americanas, que diese cuen¬ 
ta cabal del estado, permitiese el estudio y facilitase las amplia¬ 
ciones o complementaciones necesarias de la legislación sobre 
la materia. 

Como ejemplo concreto de esa sugestión, aparece hoy a la 
luz este libro. 

Estrictamente ceñidos al plan en vista, que descartaba de 
antemano la exposición doctrinaria, crítica o de derecho compa¬ 
rado, el trabajo mantiene la mayor objetividad posible. Se sumi¬ 
nistran sólo aquellas referencias más indispensables a la com¬ 
prensión, en su conjunto general, del régimen legal o administra¬ 
tivo uruguayo sobre determinada materia, así como las conclu¬ 
siones que la República ha suscripto en conferencias y demás 
actos de carácter internacional y que, en la mayoría de los casos, 
señalan claramente el camino — algunas veces ya cumplido, 
por recorrer en otros — hacia el que debe orientarse el derecho 
interno en los puntos vinculados con el tema. 

Agradecemos vivamente la ayuda del señor Delegado de los 
Estados Unidos de América ante el Comité Consultivo de Emer¬ 
gencia para la Defensa Política, Dr. Cari B. Spaeth, cuyas indi¬ 
caciones han facilitado la concepción del plan a que se ajusta 
él manual; la bondad del Dr. Justino Jiménez de Aréchaga al 
aportar a nuestro modesto trabajo las conceptuosas líneas de un 
juicio que nos honra; y a la Comisión Investigadora de Activida- 
dos Antinacionales, por último, que, al disponer esta publica¬ 
ción, ha convertido en realidad nuestro esfuerzo. 


Montevideo, 1043. 
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GENERALIDADES 

CAPITULO I 
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1. Insuficiencia de la legislación penal ordinaria frente a 
las actividades subversivas. — Carácter de la penetración 
antidemocrática, de la fascista especialmente. - La demo¬ 
cracia liberal y las doctrinas antidemocráticas, — La legisla¬ 
ción nacional y la coordinación interam erica na ccrno medida 
de defensa contra el totalitarismo. — 2. Posición internacional 
del Uruguay ante la segunda guerra mundial de 1939. — De 
efeto de neutralidad de 5 de setiembre de 1939. Decretos 
de 8 y 18 de diciembre de 1941 y 25 de agosto de 1942, ele soli¬ 
daridad con EE. UU, Brasil y demás gobiernos americanos 
rtt ludia con Japón, Alemania e Italia. Consideración de no 
beligerancia a las naves de S, M. Británica y a las de otros países 
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H elaciones con Japón, Alemania e Italia y la 111 Reunión de 
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Junio y 28 de julio de 1943, sobne declaración de no belige¬ 
rantes a las naves de guerra de Polonia y Países Bajos y eanu- 
ilación de relaciones diplomáticas con Francia y la U. R. S- S. 
(Apéndice, pág. 255) ...... ^ 
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Militar. — Código Penal Militar. — Código de Legislación' 
aeronáutica. — Otras leyes y resoluciones especiales . 10 

CAPITULO III 

Poderes generales de gobierno para combatir las 
actividades subversivas 

4. Los, poderes generales de gobierno emanan de las atrL 
fcuciones constitucionales conferidas á los órganos del Esta¬ 
do, — 5. La Nación uruguaya se rige por la forma democrá- 
Tico-republicana de gobierno. — Los poderes representativos. 

— 6. a) Poder Legislativo. — Integración. — Competencia de 
la Asamblea General, de la Cámara de Representantes y del 
Senado. — Derecho disciplinario del Parlamento y su aplica¬ 
ción como, medio de reprimir los actos contrarios a la deroo- ? 
erada de sus integrantes. — 7. b) Poder Ejecutivo. — El Pre¬ 
sidente de la República, los Ministros y el Consejo de Minis¬ 
tros.’ — Atribuciones. — Facultades del Ejecutivo m casos, 
excepcionales. — Las medidas prontas de seguridad. — 8. c) 

Jtader Judicial. — La Suprema Corte de Justicia, Tribunales 
T Juzgados. Atribuciones de la Suprema Corte. — La juris- 1 
dicción militar ... .. 11 

SEGUNDA PARTE 

MEDIDAS ESPECIFICAS 

CAPITULO I 

Medidas de contralor de extranjero !,sí 

L Extranjeros en generar 

a. Registro 

9. No existe un registro de extranjeros en el Uruguay. — 
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10, Sido disposiciones aisladas y fragmentarias pueden cita* se 
3ÉÉQ ¡¡in lee edén tes. — di. Decreto gubernativo de 17 de octubre 
át 1834. — 12. Edictos de la Jefatura de Policía de Montpvl 
[itt *©br<¿ población fíbtante. — 13. El Edicto de policía de 28 
di 1 tipiifeo de 4883. — 14. La Guía policial de 1883. — 15. Edic- 
M Jji Jefatura de Policía de Montevideo de 20 de noviembre; 
ÉPPSSS. - 16, La Resolución policial de 31 de agosto 1911 
W&H distribución de libretas de empadronamiento de vecin- 
díiíl, 17. Edictos de policía sobre changadores, mendigos 
y íüif vientes y padrón de vecinos y hacendados. — 18. Listan 
ile inmigrantes. — 19. Registros municipales de vecindad y 
SíKpC'íón de los mismos. — 20. Proyectos de creación de Re- 
!íí*li + QI de Extranjeros y de Vecindad. — Registro Policial de 
\ ' Cuidad para el departamento de Montevideo. — 21. Re- 
de domicilios. — 22. Registro General de Extranjeros. 
%*S t Rcgi'tro General y Censo Permanente de la Población 
■Muebles, Comercio e Industria^. — 24. Registro y Ficha de 
Vecindad. — 25. Registro de Extranjeros. — 26. Reiteración 
del Registro (rene: al de Extranjeros. — 27. Tipos especiales 
ffiñéi icos de registros. — Cédulas de identidad. — Cartas de ciu- 
'Mtuiia. — 28. Censo de personas en las zonas de seguridad 
38 bis 1 . Decreto de 6 de Mayo de 19+3, derogatorio del art. 
lo dcrl Decreto reglamentario de zonas de seguridad de 15 
IÍD ' ci ubre de 1942. (Apéndice pág. 261). — 28 ter. Decreto de 
Mr ¡lililí de 1943 que modifica y adiciona los art "culos 15 y 17 
Mil d< crin de 15 de octubre de 1942, reglamentario del decreto- 
íf dr lo de julio de 1942 sobre zonas de seguridad (Apén- 
d ]>;ig. 261). — 29. Ficha je de personas por la Co- 

ini iión in ve segadora de Actividades Antinacionales. — 30. 
Rvgislro de los extranje.os que actúan en I(;| Defensa Pa¬ 
vo — 31. La Resolución XVIII de la III Reunión de Con- 
Ull i y el registro- de extranjeros. — 32. Registro Inter- 
nmencano de Prontuarios Policiales. — 33. La Resolución 
\ III de la Reunión Regional de Rivera y las normas mínimas 
#ubi'e registro de extranjeros aconsejadas por el Comité de 
Emergencia para la Defensa PÓ Ótica . 

1). Empico 

34. Constitución de la República, art. 69. — 35. Ley 
v 312 de 23 de julio de 1853 sobre procedimiento 1 civil. — 
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36. Ley N . 9 1221 de 20 de julio de 1874 sobre ciudadanía legal. 

—37. Ley N . 9 7690 de 9 de enero de 1924 sobre Registro Cívico' 
Nacional. — 38. Ley N. 9 9943 de 20 de julio de 1940 sobre 
instrucción militar. — 38 bis. Decreto de 15 <le marzo de 1943 
que exige el cumplimiento de las disposiciones de la ley de 
instrucción militar a los funcionarios! públicos (Apéndice, pág. 

262)._39. Decreto de 28 de enero de 1942 adoptando medidas 

prontas de seguridad. — 40. Decreto-ley de 18 de jumo de 1942 
sobre defensa pasiva. — 41. Decreto de 15 de octubre de 19+2 
reglamentario del Decreto-ley de zonas de seguí idad. 42. 

Ley N . 9 9977 de 5 de diciembre de 1940 y decretos de 4 de ju¬ 
nio y 29 de diciembre de 1941 robre aeronavegación comercial.— 

43. Decretos de 4 de junio y 29 de diciembre 1941, sobre aero¬ 
navegación deportiva. — 44. Código de Legislación Aeronáu¬ 
tica. _ 45 . El decreto-ley de 13 de febrero de 1943 y los ex¬ 
tranjeros designados para ocupar cargos públicos. — 46. Decre¬ 
to-ley de 19 de noviembre de 1942, sobre actividades subvei 
sivas. — 47. Funcionarios policiales. — 48. a) Ingreso. 49. b) 
Cesantía y retiro por actividades antidemocráticas. 50. El 
decreto-ley de 13 de febrero de 1943 sobre estatuto del funcio¬ 
nario. — 51. La Conferencia Interamericana de Medidas Poli¬ 
ciales y Judiciales y la pérdida de los cargos públicos como pena 
accesoria por la obtención fraudulenta de la nacionalidad . . 37 

c. Propiedad 

52. Constitución de la República, arts. 7 y 31. — 53. Ley 
N . 9 10.050 de 18 de setiembre de 1941 de organización militar. 

_Servidumbres de estudio, tránsito, estacionamiento y aprovi¬ 
sionamiento por razones de defensa nacional. 54. La Conven¬ 
ción sobre Condición de los extranjeros de la VI Conferen¬ 
cia Internacional Americana y el reconocimiento de los deie- 
chos civiles esenciales. — Decreto-ley N . 9 8955 de 5 de abril 
(j e 1933 . — 55 . El Decreto-ley de 16 (le julio de 1942 sobre zo¬ 
nas de seguridad y las limitaciones a los derechos reales y per¬ 
sonales de los extranjeros. — 56. Decreto 15 de octubre de 1942 
reglamentario del de zonas de seguridad. — 56 bis. Remisión 
(apéndice, pág. 263).— 57. Decreto-ley de 18 de junio de 1942 
sobre defensa pasiva y derecho de requisa. — 58- La Resolución 
XVII de la II Reunión de Consulta, y la tenencia de aerop a- 
no'Sí, mrmas, explosivos, etc . 
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— XVII — 


el. Vigilancia 

S9. La Resolución VII de la II Reunión de Consulta y la 
Vlulltmda de la propaganda y disturbios fritemos.—60, Cas pro 
Mlilouilcs de la ley Nc 9936 de 18 de junio de 1940, — 61* 
I b. n i., de 25 de setiembre de 1940 y la vigilancia por la 
poln y los institutos armados y las denuncias por los ci.u- 
díidiim**, rumo medida represiva de actividades antinacicnales, 
iüb Circular de 27 de setiembre de 1940^51 62, Circular de 22 
illü íMirro de 1942 incitaiKlo el celo de las autoridades poli- 
np». — c ircular de l. 9 de setiembre de 1942 sobre exigencia 
tl« Itt d e umcntación personal y justificación de los motivos 
ÚP viaje (‘ii todo el territorio de la República. — 63. Designa¬ 
ción de la Comisión parlamentaria Investigadora de Activida- 
íUü Allí ¡nacionales. — Resolución ele la Cámara de Represen- 
tüil 1 r n de 8 de octubre de 1941 y Acordada de la Suprema* Cor- 
|§ de Justicia de 10 de marzo de 1942. — Decreto ley de 28 
^ ttgoslo de 1942 confiriéndole poderes jurídicos especiales 
|IHril el cumplimiento de sus atribuciones. — Circulares de 28 
Üi octubre de 1941 y 30 de julio de 1942 dirigidas á la policía 
ft solicitud de la Comisión. — 64. Decreto-ley de 16 de julio 
cid 1942 sul >re zonas de seguridad y la vigilancia de las perso- 
Hüü jM'Jigmsas. — 65. Decreto de 15 de octubre de 1942 regla- 
mimiUiiío del decreto-ley anterior. — 65 bis. Decreto 
*(*■ V dv julio de 1943 que modifica el artículo 11 del 
. .. de 15 de octubre de 1942, reglamentario del decretó¬ 
la d+ Iri de. julio de 1942 sobre mas de segurídfnjd 
i \péml¿a\ pág. 263). —- 66. Decreto-ley de 18 de 

luido de V Mi sobre defensa pasiva* — 67. Decreto-ley de 19 de 
hovimihiT de 1942 de creación del Juzgado- Ltdo. de Instruc- 
pp'U t nininul de 4. v turno para la depresión de las actividades 
*llb\ i■! 9vas. — 68. Las resoluciones XV 11 y r XIX de la 111 
Reunión de Consulta y los sistemas americanos de vigilancia, 
llilelígmcia v investigación. — 69. Las recomendaciones V y VI[ 
de Iii Conferencia Interamericana sobre Coordinación de Medi¬ 
da ^ policiales y judiciales y la creación de una policía político- 
*"111(1* — 70. La Resolución V f í de la Reunión Regional de 
Rivera y rl contralor del movimiento de bóteles y estableci- 




— XVIII — 


é. Expulsión 

70 bis 1 . Remisión. La expulsión de extranjeros se trata en 
rl capítulo III, §§ 155 a 168 inclusives. (Apéndice pág. 263). 

2. Extranjeros dee Eje y de países bajo ee contralor dee Eje 

a. Registro 

71. No existe legislación especial sobre registro de ex¬ 
tranjeros del Eje en el Uruguay.. 

i 

b. Internación 

72. Resolución VII de la II Reunión de Consulta. — 73. Re¬ 

solución XVII de la III Reunión de Consulta. — 74. Decre¬ 
to de 23 de enero de 1940 sobre retención en'el territorio 
nacional de los tripulantes del acorazado alemán Admiral Graf 
Spee. — 75. Decreto de 23 de enero de 1940 extendiendo las 
disposiciones anteriores a los tripulantes del barco alemán Ta¬ 
coma. — 76, Decreto de 16 de febrero de 1940 estableciendo 
lugar de internación, procedimiento de identificación, etc., pa¬ 
ra los tripulantes de los buques Admiral Graf Spee y Tacoma. 
77. Decreto de 29 de mayo de 1940. — 78. Decreto de 8 de se¬ 
tiembre de 1942, internando a los tripulantes del buque de ban¬ 
dería alemana Tacoma..— 78 bis. Decreto y Resolución de 5 de 
agosto de 1943 fijando régimen y lugar de internación a los 
tripulantes de los barcos alemanes “Taco-ma” y “Graf Spee’ 1 . 
(Apéndice, pág. 263) .i. 

c. Expulsión 

79. No existe en la República legislación especial sobre 

expulsión/ de extranjeros del Eje. 

d. Propiedad 

80. No existe en la, República legislación especial sobre 

propiedad de extranjeros del Eje. 


71 


— XIX — 


e. Empleo \ 

* 

31. \ r o existen disposiciones al respecto en el Uruguay. 71 

g. Residencia y cambio 

fi t No existen disposiciones al respecto en el Uruguay. — 83. 

1$ Hñ 'I lición XVII de la II Reunión de Consulta y los cam- 
|j¡'®§ de residencia y viajes de loé extranjeros peligrosos. 71 


CAPITULO II 


Medidas para el contralor de los ciudadanos 

1. Registro 

HL Ciudadanos naturales y legales. — El art. 2? de la ley 
N." 9196 de 2 de febrero de 1928 sobre ciudadanía legal. La 
Cí'in mención sobre nacionalidad de la VII Conferencia Inter- 
jtM u» 11 ; d Americana y la reserva de la delegación uruguaya. 

-Nr i'-i il constitucional del último inciso del artículo 66 de la 
C"H • tuoión. — El Código Penal, art. 360, inc. 6/ y la Cir* 

Oubir de l.' 1 de setiembre de 1942 del Ministerio del Interior. — 

Hft. I.e\ es rfjúms. 7690 de 9 de enero de 1942, 8070 de, 23 de fe¬ 
brero de 1927, 8196 de 2 de febrero de 1928 y 9570 de 19 de 
Jliílin de 1930 sobre Registro Cívico- Nacional, Elecciones y 
i 'indiidanía legal. — 86. La Ley N. 9 9943 de 20 de julio de 1940 
* I r ín * i rucción militar y el Decreto f de 16 de enero de 1941.—- ^ 

86 bit'. Proyecto de ley por el que se exime a los ciudadanos 
Jígí'dc de la instrucción militar obligatoria mientras dure 
"fe anual guerra mundial. (Apéndice, pág. 264). 72 


2. Abuso- de ciudadanía 

a. Ciudadanos naturales — expatriación 

87. La Constitución de la República, art. 70, inciso 52; el 
Código Penal arts. 142, 143, y 303; y la ley N2 7690 de 9 de 
de PHl . . . .¿... 


i nei 
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I 

f * 

b.. Ciudadanos naturalizados 

* » 

(1) Restricciones a la naturalización 

88. La Constitución de la República, art. 70, inc. 7.'\ — 

89. El artículo 2° de la ley N. 9 8196 de 2 febrero de 1928 y la 
aplicación administrativa de la disposición. — 90. La Resolu¬ 
ción XVII de la III Reunión de Consulta. — 91. La Resolución 
VIII de la Conferencia Interamericana sobre Coordinación de 
Medidas Policiales y Judiciales de Buenos Aires y la limita¬ 
ción de la naturalización y ciudadanía legal .. 77 

(2) Pérdida de la naturalización 

92. Constitución de la República, arts. 70 y 71.— 93. La ley 

■Nr 9831 de 23 de mayo de 1939 y la exclusión del registro de 
los ciudadanos incursos en. causal de suspensión de la ciuda¬ 
danía. _94. El Decreto-ley de 19 de noviembie de 1942 y la pér¬ 

dida de la ciudadanía como pena accesoria. — 95. Las Reso¬ 
luciones XVII de la III Reunión de Consulta y VIII de la Con¬ 
ferencia sobre Coordinación de Medidas Policiales y Judiciales 


y la anulación de la ciudadanía y nacionalidad .• •- 78 

3. Empico 

OA 

96. Empleo de ciudadanos • •.*".* 

4. Propiedad 

97. Propiedad de ciudadanos .' .. 

5. Vigilancia 

QA 

98. Vigilancia de ciudadanos -■ ... 

6. Oteas medidas 


99. Desempeño en la República de cargos diplomáticos y 
consulares por ciudadanos uruguayos. Ley X . 9 214 ^ de 1/ de 
julio de 1839. Convención sobre funcionarios dip'omáticos 
suscripta en - la VI Conferencia Internacional Americana. — 
Decreto-ley N . 9 8953 de 5 de abril de 1933. - Decreto de 20 


W ■ 


t 

K 






-11*1 muyo 

»¡na 

Klb marzo de 1912 y 18 de noviembre de 1937 


de* 1935. 100. Ei ni i tac iones al derecho de propie-* 

motivos relativos a la defensa nacional. — Leves 
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CAPITULO III 

Medidas de contralor del tránsito de personas 

1. Extrada 

i 

a. Ciudadanos 

(1) Restricciones a la admisión 

I lOJ . La Ley N . 9 9604 de 13 de octubre de 1936 y la restric- 
Mm ®! u^Teso de ciudadanos legales al país 

; 2 ) Procedimientos y requisitos para la admisión 

107. ¡3 ¿gimen para la admisión de ciudadanos . 
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b. Extranjeros 

(1) Clases de extranjeros no admisibles 

. 

m Constitución de la República, la libertad de locoing- 
'iliíl y I® reglamentación de la Jnmig. ación. — 104. Las Constitu- 
pP¡®^ <íf Y reconocían igualmente la libertad de loco- 

jl»m m 105. Régimen de la inmigración en sentido lato.—Le- 
'. , mimu ¿096 y 3051 de 18 de junio de 1890 y 23 cíe junio de 1906. 

It)íh La ley N. v 8868 de 19 de julio de 1932 y las prohibido- 
inmigración. — 107. Decreto reglamentario de 
Id lebrero de 1915 y prohibiciones ele la ley 2096. — 108. 

* Ui uihiriún XI de lu Reunión Regional de Rivera v el m- 
I ni miníenlo de personas en calidad de inmigrantes agri- 
jjHi 1,1 1 ■ 11 *, 109. Las prohibiciones de ing:eso al país de la lev' 

'**'l de 13 de octubre de 1936. — 110. Decreto reglamenta- 
1 d<‘ diciembre de 1936. — El archivo de expulsados 
) U" -'di minios. — 111. Ley N. v 8080 ele 27 de mayo de 1927 
i r moii del proxenetismo. - 112. Ley N9787 de 14 

d« Miiulire de 1938 sobre-en íc;: im s de lepra. — 113. Decreto 
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reglamentario de inmigración de 23 de noviembre de 1937.— 
114. Régimen de ingreso transitorio al país. — Misiones cien¬ 
tíficas^ culturales, diplomáticos, artistas y delegaciones de¬ 
portivas. Decreto de 23 de noviembre de 1937. — 115. Pasa¬ 
jeros en tránsito. — Decretos de 25 de octubre de 1938 y 12 
de junio de 1940. — 116. Turistas.—Ley N. 9 9604, de 13 de oc¬ 
tubre de 1936 y decreto de 4 de diciembre de 1935. — 117. La 
Resolución de 30 de diciembre de 1932 y los extranjeros pro-* 
cedentes de la Argentina en 2. a y 3. a clases. — 118. Convenio 
de 20 de diciembre de 1933, con Brasil, para el fomento del 
turismo. — 119. La VII Conferencia Internacional Americana 
y el fomento del turismo. 120. La Conferencia Comercial Pan¬ 
americana de Buenos Aires y el convenio de creación del pasa¬ 
porte panamericano de turismo. 121. La Circular de 17 de di¬ 
ciembre de 1938, la resolución del Consejo de Ministros de 
enero de 1939 y la prohibición a los Cónsules de autorizar via¬ 
jes turísticos a favor de personas que no puedan regresar a 
sus países de origen. — 122. Pasajeros procedentes de países 
americanos. — Extranjeros procedentes de la Argentina. —> 
Decreto l. 9 de agosto de 1940.— 123. Ciudadanos argentinos o 
naturalizados. — Decreto 12 de junio de 1940. —¡ 124. Naciona¬ 
les brasileños. — Decreto l. 9 de agosto de 1940— 125. Ciudada^ 
nos paraguayos. — Tratado de Comercio y Navegación de 26 
de diciembre de 1938, suscripto con Paraguay y decreto de 14 
de febrero de 1940. — 126. Ciudadanos americanos de los de¬ 
más países del continente. — Decreto 12 de junio de 1940. — 
127. La ley N 9 7312 y el régimen de entrada en época de elec¬ 
ciones.— 128. La visita de inmigración. — Decretos de 21 de 
mayo de 1902, 20 de diciembre de 1934, 21 de noviembre de 
1935 y 26 de junio de 1941. — 129. Yachts y embarcaciones afi¬ 
liadas a clubes náuticos. — Resolución de 13 de febrero de 1941. 
— 130. Vuelo de aviadores civiles. Resolución de 31 de julio de 
1941. — 131. La Conferencia Sudamericana de Policía de 1920 y 
la entrada de extranjeros. — 132. La VI Conferencia Interna¬ 
cional Americana y la Convención sobre condición de extranje-' 
ros. — Decreto-ley N. 9 8955 de 5 de abril de 1933. — 133. Reso¬ 
luciones III y IV de la Reunión Regional de Rivera sobre res¬ 
tricciones al ingreso de personas a los países americanos.—134. 
Tránsito de nacionales y naturalizados o ciudadanos legales de 
países americanos. — 135. Entrada de extranjeros de estados 
extracontinentales. — 136. Puntos habilitados para la entrada 
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y Mldidil de personas por las fronteras, — 137 Proyecto de ley 
vdi Inmigración y permanencia dé extranjeros en el país. .... 

(2) Procedimientos para conseguir la admisión 


138. Requisitos y tiámite de las solicitudes. — 139. Tu- 
flfil'M. — 140. Pasajeros en tránsito. — 141. Viajeros. — 142. 

!\r-ujeros de retorno .. . 104 

2. Sabida 


a. C ludadanos — prohibiciones , restricciones 

y procedimiento 

143 , C onstitución de la República.— 144. El tráfico clandes- 
llllo de billetes y valores nacionales en relación con las restric- 
WMirti a la salida de personas. — 145. Expedición de pasa¬ 
porten, — 146. La Reunión Regional de Rivera y la de- 
jluilmieióii de puntos de entrada y salida. 105 

b. Extranjeros — prohibiciones , restricciones 

y procedimiento 

147 » N'o existen disposiciones que restrinjan o prohiban 
itire i'llllhfule la salida de extranjeros. — 148. Expedición de 
extranjeras casadas con uruguayos. — 149. Cer- 
tlfll'Hfln de identidad para los refugiados rusos, armenios 
Kl!#'» V lisie: o-caldeos y turcos. — 150. Expedición de títu- 
)l)i p idrnlidad y de viaje a las personas sin nacionalidad. 

III. Tílul. js de identidad y de viaje a los extranjeros sin re- 
lición diplomática o consular. —- 151 bis. Decreto de 5 
ib 1 mu yo de 1943 sobre inclusión en el régimen de los de 
lO ilr Jihiil de 1931 y 3 de junio de 1932, de los franceses’ 
tM movimiento hrancia Libre . — 152. Pasaporte paname- 
Hcniio de (lirismo. — 153. La Resolución V de la II Reunión 
i\v lomadla y la aplicación de medidas precautorias en la ex- 
IHhIIi'Íhii de pasaportes. — 154. La Conferencia sobre CoordL 
mi» Iñu de Medidas Policiales y Judiciales y la expedición de 
mIvocmihI itrios a los extranjeros sin representación diplomá- 
Mm m consular. — 155. Expulsión de extranjeros. — 156. La 
1» v de 13 de octubre de 1936 y los dos procedí* 

de expulsión que prevé. — 157. a) Causales de ¡nad- 
MiLÍón y expulsión del artículo l. v de la ley, letras A) y B). 

IflB. b) Causal de expulsión del articulo 5. 9 de la lev: integra- 
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ción de núcleos, sociedades, comités o partidos que preconL 
cen medios de violencia contra el régimen democrático-repu- 
blicano. — 159, Normas complementarias de los dos tipos de 
causales de expulsión. — 160. Otros regímenes especiales de 
expulsión. — 161. Ley N7 8080 de 27 de mayo 1927 sobre pro¬ 
xenetismo. — 162. Ley N. ? 9787 de 14 de octubre de 1938, 
sobre enfermos de lepra. — 163. Ley N. 9 9936 de 18 de junio 
de 1940, 'sobre Asociaciones Ilícitas. — 164. Decreto-ley de 
16 de julio de 1942 sobre zonas de seguridad. — 165. Reglas 
internacionales sobre expulsión. — 166. El tratado de Derecho 
Internacional Renal de Montevideo de 1889. — 167. Las con¬ 
clusiones de la Conferencia Sudamericana de Policía de Bue¬ 
nos Aires de 1920. — 168. El nuevo Tratado de Derecho In¬ 
ternacional Penal de 1939-40 .■ *. 

3. Pasaje clandestino a países limítrofes 

169. No existen disposiciones especiales en el Uruguay 
sobre este punto. — 170. La Conclusión II de la Conferen¬ 
cia de Policía de 1920 y la realización de convenios sel)re po¬ 
licía fronteriza. — 171. Recomendaciones de la II Reunión 
de Consulta sobre disturbios internos. — 172. La Conferencia 
Interamericana sobre Coordinación de Medidas Policiales y 
Judiciales de Buenos Aires y la vigilancia de los barcos pes¬ 
queros. — 173. Las Resoluciones V y VI de ]a Reunión Re¬ 
gional de Rivera, sobre fijación de puntos de entrada y 
salida y exigencia de documentación personal por los ser¬ 
vicios de transporte internacionales. — 174. Vigilancia de las 
fronteras de países limítrofes. — 175. Vigilancia y patrullaje 
del Río Uruguay y afluentes y litoral oceánico . 

4. Restricciones a los medios de viaje 

176. Tansporte aéreo. — 177. La Resolución XVII de la 
III Reunión de Consulta y la limitación a los viajes dentro del 
país, ....... 


CAPITULO IV 

Medidas para el contralor de las organizaciones 

1. Registro 

178, El artículo 38 de la Constitución. — 179. Régimen 
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di* lu ley civil. — Asociaciones. — Registro de pe: sonerías jurídi- 
t'li*. *— 180. Registro de sociedades comerciales. — 181. La III 
Reunión de Consulta y el registro de las organizaciones anti¬ 
democráticas......... 121 

2. Prohibición 

182. La Constitución de la República. —* 183. El artícit- 
IM) del Código Penal. — 184. La Ley N2 9936 de 18 de 
jtllilo de 1940 sobre asociaciones ilícitas. — 185. Otras nor- 
ilift* de la ley N. 9 9936. — 186. El Decreto, reglamentario de 
de julio de 1940 y la creación de la Comisión Especial de 
MgHfttigucnm de Asociaciones Ilícitas. — 187. Circulares del 
l^tllIlHlerin del Interior de 28 de octubre de 1941 y 30 de julio 
fie PM2. — 188. El Dec:eto-ley de 19 de noviembre de 1942. 
pía 189, La VIII Conferencia Internacional Americana de LL 
HUI y la limitación del ejercicio de derechos políticos otor- 
'I I" s residentes extranjeros por las leyes de sus res¬ 
pectivo* países. — 190. La Resolución VII de la II Reunión 
tli* Con Milla y la prohibición de actividades políticas a los 
ni Mili)pros. — 191. La Resolución XVII de la III Reunión 
t|i Consulta y la ampliación de la vigilancia de las aetivi-' 

«lH. |«v» v propaganda de grupos o asociaciones antidemocrá- 
lll'H. «le «'si ranjeros de Estados extra-continentales. — 192. 

Lm I 'mi i rienda Interamericana sobre Coordinación de Me- 
fliilNt l'nli dales y Judiciales y la prohibición de entidades 
EpíilHilm(Midas por los Estados miembros del Pacto Tripartito 124 

3. Socios 

193. Leves Números 9936 de 18 de junio de 1940 y 9943 de 
ffO de |iilio de 1940, sobre asociaciones ilícitas e instrucción mí 
lililí obliga loria. — 194. Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942. 
m I9,V Resollición XVII de la III Reunión de Consulta . . 129 

I, Restricciones a la instalación de oficinas O SEDES 

196, Kn la prohibición general de la formación de aso- 
EíiU'ioinl ilícitas está implícita la restricción a la instalación 

df» oficinas....... . .. 130 

5. Restricciones me actividades especiales 
a. Milincs 

197, Kl artículo 37 de la Constitución.—198. La lev X. 9 24 ( ) ( ) 
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de 28 de junio de 1897 reglamentaria del derecho de reunión. 

199. La ley N. p 9565 de 2 de junio de 1936 y la prohibición de 
realizar reuniones dirigidas a criticar la política de un Estado 
extranjero. — 200. La Resolución de 5 de setiembre de 1939 y 
la prohibición de efectuar manifestaciones públicas.—El senti¬ 
do de la prohibición y el Decreto de 5 de diciembre de 1940. 

—Las reuniones políticas y la Circular del Ministerio del In¬ 
terior de 9 de diciembre de 1941. — 201. Excepciones a las 
prohibiciones del Decreto y Resolución anteriores. — 202. El 
proyecto de ley modificativo de la No 9936 de 1 18 de jumo 
de 1940 sobre asociaciones ilícitas y el derecho de reunión.— 

203. Decreto-ley de 19 de noviemb: e de 1942. 130 

b. Desfiles 

204. Remisión.... . -. 134 

c. Uso de uniformes , símbolos especiales , etc. 

205. Disposiciones sobre uniformes, símbolos, insignias 
y banderas. — 206. Uniformes. — 207. Símbolos, enseñas, in¬ 
signias y escarapelas. — 208. Banderas. — Régimen de la ley 
No 1866 de 21 de abril de 1886. — Competencia del Ministe¬ 
rio del Interior sobre la materia. — 208 bis. Resolución de 13 
de julio de 1943 autorizando a los residentes franceses y ami¬ 
gos de Francia a izar la bandera francesa el 14 de julio (Apén¬ 
dice, pág. 266). — 208 ter. Resolución de 17 de-julio de 1943 
denegando autorización para izar la bandera española el 18 
de julio. (Apéndice pág. 268). — 209. Juramento de fidelidad a 
la bandera nacional. — 210. Vilipendio de emblemas de Esta¬ 
dos extranjeros, y del himno, bandera o emblemas, nacionales. 

— El Código Penal y el decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 134 

d. Otras actividades especiales 

211. Contralor de la enseñanza. — 212, La Constitución 
de la República y la libertad de enseñanza. — 213. Enseñan¬ 
za privada. — 214. Enseñanza primaria. — 215. Enseñanza 
secundaria y superior. — 216. Enseñanza industrial. — 217. 
Concepto legal de institución docente extranjera a los efec¬ 
tos del contralor público de las actividades antinacionales.— 
Organos competentes para ejercerlo. — Idiomas, programas, 
reglamentos y maestros. — Clausura de centros de enseñan¬ 
za antidemocrática. — 218. Expedición de títulos profesiona- 
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Ifli y técnicos. — La Circular de 28 de, octubre de 1941 del 
pmlttrip del Interior. — Las denuncias de los escolares 
Hlilirn eiiNc fianza antidemocrática de los maestros y los obs- 
(Á «nilón de lfi ley procesal, — El Reglamento de 30 de oc- 
llllft di 1877 y la Ley Orgánica Municipal. — 219. Proyecto 
de li»y ilfl Poder Ejecutivo reglamentario de la libertad de 
m. 1 1 iiikh, — 220. La Conferencia Interamericana sobre Coor- 
BHpllélt de Medidas Policiales y Judiciales y la p; ohibición de 
Wk lipil'aeión antidemocrática por medio de la enseñanza 
ptUlUrlu, secundaria o superior . 137 

CAPITULO V 

Medidas de contralor de la propaganda 

., La* U cenan endaciones internacionales: genéricas sobre 
pñhliik don de la propaganda antidemocrática . 143 

1. Declaraciones 

, 111. Manifestaciones específicas de la propaganda antide- 

HfflrAilú. 222. Prohibición a los funcionarios públicos de 
9b|(f|ltar ,n propalar ideas contrarias a la democracia. — 223. 

de las personas de estado militar en materia de dc- 
i !m i alione* y publicaciones en general.. — 224. Prohibición de 
ffjl que perturbe la defensa pasiva de la República 143 

2. Publicaciones 
a. Periódicos 

3ÍI/Í, Disposiciones sobre publicaciones en general. — 226. 

Lev N, v *MH() (le 28 de junio de 1935 o ley de imprenta. — Ley 
N ( í77'l i Ir 20 de mayo de 1938. — Decreto reglamentario de 
Jñ «te |iill(» de* 1035. — 227. La Ley N. 9 9936 de 18 de junio de 
IpO «obre asociaciones ilícitas y la prohibición de introducir 
Itl pal* panfletos, diarios, periódicos, volantes o folletos de 
)H (ipa^anda política antidemocrática. — El Decreto regla- 
lítenla! I de 3 de julio de 1940 y las atribuciones de la Comi¬ 
sión Kwpecinl de Investigación de Asociaciones Ilícitas. — Pro- 
■ ypi|.n del Poder Ejecutivo motiíicativo de la ley. — 228. El 
Líbetelo de 27 de enero de 1942 y el contralor previo al d-escm- 
It5p|iie de las publicaciones.—Decreto de 15 de mayo de 1941.— 

|18, K| Decreto de 28 de enero de 1942 y la extensión de la 
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prohibición del artículo 9. 9 de la ley 9936 a la propaganda por 
medio de folletos, circulares u otros medios de emisión del 
pensamiento por escrito. — 230. Contralor de las publicacio¬ 
nes que efectúan los militares, marinos militares, asimilados 
>' empleados civiles dependientes del Ministerio de Defensa 

Nacional. — 231. Resolución de 5 de setiembre de 1939 so¬ 
bre noticias de prensa. — 232. La ley N. 9 10096 de 18 de di¬ 
ciembre de 1941 y la obligación de indicar el origen de la in¬ 

formación periodística. — 233. El decreto-ley de 19 de noviem¬ 
bre de 1942 y la propaganda antidemocrática por medio de la 
prensa como agravante especial. — 234. La Conferencia Sud¬ 
americana de Policía de 1920 y la prohibición de circulación 
de propaganda! contraria a la organización social o institucio¬ 
nal, en las reparticiones postales o aduaneras. Las reunio¬ 
nes I y II de Consulta de los Ministros de Relaciones Ex¬ 
teriores .• ■....... t 145 

b. Libros } panfletos, etc. 

235. Remisión. — 236. El artículo 27 de la Constitución al 
proyecto de ley orgánica de Correos y la fiscalización de co¬ 
rrespondencia ...... 153 


3. Radio 

237. Instalación y funcionamiento de estaciones radio- 
eléctricas trasmisoras. — 238. Ley N. 9 8390 de 13 de noviem¬ 
bre de 1928 sobre radiodifusión. — 239. Proyecto de ley sobre 
incautación de estaciones radioeléctricas de aficionados. — 
239 bis. Decreto de 29 de julio de 1943 aprobando el reglamento 
para el funcionamiento de las estaciones i adioeléctricas de aficio¬ 
nados (Apéndice, pág. 270).—240. Reglamento de 18 de junio de 
1929.—Competencia de la Dirección de los Servicios de Radioco¬ 
municaciones.—Modificaciones al régimen de las radiocomunica -, 
cio-nes.—240 bisi. Ley N. 9 9638 de 30 de diciembre de 1936 y la 
prohibición de radiodifundir por intermedio del S. O. D. R. E. 
propaganda política o religiosa sin autorización del Poder 
Ejecutivo (Apéndice, pág. 272). — 241. La Resolución de 5 
de setiembre de 1939 y la recomendación a las radios de no 
divulgar ciei tas noticias. — 242. La Ley N." 9936 de 18 de 
junio de 1940 y la prohibición de difundir determinada pro¬ 
paganda. —- Facultades represivas de la administración. — 
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Decreto reglamentario de 3 de j til i o de 1940 y atribuciones 
de la Comisión Especial que crea y de la Dirección General 
de Comunicaciones. 243. Circulares del ministro del Interior 
di» 28 de octubre de 1941 y 30 de julio de 1942. — 244. El 
Decreto de 28 .de enero de 1942 y la prohibición de la radio- 
dlfunión ele ideas antidemocráticas ó que perturben los siste¬ 
ma» de defensa nacional. Los idiomas oficiales del continen¬ 
te americano. — 245. El decreto de 13 de marzo de 1942 y 
la nidiodifusión de propaganda democrática en otros idio¬ 
ma» que los oficiales del continente. — 246. El Decreto de 19 
(lo ^noviembre de 1942 y la propaganda antidemocrática por 
mrdio de la radio como agravante especial. — 247. Las ra¬ 
dios de las aeronaves de turismo. — 248. Prohibición de usar 
pitliciones radioeléctricas en las aeronaves privadas no auto- 
¡plúlfLN. — 249. Disposiciones de carácter internacional. — 

1 y ti Rtuwikmes de Consulta. — 250. La III Reunión de Con- 
Mlltu v la prohibición a los nacionales del Eje de la tenencia 
lio upa ratos radiotrasmisores ... 154 

4. Cinematógrafo 

251. La Resolución de 5 de «setiembre de 1939 y la reco- 
momln cion a los cines de no permitir ciertas exhibiciones.— 252. 

Mi I )r>C.i'eto-ley de 19 de noviembre de 1942 y la posesión de 
fhllns Cinematográficas por personas halladas en lugares de 

prohibido . . .. ..... 162 

■ 5. Prensa en idioma Extranjero 

253. El Decreto de 28 de ene: o de 1942 y la prohibición 
lie ln omisión del pensamiento por la prensa en otros idiomas 
l|tlr lis oficiales del continente americano. ■— Excepción rela- 

llwi la prensa que se aplique a la defensa de la democracia 163 

6. Otros métodos de comunicación 

254. Cas disposiciones sobre rumores falsos. — Dccreto- 

li \ i|o 18 de junio de 1942. — 255. El Decrcto-Jey de 19 de no- 
uuhliro de 1942 y la propaganda antidem,oc: ática por medio 
do i, ualquicr forma de trasmisión del pensamiento. — 256. El 
Código penal militar y la circulación de versiones falsas de¬ 
primentes del espíritu de la tropa. 


163 
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CAPITULO VI 

Medidas' de salvaguardia ázi la información fundamental. 

Contralor de las comunicaciones 

1. Correos 

257. El Decreto de 27 de enero de 1942 y el secuestro de 
las publicaciones de carácter antidemocrático remitidas por 
vía postal. — 258. Atribuciones de la Sección VI de la Direc¬ 
ción de Defensa Pasiva en materia de vigilancia postal. — 

259. El proyecto del Poder Ejecutivo sobre ley orgánica de 
correos y el contralor de la correspondencia u otros envíos. 

—260. Las conclusiones de la Conferencia Sudamericana de 
Policía de 1920 y la prohibición de la circulación postal de 
impresos, g: abados o imágenes contrarios a la organización 
social o institucional ... . .. 165 

2. Radio 

261. La prohibición de toda emisión radioeléctrica dirigi¬ 
da a perturbar la paz y la tranquilidad públicas de otro Es¬ 
tado. — 262. La clausura de las estaciones radioeléctricas de 
los buques de países beligerantes en puertos nacionales como 
medio de asegurar la neutralidad de la República. — 263. Pro¬ 
hibición de radiodifundir noticias sobre movimiento de bar¬ 
cos de guerra o mercantes. — 264. Obligatoriedad de las es¬ 
taciones de radio de indicar la agencia que les haya suminis¬ 
trado las noticias que difundan y de éstas de señalar la en¬ 
tidad de que procedan. — 265. Atribuciones en materia de 
vigilancia de las trasmisiones de la Sección VI de la Direc¬ 
ción de la Defensa pasiva .. 166 

3. Telecomunicaciones 

a. Teléfono 

266. Suspensión de las telecomunicaciones por cualquier 
medio con Alemania, Italia. Japóin y territorios ocupados. — 
Competencia de la Dirección General de Comunicaciones. — 
Servicio de la localización de estaciones clandestinas. — 266 
bis. El Decreto de 12 de febrero de 1943 y el contralor de los 
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teléfonos internos existentes en las reparticiones públicas 
(Apéndice pág. 274).i.;. 

b. Telégrafo 

267. La Ley N. 9 10096 de 18 de diciembre de 1941 y el 
contralor de las agencias de noticias. — 268. Restricciones a 
los servicios telegráficos para o en tránsito por el territorio 
nacional.. ....... 

c. Cables y radiotelefonía 

269. Resolución de 17 de abril de 1940. — Conversaciones 
radiotelefónicas ,. 


d. Otros medios de comunicación 

270. Prohibición a las aeronaves de transportar palomas 
mensajeras. — 271. Reglamentación de las actividades colom- 

bóíilas. — 272. El Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 y la 
represión d«e la realización de señales tendientes a denunciar 
la salida o el pasaje de buques. — 272 bis. Proyecto de amplia¬ 
ción del Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942, con objeto de 
reprimir la - trasmisión o publicación* de noticias sobre movi¬ 
miento de buques (Apéndice pág. 274) . ... 

CAPITULO VII 

Medidas para prevenir y reprimir el espionaje 
y el sabotaje - 

1. Prevención y represión especificas. — Programa 

de CONTRALOR DE AREAS FUNDAMENTARES Y MEDIDAS 
PARA ASEGURAR RA DEFENSA NACIONAL 

‘ 273. Normas internacionales. Las Resoluciones XVII y 
XIX y III de las Reuniones de Consulta II y III y la preven¬ 
ción y represión del espionaje y del sabotaje.—274. Disposicio¬ 
nes de orden interno.—Los tres núcleos básicos: a) sobre de¬ 
fensa pasiva; b) sobre zonas de seguridad; y c) Informa¬ 
ción para la defensa nacional. — 275. a) Defensa pasiva. — 
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276. Concepto de Defensa pasiva. — 276 bis. Sanciones por in¬ 
fracciones a las disposiciones sobre defensa pasiva (Apén¬ 
dice pág. 277). — 277. Medidas. —* 278. Orgja|nos de 
dirección. — Dos planes para la defensa pasiva: de 
defensa pasfoa propiamente; de dispersión; de evacuación; 
de equipamiento; de socorros. — 279. Organos de ejecución. 

— 280. b) Zonas de seguridad. — Limitaciones a los dere¬ 
chos reales y personales de los extranjeros. — Facultad del 
Poder Ejecutivo para designar zonas de seguridad. Aplica¬ 
ciones de esta atribución. — 281. Otras medidas de la dis¬ 
posición. — 282 c) Información para la defensa nacional. — 

283.. Registro de Informaciones. -—* 284. Informaciones por 
organismos públicos. — 285. Informaciones por particulares. 

— 286. Informaciones en caso de medidas extraordinarias. 

287. Omisión de datos por las oficinas públicas. — 288. San¬ 
ciones. — 289. Carácter de las infracciones. — 290. El Decreto- 
ley de 19 de noviembre de 1942 y la represión de la intro¬ 
ducción fraudulenta en zonas de acceso vedado. — 291. Da 
Ley N. 9 9936 de 18 de junio de 1940 y la facultad conferida 
al Poder Ejecutivo para ejercer el contralor de organismos 
fundamentales a la vida económica, industrial o comercial del 
país. — 292. Prohibición de llevar máquinas fotográficas en 
las aeronaves. — 293. El Código de Legislación Aeronáutica 
y la prohibición de tomar fotografías de ciertos establecí-' 
mientos o zonas, o de volar por encima de las mismas . 172 

a. Plantas manufactureras 

294. Disposiciones sobre defensa pasiva vinculada con la 
materia.—295. Estudio de la protección de instalaciones indus¬ 
triales por medio de co: tinas de humo. — 296. El Decreto-lev 
de 16 de julio de 1942 y la protección de las plantas manufac¬ 
tureras. — 297. El Código Penal y los delitos contra la eco¬ 
nomía y hacienda públicas . . ...... 183 

b. Minas 

298. No existen disposiciones especiales sobre este pun¬ 
to en el Uruguay ..... .... 184 

c. Pozos y zonas petrolíferas 

299. Depósitos o lugares de almacenamiento de combus- 
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tibies. — 300. Cometidas de la Sección VI de la Dirección 
de defensa pasiva sobre combustibles. Emplazamiento de las 
refiuc ías y depósitos dé petróleo. — 301. Las zonas de segu¬ 
ridad comprenden . a las plantas de depósitos o destilación 
de combustibles. — 302. Cuerpo de vigilancia y seguridad de 
la Ancap. ......,.... 184 

d. Arsenales militares y otras plantas de almacén amien* 
to de materiales para la defensa nacional 

363. El Código Penal y la destrucción o inutilización de 
fortalezas, arsenales o pertrechos de guerra. 304. Decreto de 11 


de junio de 1942. — Decretos-leyes de 18 de junio y 16 de 
julio de 1942 *.... 185 


e. Líneas ferroviarias y otros sistemas de transporte 

305. El Código Penal y la destrucción o inutilización de 
naves, aeronaves, astilleros* estaciones marítimas, aéreas, fe¬ 
rrocarrileras y vías férreas. — Concepto penal de vía férrea. 
— Otras figuras delictivas del Código Penal. Desastre ferro¬ 
viario. — Atentado culpable centra la seguridad de las vías 
férreas. Atentado culpable cont: a la seguridad de los transpor¬ 
tes.— 306. El Decreto-ley de 16 de julio de 1942 y la protección 
de los aeródromos y otros lugares vitales.— 307. Atribuciones 
de las secciones VI y VII de la Dirección de la Defensa Pasiva 
en materia de medios de transporte. — ,-308. Zonas prohibidas 
de vuelo. — Decretos de 8 de junio de 1935, 5 y 14 de agosto de 
de 1936, 24 de noviembre de 1939, 26 de Junio y 11 de se¬ 
tiembre de 1940. — Probición de volar por encima de los 
puentes carreteros y ferroviarios de toda la República. — 309. 

I acuitad del Poder Ejecutivo de prohibir el vuelo de aero¬ 
naves. — 310. La Ley No 10050 de 18 de setiembre de 1941* 
Código de Legislación Aeronáutica y la policía aérea na- 
<3 ion al. — Decreto de 29 de diciembre de 1941, y las nuevas 
/.ornes de vuelo prohibido. — Atribuciones de las Direccio¬ 
nes de Aeronáutica Civil y Militar. — Contralor de la aerona¬ 
vegación. — Régimen de la aviación civil. — Requisitos. — 
Movimiento de aviones con *cde en Montevideo. — Vuelos de 
pista. — Aeroclubs del interior. — Aviones no pertenecientes 
Hi aeroclubs. — Escalas.'—Lugares mo reconocidos corno campos 
de aterrizaje. — Infracciones. —' ¡prohibición de vuelo de 
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aviadores y pasajeros no uruguayos. — 311. Aeronaves que 
prestan servicio internacional. — Aterrizajes o acuatizajes 
forzosos. — 311 bis. La Resolución de 18 de marzo de 1943 
y la revocación de las autorizaciones otorgadas para sobrevo¬ 
lar territorio nacional a empresas comerciales de aeronavega¬ 
ción extraterritorial (Apéndice, pág. 278). — 312. Prohibición 
de vuelo nocturno a las aeronaves civiles privadas. — Regla¬ 
mentación de los vuelos nocturnos con fines de instrucción 
y entrenamiento. — Requisitos. — Vuelos diurnos en desarro¬ 
llo al entrar la noche. — 313. Kl Decreto-ley de 19 de no¬ 
viembre de 1942 y la protección de los servicios de transpor¬ 
te y comercio exterior de la República. — 314. La Resolu¬ 
ción XVII de la III Reunión de Consulta y la interdicción 
de la tenencia de aeroplanos a los nacionales del lije. 

f. Facilidades de puerto y naves 

315. Registro de las embarcaciones de deporte. — 316. 
Contralor de los yatchs y embarcaciones afiliadas a clubs náu¬ 
ticos. — 317. El decreto de 12 de diciembre de 1940 y la fa¬ 
cultad de elegir práctico de puerto. — 317 bis. Resolución de 
8 de abril de 1943 desestimando gestión de prácticos del puer¬ 
to de Montevideo, afectados por el Decreto de 12 de diciem¬ 
bre de 1940 (Apéndice pág. 279. — 318. El Código Penal y la 
protección de la destrucción o inutilización de puertos ..... 

g. Servicios piiblicos 

319. Decretos-leyes de 18 de junio y 16 de julio de 1942, 
sobre defensa pasiva y zonas de seguridad. — 320. El Código 
Penal y la destrucción de las instalaciones adscriptas al su¬ 
ministro de agua, luz o saneamiento de las ciudades, como 
agravante del delito de estrago. — Envenenamiento o adul¬ 
teración de aguas o productos destinados a la alimentación 
pública . ....... 

h. Sistemas de comunicación 

321. La Resolución XVII de la III Reunión de Consulta 
y la prohibición de la tenencia de radiotrasmiso: es u otros me¬ 
dios fie espionaje o sabotaje. — 322. El Código Penal y la 
represión del atentado a la seguridad de las comunicaciones 
telefónicas, telegráficas o. inalámbricas. 
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i. lidificios públicos 

323. El Código Penal y la destrucción de los edificios, rao» 
imimntos y lugares públicos. — Las disposiciones sobre zonas 
de seguridad y zonas prohibidas de vuelo como protección de 
los edificios einstalaciones públicas ... 197 

2. Represión en generad 

ha Conferencia Interamericana sobre Coordinación de Me¬ 
didas Policiales y Judiciales y la elaboración de una legis¬ 
lación penal uniforme represiva de las actividades antiame¬ 
ricanas. — 324. Normas represivas* en general. — 325. Código 
Piñal. — Revelación de secretos. — Inteligencia con el ex¬ 
tranjero con fines de guerra. — Sabotaje de construcciones 
v pertrechos de guerra. — Delitos contra un Estado aliad'éi -< 

— Responsabilidad de los extranjeros. — Comercio con el 
enemigo y participación en sus empréstitos. — Abandono 
colectivo de funciones y servicios público.'. — Estrago. — Fa¬ 
bricación, comercio y depósito de sustancias explosivas, gases 
asfixiante?, etc. — Empleo de bombas, mo:teros o sustancias 
explosivas. — Incendio y estrago culpables. — Peligro de un 
desastre ferroviario. — Desastre ferroviario. —- Agravante. — 
Atentado culpable. — Atentádo cont: a la seguridad de los 
transportes. — Atentado contra la seguridad de las comunica¬ 
ciones. — Envenenamiento o adulteración de aguas o pinduc¬ 
ios destinados a la alimentación pública. — Erwenenamiento o 
¡ululteiación culpables de aguas destinadas a la alimentación. — 
Agravantes.—Destrucción de materias, primas, productos indus¬ 
triales o medios de producción.— 326. Código Militar. — Es¬ 
pionaje. -—- 327. El nuevo Código Penal Militar.—Ataques a la 
fuerza material.—Espionaje.—Excepciones al espionaje.—De¬ 
litos contra la fuerza material militar culpable?.—La proposición 
v la conspiración en el delito de espionaje.— 328. La III Reu¬ 
nión de Consulta y la recomendación del castigo de los actos 
de espionaje y sabotaje, averia, y destrucción de materiales’ 
vitales para la defensa. — 329. El Decreto-ley de 19 de no¬ 
viembre de 1942 y las figuras delictivas que prevé. — En¬ 
cubrimiento económico. — Espionaje político o militar. — In¬ 
troducción clandestina en lugares militares. — Posesión injus¬ 
tificada de medios de espionaje. — Desastre económico. — 
Contra el Derecho de Gentes. — La proposición y la conspira¬ 
ción cu los delitos referidos. .. 197 







— XXXVI — 


CAPITULO VIII 

Medidas para castigar la ayuda al enemigo 
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do contra la integridad del territorio nacional, la independen* 
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Infidelidad a un mandato político en asuntos de carácter nacio¬ 
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ley de 16 de julio de 1942 sobre zonas de seguridad. — Inter¬ 
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15 de octubre de 1942. — 334. El Decreto-ley de 19 de noviem¬ 
bre de 1942 y las infracciones previstas. — Participación en la 
guerra contra im Estado Americano. — Corrupción para cum¬ 
plir actos contrarios a los intereses del país o de América. — 
Agravante. — Encubrimiento bélico contra el país o los Es¬ 
tados americanos. — Proposición y conspiración. — 335. La 
Conferencia ínteramencana sobre Coordinación de Medidas 
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— Rebelión. — Sedición.-El nuevo Código Penal Militar. 

r — Rebelión. — Delitos de desobediencia, irrespetuosidad, mo¬ 
tín y sublevación. — Ataques a la fuerza material. — 337. Pér - 
dida del estado militar. — 338. El Decreto-lev de 18 de junio de 
1942 sobre defensa pasiva y los delitos de sedición. — 399. 
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CAPITULO I t 

^ INTRODUCCION 

E Insuficiencia de la legislación penal ordinaria. La demócra¬ 
ta liberal y las doctrinas antidemocráticas. — Es una compro- 
Mmun extraída de la realidad política contemporánea que los códigos 
■gumita es y a legislación penal represiva ordinaria en general de los 
■ l^'.scs de organización democrática*, construidos para épocas de norma- 
. ’ r ® suIta “ insuficientes e ineficaces para prevenir, reprimir y «ti¬ 

ntinar el empleo que, las actuales ideologías enemigas de la democra- 
Aiii, hacen de una sene muy variada de actividades de carácter sub- 

VlTSJVO (1). 

Con la aplicación a la penetración, a la propaganda, a la formación 
m' adeptos y a la corrosión certera y paciente de las instituciones que 
f han propuesto destruir, de una técnica especial y novedosa, esas ideo- 
K-ms han conseguido en poco tiempo cubrir un recorrido considera- 
1 ° ' e p , sojuzga miento y proporcionado tina verdadera sor- 

> '7 a a ‘os Países democráticos de torio el mundo. AI poderío intíhcu- 
ik* de orden militar, se ha unido una táctica previa y complementa- 
ílcc,0,n civi! ' hábilmente dirigida, que prepara y acondiciona el 
Irnvnu para el momento oportuno de la intervención definitiva con el 
,1WM al f ,!ut0 Aprecio de los limites de fronteras, de las obligaciones 
* mil raídas entre los países, y de las mismas normas de la moralidad in- 
Immntmal. 

Pito esa en apariencia incontenible infiltración destructora, ante las 
j"r , S ° han ido mostrando impotentes una a uno los resortes 
Of.lniMvos tradicionales del liberalismo democrático europeo, tiene sin 

'7 f° r "* Ct¡vicIades < !e subversivo” entendemos aquí, con Kart Lo- 

H ; a' t Pa ' CnteS " OCU,KS cí>metidos Por personas que propagan o 
•IHHH» dcctrniu que tienen por objeto derribar d orden político existen- 
" f■ " . ^«entendido y admitido que, para alcanzar este fin se pu«fc 
i-iinnr a Ja violencia. (Controle législatif de ¡'extremisme politique dans les 
« < mucrahes cumpénuiesp I rad, francesa de Alhcrtme Jéze, Paria, 19J9). 
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embargo un aspecto de suma importancia respecto de la experiencia de 
los demás Estados de estructura política semejante, y es el caudal pre¬ 
cioso de aleccíonamiento y enseñanzas acerca de las características, 
naturaleza y objeto que revisten'y can qué se presentan esas variadas 
modalidades de acción política. 

De un reputado especialista en derecho publico americano extrae¬ 
mos los siguientes párrafos que interesan para señalar, a la vez que 
Id idea esencial sobre la que trabaja la penetración política extranjera, 
el obstáculo fundamental de índole jurídico-filosófico opuesto por mu- ■ 
chas demócratas de buena fe a, la defensa del régimen ¡democrático, co¬ 
mo una contradicción íntima e insuperable del sistema. 

“El fascismo en particular, lejos de trabajar en secreto, busca abier¬ 
tamente obtener el apoyo de la masa como base de su partido político, 
en vista de una acción política. Es, ante todo, a la sentimentalidad 
la masa de electores que se ¡dirige y es con una respuesta dé ella que 
cuenta, uniendo así estrechamente la doctrina de una activa élite mino- 
litaria a las condiciones democráticas de una .sociedad de masa. Lna vez 
realizada' esta conquista de la masa el carácter secreto ¡es rechazado comer 
inútil. Atraer la atención del público, ejercer una presión por el núme¬ 
ro sobre las autoridades y sobre el espíritu público, tales son los objeti¬ 
vos fundamentales de la propaganda fascista. El método más eficaz para 
obtener el poder político consiste en organizar un movimiento esencial-' 
mente revolucionario como un partido político regular y normal de la 
mayor envergadura potsible. Innecesario resulta decir que ningún partido 
subversivo proclama sus fines revolucionarios, Al contrario es, en apa¬ 
riencia, respetuoso de las leyes y de la Constitución y no pretende luchar 
con los otros partidos políticos legítimos, para la posesión del poder, más 
que con armas legales. 

“En presencia de esta técnica y sin precedentes, 'el Estado de¬ 
mocrático se ha encontrado en apuros frente a un, dilema fundamental 
para el cual las doctrinas sobre las que reposan las instituciones li¬ 
berales de la democracia, no ofrecen ninguna solución: ¿Cómo el Es¬ 
tado democrático podría limitar o refrenar la acción política de un par¬ 
tido político que, a pesar de perseguir, en realidad, fines subversivos, 
evita cuidadosamente proclamar abiertamente sus intenciones revolucio¬ 
narias? Y es justamente esta explotación astuta, por una propaganda y 
una presión organizadas, elle esta preocupación, de esta obsesión de le¬ 
galidad de las autoridades republicanas, enceguecidas por esta noción 
formal de igualdad mecánica ante la ley, lo que ha preparado el camino 
de ^ditler hada el poder “legal” (2). 


(2) K. I<owenstein, op. cit., ps. 23-24. 
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Eos dos factores señalados, principalmente —la insuficiencia de la 
U g i. dación preventiva y represiva ordinaria, por una parte, y los exa- 
gera ltK escrúpulos de legalidad del pensamiento sanamente inspirado de 
1» democracia liberal, por otra (3 j—, se combinan también en nuestro 
Mus, en cierta proporción, para darnos, según podrá apreciarse más 
pjleí ii me al través de esta rápida pero sistemática revísta de los poderes 
4ic que disponen los órganos etáticos nacionales para asegurar la defensa 
del regimen constitucional, un cuadro no muy completo ciertamente, ni lo 
bastante enérgico y adecuado como-.sería de desear, pero en favor ,de cuya 
irinonaLzación y robustecimiento, .sin .embargo, se pueden observar algu¬ 
nos síntomas favorables qu© necesariamente habrán de desarrollarse 
ion urgencia y de una manera completa en el doble ámbito de la legisla¬ 
ción y la ejecución nacional y la coordinación interamericana, si se quíe- 
ir realmente extirpar del suelo de América la planta inficiente y exó^ 
ficu del totalitarismo. 

No debemos terminar -estas breves observaciones generales suminis- 
ílt ls a titulo de introducción, sin antes expresar, brevemente también 
algunas olías ideas esenciales que a nuestro juicio constituyen lo que po¬ 
dríamos llamar la filosofía jurídico-politica del problema que nos oaupa. 

Ivs sabido que toda esa acción a que se ha hecho i etenencia, franca 
o embozadamente manifestada mediante los innumerables métodos que 
Iüh actividades subversivas adoptan en ¡su intento de producir la, desarticu¬ 
lación de las instituciones republicanas, h a conducido a los estados de¬ 
mocráticos a organizar su defensa. 

La convicción democrática liberal de que las actividades extremis- 
Ims habrían, más tarde o más temprano, de estrellarse contra la superio¬ 
ridad espiritual y política del sistema, ha debido, a la vista de los éxitos 
n relentes y amenazadores del fascismo, dejar paso a la necesidad ma- 
Irrial e imperiosa de preservar la democracia, de defenderla por los me- 

(3) realidad, en nuestro país, como en tantos otros (Chile, Canadá, 

Aihlm, Suiza, Luxemburgo, etc.), por razones de política interna e internacional 
I n ipi ncamente influidas, la cuestión se ha planteado con matices diferenciales pro^ 
,|llc b dan^ cierto carácter de complejidad, pero que, en el fondo, puede ser 
Jnlunda a la afirmación fundamental de que si los medios coercitivos del Estado 
Iimm sido en un principio reforzados, lo han sido con el propósito más o menós^ex- 
|"r ." o implícito de combatir los extremismos de izquierda, el comunismo principaí- 
pkMite, mientras se dejaba la más amplía libertad de acción y hasta se miraba con 
Wpat ía por algunos grupos políticos y de opinión reaccionarios, los núcleos 
fiiiu-.las r> filo-fascistas existentes en d país. Sobre el punto y ccn relación al 
f'*"'. concreto de la ley N.° 9604 de 13 de octubre de 1936, v. nuestro estudio 
l niiiribucion al Estudio del Derecho Migratorio Uruguayo”, Montevideo 1939, 
í»íim 131, y artículos periodísticos publicados en “El Día” de Montevideo, especial* 
nenie rl correspondiente al número de l. 9 de Julio de 1940, XV. 
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cíias legales de que dispone el estadó democrático. Al igual que en 
la esfera económica, el laisses-faire* ¡aisvez fasser político de la de¬ 
mocracia liberal ha debido ser sustituido por el intervencionismo etáti' 
co en un doble aspecto de prevención y represión de las acti¬ 
vidades subversivas. Los países escandinavos, Francia, Inglaterra, Bél¬ 
gica, Suiza, los Países Bajos, Checoeslovaquia, la misma Alemania de 
Weímar, todas las democracias europeas, —algunas muy tardíamente, 
por desgracia—, se vieron forzadas a organizar en forma más o menos 
semejante sus aparatos legales de defensa institucional. Los gobiernos 
hubieron de hacer a un lado ciertos escrúpulos emanados de la validez 
jurídico-política de los derechos fundamentales consagrados por sus cons¬ 
tituciones, introduciendo a los mismos importantes restricciones. La de¬ 
mocracia estilo 1900, dice Loewenstein-, fue cediendo lentamente el siáío 
a una democracia “disciplinada”, o aún “autoritaria”, del modelo de de¬ 
presión de post-guerra. La democracia comenzó a luchar pie a pie fren¬ 
te a sus enemigos, se hizo militante (4). En, situaciones extremas de 
peligro, el genio político de los romanos consentía el receso transitoria 
de sus instituciones ordinarias. Sin imitar esa actitud en lo que ella 
pudo haber tenido de exceso, las democracias modernas, por un mo¬ 
vimiento instintivo y unánime de opinión, toleran también ciertas re¬ 
ducciones de los derechos y las libertades públicas, indispensables a la 
propia conservación del .sistema. 

Pero, podrá preguntarse con justa razón, ¿qué valor puede adju¬ 
dicarse a ese instrumental legislativo de defensa democrática elaborado 
por los Estados europeos a costa de serias concesiones perjudiciales' a 
los derechos del individuo y la libertad, cuando él se ha mostrado en 
definitiva débil e impotente frente • a la penetración de la propaganda 
totalitaria, primero, y derrumbado, luego, frente a la agresión? 

Es que —y hay necesidad de insistir sobre esto—, lo que funda¬ 
mentalmente cuenta y contará siempre antes que ninguna otra cosa en 
toda democracia, es el sentimiento y el deseo de sus integrantes de sub¬ 
sistir. Sin esta voluntad de vivir, todo se habrá perdido. La legislación 
defensiva será sin duda un auxiliar poderoso y eficaz \ como medio de 
disciplina política y social, a condición de que el pueblo conserve la de¬ 
cisión irrevocable de exigir su aplicación más absoluta y estricta alli 
donde sea preciso, a las propias autoridades desorientadas ó irresokn 
tas, si es necesario. Y para lograr tal estado de espíritu, ha de ser menes¬ 
ter que el pueblo palpe y sienta hondamente la democracia, que se pe¬ 
netre de la bondad de sus instituciones y del contenido espiritual y 


(4) Op. cit. p. 131. 


humano que la anima, y no que retenga en ella una palabra manida 
\nda de toda significación. Sin. ello, podrán obtenerse soldados dis- 
ripllinados que obedezcan, instrumentos dóciles que se inclinen y aca¬ 
len las órdenes de mando, pero nos habremos quedado sin hombres, 
Sólo de esta manera podrá asegurarse el imperio, no transitorio, sino 
definitivo de la democracia y del lugar de dignificación que ella re« 
serva al hombre. Una vez más, se habrá comprobado la verdad im¬ 
perecedera de la frase de Goethe ,de que sólo merecen la vida y la 
libertad aquellos que saben conquistarla de nuevo cada día. 

2. Posición internacional del UrugXiay ante la segunda gue¬ 
rra mundial de 1939. — A los factores antes indicados, debe agregar¬ 
se todavía, el carácter especial que, desde el punto de vista del dere- 
Vlro internacional, se sigue de la posición adoptada por el Uruguay 
frente al conflicto bélico actual. 

P*or Decreto de fecha 5 de setiembre de 1939, en efecto, el Go¬ 
bierno declaró la neutralidad de la República ante el estado de guerra 
existente entre Polonia, Gran Bretaña' y Francia, por una parte, y 
Alemania, por la otra,, señalando la observancia de las prescripcio¬ 
nes contenidas en las Convenciones de La Haya de 1889 y 1907, de¬ 
creto que hubo de ser extendido en oportunidad de la intervención de 
11 alia en la guerra (5). Posteriormente, la agresión japonesa a po¬ 
sesiones territoriales de los Estados Unidos de América y la declara¬ 
ción de guerra por el Gobierno de este país al Imperio del Japón, llevó 
;il Gobierno uruguayo, conforme a arraigados principios de solidari¬ 
dad americana sustentados por la República en la guerra de 1914H918 
(ó) y consolidados en las declaraciones de Lima de 24 de diciembre de 
J938 t de La Habana de 1940 (Resolución XVI) y de Río de Janeiro 
i c 1942, a declarar su solidaridad con los Estados Unidos de Amé- 
i ica en la guerra actual, considerándolos no beligerantes a los efectos 
del cumplimiento de las reglas sobre neutralidad. Quedaban así, por 


(5) V., Decreto 12 de junio 1940. 

(6) V., Decreto de 18 de junio de 1917. Asimismo, Ley Número 5607 de 
7 de octubre de 1917, sobre ruptura de relaciones diplomáticas y comerciales con el 
(hibierno 1 Imperial de Alemania, y Decretos de 7 y 9 del mismo mes y año dicta¬ 
dos'en ejecución de esal Ley. “Ya no es posible permanecer por más tiempo como 
simples y pasivos espectadores en esta^ contienda mundial —decía el Poder Eje¬ 
cutivo en el Mensaje propiciando la sanción de la ley —, en la que se debaten lo» 
intereses supremos de las democracias, que también son los nuestros, frente al 
nutocratismo del Imperio Alemán, en la que intervienen países vinculados al Uru¬ 
guay por una misma comunidad de ideales, y a los que no es posible dejar de 
prestar nuestro concurso y apoyo moral”. 
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consiguiente, sin aplicación, las disposiciones opuestas a esta última me¬ 
cida, .especialmente las de la Convención XIII suscripta en La Haya 
el 13 de octubre de 1907 (7). La misma decisión ha sido extendida 
más tarde a leídos los Gobiernos del continente americano que sie en¬ 
cuentren en guerra con Japón, Alemania e Italia (8), asi como a las 
naves de S. M. Británica y a la ílota de cualquier país extracontiinen- 
tai que, a juicio del Poder Ejecutivo, contribuya, en iguales Condicio¬ 
nes, a la defensa de los intereses de este Hemisferio (9). 

Finalmente, la República declaró rotas sus relaciones diplomáticas, 
comerciales y financieras con los Gobiernos del Japón, del Reich Ale¬ 
mán y Remo de Italia e Imperio de Etiopía (10). 

Debe hacerse notar, asimismo, que desde el año 1935 el Uruguay 
mantiene interrumpidas sus relaciones diplomáticas con la U.R.S.S. (11). 

(7) V., Decreto de 8 de dicembre de 1941; asimismo, Decreto de 25 de 
agosto de 1942 declarando la solidaridad de la República con Brasil “en el es¬ 
tado de guerra a que lo han conducido Alemania e Italia”, y considerándolo no 
beligerante, 

(8) Decreto de 18 de diciembre de 1941. 

(9) Decreto de 4 de febrero de 1942. , 

(10) Decreto de 25 de enero de 1942. Este Decreto reconoce y aprueba los 
fundamentos que inspiran las resoluciones I y V de la 3. a Reunión tfe Consulta de 
les Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, celebra¬ 
da en Río de Janeiro del 15 al 28 de enero de 1942, sobre ruptura de relaciones 
diplomáticas, comerciales y financieras. Por la primera de las Resoluciones cita¬ 
das, se refirma la declaración de considerar todo acto de agresión de un Estado 
cxtracontinental contra una de las Repúblicas americanas “como acto de agresión 
contra todas, por constituir una amenaza inmediata a la libertad e independencia 
de América” (I). “Las Repúblicas Americanas refirman su completa solida¬ 
ridad y su determinación de cooperar todas juntas para su protección recí¬ 
proca hasta que los efectos de la presente agresión al continente hayan desapare¬ 
cido” (II). “Las Repúblicas Americanas, siguiendo los procedimeintos estable¬ 
cidos por sus propias leyes y dentro de la posición y circunstancias de cada país 
en el actual conflicto continental, recomiendan la ruptura de sus relaciones di¬ 
plomáticas con el Japón, Alemania e Italia, por haber el primero de estos Estados 
agredido y los otros dos declarado la guerra a un país americano” (III). “Las Re¬ 
públicas Americanas declaran, por último, que, antes de restablecer las relaciones 
a que se refiere el parágrafo anterior, se consultarán entre sí, a fin de que su reso¬ 
lución tenga carácter solidario” (IV). 

Por la Resolución V. se recomienda “que los Gobiernos de las Repúblicas Ame¬ 
ricanas adopten inmediatamente, conforme a las prácticas usuales y a la legislación 
de cada país : a) Las medidas adicionales que sean necesarias para interrumpir, du¬ 
rante la actual emergencia continental, todo intercambio comercial y financiero 
directo o indirecto, entre el Hemisferio occidental y las naciones signatarias deí 
Pacto Tripartito y los Territorios dominados por ellas, b) Las medidas para sus 
pender las demás actividades comerciales y financieras perjudiciales al bienestar 
y a la seguridad de las Repúblicas Americanas.. ^ i: 

(11) Decreto de 27 de diciembre de 1935. 
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yin mámente por decreto de 12 de mayo de 1943, le Gobierno de 
la República suspendió sus relaciones diplomáticas con el Gobierno de 
Vichv en mérito a la situación anormal en que se eucuentia Francia 
del punto de vista internacional según acreditan diversas circunstan¬ 
cias que se recogen en los fundamentos del decreto, tales como; “que 
su territorio continental se encuentra ocupado totalmente por Alema¬ 
nia, hallándose privada del libre ejercicio de los atributos de su sobe¬ 
ranía, no teniendo el gobierno de Vichv el grado de libertad precisa 
para mantener relaciones diplomáticas normales ; que la indicación 
hecha por Alemania en el sentido de que abandonen aquel territorio los 
funcionarios diplomáticos y consulares del Uruguay, que ejercían allí 
mis funciones, evidencian en los hechos la verdadera situación de dicha 
Nación”; “que las circunstancias expuestas han anulado en absoluto 
la autoridad del Gobierno del Marica! Petain, incapacitándolo para ha¬ 
cer respetar los fueros diplomáticos y como consecuencia han hecho im¬ 
posible la continuación de las relaciones entre el Uruguay y la b rancia 
representada por el Gdbierno establecido en Vichv a raíz de *u capitu¬ 
lación”. 
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FUENTES 

3. Fuentes utilizadas para la elaboración de este manual — 

iaotr: sigLt 1 * ^ 

sá“sSr - - » «T-ató: 

— añ0 ' “ '« "*>™ PWWM»‘ * 

vvJAT f en f (Ley Número 9155 de 4 de diciembre de 19 U en 
bSaí) ; 6 Pnmer ° dC j " ]Í0 íl€ 1934 ’ Mont:ev ideo, 1934, edición 

Codujo Militar (Ley Número 1714 de 7 de iulio de I8<u i\r v 
vdeo 1894, edición Barreiro y Ramos) ; J ’ M ° llíe ' 

. J : ° d,goPetwl Milita >' (Decreto-ley Número 10526 de 28 de enero de 
1-H3 con v,gene,a a partir d. los tres areses de s„ pro„,algodón f 

C ° dl 9o de Legislación Aeronáutica. (Decreto-lev N? 10 288 d 
J de diciembre de 1942). - 10.288. de 

Decreto-ley N* 10279 de 19 de noviembre de 1<>47 -„í 
£ Juzgado Ldo. de Instruciúu de 4.» 

« ** *»*v «as. 

Pu-ra las demás leyes, decretos, resoluciones, etc., “Re-Estro Nacio¬ 
nal de Leyes Decretos y otros documentos de la RepúblicaV» id Uní- 
Sí’ n f;° T m liasía k <«**'> "Coteián Legislativa de la Re- 

ISasUsta TifA ’ P °« r M ’ A , l0rlS ,° Cnado 7 continuadores., desde 
hasta 1907, inclusive; “Compilación de Leves v Decretos’' de la 

ír; í tó'an U "*** "*«** !>“■ E. Ármánd Ú g 6„ y 
Montevideo 1930, 58 vols.t “Diario Oficial de la República O dei 
Uruguay , desde el año 1908 basta la fecha. 

Accesoriamente, se utiliza alguna que otra publicación de carácter 

r¡os eC, bólet™M T PÍ]a T neS í SPCCÍaleS ^ derÍ3S materk& ' anua ‘ 

blicáciones prdndí2¿ * * dlsp ^^one s no recogidas en las pu- 
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CAPITULO III 

PODERES GENERALES DE GOBIERNO PARA 
COMBATIR LAS ACTIVIDADES SUBVERSIVAS 

4. Los poderes generales de gobierno emanan de la Constitu¬ 
ción. — Los poderes generales de que dispone el gobierno de la 
República Oriental del Uruguay para combatir las actividades subver¬ 
sivas emanan de las atribuciones constitucionales conferidas por la Ley 
Fundamental a los órganios del Editado. 

~A efecto de proporcionar una noción acerca del punto, se resumen 
en este apartado las normas principales de la parte orgánica de la Cons¬ 
titución en lo que mantiene más directa vinculación con el tema que 
ros ocupa. 

5. Forma de gobierno adoptada por la Nación. — La Nación 
uruguaya ba adoptado para su gobierno la forma democrático-republi- 
cana/'siendo su soberanía ejercida directamente por el cuerpo electoral 
en los casos de elección, iniciativa y referendum, e indirectamente por 
los poderes representativos que establece la Constitución y conforme a 
las reglas consignadas en la misma (art. 72). Los poderes representa! ¡° 
vos son: El Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo "y el Poder Judicial, 

6. a) Poder Legislativo. — (Sección V de la Constitución). Se 
ejerce por la Asamblea General, compuesta de dos Cámaras: una de 
Representantes y otra de Senadores, que actúan separada o conjuntamente 
según las disposiciones de la Constitución (arts. 73 y 74). 

Compete a la Asamblea General: formar y mandar publicar los 
Códigos; establecer los Tribunales y arreglar la Administración de Jus¬ 
ticia; expedir leyes relativas a la independencia, seguridad, tranquilidad 
y decoro de la República, protección de todos los derectas individúale* 
.( Sección II de la Constitución, Derechos, Deberes y Garantías); d& 
clarar la guerra y aprobar los tratados de paz, alianza, comerjdo y las 
convenciones y contratáis de cualquier naturaleza que celebre el Po¬ 
der Ejecutivo con potencias extranjeras; designar todos los años la 
ímir/a armada necesaria; permitir o prohibir que entren tropas extran* 
jeras en el territorio de la República; negar o conceder la salida de 
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tuerzas nacionales fuera de la República; hacer los "reglamentos de 
indicias > determinar el tiempo y número en que deben reunirse (art 
A\ numerales l. 9 a 3. 9 , 7P. 8.°, 11, 12 y 15. unirse lart. 

A la Cámara de Representantes compete, exclusivamente, el dere- 
cLo de acusar ante el Senado al Presidente de la República y los Mi¬ 
nios de Estado, a los miembros de ambas Cámaras, de la'Suprema 
Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por 
bino, de traición, concusión, malversación de fondos públicos, viola¬ 
ción de la Constitución u otros delitos graves,, después de hWr reco- 

decíar' feiVT & de part£ ° de al & UI » de sus miembros y 

0 llaber lu S ar a la formación de causa (art. 84). Al Senado le 
corresponde abrir juicio público a los acusadlos por l a Cámara de Re- 
íiresentames y pronunciar sentencia con la concurrencia a lo menos de 
a dos terceras partes de votos, al solo efecto de separarlos de sus des- 
-u 0i . I.a parte _ convencida y juzgada quedará, no obstante, sujeta a 
acusación y castigo, conforme a la ley (arts. 92 y 93). 

\ - L - S sesion « de la Asamblea General empiezan el 15 de marzo de 
cao a ano durando hasta el lo de diciembre, o sólo hasta el 15 de octubre 
tn el caso de que haya elecciones de legisladores, debiendo entonces la 
iieva Asamblea empezar sus sesiones el 15 de febrero siguiente reu- 
mendme sm necesidad de convocatoria especial del Poder Ejecu¬ 
tivo^-ceden hacer cesar el receso, la Asamblea general o cada una de 
las Cámaras, como el Poder Ejecutivo, pero sólo por razones graves 
y tugaitcs y con el exclusivo objeto de tratar los asuntos que han: mo¬ 
tivado la convocación (art. 94). Ras Cámaras se gobiernan interiormen- 
re por sus respectivos reglamentos, y reunidas ambas por el de 

; ri t; a T\r n T 1 T ° d ° W*** tiene el derecho de 

í' C " S í ! Tm f Estad0) a k Sllp ™ Corte de Justicia, a 
í C . ‘ e E ectora1 ' al Tribunal de Cuentas y al de lo. Contencioso Admi- 
rus i cunchos ciatos e informes que estime necesarios para llenar su co- 
metido, salvo lo que se relaciona con la materia y competencia jurisdic- 
cionales de! Poder Judicial y del Tribunal de lo Contencioso Adminis¬ 
trativo (ai t. 106). Cada una de las Cámaras tiene facultad, por re- 
.o ucion de la tercera parte del total de sus componentes, de hacer ve¬ 
nir a sala a los Ministros de Estado para pedirles y recibir lofe infor¬ 
mes que estime convenientes, ya sea con fines legislativos, de inspec- 

A° n Z de r fl5Ca i , Zaa ° n ’ Sm perj ’ U!CÍO de la facultad reservada a la 
Asamblea General de juzgar politicamente la conducta de los Miffli 

tros de Estado desaprobando sus actos de administración o de gobier¬ 
no (Sección VIII de la Constiución. art. 107). Cada Cámara, puede 
también corregir a cualquiera de sus miembros por desorden de conduc- 


Ja en el desempeñó de sus funciones, y hasta suspenderlo en el ejet ri- 
cío de las mismas COT1 ri voto de las dios terceras partes del total de 
sm componentes (art 105)) (12). Las Cámaras pueden nombrar co¬ 
misiones parlamentarias de investigación Cío) o para suminisl 1 ar da¬ 
tos con fines legislativos, estando facultadas en este cascBcomo etl 
los de los artículos 106 y 107 antes referidos, cualquiera de ellas para 
formular declaraciones (art. 109). 

Funciona, además, en el regimen constitucktócil uruguayo una Co¬ 
misión Permanente compuesta de cuatro senadores y de siete repre¬ 
sentantes, designados por sus respectivas Clamaras, anualmente, con 
el cometido, mientras la Asamblea General estuviere en. receso y 
basta que se reinicien sus sesiones ordinarias, de velar sobie lfi 
observancia de la Constitución y de las leyes, haciendo al 1 o 
der Ejecutivo las advertencias convenientes al efecto, bajo res- 
potabilidad para ante la Asamblea General y pudiendo por si sola. en 
el caro de que dichas advertencias, hechas por segunda vez. no surtie¬ 
ren efecto, según la importancia o gravedad del asunto, convocar a 
la Asamblea General ordinaria y extraordinaria. Tiene, asimismo, fa¬ 
cultad para ejercer el derecho concedí do a las Cámaras por el artículo 
106, antes diado (arts. 116 y 118 a 121). 

7. I>) Poder Ejecutivo. —(Sección IX de la Constitución) Es ejer¬ 
cido por el Presidente de la República, quien actúa con un Consejo de 
Ministros, o Ministro respectivo, conforme a lo dispuesto en las sec¬ 
ciones IX, citada, y X de la Constitución:. Existe, asimismo, mi Vice¬ 
presidente que en todo? los casos de vacancia temporal o definitiva de 
!a Presidencia, deberá desempeñarla, .con las mismas facultades* y atri¬ 
buciones del Presidente (arts, 145 y 146). 

F4 Presidente de la República tiene la representación del Estado 
en el interior y en el exterior (art, 156) y, actuando con el Ministro 
o Ministros respectivos, o con el Consejo de Ministros, a él 1c corn**- 
ponde: la conservación del orden y la tranquilida.i en lo in*eiioi y la 
seguridad en lo exterior; el mando supremo de todas las fuerzas arma- 

di) Ha sida por aplicación de esto precepto constitucional consagrando ri 
derecho disciplinario parlamentario, que ía Cámara de Representantes, en sesión de 
' 29-30 de julio de 1941, resolvió suspender a uno de sus integrantes reputando que 
l:S un desorden de conducta, el hecho de qm un diputado haya iniciado “una campaíU 
d difamación contra las instituciones nacionales desde un diario que toda U 
i,p ¡ilion pública sindica como vinculado a tendencias disolventes <[uc propician la 
destrucción de la democraria para implantar regímenes^ contrarios a la esencia 
de nuestras instituciones” (Diario Oficial, t. 1-14, ps. 338-591), 

(13) V., etl el parágrafo 63, Resolución de la Cámara de Representantes 
de 8 de octubre de 1941 y demás disp i si dones concordantes posteriores. 
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bSecdón'viT 7 VZr ^ dCm ° ra ’ todas ias Le - ves conforme a 
beccion VIÍ de la Constitución (De la proporción, discusión san- 

• n , y P ° mu gacion de las Leyes) se hallen en estado de publicar v 

pedales' au^'s tarlaS ' eJeClltar ' ^pidiendo los reglamentas es- 

n-oyecto s q d e e ^ 0 *“*??* * ** P™P°"« Cámaras 

vocar al Pr>r1 P d rnf>d ‘ flc aciones de las anteriormente dictadas; con- 

uon de los asuntos materia de la convocatoria y de acuerdo Z 

SSfiSZ, T ic r ,ü 94 ' ci " do; 

ares, conforme a la Constitución y a las Leves; destituir los emplea 
■os por ineptitud, omisión o delito y nombrar el personal consular n 
diplomático, con acuerdo del Senado; nombrar y serrar ! os SÍ de 
oiaa, destituir por si los empleados militares y policiales y los de 
as que la Ley declare amovibles; recibir Agentes diplomáticos y au 
inzai el ejercicio de sus funciones a los Cónsules extranjeros; decretar 

declarar Ta mérT 0 ” 63 ’ resoll,ción de ia Asamblea General, 

a guerra, si para evitarla no diesen resultado el arbitra i e « 

■ ros mee ios pacíficos; prestar a requerimiento del Poder Judicial el 

concurso de la fuerza pública, y por medio de la 

zzzsz srjr. iM \ h 

■s.«a 10, 12, 13, 15 a 17 y 24, y 2fii) ' •"**' l * « *»■ *\ 

... r H “-'i ”“ eve M , inis tetios en la organización administrativa urugua- 
■I-, ™ „ 1 ° mi ", aa ° ,, '- Pr , 0pia * •“»“*"« 7 competencia en razón de 

Exteiiores; de Haciendaj de Defensa Nacional- de Ob~a 
£T?‘ ” C ?™ Ma y Agrie,,llura;'.le Indi* 

!“ v'SLo- rain "° 161 * ‘ a C °'’ S,il,ció ")- 8on ^atribuciones'de 
, Ministro., en sus respectivas carteras y de acuerdo mn V i„ 

ÍTSS.“ ?**■*>«**> **“ cumplir la ConstitnciS 
, ' ' ' eMs ■' twluaones; preparar y someter a consideración 

«ñor Jo. proyectos de Ley, decreto, y resoluciones que estime™,^ 

ararlas pánf cltie !e 522* ‘S***™™, y adoptar las medidas ade- 
í". * efectúen debidamente, e imponer penas desanimaría í' 

ínmar y comiquear las resoluciones del Poder Ejecutivo (an 170 n ' 

* a con HM ’/ } ‘ a Min,Sten ° tieile Subsecretario que in- 

, d M / n,stro ’ a SU P r °P ues1 - a » y cesa con él. salvo nueva desH 
ja-cion, debiendo, en caso de licencia ele los Ministros, atender el des 
a^cio de los asuntos de la cartera respectiva con el Presidente de la 


‘República y refrendar los decretos, pudiendo concurrir a las 1 delibera¬ 
ciones del Consejo de Ministros; y asistir a las sesiones de las Cáma¬ 
ras y de sus Comisiones cuando así lo dispongan los Ministros y bajo 
!n responsabilidad de éstos (arts. 172, 169 y 173). Las funciones de los 
Subsecretarios, conforme al artículo 171 de la Constitución que facul¬ 
ta al Poder Ejecutivo para reglamentarla, han sido objeto espociál 
del Decreto de 7 de mayo de 1934. En cuanto al Consejo de Ministros, 
además de lo ya dicho, la Sección XI, de la Contitución, y el Decre¬ 
to del Poder Ejecutivo de 2 de setiembre de 1935, dictado en base al 
artículo 177 de aquella, regulan acerca de su integración y funciona¬ 
miento. 

Hasta aquí, los poderes de gobierno en épocas normales de que 
dispone - el Poder Ejecutivo para mantener el orden público y asegurar 
rl respeto de las instituciones. En caso de circunstancias excepcionales 
o anormales de “perturbación exterior o conmoción interior” el Poder. 
Ejecutivo puede hacer uso de las “medidas prontas de seguridad , equi¬ 
valente, en nuestro régimen, del instituto conocido por estado de si-9 
tío en la técnica del derecho constitucional, aunque con características 
propias particulares que no permiten identificar totalmente ambos ins¬ 
titutos. Las medidas prontas de seguridad consisten en la adopción, por 
el Poder Ejecutivo, de las providencias necesarias, en los casos graves 
r imprevistos de ataque exterior o conmoción interior, dando cuenta den¬ 
tro de las veinticuatro horas a la Asamblea General, o en su receso a 
r m Comisión Permanente, de lo ejecutado y sus motivos, estando a lo 
que éstas últimas resuelvan. En cuanto a las personas, las medidas 
prontas de seguridad sólo autorizan a arrestarlas o trasladarlas de un 
]mirto a otro del territorio, siempre que no optasen por salir de ól, y 
(■runo las otras, también esta decisión debe ser Cometida dentro de las 
veinticuatro horas, a la Asamblea General o a la Comisión Permanente 
en su caso, estando a su resolución (art. 157, numeral 18). 

8. c) Poder Judicial. — (Sección XV de la Constitución). Se 
i' jerce por la Suprema Corte de Justicia y por los Tribunales y Jufc- 
^ados en la forma establecida por la Ley. 

A la Suprema Corte de Justicia corresponde: juzgar a todos los 
miradores de la Constitución, sin excepción, sobre delitos contra pe¬ 
lecho de Gentes y causas de Almirantazgo; en las cuestiones relativas 
n tratadas, pactos o convenciones con otros Estados; con'ocer en las 
cunas, de los diplomáticos acreditados en la República, en los casos 
previstos por el derecho internacional: ejercer la superintendencia di- 
u-ctiva, correctiva, consultiva y económica sobre los Tribunales, Juz¬ 
gados y demás dependencias del Poder Judicial; y cumplir los demás 
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cometidos que le señalare la Ley ('art. 212, numerales l. p , 2K y S. 9 ; ver 
asimismo, Ley N. 9 3246 de 28 de octubre de 19G7, sobre organización 
tíe la Alta Corte de Justicia, actual Suprema Corte de Justicia, que re¬ 
gula su Competencia y funcionamiento). 

La jurisdicción militar queda limitada a los delitos militares y al 
caso de estado de guerra. Los delitos comunes! cometidos per " militares 
en tiempo de paz, cualquiera sea el lugar donde se cometan^ estarán so¬ 
metidos a la justicia ordinaria (art. 225. Ver asimismo art. 25 del Có¬ 
digo de Instrucción Criminal ; Título XV arts. 706 y sigtes. del Código 
Militar y Arts. I. 9 y 4 9 a 6.° del Código Penal Militar). 

El Decreto-ley de 18 de junio de 1942, que organiza la Defensa Pa¬ 
siva en el paísi, preceptúa que “Los que en tiempo de guerra cometieran 
delitos o fueran sospechados de ellos, caerán bajo las disposiciones del 
Código Militar y serán juzgados en esta jurisdicción, como también 
aquellos que desacatan las órdenes y disposiciones tendientes a la segu¬ 
ndad colectiva’’ (art 58). 


SEGUNDA PARTE 


MEDIDAS ESPECIFICAS 








CAPITULO I 


MEDIDAS DE CONTRALOR DE EXTANJEROS 

1.—Extranjeros en generai,. 
a. Registro 

‘ | ü 

9. No existe un registro de extranjeros en el Uruguay. — En 

el Uruguay ño existe un registro de extranjeros en la acepción que es¬ 
tos instrumentos de contralor de la población tienen en la legislación y en 
la práetica administrativa de diversos países. 

Existen sin embargo varios proyectos presentadas a las Cámaras 
legislativas, que como se tendrá oportunidad de ver más adelante, no han 
sido objeto de sanción (§ 20 y siguientes, infra). 

10. Antecedentes. — A título de antecedente, no obstante cita¬ 
remos ciertas disposiciones que aunque aisladas y fragmentarias, darán 
exactamente la noción de como está planteado este asunto en nuestro 
UÓs. 

11. Decreto de 17 de Octubre de 1834. — La administración ha 
tintado, en diferentes épocas, en forma unilateral casi siempre, de sal- 
\ar las exigencias de orden práctico que las necesidades a que debía ha- 
<:c frente demandaban, mediante distintas disposiciones a las que pa= 
«liremo's rápida revista a continuapón. 

1*1 decreto de 17 de octubre de 1834, dispuso la creación de iln 
iegid.ru de los extranjeros ya residentes en el país, y de los que arri¬ 
basen a él", en el que .se debería consignar el estado, origen, industria y 
familia los mismos (art. I. 9 ). Con objeto de contribuir a la mejor 
Cíí actitud del registro instituido, se pide a los Cónsules acreditados .ante 
el país, que remitan al Ministerio de Gobierno una noticia de todos, los 
fiílditos de sus respectivas naciones que, con arreglo a los reglamentos 
| olíanles pertinentes, estuvieren obligados a presentarse en sus Con¬ 
sulados (art. 2. 9 ). 

Los extranjeros no inscriptos, quedan dentro del régimen de, este 



Decreto “sin derecho a reclamar los fueros de extranjeros, ni los se¬ 
ñores Cónsules a intervenir en los negocios en que pudieran hacerlo" 
(art. 3. 9 ). 

Como se deja sentado en su preámbulo, la disposición responde al 
propósito gubernamental de prevenir las quejas — frecuentes y nume¬ 
rosas en estos primeros tiempos de vida nacional soberana, en que las- 
Instituciones no han adquirido aun el afianzamiento ni la Inadurez ne- 
cesaiios a su normal y pleno desenvolvimiento (14) — formuladas por 
los extranjeros residentes en el país, buscándose de este modo hacer 
efectivo el respeto que a los mismos garantizan la Constitución y las 
leyes Nacionales. 

El registro, según se dispone,, funcionará en la mesa estadística (15) 

12. Edictos de la policía de Montevideo sobre población flo¬ 
tante. — Los edictos de la policía de Montevideo, sobre población 
flotante, de 8 de octubre de 1851 y 7 de noviembre de 1859, establecían 
que toda ¡persona que llegase a la capital, por tierra o por mar. debía 
.presentarse en el acto a la oficina de policía a fin de hacer constar su 
nombre y filiación, obteniendo una papeleta que acredite haber llenado' 
este requisito. 

Es de observar que ambos edictos interesan al movimiento de pasa¬ 
jeros y viajeras nacionales o extranjeros que se produce en la Capital 
’de la República, únicamente. 

13. El edicto de policía de 28 de marzo de 1883. — Desarrollan¬ 
do las exigencias anteriormente indicadas, el Edicto de la Policía de la 
capital, de 20 de marzo de 1883, establece la obligación de los dueños 
\t encargados de hoteles y casas amuebladas,, de tomar el nombre y 
procedencia de los pasajeros, debiendo entregar a las autoridades po¬ 
liciales, diariamente, la lista de los entrados y salidos. Se fijan, and¬ 
inismo, las multas en que incurren los contraventores de la disposición^ 

14. La Guía Policial de 1883. — La Guía Policial aprobada por 
Decreto gubernativo de 4 de setiembre de 1883. en su apartado XIX, 
Artículos 105 a 107, reproduce íntegramente los términos del Edicto an¬ 
terior . 

Sólo cabría observar sobre el particular, que, siendo esta’ guía de 

(14) Esta situación da origen a una profusa concertación de pactos interna¬ 
cionales de nuestro país con los demás con que se mantienen relaciones, sobre “re¬ 
clamaciones de súbditos extranjeros”. (V., sobre este punto, Colección de Tra- 
tados, convenciones y otros actos internacionales de la República O. del Uru¬ 
guay, Montevideo, 1922, 5 vols.). 

(15) V., Decreto de 17 de julio de 1834. 
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aplicación general, es decir, obligatoria para todas las Jefaturas Polí¬ 
ticas de la República, el régimen de contralor de pasajeros de que lo9 
artículos indicados en la misma informan, no queda ya circunscripto al 
Departamento de la Capital, como sucedía hasta ese momento. 

15. Edicto de la Policía de Montevideo de 20 de Noviembre 4* 
1888. — Las dos "últimas disposiciones citadas son la fuente 4irec* 
ta del Edicto de Policía dictado por la Jefatura de P. de Montevideo 
con fecha de 20 de noviembre de 1888, ya más amplio. 

Se obliga por él, a los dueños-, encargados o capataces de conven¬ 
tillos, casas- de inquilinato, hoteles, fondas, casas de huéspedes, casas 
amuebladas y, en general, de todo establecimiento en que por la natura¬ 
leza del mismo sea continuado el cambio de habitantes, a pasar directa¬ 
mente a la Comisaría Seccional un conocimiento exacto de los morado¬ 
res de' la casa-, con expresión del movimiento que en ella se opere en 
razón dél cambio de alguno de los inquilinos o de entrada de otros nue- 
.\ns (16). 

16. Libretas de empadronamiento de vecindad. — Las indi¬ 
cadas-, y algunas otras disposiciones 'policiales sinfiares, tales como 
la de 31 de agosto de 1911, de la Jefatura de Policía ríe Montevideo, 
referentes a la distribución de libretas de empadronamiento de vecin¬ 
dad con sus índices correspondientes, son las que han permitido, hasta 
la fecha, a esa Jefatura desarrollar su misión frente a las nuevas exb 
gnicias impuestas por el crecimiento de la población y las variaciones 
naturales que a la estructura social aporta la obra del tiempo; pero 
siempre dentro de los límites precarios que inspira a esas disposiciones 

(16) El Edicto de 20 de noviembre de 188S, ha tenido desde esa fecha apli- 
rM'ión más o menos rigurosa en la capital de la República. 

Diversas otras Jefaturas del interior han requerido autorización superior para 
npliear esc régimen en sus respectivos departamentos. Pueden citarse, como ejem¬ 
plo, las gestiones de las Jefaturas de Policía de Colonia y Rivera, realizadas en 1924 
;■ respectivamente. 

La propia Jefatura de P. de Montevideo, en 1924, solicitó autorización al 
M i Misterio del Interior para ampliar el susodicho edicto, obligando a las per¬ 
filas que se alojaren en pensiones, hoteles etc., a exhibir cédula de identidad, 
pasaportes ú otros documentos supletorios. La gestión fue resuelta negativamen- 
I por el Ministerio, por entenderse que ello supondría “establecer sin ley pre- 
\ia que ln autorice, una limitación al derecho consagrado por el art, 172 de la 
(’mislilurión de la República, ni menos aún podría conceptuarse como el ejercicio 
ili iiii peder de policía derivado de la función establecida en el inc. 2.° del artículo 
7 ,J de l,i misma Constitución”. Sería necesario, además, el pronunciamiento legisla¬ 
ndo sobre el particular, según agrega la decisión Indicada (Resolución de 12 d-f 
i o v kr i ubre de 1924). 



técnica 1 enciente de n ° pueden ser asimiladas a la organización 

tecnia e iaente de un registro de extranjeros, o de población general. 

. , . . ., S ’ y de estar a expresado por el Tefe de Policía de 

a administración que actuó en el período 1923-1927. las medidas nre 
oedentes habrían caído “en desuso, por falta posiblemente dTla sanSón 
disciplinaria oportuna para los omitentes ,J (17). 

vp . Ta . 1 SltUac ! ón fué la 9 ue indujo al mencionado funcionario a pro- 

; íi r k CreaC1 ° n de Un Re ^ istro de Vecindad, sobre bases más serias, 
y del que se da noticia más adelante (infra, § 20). 

17 ' ? dÍCt ° S de policía sobre changadores, mendigos y sirvien- 
y padrón de vecinos y hacendados. — Edictos policiales igual¬ 
mente, sobre policía en general, de 27 de noviembre de 1838 v (fe 18 
de octubre de 1859, obligaban a los changadores a inscribirL en mf re 
g s o policial en que debía hacerse constar nombre, edad patria do 

Tlt° mtdLT n e 8 n ) d ’° f!° g “ e dÍSP ° SÍd0neS respectó 

ios mendigos (18) y de los sirvientes (19) 

mieníff 1 tan ? én ’ reCQTd cf r aqUÍ lma dis P osidó n especial que enco- 

completo^ Ji°'L? mi T 0S Secd0nales de la Porcia de campaña, “tener 
cmpleto el padrón de vecinos y hacendados de su sección” (20) 

2096*1 ttTS ~ u * *, 

ob^a^emroT'r* „t ^“nuTe ^ 

general de aquéllos, con espetóíicaclón de to nbre ™i”oTd,T 
estado, religión, oficio, instrucción, ce. (art 31 i„c 2 «) ’ ' X °' 

. + 19 ' Regl T° S municl pales de vecindad. — Desde el mintn 

tüÓfe M ™P iüs 9.515 de 26^^. 

regüTToI^e- ■ -o^anizar los 

deb7SSM°ed1da e T 7“° ^ 

_ unceama, conforme a las disposiciones constitucipna- 

dP Memoria de la Policía de Montevideo, 1923-27 p 77 
rioó RdlCto c, e 22 de Noviembre de 1838 

*« •*-««« «*» h servidumbre, 

Servido Domésiieo, comemando por la JefMucd’e'T t P ° lic " 1 de 

mmistración antes citada nem mi* * • - . ura r ■ de Montevideo, en la ad- 

don do los servidofd, i, M e ra'Nl“rd7T ar - “'íí « h 

donar (V., Memoria de la Policía de Mnnt m Tra JO ’ hubo de hacerle aban- 

/on\ t> i concia de Montevideo, cit. ps 81-82^ 

(20) Reglamento policial de 1915, art. 70 núm. 24 ' 


les y a las leyes especiales ordinarias pertinentes, dentro de la órbita de 
la competencia es trictamente municipal, que, como es obvio, iu> al can - 
/arta a la , aplicació n délos referidlos registros como medidas de policía 
de seguridad, que es en el sentido en que aquí se.Jfe. viene tratando. 

20. Proyectos. Registro policial de vecindad de Montevideo. — 

Los proyectos actualmente a estudio de los órganos legislativos nacio¬ 
nales, sobre la materia, a ^ue se ha hecho referencia anteriormente (§9, 
Mtpra), son los que se indicarán en este y párrafos subsiguientes. 

Con fecha 30 de junio de 1923, la Jefatura de P olicía de Monte- 
video sometió a consideración superior un proyecto de creación tíel í?c- 
gislro F olical dé Yecindaá^z oncébido en trece artículos. 

H ob j eto del "mención ad o Registro es el de “establecer el domicilio 
dq todos los habitantes — tanto sedentarios como de tránsito — dd De¬ 
partamento de la Capital v (art. L 9 ). 

Los jefes de familia, propietarios o locatarios de casas de vecin¬ 
dad o departamentos, dueños o gerentes o encargados de toda clase de 
casas de hospedaje, quedan obligados a poseer cédula policial de iden¬ 
tidad, debiendo consignar en la Seccional de policía correspondiente, el 
nombre, estado, nacionalidad y profesión de todos los habitantes de esas 
casas, con especificación de los que son sus familiares y de los que en 
carácter de inquilinos o agregados habitaren en las mismas (art. 2. 9 ). 

Debe, además denunciarse ante, la policía, todo cambio de domicilio 
(art. 37), alcanzando' la'mscrípdÓfT^eñ 1W regísífbíT sécaónales (art. 
7. 9 ) a todas las personas mayores de 18 años de edad (art. 4 9 ). Las 
per sonas que exploten casas de hospedaje deben diariamente hacer co¬ 
nocer a la policía el movimiento de huéspedes que se haya producido el 
día anterior (art. 5. 9 ). 

Es obligatoria la justificación de identidad por pane de toda per¬ 
sona —domiciliada o transeúnte— que habite en el territorio nacional, 
SSS fcSSjaSr ^daOárTeouiei-a { Art. 8°). 

Los restantes artículos del proyecto están dirigidos a asegurar la 
eficacia del registro, sancionándose a las personas omisas o a los fun¬ 
cionarios que no dieren cumplimiento a las obligaciones preceptuadas 
tarts.b 9 a 11). 

El Poder Ejecutivo suprimió en el proyecto definitivo., únicamen¬ 
te 1 los artículos 10 y 11, que tratan de las sanciones a los funcionarios 
y de los casos en que los hechos de éstos obedecieren al deseo de obs¬ 
taculizar la acción policial, respectivamente, elevándolo luego a la con¬ 
sideración del parlamento. 

La Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Re¬ 
presentantes dió su opinión favorable a la sanción del proyecto. En su 
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informe, entre otras consideraciones, decía: “Fuera de las ventajas de 
orden policial puntualizadas en el Mensaje del Ejecutivo, el Registro 
de Vecindad de la Capital podría contribuir al fiel cumplimiento) de las 
leyes qiie en alguna forma mantienen relación con el domicilio de las 
personas y especialmente de las electorales y de las de orden fiscal, 
como la cíe Contribución Inmobiliaria y derechos de herencia que de¬ 
ben pagar los radicados en el extranjero y que éstos burlan declarando 
'wvir en la capital, donde es relativamente fácil en la situación presen¬ 
te, simular un domicilio. Podrá favorecer asimismo el rápido cumpli¬ 
miento de otras medidas de la Administración Pública, como ser las re¬ 
ferentes a la policía sanitaria y levantamiento de censos, estadísticas, 
etcétera’*. 

21. Registro de domicilios. — El artículo 52 del proyecto de 
ley general sobre Entrada y Permanencia de Extranjeros en el país 
que el Poder Ejecutivo remitiera a la Asamblea General el 3 de mayo 
de 1939, dispone que todo ínmifmniqe | rfr ddir Til f 7 ■ 'HT2 
| i nscribirse en el Registro le iXqjuidIÍQ¿_doau:a.4e*LQ^^ meses sub- 
^ ft n elebieiido realizar análoga inscripción los inmi¬ 
grantes ya residentes en el país dentro de los seis meses. Un Os y otros 
deberán poseer el respectivo carnet, sin el cual no podrán transitar. 

En concordancia con este articulo -del proyecto, y ya que el estu¬ 
dio general del mismo dada su complejidad, “está detenido desde hace 
más de un año en la Cámara de Representantes, y como este aspecto 
tiene urgencia y es conveniente dictar algunas normas legales al res¬ 
pecto , el senador señor M. Márquez Castro propuso se desglosara 
el artículo referido y se tratara independientemente a la brevedad po¬ 
sible (21), 

Es indudable que, incluida esta exigencia dentro del texto de un 
cuerpo general de disposiciones inmigratorias, como el de que se ha 
hablado, la misma conserva, quizás, la correlación y armonía necesa¬ 
rias con el régimen ya existente sobre la materia; pero independizada 
en la forma propuesta por el referido ex senador, se corre el riesgo de 
incurrir en confusiones de concepto debido a la existencia de una de¬ 
terminada concepción legal especial de “inmigrante” en nuestro dere¬ 
cho positivo (22). En este sentido, todo posible equívoco estaría sal¬ 
vado con la sustitución de la palabra “inmigrante” por “extranjero”. 

22. Registro General de Extranjeros. — El 15 de julio de 1940, 

(21) Cámara de Senadores, 36. a ses. ord., 20 i un. 1940 D Oficial os 411 

y 412 - B. * 

(22) V., sobre este punto, nuestro estudio, Contribución al estudio etc 

cit., §§ 32, 33 y 85 a 89), ’ 
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el Podej* Ejecutivo, con Mensaje suscripto por los Ministros del In¬ 
terior y Hacienda, remitió a la Asamblea General un proyecto de ley 
* instituyendo el Reaistr.o-General de Extran jeros* comprensivo de toda 
la población extranjera radicada en la República, 

El registro a -crearse, que funcionará bajo la dependencia directa 
(Id Ministerio del Interior (art. 12), tiene como cometido, la inscrip¬ 
ción de todos los extranjeros mayores de 15 años de ^edad, radicados 
en el país o entrados a él con propósito de permanecer por 1 más de se¬ 
ncilla días, con determinación de nombre, domicilio, nacionalidad, fe¬ 
cha y lugar de nacimentó, estado civil, estado de familia, profesión 
ifte, oficio u ocupación, y último domicilio (art. 22). 

Una oficina Central se radica en Montevideo, con superintenden¬ 
cia directiva de los servicios, compitiéndole asimismo la formación, 
clasificación, archivo y custodia de las fichas y expedientes correspon¬ 
dientes a las inscripciones que se formulen en todo el país (art. 32). 
Las Jefaturas de Policía tienen a su cargo la dirección local de las ins¬ 
cripciones, bajo la vigilancia de la Oficina Central, debiendo: organi¬ 
zar y guardar el archivo departamental; cumplir y vigilar la ejecución 
¡Jé e>ta ley, y remitir a la Oficina Central la ficha de nacionalidad, 
putmnímiea y domiciliaria, así como un positivo fotográfico para el 
RegLtro General (art. 42). 

Los extranjeros de que habla el art. 22 del proyecto, deben poseer 
un certificado que obtendrán de la Comisaría seccional, y también de 
Ion Jueces de Paz en el interior de la República, proporcionando cuatro 
fotografías, documentos fehacientes de identidad, datos que establece 
I| mondonado art. 22, y referencia de dos ciudadanos uruguayos o de 
|H ocedencia extranjera de honorabilidad (arts. 52 y 62). 

Los datos registrado» en el certificado así obtenido, se reprodu¬ 
je rirán en dos fichas individuales destinadas a la Jefatura respectiva y 
li la ( )f ¡ciña Central (art. 92). 

El extranjero obtendrá un carnet personal definitiva, con una va¬ 
lí i le/ de dps años, que deberá ser presentado toda vez que sea exigi do 
por las autoridades, encargadas de la fiscalización de extranjeros (ar- 
Ileídas 10 y 12). Vencida la validez del carnet, deberá renovársele 
gjftlil ro de los tres meses, bajo pena que podrá llegar basta la expulsión 
ihl país (art. 13). 

Kn caso de mudar de domicilio, el extranjero deberá hacer visar 
H o'n el por el comisario de policía ele la nueva sección en que resida 
(nit 14). La falsificación o adulteración documentaría, además de las 
j.Milis CtUC pudieren corresponder, dará lugar a la expulsión del exlran- 
■ (ero inri. 15). Las personas que alberguen a algún extranjero, debe- 
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íán dar conocimiento al comisario seccional dentro de las 24 horas 
Cart. 16). 

Quedan exceptuados del régimen del provéelo, los representantes 
diplomáticos acreditados ante la República (art. 16). A los extranje- 
¡ os originarios de países que dispensen a los uruguayos medidas de 
excepción sobre el particular, sq les aplicará por reciprocidad el mismo 
tratamiento (art. 19). 

Las prescripciones restantes versan sobre i la justificación del cum¬ 
plimiento de las exigencias dispuestas, por parte de los extranjeros, 
la que -deberá comprobarse en las gestiones que se realice ante la Ad¬ 
ministración, ante instituciones privadas y en los contratos que se rea¬ 
licen , la prohibición de tomar como empleado, o a servicio, o de otor- 
gar trabajo, a ningún mayor de 15 años de edad que no haya cumpli¬ 
ólo las obligaciones del proyecto; comunicaciones de las defunciones de 
extranjeros registradas en las oficinas dependientes del Registro del 
Estado Civil, a la policía; cooperación que las autoridades nacionales 
e instituciones privadas quedan obligadas a prestar al Registro Gene- 
• al de Extranjeros o a la policía; sanciones a los funcionarios que vio¬ 
laren los propósitos de la ley; derechos consulares y valor del papel 
sellado que se utilice en las gestiones administrativas relacionadas con 
esta disposición, y, finalmente, fondos de que dispondrá el Poder Eje¬ 
cutivo para sufragar lo. s gastos que demande la organización inmedia¬ 
ta de los servicios que se reglamentan (arts. 7, 8, 10, 13, 17 y 20 a 25, 
inclusives). 

Sin entrar al análisis del articulado del proyecto expuesto, cabe 
señalar simplemente que el mismo alcanza a todos los extranjeros y 
a todo el territorio de la República. En su mensaje, el Poder Ejecuti¬ 
vo expresa la convicción de que la instalación y el funcionamiento del 
Registro no habrán de ser gravosos para el ¿Vario público, por cuanto 
el presupuesto de la oficina respectiva quedaría cubierto con los im- 
puestos que el proyecto fija. 

23. Registro General y Censo Permanente de la Población, 
Muebles, Comercio e Industrias. — En el curso del año 1940, el 
senador doctor Augusto César Hado, presentó al cuerpo legislativo por 
el integrado, un amplio proyecto sobre levantamiento de un Censo Ge¬ 
neral y creación del Registro General y Censo Permanente de la Po¬ 
blación, Muebles, Comercio e Industrias en todo el territorio de 1 la Re¬ 
pública. 

fíe trata indudablemente de una iniciativa de vastos alcances, por 
sus proyecciones y por la propia estructura de su articulado, que* con¬ 
templa de una manera racional y clara las necesidades que sobre las ma- 
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ferias de que el proyecto trata experimenta actualmente la Nación. 

Está integrado por 65 artículos este proyecto. Nosotros sólo es¬ 
quematizaremos aquí, brevemente, aquellas partes que directamente in¬ 
teresan al tema que se viene desarrollando. 

Levantado el censo general —'que deberá renovarse periódicamen¬ 
te en el último año de cada década, a fin de contralorear al Registro 
(art. 6. 9 inc. 2. 9 )—, el registro empezará a funcionar, actualizando to¬ 
dos los -datos proporcionados por el censo, susceptibles de sufrir modi¬ 
ficaciones (art. 9. 9 ). 

El Registro General, etc., comprende,- igualmente, a la población 
estable y a la de tránsito (art. 13). Esencialmente organizado sobre 
im sistema de fichas, éstas constituirán, en cuanto a las personas, la 
ficha individual y la familiar; esta última contendrá los datos del jefe 
de familia, de la s personas que habitan con él y su grado de parentes¬ 
co, debiendo anotarse en ella las modificaciones de radicación,, estado 
civil y aumentos o disminuciones sufridos en su constitución. La indi¬ 
vidual, consignará nombre, nombres de padre y madre, sexo, fecha y 
lugar de nacimiento, estado civil, grado de instrucción, profesión u 
ocupación, procedencia, domicilio, número de la cédula policial de Iden¬ 
tidad o credencial cívica, y, siendo extranjero, el tiempo de radicación 
cu el país (arts. 14, 15, 16 y 17). 

En las fichas de familia e individual correspondientes, el Regis¬ 
tro Genera) anotará toda modificación que se produzca en el nombre, 
domicilio o residencia, ocupación o profesión, estado y capacidad de 
las personas, archivando las fichas de las que hayan fallecido, 
í ur hayan sido declaradas ausentes con presunción de fallecimiento y 
de las que se alejen definitivamente del país (art. 18). Los arts. 19 a 
25, fijan las obligaciones de los habitantes —residentes o transeúntes—, 
propietarios, administradores, gerentes o encangados de hoteles, casas 
de pensión o edificios de alojamiento, o de casas particulars en que 
por más de ocho días se aloje una persona, empresas de transportes ma¬ 
lí! irnos, fluviales y aéreos, directores, encargados o jefes de estableci¬ 
mientos educacionales, religiosos, militares, carcelarios o análogos, Jue¬ 
ces, Oficinas del Registro del Estado Civil, etc., de comunicar, en los 
términos y circunstancias que se especifican, todas las referencias sobre 
'movimiento de las personas y variaciones experimentadas en la capaci¬ 
dad, calidad o estado de las mismas, que de alguna manera interesen a 
los datos que recoge el Registro. 

Las anotaciones que lleva el Registro, son de carácter reservado, 
nIiU ¿mt KíSc■tátcrroir arreglo ST Hiedo que él proyecto determina (ar¬ 
ticulo 35). fmesw***#**-- m 
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novación ante las autoridades de su domicilio en sellado especial de 
$ 0.50. El no cumplimiento de estq, exigencia dará mérito a la aplica¬ 
ción de las penas correspondientes (art. 49). 

Los cambios de domicilio, deberán efectuarse mediante visación del 
carnet por el Comisarioj de policía de la nueva sección del domicilio» 
haciendo conocer' ese funcionario, dentro de cuarenta y ocho horas, esa 
cu cunsiaiicia a la Jefatura de Policía respectiva para que se comunique 
a la Dirctción General de Inmigración (art. 50). 

La falsificación o adulteración de :m certificado o carnet, o la uti¬ 
lización de documentos que no le pertenezcan, aparte de las: sanciones 
penales procedentes, motivará la expulsión del extranjero (art. 51). 

Los propietarios de establecimientos de hospedaje, deberán dar co¬ 
nocimiento al Comisario seccional, dentro de las 24 horas, por escrito 
y con indicación del lugar, fecha y número de carnet, certificado o pa¬ 
saporte, de los extranjeros que alberguen (art. 52). 

En todo trámite o gestión de interés privado, de instituciones ofi¬ 
ciales o particulares, y en los contratos, se exilgirá la constancia de ha¬ 
berse dado cumplimiento, por los extranjeros a las exigencias referi¬ 
das. Kn los contratos, ese reiquisito deberá) recabarse en el momento de 
suscribir los mismos, alcanzando la responsabilidad, en caso de omisión, 
lanío a la parte interesada como á la autorizante (art. 54). 

Nadie podrá tomar a su servicio, ni otorgar empleo o trabajo a per¬ 
sona alguna jnayor de 14 años, siendo extranjero, si no presenta 'la 
justificación de haber cumplido con los requistos de esta disposición 
(art. 55). 

Las Oficinas del Estado Civil deben comunicar a la Dirección las 
de I unciones de extranjeros registradas (art. 56). 

Pos extranjeros no inscriptos en el Registro, no podrán obtener 
Cédula policial de identidad, exigiéndose por las autoridades de policía 
para expedir dicho documento, la exhibición del carnet de extranjero» 
de cuyo número se dejará contancia en la cédula de identidad que ser 
otorgue comunicándose a la Dirección General de Inmigración (ar- 
1 leulo 57). 

El proyecto sanciona el incumplimiento de las disposiciones indi- 
C<"d«t>, siempre que no constituya delito, con multa de diez pesos o tres 
día de arresto (art. 58) ; y a los funcionarios del Estado que por he- 
Hiiiri u omisiones violaren los preceptos de la ley, con suspensión de 
ÜGS a seis? meses y, de reincidir, con la exoneración del cargo (art. 59). 

Se exime del cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 54, 55 
\ c7. a los ciudadanos legales (art. 60) ; dispon i endose también, como 
< \cepcion que, a los extranjeros odginarios de países que 'dispensen a 
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Kislro especial con motivo de la adquisición de la Carta de Ciudada¬ 
nía ó>or parte de los extranjeros que optan la ciudadanía legal ( 24 ), 
debiendo recalcarse no obstante que ambos documentos son de carácter 
facultativo. Cumplen finalidades semejantes, con relación directa al ob¬ 
jeto para el cual han sido creados, los Registros de Procesados y de 
Reincidencias a cargo de la Oficina de Identificación y Estudios Mé¬ 
dico Regales —'hoy Instituto Técnico-Forense— que funciona como de- 
pcndenciá de la Suprema Corte de Justicia (25). 

28. Censos de personas en las zonas de seguridad. — Medidas 

más recientes, relacionadas con las circunstancias anormales actuales 
por que se atraviesa, prevén algunas normas vinculadas al punto que se 
rxpone en este apartado. El Decretodey de 16 de julio de 1942, sobre 
¿unas de seguridad para la defensa nacional, preceptúa el levantamiento' 

¡ un censo de personas en la zona establecida, quienes estarán obli- 
gndas a suministrar los datos que se soliciten de acuerdo con la regla¬ 
mentación que dicte el Poder Ejecutivo”. “El censo será remitido, si 
fe data de zonas en Montevideo, a la Inspección General del Ejército 
y. si se trata de zonas en campaña, al Comando de la Región Militar 
respectiva. La Inspección General del Ejército o el Comando de la Re¬ 
gión Militar lo remitirán, a su vez, a las Comisiones Especiales que el 
IVdiT Ejecutivo creará en la Capital y en cada Región Militar deb in¬ 
ferior de la República” (arte. 5. D y 6. 9 ). Con fecha 15 de octubre de 
P'42. el Poder Ejecutivo aprobó la Reglamentación del decreto-ley re¬ 
ferido, sobre zonas de seguridad, que contiene en lo relativo a la reali¬ 
zación del censo a efectuarse por las autoridades en las zonas afecta¬ 
das, las siguientes reglas: “Para el levantamiento del censo de las per¬ 
sonas en la zona establecida (art. 5. 9 del decreto-ley), se procederá en 
í" siguiente forma: a) Las correspondientes seccionales de policía cn- 
liíg.n.in bajo recibo, en cada casa-habitación, comercio o lugar fre' 
i neniado, etc., un aviso impreso, fechado y numerado, según modeló 
que preparará la Comisión Especial de la -capital, uno ¡rara extranjeros 
\ otro para nacionales, a cuyo dorso se transcribirá lo fundamental del 
ileiTelo-lfty número 1689. La distribución de estos avisos se hará en la 
oportunidad 1 que disponga la Comisión Especial de acuerdo con bis cir- 
Gi.instancias de urgencia y de disponibilidades del personal. Estos avisos 

1-14) V., especialmente, Leyes Números 8196 de 2 de febrero de 1928; 

rjf'° ‘ ,l ' 1<; ,le j« n 'o d e 1936, sobré ciudadanía legal; 8070 de 25 de febrero ”tlé 
Pk>!7, sobre Registro de Inhabilitados; 7690 de 9 enero de 1924, sobre Registro 
( Ivii'O Nacional; Decreto de 27 de julio de 1928 y disposiciones complementarias 

(25) V„ Ley Núm. 7869 de 27 de julio de 1925 y Decretos de 28 de Julio y 6 
C:i) ih tulli r <k*. 1926, 
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d*> todo extranjero declarado peligroso por una Comisión Especial, 
asi como de todo aquel que sea sospechoso, las Comisiones Especiales 
Regionales remitirán copia por duplicado a la Comisión Especial de la 
Capital, la cual pasará una de ellas a la Comisión Investigadora de Ac- 
1¡ viciad es Antinacionales (a;t. 1/ del decreto--] ey de 28 de Agosta de 
1**42), archivando la otra en un fichero central. A su vez, la Comi¬ 
sión Espacial de la capital procederá en igual forma con respecto a las 
Comisiones Regionales y a la Comisión Investigadora de Actividades 
Antinacionales. Esos mismos intercambios de información se harán en 
caso de apelación resuelta favorablemente por el Poder Ejecutivo 
{art. 8.- del Decreto-Ley N2 1689)” (art. 92). “A los efectos del 
artículo 13. 9 del Decreto-Ley que se reglamenta, los. extranjeros fi¬ 
el lados que habiten dentro de las Zonas de Seguridad, que no hayan 
■isido declarados peligrosos, recabarán en la Comisaría Seccional corres - 
pendiente certificado documentarlo de identidad que expedirá la Co- 
uiídón Especial respectiva y cuyo costo no podrá exceder de $ 1.50 
í un peso con cincuenta centésimos) y que será de cargo del interesa¬ 
do. Dicho certificado documentarlo de identidad será confeccionado 
por las oficinas técnicas de las Jefaturas de Policía” (art. 152). “El 
extranjero fichado que haya sido clasificado de peligroso, también de¬ 
berá recabar un certificado documentan o de identidad que le será ex¬ 
pedido en las condiciones del artículo anterior” (art. 162). “A los 
efectos del artículo 142 del Decreto - Ley que se reglamenta, toda per- 
hOna que desee adquirir a título singular-, arrendar u ocupar un bien 
neutro de Zona de Seguridad, se presentará por escrito a la Comisa¬ 
ria Seccional de su domicilio para recabar el certificado que expedirá 
la Comisión Especial” (art. 172). “En los casos de los artículos 152 
y 172 la Seccional llenará las formalidades establecidas en les incisos 
C ) y d) del articulo 62 y la Secretaría de la Comisión Especial lo es- 
t iblecida en el artículo 72, hecho lo cual la Comisión Especial expe¬ 
dirá el certificado correspondiente. Si se tratare de ciudadanos natu¬ 
rales bastará se presenten munidos de su documentación, personal'* 
í art. 182). 

29, Fíchaje de personas por la Comistión Investigadora de Ac¬ 
tividades Antinacionales. — Por Decreto-ley de 28 de agosto de 1942, 
se facultó a la Comisión Investigadora de Actividades Antinaciona¬ 
les constituida por acordada de la Suprema Corte de Justicia dq 10 de 
Marzo de 1942 (infra, § 63), “a confeccionar fichas con datos de las 
personas que se crean necesarias” y que tengan relación con las acti- 
riiknle* antinacionales. 
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te actualidad por los medio- r„,e \ i ^ „ maíltemda en constan- 
ios me ai o, que se reglamenten 126) /art .ni", « 
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(27) C ° m ° PaClflC0S de la República’" ™t° 5L In fine) 

ée eI 3 Lu: SO d 1 e UCÍÓn XVIT de !a 111 d e Consulta. _ i>, s . 

Üa n £ 3 V“ el > a Resolución XVII 

extranjeros peligrosos, se recomienda „„é'se e^d * ^* ralor * 

’w (A Sl n COmPar T da r i6dica ailte ,a3 aUtori ^ Lre-pór. 
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,n 4rt (36) , A ! os efertos de1 cumplimiento de la ley N» 9943 de ?f) A ■ r i 
1Mí b sabré instrucción miliar ^ < ‘ de «e julio dar 

Ver sobre e-1 particular en pUp ' 1 rí^ 1 UI< ^° a ^ lbreta cIer enrolamiento 1 * 
bre de 1940 y Decretos de 16 e ne“ Vd^' re 5' a ™ enta ™ * 19 de diciem¬ 
bre de 1941. ener °’ 24 de Juni0 ’ 24 de julio y 27 de noviembre 

2b de oLLT d^Tg^ryloL^-nL 6 ! 1 m2. CÍrCU ’ areS de 27 de setiem bre de 1940 


32* Registro interamericano de prontuarios policiales. — La 

Resolución XVIII de la Reunión antes citada, aconseja a la Conferencia 
Coordinación de Medidas Judiciales y Policiales de Buenos Aires, 
ijtie estudie la posibilidad de ampliar el Convenio Sudamericano de Po¬ 
licía, suscrito en la capital argentina el 29 de febrero de 1920, era for- 
pui de que sus disposiciones sean aplicables a todos los países del Con- 

I mente y de incorporar en dicha Convención la creación de un “Regis- 
í a» I nter americano de Prontuarios Policiales’ 1 , que permita la identifi- 
i u:ióii de los individuos procesados o condenados en las Repúblicas 
Americanas, por delitos internacionales y actividades, subversivas (diri¬ 
gidas en contra de las Repúblicas Americanas, individual o colectiva¬ 
mente”. 

33. Resolución VIII de la Reunión Regional de Rivera. — La 

Reunión Regional de Brasil, Argentina,. Bolivia, Uruguay y Paraguay, 
relativa a la Entrada y Salida de Personas y Tránsito Clandestino a 
través de las Fronteras, celebrada en Rivera, República O. del Uru¬ 
guay, en los días 21 a 26 de setiembre de 1942, ha recomendado a los 
(fol>iemos allí representados, por su Resolución VIII: l. 9 La adopción 
inmediata de las recomendaciones de normas mínimas sobre Registro 
ífr Kxtrañjeros contení das en "la fíe s olució nUle 7 de julio ef e 1942 fie l 
( ( imité ■Tonsulhvo'Ve Emergencia para la Detensa Política Contincn- 
lili i 2S) T%? ' Yñscr'i'bciTóCexfráríTfToTTiuCTiTrré s e n aTr5aErH~ca- 
irírter de temporarios y que permanezcan en él po- siete días o más 

II § i c< >mó SI estableam iento de la comparecencia peia'ótTTca'ürtériór ante 
hn autoridades en los plazos que éstas especifiquen ; 32) Adopción de 
Unciones para castigar las infracciones a, lo dispuesto en el - numeral 
pi emleUtg 1 ! 11 4 /) ATOpWflh 'f fítfflt ÍTata ü[ TÍe itrt tipo de cédula de identidad 
para extranjeros diferente de la expedida a los nacionales o ciudada- 
¡Mis, <|ue sustituirá a todas las anteriormente expedidas a los extranje- 
íos; 5. 9 ) Exigencia de documentos que comprueben la identidad, y a 
falta de éstos, prueba testimoniada, firmada por personas idóneas, para 
expedir cédulas de identidad a nacionales como a extranjeros.. 

b. Empleo 

34. Constitución de la República, Art. 69. — La Constitución 

(28) Esta resolución del Comité referido, abarca los siguientes puntos: A) 
Organización del Registro y fiscalización de los extranjeros: B) Registro; 
O Comparecencia y Contralor ulterior de los extranjeros; D) Sanciones. Como 
anexo, la misma resolución suministra facsímil de modelos de formulario para la 
inscripción de extranjeros —análogo al empleado por el “Alien Registraron” esta¬ 
dounidense que funciona con arreglo a las leyes de 2 de marzo de 1929 y 28 dci 
junio de 1940, Tit. III — y de cédula de identidad. 
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enero de 1942, adoptado en carácter de medida pronta de seguridad, de 
neuerdo con lo previsto por el articulo 158 numeral 18 de la Constituí 
rión (§ 7/ supra), sobre prohibición de cualquier forma de propagan¬ 
da o emisión del pensamiento contrarias a las instituciones democrático- 
republicanas, dispone que ‘'el simple hecho de que los funcionarios pU m 
bíicos civiles, ostenten manifiestamente o propalen las ideas cuya difu¬ 
sión se proihibe por el presente decreto, será causal bastante para orde¬ 
nar el traslado del imputado, pudiendo hasta disponerse su suspensión, 
según lo exijan las circunstancias. Esta disposición comprende a los 
funcionarios dependientes de los Poderes del Estado, Municipios y En¬ 
tes Autónomos o Servicios Descentralizados. Si se tratare de funcio¬ 
narios públicos militares se dispondrá el pase a disponibilidad , sin per¬ 
juicio de las facultades del Poder Ejecutivo, de someter al imputado 
al Tribunal de Honor o a la Justicia Militar según corresponda” (ar¬ 
tículo 5. 9 ) (31). 

40. Decreto de 18 de junio de 1942, sobre Defensa Pasiva. 

El Decreto-lley de 18 de junio de 1942 obliga a “Toda persona que re¬ 
cíba un emolumento del Estado, y sea por concepto de honorarios, suel¬ 
eo, jornal, jubilación, retiro o pensión” a “prestar servicio en la dejen - 
:>a pasiva siempre que ,su edad y estado físico y meintal lo permita, pie- 
vio dictamen de una Junta de exenciones que designará el Ministerio 
de Defensa Nacional, en la que habrá un delegado del Servicio Publi¬ 
co o de Previsión Social, correspondiente” (art. 36) ; “A partir del de¬ 
creto de movilización, todo el personal de ambos sexos, empleado en 
oficinas y establecimientos del Estado, Entes Autónomos y Municipa¬ 
les no sometidos a obligaciones militares, o todavía no incorporado*» a 
las filas, se organizará para prestar servicio en la defensa pasiva”. 
'‘Las condicionas de su empleo serán fijadas por los respectivos Minis¬ 
terios, Administraciones e Intendencias, de acuerdo con los planes apro¬ 
bados por el Ministerio de Defensa Nacional” (art. 37). “Los extraña 
jeros con carta de ciudadanía, que sean funcionarios u obraros de cual* 

(31 > Esta medida se inspira evidentemente en lo consignada en el proyecto 
modificativo de la ley N.° 9936 de 18 de junio de 1940, sobre asociaciones ilícitas, 
elevado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General con fecha 3 de julio de WL 
en cuyo artículo 10 se decía: Í4 E1 simple hecho de que los funcionarios públicos ci¬ 
viles o militares propalen u ostenten manifiestamente las ideas cuya difusión se pro¬ 
híbe por los artículos L 9 y 9° de la presente ley, autoriza a los superiores tratán¬ 
dose de los primeros para ordenar su traslado a funciones que puedan desempeñarse 
du perjuicio para el servicio público, y respecto de los últimos para decretar d retiro 
cuando el procedimiento dd traslado no alcance a llenar la finalidad perseguida. Esta 
disposición se hace extensiva a los Entes Autónomos y Servicios Descentrali¬ 
zados”. 






— 40 — 


ErZ “SónoTof Í Esfado ‘ Municipio* 
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titilo a oblar el importe correspondiente a la milita aplicada (art. 21). 
‘’Los ciudadanos naturales que sean sospechados de ejercer actividades 
contrarias al régimen democrático de gobierno (art. 20v dfel Decreto- 
Lev NV 1689) serán sometidos a una investigación policial cuyos re* 
sullados serán remitidos a la Comisión Especial competente, la cual ac- 
1 liará de acuerdo con lo establecido en el artículo 7° (art. 23). Re« 
cilvicios por la Comisión Especial los antecedentes relativos a los duda 
danos naturales, aquella procederá a declarar si las sospechas son fun¬ 
dadas o no, aplicándoseles en el caso que corresponda, los artículos 10, llj 
12, 13 y 14 del Decreto-Ley N.° 1689, en la feinna prevista en este Re¬ 
glamento .y previa ampliación de la información eni el caso que consi¬ 
dere conveniente. Si las sospechas fueran fundadas, la Comisión Es¬ 
pecial pasará los antecedentes al Fiscal del Crimen de Turno para que 
inicie la acción ordinaria por delito de lesa Patria (artículo 20 del De¬ 
creto-Ley Nv 1689). Tratándose de militares, los antecedentes serán 
i emitidos por la Comisión Especial a la Inspección General de Marina > 
a la Inspección General del Ejército en la Capital o al Comando de la 
Región Militar respectiva en campaña” (art. 24c). 

42. Ley Nc 9977, y decretos de 4 de junio y 29 de diciembre 
de 1941, sobre aeronavegación comercial. — En materia de aerona¬ 
vegación comercial d»e empresas uruguayas, les está prohibido a 
los extranjeros formar parte del personal de explotación como Jefe 
técnico-director de todas las actividades aéreas de las compañías, o 
integrante del personal navegante (Ley N.* 9977 de 5 de diciembre 
de 1940, art. 26, inciso tercero; Decreto de 4 junio de 1941 aproba¬ 
torio de la Reglamentación de la ley Nc 9977, citada precedente¬ 
mente, sobre aviación nacional, franquicias, subvenciones a las com¬ 
pañías, etc., arts. 90, inc. B), 93, inc. A). El art. 3. 9 del decreto de 
29 de diciembre de 1941, sobre zonas de vuelo prohíbe el vuelo de 
‘“'lodos los aviadores .civiles que no sean uruguayos nativos o natu¬ 
ralizados, con excepción de los que piloteen aviones de turismo o 
comerciales extranjeros, los que siempre y en todo caso deberán soli¬ 
citar previamente la autorización correspondiente. A ese efecto la 
Dirección de Aeronáutica Civil debe tomar las medidas correspon¬ 
dientes en lo que respecta al personal y material” (32). 


(32) Las compañías de aeronavegación que realizan servicio internacional y 
en especial entre los estados vecinos y el Uruguay están autorizadas a utilizar 
personal de nacionalidad a la que pertenece la Compañía. (V. a título de ejemplo 
concesión a la Compañía Nacional de Navegación Aerea S, A, f brasileña, en 
Kiglamcntación de 28 de noviembre de 1940, Art. 16). 
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■^ eoretos 4 de junio y 29 de diciembre de 1941 sobre aero 
navegación deportiva. — En rmntn i J 0Dre aero ' 

. 7 ■ c ' n cuanto a la aeronavegación fíennri-¡ 

diciembre’r»tfÍ dÍ , Sp , neSt ° en *> ">■ V d«l decreto de 29 de 
uiciemore de 1941, precitado, esta también prohibido por la reHa 

mentaco,, aprobada por el Decre.o.dc 4 de jonio de 194^1 é„ 

220 P tóc E A ]°v a "S™ r ' aT L cxtran j cros S “>1 instructores (art. 

, ■ A ) y 238 mc - A). No obstante el art. 239 de la rerhtnen 

Uc.o„ preceptúa: “El Ministerio de Deíessa NadoLd pSri” ' 
lonzar previo inforn^ de la Dirección de (VeroniuHca cTvíi 

rn^fr-T “" píi '” ,al a las instituciones aerodeUt" 

m no 

¡ ■' 44 ' A Codlgo de Legislación Aeronáutica. — El Códi°-o de Leo-is 

iacion Aeronáutica por su parte disnmm- “P, i & ^ g 

Estado i • Y’ 10n -' En las aeronaves. del' 

Estado solo pueden ejercer funciones los ciudadanos, salvo disposi- 

(Art- e 36) eSa £n COntrarÍO d£l Ministerio d e Defensa Nacional” 

45. Decreto-ley de 13 de febrero de 1943, sobre extranieros 
emple ad<;s públicos. _ Por decreto-ley de 13 febrero de 1943 ^ 

O vio la Situación de los extranjeros designados para ocupar e.n- 

le 1934 v " P ° Stenormente a la promulgación de la Constitución 
de 1934 y a quienes no se les hubiere otorgado la carta de eiuch- 

aama, o que habiéndoseles otorgado, lo hubiere sido con antigüe¬ 
dad menoi de la fijada por la Constitución; validando, igualmente 

la t-SnE 1 ^ Tr *^. pÚ «** efectuada con' afterioXd 
a la trenca de la Constitución referida; condicionando esa validez 

al cumplimiento de ciertos requisitos; disponiendo que en todo 
nombramiento deberá Hacerse constar la serie y núuJo de la Cre- 

de "dudad™ Í (] T lgl Y á °’ aS¡ Cüm ° U mención de su carácter 
de ciudadano natural o legal, implicando la omisión de estos re¬ 
quisitos o la deficiencia de la documentación, la revocación del 
nombramiento; y obligando a la Corte Electoral a suministrar con- 
dene la lm. e nte los informes que se le soliciten por los órganos fa¬ 
cultados para efectuar nombramientos, etc. 

. 46 ' Decreto ' I «y de 19 de noviembre de 1942, sobre actividades 
versivas» El Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942, con 
e l hn de fac . llltar la re P r esión de las actividades subversivas pre¬ 
ve en su articulo 62, letrq F que: “El que se procura con fines de 
espionaje político militar, noticias que por razones de interés pú- 
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hijeo deben quedar secretas, será castigado con diez meses de pri¬ 
sión a seis años de penitenciaría. Son agravantes especiales, y la 
pena se elevará en un tercio: ,..b) Cuando el autor sea funciona* 
■lio público”. ”N). La proposición y la conspiración de estos delitos 
rán castigadas.con pena de tres a quince meses de prisión”. 

47. Funcionarios Policiales. — En materia de policía deben 
mencionarse disposiciones especiales, dictadas para prevenir y re¬ 
primir lg,s actividades contrarias al orden social o político estable¬ 
cido en que pudieran incurrir los funcionarios policiales. 

48. a) Ingreso. —- Está dispuesto por la Ley N7 9160, de 7 
de diciembre de 1933, que no pueden ingresar a L policía las piel* 
sonas que hayan sufrido condena por delito, ni las que en los últi¬ 
mos cinco años tengan antecedentes policiales (Art. 37), debien¬ 
do excluirse de la toma de personal a aquellos aspirantes ' que 
profesen ideas contrarias al orden social ( Art. 47). La norma 
recordada parecería solamente aplicable al instituto policial de 
Montevideo, a pesar de la latitud de los términos con que los ar¬ 
tículos indicados han sido concebidos. 

49. b) Cesantía y retiro por actividades antidemocráticas. 

Por decreto de 21 de enero de 1942, se ha regulado la situación de 
j,, a funcionarios de policía que, por intervenir o participar de alguna 
numera en actividades contrarias a nuestra organización política, 
¡m hacen acreedores a la destitución y, en algunos casos, a la 
privación del derecho al retiro que pudiere corresponderles. 

Por ser la primera disposición nacional que específicamente 
aborda el análisis del problema relacionado con la lealtad de los 
funcionarios respecto del Estado, extrayendo las consecuencias que 
Hesde el punto de vista del derecho disciplinario emergen, conside¬ 
ramos de interés reproducir a continuación su texto íntegro. 

Considerando 17) Que el Poder Ejecutivo ha dispuesto 
últimamente por intermedio de esta Secretaría de Estado la cesan¬ 
tía de varios funcionarios policiales por ser partidarios de ideolo¬ 
gías o doctrinas políticas contrarias a las instituciones republicano- 
democráticas por las cuales se rige ei Gobierno de la Nación; 

■ 27) que esa medida se justifica plenamente de acuerdo con las 

facultades de que dispone el Poder Ejecutivo para remover a 
; (lucilos empleados policiales que no merecen su confianza (leyes 
números 11 y 1217, de 2 de marzo de 1831, Arts. 9. y 13, y ó de 
julio de 1874, art. 30, .respectivamente; Constitución de la República 
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<le 1918, art. 79 , numerales 15 v 16 - r 

2¡K 13 y 15; Z 1934 ' ar ‘- iss 

guarda conformidad con las atrihn nUms - 13 ^ 15), f 

Ja tranquilidad v j a se<*uridad m ünes de tutelador del orden 
leyes de J a República le confían,* ^ U Const >tución y 

tado al juego normal de l^fecultod^del e p indlscutible mente ajus- 
d , fi IUlestrú régimen constitucional semí Ejecutivo dentro 

f 1 nl,nlera l precedente, aparece como* ° a ' qaedado expuesto en 
í 18 . arcmi Rancias actuales, que obli-an^ L ineludible de 

dulas precautorias más extremas en í , , '! adopcion d e k s rac¬ 
amenta] que ] a defensa de las institn^ 11 6 a im P ortanci 'a fun- 
momentos en ^ como es de J ■ ° n j¡* ,laciona les reviste en 

existencia de toda tina acción polític *** la coni P roba do la 

propaganda y otras formas diversas' de^T^' f* proseliti sm°. 

**tuerta o embozadamente dirigidas o aCtívldades subversivas, 
r ¡ or y tendientes al sojuz-amifnto d T 35 desde el 
cía nacionales; & 0 de la soberanía e independeu- 

to del Ekad 0 , ei es t; una 0 exi e gencia a de^oni^ ^ l0S funcionarios respec¬ 
ta ceder, en la medida requerida n T SU P en ° r ante la cual de- 
la protección de los bienes confiad ^ * naturaleza del servicio y 
tad de pensamiento y otros derechos 2 T £ eSt 1 lón ’ la misma líber- 
c«„ 1 « reconoce coL ciuLdan' Zh UV “"“ I “ ** Constitu- 
innc.onario, que recibe del Kstudo i. ' ’ qu . e ' elemental que el 

— ""**» r es instrum^^ar^^f'^^ *** 

ttasuntar su voluntad en el ejercicio de h f ‘ Val " Se l ,ara 
va, está obligado, en su actividad r ■ a íunc!üJ1 administrati- 
integridad, forma y estructura art, I ¡ r ° fe + S1 ° nal > a defenderlo en su 
te lo ha organizado la soberanía nadonafenT * ^ lmen ' 
Kepubhca y en la legislación dictada * h 

de especial manera caractere S d de ^e-cesfdÍd 0 ab” adquiere 

en aquellos casos en que romo p f ldad absoluta e imperiosa 

fuerzas armadas — policía y ejército — £ ° S ln ^ e J rantes d e las 
la esencialísima misión de aserrar la Hef r ^ cl ^ ldo en custodia 
políticas y ejercer la guarda del ord ^ de , as . mstitu ciones 
Art - 1°; Ley N.° 1GO50 de 18 de T P “ b ICO ( C °digo Militar, 

Decreto de 4 de setiembre de 1883 X H, 1941 ’ >'V 

de 1915, Arts. 81 y siguientes- né 7 í *^ e 8‘ Iamento policial 

Arts. l. ? y siguientes, etcO; ’ ' de 28 de julio de 1926 > 
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r Que en esta situación se encuentran los funcionarios ele la po¬ 
licía nacional que es un instituto construido de acuerdo *a una es¬ 
tructura especial, altamente disciplinado, siendo el carácter de 
imtoridad y el grado jerárquico investido por sus integrantes, per¬ 
manentes, comprendiendo aún las horas francas reservadas para 
id descanso y todo el territorio de la República (Resolución de *4* 
de setiembre de 1909; Reglamento policial de 1915, Art. 146; De- 
meto de 28 de julio de 1926, Art 5.”; Resolución de 4 de noviem¬ 
bre de 1941, considerando l.o) ; y que, en fin, pueden eventual- 
mente inclusive ser llamados en todo momento a participar cu la 
lucha activa contra los extremismos políticos si, cu una posibili¬ 
dad previsible, intentaren éstos emplear métodos de violencia con¬ 
tra el Estado democrático; 

ól) Que en tal sentido, resulta de urgente necesidad adoptar 
todas tas medidas que, de acuerdo con la órbita de competencia 
legal de la administración, puedan constituir un medio adecuado 
para prevenir y reprimir disciplinariamente toda actitud desleal de 
sus agentes, en absoluto inaceptable, según se ha dicho, con arre¬ 
glo a las normas jurídicas en vigencia, a la razón y a la naturaleza 
misma de las cosas; máxime si se tiene en cuenta que el Estado 
democrático deja siempre en salvo el derecho del empleado ideo¬ 
lógicamente adversario del orden político actual, de dimitii o ha¬ 
cer renuncia ele su cargo; 

7/ J ) Que, por lo demás fluye de las disposiciones legales v 
administrativas especíales, dictadas con el fin de prevenir \ tas 
ligar las actividades contrarias a nuestra forma constitucional de 
gobierno, que los funcionarios encargados de la ejecución de las 
mismas deben ser necesariamente de ideología democrática, pues 
< ; qá en el espíritu mismo de esas normas jurídicas la presunción 
mipKcita de que el legislador no puede haber confiado su aplica¬ 
ción a partidarios de la actividad que ha sido precisamente con¬ 
ceptuada como ilícita. 

Así, y a título de ejemplo, bastará señalar los principios con 
tenidos en las siguientes disposiciones, de los que se extrae sin es- 
Rierzo la conclusión de que, respecto de lo-s funcionarios policia¬ 
les, existe una verdadera interdicción que lo inhibe de realizar ac¬ 
tividades o de participiar de convicciones de alguna manera con¬ 
trarias al régimen republicano-democrático que está en la base de 
nuestra organización política: 

a) La Ley N 9 9936, de 18 de junio de 1940, sobre Acodado- 
nes ILcitas y Decreto reglamentario de la misma de 3 de 
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julio de 1940, Art 4 * ■ , 

‘ ]lcía a prestar todo el' conc e urso m€nte, ^ ° bllg ’ a a la P°- 
cumplimiento de los fines ne qUe , Sea I)ecesario para el 
sostener frente ? 1 rtiZl L^T "í" Sería Ínace P* ab E 
hiben la constitución y ordenan la ^ P ° S1C !? nfes ^ Pa¬ 
ciones que difundan idea= + disolución de asocia- 

SLr'Tir U b bí™ “ 

proyectare sobre los agentes oiAh V lnhlblc,on «o se 
• der Ejecutivo en l a eieenri T , ' SecUndar al Po- 

b) Ea Resolución de este Mfn T J** 

fundada en , m Ios f unc¡0 *™ J 'f J junio de 1940, 
Ración y de que se debe PT1 * servicio de la 

(Constitución de la República ■? ^ función 

pleados de su dependencia Hp f , prohíbe a los em- 

de política y usar escarapelas" o° i ^ laS oficinas - hablar 
tranjeros; * insignias de países ex- 

c ) El Decreto de 25 ri 

»«» a obligaciones “ Z í' * 194 °. .*>»*> c„ mp li. 
ia República en las última KaS mterilac,on almente por 
Relaciones E„e riores tSCT* * **«"►* 
ridades policiales, dedicarán n f* d ' SP ° ne qUe las aut °- 
dudes a ,a vigilancia'“epres^Z®"”"' ?«* .«i* 
individuos que por la propaganda ^ 0rgan j zacion es o 
tituyan en instrumentos desoían ° P ° r a acción se cons- 
pehgro la soberanía, las institu , qUe PUedan poner en 

¿Ir"»- ™»Sas'Zjí 

d) sr;s e ;'Zyr ¡dades ^ pudieren es,ar 

sación inmediata de los'zíncíon^ ^ prece P' túa la ce- 
quier organismo de la Adm, r U ° breros d e cual- 
dos en ataques o 1^22 '™ PÚbHca > ““«cui- 

la República y a sus institu c' S C °'? tranas al interés de 

ñas (Art. 42 ); Unciones democráticowrepub-lica- 

e ) El Decreto de 15 , octubre de 194? rpir1a 

cretoi-Rey de 16 de julio 1 ¿ 4 p r egrlamentario del De¬ 
dad, preceptúa- igualmente la cesación 1°T ^ SeffUrÍH 
funcionarios de la Arl + . , esaclon de los obreros o 

ciados persogas ** ^ 

especial dispuesto por eatas norm A° C ° n ^ ré e imei » 
gundo); P CataS normas (Art. 12, inciso se- 
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, í) La Circular d^ 22 de enero de 1942 de este Ministerio reitera 
a la Policía la exhortación anteriormente dirigida, a fin de 
que no omita esfuerzos en la persecución de aquellos elemen¬ 
tos que en una u otra forma trataren, con su actividad al 
margen de la ley, de atentar contra los principios de nues¬ 
tra nacionalidad; 

g) La Circular de 28 de octubre de 1941 recaba de las auto¬ 
ridades policiales informes acerca de las personas sindica¬ 
das como contrarias a la democracia y partidarias del to¬ 
talitarismo ; habiendo sido esta solicitud reiterada por la 
Circular de 30 julio de 1942 en la que hace notar, ade¬ 
más, que las actividades totalitarias son contrarias a las 
instituciones democráticas nacionales; que la indiferencia 
respecto de las misimas se convierte en complicidad o tole¬ 
rancia culpable si es observada por los órganos encargados 
por la Ley de la defensa del orden social y político esta¬ 
blecido; y, finalmente, que el personal policial de la Repú¬ 
blica debe ser de ideología definidamente democrática; 

8.-) Que sin perjuicio de la aplicación de la medida disciplina¬ 
ria de la destitución en los casos en que, por los motivos anteis ex¬ 
presados, pudiera corresponder, resulta de alta conveniencia pú¬ 
blica precisar el procedimiento adecuado conforme al cual deberá 
hacerse efectiva esa medida, dándose así satisfacción adecuada a 
la exigencia de buena administración de garantizar al funcionario 
correcto contra posibles apreciaciones o imputaciones malevolentes, 
interesadas o simplemente falsas, por una parte; y, por otra, a la 
necesidad de habilitar debidamente al Poder Ejecutivo para que 
pueda apreciar las circunstancias determinantes de la exoneración 
que a los efectos jubilatorios corresponde (Leyes núms. 7914 de 26 
de octubre de 1925, Art. 4. 9 , letra c; y 9940 de 2 de julio de 1940, 
Arts. 18, núm. tercero, letra F, y 39), ya que ellas trascienden po¬ 
sitiva o negativamente sobre los derechos a la pasividad del fun¬ 
cionario, así como también al fin fundamental de determinar la rea* 
ponsabilidad criminal en que pudiera haberse incurrido, según se 
concreta en los Considerandos áiguientes; 

9. 9 ) Que la apreciación de la responsabilidad penal es, en efec¬ 
to, nn elemento de principalísima importancia en la defensa de las 
instituciones Nacionales amenazadas por las actividades de caráotcr 
subversivo, que ha llevado al legislador inclusive a ampliar expre¬ 
samente la esfera de las figuras delictivas previstas por el Código 
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Penal e„ Vle ,.„ na (Dccretoiey de lo j 

¡V'o de n 0 Tlei ”l>r c de I942> 

causas deter m ¡LIí«" de E ¡' C “' iv ‘’- al .? ue correspondí apreciar h. 
dependencia, puede, de‘° S l 

f '■££& tvrr e i^r»* r¿';. íx 

Administración Pública (Código P del come tido contra 

Pues, habiendo condena, la pérdidLf^ ena ' 5 Ljbr ° H * T:ht, ° IV) 
de la Ley, y existiendo absolución h *> la dfcposidói* 

6acion f’scal, gracia Q amnistía or^ n niení ° í 3úr falt * ele acu- 
V. a defmitiv£ b el derecho de Atarse senten- 

u-posicióu déla Ley (Ley ^940 d°Tj J °' Por la S0 Ia 

uum. tercero, letra F v 39 2 Je Juho de 1940, Arp 18 

e«»do, por l a apreciad qu ^" 1 " 6 ™ *,“■*»>; y e. d ¿ 
cutrvo atendiendo, entre otro, eleménte d' •4'' ,uar «' Poder Eje- 
la rnfraccíón, a la natnraleza y f, ma °; * '* gravedad de 

1 a 0 mo ™l «usado a l os nartim.P A ° mpieo ’ al daño mate- 

características del servicio al Irad ^ ° * h Ad ™™tra.ci ón . “« 
el agente y a las necesidades de etmÍ m ° ra ! idacl demostrado por 
t,r **" Arta. 18 , letra F, 41 y $ V* pudieran «£! 

Ul Presid ente de la República, 

Decreta ; 

Articulo 72 T n? r 1T „ • 

f° ría ; están obligados a 1 dcfend e r POllClalGS ' CUal 9 uiera s ea su cate- 

Fstado republicano-democrático eániV” , actlvidad Profesional, al 

en las leyes de la República. uctura do en la ■ Constitución y 

un funcionario poíiJaT'cuaÍqnSa ^ khm ^ comprobado, de" que 
fieste, o sea partidario de doctas "Seol C ^ oría > Pífese, maní- 
, 33 a ' re fPmen democrático-republicano^ ? gI p tendcnd us contra¬ 
ía Constitución de la República dará mérb ^optado por 

Ja por el Poder Ejecutivo. ' ani mérit0 a su cesantía decreta- 

por rogln Ia érdiJa ' ! ^¿ rt ™'° precedente, deten ,,,'„ ari 

—, de enceran 


de la comisión u omisión por culpa administrativa grave debida¬ 
mente probada en sumario administrativo o judicial, haya o no 
mediado delito. 

Exceptúase de lo dispuesto en el inciso anterior, el caso de de¬ 
lito contra la Administración Pública, en que los derechos jubila- 
torios se considerarán perdidos de pleno derecho si existiera sen¬ 
tencia condenatoria; y concedidos también de pleno derecho, 
mediara absolución, sobreseimiento por falta de acusación fiscal, 
gracia o amnistía producida antes de dictarse sentencia definitiva. 

Artículo 4c Cuando los Jefes de Policía soliciten la exonera¬ 
ción de alguno de los empleados de su dependencia por considerar¬ 
lo comprendido en las causales a que se refieren los artículos antc- 
tiores, deberán hacerlo de acuerdo con el procedimiento establecido 
por el decreto de 20 de mayo de 1931, sin perjuicio del ejercicio pre¬ 
vio de la facultad que les está reservada por el artículo 12 del de¬ 
creto de 5 de junio de 1923. 

Probada que resulte la culpabilidad administrativa por comisión 
n omisión del funcionario, sea de los antecedentes elevados por la 
jefatura de Policía, sea de las actuaciones sumarias que en caso de 
duda deberá mandar incoar el Ministerio del Interior, el Poder Eje¬ 
cutivo dispondrá la cesantía y declarará que las causas determinad¬ 
les de la misma, aparejan la pérdida del derecho al retiro policial. 

Si de los antecedentes inicialmente recibidos por el Ministerio 
o ciegas actuaciones complementarias por él dispuestas, surgieren 
elementos de juicio que hicieren presumir que el funcionario lia 
comprometido además su responsabilidad penal, se decretará igual¬ 
mente la cesantía y .se remitirán los antecedentes a conocimiento de 
la Justicia Ordinaria, suspendiéndose el trámite del expediente jtt- 
bilatorio hasta el pronunciamiento de ésta, producido el cual se 
procederá ele acuerdo con lo dispuesto por el a: tí cu. o 32. 

Artículo 52 La cesantía decretada por las causales previstas 
( i n este Decreto, obstará al reingreso al Instituto Policial por el 
urmino de cinco añosA i" 

Por Circular de 27 del mismo mes y año, del Ministerio del 
Interior, se ponen en conocimiento de todas las Jefaturas de Poli* 
i ía de la República, los aspectos más salientes de la disposición a 
los efectos de su estricto cumplimiento, y de la cual es oportuno 
i ecoger aquí los párrafos siguientes: 

“Para la averiguación de las condiciones o de las actitudes de 
¡OS empleados policiales de su dependencia, que a juicio del señor 
jefe ofrezcan indicios o presunciones de ser contrarios a los prin- 
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cipios que el expresado Decreto preceptúa, tendrá Vd. especialmen¬ 
te en cuenta lo dispuesto por el Decreto Orgánico de 5 de junio de 
1923 que le acuerda la facultad de proceder por acto , propio y en 
método verbal, a todas las investigaciones tendientes a comprobar 
la conducta que observen sus empleados (Art. 12; asimismo, Circu 
lar 2007/42 de 11 de noviembre de 1942) ; y si de tales investigacio- 
resnes realizadas de “motu propio’ 5 por la Jefatura, _ o de las de^ 
milicias que pudieran formularse ante ella por particulares di¬ 
rectamente, o por la prensa u otro medio o procedimiento que le 
preste visos de seriedad, se hiciere evidente que los hechos que se 
imputan a los funcionarios requiere la formación de sumario, la Je¬ 
fatura deberá proceder en la forma que disponen los artículos 9, 10 
y 11 del citado Decreto Orgánico de 5 de junio de 1923. 

Como la naturaleza de los hechos u omisiones a que se refiere 
ti Decreto que motiva la presente Circular puede prestarse a la 
formulación ligera de “apreciaciones o imputaciones malevolentes, 
interesadas o simplemente falsas” (Considerando 87 del Decreto), 
con las que puede llegarse inclusive hasta sorprender la buena fe 
de los propios señores Jefes, se dispone por el artículo 47 del De¬ 
creto que, respecto de las solicitudes de destitución que se eleven 
aí Ministerio por las referidas causales, se observará el procedi¬ 
miento establecido por el Decreto de 20 de mayo de 1931, que prc* 
ceptúa: “Los pedidos de remoción deberán pasarse en vista a los 
empleados a quienes se refieran, por un término no menor de tres 
días, pasado el cual quedarán prontos para la resolución que corres¬ 
ponda”. Se quiere de esta manera garantizar al funcionario correc¬ 
to, dándole la oportunidad de ejercitar su defensa en caso de no 
existir realmente mérito para la cesantía que se recaba, bien por 
ser infundadas las imputaciones o no resultar satisfactorios los ele¬ 
mentos de cargo elevados por la Jefatura”. 

50. El Decreto-ley de 13 de febrero de 1943, sobre Estatuto del 
Funcionario’. — El Decreto-ley de 13 de febrero de 1943 que es¬ 
tablece el Estatuto del Funcionario, prevé entre los requisitos para 
ingresar a las funciones públicas, el de “firmar una declaración ju¬ 
rada de adhesión al sistema Republicano Representativo de Go¬ 
bierno que la Nación ha implantado por sus órganos soberanos” 
(art. 27, letra D). Se establece, asimismo, las siguientes prohibicio¬ 
nes : “ningún funcionario público podrá ser miembro de un parti¬ 
do político u organización de cualquier clase que se proponga cam¬ 
biar en forma ilícita la organización democrática del gobierno de 
la República”, y “ningún ciudadano que esté afiliado a organizacio¬ 


nes; favorables a los gobiernos con los que el Uruguay ha roto o 
lompiere relaciones diplomáticásMpodrá ingresar a la Administra¬ 
ción Pública. Los actuales funcionarios que mantengan esa afilia¬ 
ción, deberán terminarla de inmediato, bajo pena de destitución 5 ’, 
(art. 36). Por el artículo 41 del decreto-le} r a que se hace referen¬ 
cia, se prescribe que las disposiciones del mismo entrarán en vigen¬ 
cia a partir del 17 de febrero de 1944. 

51. Conferencia Interamericana de Medidas Policiales y Judi¬ 
ciales. — - En carácter de precepto recomendado en conferencias 
internacionales, procede recordar aquí la pena accesoria de 
perdida de cargos públicos a lo¡s nacionales del Eje o Estados a 
ét subordinados que obtengan fraudulentamente la nacionalidad 
¡'ara sí o para un tercero de un Estado Americano, aconsejada poi 
la Recomendación VII de 1 la Conferencia Interamericana de Medi¬ 
das Policiales y Judiciales, celebrada en Buenos Aires del 27 de 
mayo al 9 de junio de 1942. 

c) Propiedad 

52. Constitución de la República, arts. 7 y 31. — La Constitu¬ 
ción de la República dispone que “Los habitantes de la, República 
tienen derecho a ser protegidos en el goce de su vida, honor, líber- 
i :i<L seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser privado de 
estos derechos sino conforme a las Leyes que se establecieren por 
lazones de interés general 5 ’ (33) (art. 7) ; y que “la propiedad es un 
derecho inviolable, pero sujeto a lo que dispongan las Leyes que 
se establecieren por razones de interés general. Nadie podrá ser 
(vivado de su derecho de propiedad sino en los casos de necesidad 
O utilidad públicas establecidos por una ley y recibiendo siempre 
del Tesoro Nacional una justa y previa compensación. Cuando se 
declare la expropiación por causa de necesidad o utilidad públicas, 
se indemnizará a los propietarios por los daños y perjuicios que 
mi frieren en razón de la mora, se consume o no la expropiación 5 ’ 
(art. 31) (34). 

(33) u La ley oriental no reconoce diferencia entre orientales y extranjeros 
*n cnanto a la adquisición y goce de los derechos civiles que regla este Código** 
(.Código Civil, art. 22, inciso segundo). 

(34) V., asimismo, C. Civil, art. 492; C. Penal, art. IOS; C. Militar, arls. 
Y’20 a 631. El régimen ordinario de expropiación está dado por la ley básica 
N y 3958 de 28 de marzo de 1912. V.. también, Ley N° 9515 de 28 de octubre (le 
1911, fLrt 19, núm. 25 y 35 núms. 34 y 35. El decreto-lcy de 30 de abril de 1942 
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Í mat ? m de propiedad es necesario estar, además, a !o dis¬ 
puesto por leyes nacionales y disposiciones administrativas nacio- 
r ' a eS ;. CJ municipales, adoptadas en virtud de autorización le-al v 
constitucional estableciendo ciertas restricciones al ejercicio del de- 
lecho de propiedad. 

51 LeyN;! 10 ' 050 Orgánica Militar. — Desde ,el punto de vis¬ 
ta que mantiene más directa conexión con el que se examina, se ha 
declarado, por la ley número 1Ü.050 de 18 de setiembre de 1941 so¬ 
bre organización militar y atendiendo los intereses de la defensa na- 
C'onal, que la propiedad privada está sujeta a servidumbres de es¬ 
tudio, transito, estacionamiento temporario y aprovisionamiento en 
Jas condiciones establecidas en el artículo 34 de la Constitución (35) 
y según feg normas preceptuadas por el título XIV de la Ley y 
con arreglo a los procedimientos fijados por la misma (art. 399) ., 
El decreto de 26 de diciembre de 1941 aprueba el reglamento del 
título referido de la ley. 

54. Convención sobre condición de los extranjeros. — La Con¬ 
vención sobre condición de los extranjeros celebrada en la VI Con- 
fcrencia Internacional Americana en su sesión de 18 de febrero de 
, 011 La Haban ’ a > preceptúa, por lo demás, que los Estados de¬ 

ben reconocer a los extranjeros domiciliados o transeúntes en su 
ten nono todas las garantías individuales que reconocen a favor de 
sus propios nacionales y el goce de los derechos civiles esenciales,, 
sin perjuicio, en cuanto concierne a los extranjeros, de las prescrip¬ 
ciones legales relativas a la extensión y modalidades de! ejercicio 
de dichos derechos y garantías (art. 5.*). Esta convención tiene 
tuerza de disposición interna en virtud del Decreto-ley uruguayo 
numero 8955 de 5 de abril de 1933 que le ha prestado aprobación.' 

55. Decreto-ley de 16 de julio da 1942, de zonas de seguridad. 

--Por el Decreto-ley de 16 de julio de 1942, sobre zonas de seguri- 


f” pI,a d art 42 de la ley N ° 3053 de 23 * ™rzo de 1912 antes citada, en lo re- 
labvo a e-prop.nc.cnes ccn fines de defensa nade nal v, últimamente d Dec-eto-ley 
ne la octubre de 1942, introduce importantes modificaciones a la l ív báuca <\l 

k !• l0S artíCul ° S 55 y 42 ' así deroga d art. 32 de * lev 

V «JX de 16 de diciembre de 1927, sobre desalojos, en cuanto a las propieda¬ 
des que deban expropiarse, etc. 

(35) '‘Nadie será obligado a prestar auxilio,, sean de l a clase que fueren 

orden 0 di e)erel - f ?' T ' su casa P ara alojamiento de militares, sino dé 

d 1 ° Clvl1 f-* ul1 !a le y. y recibirá de la República la indemniza¬ 

ción del per,me» que en tales cases se le infiera” (art. 34). V., en nota 34 dis- 
posiciones del Codigo Militar, al respecto. 


— 53 — 



<Ííuf, y con el fin de “prevenir actos contrarios al supremo interés 
deda defensa nacional/en que están implicados ios principios bá¬ 
sicos de nuestra constitución política y el ideal de nuestra concien¬ 
cia colectiva, con carácter de excepción; se establecen: limitaciones 
a los derechos reales y personales de los extranjeros (no naturaliza® 
dos y ciudadanos legales), en las inmediaciones de establecimien¬ 
tos militares, de lugares de interés militar o que interesen a loa 
servicios públicos, de aeródromos, de polvorines, de gasómetros* de 
usinas eléctricas, de usinas de aguas corrientes, de plantas de de¬ 
posito o destilación de combustibles, de centrales de comunicacio¬ 
nes, etc. 1 ’ (art. I. 9 ) ; “Las limitaciones de derechos que se estable¬ 
cen, se mantendrán mientras dure la guerra actual, y hasta que la 
República normalice sus relaciones internacionales” (art. 2. 9 ) ; “En 
cada caso, el Poder Ejecutivo determinará por Decreto la zona de 
Seguridad de acuerdo con el asesoramiento de la autoridad militar 
que corresponda. Todo decreto estableciendo Zonas de Seguridad, 
oeberá ser comunicado por el Poder Ejecutivo a la Dirección Ge- 
neial de Avalúos, Dirección General de Impuestos Directos, insti¬ 
tuciones bancarias y Asociación de Escribanos, a los efectos de su 
estricto cumplimiento” (art. 3. 9 ) ; “Dentro de l a zona establecida no 
) odrá permanecer, pernoctar o frecuentar, ninguna persona peligro¬ 
sa, de acuerdo con las disposiciones del presente Decreto-ley” (art. 
4c). Las Comisiones Especiales que este mismo decreto-ley crea 
pnr sus artículos ó.* y 7.\ “tendrán jurisdicción exclusiva para de- 
clarar ia peligrosidad; podran citar a todas las personas cuyo tes¬ 
timonio interese para mejor proveer, y de su resolución sólo se po¬ 
drá interponer el recurso de apelación ante el Poder Ejecutivo* pnr 
intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, dentro del término 
perentorio de tres días, contados a partir del día siguiente al de la 
notificación, sin que se haya interpuesto apelación o resuelta ésta 
por el Poder Ejecutivo, la declaración de peligrosidad hará cosa 
juzgada, y no será admitido ningún recurso administrativo ni nin- 
I una acción judicial. La declaración de peligrosidad deberá ser for¬ 
mulada por las Comisiones Especiales, en la Capital, en el término 
improrrogable de cinco días, y en campaña, en el término impro- 
i rogable de siete días, a contar desde la fecha en que hayan recibi¬ 
do el censo” (36) (art. 8. 9 ). “Si la persona declarada peligrosa ha¬ 
bita en un bien de su propiedad, la Comisión Especial establecerá 
H término, entre los límites de 48 horas y 15 días, en que deberá 


(36) V., sobre el censo de que habla el artículo, supra § 28, 
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él juez de paz designará un interventor judicial. Cuando el extran¬ 
jero declarado' peligroso sea director, administrador o gerente de 
mi comercio o una industria o establecimiento de cualquier natura¬ 
leza, él o los propietarios o sus representantes, serán notificados de 
que el peligroso debe ser removido dentro de un término improrro¬ 
gable de tres días. El no cumplimiento constituirá infracción pena» 
da con multa, sin perjuicio de la intervención judicial*” (art. 13), “Si 
el extranjero declarado peligroso no desaloja el bien que ocupa 
dentro del aplazo fijado, será pasible de multa o prisión equivalente 
y sus bienes muebles serán depositados en el Depósito Judicial de 
Hienes Muebles, previo inventario, bajo el contralor del Juez de 
Paz o Teniente Alcalde’* (art. 14). “A los efectos del artículo 147 
del Decreto-ley que se reglamenta, toda persona que desee adqui- 
t ir a tftulo singular, arrendar u ocupar un bien dentro de Zona de 
Segundad, se presentará por escrito a la Comisaría Seccional de 
su domicilio para recabar el certificado que expedirá la Comisión 
Especiar'' (art. 17). “En los casos de los artículos 15 (ver este ar¬ 
ticulo en el § 28) y 17 la Seccional llenará las formalidades estable¬ 
cidas en los incisos c) y d) del artículo 67 (V. texto de estos inci¬ 
sos en el § 28) y la Secretaría de la Comisión Especial lo estable¬ 
cido en el artículo 77 (v. texto en § 28), hecho lo cual la Comisión 
Especial expedirá el certificado correspondiente. Si se tratare de 
ciudadanos naturales bastará se presenten munidos de su documen¬ 
tación personal” (art. 18). “En el caso de que los Jefes de familia 
de las casas-habitación o los dueños o encargados a cualquier tí¬ 
tulo de los predios o comercios o establecimientos de cualquier 
naturaleza, no dieran cumplimiento a lo establecido en el artículo 
12 del Decreto-ley que se reglamenta (v. texto de este artículo en 
nota 43, infra), se harán pasibles de las sanciones que establece el 
artículo 16 del mismo (37)“ (art. 19). Al efecto de constatar la 
infracción a las disposiciones establecidas en el artículo 12 del De¬ 
creto-ley " que se reglamenta, la Seccional de Policía vigilará la casa 
habitación, predio o comercio o establecimiento de cualquier natu¬ 
raleza en que pernoctaba o frecuentaba ía persona peligrosa y to- 


(37) “ha infracción a cualquiera de las disposiciones establecidas en este 
tice reto-ley o en su reglamentación, hará pasible al que la cometa por primera vez, 
de una multa de $ 10.00 a $ 500.00 o arresto de uno a treinta días. En caso* de 
reincidencia se duplicará la sanción impuesta. El reincidente extranjero podrá, 
además, ser expulsado del territorio de la República, sin perjuicios de las disposi¬ 
ciones de otras leyes especiales” (art. 16 del decreto-ley de 16 de julio de 1042, 
que lleva el N.° 1689 en la numeración del Ministerio de Defensa Nacional). 



— 56 — 


mará declaración al Jefe de familia o dueño o encargado a cualquier 
título pasando los antecedentes a la Comisión respectiva” (art. 20), 
"La Comisión Especial juzgará de la gravedad de la infracción, apli¬ 
cando las sanciones correspondientes dentro de los límites estableci¬ 
dos en el artículo 16 del Decreto-'ley y las comunicará a la Comisaría 
seccional que corresponda la cual después de tomar nota, las remitirá 
al Teniente Alcalde para que éste notifique al infractor; debiendo la 
policía conminar al multado a oblar el importe correspondiente a la 
multa aplicada 1 ” (art. 21). “Recibidos por ia Comisión Especial los 
antecedentes relativos a los ciudadanos naturales, aquella procede¬ 
rá a declarar si las sospechas son fundadas o no, aplicándoseles en 
el caso que corresponda, los artículos 10, 11, 12, 13 y 14 del Decre¬ 
to-ley N7 1689 (38), en la forma prevista en este Reglamento y 
previa ampliación de la información en el caso que considere conve¬ 
niente. Si las sospechas fueran fundadas, la Comisión Especial pa¬ 
sará los antecedentes al Fiscal del Crimen de Turno para que ini¬ 
cie la acción ordinaria por delito de lesa Patria (artículo 20 del de- 
cretodey N. 9 1869). Tratándose de militares, los antecedentes serán 
remitidos por la Comisión F/special a la Inspección General de Ma¬ 
rina o a la Inspección General del Ejército en la capital o al Co- 
mandoMe la Región Militar respectiva en campaña” (art. 24). 

57. Decreto-ley de 18 de junio de 1942 sobre defensa pasiva. — 

Él Decreto-ley de 18 de junio de 1942, sobre defensa pasiva, auto¬ 
riza a la Dirección General de la misma, a “requerir elementos in¬ 
dispensables para cumplir su cometido cuando el gobierno de la Re¬ 
pública decrete el estado de guerra, sujetando las requlsaciónos a 
las leyes vigentes" (art. 10) (39). 

58. Resolución XVII de la III Reunión de Consulta. — El ane¬ 
xo a la Resolución XVII so^>re “Actividades subversivas" aprobada 
por la 3. ? Reunión de Consulta de los Ministros de Relaciones Ex¬ 
teriores, Río de Janeiro, 1942, recomienda entre las reglas formula^ 
das para el contralor de extranjeros peligrosos, que se impida la 
posesión, comercio, o uso de aeroplanos, armas de fuego, explosi¬ 
vos, aparatos radiotransmisores u otros instruments bélicos de pro- 


(38) Les textos de los arts. 10, 11 y 14 de este decreto-ley pueden verse en 
el § 55; los arts. 12 y 13. ídem en § 64, nota 43. 

(39) V., además los capítulos II, 3; VII, 1 y 3, de la segunda parte, refe¬ 
rentes a restricciones a la propiedad de las personas por razones de defensa na¬ 
cional, contralor ejercido sobre fondos de personas o entidades extranjeras y pro¬ 
piedad de aviones. 


pagínela, espionaje o sabotaje a los nacionales del Eje o Estados 
subordinados que se consideren peligrosas (A. 3). 

d) Vigilancia 

59. La Resolución VJI de la II Reunión de Consulta. — Las 

actividades antinacionales desarrolladas en forma intensa en la ma. 1 
yoría de los países americanos, llevaron a éstos a tratar el proble¬ 
ma en las reuniones de carácter internacional celebradas última¬ 
mente. / 

La Resolución VII de la 2.? Conferencia de Consulta de los 
Ministros de Relaciones Exteriores, de la Habana, 1940, fundamen¬ 
talmente, recomendó a los Gobiernos de las Repúblicas America* 
nas representadas en ella -—reiterando la decisión hecha por la pri¬ 
mera reunión de Consulta de Panamá—, la adopción de fas dispo¬ 
siciones necesarias para extirpar en las Amérieas la propaganda 
de las doctrinas que tiendan a poner en peligro el común ideal de¬ 
mocrático interamericano, así como las que sean convenientes para 
evitar cualesquiera actividades capaces de comprometer la neutra¬ 
lidad americana” (primero); “Recomendar a los Gobiernos de las 
Repúblicas Americanas las siguientes reglas respecto de las luchas 
civiles, disturbios internos o propagación de ideologías subversi¬ 
vas: a) Emplear los medios necesarios para evitar que las habitan¬ 
tes de su territorio, nacionales o extranjeros, tomen parte, reúnan 
elementos, pasen la frontera o se embarquen en su territorio para 
iniciar o fomentar un a lucha civil o disturbio interno o propaga» 
ideologías subversivas en otro país americano" (segundo)^ y “c) 
supervigilancia policial eficaz de la actividad de las colectividades 
extranjeras no americanas establecidas en los distintos Estados 
americanos" (cuarto) (v. §§ 68 y 69 infra). 

60. La ley 9936. — La ley N2 9936 del 18 de junio de 1940» 
conocida como “ley sobre asociaciones ilícitas", establece la disolu 

í ¡un de las existentes y prohíbe la constitución de las que determi¬ 
na i v., infra capítulo IV, de la segunda p'3?rte), a la vez que inter¬ 
dicta cierta clase de enseñanza y propaganda contraria a las instb 
iliciones democrático-republícanas nacionales (v,, infra capítulo V), 
y prescribe algunas otras prohibiciones concurrentes al fin perse* 
ido. La prohibición de todas estas actividades entraña natural 
mente la vigilancia correspondiente para asegurar la ejecución de 
la voluntad de la ley; y ha sido a tal efecto que el Decreto regla¬ 
mentario de esa ky dictado por el Poder Ejecutivo con fecha 3 de 
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julio de 1940, instituye una Comisión Especial encargada de hacer' 
efectivas las prescripciones esenciales de la ley, que el Decreto des¬ 
arrolla, así como de servir de órgano de asesoramiento del Poder 
Ejecutivo. Correlativamente, se les cometen las funciones del caso 
a la Dirección General de Comunicaciones, Consejos de Enseñan¬ 
za Primaria y Normal, y de Enseñanza Secundaria, Ministerio de 
Instrucción Pública y Previsión Social y autoridades policiales. 

61. El decreto de 25 de setiembre de 1940 y la, circular de: 27 de 
setiembre de 1940. — Complementariamente, otras medidas 'espe¬ 
ciales para materializar el cumplimiento de las disposiciones de la 
ley 9936 y de la orientación sustentada por el Gobierno de la' 
República en las Conferencias Interamericanas de Lima, y Reunio¬ 
nes de Consulta de Cancilleres de Panamá, La Habana (ver, supra 
§ 59) y Rio de Janeiro de 1938, 1939, 1940 y 1942 (infra § 68), res¬ 
pectivamente, desenvuelven y precisan ciertas obligaciones de los 
funcionarios encargados de la vigilancia y represión de las activi¬ 
dades antinacionales. Así, el Decreto de 25 de setiembre de 1940,. 
dispone que “Las autoridades policiales de todo el país, sin perjui¬ 
cio del cumplimiento estricto de sus cometidos ordinarios, dedica¬ 
rán preferentemente sus actividades a la vigilancia y represión den¬ 
tro de lo que está en la órbita de su competencia, de las organizacio¬ 
nes o individuos que por la propaganda o por la acción se constitu¬ 
yan en instrumentos de planes que puedan poner en peligro la so¬ 
beranía, las instituciones o el orden público nacionales” (art. l.°) ; 
“Los miembros de las instituciones armadas, comprendidos los ciu¬ 
dadanos que reciben instrucción militar, estarán obligados a denun¬ 
ciar a las autoridades competentes, todo hecho que pueda caber 
dentro de la enunciación del artículo precedente (art. 2. ) ; Todos 
los ciudadanos, como miembros de la soberanía, tienen el deber 
solidario de cooperar al descubrimiento y represión de los hechos 
mencionados, y se les exhorta, en consecuencia, a llevarlos a cono¬ 
cimiento de las autoridades (art. 32) 1 “Las denuncias pueden lle¬ 
varse sea a los institutos policiales, sea a la Comisión Especial de 
Asociaciones Ilicitas, cuya secretaria funciona en las oficinas del 
Ministerio del Interior” (art. 4. 9 ).Para el más acertado cumplimien¬ 
to de este .decreto el ministro del Interior, con fecha de 27 de se* 
tiembre de 1940 dirigió a los Jefes de Policía una circular manifes¬ 
tándoles que "es conveniente que las autoridades de su dependen¬ 
cia, a las que les incumbe rol principal en la patriótica tarea que se 
les comete, estén preparadas para proceder rápida y expeditivamen¬ 
te, a efecto de lo cual será necesario formular desde ahora un cen- 
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so circunstanciado de los habitantes del Departamento de quien ;S 
se tenga noticias de estar afiliados a agrupaciones incompatible* 
con nuestro orden institucional o de perseguir por su sola acción 
individual fines idénticos. Sobre la base de los datos arrojados por 
esa operación censal, será más fácil seguir los hilos, a veces compli¬ 
cados, de las tramas conspiratorias, y llegar a .sindicar los indi vi* 
dúos comprometidos y a aislar los elementos de juicio indispensa¬ 
bles para llevar adelante la obra represiva. Una vez que la Jefatura 
esté en posesión de las comprobaciones necesarias, no demorará en 
dar intervención a la justicia ordinaria a fin de que ésta ultime la 
investigación y esté pronta para el enjuiciamiento en los casos en 
que proceda, sin perjuicio de. que la misma Jefatura dé cuenta al 
Ministerio de las denuncias que lleva al conocimiento judicial”. 

62. Circulares de 22 de enero y 1/ de setiembre de 1942. — 
Circulares posteriores del Ministerio del Interior complementan las 
medidas precedentes. En tal sentido, la de 22 de enero de 1942, no 
obstante reconocer la labor llevada a cabo por la policía para el 
debido cumplimiento de las ^disposiciones vigentes en materia de 
investigación de actividades de personas o entidades tanto extran¬ 
jeras como nacionales, que sustentan ideas de carácter totalitario”, 
exhortó nuevamente a los jefes de Policía de la República a que 
no omitan esfuerzo de ninguna naturaleza para llevar a cabo la im¬ 
portante tarea que en ese sentido tiene encomendada la policía. Ob¬ 
vio sería destacar la necesidad imperiosa de multiplicar el esfuer¬ 
zo y trabajar de firme en tan importante misión, ya que no esca¬ 
pará a la penetración del señor Jefe que la trascendencia de la hora 
obliga funcional y patrióticamente a no dar tregua en la persecu¬ 
ción de .aquellos elementos que en una u otra forma traten con sus 
actividades al margen de la ley de atentar contra los principios de 
nuestra nacionalidad”. Mas recientemente, la Circular de l* 9 de Se¬ 
tiembre de^ 1942, juzgando que es “una medida de urgente necesi¬ 
dad la adopción de las providencias neccsariais que permítan a la 
autoridad pública realizar el contralor y la fiscalización adecuados 
de todas, aquellas personas que cor sus actividades o propósitos* 
\ neclan comprometer los intereses superiores de la soberanía, las 
instituciones y el orden público nacionales, faculta a hacer uso de 
autorización, conforme a lo previsto por el artículo 360 inciso 6. v 
(hd Código Penal, de “requerir de toda persona; que habite en el te¬ 
rritorio nacional o transite por él y de quien existan presunciones 
fundadas que realiza actividades que pongan en peligro nuestras 
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cia: a) realizar allanamientos, solicitando para el;o oiden escrita 
de Juez Competente; b) citar e interrogar a todas lais personas 
cue considere conveniente. Los .citados estarán obligados a con¬ 
currir a prestar declaración.. Los que .se nieguen a concurrir sin 
causa justificada, serán conducidos por la fuerza pública, a lequc- 
rimiento de la Comisión, permaneciendo en arresto basta que de 
claren (art. 228 del Código de Instrucción Criminal), sin perjuicio 
de que cuando corresponda, sean castigados por la autoridad com¬ 
petente como autores del delito previsto por el artículo 173 del Có¬ 
digo Penal (41); g) Constituir comisiones de técnicos de carác¬ 
ter honorario, para su aseso rami en to; h) denunciar a las autori¬ 
dades competentes toda actividad antinacional de que la Comisión 
hubiere tenido conocimiento, suministrando todos los antecedentes 
del caso (art. 17). Esta Comisión continuará funcionando hasta la 
terminación de la guerra mundial (art. 4. ). , 

En uso de los cometidos propios de la Comisión, esta solicito 
del Ministerio del Interior, por intermedio de las Jefaturas de lo- 
lie ¡a de la República, información confidencial acerca de los si¬ 
guientes extremos: a) personas sindicadas como elementos de ac¬ 
tividad contraria a la democracia y a favor del totalitarismo, con 
especificación de nombres, nacionalidad y todo dato convemcn- 
lv (42) Circular de 28 de octubre de 1941). Esta circular ha sido 
reiterada por la de 30 de julio de 1942, añadiéndose los conceptos 
siguientes: necesidad de intensificar las averiguaciones* dispues¬ 
tas y haciendo notar que la actividad totalitaria es contraria a ' to 
instituciones democráticas nacionales, reputándose que la indife¬ 
rencia respecto de la misma se convierte en complicidad o tolcran- 
cia culpable si es observada por los órganos encargados por a ley 
de la defensa del orden social y político establecido, y que el per* 
wmal policial de la República debe ser de ideología definí dómente 

democrática. 

64 Decreto-ley de 16 de julio de 1942 sobre zonas de seguri¬ 
dad - El Decreto- ley de 16 de julio de 1942, sobre zonas de se¬ 
guridad. dispone una verdadera vigilancia a los efectos deMa de¬ 
claración de las personas peligrosas (v., supra § Sal, agrega 
asimismo, que ‘'los ciudadanos naturales que en ocasión de levan- 


( 41 ) L a figura delictiva aludida es la de desacato. 

( 49 ) V asimismo, las demás partes pertinentes de esta circular, en m ni 
capítulos IV,’2; IV, 5, d; V 2, a; y V 3, sobre organizaciones, enseñanza, piel- 

sn y radio, respectivamente. 




tarse el censo de que trata el artículo 52, o con posterioridad a 
este acto, sean sospechosos de actividades contrarias al régimen de¬ 
mocrático de gobierno, 'serán sometidos a una investigación poli¬ 
cial. La investigación se remitirá a la Comisión Especial Compe¬ 
tente y, si de ella resulta que las sospechas son fundadas, al sos¬ 
pechoso se le podrán aplicar las disposiciones de los artícuos 10, 
11, 12, 13 y 14 del presente decreto ley (43). La investigación y 
la actuación de la Comisión Especial, se remitirá al Fiscal del Cri¬ 
men de turno para que inicie la acción ordinaria por delito ¡contra 
la patria 1 ’ (art. 20). 

65. Decreto de 15 de octubre de 1942 sotare zonas de seguri¬ 
dad. — El decreto de 15 de octubre de 1942 aprueba la reglamen¬ 
tación del Decreto-ley de 16 de julio de 1942. La reglamentación 
preceptúa en cuanto al aspecto que interesa al tema: “Cada Comi¬ 
sión Especial queda facultada, en los casos que juzgue de interés, 
para requerir los antecedentes que puedan proporcionarle la Co¬ 
misión Investigadora de Actividades Antinacionales y la Comi¬ 
sión de Investigación de Asociaciones Ilícitas. Asimismo las Co¬ 
misiones Especiales quedan facultades p>ar a requerir informes a 
cualquier autoridad militar, policial o administrativa, cada vez que 
lo juzguen oportuno. El diligenciamiento de estos antecedentes ten¬ 
drá el carácter de grave, urgente y reservado 1 ’ (art. 72). “Recibi¬ 
dos los antecedentes por las Comisiones Especiales, éstas deberán 
expedirse dentro del plazo de cinco drías que establece el artículo 
8. 9 del deicreto-iley que se regLaimnta, para la capital y de siete días 
para las de campaña” (art 82). “De la ficha de todo extranjero 
declarado peligroso por una Comisión Especial, asi como de todo 
aquel que sea sospechoso, las Comisiones Especiales Regí cu ales re¬ 
mitirán copia por duplicado a la Comisión Especial de la Capital, 
la cual pasará una de ellas a la Comisión Investigadora de Activi¬ 
dades antinacionales (art. 12 del decreton ley del 28 de agosto de 
1942), archivando la otra en un fichero central 11 . A su vez, la 
Comisión Especial de la capital procederá en igual forma con res- 


(43) V., supra. § 55. en lo que respecta a los artículos 10, 11 y 14 de este 
Decreto-ley. Los artículos 12 y 13, respectivamente, disponen: “Art. 12. Si la per¬ 
dona declarada peligrosa pernocta o frecuenta una cas a-habí tac ion. predio o co¬ 
mercio, los respectivos jefes de familia o dueños, serán notificados de la prohibi¬ 
ción de que estos actos se repitan y, de ser posible, se hará la. misma notifica¬ 
ción al excluido”. “Art. 13. Los extranjeros que sean autorizados a permanecer, 
pernoctar o frecuentar dentro de las zonas de seguridad, serán munidos de un 
certificado que expedirá la Comisión Especial que haya entendido en su caso”. 


peqto a las -Comisiones Regionales y a la Comisión Investigadora 
de Actividades Antinacionales. Esos mismos intercambios de in¬ 
formación se harán en caso de apelación resuelta favorablemente 
por el Poder Ejecutivo (art. 82 del decreto-ley N. 9 1689) (art. 
92). “Las autoridades militares, policiales o administrativas que 
tengan jurisdicción en los puntos a que se refiere el artículo 12 del 
decreto-ley N2 1689, o los directores, gerentes o encargados a cual¬ 
quier título, de establecimientos comprendidos dentro de la zona 
de seguridad, pondrán en conocimiento de la Comisión Especial 
correspondiente sus sospechas sobre determinadas personas o lu¬ 
gares comprendidos en su zona. Las Comisiones Especiales pedi¬ 
rán los informes pertinentes a las seccionales de policía y si las 
sospechas fueran fundadas procederán a da adopción de las me¬ 
didas necesarias. SÍ se tratara de lugares colindantes, lo harán sa¬ 
ber a la Inspección General del Ejército, o a la Inspección Gene¬ 
ral de la Marina o al Comando de la Región Militar, ¡según corres¬ 
ponda/ al efecto de la ampliación de la zona de seguridad’ 1 (art. 
10). “Las Comisiones Especiales, previo estudio de los anteceden¬ 
tes relativos a cada extranjero, ampliarán La información cuando 
lo juzguen oportuno, citando a las personas cuyo testimonio inte¬ 
rese. para mejor proveer y declararán su peligrosidad o no peli¬ 
grosidad, fijando el término en el cual deberá desalojar el bien en 
que habita, dentro de los límites de 48 horas a 15 días establecidos 
en el artículo 10 (v, texto en § 55) del decretadey que se regla¬ 
menta. Si el declarado peligrosa pernocta o frecuenta una casa ha¬ 
bitación, predio o comercio, los respectivos jefes de familia o due¬ 
ños serán notificados de la prohibición de que estos actos se re¬ 
pitan v, de ser posible, se hará la misma notificación al excluido 
(artículo 12 del decretoUey N2 1689) (Art. 11). Se establece, ade 
más. que deberá comunicarse de inmediato la declaración de peli¬ 
grosidad a la policía, juez de paz o teniente alcalde para que cum 
plan lo preceptuado en los arts. 10, 11, 12 y 21 del decretodey que 
reglamenta., así como a los organismos del Estado ¡si se tratare de 
funcionario público, (art. 12). “Al efecto de constatar la inTracción 
a las disposiciones establecidas en el artículo 12 del decreto-ley 
que se reglamenta, la Seccional de Policía vigilará la casa-habita¬ 
ción* predio o comercio o establecimiento de cualquier naturaleza, 
en que pernoctaba o frecuentaba la persona declarada peligrosa y 
tu caso de constatar la infracción, procederá a la aprehensión de 
la persona peligrosa y tomará declaración al Jefe de familia o due¬ 
ño o encargado a cualquier título pasando los antecedentes a la 
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Comisión Especial respectiva” (art. 20). íl La Comisión Especial 
jnzgara de ] a gravedad de la infracción aplicando las sanciones 
correspondientes dentro de los límites establecidos en el artículo 
.0 del decreto- ley y las comunicará a la Comisaria Seccional que 
corresponda, la cual después de tomar nota, las remitirá al Tenien¬ 
te Alcalde para que éste notifique al infractor; debiendo ia policía 
conminar al multado^a oblar el importe correspondiente a la multa 
‘‘Pilcada (art. 21). “Eos ciudadanos naturales que sean sospecha- 
Q0S . e j Qrcer actividades contrarias al régimen democrático de 
gobierno (art. 20 del decreto-ley N.' 1689 (44) serán sometidos a 
una investigación policial /cuyos resultados serán remitidos a ia Co¬ 
misión Especial competente, la cual actuará de acuerdo con lo es¬ 
tablecido en el artículo 72” (art. 23). “Recibidos po,r la Comisión 
especial los antecedentes relativos a los ciudadanos naturales, 
aquella procederá a declarar si las sospechas son fundadas o no! 
aplicándoles en el caso que corresponda los artículos 10, 11, 12, 13 
y 14 del Decreto-Ley N ." 1689 (45), en la forma prevista en este 
Reglamento y previa ampliación de la información en el caso que 
lo considere conveniente. Si las sospechas fueran fundadas, la Co¬ 
misión Especial pasará los antecedentes ai Fiscal del Crimen da 
Turno para que inicie la acción ordinaria por delito de lesa Patria 
(art. 20 del Decreto- ley N7 1689). Tratándose de militares, los 
antecedentes serán remitidos por la Comisión Especial a la 'ins¬ 
pección General de Marina o a la Inspección General del Ejército 
■en la Capital o al Comando de la Región Militar respectiva en 
campaña"” (Art. 24). 

66. Decreto-ley de 18 de junio de 1942 sobre defensa pasiva.— 
El Decreto-<ley de 18 de junio de 1942 sobre organización de la 
defensa pasiva en el país, dispone que la Dirección General de la 
Defenisa Pasiva, contará, entre otras secciones, al frente de las 
cuales habrá un profesional especializado, con las de “prevención” 
(Sección II) con funciones en materia de “Vigilancia psicológica; 
policía preventiva, en enlace con los órganos policiales deí Esta¬ 
do y Municipales; .contraespionaje, en enlace con la sección res¬ 
pectiva del Estado Mayor del Ejército, y la Policía de seguridad 
pública; y de Policía y Vigilancia”, con el cometido, entre otros, 
de la "persecución del derrotismo e infiltraciones disolventes de la 


(44) V. texto de este artículo en el párrafo anterinn 

(45) V. nota 43. 
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moral pública, con los servicios públicos correspondientes" 
tart. 6. 9 ). 

67. Decreto-ley de 19 de Noviembre de 1942 que, creó el Juz* 
gado de Instrucción de 4. 9 turno. — Por Decreto-ley de 19 de no¬ 
viembre de 1942 se creó el juzgado Ldo. de Instrucción de 4. 9 Tur¬ 
no, $on las mismas facultades y prerrogativas establecidas por las 
leyes números 2.435, 3.055 y 10.107 de 27 de mayo de 1896, 9 de julio 
de 1906 y 26 de diciembre de 1941, para los que actualmente fun¬ 
cionan. 

Confiere el Decreto-ley, además, al nuevo juzgado, “jurisdicción 
mcional para la instrucción y averiguación de los delitos o activi 
dades que se, enumeran en el artículo 6. 9 (46 bis), y de los delitos 
contra la patria, los Estados extranjeros, sus jefes o sus represen¬ 
tantes, a que se refieren los capítulos I y II, Título I, Libro II d^el 
Código Penal (46 ter), hasta que una ley disponga lo contrario". 

A la Fiscalía del Crimen de 4. 9 Turno, se le confiere competen¬ 
cia en todos los asuntos en que de acuerdo con el referido Decreto- 
ley debe intervenir el Juzgado Ldo. de Instrucción de 4. 9 Turno. 

Los jueces de plenario fallarán de acné: do con lo dispuesto por 
el artículo 5. 9 de la ley N ’ 8080 de 27 ( de mayo de 1927 (por convic¬ 
ción, moral). 

. 68. Resoluciones XVII y XIX de la III Reunión de Consulta.— 

En materia- internacional (v., asimismo, § 59), la Resolución XVII 
de la 3.* Reunión de Consulta de los Ministro^ de Relaciones 
'Exteriores de las Repúblicas Americanais, celebrada en Río de 
Janeiro del 15 al 28 de enero de 4942, recomienda "que los Gobier¬ 
nos de las Repúblicas Americanas mantengan y amplíen, sn siste¬ 
ma de vigilancia para evitar que las activdades subversivas de in¬ 
dividuos o grupos de individuos nacionales de países extra-conti¬ 
nentales, que provengan o sean, dirigidas desde un país extranje¬ 
ro, puedan obstaculizar o limitar los esfuerzos individuales o co¬ 
lectivos de las Repúblicas Americanas para preservar su integri¬ 
dad o independencia y la integridad y solidaridad del Continente 
Americano”. Y entre las reglas contenidas a título de Anexo 
de la misma Resolución, con objeto de evitar actos de agresión po¬ 
lítica, se recomienda que se exija la “revelación pública plena y 

(46 bis) Ver parágrafos que refieren las figuras penales previstas por este 
;:rtíml'’: 46; 94; 188; 195; 203; 210; 233; 246; 255; 272; 290; 313; 329; 
344 ; 378. 

(46 I r) Ver parágrafos 64; 163; 184; 211% 3 -Sj 530; 340. 






constante al pueblo del país en que estos tengan lugar de la iden¬ 
tidad y naturaleza de todas las actividades de tales personáis y 
organizaciones f manteniendo una vigilancia constante sobre ta¬ 
les personas y sobre los miembros de tales organizaciones, ya sean 
ciudadanos o extranjeros” que traten de actuar en cualquier forma 
en nombre o interés político, de cualquier Estado no americano 
que no esté en guerra al lado de una República Americana o de 
cualquiera de sus partidos políticos, incluyendo clubs, sociedades, 
o instituciones, ya sean de carácter social, humanitario, deportivo, 
educativo, técnico o caritativo, dirigidas o soistemdas por nacio¬ 
nales de cualquiera de esos Estados, (D. 3) ; así como, entre las 
normas que suministra respecto del contralor de extranjeros pe¬ 
ligrosos, se aconseja el ejercicio de “una estricta supervisión de las 
actividades y conducta de todos los nacionales de Estados miem¬ 
bros del Pacto Tripartito y de los Estados a ellos subordinados 
(\ IV y se ejerza “una estricta vigilancia sobre todas las peiso 
ñas qué deseen entrar o salir del país, particularmente sobre aque- 
£ que sirven les intereses de los listados Miembros del pacto 
Tripartito y de los Estados a ellos subordinados, o cuyo punto de 
partida o de destino isea uno de los antedichos Esta os, sm pe 
juicio, sin embargo, de mantener las prácticas mas liberales que 
permitan las condiciones locales para ia concesión _ de refugio se¬ 
guro a las personas que, como víctimas de la agresión Ue - uen 
vendo de la opresión impuesta por potencias extranjeras, } I 
Ludo la más ampiia cooperación para el intercambio de informes 
sobre el tránsito de personas de un Estado a otro ( • ) ■ _ 

La Resolución XIX de la misma Reunión dispone, igualmente, 
que los “Gobiernos americanos coordinarán sus sistemas nación 
/es de inteligencia e investigación, creando los organismos adee 
dos para el intercambio interamericano de informaciones, inves iga 
ciones y sugestiones tendientes a prevenir,, reprimir, castigar y e i 
minar las actividades de espionaje, sabotaje, e incitación subrepti¬ 
cia peligrosas para la seguridad de las naciones americanas . 

69 Las Resoluciones V y Vil de la Conferencia Interamericana 
sobre coordinación de medidas Policiales y Judiciales. — La Lon- 
Vnrencia Interamericana sobre Coordinación de Medidas o ícia es y 
indicíales, Buenos Aires, 1942, recomendó a los Gobiernos.de las 
Repúblicas Americanas “que exciten a las autoridades judicia¬ 
les policiales y militares y en general a las encargadas de la 
ejecución de las leyes y reglamentos correspondientes a la apli¬ 


cación enérgica y asidua de las medidas de represión de los ele¬ 
mentos subversivos que obran en nombre o a favor de los miem¬ 
bros del Pacto Tripartito y de los Elstados a ellos subordinados, 
dentro del territorio nacional” (primero) ; y “que para una mejor 
cooperación policial interamericana, los Gobiernos americanos to¬ 
men las oportunas medidas de inmediata realización para que en 
el país donde no existe se organice dentro de las respectivas Poli¬ 
cías, un Cuerpo, Sección o Brigada especial que con la denomina- 
cin de Policía político-social u otra análoga, tenga por misión es¬ 
pecia! la prevención y descubrimiento, mediante la oportuna espe- 
cialización de sus miembros, de los deltios de espionaje, sabotaje, 
traición y otras actividades que supongan un ataque contra la se¬ 
guridad exterior o interior del Estado en sus aspectos político-eco¬ 
nómico. industrial y comercial (cuarto) (Resolución V) (46). La 
precitada Conferencia también recomendó la vigilancia de la auto¬ 
ridad en caso de no ser posible la expulsión del territorio nacional 
de cada país, de aquellas personas de Estados miembros del 1 acto 
Tripartito que obtuviesen para sí o para un tercero, fraudulenta¬ 
mente. la nacionalidad de un país americano (Recomendación Vil). 

70. La Resolución. VII de 1'a Reunión Regional de Rivera. 

1.a Resolución VII de la Reunión Regional relativa a Entrada 
v Salida de Personas y Tránsito Clandestino a Través de las Fron¬ 
teras, celebrada en Rivera, R. O. del Uruguay, 21-26 setiembre de 
1042 , recomienda por último, a los Gobiernos que obliguen bajo san 
’cii'.n, a los propietarios, gerentes o encargados de hoteles, pen¬ 
dones, casas de alojamiento u hospedaje y demás establecimien¬ 
tos similares: a) A exigir de cada pasajero o huésped la presenta¬ 
ción de los documentos que acrediten su identidad y el ingreso 
tegular al pais, como requisito previo para obtener alojamiento, 
1,) A la inscripción en sus registros de la documentación presenta¬ 
lla ; y c) A la remisión o comunicación de tales datos a las autorida- 
des correspondientes. 


(46) U Reunión Regional de Rivera. Uruguay, 21-26 setiembre de W2, 
rdativa a la Entrada- y Salida de Personas y Tránsito Clandestino a Gayís de 
las I-'romeras, por su Resolución I, solicitó de los Gobiernos de as Rcpubta» 
1 encanas que adopten las disposiciones de la Resolución V, citada, de h Con- 
Im-nria de Buenos Aires, "en lo que se relaciona a organizar, dentro de las rés¬ 
ped i vas policías, un Cuerpo, Sección o Brigada que, con la denominación de - 
luda Político social ti otra análoga" tenga por cometidos les que refiere la ex- 
Resolución, 
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2. Extranjeros dex Eje y de; paisas bajo EX contralor dex Ej£ 

a) Registro 

71. Legislación especial sobre registro de extranjeros del Ejey 

— Sobre este punto, ver lo expuesto en los §§ 9 a 33 (Registro de 
extranjeros en general, 1 ( a), en virtud de no existir en nuestro país 
legislación especial sobre registro de extranjeros del Eje. 

b) Internación 

72. Resolución VII de la II Reunión de Con'sulta. — La Re¬ 
solución VII de la 2.? Conferencia de Comsulta de los Ministros’ 
de Relaciones Exteriores d.e las Repúblicas Aimericanas, de La 
Habana, 1940, recomendó, respecto de las luchas civiles, distur¬ 
bios internos o propagación de ideologías ¡subversivas, la adopción, 
entre otras, de la siguiente medida: b) Desarmar e internar todá. 
tuerza rebelde que traspase sus fronteras, observándose en cuanto 
sean aplicables, la reglas de internación formuladas por el Comité 
Interamericano de Neutralidad de Río de Janeiro (segundo). 

73. Resolución XVII de la III Reunión de Consulta. —El anexo* 
a la Resolución XVII, sobre actividades subversivas, aprobada por 
la 3.? Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, 
Río de Janeiro, 1942, prescribe la adopción de procedimientos me¬ 
diante los cuales los nacionales del Eje o de los estados a ellos 
subordinados que sean considerados peligrosos para el país don¬ 
de. residen, permanezcan detenidos durante su estancia en el mis¬ 
mo o se restrinja la libertad de sus movimientos (A, 2). 

74. Decreto de 23 de enero de 1940 sobre internación de los 
tripulantes del "Graff SpeeA — Con motivo del arribo al puerto de 
Montevideo del acorazado de bandera alemana Admiral Graf Spee 
y su posterior hundimiento en aguas jurisdiccionales de la Repú¬ 
blica, el Poder Ejecutivo, con arreglo a las normas internaciona¬ 
les suscritas sobre la materia, dictó diversos decretos poniendo en 
ejecución las medidas correspondientes. El Decreto de 23 de enero 
de 1940 dispuso que "Los heridas y enfermos procedentes del bu¬ 
que alemán de guerra "Admiral Graf Spee*\ actualmente hospi¬ 
talizados serán retenidos en el territorio de la República, una vez 
dados de alta, de manera que no puedan volver a tomar parte en 
jas operaciones de guerra, quedando en libertad aquellos que, según 


certificación de las autoridades militares nacionales competentes, 
se hallen totalmente inhabilitados para el servicio militar” (art. 
17); "Los oficiales que pertenecieron a la dotación de dicho aco- 
íazado, actualmente en territorio de la República quedan interna¬ 
dos en la ciudad de Montevideo, y serán mantenidos en libertad, 
con el compromiso, bajo palabra, de no ausentarle isin permiso es¬ 
tricto del Ministerio del Interior” (art. 2.-) ; "Los tripulantes sc¿ 
rán internados en los lugares que disponga el Ministerio del In¬ 
terior, (sujetos a las mledidas de seguridad que dictará oportuna- 
m€nte” (art. 37) ; “Déjase en libertad al médico que ejerc'a fun¬ 
ciones en el mencionado acorazado y cuya presencia en Montevi¬ 
deo fue comunicada el 18 de diciembre próximo pasado, por la Le¬ 
gación de Alemania” (art. 47). 

75. Decreto de 23 de enero de 1940. Internación de tripulantes 
del Tacoma. — Por Decreto de 25 de enero de 1940 se declararon 
aplicables "a los oficiales y tripulantes del barco de bandera ale¬ 
mana "Tacoma” actualmente detenido en ¡el puerto de Montevideo, 
las disposiciones de internación dictadas por el Decreto de esta 
fecha para los oficiales y tripulantes que pertenecieron -al acora¬ 
zado “Admiral Graff Spee’’ (47). 

76. Decreto de 16 de febrero de 1940 y las condiciones de la in¬ 
ternación de los tripulantes alemanes. — El decreto de 16 de fe¬ 
brero de 1940, a efecto de determinar las medidas necesarias para 
el cumplimiento de las disposiciones anteriormente citadas, pre¬ 
ceptuó: "Fíjase a la ciudad de Montevideo como lugar de interna¬ 
ción de los oficiales y tripulantes del* acorazado "Admiral Graff 
Splee” y buque auxiliar "Tacoma”. Por razones especiales de salud 
o de otra índole, debidamente justificadas, podrá autorizarse la 
residencia de los internados en otro lugar de la República, estable¬ 
ciéndose las correspondientes medidas de seguridad' (art. lz). Los 
internados en Montevideo deberán presentarse a la Jefatura de 
Policía, a fin de que ise proceda a «su identificación, .con la obliga¬ 
ción de precisar ante la autoridad policial el domicilio en que se 


¡ 47) Por decreto de .30 de diciembre de 1939 se aplicaron las disposiciones 
de la Convención XII de La Haya firmada el 18 de octubre de 190?, sobre bu- 
([lirs de guerra beligerantes, comprendiéndose por consiguiente en esta categoría, 
;il navio de bandera alemana “Tacoma”, fijándosele un plazo “de 24 horas para 
, | buque mencionado abandone el puerto de Montevideo, con la eventual de¬ 
terminación de las demás medidas que correspondan en cumplimiento de la mis- 
nía Convención”. 
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alberguen. Iguales formalidades serán exigidas para los interna- 
dos qul? de acuerdo con el artículo anterior, estén autorizados pa¬ 
ra residir en el interior de la República El domicilio no podra ser 
cambiado sin previo aviso a k Comisaría respectiva donde deoe- 
rán comparecer los internados cada ocho días, salvo el caso de re¬ 
sidencia en lugares que estén bajo la jurisdicción de la Prefectura 
General de Puertos, en cuyas circunstancias los internados debe¬ 
rán comparecer en el término indicado, ante esta última autori¬ 
dad” (art. 2.“). “Lia Jefatura de Policía proveerá a los internados 
de una Cédula de internación, de acuerdo con los procedimientos 
de identificación que corresponda” (art. 32). “Los gastos de sub¬ 
sistencia se abonarán en la forma y oportunidad que se, convenga 
entre el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Legación de Ale¬ 
mania” (art. 42). “Podrá autorizarse, cuando se considere conve¬ 
niente, que el internado provea, por sí mismo, a sus gastos, dedicán¬ 
dose a actividades dle orden privado, ajena a toda dependencia o 
subordinación del país beligerante (art. 5. ). Según lo acordado 
entre la Cancillería y la Legación, los internados sólo harán uso 
de sus uniformes en las circunstancias que se fijen, piievia solici¬ 
tud de la Legación de Alemania” (art. 62). 

77. Decreto de 29 de Mayo de 1940. — El Decreto de 29 die 
mayo de 1940 declaró eximidos de las medidas de internación an¬ 
teriores, a seis personáis, entre oficiales y tripulantes, que pertene¬ 
cieron a la dotación del buque de guerra Admiral Graff Spee , 
“mientras permanezcan en la situación de inadaptación física a 
que se refiere el informe de la Dirección General de la Sanidad 
Militar; “pero no podrán -abandonar el territorio de la República 
sin autorización del Ministerio del Interior”. 

78. Decreto de 8 de Setiembre de 1942,, fijando nuevo lugar 
de internación. — Por decreto de 8 de setiembre de 1942 -se- decla¬ 
ró internados en Sarandí del Yí, 9a. sección urbana del Departa¬ 
mento de Durazno, a los tripulantes del vapor de bandera ale¬ 
mana “Tacoma” (art. 12); cometiendo a la Jefatura de Policía de 
Montevideo las medid-as necesarias para cumplir lo dispuesto y len 
cvanto a la Jefatura de Policía de Durazno se le encomendó la vi¬ 
gilancia necesaria, de los internados los que no podrán hacler abanr 
dono del lugar fijado para la internación sin el consentmiento del 
Ministerio del Interior (arts. 22 y 32). 

Recientemente se traslada a una quinta del Camino Las Flores»- 
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en Montevideo, el lugar de internación de los expresados marinos 
fiel "Tacoma”. ’ 

c) Expulsión 

79. Legislasión de los extranjeros del Eje. — Al igual que lo 

que sucede en materia de registro no existe en el Uruguay legisla¬ 
ción especial sobre expulsión de extranjeros del eje y países bajo 
su contralor, sino normas generales de expulsión que se tratan en 
los apartados 2, a y 2, b del cap.tulo III, mira, 

el) Propiedad 

80. Legislación sobre bienes de extranjeros del Eje. Por las 

mismas razones que las consignadas en el parágrafo anterior, ver 
supra §§ 52-58. 

e) Empleo 

81. Legislación sobre empleo de extranjeros del Eje. Ver 

§§ 34-51, supra. 


g) Residencia y cambio 

82. Legislación sobre residencia y cambio de la de extranjeros 

— Sobre el particular, no existen tampoco disposiciones especiales 
ni generales de orden interno, sino únicamente simples proyectos, 
como se ha tenido oportunidad de decir al tratar el “registro (su- 
pra § § 9 a 33). * 

S3 Resolución XVII de la III Reunión de Consulta. — En ma¬ 
teria internacional, la Resolución XVII de la 32 Reunión de Consulta 
de los Ministros de Relaciones Exteriores de las Republcas Ame¬ 
ricanas, recoge, entre las reglas que formula relativas al contralor 
de extranjeros peligrosos, la de que se limiten las viajes dentro del 
naís v los cambios de residencia de los extranjeros que sean consi- 
leradós peligrosos, cuando tales viajes sean incompatibles con la 
seguridad nacional” (A, 4). 






CAPITULO 11 


MEDIDAS PARA EL COMTRALOR DE LOS 
CIUDADANOS < 48) 

1 . Registro 

84. Consideraciones sobre ciudadanía. Ley 9196 de ciudadanía 
legal. — La nacionalidad dej origen. — Convención Interamericana 
sobre nacionalidad. — El texto constitucional y su modificación 
plebiscitada el 29 de noviembre de 1942. — Registro de c iudada 
nos. — El Código Penal, art. 360-62 y la Circular de l. 9 de 
Setiembre de 1942. — Además de lo anteriormente dicho al tratar 
el ‘"registro de extranjeros 1 ' en general (§§ 9 a 33) y de la salvedad, 
también formulada, de que no existe ten el Uruguay un registro es¬ 
pecial dirigido a contralorear y fiscalizar a los ciudadanos desde el 
punto de vista de la defensa institucional, debe señalarse que el 
Código Penal, en la parte “De las faltas", dispone que “Será casti¬ 
gado con multa de cincuenta a trescientos cincuenta pesos o pri¬ 
sión equivalente: (Omisión de indicaciones sobre identidad perso¬ 
nal). El que interrogado con fines meramente informativos, por un 
funcionario público, en el ejercicio de sus funciones, rehúsale dar su 
nombre, estado, vecindad, o cualquier otro antecedente relativo a 
su identidad personal, o los diere falsos' (art. 360-6.). Haciendo 
aplicación de esta norma penal el Ministro del Interior, ha dirigido 
la Circular de l. 9 de setiembre de 1942, citada anteriormente (v. § 62, 
supra), facultando a las autoridades policiales a requerir documen¬ 
tos de identidad personal a las personas acerca de las cuales exis¬ 
tan presunciones de que realizan actividades antinacionales. 

48 Para la cabal comprensión del régimen uruguayo sebre esta materia, 
es necesario formular previamente algunas referencias indispensables sobre “ciu¬ 
dadanía” (*). 

Según la Constitución 'dos ciudadanos de la República Oriental del Uruguay 

(*) Esta nota fué redactada con anterioridad a las reformas constituciona¬ 
les plebiscitadas el 29 de febrero de 1942, que resuelven satisfactoriamente el 
punto a que ella hace referencia. Hemos juzgado oportuno mantenerla en su for¬ 
ma primitiva, no obstante, pues que de sus términos se trasunta la realidad de un 
problema que conserva vivo su interés. 
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son naturales o legales 1 ’ (art. 64). '‘Ciudadana naturales ton todca los hombres 
y mujeres nacidos en cualquier punto del territorio de la República. Son también 
* ciudadanos naturales los hijos de padre o madre orientales, cualquiera haya sido 
el lugar de su nacimiento, por el hecho de avecindarse en el país e inscribirse en 
t! Registro Cívico” (art. ü5). 'Tienen derecho a la ciudadanía legal: A) Los 
hombres y mujeres extranjeros casados, de buena conducta que, poseyendo algvm 
capital en giro o propiedad en el país, o profesando alguna ciencia, arte o indus¬ 
tria, tengan tres añes de residencia habitual eo la República: B) Los hombres 
y mujeres extranjeros de buena conducta, no casados, o casados cuyas esposan o 
ó- posos no residan en l a República, que tengan algunas de las cualidades del in¬ 
ciso anterior y cinco años de residencia habitual en el país: C) Los hombres y 
mujeres extranjeros que obtengan gracia especial de la Asamblea per servicios 
u olab] es o méritos relevantes, La prueba de la residencia deberá fundarse mdja- 
pen sable medite en instrumento público o privado de fecha comprobada. Los de¬ 
rechos inherentes a la ciudadanía legal no podrán ser ejercidos por los extranje- 
,os comprendidos en los incisos A) y BJ hasta tres años después dd otorgamien¬ 
to de la respectiva carta...” (art. 66). 

Ahora, el último inciso de este mismo artículo 66 de la Constitución, expre¬ 
sa lo siguiente: “La adopción de la ciudadanía legal no importa renuncia a la 
nacionalidad de origen”. 

Este inciso es la reproducción del artículo l. 9 de la Ley numero 9196 de A 
de febrero de 1928, sobre ciudadanía legal. Brevemente, en concepto de los auto, 
res del proyecto, según Iluye de los antecedentes parlamentarios respectivos, el 
objeto perseguido puede concretarse en estos párrafos del miembro informante 
<il- la Comisión de Legislación y Asuntos Internacionales dd Senado: “La Co¬ 
misión informante ha aceptado complacida el propósito que informa el artículo 
i. 1 ’, porque indiscutiblemente tiene una finalidad simpática y generosa y es la de 
quitar del espíritu de los extranjeros radicados en el país la preocupación de or- 
f l(*n sentimental, de que la adopción de la ciudadanía legal podría importar, algo 
íid como renegar de la nacionalidad de origen. Y eso ocurre muy comunmente, 
a tal punto que hombres identificados por completo con la vida nacional, ya sea 
pur e l trabajo, ya sea por la familia y hasta por las pasiones, no llegan, sin em¬ 
bargo. a obtener la carta de ciudadanía pensando que con ello cometen, sino un 
¿uto de traición, por lo menos mi acto de olvido para la patria de origen” (D, de 
he si anes del Senado, t. 140, ps, 71-72). Sin embargo, fe acentúa y se hace pre¬ 
sente en todo el curso de la misma discusión legislativa de la ley, que no existió 
una diferenciación clara y categórica de los conceptos de ciudadanía y nueioiuili- 
dad en la mente de los legisladores, fundamentalmente desde el punto de vista 
jurídico, quedando así el problema sin una dilucidación satisfactoiia. A nuestro 
j piejo la Constitución uruguaya contribuye por este inciso tomado de la ley 9196 
de 2 de febrero de 1928, a plantear la seria cuestión de la doble nacionalidad, en 
momentos en que la tendencia del derecho internacional, concretada es pedal ni en- 
i en la actividad de la Sociedad de las Naciones se ha caracterizado por el in- 
imto (te suprimir los numerosos y a veces insabibles conflictos que esa doble re¬ 
lación jurídica crea, proclamando en convenios a los que han adherido muchos 
plises que es de interés general para la comunidad internacional d admitir por 
pidos sus miembros, que toda persona tenga una nacionalidad y no tenga sino una 
•ila' 1 (V. Súdete des Natkms. Dix Ans de cooperador! Internationale, cap. IV), 
11 a sido, indudablemente en virtud de esta prescripción de la ley ordinaria que 
* I Uruguay ha dejado sentada la salvedad de que instruyen las siguientes maní- 
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85. Leyes N.o's 7690, 8070, 8196 y 9570 sobre Registro Cívico- 
Nacional, Elecciones y ciudadanía legal. — Las leyes números 7690* 
de 9 de enero de 1924 (49) 8070 de 23 de febrero de 1927 (50), 


f estaciones formuladas por la Delegación Uruguaya a la Séptima Conferencia In¬ 
ter nacional Americana, al tratarse la Convención sobre ''Nacionalidad”: "La de¬ 
legación del Uruguay, que votó afirmativamente el proyecto sobre Nacionalidad, 
aprobado en la sesión plenaria de la Segunda Comisión, declara no poder acep¬ 
tar el artículo l.°, por no estar en armonía con los principios de la legislación 
interna del Uruguay” (P. Mello Carvalho, Manual do Estrangeiro, Legislagáo 
Biasileira sobre estrangeiros, Río de Janeiro, 1928, p. 69). Debe hacerse notar, 
sin embargo, que en los antecedentes oficiales de esta Conferencia (Actas y An¬ 
tecedentes), no ha sido posible localizar la expresada reserva. 

La revisión constitucional de este aspecto, parece pues, revestir un carác¬ 
ter de necesidad urgente, en especial, en países como el Uruguay constituido por 
el aporte de una fuerte inmigración, y sobre todo en circunstancias como las ac- 
tuales en que los conceptos tradicionales del “jus sanguinis” adquieren una re- - 
valoración insospechada por la obra de ideologías que, como la nacional-socialis¬ 
ta, hacen de la comunidad racial o de sangre la piedra angular de su sistema ju- 
rídico-político. 

Debe observarse que de p’ebiscitarse favorablemente el proyecto de reforma' 
constitucional aprobado por el Consejo de Estado, la cláusula que da mérito ab 
problema referido se suprime del texto constitucional (Diario Oficial, t. 147, 
p. 425 y siguientes). 

(49) Ley de Organización del Registro Cívico Nacional. Esta ley es la 

norma fundamental en la materia. Compuesta de 222 artículos, disciplina todo lo 
relativo a: “Del Registro Cívico Nacional; Definición” (Sec. I, cap. I); “De 
los organismos electorales; Corte Electoral; Juntas Electorales; Oficina Nacio¬ 
nal Electoral; Oficinas Electorales Departamentales” (Sec. II, caps. II a V) ; 
“De la organización de los Archivos Electorales”; Archivos Departamentales” 
(Sec. III, caps. VI a VIH); “De la inscripción; del período inscripcional; de 
las solicitudes de inscripción; de los expedientes de inscripción; de los traslados 
de domicilio; de las renovaciones” (Sec. IV, caps. IX a XIV); “De la depu¬ 
ración del Registro Cívico; de las causas de exclusión; de los medios de prue¬ 
ba en los juicios de exclusión* de los juicios sumarios de exclusión; de las soli¬ 
citudes de exclusión en los juicios sumarios; de las solicitudes de exclusión de 

oficio; de los juicios ordinarios de exclusión; de las solicitudes de exclusión en j 

los juicios ordinarios; sustanciación de los juicios ordinarios de exclusión” (Sec. 

V, caps. XV a XXIII) ; “De los reclamos por procedimientos y actos electora¬ 
les” (Sec. VI, cap. XXIV) ; “Del contralor de los partidos” (Sec. VII, cap. 

XXV) ; “De los delitios electorales y de sus penas; de los delitos electorales;' 
de las penas; de los juicios por delitos electorales”. Sec. VIII, caps. XXVI. 
XXVII y XXVIII) ; “Disposiciones Generales’’ (Sec. IX, cap. XIX) ; “Dispo¬ 
siciones transitorias” (Cap. único). 

(50) Esta ley introduce modificaciones a la ley de elecciones número 7812 
de 16 de enero de 1925, y organiza el Registro de Inhabilitados (arls. 3 y ss<). 


de 2 de febrero de 1928 (51), 9570 de 10 de junio de 1936 (52), con¬ 
signan las reglas principales^ sobre ciudadanía e inscripción cívica. 

86. Ley N7 9943 de Instrucción militar y decteto de 16 entro, 
de 1941. — La ley número 9943 de 20 de julio de 1940, sobre instrue* 
ción militar, preceptúa que, “Todo uruguayo tiene la obligación de 
fender militarmente a la República y de cumplir con el .régimen legal 
de instrucción militar que lo habilite para ese fin” (art. 17) ; que “las 
obligaciones anteriores comprenden también a los ciudadanqs legales, 
salvo lo dispuesto por el artículo 27 de la iey número 8196*' (53) 
(art. 27) ; que los ciudadanos en edad militar que pertenezcan a! 
ejército activo o a las reservas móvil o territorial, deberán estar ins¬ 
criptos en el Registro Cívico Nacional, teniendo los que aún no 
hubieren realizado esa inscripción un plazo que vencerá el 30 de 
setiembre de 1941, aplicándoseles a los omisos la plena de que trata 
el artículo 21 de esta misma ley (art. 30) ; que el 31 de diciembre de 
cada año la Dirección de Registro de Estado Civil debe elevar al 
Ministerio de Defensa Nacional y a la Corte Electoral, la nómina 
de los ciudadanos que hayan cumplido la edad militar, la que será 
cotejada por la Corte Electoral con sus Registros, comunicando al 
Ministerio citado los datos Relativos a aquellos ciudadanos que no 
estuvieren inscriptos en el Registro Cívico y que hubieren podido 
hacerlo (mismo artículo) (54). El decreto de 16 de enero de 1941 
disponíe que la tercera División Personal del Ministerio de Defensa 
Nacional y de la División Personal de la Marina, procederán de ofjU 
ció a enrolar a todos los Jefes y Oficiales y personal de tropa y equi¬ 
paje en actividad del ejército y la marina, y -a los Jefes y Oficiales 

(51) Ley sobre ciudadanía legal, fijando los requisitos y el procedimiento 
para la obtención de la carta de ciudadanía legal. Ha sido modificada por la ley 
número 9570 de 19 de junio de 1936. 

(52,) Ley sobre Registro Cívico, que fija procedimiento para la obtención 
de la carta de ciudadanía y ratificación de las otorgadas. Preceptúa la íonn li¬ 
ción de dos registros : uno, correspondiente a las personas que hayan obtenido ra¬ 
tificación de su carta, y otro, de las personas a quienes la ratificación les haya 
sido denegada (art. 19), etc. 

(53) El artículo 2.° de la ley número 8196 de 2 de febrero de 1928 dispo¬ 
ne: “Cuando se produjese ruptura de relaciones diplomáticas entre la República 
y otro Estado, la ley determinará la situación de Los ciudadanos legales que sean 
nacionales de dicho Estado, sin que en ningún caso se les exija el servicio mili¬ 
tar contra él.”. 

(54) El decreto de 19 de diciembre de 1940, aprobatorio de la reglamenta¬ 
ción de la ley N.° 9943, prescribe las medidas necesarias para el adecuado cum¬ 
plimiento de esta parte de la ley, en su capítulo VII, “Padrones”, (arts. 75 a 78). 




— 76 — 


asneados de los servicios auxiliares que forman cuerpo y extende¬ 
dlas correspondientes libretas de (enrolamiento; debiendo la Di- 

PaSar a 135 Jlimas Departamentales respec- 
mas la nomina del personal por ellas enrolado (55). P 

2. Abuso de ciudadanía (56) 
a) Ciudadanos naturales . Expatriación 

c ¡n , c ; 5 -' c ° dis ° Penal 

.Jilea dispone que "La ciudadanía se suspende "V. poTsentencia'qué 
imponga pena de destierro...*' (art 70-5 9 ) Tp *' , ^ t 

pen^e desde™ coníonue a, eí'^ 

(55) V, asimismo, inira, cap. XI. 

en C11C CCílAAnxdu t d °dm V deí¡n t de Ia Sigüiemc manera 

S::tr^f r ; d r;T : tTA f £ n 5.ss n sjK , í 

n f b b ® ® bdSe íle este ^ticepto, el Comité Consultivo de Emer-enria mr 

Ha r „ ISUSSSI 

le Estados 3 ellos subordinados bajo la protección de la M dcSdiÍT rU 

«tTTr r. r/” ™ ch -‘ ““ » »■»». i. SSSStÁSS: 

, ■ . proposito de facilitar sus actividades subversivas * 1 ■ v a que “existe 

^nmsmo, un gran número de nacionales de Repúblicas AmericánL que a lúÍz 
on reclamados como nacionales por Estados Miembros del Pacto Tripartito o 

daÍÍel ^ . y qi,e ticnen interes « hostiles a la defensa y seguri- 

N» TV A fp° ’ ap , 0b °, t col ‘ íeclla 10 * noviembre de 1942. la Resolución 
ÍV- X\ sobre Prevención del Abuso de Nacionalidad". Se recomiendan pár e la 
medidas relamas a la adquisición y pérdida de la nacionalidad y a org^izad" n 
^ T 6 P ™ lta Ia aphcación fecunda de las mismas (V, “Recomen- 
Ídcntes) SOmet S a l0i soh,er,, ° s de las Repúblicas Americanas", p. 49 y si- 


casos de comisión de los delitos previstos por sus 'artículos 142, 
143 y 303* relativos a rebelión, sedición y atentados políticos no 
previstos por la ley, respectivamente. La Ley número 7690 de 9 ele 
enero de 1924 sobre Registro Cívico Nacional, (establece que la 
causal de suspensión de la ciudadanía de que trata el numeral 52 
del artículo 12 de la Constitución de 1918 (57), entre otras causa* 
les, debidamente comprobada, determinará previa sentencia, eje¬ 
cutoriada, la exclusión de la inscripción, facultándose a todo ciu¬ 
dadano insoripto para iniciar juicio de exclusión, estando a su car¬ 
ga; la prueba correspondiente (arts. 128 y 129). 

b) Ciudadanos naturalizados 
(1) Re trie dones a la naturalización 

88. Constitución de la República, art. 70, inciso 72. — Obsta 
al otorgamiento de la carta de ciudadanía, la circunstancia de “for¬ 
mar parte de organizaciones socialles o políticas que, por medio de 
la violencia tiendan a destruir las bases fundamentales de U na- 
c onal idad. Se consideran tales, a los efectos de esta disposición, las 
contenidas en las Secciones I y II de la presente Constitución'* 
(art. 70-/7 9 ) (58). 

89. Ley N. 9 8196. Resolución de la Corte Electoral. — H®M 
ciendo aplicación de lo dispuesto por el art. 2. 9 de la ley N. v 8196 
de 2'de febrero de 1928 (59), la Corte Electoral ha resuelto “que 
Jos peticionarios de (Ciudadanía legal nacidos en los países con los 
cuales el Uruguay ha interrumpido sus relaciones diploináticas 
(Hungría, Italia, Japón, Rusia y Alemania), deben probar qué 
profesan ideas democráticas y que, por consiguiente, no compar¬ 
ten las de los regímenes totalitarios. A tal efecto podrá admitirse 
la declaración de dos personas de indudable tendencia democnE 
tica, o la certificación de dos ciudadanos notoriamente dcmórraOis 
cuyas firmas deberán ser autenticadas, en este ultimo caso por 
Escribano Público'* (60). , 

(57) Concordante con el numeral 5,° del artículo 7.° de la Constitución 
dé 1934. 

(58) Art. 66, inciso tercero de la Constitución: “La existencia de cualquie¬ 
ra de las causales de suspensión a que se refiere el artículo 70 obstará al otorga¬ 
miento de la carta de ciudadanía’*. Las Secciones I y II de la Constitución tra¬ 
ían acerca de la nación y su soberanía, y derechos, deberes y garantías. 

(59) V. texto de este artículo en nota 53. 

(60) Por Circular N.° 46 de 29 de diciembre de 1942, la Suprema Corte dfc 
Justicia ha comunicado esta decisión a sus dependencias. 
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90. Resolución XVII de la III Reunión de Consulta. — Por 

■el anexo a la Resolución XVII de la Reunión de Consulta de los 
Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas America¬ 
nas, se recomienda la siguiente regla para evitar el abuso de la 
naturalización de extranjeros, y denegar la ciudadanía a los que 
en alguna forma, continúen prestando obediencia o sigan conside¬ 
rándose como nacionales de los Estados miembros del Pacto Tri¬ 
partito o de los Estados a ellos subordinados (B, 1). 

91. Resolución VIII de la Conferencia Interamericana sobre 
coordinación de Medidas Policiales y Judiciales. — La Conferencia 
Interamericana sobre Coordinación de Medidas Policiales y Judi¬ 
ciales de Buenos Aires (1942), recomienda a los Gobiernos, a su 
vez, “que dentro del margen de sus respectivas legislaciones limiten 
la naturalización o la ciudadanía legal de todo extranjero que no 
•compruebe fehacientemente el cumplimiento de los requisitos exi¬ 
gidos para obtenerla, lo que debe ser también materia de oportuna 
investigación (Resolución VIII). 

(2) Pérdida de ¡a nahtraligación 

92. Constitución de la República arts. 70 y 71. — Ea ciudada¬ 
nía se suspende , entre otras causales, “Por la condición de legal¬ 
mente procesado en causa criminal de que pueda resultar pena de 
I enitenciaría v (32) ; “Por sentencia que imponga pena de destie¬ 
rro, prisión, penitenciaría o inhabilitación 1 para el ¡ejercicio de dere¬ 
chos políticos durante el tiempo de la condena” (52) ; “Por el ejer¬ 
cicio habitual de actividades moralmente deshonrosas, que deter¬ 
minará la ley, de acuerdo con el inciso 72 del articulo 68” (6 9 ) (61) : 
“Por formar parte de organizaciones sociales o políticas que, por me¬ 
dio de la violencia tiendan a destruir las bases fundamentales de la 
nacionalidad. Se consideran tales, a los efectos de esta disposición, las 
contenidas en las Secciones I y II de la presente Constitución’’ (72) 
(62) ; “Por la falta superviniente de cualquiera de las exigencias re¬ 
queridas por el artículo 66 (63) para la concesión de la ciudadanía 

(61) El inciso 7.° del artículo 68, establece: '"Toda nueva ley de Registro 
Cívico o de Elecciones, así como toda modificación o interpretación de las vi¬ 
gentes, requerirá dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara”. 

El Poder Ejecutivo por decreto de 18 de marzo de 1935 dispuso que las Je¬ 
faturas de Policía suministrarán a la Corte Electoral los informes que fueran 
solicitados a los efectos de lo dispuesto por los arts. 66 y 70, inc. 6.° de la Qons- 
ti Ilición. 

(02) V., nota 58, supra. 

(í>3) V., art. 66, cit., en nota 48, supra. 


legal (82). Estas dos últimas causales sólo regirán respecto de los 
ciudadanos legales’* (artículo 70).. “La ciudadanía legal se pierde por 
Cualquier otra forma de naturalización ulterior’' (art. 71 inc. 22). 

93. Ley N. 9831 y exclusión de ciudadanos legales. — Lai ley 

numero 9831 de 23 de mayo de 1939, sobre lemas de partidos po¬ 
líticos, dispone que la Corte Electoral iniciará de oficio juicio de 
exclusión a los ciudadanos legales inscriptos que estén comprendi¬ 
dos en cualesquier de los casos de suspensión de la ciudadanía de 
que trata el artículo 70 de la Constitución (articulo 13). 

94. Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942, sobre represión 
de actividades subversivas. — El Decreto ley de 19 de noviembre 
de 1492, prevé la sanción siguiente a la infracción que se indica 
relativa a reuniones ilícitas: “E) Los que se reúnen en cualquier for¬ 
ma para recibir órdenes o instrucciones de carácter político o mi¬ 
litar procedentes de un Estado extra Continental en guerra co¡n 
un Estado Americano agredido, serán castigados con pena de tres 
meses a quince meses de prisión. Constituye circunstancia agra¬ 
vante y la pena se elevará a un tercio para los que sean ciuda¬ 
danos naturales o legales, debiendo aplicarse, además, la pena ac¬ 
cesoria de pérdida de la ciudadanía de dos a cuatro años”, (artícu¬ 
lo 62). 

95. Resoluciones XVII de la III Reunión de Consulta y VIII 
de la Conferencia Interamericana sobre Coordinación de Medidas 
Policiales y Judiciales. — La misma regla de carácter internacio¬ 
nal referida en ei § 90, recomienda que se anule “la ciudadanía y los 
derechos a ella inherentes de aquellos ciudadanos de origen no ame¬ 
ricano que, habiéndoseles concedido el privilegio de convertirse en 
ciudadanos de un Estado americano, cometen actos perjudiciales a 
la seguridad o a la independencia de ese Estado, o por cualquier 
otro medio demuestren su lealtad a un estado miembro del Pacto 
Tripartito o a cualquiera de los Estados a ellos subordinados; y 
considerando además que tales individuos pierden su calidad de ciu¬ 
dadanos si reconocen o tratan de ejercer el derecho a la doble ciu¬ 
dadanía, (B, 2). 1 

En él mismo sentido se expidió la Conferencia Interamerioa-: 
na sobre Coordinación de Medidas Policiales y Judiciales oeüe- 
brada en Buenos Aires durante los días 27 de mayo-9 de junio de 
1942, aconsejando a las Repúblicas Americanas la adopción de la 
norma que establezca que “cualquier nacional de los países miem- 
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bros de, Pacto Tripartito o de los Estados subordinado, a ellos eme 
iraudulentamente y valiéndose de un procedimiento jodie Mo ad- 

rz SSS ' Pr0m ° Víd0> ***** **“ ■* » - .-cero 

Ja nacionalidad de un p3IS americano, será punible en dicho país 

on reclusión o pns.ón de dos a cinco año. La condena, privará de 

a nac onahdad , eximente obtenida, así como de los cargos pú- 

lerritort g v si' U amP r rÜ * ^ ^ luga1 ' a ,a expulsión dd 

7 5 eIl ° 110 íuere Posible a la rigurosa vigilancia de la 
autoridad. (Reomend&ción VII). 6 4 e ia 

(3) Empleo 

remiHn ^™ ple ° d * CÍud * danos - ~ Respecto a las disposiciones que 

1 arÍrafos U 7 5% debe Verse lo datado en los 

lativn i y J S ’ f ° 1K e ha Sldo estlIf bado conjuntamente lo re¬ 

lativo a empleo de ciudadanos y extranjeros. 

(4) Propiedad 

97 Propiedad de ciudadanos. — P or iguales razones dehe ver- 
-e este aspecto en los parágrafos 52 y ss. 

(5) Vigilancia 

98 Vigilancia de ciudadanos. — De igual modo que lo rela- 
.íyss apartad ° S S ° bre emple0 y P^piedad, ver, parágrafos 


(6) Otras medidas 

99 Cargos diplomático® y consulares extranjeros. Ley N ■ 214 
Decreto-ley 8953. Decreto 20 mayo 1935. - E n carcácter de otras 
medulas cabe señalar las normas existentes acerca del desempaño 

la ¿ JblicÍ ÜC0S 7 C ° 11SUlareS P ° r CÍUdadan0!; aguayos en 

, , La l J P Z 14 17 ríe julio de 1839 dispuso que “los ciu- 

uadanM de la República que sirvan en ella de Agentes de las 
ova s Naciones, no podrán ejercer a un mismo tiempo empleos ni 

..rS S er P voto 0 a-r n ? * C ° nCejÍleS ’ ni ser nomb rados para ellos, 
tener voto activo m pasivo en los comicios públicos, mientras 

■sean tales Agentes de Gobiernos Extranjeros'’ (artículo 1 °) • “ e S 
‘ ° S de t0<la car S a meramente personal, de que deban estarlo 
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los Agentes extranjeros que no fueren ciudadanos'’ (art. 22) ; “para 
los otros goces de la Ciudadanía, y el pago de las contribuciones, 
son considerados al nivel de los demás ciudadanos 1 ’ (art. 32), 

El 18 de febrero de 1928 se suscribió en La Habana en la 6.* 
Conferencia Internacional Americana, una Convención sobre Fun¬ 
cionarios Diplomáticos (sesión del 18 de febrero), disponiéndose que 
los Estados son libres en la elección de sus funcionarios diplomáti¬ 
cos, pero no podrán investir con estas funciones a nacionales del 
Estado en que la misión debe actuar, sin el consentimiento de éste 
(art. 72), La Convención precedente fue aprobada por el Uruguay 
por decneto-ley número 8953 de 5 de abril de 1933. 

Por decreto de fecha 20 de mayo de 1935 s:e dispuso que sólo 
en casos especiales y a juicio del Ministerio de Relaciones Exterio¬ 
res, podrá consentirse en que un ciudadano uruguayo, ejerza en el 
país una representación diplomática extranjera y, que en caso de 
prestarse tal consentimiento, lo será bajo las condiciones siguien¬ 
tes: 1. ) inviolabilidad de la sede, bienes, archivo y correspondencia 
oficial de la Legación, de acuerdo a las convenciones y principios 
corrientes del Derecho Internacional, no reconociéndose, sin em¬ 
bargo, el derecho de asilo; 22) exención de contribución inmobilia¬ 
ria al edificio de la Legación si es propiedad del Estado extranjero, 
y demás impuestos de otra naturaleza que se cobran a los habi¬ 
tantes o inquilinos de las fincas y de que se exime a los diplomá¬ 
ticos en general, siempre que el nacional mantenga la sede de la 
Legación en lugar distinto al de su domicilio; liberación de derechos 
de aduana a los objetos de uso oficial de la Legación; 32) no libe¬ 
ración de impuestos y gravámenes desque se exime en general a 
los diplomáticos extranjeros y a que se refiere la letra A) del ar¬ 
tículo 12 de la ley de 22 de setiembre de 1933 (64) ; 42) no se con¬ 
cederá inmunidad respecto a la jurisdicción penal y en cuanto a la 
civil, en caso de conflicto para el ejercicio de la misma, por la cali¬ 
dad diplomática del nacional, deberá éste renunciar a sus fueros 
para no estorbarla. 

100. Leyes de 28 de marzo 1 de 1912 y 18 de noviembre de 1937 
y expropiaciones para la defensa nacional. — En otro orden de 
ideas, aunque también con carácter de “otras medidas 11 , generales, 
que comprenden tanto a los ciudadanos naturales 1 y legales, como a 


(64) La referencia es textual; sin embargo, debe referirse al Decreto dil 
esa misma fecha, sobre franquicias impositivas a los funcionarios <liploinálicoi 
acreditados en la República. 
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los exranjeros no ciudadanos legales, debe recordarse la restricción 
impuesta, por vía de ley, al derecho de propiedad con fines rela¬ 
cionados con la defensa nacional. 

El Ministerio de Defensa Nacional está autorizado para de¬ 
terminar “los campos útiles para el ascenso y descenso de aerona¬ 
ves que eXis'ten en todo el país. Una vez designados dichos campos, 
le s propietarios de los mismos, antes de subdividirlos o modificar 
las condiciones de los mismos, por construcciones, plantaciones, 
alambrados, etc., comunicarán su decisión al Ministerio de Deferí- 
sa Nacional, el cual podrá declararlos de interés público y expro¬ 
piarlos de acuerdo icón lo dispuesto por la ley de 28 de marzo de 
1912 y ampliatoria de 18 de noviembre de 1937, en lo que 
sea aplicable, fijándosele al Ministerio de Defensa Nacional las 
facultades que ella atribuye a la U. T. E.“ (art. 7. 9 ). (65). 


(65) Ver nota 34 en lo que se refiere al decreto-ley de 30 de abril de 1942, 
sobre expropiaciones con fines de defensa nacional. En general, en materia de 
restricciones a la propiedad, ver asimismo, parágrafos, 52-58, supra. 


CAPITULO III 


MEDIDAS DE CONTRALOR DEL TRANSITO 
DE PERSONAS 

1. Entrada (66) 

a) Ciudadanos 

(1) Restricciones a la admisión 

101. Ley N." 9604 de “indeseables”. — Existen en el Uruguay 
i estricciones a la admisión de ciudadanos legales en virtud de lo dis¬ 
puesto por la ley N. 9 9604 de 13 de octubre de 1936, que asimila 
en esta parte a los ciudadanosi legales con los extranjeros, y que se 
trata más detenidamente en el § 140, infra al que nos remitimos, 

(2) Procedimiento para conseguir la admisión 

102. Régimen paira la admisión día ciudadanos. — Por las 

mismas razones formuladas en el § anterior ver § 138 y siguientes. 

b) Extranjeros 

(1) Clases de extranjeros no admisibles 

103. Constitución de la República, art. 36. — La Constitución 
de la República dispone que “Es libre la entrada de toda persona 
en e l _territorio de la República, s u permanencia en él y su salida 

(66) Como norma de carácter general que ha de considerarse presidiendo 
el espíritu de las medidas restrictivas o reglamentarias de la entrada —y por con¬ 
siguiente de la salida— de personas, debe recordarse las recomendaciones internacio¬ 
nales aprobadas en las últimas Reuniones de Consulta de los Ministros de Rela¬ 
ciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, donde ha sido tratado este pro¬ 
blema encarado desde el ángulo estrictamente específico de la lucha contra las 
actividades de carácter subversivo. Especialmente, ha de tenerse en cuenta la re¬ 
solución XVII de la Reunión de Río de Janeiro (1942), en cuyo anexo se reco¬ 
mienda la reglamentación y contralor estrictos do la entrada o salida de toda per* 
Mona de la que se tenga razones fundadas y bastantes para creer que se dedica 
a actividades políticas como agente de Estados miembros del Pacto Tripartito o 
<le los Estados a ellos subordinados o que sirven los intereses de éstos (C. 2), 
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con sus bienes, observando las leyes y salvo perjuicio de terceros, 
1.a inmigración deberá ser reglamentada por la Ley, pero en nin¬ 
gún caso el inmigrante adolecerá de defectos fideos, mentales o mo¬ 
rales que puedan perjudicar a la sociedad (art. 36). 

104. Constituciones de 1830 y 1918. — Conforme al precepto- 
antes referido, reconocido igualmente por las Constituciones ante¬ 
riores de 1830 y 1918 (67), diversas disposiciones legales y regla¬ 
mentarias dan normas sobre la admisión de extranjeros al pa.s. 

105. Régimen de la inmigración en sentido lato. Leyes Nos 2( > 
y 3051. — Como régimen de inmigración en sentido lato, la Ley 
número 2096 de 18 de junio de 1890, de fomento de la inmigración, 
dispone que ciertos inmigrantes no pueden embarcar con destino a 
la República (art. 26), considerándose inmigrantes, a ios efectos de 
la ley, “a todo extranjero honesto y apto para el trabajo, que se 
traslade a la República Oriental del Uruguay en buque de vapor o 
de vela, con pasaje de segunda o tercera clase y con ánimo de Ojal¬ 
en ella su residencia'" fart. 63). La ley dispone, además, que U«e- 
clan igualmente pro hibidas en la República la inmigración asiatiea 
y africana y la efe los individuos generalmente conocidos con el 
nombre de zíngaros o bohemios ”, (art. 27). La infracción de este- 
artículo o del 26, " sera peñSuía con una multa de cien pesos poi¬ 
cada uno de los individuos indebidamente embarcados, sin peijui- 
cio de estar obligado el capitán del buque a la inmediata reconduc¬ 
ción de los mismos" (art. 28). La ley Número 3051 de 23 de jumo 
de 1906 declaró que "los wirianos procedentes de la región del L? »- 
no (Asia Menor), no están comprendidos en la prohibición conte¬ 
nida en el artículo 27 de la Ley de inmigración de 1890 . 



varse una tolerancia de veinte por ciento (20 %) tomando por base 
la legislación de accidentes del trabajo. 27 Los que su ran , en 
tnedades mentales. 37 Los que padezcan enfermedades crónicas de 
los centros nerviosos. ,47 Los epilépticos. 53 Los que padezcan en- 


(67) Al respecto, ver nuestro estudio, Contribución, etc., eit. p. 30, neta 
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fermeclacles agudas o crónicas iufecto-icontagiosas, sin perjuicio dé 
lo que sobre los» mismos disponen las leyes y reglamentos sanita¬ 
rios. ó. 9 Los toxicómanos y ebrios consuetudinarios. 72 Los que pa-; 
Aiezcan enfermedades orgánicas del corazón. 8." Los mendigos. 
'Todas aquellas personas cuyo estado de salud los imposibilite per* 
manentemente para dedicarse a tareas que requieran esfuerzos fíni¬ 
cos. El Poder Ejecutivo designará ios médicos del servicio público 
.que deberán reconocer a los inmigrantes. Los capitanes de buques 
conductores de inmigrantes no admitirán a bordo, con pasaje de se¬ 
gunda o tercera clase o de clases equiparables a las indicadas, a los 
individuos excluidos en los artículos precedentes. Podrán, sin embar¬ 
go entrar al país y ser recibidos a bordo, como inmigrantes los mayo¬ 
res de sesenta años y los que sean inhábiles para el trabajo, si forman 
parte de una familia de inmigrantes compuesta lo menos de cuatro 
personas no excluidas en el presente artículo” (68). 

107. Decreto de 18 de febrero de 1915 y prohibiciones de la 
ley 2096. — Con respecto a la prohibición del artículo 27 de la ley 
N. 9 2096, el decreto de 18 de febrero de 1915, art. 32 letras E y E‘, 
-especialmente, recoge las prohibiciones dispuestas por la referida 
ley (69). 

108. Resolución XI de la Reunión Regional de Rivera. — Una 

Recomendación aprobada por la Reunión Regional de Rivera, rela¬ 
tiva a Entrada y Salida de personas y Tránsito Clandestino a travos 
de las fronteras nacionales, realizada durante los días 21-26 de se¬ 
tiembre de 1942, aconseja a los Gobiernos “la adopción de medidas 
tendientes a prohibir que Jos inmigrantes ingresados al país en la 


9A Este artículo es p - 
u el ubre de 1936 modificativa 
lamente referida, y di»- 

® 98 H 


un 


*¡L 


(68) Ley número 8868 de 19 de julio 
producido por el art. 11 de la ley N.° 9604 de 
Lie la anterior. Por el 

s afare!»» j I » las personas que | se 

intro du^caiUe n eUpaR violando la lev de 18 dp jimin áe 1890. siempre que lo Ha-- 
ca n Uc litro de tres meses a cantar d b infriimón fifi flrfl- j 

c uzca* r , 

^(”69)' V., asimismo, decretos de 10 de diciembre de 1894. arts, 22 y 3.°, y 
de 3 de octubre de 1902. Igualmente el decreto de 17 de enero de 1917, regla¬ 
mentario de las leyes de organización y arancel consulares, prescribe que lo» 
agentes consulares observarán, antes de legalizar la lista de pasajeros si .en ella» 
se incluyen personas cuya inmigración esté especialmente prohibida, debiendo co¬ 
municar esta circunstancia en caso de existir, al capitán o agente del buque, ins¬ 
truyéndole de la transgresión que comete, y poniendo la debida constancia al pie 
de la visación, si no fuere evitada dicha falta (art. 254, ínc. quinto). 
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categoría de agricultores o técnicos de industrias rurales, desenvuel¬ 
van otras actividades en un período mínimo de cuatro años a contar 
de la fecha de la llegada, excepto cuando sean debidamente autori¬ 
zados por el servicio de inmigración’ 1 (Resolución XI) (70). 

109. Ley N7 9604 y prohibídseles de ingreso. — La ley N7 9604 
de 13 de octubre de 1936, generalmente conocida por “ley de 
indeseables", modificó la ley número 8868 de 19 de julio de 1932, 
^ disponiendo: No se admitirá la entrada al país de los extranjeros,, 
aunque posean carta de cudadanía legal que se hallen en uno de 
los siguientes casos: A) Los que han sido condenados por delitos 
del fuero com ún castig ados .üüx las leyes de la Rvj7úLIIcaZ>: eo^ 
metidos en el ^país d e origen o en otro cualquiera y siempre que no 
haya corrido, una vez" cumplida la conde na uiT termino silbador 
¿r la mitad del J i j ad a , D j LiL .hL.pr_e.se rí pe ióii de la pena corre s pomlicn - 
te. Quedan exceptuados: 17 los delitos políticos. 2s los complejos o 
conexos con delitos políticos, siempre que en su ejecución no se 
hubieren empleado medios o respondido a móviles que a juicio de 
.la autoridad judicial competente, impliquen, en la República, un ca¬ 
rácter especial de peligrosidad (art. 70, inc. 77 de la Constitu¬ 
ción) (71). 37 Los delitos cometidos por funcionarios públicos que' 
solo fueren castigados por las leyes de la República con inhabilita¬ 
ción o suspensión en el cargo; delitos de imprenta; de injurias y 
calumnias; de duelo, y delitos culposos. 13) Los maleantes y vagos,, 
lós toxicómanos y ebrios consuetudinarios. Los expulsados de cual¬ 
quier país en virtud de leyes de seguridad pública, o en virtud de 
decreto administrativo autorizado por ia ley de la Nación (con ex¬ 
cepción de aquellos enra expulsión respondiera a, motivos- políticos) 
y cuando a juicio de 1 % juitorn hd judicial^ com iente el expulsado 

\ t7C) La Resolución, presentada por L Delegación de los Estados Unidos clcl 
Brasil se inspira en lo dispuesto p>r d decreto N, ü 3010. de 20 de agesto de 1938, 
arr, R>0. del referido país, y tumo funda mentó de la Recomendación reconoce las si- 
guientes razones que la experiencia, indudablemente recogida en su aplicación, le adju¬ 
dican : Que gran número de súbditos de países extra-continentales, valiéndose 
de las facilidades de ingreso concedidas por los Gobiernos de las Repúblicas Ame¬ 
ricanas a los agricultores y técnicos de industrias rurales se valen indebidamen¬ 
te de estas denominaciones para beneficiarse de aquellas facilidades o que luego- 
de su ingreso al país de destino ejercen otras profesiones o actividades concen¬ 
trándose muchas veces en los centros urbanos; Que tal concentración suele tener, 
por fin, la formación de grupos (escuelas, sociedades deportivas, artísticas, cul¬ 
turales, etc.) donde más fácilmente sen propagadas doctrinas subversivas" (Re¬ 
solución XI). 

(7l) V. art. constitucional en el § 92, supra. 
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ofrezca, en ia República, un carácter especial de peligrosidad. Loa 
loxicómanoS y ebrios consuetudinarios serán sometidos previamen¬ 
te a un examen médico (72). C) L os que no posean un certific ado 
con sular expedido por Cónsul de carrera ep %¡\ sitio rfersii" TesitfóijS íia 
habitual." En ese-flnriimfntQ se hará constar e xpresamente la ex ¬ 
vinculación de los portadores con toda especie de organismos so¬ 
ciales o políticos que por medio de la violencia tiendan a destruir las 
bases fundamentales de la nacionalidad. Cuando en el lugar de re¬ 
sidencia habitual indicado no existiera Cónsul uruguayo se admi¬ 
tirá el certificado del funcionario consular de carrera radicado en 
el sitio más próximo (73). D) Los que no tengan una industria, 
profesión, arte o recursos que les permitan, conjuntamente con sus 
familiares, vivir en el país por sus propios medios, sin constituir 
una carga social. Se exceptúa la inmigración por cupos y los turis¬ 
tas cuya entrada al país se rija por leyes especiales. En todos los 
casos las autoridades nacionales podrán impedir siempre que le 
comprendiere alguna de las causales enumeradas en los incisos C) 
y D) del presente artículo, la entrada de cualquier extranjero^ aún 
cuando fuere portador de 1 certificado consular, debiendo comunicar 
la no admisión en el día al Consejo de Ministros, quien podrá revo- 
cai la medida adoptada. La comunicación al Consejo no suspenderá 
el rechazo dispuesto por las autoridades. Si se tratare de la no ad¬ 
misión de un ciudadano legal la comunicación se hará dentro de las 
dos horas ai Consejo de Ministros 11 (art. 17). “La no admisión de 
extranjeros por las causas enumeradas en el articulo anterior podrá 
efectuarse dentro de los tres meses de su entrada al país", (art. 27* 
ínc. primero). _ _ 

110. Decreto d^29jde^ckn^re|¿£l23^j/gÍamentario de la ley 
N7 9604. — El decrüx) (T^^dT^Tfaeuí^rede 1936 reglamenta la 
ley N7 9604, en especial en cuanto al ejercicio dedos poderys de in¬ 
ad misión y_ expulsión que ella confiere, por parte de las autoridades 
encargadas de su aplicación, preceptuando que "las . Jefatu ras de Po 
licía_£pmmiIcaxáa-semanalmente al Ministeriojdel Interior todas las 
resolu ciones qu e d icte n sobre expulsión y no admisión de extranjeros 
comprendidas en las disposiciones de la lev que se reglamenta, como 
asimismo de las sentencias u íesulucroTr^rqTre^Teícaigan en los recur¬ 
sos interpuestos contra aquéllas 11 (art. 15). “L a Divjsíón ríe Asun- 

(72) Los incisos A) y B) de la ley N.° 9604 estaban ya previstos por la 
ley N 9 8868 de 19 de julio de 1932. 

(73) V., el texto del certificado de que habla el artículo de la ley, en nues¬ 
tro trabajo ‘‘Contribución, etc.”, cit, p, 187, ñola 1. 
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ios Legales de la Jefatura de Pálida de Montevideo, 1 levará jiu 
"Archivo de expulsados y no admitidos”, sin perjuicio del q ue p ue- 
da llevar la ~DTvIsÍóñ_ Investigaciones, en el que se conservaran 
todos los Informes de las personas que hayan sido alejadas de! país 
con arreglo a la ley. La Oficina de Identificación Dactiloscópica 
de Montevideo, y las dependientes de las jetaturas de PólicIáHel 
1 i t o ra 1"~ e'‘“ í n t e r i o r ™ p o r " medió "dé ' ésf á"s7~éftvia'ran' a ” la" mencionada 
División, dos copias fotográficas, una de frente y una de perfil, 
de J38 gratólas" cuyos" antecedentes deban obrar en el archiv o a 
que se refiere e sté" artiGuTo"" (art."~ í 6). 

“TIT7 Eey N,’ 8080 de represión del proxenetismo. — Con re¬ 
lación especial al proxenetismo, por la ley del año 1927, está fa¬ 
cultado el Presidente de la República para ordenar el “rechazo del 
territorio nacional, de cualquier extranjero o extranjera” que se 
dedique a la explotación de “la prostitución de otra, contribuyen¬ 
do a ello en cualquier forma con ánimo de lucro, aunque haya me¬ 
diado el consentimiento de la víctima'’ (arts. 97 y 17) (74). 

112. Ley N7 9787 sobre enfermos) de lepra. —La ley N. 9 9787 de 
14 de octubre de 1938, sobre enfermos de lepra, prohíbe la admisión 
de personas atacadas de esta enfermedad y obliga al repatrio de los 
que hayan entrado burlando el régimen (art 4.’). 

113. Decreto de 23 de noviembre de 1937 reglamentario de in¬ 
migración. — El decreto de 23 de noviembre de 1937, da todo un 
verdadero régimen especial de la inmigración, de acuerdo con las 
leyes 2096 y 9604, antes citadas. Según este decreto “considérase 
inmigrante a t oda pe rsona extranjera, honesta, apta y con hábitos 
de trabajo, dc^H a óÜ^tñus de edad, que llegue al país por vía marí¬ 
tima, fluvial uTHTestre, con el fin de residir en él, viajando en 
clase de 2.?, 37 ¡o única equivalente a ambas” (art. 77). “La cate 
goria de inmigrante de acuerdo con la ley número 2096 de 1S de 
junio de 1890 y número 96Q¿4e 13 de octubre de 1936 y art. 67 de 
la ley 8080, comprende: /A)toda persona extranjera, honesta, 
apta v con hábitos de trabajo, cpte desee radicarse en el país sujeta 
a la ley N7 2096 y a lo que determina la N. 9 9604 y el art. 
17 de éste decreto./fifi A los padres, esposos, her man os o hijo s 
solteros menores de^Sr años e hijas y he rmanas solterag_.d e per¬ 
sonas ya radicadas en el país, con yga residencia en él nú menor 
dé tres años y "con "buena co n d u ctjTCY) A las personas mayores de 

(74) Ley N.° 8080 de 27 de mayo de 1927. La ley, arts. 10 y ss., fija pro- 
cedimicnto y recurso judicial de la medida. 


60 años y a las inhábiles para el trabajo, siempre que formen par te 

de una 'familia JTTíimigrantes co mpuesta por lo menos de cimií u 

personas más rio excluidas por Ja lev 4 " (art. "2/). “Cuando parí 
el otorgamiento del permiso de libre desembarco se requiera la 
posesión de recursos por el inmigrante, ellos quedan fijados en la 
cantidad de, $ 600.00 , la cual quedará depositada en la División 
Administrativa de la Inspección G. de Marina, y su reintegro al 
prqpio inmigrante se efectuará con intervención de la Dirección 
de Inmigración, a razón de $ .50.00 mensuales, a cuyo efecto ésta 
llevará un libro de cuentas corrientes, con el nombre del deposi¬ 
tante y el movimiento correspondiente de la cuenta hasta su can¬ 
celación tota!, debiendo enviar mensualmente un balance especi¬ 
ficado de saldos a la Prefectura General de Puertos 1 ' (art. 6. 9 ) (75). 

114. Régimen de ingreso transitorio. Decreto de 23 de noviem¬ 
bre de 1937. — Como régimen de ingr eso transitorio al país, el De¬ 
creto de 23 de noviembre de 1937, dispone que “quedan eximidos 
del cumplimiento de las presentes disposiciones los extranjeros' que 
lleguen ai país, con conocimiento anticipado del Poder Ejecutivo, 
en misión científica, intelectual, cultural"b~Mé~ es t u ti io» a cuyo efee- 
to se dará conocimiento a la Dirección de liimigració n. Esta dis¬ 
posición se hac e extensiva a los dipl omático^ y personal a su ser¬ 
vi cio" (art. 16), e ximiéndose por el art. ¿¿ letra "A) (7o] cíe] tlc- 
creto, a las personas de que trata el art. 16, citado, de la retención 
del pasaje, así como a “ los artista* con pasaportes colectivos, ore - 
via responsabilidad de sus representantes respecto del cumpli¬ 
miento del artículo 21 si se comprobare la ausencia de alguno en 
el momento del reembarco" (C) y a*“las delegaciones deportiv as 0 
(D) (mismo artículo). 

115. Pasajeros en tránsito. De creto de 23 de no viembre de 1937 

y 25 de octubre de 1938. —MSI decreto de 23 de noviembre de w 
regulaba por su articulo 18 el pasaje en tránsito por la República, 
habiendo sido modificado por el decreto de 25 de octubre de 1938 
en la siguiente forma: Agen tes Consulares de la Repúblic a 

pod rán autorizar el pasaje^eñ “fráiisito por el territorio nacional — 

(75) Sobre este punto, v. decretos de 6 y 9 de setiembre de 1932, y de 24 
de enero de 1934; asimismo, disposiciones de hecho adoptadas por el Ministerio 
de Relaciones Exteriores (Mensaje del Presidente de la República a la Asamb’ea 
(leneral 1939 y 1940 ps. 6 y 7 ss., respectivamente). 

(76) El art. 3.° del decreto de 6 de Setiembre de 1932, es el antecedente do 
estas normas. V., asimismo, infra, art. 3.° del decreto de l.° de agosto de 1940 en 
5 122 . 
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concediendo al efecto |fíia ^certificación de viaje^y- de las personais- 
que justifiquen previamenteTXj Pod erle se m fiarcar en el país don¬ 
de declaran dirigirse; y B) Poseer el pasaje correspondiente Üi el 
vapor que deba conducirlos ai piíerfo“3e destino o, en su defecto,, 
una declaración de la compañía o agen cía ^naviera local en que se 
baga constar que el misJmo ha sido reservado por la Agencia corres¬ 
pondiente de Montevideo’ 7 (art.-2. 9 ) v “Al arribo al Uruguay de pa¬ 
sajeros en tránsito e! Ins pector de Des embarco de ia Dirección de 
Inmigración les retirará sus respectivas documentaciones,'‘¿uva de- 
\^uciÓTr - ^ J efectuara~ en el acto del reembarco^ X^ r t- 32). “Las 
Ag£TTCiay narlTfa^dFlos valores TJtí‘érTrííUTüzcán pasajeros en tran- 
sito a la República, serán responsables sobre la permanencia y sa¬ 
lida de los mismos del territorio nacional dentro del plazo fijado 
por el art. 19 de la reglamentación de 23 de noviembre de 1937 (77) ; 
obligándose en caso de infracción de las disposiciones precedentes, 
.al pago de las multas legales correspondientes y al reembarco a 
costa del pasajero que no pudiere o deseare continuar su viaje” 
(art. 4. 9 ). El decreto de 12 de junio de 1940 modifica, asimismo, el 
referido art. 18 del decreto de 23 de noviembre de 1937, disponien¬ 
do: “Los pasajeros de ultramar en tránsito o con pasaje de retor¬ 
no, cualquiera sea la clase en que viajen, podrán desembarcar en 
el país siempre que exh iban su pasaje, de retorna o para el puer¬ 
to de destino. Dicho pasaje será retirado por el Inspector de Des¬ 
embarco de la Dirección” ele inmigración” eTectuancfose ~súbele vo 1 íf- 
cióiT élT ti aeLu déi leeiiibarco” (art. L 9 . primera parte). 

11 6h Ley N. ? 9604. Decreto 4 diciembre de 1935. — 

R eiativameme^á los turistas la ley N. 9 9604 de 13 de octubre da 
1936 los declaró exceptuados del régimen instituido por la jnisma, 
debiendo estarse en cuanto a su entrada a lo que dispongan leyes 
especiales (78). Administrativamente se ha dispuesto que “los 
Có nsules Nacionales establecerán en los documentos d e los pa¬ 
sajeros embarcados como turistas, su~'condición de tales previa 

(77) El decreto de 23 de noviembre de 1937, establece: “Art. 19. A los efectos 
de establecer el control sobre los pasajeros en tránsito o de retorno, cualquiera sea. su 
calidad, la Dirección de Inmigración estampará en la documentación un sello- 
Conde conste tal situación, fijándose al efecto en 30 días la permanencia de es¬ 
tos pasajeros en el país, plazo que será renovable ante la Dirección de Inmigra¬ 
ción. Negada la renovación la Compañía de vapores queda obligada a la re¬ 
conducción del pasajero”. 

(78) ' Art. letra D) última parte, y decreto de 29 de diciembre de 1936 
art. l.°, letra F). Las leyes especiales a que se remite la ley no han sido dibtadas 
hasta la fecha. 
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c o mprofeaciori dejarte dé las Cónsuk,, d e la posesión de bienes 
" Uae e ^ a en el pai r ^Cencía. E l Wta ~ ¡Tra n, rm .n dt 

■ PF 5 renovabIe el ' permiso ante la Dirección 
de inmigración (art. 17), exceptuándose de la retención del na- 
SEy^aJosJnmtas cuya calidad de tales baya sido pinamente jL- 

res p«,ivos V de acuerdo el 
articulo 17 o por instituciones nacionales bajo cuyo patrocinio 

m /tó en i aS , Carri ' en ^ es de tunstafi extranjeros” (art. 22. letra 
E) (79). El decreto de 4 de diciembre de 1935 preceptúa que “los 
pasajeios de vapores que toquen los puertos de la República en 
carácter de crucero de turismo, podrán desembarcar lbremente 
Siempre que la autoridad del buque presente una declaración de ía’ 
Vmpanu visada por el representante consular en ei puerto de ini¬ 
ciación de! crucero, especificando la finalidad de viaje” (art. 1/'). 


11/. Resolución de 30 de diciembre de 1932 sobre les extran¬ 
jeros procedentes de la Argentina en 2.? y 32 clases _ La reso 

lucion de 30 de diciembre de 1932, por su parte declaraba “que I 

de SóO C ° n Óh termm ° S de '. :irtiClll ° 6 ’" de la !e -v de 18 de junio 

pasai^^ J U Í é ^ S '~ ¥ £ ' „ <:9?aSI f^ < j ?a ' ] os 

residentes 1 A ' ° ^ c aSe ^ nica equivalente, los extranjeros 

’ d en la Argentina, que exhiban su pasaje de vuelta v u.n 
documentación pertecta para su retorno. E L facilidad 
mente para tos vapores fluviales y por el término de cna'tro me- 

' L { ‘\ n ‘ , I ara Militar el control de los funcionarios de 

visita, las autoridades del traque deberán clasificar con dos listas 
e pasaje que conducen consignando en una, los datos de los que 
poseen pasajes de vuelta, estableciendo‘además su destino e„ M im . 
tevideo, sea domicilio particular u hotel o pensión, y e n la otra 
los pasajeros de 2» y 3.* clases y la clase única equivalente v míe 
deberán exhibir su documentación de acuerdo con las disposicio¬ 
nes vigentes (art. 22). “Los pasajeros de trasbordo provenientes de 

banxirse^s^no 11 !! COnSlderados 001110 inmigrantes, no pudiendo em- 
1 no P° seetl su documentación en forma” (art. 32). 


90 , Í8 i. Con y nl ° con Brasil para el fomento del turismo. — El 

á.n'éí i’" 6 '; í e , 1933 f e concluyó un convenio sobre turismo, 
^ n el brasil, que fue aprobado por ley N2 9477, de 29 de mayo de 

Sdas P SSeL Cl 20 ^ dÍCÍCmbre dC 1937 ’ principales 

» z, “:: r :vs* b rr^:sr r,s '* 22 *> -.- 
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“El Gobierno de la República Oriental dei Uruguay y el Go¬ 
bierno de la República de los Estados Unidos del Brasil se com¬ 
prometen a gestionar la supresión de cualquier impuesto o tasa 
que grave la salida o entrada de turistas procedentes de sus países" 
íartículo I). "Cada una de las Partes Contratantes tomará, en con¬ 
secuencia, las providencias necesarias para que los nacionales de 
la otra, de ambos sexos, y de cualquier edad, que no sean inmi¬ 
grantes y procedan directamente del territorio de su país de ori¬ 
gen, puedan penetrar en su territorio munidos sola mente de s u 
p asaporte nacional válido, a compañado sólo de los documentos 
sanitarios. 

U r Tanto los pasa-po rtes, individuales o colectivos, como los 
demás docmneittos de los turistas serán vi sados gratu itamente por 
la autoridad consular. 

22 Sólo excepcionalmente podrán las autoridades consulares 
exigir otros documentos, cuando tuvieren razones para sospechar 
que el portador dd pasaporte es indeseable, según las leyes del 
país a que se destina. 

3. 9 Tal exigencia no podrá, entretanto, ser hecha, en ningún ca¬ 
so, cuando se trate de persona que ejerza alto cargo público, o de 
elevada representación social, o presentada por cualquier entidad 
de turismo de reconocida idoneidad, 

4. 9 La visación del pasaporte de turista, que tiene prefe¬ 
rencia sobre cualquier otro acto consular y que podrá ser conce¬ 
dida independientemente de la presencia, en el Consulado, del por¬ 
tador del pasaporte, será válida por tres meses, después de los 
cuales podrá todavía ser renovada por un plaza máximo de tres 
meses, por la policía del lugar en que se encuentre el turista, la 
cual, a su vez, podrá pedir la visación previa de las autoridades 
consulares del país que emitió el pasaporte. 

5 9 Cada pasaporte de turista llevará en lugar visible al lado 
de la visación, la indicación, con sello de la palabra ti trjsf p. 

62 Los pedidos de visación para tales pasaportes podrán ser 
hechos por intermedio de las compañías de navegación o agencias 
de turismo a las Cuales los Consulados suministrarán las fórmu¬ 
las impresas necesarias, dispensándose, igualmente, para tales pe¬ 
didos Jas fotografías exigidas para los demás” (Artículo II). 

1 19. La VII Conferencia Internacional Americana y el fo¬ 
mento del turismo. — En la 72 Conferencia Internacional Ame¬ 
ricana, Montevideo, 1933, fué aprobada, con fecha 23 de dictem - 
bre, una recomendación relacionada con el "fomento del turismo” 


que, entre otfas medidas, involucra: l. 9 ] tliminacióiL J il ^ k) S .*xc(|in- 
sitos y trabas e n go rr os as,; acti uü mmU^im..v^^ 

sapo ríes y visacio nes; 22 ia determinación del carácter de turista 
por los gobiernos americanos reconocientlo como tal a tod o nac ió* 
nal o a los evtr^q j epos rnnfr i irp-n* l ~i i 

penetren en el territorio de otro sin ánimo de permanecer y con el 
único propósito de visitarlo y disfrutar de sus ventajas y agrados; 
32 promover la extensi ón a todos los países americanos de las J a- 
cilidade^ esta blendas en acuerdos y convenciones entre los país es, 
tales como ia re:leñtehieivt^ S tt5gTfpta enTre Brasil y Argentina ,( fiO} ; 
o por actos administrativos de” otros Estados, que reducen a un mí¬ 
nimo los requisitos y gravámenes al turista; recomendando el 
establecimiento del pasaporte de turista propuesto por la delega¬ 
ción uruguaya, expedición y visación consular gratuitas; adopción 
ce medidas para estimular la realización de una gira turística "a 
manera de embajada de amistad, a los países de la Unión Panameri¬ 
cana"; recomendando el establecimiento de oficinas o comisiones 
de turismo, y. a la Unión Panamericana, la formulación de un plan 
de cooperación interamericana para el fomento del turismo en el 
continente (numerales 42 a 72). 

120. La Conferencia Comercial Panamericana de Buenos Aires 
y el pasaporte de turismo. — El Convenio celebrado en la Conté - 
renda Comercial Panamericana de Buenos Aires, de fecha 19 de 
junio de 1935, desarrolla lo relacionado con la creación del "Pasa¬ 
porte panamericano de Turismo", aceptándose para la calificación 
del turista, los siguientes elementos que se considerarán en las leyes 
de las partes contratantes?: A) El turista deberá tener su residen cia 
en cua lquiera de los P a i ?n btQU,, de ,] a, Unión^ Panamenc^ua» 

con intención de no abandonarla; B) El objeto del viaje podrá sel*: 
recrearla ncs - MiHl trgtesTestudios, negocios, salud etc.; pero sin que 
sus actividades en el país tengan como fin directo obtener ingre¬ 
sos para su sostenimiento y permanencia; G) Esta será siempre de 
carácter limitado y con opción a prórroga igualmente limitada de 
í .cuerdo con las leyes del país (I) ; comprometiéndose a gestionar la 
supresión de cualquier impuesto o tasa directos o indirectos que 
graven el turismo en-los países signatarios de esta convención 
(lí); creando y adoptando el “Pasaporte panamericano de turis- 


(80) La Convención aludida ha sid-o aprobada por la República de ln-¡ hs- 
tedos Unidos del Brasil por Decreto N.° 24.393, de 13 de junio de 1934. 
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mo" y precisando las normas pertinentes relativas, a requisitos, ex¬ 
pedición y visación, etc. (81). 

121. Circular de 17 de diciembre de 1938, sobre turistas. — Lia 

circular de 17 de diciembre de 1938, expedida por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores a los Cónsules de la República, dispone que 
*‘no autorizarán (los Cónsules) viajes como turistas sino en el caso 
de que se tenga la convicción del regreso del viajero, y >en ninguna 
forma, podrán hacerlo cuando se trate de personas que por razo¬ 
nes notorias, de carácter político, religioso, etc. (caso de los judíos 
originarios de países donde se realiza política antisemita), se ¿epa 
que no podrán retornar. Asimismo deberán explicar en cada caso al 
Ministerio los elementos de juicio habidos para extender tales auto¬ 
rizaciones’ 1 (82), habiendo sido aprobadas estas medidas adoptadas 
por la cancillería con carácter de emergencia, por resolución del 
Consejo de Ministros de fecha de enero de 1939. 

122. Pasajeros procedentes de países americanos. Id. de la Ar¬ 
gentina, decreto de 1." de agosto de 1940. — Regímenes especiales 
regulan lo relativo a la entrada de pasajeros procedentes de países 
americanos, que dispensan franquicios a 1 Q£. uruguayos. Así, el de¬ 
creto de 1A íT é''ág'ólsto (le 1940 resuelve lo relacionado con el ingre¬ 
so al país de los extranjeros procedentes de la República Argentina, 
disponiendo: “Los pasajeros pr ocedentes de la República Argenti¬ 
na, cualquiera sea la clase en que viajen, que no tengan ciudadanía 
natural o legal argentina, podrán desembarcar en territorio nacio¬ 
nal, siempre que justifiquen hallarse comprendidos en alguno de 
los casos que siguen: A) Los que se hallan autorizados por la auto¬ 
ridad consular uruguaya, que se acreditará por la posesión del pa¬ 
saporte visado o del respectivo certificado de viaje. B) Los que 
tengan una residencia no menor de dos años en aquel país. Este 
extremo se consideTárá justificado por la posesión de la Cédula de 
identidad argentina expedida dos años ante s de la fecha" HeT viaje, 
o im_ cerificado extendido por la autoridad competente de dicho 
país, que así lo establezca. En este último caso, será asimismo exi¬ 
gida la Cédula de Identidad. C) Los que estén legalmente radica¬ 
dos en la República. La Dirección de Inmigración expedirá las 
constancias correspondientes especificando, en cada caso, la fecha 
en que expira el plazo acordado al viajero por las disposiciones res- 

(81) En materia de pasaportes, ver además parágrafos 148 y siguientes. 

182) Ver asimismo, Circulares de 12 de noviembre de 1937 y posteriores, 
en "Contribución, etc.”, pág. 191 y siguientes. 


pcctivas para permanecer en el país, después de lo cual no será ad¬ 
mitido el regreso del misino 1 ’ (art. 17). “Los extranjeros que, de¬ 
bido a sus actividades personales, deban efectuar con frecuencia 
viajes al Uruguay, podrán "obtener un permiso especial, que al efec¬ 
to expedirá la Dirección de Inmigración, previa justificación sa¬ 
tisfactoria por los interesados del motivo e interés de tales viajes. 
Dichos permisos serán válidos por tres meses 1 ' (art. 27). “Los emy 
resarios de espectáculos públicos de carácter artístico, cultura l, 
deportivo, etc., establecidos en la República, que g#*4¡onen la auto¬ 
rización de entrada dé compañías o personas por el lo *., con tratadas, 
deberán presentarla solicitud correspondiente ante la Dirección de 
Inmigración especificando los nombres, edad, nacionalidad y do¬ 
cumentación personal de cada uno de los integrantes del grupo res¬ 
pectivo, previa responsabilización por los misinos sobre el cumpli¬ 
miento de lo determinado en el artículo 21 de la Reglamentación 
de 23 de noviembre de 1937“ (83). “La Dirección de Inmigración 
extenderá sin más trámite el permiso del caso 11 (art. 37) (84). 

123. Decreto de 12 de junio de 1940. Ciudadanos argentinos o 
naturalizados. — Respecto de los ciudadanos argentinos o natura¬ 
lizados ísu entrada al país está reglada por el Decreto de 12 de ju¬ 
nio de 1940 en cuanto dispone: “Los ciudadanos argentinos o natu- 
i ajizados bastará que comprueben su calidad de tales, sea por la 
Libreta de Enrolamiento o por la Ce dida d e Identidad’ 1 . 

124. Decreto 17 de agosto de 1940 sobre régimen para los na¬ 
cionales brasileños. — El Decreto de 17 de agosto de 1940 prevé el 
régimen aplicable a los nacionales brasileños. Dispone que En lo 

t 

(83) El art. 21 del Decreto de 23 de novfc-mhre de 1937. dispone: "Si al 

vencimiento del plazo señalado en el artículo 19 (V.. este artículo en nota 77) 

tas pasajeros que Índica el articulo 18 no se hubieran reembarcado, la Dirección, 
■le Inmigración comunicará el hecho a la auteridad policial y convertirá ante la 
agencia respectiva, el pasaje cu el importe correspondiente, el cual sedá vertirlo 
f n la Insecesión G* de Marina No obstante, si apareciera el pasajero, 1-a su¬ 
perioridad resolverá sobre su reembarco”. 

(84) Esta disposición sustituye en su parte pertinente al Decreto de 12 

di junio de 1940, que, modificando el artículo 18 del Decreto de 23 de no¬ 
viembre de 1937, disponía al respecto.los pasajeros procedentes de la Re¬ 
pública Argentina, cualquiera sea la clase en que viajan, que no tengan ciuda- 
danía natural o legal argentina, podrán desembarcar siempre que justifiquen una 
residencia no menor de dos años en aquel país, y porten la respectiva cédula 

de identidad”. Es de observar que el artículo 18 del Decreto de 23 de noviem¬ 

bre de 1937 regía solamente para los pasajeros de clases inferiores a 1* y no 
ej tabléela el régimen a que estarían sometidos los ciudadanos naturales o legales 
argentinos. 
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sucesivo, los nacionales brasileños residentes en su país, podrán vi¬ 
sitar el territorio nacional como turistas o en cualquier otro carác¬ 
ter de permanencia transitoria, con su pasaporte o cédula de iden¬ 
tidad expedidor por autoridad competente, y la certificación consu¬ 
lar de viaje, que les será extendida en forma gratuita" (art. 1/), 
"A los nacionales brasileños residentes en las ciudades o localida¬ 
des fronterizas con la República, que deseen pasar al territorio 
nacional para ia atención de los intereses o vinculaciones propios 
de su estado de vecindad, solamente les será exigida la cédula de 
identidad" (art. 2o). "Sólo excepcionalmente podrán las autorida¬ 
des consulares de la República exigir otros documentos que los 
determinados en los artículos precedentes, cuando tuvieren razo¬ 
nes para sospechar que el portador del pasaporte o cédula de iden¬ 
tidad es indeseable, de acuerdo con las leyes nacionales" (art. 
32) (85). 

125 Tratado de 26 diciembre de 1938 y decreto de 14 de febre¬ 
ro de 1940. Régimen para los paraguayos. — 1Í1 decreto de 11 de 
febrero de 1940, dictado en vista de lo dispuesto por el art. 12 del 
Tratado de Comercio y Navegación suscrito por el Uruguay con 
Paraguay el 26 de diciembre de 1938 y en ei que se establece que 
"habrá libertad de tránsito terrestre y fluvial entre la República 
Oriental del Uruguay y la del Paraguay tanto para las personas 
como para las mercaderías... 51 , dispone: "La Dirección de Inmi¬ 
gración admitirá libremente la entrada al país a los ciudadanos 
paraguayos que exhiban ante las autoridades del Uruguay su cé¬ 
dula de identidad expedida por la policía de dicha Nación, sin ne¬ 
cesidad de visación o autorización consular, o cualquier otro re¬ 
quisito" (art. 12). "Igual beneficio disfrutarán los extranjeros con 
más de dos años de residencia en el Paraguay; pero deberán ex¬ 
hibir además de la cédula de identidad, un certificado que acre¬ 
dite su residencia por el tiempo fijado y su arraigo en el país, tam¬ 
bién otorgado por las autoridades policiales, entendiéndose p'OT 
arraigo el hecho de que el extranjero sea dueño de bienes en el 
Paraguay y se halle vinculado al país por lazos de familia" (art. 
22 ) ( 86 ). ' 

126. Decreto de 12 de junio de 1940 y régimen para los eluda- 

(85) Este decreto ha sido dictado a título de reciprocidad, en vista del 
decreto-lev brasileño de 14 de febrero de 1940, que acuerda franquicias ais 
nacionales uruguayos que deseen visitar Brasil. 

(86) También por reciprocidad y por 1 s nr,sinos fundamentos, el Dccrg- 


dañc's de otros países americanos. — El Decreto de 12 de junio de 

1940, antes citado, dispone, además, que el mismo régimen de fran¬ 
quicias comprende a los naturales o naturalizados, debiéndose 
acreditar está calidad por la libreta de enrolamiento o la cédula de 
identidad respectiva. 

127. La ley N2 8312 y el régimen de entrada en época de élec- 
ciones. — La ley N2 8312 de 17 de Octubre de 1928 sobre eleccio¬ 
nes, establece una exigencia más, de naturaleza especial en ma¬ 
teria de entrada ai país, que afecta tanto al ingreso definitivo como 
A temporario, al disponer que "toda persona de sexo masculino (87), 
mayor de 15 años, que quiera ingresar al país por vía fluvial du¬ 
rante el día de una elección y los cuarenta y cuatro días anterio¬ 
res, deberá declarar su nombre y apellido y justificar su identidad 
ante los funcionarios que la Corte Electoral designe al efecto, quie¬ 
nes 'tomarán lasi impresiones dígitoipalmares del áfihteresado. La 
edad se determinará a juicio de los funcionarios electorales. Las 
disposiciones de esta ley no comprenden a los funcionarios y al per¬ 
sonal que prestaren servicios en las embarcaciones sujetas a fisca¬ 
lización siempre que dicho personal estuviera inscripto en los role9 
respectivos con anterioridad al 12 de setiembre de 1928" (art. 3. 9 ). 
"La Corte Electoral nombrará Fiscales con el fin de verificar la en¬ 
trada al país de las personas comprendidas en el artículo 32 y rea¬ 
lizar su identificación. El nombramiento de estos fiscales será revo¬ 
cado cuando lo pidiere la autoridad política que lo hubiera propues¬ 
to. Estos fiscales no podrán seguir ejerciendo sus cargos después 
del día de la elección ni ganar más de ciento cincuenta pesos, como 
única remuneración por todo el periodo de sus funciones 55 . (Art. 52). 
“Queda prohibida la entrada de las personas que no cumplan las 
disposiciones del artículo 32 (art. 6. 9 ) (88). 


to del Gobierno Paraguayo de fecha 20 de junio de 1940., concede análogas fran¬ 
quicias a los ciudadanos uruguayos y a los extranjeros residentes en el Uruguay 
con más de dos años. 

(87) Esta disposición debe considerarse extendida a las mujeres de acuer¬ 
do con lo dispuesto por la Constitución de la República (Sección III). 

(88) En cumplimiento de esta ley la Corte Electoral ha dado instrucción 
al personal encargado dé esos cometidos de identificación, en diversas oportu* 
ridades, solicitando la cooperación de la Presidencia de la República. Por Men¬ 
saje de 15 de octubre de 1930, se daba cuenta del procedimiento a seguirse p<vr 
los Fiscales encargados de fiscalizar la identidad de las personas que ingresan 
al país, expresando que “después de proñtuariar a las personas que corresponda, 
entregarán a los que se encuentren en condiciones de desembarcar un boleto el 





128. Visita de inmigración. — Con relación a la visita de in¬ 
migración practicada al arribo de ¡os buques y demás elementos de 
transporte que con fines sanitarios, policiales, de inmigración pro¬ 
piamente dichos, y otros, se realiza, de acuerdo ai régimen nacional, 
deben tenerse especialmente presentes, además de las disposiciones 
inmigratorias ya referidas, los Decretos de 21 de mayo de 1902, so¬ 
bre Reglamento de Sanidad Marítima (.Capítulo 111} ; de 20 de di 
ciembre de 1934, modificando disposiciones vigentes sobreja mate¬ 
ria, (Capitulo II, ya referido); de 21 de noviembre de 1935, sustitu- 
tivó del Capítulo III del de 21 de mayo de 1902, antes citado, y ar¬ 
tículo 26, en especial; y de 26 de junio de 1941 autorizando a la po¬ 
licía para aumentar eí número de funcionarios de su dependencia 
que deben concurrir conjuntamente con otros servicios públicos en 
el momento de la visita de inmigración. 

129. Régimen para yachts y embarcaciones de deporte. — Me- 

sdidas especiales rigen lo relativo a la entrada y despacho de yatchs 
v embarcaciones que gozan de privilegios acordados a las embar¬ 
caciones afiliadas a ios clubes náuticos que podrían —como justa¬ 
mente ha sucedido en el caso que da mérito a la disposición de que 
se trata en este parágrafo— prestarse al traslado de pasajeros clan¬ 
destinos, en el sentido de que esas embarcaciones, procedentes o con 
destino a puertos extranjeros, deben presentar, por los respectivos 
capitanes, sus roles ante la dependencia de la Prefectura General de 
Puertos para la debida verificación (Resolución de 13 de febrero de 
1941, modificativa del articulo 2.'-' del Decreto de 11 de agosto de 
1908, que exime de los requisitos establecidos para los buques mo¬ 
cantes, asi como también de afianzar sus buques, al “Yacht Club 
Uruguayo). 

130. Resolución de 31 de julio de 1941 sobre suelo de aviadores 
civiles. — La Resolución de 31 de julio de 1941 aprobatoria de a 
Reo-lamentación del vuelo de aviadores civiles y de los procedentes 
del exterior, en aeródromos bajo jurisdicción militar, dispone que 

cual deberá ser entregado por el interesado al personal de la Poliria Mjhima, 
a fin de que esta autoridad permita que desembarquen as referidas percas . 
E„ Mensaje posterior, de fecha 6 de octubre de 1932, redando 

tos que los anteriormente referidos, solicitaba del Poder Jecut.yo, ademas la no-. 
mina del Cuerpo diplomático y consular áefedítaderén' el país y nue-poseai c - 
” 1 ¡pt„aL P de¡d.1, de d»e FUcal,, - 

n ra entregarles la tarjeta de desembarco Hacia saber, asimismo, que el peí si 
ral diplomático y consular que perteneciera a nuestro país y radicado en e e*. 
t railj ero debería someterse a las prescripciones de la ley. 


■cuando se trate de la llegada de aviones procedentes del exterior, 
militares o civiles, en caso de que no exista en la localidad repre-ien- 
tante de la Aeronáutica Civil o no se halle en el aeródromo, deberá 
procederse en la forma que indica, según la circunstancia: "El- avión 
tiene la autorización para entrar en el país y los documentos de 
.d bordo en regla. La Autoridad del Aeródromo autoriza la continua¬ 
ción del vuelo, salvo que la partida no se realice de inmediato y el 
representante de la Aeronáutica Civil tenga tiempo de concurrir, sin 
perjuicio para la oportuna continuación del vuelo” (C). “El avión 
i'° tiene autorización para entrar al país o su s documentos de a 
bordo o los de los pasajeros, no están en orden. La autoridad del 
aeiódromo detiene al avión, a los tripulantes y a los pasajeros, dan¬ 
do aviso al representante de la Aeronáutica Civil, si existe en la 
localidad, y en caso contrario a la Dirección de la Aeronáutica Ci¬ 
vil y a la Policía, a los efectos que hubiere lugar” (D). “Todas las 
comunicaciones en estos casos, se harán por teléfono o telégrafo, si 
las distancias lo requieren, y con carácter de urgentes” (art. 79). 

131. Conferencia Sudamericana de Policía de 1920. _ En ma¬ 

teria internacional el Lruguay ha suscripto algunos Convenios que 
dicen relación con .el punto que se examina. En la Conferencia de 
Policía Sudamericana de Buenos Aires, de 1920, en el punto III, 
sobre entrada de extranjeros, se han recomendado las siguientes 
indicaciones, entre otras: impedir la e nt rada al na i* de los extran- 
jeros _C]iie no exhiban cerificado firmado por la autoridad policial” 
«el pin ito de embarque y co nvenientemente visado, probando míe 
dtira nte los último s cinco ano s 1i an ejcreída, pr oferirán, lirin. y 

no se trataTT individuos peligrosos (59}; y adoptar las medidas 
nec rwi 'i nu pina dm rrtlTIT tr lgS exigencias ~bre .documentación qiai i- 
s e trate de pasajeros en tránsito, considerándose como talesT a 
lof; que no permanezcan en el oaís~más...de treint a. días (79! (Con- 
c i u ? irmrs'n- —- 

132. Conferencia Internacional Americana de 1928. — La Con¬ 
vención sobre Condición de Extranjeros aprobada en la Sexta Con- 
ierencta Internacional Americana de La Habana-, en su sesión de 
18 de febrero de 1928,. ratificada por el Uruguay por Decreto-ley 
Numero 8955 de 5 de abril de 1933, dispone que los Estados tienen 

der echo rio «iaihlar-Pr f ] f | r ,- es la7..cn »fTT7¡„„Lr á*me n 

tradSyregi ciencia de los extranjeros en sus territorios (art. 1.) (89). 


i K 0 Complementariamente, deben tenerse presente otras normas de carác- 
ItM internacional, en especial las que surgen del .Convenio Internacional sobre 
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133. Resoluciones III y IV de la Reunión Regional de Rivera.- 

—La Reunión Regional relativa a la Entrada y Salida de Personas y 
Tránsito Clandestino a Través de las Fronteras, celebrada en la ciu¬ 
dad de Rivera en los días 21-,2.6 de setiembre de 1942, aprobó dos Re¬ 
soluciones presentadas por la Delegación Uruguaya sobre el pun¬ 
to que se analiza en este apartado, tendientes a restringir el in¬ 
greso de personas a los respectivos territorios. 

134. Tránsito de nacionales y naturalizados o ciudadanos le¬ 
gales. — Por la primera de las expresadas Resoluciones, se pre¬ 
conizan restricciones al tránsito de nacionales y naturalizados o* 
ciudadanos legales conforme al siguiente régimen: L 9 Los nacionales 
y natu ralizados q ciudadanos l egales de yaáa MÍá representadlo, 
podrán visitar el territorio"de cualesquiera díi demás como,turistas 
o en cmritquier otro carácter de peruianeada^ransitoria, mediante la 
exhibición de la sig uien te docuincmLldoii : a) Los documentos exigi¬ 
dos por la legislación o conveni os interna ci onales,jdg cada paísade- 
níás, b) Un cer tificado especiar con validez de tres meses, reno ¬ 
vable por igual tiempo, expedido por el Cónsul"" dél ffiUs. ele oé sn- 

inmigración concluido en Montevideo por la Conferencia de Ministros de Ha¬ 
cienda de Argentina. Boiivía, Brasil. Paraguay y Urugu^ dL ^ 

1939, En el expresado Convenio se preceptúa: “La* altas partes contratantes 
acuerdan realizar todos los esfuerzos para inqíedir el pasaje por sus fronte¬ 
ras a personas carentes de los documentos necesarios, de conformidad con las 
leves vigentes en cada país, así como a otras notoriamente conocidas corno por¬ 
turbadoras del orden público o que por sus antecedentes fueren consideradas in¬ 
deseables” (Primero). “Que la inmigración debe ser fiscalizada por el Estado, 
oonsíderándose. “indeseable al extranjero que uo sea fisica y moralmente sano 
conforme a las respectivas legislaciones nacionales*' (Segundo). Acordando po¬ 
ner en práctica las siguientes medidas: **&) Los extranjeros serán clasificados 
t:n dos categorías según se propongan ingresar al país con carácter permanente 
o transitorio i b) La autoridad consular al visar o espedir la documentación de 
un extranjero que venga a radicarse permanentemente en el territorio de t(no 
de los países contratantes, deberá tener en cuenta las exigencias a que se con¬ 
trae el art, 29; c) los extranjeros al ingresar al territorio de alguno de los paí¬ 
ses contratantes, deberán ser ti sea'izados por las autoridades competentes de con¬ 
formidad con las leyes respectivas*’ (tercero); disponiendo que las Altas Partes 
contratantes facilitarán el tránsito de pasajeros, de acuerdo con sus respectivas 
leyes, decretos o resoluciones (quinto) ; y declarando abierto este convenio a la 
adhesión de cualquiera de los demás países del continente americano (sexto): 
Esta misma Conferencia recomendó: ‘‘Que los Gobiernos de los países repre¬ 
sentados en la Conferencia adopten medidas tendientes a identificar y registrar 
a los extranjeros que ya residan o ingresen para establecerse con carácter per¬ 
manente en territorio nacional; y que se propenda a que la visación o expedición de 
la documentación de les extranjeros sea realizada por autoridad consular de pro 
supuesto o de carrera (2.° y l. 9 respectivamente). 


tío y comprobatorio de que el interesado no integra orgamzacio¬ 
nes sociales"o^potitica s que, por medio de la violencia, tiendan a 
la destrucción del régimen democrático-repu blicano d e Gobiern o. 

Dicho certificado, que se expedirá gratuitamente» especificará, 
.además, íois motivos del viaje, el tiempo que se piensie permanecer 
-en el país, y el lugar en el que se residirá. 2. 9 Los nacionales y na? 
turalizados o ciudadanos legales de cada país aquí representado, 
domiciliados, ^cu las "zonas fronterizas” con el país al que deseen 
pasar para la atención de los interess o vinculaciones propios de su 
estado de vecindad y situados en dichas zonas, podrán hacerlo, con 
exhibición de los documéntos siguientes: a) Los docu mentos_ex i* 

y además, b) “Un certificado policial” expedido por las autor!- 
Mades del país de origen, válido por tres meses, CQiiiprulaU>i-iu (fe- 
domicilio *y ele Tas vinculaciones o intereses referidos en este ar¬ 


tículo, así como de~pertenLfíeí“déLThtefesacfo á* "ninguna es¬ 
peci e de orga nismos sociales o políticos quq, por ,medio de la vio¬ 
lencia, tiendan a destruir el régimen democrático-republicano de 
gobierno. Los Gobiernos de los países determinarán, por actos bP 
laterales, atendiendo a las características geográficas de la región, 
los límites de las zonas fronterizas” a que se refiere la parte pri¬ 
mera de este artículo. 3." Las exig encias de los artículos l, 9 y 
29 no regir án para los menores que no hubieren nnppjidq c.^ tnrrñ 
zños de edad. El viaje de dichos menores debe rá, pin erflfrargo. ser 
autorizado por' el Cónsul del pa J ;s de des tino, si se tratara del in¬ 
greso regulado-por rl artículo 1 7, o permitido medíante la exhi¬ 
bición de un certificado expedido por da autoridad policial del país 
de origen si lo fuere del ingreso previsto' por el artículo 2. 9 ; en am¬ 
bos. a requerimiento del padre, tutor o persona legalmente encar¬ 
gada de su guarda, previa comprobación de que estas últimas no 
son personas integrantes de ninguna especie de organismos socia¬ 
les o políticos que, por medio de la violencia, tiendan a destruir el 
régimen democrático-republicano de gobierno. 4. 9 Los nacionales y 
naturalizados o ciudadanos legales de que tratan los artículos 1 pre¬ 
cedentes quedan obligados a exhibir, ante el simple requerimien¬ 
to de las autoridades competentes del país de destino, la docu¬ 
mentación que respectivamente se les exige para ingresar a él 
por los artículos, l. 9 , 2. 9 y 3. 9 , 5. 9 . La comprobación o conocimiento 
por las autoridades nacionales del país de destino de la circunstan¬ 
cia de que las personas amparadas por el régimen fijado en los ar¬ 
tículos precedentes se encuentran en situación de contravención 
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de las exigencias establecidas, dará mérito a ia revocación de la 
autorización concedida en cada caso y a !a aplicación de las me¬ 
didas pertinentes. 6° Sin comprometer el objetivó r de contralor 
que se persigue, los Gobiernos de los países aquí representados’ 
podrán establecer un rég imen especial para el tránsito de sus na- 
ricíñales**v nahiralifeaflflW o ciud adanos legales a países limitrote~ 
nempnTqueT al lál reamen beneticre excl usivamente a las perso¬ 
nas que ingresen erí~cáTÍ'dad de tem porarios v am_lm.es dejUins- 
m0 ; b T‘ Él turismo sea de fu ndamental importancia para los in¬ 
tereses nacionales; c) Se establ ezca una^delimit ación cíe las 
dentTcTde las cuales s*e podrá tpenLniri_uJ_UJÍtreso en tales cuíl'db- 
ciontlS. LUH OlTbTrrtios"" impedirán la entrada bajo este régimen a 
'¡oda persona de quien se sepa o sobre la cual recaigan sospechas 
1 le que sus intereses son hostiles a la seguridad y defensa del He¬ 
misferio, y aplicarán medidas severas a quienes, habiendo ingre¬ 
sado bajo las condiciones especiales que se establezcan para los tu¬ 
ristas, salgan de dichas zonas limitadas o participen o promuevan 
actividades hostiles a la defensa y seguridad del Hemisferio" (Re- 
solución III). 


135. Tpián'sito ds extranjeros de Estados extracontinentales. ■ 

Por la segunda ele las resoluciones se recomienda ia adopción de 
restricciones a la entrada de extranjeros de Estados extra-lconti- 
nentales, de acuerdo con el régimen siguiente: “Los extranjeras 
de Estados extra-continentales que deseen ingresar con caráctei 
temporario, sean cuales fueren los motivos que determinen sus 
viajes a los países aquí representados, podrán hacerlo con sujeción 
a los siguientes requisitos: a) Los documentos exigidos por la le¬ 
gislación o convenios internacionales de cada país; y, además, b) 
Certificado expedido por Cónsul de Carrera del país de destino que 
acredite que no pertenece^ el interesado a organizaciones sociales o 
políticas que. por medio de la violencia, tiendan a la destineción 
del régimen democrático-republicano de Gobierno, asi como que no 
sustenta ideas o doctrinas conducentes a los mismos fines. Tara tal 
objeto, los Cónsules, además de las investigaciones directas que 
puedan realizar, recabarán informes de las autoridades del país en 
que resida el interesado, antes de otorgar el certificado a que hace 
referencia este inciso; y c) Justificación de los motivo* de viaje y 
declaración del tiempo de permanencia* con indicación de personas, 
que, residentes en el país de destino, puedan deponer sobre los extre¬ 
mos precedentes quedando sometidos a la aphcac.ón de sancio¬ 
nes en caso de informaciones o declaraciones fa^as. 2.- El Agente 
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Consular remitirá esa documentación al Ministerio competente de 
su Gobierní) para que, luego de su examen disponga la autorización 
en el caso, que correspónda. 32 Las autorizaciones de viaje conce* 
elidas por ias autoridades consulares de acuerdo con las exigencias 
ae esta resolución, quedarán sin valor a los noventa días de ser 
Otorgadas. 42 La entrada con carácter definitivo en los países aquí 
representados, queda sometida al régimen común existente en los 
mismos, sin perjuicio del cumplimiento de las exigencias establecí* ■ 
das en los artículos, precedentes'" (Resolución IV). 

,136. Puntos fronterizos de entrada y salida de personas. — La, 

misma Reunión Regional de Rivera recomienda que, de acuerdo 
con las autoridades del país iimítrofe, “el Gobierno de cada Estado 
determine los puntos habilitados para la entrada y salida de persó- 
nas por las fronteras de sus, irespectivos territorios, teniéndose es¬ 
pecialmente en cuenta, en la medida de lo posible las condiciones 
siguientes : a) Coordinación geográfica de los puntos que se tlesig - 
nen por los Gobiernos de los Estados limítrofes para la éntrala y 
salida de personas; b) Naturaleza de la zona<desde el punto de vis¬ 
ta topográfico y de la integración de su población; c) Medios de 
comunicación comunes a los Estados limítrofes en la zona de que 
se trate; y d) Emplazamiento de los funcionarios consulares, de 
inmigración, policiales, aduaneros y demás organismos competen¬ 
tes de dichos Estados. 22 Recomendar que, conjuntamente con la 
medida de determinación de puntos fronterizos, habilitados para la 
entrada y salida de personas, se dicten normas que castiguen a toda 
persona que penetre a los territorios de los Estados por lugares dis¬ 
tintos que los expresamente determinados"'. (Resolución V) (90). 

137. Proyecto de ley de inmigración y entrada y permanencia 
de extranjeros. — Un proyecto de ley de inmigración y perma¬ 
nencia de extranjeros en el país, fruto de la fusión y coordinación 
de los diversos proyectos existentes a estudio del Parlamento, ha 


(90) Por Decreto de 19 de octubre ele 1942. cu atención a que la tjecw- 
ción de las medidas aconsejadas por diversas de las resoluciones de la Reunión 
Ri’Euaiül de Rivera "está supeditada a la ejecución de ciertas exigencias adminis¬ 
trativas internas de orden práctico, que conviene precisar de inmediato a fm 
de que el Gobierno de la República se encuentre habilitado para adoptarlas a la 
brevedad posible”, se designó al Subsecretario del ministerio del Interior y al hmb 
Me del Estado Mayor del Ejército, "enn id cometido de determinar los puntos de 
entrada y salida, convenientes desde d punto de vista nacional", a que hace reír- 
venda d art l.° de la Resolución V, debiendo elevar al Poder Ejecutivo, ^entr j 
de veinte ibas, informe circunstanciado de las conclusiones a que lleguen . 


















— 104 — 


sido aprobado por la Cámara de Representantes con fecha 10 de no¬ 
viembre de 1941 (91). 

Ver asimismo, Capítulo XI, infra. 

(2) Procedimiento para conseguir la admisión 

,138. Requisitos para el ingreso definitivo. — El procedimiento 
para conseguir la admisión está dado fundamentalmente por el De¬ 
creto de 23 de noviembre de 1937, reglamentario de la ley de in¬ 
migración N. 9 2096 de 18 de junio de 1890,y de la “ley de indesea¬ 
bles”, N.o 9604 de 13 de octubre de 1936. La solicitud de ingreso 
debe ser presentada ante la Dirección de Inmigración, “previa jus¬ 
tificación por el solicitante, de residencia, parentesco, conducta pro¬ 
fesión, recursos y cualquier requerimiento legal que se exija al 
respecto cuando los aportados no satisficieren a la Dirección de 
Inmigración. En los casos del artículo 2.* inciso b) (92) se apor¬ 
tará la misma justificación respecto del residente” (art. 3. 9 ). “Se 
adjuntará a la solicitud presentada: l. 9 certificado de profesión, in¬ 
dustria, arte u oficio, así como de los recursos que posee el inmi¬ 
grante y en su caso, el residente. 2. 9 certificado de buena conducta. 

3. 9 certificado de salud. 4. 9 certificado político-social (inc. c) del art. 

1. 9 de la ley N 9 9604) (93). Eas exigencias señaladas en el presen¬ 
te articulo serán llenadas por los propios interesados en llegar al 
país. La documentación referida será acompañada al permiso de li¬ 
bre desembarco una vez concedido éste por la Dirección de Inmi¬ 
gración y será entregada por el inmigrante a su llegada al país, al 
Inspector de Desembarco. La documentación será devuelta al ges¬ 
tionante en ésta en caso de denegación de desembarco, con constan¬ 
cia en la misma de dicha resolución difiriéndose tal entrega en caso 
Se apelación hasta haber sido ésta definitivamente resuelta. Las dis¬ 
posiciones del presente artículo rigen para todo varón o mujer ma- 
por de dieciocho años” (art. 4. 9 ). 

La tramitación del petitorio... está exclusivamente sometida 
a la practica en cuanto al orden de conocimiento de las oficinas per¬ 
tinentes. De acuerdo con sus cometidos respectivos, interviene la 
policía, y en los casos necesarios, el Instituto Nacional deLTrabajo 


(91) V., al respecto el breve análisis del mismo en nuestro artículo “El pro¬ 
yecto de ley sobre entrada y permanencia de extranjeros en el país”, en rev. ‘“Co¬ 
mercio y Navegación”, N 9 1, julio de 1942, Montevideo, pág. 9 y siguientes. 

(92) : Ver este artículo en el § 113 supra. 

(93) V., este artículo, inciso 1 de la ley citada en el § 109, supra. 
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y Servicios Anexados, u otros de los organismos dependientes de 
la Presidencia de la República, según determina el art. 5. 9 del mis¬ 
mo decreto. Concedida la autorización de entrada al país, la Direc¬ 
ción de Inmigración expide el permiso de desembarco ál gestionan¬ 
te ante ella, quien lo hace llegar conjuntamente con la documenta¬ 
ción a poder del interesado. En posesión de estos documentos, de¬ 
bidamente visados por el Cónsul uruguayo en el sitio de origen — 
en los casos en que esa visación correspondiere— y del certificado! 

e viaje, que ese mismo funcionario le expide (94), el inmigrante' 
se embarca, quedando la documentación en poder de las autorída- 
des de a bordo, en sobre abierto, para ser entregada al Inspector 
de Desembarco a la llegada a puerto. 

139. Turistas. El régimen de procedimiento a observarse fin 

estos casos es de orden reglamentario. (Decretos de 4 de diciembre 
de 1935 y 23 de noviembre de 1937, arts. 17 y ss.). 

140. Pasajeros en tránsito. — El procedimiento a observarse en 
glamentariamente también (Decretos de 23 de noviembre de 1937, 
■arts. 18, 19 y 21 y de 25 de octubre de 1938; así como el decreto de 12 
de jumo de 1940) (95). 

141 ' Viajeros. — El procedimiento seguido en el caso está some¬ 
tido a las disposiciones de lo s decretos de 16 de setiembre de 1932 v 23 
de noviembre de 1937”. J 

I 0 t 7 142 ; P fo aj ?n° S o? ret0rn °- ~. E1 deCret ° de 23 de noviembre da 
, arts.lo, 19 y 21 es la disposición que determina el procedimientJ 
" 9 ue s e ciñe la administración (96). 

2, Salida (97) 

a) Ciudadanos — prohibiciones, restricciones y procedimiento 

14-1 Constitución de la República, art. 36. — Respecto de las per- 

VP (94) < t ? eCre L° de 16 de set¡embr e de 1932. El certificado de viaje, puede 
verse en ‘'Contribución, etc.”, op. cit. p. 178, nota. 

Xf ef '- íaS deposiciones en el parágrafo 115, supra. 

hacer nota,- SfÍT' 6 "' V °\' pará * rafos 188 a 192, inclusives. Es de 
,, rr " r qUa , et ! b que <■*“ r °lacion con el uso del pasaporte como documento 
ecesano para el ingreso de personas a! pais, a pesar de tener una imnortanm 

norma C T ^ - y ^ ' laber sid ° a ese t!tu, °' «cogido en alguna que otra 

c^S ar™; et ^™ ra i VO / V - » Eíempl() de 18 

E a torilmente L L ' ’ I ^ Islaclon . ”™ít«aya no exige ese documento obli- 

L, V , ’ P J a ° de “ tar P rev 'sto lo relacionado con su visación y de-' 

rido XVn T í e " ,as disposiciones consulares. (En este sen- 

ver Decreto de 17 de enero de 1917, arts. 93-101) V 

(97) Ver nota 66 supra. 
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sonas, en general, no existen disposiciones prohibitNas ni restric¬ 
tivas de su salida, excepto la parte del artículo constitucional ci¬ 
tado en el § 103, supra, en cuanto dispone . .observando las leyes- 
y salvo perjuicio de terceros" (art. 36), limitación esta última 'de 
orden estrictamente constitucional por la cual debe entenderse "el 
arraigo judicial de donde se sigue que la limitación no regiría 
más que para la salida del territorio nacional de un individuo, y 
recayendo sobre los bienes” (98). 

144. Tráfico clandestino d£ billetes y valores nacionales 1 , — 

Una restricción de carácter muy especial, tendiente a evitar el 
tráfico clandestino de billetes y valores nacionales en detrimento 
de la divisa del país ha sido establecida por disposiciones adminis¬ 
trativas. No pueden, en efecto, las personas que se ausenten del 
país llevar más de la suma de "dos mil pesos en billetes del Banco- 
de la República o su equivalente en divisas extranjeras, debien¬ 
do recabarse por sumas mayores la previa autorización del cita¬ 
do Banco" (99). 

145. Pasaportes, Decreto de 30 de noviembre de 1928. — No- 

con carácter de restricción directa, sino como instrumento de ga¬ 
rantía y de protección en el extranjero, acordado a las personas 
uruguayas que salen de la República, pero como tal constituyendo 
un medio de contralor indirecto sobre la salida, el Gobierno de la 
República otorga pasaportes a los uruguayos, individual o colec¬ 
tivamente — pasaporte de familia — (100). 

146. Resolución V de la Reunión Regional de Rivera. — Debe 
tenerse presente aquí, igualmente, la Resolución V de la Reunión 
Regional de Rivera, por la que se recomienda a los Estados la 
fijación de puntos de entrada y salida de personas a sus territo¬ 
rios respectivos (V., supra § 13*6). 

b) Extranjeros — prohibiciones , restricciones y procedimiento 

147. Otras normas prohibitivas o restrictivas. — Apante de las 

(98) ‘Contribución, etc cp. cit. p. 30, nota 2, y siguientes, antecedentes, 
fundamento, evolución e interpretación del precepto constitucional. 

(99) Decreto de 5 agosto de 1936. Ver asimismo, decreto de 29 de marzo de 
-932, que fijaba esta cantidad en $ 200.00 en billetes del Banco de la República 
(art. 2.°). 

(100) Decreto de 30 de noviembre de 1928. V. además, en “Contribución, etc”, 
parágrafos 180 a 186, a quienes se expide validez, renovación, expedientes, visacio¬ 
nes, tarifas y excepciones. 
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i estriccion^s señaladas en el apadtado anterior, no existen normas 
legales directas que restrinjan o prohíban la salida de extranjeros# 

148. Expedición de pasaporte)» a extranjeras casadas con uru¬ 
guayos. En el mismo orden de ideas que el que informa el § 145 
de] punto precedente, sin embargo, debe decirse que se ejerce un 
contralor con motivo de la expedición de pasaportes a extranjeras 
casadas con uruguayos, asi como en virtud del otorgamiento de 
ciertos documentos especiales de identidad y de viaje, que el Go¬ 
bierno de la República ha regulado en algunas disposiciones ad¬ 
ministrativas, adhiriendo asi a recomendaciones de carácter inter¬ 
nacional formuladas en vista de solucionar problemas tales como 
el planteado por la apatridia y otrosí conflictos', 

Las a utoridades respectivas pueden expedir el pasaporte ná- 
ei onai LL aJa_rnnjer ext ranjera casada co n ciudadano uru guayo, djy * 
bitndo el idinlsténu de Relaciones Exteriores circular la constan¬ 
cia que contendrá el documento respectivo, a efecto de que no pue¬ 
da ser invocado como resultante de un reconocimiento de nacio¬ 
nalidad. Ras autoridades competentes deberán cerciorarse de la 
identidad de la interesada en la forma de práctica y además exi¬ 
girán la presentación de los documentos necesarios qtic acrediten 
y. justifiquen la nacionalidad de ambos y la celebración del res¬ 
pectivo matrimonio. La facilidad acordada por este artículo al¬ 
calízala a las viudas e hijas solteras de ciudadanos uruguayos que 
por legislación de sus países de origen no tengan otra nacionali¬ 
dad que la de sus esposos o padres respectivamente, y cuando no 
e col r ? idere, en cualquier caso, que aquella flava sido recuperada'* 
(Decreto de 30 de noviembre de 1928, art. 32), 

149. Decretos de 22 de agosto de 1924 y de 7 de febrero dé 
1930 sobre refugiados. — El Decreto de 22 de agosto de 1924 d is¬ 
pone que el Ministe rio de Relaciones Exteriores preste su confor- 
inidaT^ ju acuerdo ÍEfeinaciEEi lirniátTo en Ginebra el S de" mTin 
c.e 1922 por el que se adopta ñn modeló "de certificado de~ identi¬ 
d ad pura hs refugiados rusas, en virtud-- dice la Uparle expositi¬ 
va de la disposición — de considerar oportuno y conveniente la 
adopción de dicho modelo de certificado, dada la imposibilidad en 
que se encuentran dichos refugiados para obtener los documento» 
personales de su país de origen y- p 0r carecer de representación 
consular ante el Gobierno de la República, y considerando ade¬ 
más, que el otorgamiento de ese certificado no es contrario a las 
















íeyes y reglamentos de policía para los extranjeros actualmente 
en vigencia, y que sólo tiene por objeto permitir la entrada, eu 
otros países, de dichos refugiados. El Decreto de 30 de abrü de 
^ ^ preceptúa que el Ministerio de Relaciones Exterior es proce 

da ^ conforme a la recom endación del Consejo ríe Ta SnriprErl d* 
Naciones aprobada en su sesión de 0 de setiembre ele 1924 zn *lo 
s € refiere a la adopción riel certificado para los refugiados jír - 

men tos proyectado por el Dr. Fridtjof Nansen, considerando que 

titilación de estos refugiados es idéntica a la de í ns rn^nsTñ 

qui enes ^se oto rgó un_c^iiicaiiú^igual por el Decreto de 22 de 
agosto de 1924, antes referido. Por análogos fundamentos, el De¬ 
creto de 7 de febrero de 1930 manda proceder al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, conforme a la recomendación del Consejo 
de la Sociedad de las Naciones, aprobada en su 50.* .sesión en lo 
relativo la adopción del certificado, de identidad para los refu¬ 
tados asirlos, asirio-ealdeos y turcos, mencionados en el informe 
del aj'to Comisario Dr. Nansen y sometido por éste al Consejo de 
la Sociedad de las Naciones con fecha 7 de junio de 1928. 

150. Decreto de 10 de abril de 1931 sobre título de identidad y de 
viaje para extranjeros que carecen de nadonalidad. — El Decreto 
abril d e. 1931, _ en atención a los conflictos vinculados con 
la. guerra que ha hecho que, por la indeterminación de fronteras 
o por conflictos de leyes, e xistan perso nas que carecen de nariona- 
* * da d o que tengan nacionalidad dudosa, 3 o que tas coloca en sí - 
tua ción que imposibilita el abandono del país o su desplazamient o, 

1 u cCuii, por un noble principio de humanidad impone la necesidad 
de acordar facilidades conducentes a solucionar esa situación, esta¬ 
blece que ei Ministerio de Relaciones Exteriores otorgará "a la^ 
personas ,sin nacionalidad o de nacionalidad dudosa que residen en 
el país, y lo soliciten, un "Ti tulo de Identidad y de viaje " (art. 
E 9 ) í qne "Ja persona interesada deberá solicitar el “Título'’ por 
escrito, con indicación de todas las circunstancias que permitan 
determinar la situación a que se refiere el artículo anterior. Dicha 
solicitud será enviada, para su verificación, a las autoridades com¬ 
petentes, con ruego de agregar toda información útil. El Minis¬ 
terio de Relaciones Exteriores podrá igualmente otorgar el "Tí¬ 
tulo de identidad y de viaje" a personas que hayan sido titulares 
de igual documento expedido por las autoridades de un país ex¬ 
tranjero y que se halle caducada. En estos casos se prescindirá de 
la información a que se refiere el articulo 2.* y el otorgamiento 
del nuevo "Título" se hará previo retiro del "Título" caducado'’ 


(art. 37^. En todos los casos en que el Ministerio de Relacione* 
Exteriores llegue a tener conocimiento de hechos o circunstancia* 
que hubieren impedido el otorgamiento de un "Título de identí^ 
dad, y de viaje” que haya expedido, podrá retirarlo o anularlo db 
rectamente o por medio de los agentes diplomáticos o consulares 
de la República (art. 47). Adoptando “como modelo de "Título de 
identidad y de viaje 1 ’ el modelo de pasaporte aprobado por el de¬ 
creto de 30 de noviembre de 1928 (101), con las características 
siguientes: A) En la tapa anterior, la ¡palabra "Pasaporte” será sus¬ 
tituida por la inscripción: "Título de identidad y de viaje"; igual, 
sustitución se hará en el resto del documento. B) En la parte infe¬ 
rior de la primera página, el lugar destinado a la indicación de la 
nacionalidad, será ocupado por la siguiente inscripción: "El titular 
de este documento no tiene calidad para obtener un pasaporte nacio¬ 
nal uruguayo”. D) En la página segunda, la indicación de "Domi¬ 
cilio" se sustituirá por la de "Residencia de hecho”. E) En la página 
i uarta figurará la siguiente inscripción "Válido para retornar al 
Uruguay . F) En el reverso de la tapa anterior se suprimirá la 
inscripción que existe hasta la palabra "dado” inclusive" (art. 57). 

1 odo título de identidad y de viaje” expedido en la República, 
caducará a Jos seis meses de haber sido autorizado" (art. 67), Los 
* estantes artículos de la disposición regulan lo relativo a la reno- 
\ación, que podrá hacerse hasta por tres vece^s, por períodos suce¬ 
sivos de seis meses, por el Ministerio de Relaciones Exteriores o 
Cónsules (art. 77) ; facultando a los Agentes Consulares para la 
visación de los extranjeros no vencidos (art. 87); disponiendo que 
los títulos serán individuales (art, 97), pérdida, carencia de vali¬ 
dez por alteraciones, etc. 

151. Decreto de 3 de julio de 1932 sobre título de identidad 
para extranjeros sin representación diplomática o consular. — Por 

decreto de 3 de junio de 1932 se dispuso que el Ministerio de Re¬ 
laciones Exteriores otorgará un "Título de identidad y de viaje" 
a los extranjeros residentes en nuestro territorio que sean origi¬ 
narios de naciones que no tengan representación diplomática o con¬ 
sular ante el Gobierno de la República (art. 17) ; adoptándose un 
modelo igual al indicado en el decreto de 10 de abril de 1931, pre¬ 
cedentemente referido, con el agregado de "otorgado por carecer 
—tal país— de representación diplomática o consular en el Uru¬ 
guay"; debiendo aplicarse para la tramitación y expedición del 


(101) V., en cuanto a este punto, “Contribución, etc.”, op. cit. p. 232, unta 2. 
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y de Via,e ' las dis >» sic; »”« <W «pre- 

DI bis Decreto de 5 de mayo de 1943 sobre inclusión en el ré- 
grnen de los de 10 de abril de 1931 y 3 de junio de 1932 de los 
ranceses adheridos al movimiento de “Francia Libre”. — Reden 

ses^y sir o a iiba° C ° ntemplada * situación de “los súbditos france- 

teci^entoVlr? 65 ^ P ° r circunat »™« derivadas de los acón- 
, políticos que son de notoriedad, no pueden obtener 

au S- para ausentar se del país, en virtud de no contar con 
autoridades diplomáticas o consulares habilitadas para concederla” 
conceptuándose que hay evidente analogía entre las s.tuaciones’ 
consideradas en los Decretos de 10 de abril de 1911 v 1 1 * • 

* 1932 P» •> P —nto H 'b££ leb a ;V u ;; 

“,“ i,os adl ’ endos - £ 
a icia L ble y los smo-hbaneses, deben recibir un trata 

s , m „„ si¡¡ „„„ impIi<iue reconocer _ n . ™ 
a las autoridades dirigentes del referido movimiento” 

cHn _ Parte dativa del mencionado Decreto establece: “D- 

d ™ri rZT :,dK “ ™ ,as ^' s P os ' cloll es de los decretos de 10 
de abril de 1931 y 3 de jumo de 1932, a los súbditos franceses ad¬ 
heridos al movimiento de “Francia libre” , , f 

rio-Iibaneses” (art. 1 *). 7 a loS Subdltos S1 ' 

de vÍi°e’’ t te D Sad ° a “ h ° btención del “Título de Identidad y 
Demmf G condiciones consideradas en el artículo l. 9 de este 
Dec.eto. deberán presentarse al Ministerio de Relaciones Rxte- 
i .ores con un certificado de las autoridades de “Frauda Libre” 

mismo (art!”). 108 eXtrem ° S requeridos P ara ^ otorgamiento del 

de lO^TabrirdT^I 5 ' £®¡í * m ° del ° ÍndÍCado en el decreto 
_ n ¡" / , ,931 ’ corl el agregado de la siguiente anotación 

a primera pagina: Otorgado en conformidad al tratamiento 
iX concedido a los súbditos franceses adheridos al molb 
(art .1) anCla 7 a 103 SÚbdÍtos sirio-libaneses” 

152 Pasaporte panamericano de turismo. — Debe tenerse nre- 
Jd ’ Peinas, el Convenio ce’ebrado en la Conferencia Comercia! 
Paga ni encana el 19 de junio de 1935, en üuen^ATres ‘ apfoban lo 
T del suporte panamericano de turismo”, ol í 

Cizañas disposidones 


153. Res-elución V de la II Reunión de Consulta. — En lo qué 

dice relación con las medidas de orden internacional,, la Resoiuei.qu 
V de la 2y Conferenca de Consulta de los Ministros de Relaciones 
Exteriores de las Repúblicas Americanas, de La Habana, 1940, fun¬ 
damentalmente, en vista del carácter especial del pasaporte y lfc 
condición que el mismo implica respecto del poseedor, recomendó 
a los Gobiernos de las referidas Repúblicas la adopción de las me¬ 
didas precautorias que cada uno considere oportunas en la expe¬ 
dición del pasaporte, así como la implantación de medidas punitivas 
uniformes contra el uso de pasaportes falsos o adulterados, o de 
dobles pasaportes. 

154. Conferencia I. de Medidas Policiales y Judiciales y los sal¬ 
voconductos para extranjeros sin representación diplomática o con 

sular. — A fin de solucionar el problema creado por el actual con¬ 
flicto bélico a mucho si extranjeros residentes* en América que, 
por haber quedado sin representación diplomática, ni proteo 
ción consular, no pueden obtener o revalidar sus) pasapor¬ 
tes y en atención a que algunas legislaciones establecen la va¬ 
lidez de documentos supletorios de viaje, la Conferencia Interame- 
r i can a de Coordinación de Medidas Policiales ,y Judiciales de Bue¬ 
nos Aires, 1942, resolvió “Recomendar a los Gobiernos que, ade¬ 
más de los pasaportes y cédulas de identidad reconocidos por con¬ 
venios bilaterales comb documentos válidos de viaje se reconozcan 
también los salvoconductos franqueados con las debidas garan¬ 
tías, previa visación consular, y expedidos con carácter de “en trán¬ 
sito 1 ', o para un objeto claramente determinado" (Resolución XII), 

155. Expulsión de extranjeros. '— En atención a un motivo 
meramente formal cual es 1 el de que las leyes uruguayas pertinen¬ 
tes hayan equiparado, la situación de los ciudadanos legales con 
la dé los extranjeros, propiamente dichos, nos ha inducido a no 
prever una división especial para tratar la expulsión de los extran¬ 
jeros en general, dándole cabida en este apartado, sin perjuicio 
de observar que, en realidad, se tra'ta justamente de la situación 
inversa, esto es, dél abandono compulsivo del territorio nacional 
impuesto al extranjero cuando incurre en transgresión de las pro¬ 
hibiciones de la ley. 

156. Ley N. ? 9604 y la expulsión de indeseables. — La Ley 

Ny 9604 de 13 de octubre de 1936 es la ley básica en materia de 
expulsión. Prevé dos procedimientos distintos, aplicable uno u otro 
según sea la causal que Comprenda al extranjero. 
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157. a) Causales A y B del art. 17 de la ley 9604 . — Para los 
casos que pertenezcan a las causales A y B de inadmisión aludidas 
en el art. !.■ de la ley N7 9604 (102) —que ¡son causales también 
de expulsión por disposición expresa de] artículo 3.' de la misma 
ley—, el procedimiento comprende una intimación de abandono del 
P a ^ ilP e . se Cí,mete a pplicia, dándose a! interesado un recurso 
ilgHEiar. A este respecto se dispone: "Se ordenará la expulsión del 
territorio nacional de todos extranjero, aunque posea carta de ciu¬ 
dadanía legal, que te nga m enos de tres años de residencia en el 
P a ’ s Y que haya sido _ con denado p or de lito. rnmcHrin jEggfg r|e est“ 
que í to sea de losexcluídos en el inciso A del artículo 1 9 a~ppñ 0 rrt 
penite nciaria, o sufrido más de un a condena por delito pasible cié - 
pe na meno r. Esta disposición no es aplicable ' al extranic:- y~ 51 g l ü- - 
da dano legal, casado con mujer natural del paí s o que teitga hijos 
nacidos en el país. Tam poco se ap licará, cuando haya transcur rido 
ti último delito cometido ppr el extranjer oq"por e]l* cmda- 
daño legáT un término superior a la mitad del fijado para la pres¬ 
cripción de la pena correspondiente. Dicho término en ningún ca¬ 
so será inferior a rijes años. En el caso de delito cometido en el 
país dentro de ios tres primeros años de residencia, el Juez, al dic¬ 
tar sentencia como complemento de la pena deberá pronunciarse 
i especio de la expulsión del extranjero ciudadano legal delincuen¬ 
te, atendiendo a la naturaleza del delito. La expulsión procederá 
igualmente con los individuos a que se refiere el inciso B) del ar¬ 
ticulo l. 9 ” (art. Le); "Los artículos anteriores no regirán siempre 
que los antecedentes del condenado ofrezcan plena garantía de no 
reincindir. La resolución judicial en estos casos será motivada y 
tundada’’ (art. 47) ; "Si notificado por la autoridad policial el re¬ 
chazo o la expulsión a la persona objeto de la medida, notificación 
que se hará con dos testigos de responsabilidad y mención ex¬ 
presa de los recursos de que puede hacer uso, ella no lo aceptara, 
podra desembarcar y permanecer en el territorio quedando dete¬ 
nida en el domicilio que elija y debiendo reclamar de la expulsión 
o rechazo ante cualquiera de los jueces de instrucción de la capi¬ 
tal o ante el juez departamental de los otros departamentos. El 
reclamo que se formulará dentro de los tres días siguientes a la 
notificación, se basará en la ¡nexactiud de los hechos en que 
funde la intimación y podrá ser deducido por escrito en papel co¬ 
mún o por medio de exposición verbal, de que se tomará nota en 


(102) Ver su texto en el parágrafo 109, supra. 


acta que levantará el Actuario. El Juez dará conocimiento del re¬ 
damo a la» autoridad policial y oídos en audiencia verbal, dentro 
del plazo de diez días, el representante de aquélla y el reclamante 
o su abogado, resolverá con arreglo a la convicción moral que ,se 
forme, pudiendo ordenar previamente diligencias para mejor pro¬ 
veer, pero sin que la resolución pueda demorarse por más de vein¬ 
te días, a contar de la fecha de audiencia" (art. 72, incisos pri 
mero; segundo; y tercero, primera parte) (103), El decreto de 29 de 
diciembre de 1936, reglamenta la ley N- 9 9604, precedente. 

158. b) Causal de expulsión del' art. 57 de Ja ley N7 9604._Un 

régimen procesal diferente se instituye para los extranjeros com¬ 
prendidos en la causal establecida por el artículo 70 inciso 77 de 
la Constitución (104), que por el art. 57 de la ley se le preceptúa 
como causal de expulsión. El régimen establecido es de interven¬ 
ción policial igual que el anterior, en cuanto a la intimación de la 
medida de expulsión, pero, el recurso, en lugar de ser interpuesto 
ante los jueces de derecho común, debe serlo ante el Consejo de 
Ministros, "dentro de los cinco dias si residiere en la capital y diez 
días de la intimación si residiere en campaña. El recurrente acom¬ 
pañará la prueba instrumental que posea, indicará el archivo, ofi¬ 
cina, o lugar donde aquella se encuentre; y si ofreciere prueba tcs- 
'timoniai designará el nombre y domicilio de los testigos y acom¬ 
pañará el interrogatorio respectivo. El Secretario del Consejo re¬ 
cibirá y diligenciará la prueba,. El Consejo podrá ordenar las dili¬ 
gencias para mejor proveer que considere convenientes. El Con¬ 
sejo deberá expedirse dentro de los veinte días a partir de la fecha 
de terminación del diligenciamiento. de la, prueba” (art. 57). La 
ley da una definición de lo que debe entenderse, a los efectos dJÉ 
artículo precedente, por organizaciones sociales o políticas que por 
medio de la violencia tiendan a destruir las bases de la naciona¬ 
lidad, esto es, “todos los núcleos, sociedades, comités o partidos 
nacionales o extranjeros, que preconicen medios efectivos de vio¬ 
lencia contra el régimen institucional democrático republicano" 
(art. 67). ¡ , , 

I I 

159. Disposiciones comunes a los dos tipos de causales: de ex¬ 
pulsión. — Los dos procedimientos expuestos;, a que dan lugar 

(103) Estos artículos son reproducción de los 3,°, 4.° y 5.? de la ley N.o 8H68 
de 19 de julio de 1932. 

(104) Ver su texto en § 92, supra. Esta causal es la misma que rige la in¬ 
admisión (Ley N.° 9604, art. l.° letra C), supra, § 109. 
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las dos clases de causales de expulsión, precedentemente indicadas, 
tienen de común, las normas complementarias siguientes: “El Presi¬ 
dente de la República, siempre que no haya sentencia judicial j* 
la Suprema Corte de Justicia cuando ésta se haya producido, po¬ 
drán reconsiderar en cualquier momento la resolución acordada, 
con excepción de los casos de rechazo y expulsión establecidos en 
el art. I. 9 inc. C) y D) y en el artículo 5.’” (ar. 8.°) ; “El quebran¬ 
tamiento de las disposiciones de la presente ley por la vuelta al 
país de los extranjeros expulsados o no admitidos, serán castiga¬ 
do con prisión de seis a doce meses, la primera vez y de do-ce a 
veinticuatro la segunda, sin perjuicio de hacerse efectiva la me¬ 
dida de seguridad una vez cumplida la pena. Conocerán en eátos 
juicios los Jueces Departamentales o el Correccional en los depar¬ 
tamentos que lo hayan” (art. 9°) ; “No son aplicables a los delitos 
previstos en el artículo anterior, los beneficios sobre suspensión 
de condena y libertad anticipada (leyes de 25 de enero de 1916 y 
30 de enero de 1918)” (art. 10. 9 ). 

160. Regímenes especiales de expulsión. — Otros regímenes 
especiales instituyen igualmente la expulsión de los extranjeros. 

161. Ley N. 9 8080 sobre proxenetismo. Decretos de 30 de Ma¬ 
yo de 1928, 21 de mayo y 25 de Junio de 1930. — La ley N 9 8080 
de 27 de mayo de 1927, sobre proxenetismo, establece que el Pre¬ 
sidente de la República “ordenará :1a expulsión del territorio na¬ 
cional de cualquier extranjero o -extranjera” que se dedique a la 
explotación de “la prostitución de otra, contribuyendo a ello en 
cualquier forma con ánimo de lucro, aunque haya mediado el con¬ 
sentimiento de la víctima” (arts. 9. 9 y 1 9 ). La ley acuerda un re¬ 
curso judicial para ante cuaiesquier de los Jueces de Instrucción 
de la Capital o ante el Juez Departamental en los otros departa¬ 
mentos de la República, el que debe presentarse dentro de los tres 
días siguientes a la notificación y se basará en la inexactitud de 
lo¡s hechos en que se funda la intimación. El Juez dará conoci¬ 
miento del reclamo a la autoridad policial, y oídos en audiencia 
verbal, dentro del plazo de diez días, al representante de aquella y 
el reclamante o su abogado, resolverá con arreglo a la convicción 
moral que se forme, pudiendo ordenar previamente las diligencias 
para mejor proveer, pero sin que la resolución pueda demorarse 
por más de diez días a contar de la fecha de la audiencia’ (art. 
10) 1105). 


(105) El Decreto de 30 de mayo de 1928, Capítulo I, arts 1.» a 13 inclu- 
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162. Lej7 N. 9 9787, sobre enfermos de lepra. — La ley N.? 9787 

de 14 de octubre de 1938, sobre -enfermos de lepra, dispone que 
“Todo leproso extranjero que, burlando la vigilancia sanitaria, ha¬ 
ya ingresado al ‘territorio nacional, será -repatriado. También se¬ 
rá repatriado -el extranjero procedente de un país donde la lepra 
sea endémica, en el caso que esa enfermedad se le declare durante 
los primeros cinco años de su residencia -en el Uruguay” (art. 6.’ 
ler. inciso). 

163. Ley N. 9 9936, sobre Asociaciones ilícitas. — La ley N. 9 9936 

•de 18 de junio de 1940, sobre asociaciones* ilícitas, establece que 
si la asociación ilícita se propusiese la realización de actos de vio¬ 
lencia contra el régimen institucional de la República o contra los Po¬ 
deres Públicos, sus directores o cualquier otro integrante de la mis- 
•que tuviera participación en ello serán sometidos a la [usficia Cri¬ 
minal, la que, según las formas y garantías legales, les aplicará la 
pena de dos años de penitenciaría y si fueren extranjeros dispondrá 
también su expulsión del país, salvo que por la gravedad del delito 
estén comprendidos en las disposiciones de los artículos 132 y 150 
y siguientes del Código Penal” (art. 5. 9 ) (106). 

164. Decreto-ley de 16 de julio de 1942 sobre zonas de steguri- 

El Decre?to-ley de 16 de julio de 1942, sobre zonas de se¬ 
guridad, dispone que las infracciones “a cualquiera de las disposi- 


s¡ves, reglamenta esta parte de la ley. Deben tenerse presentes asimismo los dc- 
vret-.s de 21 de Mayo y 25 de Junio de 1930. <Por el primero se establece el pro- 
cedimento que se seguirá en Montevideo en los expedientes se hre expulsión do 
proxenetas, estableciéndose que además de la intervención previa de la División 
<k investigaciones le corresponde resolver en definitiva a la Jefatura de Policía 
(Arts* l.° a 3.°)- Se crea asimismo en la División Asuntos Legales de e>ta 
jefatura un “Archivo de Proxenetas”. Por el segundo se introducen modifica* 
clones al decreto de 30 de mayo de 1928 y. en lo que interesa especialmente a 
expulsión, se sustituye al artículo ó r ° dándole la siguiente redacción : +i l,a persona 
detenida dentro del territorio nacicnal, que se encuentre en las condiciones pre¬ 
vistas por el art. 9.« de la ley (se refiere a Ja N,° 8080) será conducida a presen¬ 
cia del Jefe de Policía. El Jefe de Policía de Montevideo podrá delegar esa atri¬ 
bución en el Jefe de Policía de Investigaciones como asimismo disp ucr que el 
procedimiento lo complemente cualquier ctro funcionario policial, Al detenido se 
Id liará conocer el motivo de su aprehensión, y la circunstancia en que se basa la 
policía para realizar la intimación de la que se le notificará en presenda de do» 
testigos de responsabilidad, labrándose el acta correspondiente. En esta acta se 
liará constar si el notificado acepta o no la intimación que se le formula”. 

(106) Delitos contra la patria y asociación para delinquir, respectivamente. 
Ver asimismo capítulo VIII, apartado 1. 
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Ciones estableadas en -este Decreto-ley o en su, reglamentación, 

S I m t cometa P° r Primera vez, de una multa de 

“ } . 3 ■ ‘‘ ,0a0 ° 0 arrestcj de uno a treinta días. En caso de rein¬ 

cidencia se duplicará la sanción impuesta. El reincidente extran¬ 
jero, podra, además, ser expulsado del territorio de la República 
sm perjuicio de las disposiciones de otras leyes especiales” (art! 

165 Normáis internacionales sobre expulsión. — En materia 
internacional, distintas disposiciones deben ser tenidas igualmen- 
te en cuenta en materia de expulsión, 

166. El Tratado de Derecho Internacional Penal de 1889. — 

Ísqo r af 0 de Derech ' 7 Inte rnacional Penal de Montevideo de 
, ’ dlspone bne cualquiera de los Estados signatarios podrá ex- 
pu sar, con arreglo a sus leyes, a los delincuentes asiiados en su 
territorio, .siempre que después de requerir a las autoridades del 
país dentro del cual se cometió alguno de los delitos que autori- 

guna (an.T'r 1011 ^ ejerdtaSen P ° r ésta ' 3 acción opresiva al- 

. J 6/ ; C° nclus¡ iones de la Conferencia Sudamericana de Poli- 
, C ; la 6 . p las Conclusiones" de la Conferencia Sudame¬ 

ricana de Policía de Buenos Aires de 1920, se recomendaron, entre 
otras, las siguientes indicaciones relativas a la entrada de extran¬ 
jeros. 1. Informaciones telegráficas a enviarse a los países sig¬ 
natarios en caso de expulsión; 32 Establecimiento de la obligación 

, , a pa,ís ds rec,b,r a sus nacionales cuando fueren expulsados 
oe los países signatar.os del Convenio (III), 

16S. Tratado de Derecho Penal Internacional de 1939. _ Ei 

nuevo Tratado da Derecho Penal Internacional de Montevideo de 
revisión y modificación del del año 1889, antes citado, celebrado en 

. C p rS .°, de 03 anos ly394940 ' Prevé asimismo que cualquiera de 
os Estados signatarios podrá expulsar con arreglo a sus leves a 
loa delincuentes extranjeros refugiados en su territorio, siempre 
que después de requerir a las autoridades del país dentro del cual 
se cometió alguno de los delitos que autorizan ia extradición no se 

62) lio?™ entrega P ° r dÍCha VÍa Cn d pUzo <]e noven ta días (art. 

Véase, también, capítulo XI. 

(107) Por mensajes de fechas 17 de abril de 1941 y 10 de julio de 194? di 
rígidos a la Asamblea General y al Consejo de Estado" respectivamente efpt 
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3. Pasaje CLANDESTINO a países limítrofes 

169. Ño hay normas especiales sobre esta materia. — No exis- 

ten en el Uruguay normas de orden interno especiales sobre el 
punto. 

170. Conclusión II de la Conferencia Sudamericana de Poli* 
c * a - Por la conclusión II de la Conferencia Sudamericana de 
Policía de Buenos Aires de 1920, se señaló a los Gobiernos, sin 
embargo, la conveniencia de que se celebren Convenios sobre po* 
liria fronteriza con los países vecinos; recomendándose también 
en cuanto a la entrada de extranjeros, que se impidiera la salida 
de embarcaciones que introdujeren al país individuos sin el certi¬ 
ficado policial de que trata el numeral 52 de las mismas conclusio¬ 
nes, ya citado en el parágrafo 131 supra. 

171. Resolución VII de la II Reunión d; Consulta. — La. 

Resolución VII de la 11 Conferencia de Consulta de los Ministros 
de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, La Ha¬ 
bana, 1940. recomendó, entre otras observaciones relativas a lai 
luchas civiles, disturbios internos o propagación ele ideologías 
subversivas: empleo de los medios necesarios para evitar (pie los 
habitantes de sus territorios, nacionales o extranjeros, tomen par¬ 
te, reúnan elementos, pasen la frontera o se embarquen en su te¬ 
rritorio para iniciar o fomentar una lucha civil o disturbio inter¬ 
no o propagar ideolog.as subversivas con otro país americano. 

172. Resolución IV de la Conferencia I. de Medidas Policiales 
y Judiciales, sobre barcos pesqueros. — La Resolución IV de la 
Conferencia Interamericana sobre Coordinación de Medidas Poli¬ 
ciales y Judiciales de Buenos Aires (1942), declara de "verdadero 
interés para ia mayor eficacia de las medidas de policía americana, 
mientras dure el actual conflicto bélico i a vigilancia de las acti¬ 
vidades a que se dedican los barcos pesqueros de cualquier na- 

2er Ejecutivo lia solicitado consideración del proyecto de ley aprobatorio de este 
Tratado. Cabe hacer presente, asimismo, que la Recomendación JX de la Con¬ 
ferencia Interamericana sobre Coordinación de Medidas Policiales y Judicial i 
de Buenos Aires 1942, aconseja :l las Repúblicas Americanas no signatarias de 
este iralado la consideración del mismo; y que el Comité Consultivo de Emergen, 
oía para la Defensa Política Continental, y la Federación Interamericana de Aho¬ 
gados estudien el expresado tratado y hagan conocer sus conclusiones a los men- 
cintílelas Gobiernos, 

Por Decreto-ley de 12 de noviembre de 1942, se han aprobado los referirlos 
tratados y el protocola adicional respectivo. 
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turaleza,, ya pertenezcan a particulares o a sociedades comerciales, 
asi como un minucioso contralor de su carga tanto en el momento 
de la partida como a su regreso a playas americanas. 

4 - $ 

173. .Resoluciones V y VI de la Reunión Regional de Rivetra 
ísiobre puntos fronterizos de entrada y salida y contralotr del trá¬ 
fico Internacional. — Las Resoluciones V y VI de la Reunión Re¬ 
gional de Rivera relativa a la Entrada y Salida de Personas y 
Tránsito Clandestino a Través de las Fronteras ofrecen igual¬ 
mente interés para el punto que se estudia, al recomendar, la 
primera, la fijación de puntos de entrada y salida a los territo- 
nos de los Estados respectivos (supra § 136); y la segunda, “que 
cada Gobierno; obligue a las empresas de vapores* ferrocarriles, 
ómnibus, aviones u otros medios de transporte colectivo que rea¬ 
licen servicios internacionales, a exigir, corno condición mdispen- 
sab.e para la expedición de pasajes, la presentación de la docu¬ 
mentación que acredite la identidad del viajero y la autorización 
de ingreso regular al país de destino”. 

174. Resolución IX y X de la Reunión Regional de Rivera 
y la vigilancia fronteriza. — Otras dos resoluciones de la misma 
Reunión Regional se vinculan también con el tema de este apar¬ 
tado, en cuanto recomiendan “Que el servicio de vigilancia de las 
fronteras de los países limítrofes aquí representados, obedezca a 
las siguientes líneas generales: 

a) El establecimiento de franjas de seguridad de dos kilóme¬ 
tros de profundidad a uno y otro lado de las fronteras en aquellas 
partes de ésta que no esté constituida por cursos de agua y en 
cuyos límites exteriores será hecha la fiscalización del tránsito in¬ 
ternacional ; 

b) El establecimiento de franjas de seguridad a uno- y otro 
lado de las fronteras, dentro de las cuales no podrán venir a insta¬ 
larse extranjeros pertenecientes a los Estados miembros del Pacto 
Tripartito o a ellos subordinados. Tampoco podrán continuar resi¬ 
diendo los extranjeros considerados como peligrosos a los princi¬ 
pios democrático-republicanos de Gobierno y a la defensa del He¬ 
misferio ; 

c) Entre los puntos que se establezcan para entrada y salida 
será mantenida vigilancia permanente con un sistema de puestos, 
situados en las vías de acceso (caminos y pasos) que partan de la 
línea divisoria, y ligados entre si por patrullas volantes; 

d) La fuerza empleada en esta fiscalización será preferente- 
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mente la Policía Militar* (Resolución IX); y “ que se establezcan 
en Jas zonas rurales fronterizas servicios de policía rural que serían 
organizado^ sobre la base de la creación de guardas fijos designa¬ 
dos entre los propietarios o empleados de establecimientos Míra¬ 
les y guardas ■ ambulantes que recorran continuamente determina- 
das zonas en servicio de vigilancia” (Resolución X). 

175. Vigilancia y patrulla je del Río Uruguay y afluentes: y lito¬ 
ral oceánico. — Ultimamente, el Poder Ejecutivo, con objeto de re¬ 
forzar servicios de vigilancia y patrullaje en aguas del Río Uní- 
& ua\ y afluentes, así como en el extenso perímetro de costas que 
abarca el litoral ¡oceánico, y por razones que afectan a la defensa na¬ 
cional, “máxime en las circunstancias actuales en que aconteci¬ 
mientos de orden internacional —de dominio público— exigen la 
adopción de medidas urgentes que garanticen el normal desenvol¬ 
vimiento de los institutos armados y al mismo tiempo la vida y los 
intereses de los habitantes del país”, facultó a la inspección Gene¬ 
ral de Marina para aumentar en 101 plazas los actuales efectivo, del 
cuerpo de equipaje de la Marina Militar, debiendo el organismo refe¬ 
rido proponer dentro de los ocho días a partir de la fecha, la orga¬ 
nización y distribución del leferido personal, el que, bajo ningún 
concepto ni por ninguna circunstancia podrá ser utilizado en fun¬ 
ciones burocráticas” (Decreto de 26 de marzo de 1942) (1QS)„ 

4. Restricciones a los medios de viaje 

]?6. Transporte aéreo. Decreto de 29 de diciembre de 1941. _ 

me.a de las restricciones que emanan del procedimiento especial 
de emergencia dispuesto por la Cancillería en lo relativo a la trami- 
tamon de los permisos para ingresar al país, según se ha dejado 
dicho anteriormente (BS 10.1 y sigtes.), asi como el retiro de la do¬ 
cumentación ¡d pasaje en tránsito por la República, tal cual se ha 
expresado allí mismo (Decreto de 25 de octubre de 1938 art 3»- 
Circular ele 1/ de diciembre de 1938 y Decreto de 12 de agosto de 
,m «• «•<"* « »5. >'6. 121, 122), cojamente 

cion en cuanto al transporte aéreo por virtud del Decreto de 29 de 
diciembre de U41, sobre zonas prohibidas de vuelo. De acuerdo con 
esU disposición esta prohibido el vuelo de todos Io s aviadores ci- 
/ e ? qUe no S , ean uruguayos nativos o naturalizados, con excepción 
{ ‘ e ° S C¡lle plloteen aviones d,e turismo o comerciales extranjeros, 

(108) Sin perjuicio de lo dicho, v. Resolución de 13 de febrero H» ion 
«obre pasajeros clandestinos en embarcaciones de yachting, § 129 supra. 
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los que siempre y en todo caso deberán solicitar previamente la 
autorización correspondiente. A este efecto la Dirección de Aero¬ 
náutica Civil deberá tomar las medidas correspondientes en lo que 
respecta al personal y material” (art. 3. 9 ). “Igualmente está prohi¬ 
bido el llevar, sin previa autorización escrita, pasajeros que no sean 
uruguayos nativos o naturalizados a las compañías de aeronavega¬ 
ción” (art. 4. 9 ). “En caso de pilotos y pasajeros que no sean uru¬ 
guayos nativos o naturalizados y que deseen volar, harán la soli¬ 
citud en forma individual y por separado ante la Dirección de la 
Aeronáutica Civil, la que la elevará al Ministerio de Defensa Na¬ 
cional para el estudio y la autorización correspondiente en cada ca¬ 
so” (art. La misma disposición prohibe también, “sin ex¬ 

cepción, el vuelo nocturno en todo el territorio de la República, 
en las aeronaves civiles privadas, a partir de las veinte horas bas¬ 
ta la seis horas dd día siguiente” (art. 8. 9 ). 

177. Resolución XVII de la III Reunión de Consulta, y la li¬ 
mitación de viajes dentro del país 1 . — En materia internacional, 
las normas del Anexo aprobado por la Resolución XVII de la 
Reunión de Consulta de los Ministros de Relaciones Exteriores 
de las Repúblicas Americanas celebrada en Río de Janeiro, 1942, 
recomienda se limite “los viajes dentro del país y los cambios de 
residencia de los extranjeros que sean conside:ados peligrosos, 
cuando tales viajes 1 sean incompatibles con la seguridad nacional” 
(A, 4). 


CAPITULO IV 


MEDIDAS PARA EL CONTRALOR DE 
LAS ORGANIZACIONES 

1. Registro 

178. Constitución db la República, art. 38. — A manera de ge 

neralidad previa indispensable, debe señalarse que en el Uruguay, 
“Todas las personas tienen el derecho de asociarse, cualquiera sea 
el objeto que persigan, siempre que no constituyan una asociación 
ilícita declarada por la Ley” (art. 38 de la Constitución). 

179. Régimen de la ley civil. Asociaciones. Registro d,e personal 
jurídicas. — Con arreglo al régimen de la ley civil, “Se consideran 
personas jurídicas y por consiguiente capaces de derechos y obli¬ 
gaciones civiles, el Estado, el fisco, 'el municipio) la iglesia y las 
corporaciones, establecimientos y asociaciones reconocidas por la 
autoridad pública” (Art. 21 inc. segundo del Código Civil). 

El Decreto de 13 de abril de 1925, que traspasó al Ministerio 
de Instrucción Pública el cometido' de entender en el otorgamien¬ 
to de la personería jurídica y registro de contralor de las asocia¬ 
ciones no comerciales que por disposición del Decreto de 17 de ene¬ 
ro de 1919 correspondía al Ministerio de Industrias, preceptúa que 
“con las personerías ya acordadas y las nuevas que se concedan en 
lo sucesivo el Ministerio de Instrucción Pública formará un Regis¬ 
tro de personerías jurídicas que deberá contener espacio 1 para los 
siguientes datos, que serán llenados siempre que constaren de los 
estatutos respectivos: nombre y objeto de la asociación, lugar de 
domicilio o sede de la misma, fecha del otorgamiento de la perso¬ 
nería jurídica, duración de la asociación, prórroga, reforma o am¬ 
pliación de sus estatutos y fechas de la aprobación de las mismas, 
si la asociación goza de alguna exención o privilegio del Estado, 
así como alguna otra particularidad que pueda distinguirla. El Re¬ 
gistro es simplemente informativo sin que h\ deficiencia de sus datos, 
que los interesados deberán controlar eti todo caso con los docu¬ 
mentos originales, pueda acarrear ninguna responsabilidad a la Ad¬ 
ministración” (art. 2, 9 ). “A los efectos del Registro establecido por 
el artículo anterior, el Ministerio de Hacienda comunicará al de Ins- 
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trucción Pública, de acuerdo con un formulario 1 que permita llenar 
los datos expresados, cuyo formulario se legajará y lairchivará una 
vez practicado su registro, todas las personerías jurídicas y auto¬ 
rizaciones de Bancos y sociedades comerciales que otorgue de acuer¬ 
do con la facultad que le confiere el inciso segundo del artículo 12 
del Decreto de 14 de marzo de 1907 (109). En el Registro de Ban¬ 
cos y sociedades comerciales además del domicilio o sede de la ad¬ 
ministración se hará constar si tienen o no directorio locar 1 (art. 3. 9 ). 
“Lo establecido en los artículos anteriores es sin perjuicio de la 
intervención y registro de las asociaciones profesionales, que ten¬ 
gan o no personería jurídica, correspondiente a la Oficina del Tra¬ 
bajo' 1 (art. 4. 9 ) (110). 

180*. Régimen de la ley comercial. Registro de sociedades 
mercantiles. — En materia comercial, está preceptuado el regis¬ 
tro de las sociedades comercialeis debiendo presentarse para su 
. inscripción en él, “las escrituras en que se contrae sociedad mer¬ 
cantil, cualquiera que sea su objeto o denominación 1 ’ (Código de 
Comercio, art. 47 núm. 2. 9 ) (111). 

En el caso de sociedades colectivas o en comandita, el asiento 
que debe hacerse en el Registro Público de Comercio debe conte¬ 
ner: l. 9 La fecha del contrato, y los nombres, domicilio y profe¬ 
sión de los socios que no sean comanditarios; 2. 9 La firma social y 
la designación de si la sociedad es general o particular, y en este 
caso, la especialidad en que consista; 3. 9 Los nombres de los socios 
autorizados para administrar la compañía y usar su firma; 4. 9 
Las cantidades entregadas, o que 'se hubieren de entregar por accio¬ 
nes en comandita; 5. 9 La duración de la sociedad; y 6.? Y en general, 
todos los aitículos del contrato 1 que puedan determinar los derechos 
de los terceros respecto de los socios. La inscripción en el registro 
llevará la fecha del día en que la escritura o» contrato de sociedad se 
presente ante el Juez Letrado de Comercio o Juez Letrado Depar¬ 
tamental respectivo (Código cit., art. 397). “Si la compañía tu¬ 
viere varias casas de comercio situadas en diversos puntos que no 
estuviesen sujetos al mismo Juzgado, se cumplirá en todas ellas la 

t (109) Este Decreto es el de organización de los Ministerios, cuyo artículo 
12 inciso 9.° —y no segundea- adjudica al Ministerio de Hacienda el otorgamiento 
de Personería jurídica y autorización de los bancos y sociedades comerciales y 
contralor de su funcionamiento”. 

(110) Hoy “Instituto Nacional del Trabajo y Servicios Anexados" (Decre¬ 
to-ley Numero 9082 - 2 de 6 de setiembre de 1933). 

(111) Ver, asimismo, arts. 45 y 46 del mismo Código. 
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formalidad ^rescripta en el artículo 47. Las sociedades estipula-? 
das en países extranjeros 1 con establecimiento en el Estado, tienen 
obligación de hacer igual registro en el Juzgado deí respectivo 
domicilio, antes'de empezar ,sus operaciones 11 (Ibid., art. 398), En 
el caso de sociedades anónimas se dispone que serán administra* 
das por mandatarios revocables, socios o extraños y que sólo pue¬ 
den establecerse por tiempo determinado “y con autorización del 
Poder Ejecutivo 11 (art. 405). “La escritura, estatutos, y actos de 
autorización de las sociedades, deben ser inscriptos en el Registro 
de Comercio, y publicados en los periódicos por el Juzgado resl 
pectivo antes que empiecen a ejercer sus operaciones. Las socie-r: 
dades sólo pueden ser prorrogadas con aprobación del Poder Eje¬ 
cutivo que hubiese autorizado su institución, procediéndose a nue¬ 
vo registro 1 ’ (art. 407). 

La Ley número 6889 de 27 de febrero de 1919, comete a la 
Inspección General de Bancos y Sociedades Anónimas (hoy “Ins¬ 
pección General de Hacienda), la vigilancia y fiscalización de las 
sociedades anónimas nacionales y extranjeras, para ejercer su prin¬ 
cipal comercio en la República, así como de las sucursales y agen¬ 
cias (art. I. 9 ), en la forma, y condiciones que la misma ley deter-1 
mina. 

El Decreto de 28 de julio 1914 dispone acerca de la inscrip¬ 
ción en los Registros Públicos de Comercio de los contratos de 
sociedades comerciales que consten en documento privado, exi¬ 
giéndose, además de lo establecido' por ias disposiciones legales 
pertinentes, los siguientes requisitos: A) Que contenga los nom¬ 
bres, apellidos, nacionalidades, estado civil y domicilios de los otor¬ 
gantes. B) Fecha y lugar del otorgamiento del contrato. C) Que 
se acompañe — además del ejemplar en papel sellado o re¬ 
puesto otro en papel simple con la firma de los interesados, pa¬ 
ra ser archivado en el Registro Público de Comercio 1 ’ (art. L 9 ). 

181. La Resolución XVII de la III Reunión de Consulta y el 
registro de las organizaciones! antidemocráticas. — Internacional- 
mente, la fórmula recogida por la Resolución XVII de la III Reu¬ 
nión de Consulta de los Ministros de Relaciones Exteriores de las' 
Repúblicas Americanas, R¡o de Janeiro, 1942, prevé medidas sobré 
U materia, al recomendar que se exija “el registro en una depen ■■ 
dencia del gobierno, o controlando de cualquiera otra manera, las 
personas u organizaciones que traten de actuar en cualquier forma 
en nomine o en interés politice de cualquier Estado no americano 
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tjue no esté en guerra al lado de una República Americana, o de 
cualquiera de sus partidos políticos, incluyendo clubs, sociedades o 
instituciones, ya sean de carácter social, humanitario, deportivo, 
educativo, técnico o caritativo, dirigidas o sostenidas por naciona¬ 
les de cualquiera de esos Estados” (Anexo, D, 3), 

2. Prohibición 

182, Constitución de la República arts 1 . 38 y 70-7® _ En el 

numeral anterior se ha citado el precepto constitucional que reco¬ 
noce el derecho de asociación, siempre que no se constituya “una 
asociación ilícita declarada por la Ley” (art. 38). 

Ln orden constitucional, igualmente, se ha indicado también 
que la pertenencia a organizaciones sociales o políticas que, por 
medio de la violencia tiendan a destruir las bases fundamentaos 
de la nacionalidad ( Art, 70 i, 72 de la Constitución) es una causal 
de suspensión de la ciudadanía legal (supra § 92).. asi como la ex¬ 
tensión efectuada por vía de la ley prescribiéndose que la misma 
causal, esencialmente, puede determinar la inadmisión o expulsión 
de los extranjeros sin o con carta de ciudadanía (v. supra SS 109 
y 158), 

, El artículo 150 del Código Penal, sobre asociación para 
delinquir. — El Código Penal prescribe que “Los que en número 
que no bajare de cuatro, se asociasen para cometer delitos, serán 
castigados, por el simple hecho de la asociación, con seis meses de 
prisión a cinco años de penitenciaría" (art 150. Asociación para 
delinquir). “(Circunstancias agravantes de la asociación delictuo¬ 
sa)* Constituyen circunstancias agravantes: 12 El hecho de haber¬ 
se constituido la asociaron en banda armada, 22 La de que los 
asociados sobrepujen el número de diez. 32 La de ser jefe o pro¬ 
motor' (art, 151). “Cualquiera asistencia que se preste a la aso¬ 
ciación susceptible de favorecer su acción, o su mantenimiento, o 
■ U ( impunidad, fuera de los casos de participación o de encu¬ 
brimiento será castigada con tres a dieciocho meses de prL 
Mon (art, 152. Excepción de las normas relativas a la participa¬ 
ción criminal). 

184. Ley N2 9936, de asociaciones ilícitas. — La Ley N2 9936 
de 18 jumo de 1940, es la ley en realidad fundamental en materia 
de asociaciones ilícitas. 

De acuerdo con el régimen que establece “se consideran aso¬ 
ciaciones ilícitas: 
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12 Lsfe que difundan ideas contrarias a la forma de gobierti¡tíi 
democrático-republicano, adoptada en el primer inciso del artículo 
72 de la Constitución (112). 

22 Las de carácter política o social, excepción hecha de las de 
carácter religioso, que en su organización o funcionamiento o di¬ 
rectrices o finalidades o provisión de recursos, estén vinculadas A 
la voluntad de una persona o de un poder extranjero, o de cual¬ 
quier entidad extraña al país, en vez de estarlo a la de sus aso¬ 
ciados. 

32 Las constituidas en la República con finalidades de acción 
política en el exterior; y 

42 Las que usen enseñas, uniformes, símbolos o saludos qué „ 
singularicen a partidos, tendencias o entidades políticas extranje¬ 
ras" (art. 12 (113). 

“Cuando uno' o varios miembros de una asociación, asumiendo 
o no su representación, incurrieran en actos de los» que hacen ilí¬ 
citas a dichas asociaciones, serán pasibles éstas de disolución s¡ 
toleraran los actos prohibidos’, manteniendo en su seno a quienes 
hayan incurrido en su realización v (art. 22). 

“El Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio del Inte¬ 
rior, disolverá por decreto las asociaciones ilícitas, depositando los 
libros, dineros y todo cuanto les pertenezca en el Depósito Judicial 


(112) V., supra § 5. 

El Poder Ejecutivo, con Mensaje de fecha 3 de julio de 1941, entendiendo 
que si bien la aplicación de la ley en el tiempo que lleva de vigencia “ha permitido 
organizar una elemental tutela del crden ^público nacional —como lo declaró el 
Poder Ejecutivo en Cámara por intermedio del Ministro del Interior— amenazado 
ccmo es de notoriedad por los sucesos europeos y su proyección internacional, no 
es sin embargo suficiente a juicio de este Poder para encarar la defensa cficiu 
y sólida de las instituciones de la República que la sucesión; vertiginosa de los he¬ 
chos reclama urgentemente”, propuso la modificación de la ley con el objeto esen¬ 
cial “de proporcionar al Gobierno los instrumentos legales adecuados para c m- 
batir las organizaciones, tendencias o individuos que por cualquier medio tiendan 
a atacar la intangibilidad de las instituciones democráticas por que se rige la 
República”. 

Con arreglo a la economía de este proyecto, el numeral l.° de la ley 9936, 
citado, sería ampliado en los siguientes términos: “o de oposición maliciosa y 
sistemática, fuera del Parlamento, a las medidas de defensa nacional impuestas por 
el interés colectivo que propicie el Poder Ejecutivo”. 

(113) El mismo proyecto modificativo de la ley 9936 referido en la m>- 
tp anterior, agrega el siguiente inciso al numeral 4.° del art. l.°: fc ‘No se consi¬ 
deran incluidos entre las asociaciones ilícitas los partidos políticos constituidas 
para actuar dentro de‘la esfera de acción nacional y de los límites 1 fijados por 
las normas institucionales de la República”. 
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de Asociaciones ilícitas. — líl Decreto de 3 de julio de 1940 regla¬ 
menta la Le}? N. 9 9936 de 18 de junio de 1940, disponiendo: 

“Créase una Comisión Especial en el Ministerio del Interior 
rjue tendrá a su cargo: A) Todo lo relacionado con la investigación 
constante de las agrupaciones establecidas y las que, en adelante, 
puedan establecerse, -a fin de averiguar si incurren en las prohibi¬ 
ciones enumeradas en los artículos 1 l. 9 , 2^ So y 6.? de la ley. D) De¬ 
nunciar cualquiera actividad ilícita comprendida en el artículo 1.* 
de la ley’' (art. I. 9 ). “La policía prestará todo el concurso que sea 
necesario para el cumplimiento de los fines de averiguación e in¬ 
vestigaciones a que se refiere el inciso A) del articulo l. 9 de este 
Decreto, debiendo la Jefatura de Policía de Montevideo- facilitar 
el personal que prestará servicios en la Comisión Especial que 
por la misma disposición se crea, hasta tanto se establezcan por 
Ley los cargos respectivos que fuesen necesarios” (art. 4. 9 ). 

“La Comistión a que se refiere el artículo l. 9 estará compuesta 
de cinco miembros: un representante de la prensa nacional, desig¬ 
nado por el Círculo de la Prensa; un representante del Ministerio 
de Relaciones Exteriores; un representante, del Ministerio de De¬ 
fensa Nacional, y un representante de la Dirección General de 
Comunicaciones. El Ministerio del Interior designará él President/j 
de esta Comisión” (art. 5. 9 ) (116). 

187. Circulareis de 28 octubre de 1941 y 30 de julio de 1942. 

La Cii cular de 28 de octubre de 1941 dirigida por el Ministro del 
Interior a las Jefaturas de Policía recaba información acerca dc 
las entidades sindicadas como contrarias a la Democracia y favora- 
bles al totalitarismo, existentes en los departamentos de la Repú¬ 
blica Ib), circular ésta reiterada por la de 30 de junio de 1942, y 
dirigida ambas a la solicitud de la Comisión Investigadora de Ac 
■ti vidad.es Antinacionales, según ha tenido oportunidad de dejarse 
expresado (supra § 63). 

188. El Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 que reprime 
las actividades subversivas. —■ Con fecha 19 de noviembre de 1942. 
ha sido promulgado un decreto-ley, modificativo del Código Penal, 
para reprimir las actividades antinacionales. 

t . C16) Por Decretos de fecha 13 de junio de 1940. se integró l a referida Co¬ 
misión, designándose, adetnás, un delegado del Ministerio del Interior, y se nom¬ 
bró Presidente. 

Td Decreto de 21 de agosto del referido año integró la Comisión con un 
delegado de la Jefatura de Policía de Montevideo, además, por reputarlo conve¬ 
niente para la mayor eficacia en el desempeño de los cometidos dc l a Comisión 
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toda actividad polítea de individuos, asociaciones, grupos o parti¬ 
dos políticos extranjeros, cualquiera sea la forma en que la disimu¬ 
laren o encubrieren. 

191. La Resolución XVII de la III Reunión de Consulta y las 
actividades subversivas. — La Resolución XVII de la II Reunión 
de Consulta, Rio de Janeiro, 1942, recomienda “que los Go¬ 
biernos de las Repúblicas Americanas mantengan y amplíen 
su sistema de vigilancia para evitar que actividades subversivas de 
individuos o grupos de individuos nacionales de países extraconti 
neníales, que provengan o sean dirigidas desde un país extranje¬ 
ro, puedan obstaculizar o limitar los esfuerzos individuales o co¬ 
lectivos de las Repúblicas Americanas para preservar su integri¬ 
dad o independencia y la integridad y solidaridad dei Continente 
Americano” (2, parte final) ; así como que, “de acuerdo con la Re¬ 
solución VII d.e la Reunión de La Habana, sobre la propaganda 
antidemocrática, que los Gobiernos de las Repúblicas americanas 
controlen, en sus respectivas jurisdicciones nacionales, la existen¬ 
cia de asociaciones dirigidas o sostenidas por elementos de Esta¬ 
dos extracontinentales que están o puedan estar en guerra con 
países americanos, cuyas actividades sean nocivas a la seguridad 
americana; y procedan a clausurarías si se comprueba que son nú¬ 
cleos de propaganda totalitaria” (4). 

192. La Resolución III de la Conferencia de Medidas Policia¬ 
les y Judiciales. — Por la Resolución III de la Conferencia Inter* 
americana sobre Coordinación de Medidas Policiales,y Judiciales 
de Buenos Ares, 194-2, se recomienda "“a los gobiernos de las Re¬ 
públicas Americanas la adopción de leyes que regulen la constitu¬ 
ción de asociaciones 1 , para evitar la formación y subsistencia de 
entidades controladas directa o indirectamente por Estados Miem¬ 
bros del Pacto Tripartito o de los Estados subordinados a ellos, o 
que traten de actuar en cualquier forma en nombre o en interés 
político de algún Estado no Americano que no esté en guerra al 
lado de una República Americana, para impedir que dichas aso¬ 
ciaciones conspiren franca o embozadamente contra la solidaridad 
americana, la seguridad, independencia o integridad de las nacio¬ 
nes Americanas”. 


3. Socios 

1 93. Leyes N. 9 9936 y 9943 sobre asociaciones ilícitas e ins¬ 
trucción militar. — Sin perjuicio de las normas contenidas en la 
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ley número 9936 de 18 de junio de 1940, referida en el apartado 
aútenor, especialmente las de los artículos 2°, 4.’ y 5.°, que invo¬ 
lucran tanto a la asociación ilícita misma, como al asociado en 
particular, sea dirigente o no, la ley Número 9943 de 20 de julio 
de 1940, sobre instrucción militar obligatoria, prescribe que “Será 
castigado con prisión de tres meses a un año- todo ciudadano que, 
labiendo cumplido las obligaciones u organizaciones que preten- 
den aprovechar su actitud militar sin intervención del Estado” 
(art. 31). 

194. Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 y la represión de 
las Asociaciones ilícitas. — Asimismo, el Decreto-fley de 19 de no¬ 
viembre de 1942 dispone que los que participan de las asociaciones 
secciones, entes o institutos referidos en el parágrafo 188, se¬ 
rán castigados con pena de tres meses a quince meses de prisión 
(1, inciso segundo; J, inciso segundo). “N). La proposición y lá 
conspiración de estos delitos serán castigadas con pena de tres a 
quince meses de prisión’’ (Art. 6.°). 

195. Resolución XVII de la III Rdunión de Consulta. _ La 

Resolución XVII de la III Reunión de Consulta de los Ministros 
de Relaciones Exteriores, aprueba un Anexo como memorándum 
para la reglamentación de las actividades subversivas, en el que s-“ 
aconseja se prohíba a los nacionales de los Estados extranjeros con¬ 
siderados peligrosos, que formen parte de organizaciones que estén 
contraloreadas por Estados miembros del Pacto Tripartito o Es¬ 
tados subordinados o que funcionen en su interés (A, 5). 

4. Restricciones a ea instalación de c.eicinas o sedes 

196. En la prohibición de la Asociación está implícita la de las 

oficinas. — Prohibición expresa sobre el particular, no existe en eí 
Uruguay, aunque de una manera implícita incontestable la prohibi- 
c !°n fluye de la interdicción general de la formación de la asocia¬ 
ción ilícita, punto éste que ha sido tratado en el apartado número 2 
de este capítulo, al que nos remitimos. 

5. Restricciones de actividades EsrE cíales 


a. Mítines 


197. El art. 37 de la Constitución. - “Queda garantido el de¬ 


recho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de -este derecho no 
podrá ser desconocido por ninguna autoridad de la República, sino 
en virtud de una Ley y solamente en cuanto se oponga a la salud, 
la seguridad y -el orden públicos (Art. 37 de la Constitución) s 

198. La ley N. 9 2499, reglamentario, del derecho de reunión. — 

La Ley Número 2499 de 28 de junio de 1897 ha sido por mucho 
tiempo la norma que reglamenta -el precepto constitucional. 

De acuerdo con esta ley el derecho de reunión pacífico y sin 
armas, queda, sometido a, las siguientes prescripciones. 

Toda reunión de sociedades, de día o de noche, en locales 
cerrados donde tengan su domicilio habitual, es absolutamente libre, 
aunque la invitación se diríja a los asociados y al publico, siem¬ 
pre que ella sea suscripta, en este último caso, por la respectiva 
autoridad social. De igual libertad gozarán los clubes electorales 
y políticos cuando en local propio celebren reuniones a las cuales 
inviten exclusivamente a sus afiliados, 

2° Para la celebración de reuniones públicas no comprendidas 
en el inciso anterior y que hayan de verificarse de día o de noche en 
locales cerrados, es indispensable ei aviso previo a la autoridad 
policial. Dicho aviso especificará el día, hora, objeto y local de 
la reunión, que podrá celebrarse sin más tramites cu las c and icio- 
nes de antemano establecidas. 

3. 9 Para la celebración de reuniones en locales abiertos, o ien 
sitios de uso público o para las procesiones cívicas, séquitos,y cor¬ 
tejos populares en calles y caminos, deberá darse también aviso 
previo a la autoridad policial con determinación precisa clel objeto 
del acto, punto de reunión, itinerario a seguir y punto y hora de 
disolución. La autoridad policial adoptara las precauciones debi¬ 
das para la conservación del orden y jamás consentirá que dos o 
más de esos actos se celebren el mismo d;a, hola y sitio o vía de usu 
público, debiendo en estos casos tener preferencia los iniciadores 
que se hayan presentado primero a dar aviso. SÍ hubiesen de veri¬ 
ficarse de noche aquellos actos, deberá pedirse permiso a la autori* 
dad policial, con las mismas indicaciones establecidas para el aviso 
previo y dicha autoridad podrá conceder o negar el permiso según 
las circunstancias, y con arreglo a las ordenes e instrucciones trans¬ 
mitidas por el Poder Ejecutivo. 

4. 9 El aviso y Ja solicitud de que hablan los dos incisos ante- 
^ j Orel, serán suscriptos por tres vecino si de la localidad, con indica- 





cion de su domicilio y se presentarán a la autoridad que corres¬ 
ponda con una anticipación de veinticuatro horas por lo menos Las 
infracciones de esta ley, imputables a los firmantes del aviso o so- 
ícitua, serán penados en juicio sumario con multa de cien a qui¬ 
nientos pesos o prisión equivalente en defecto de pago” (art. V). 

IvOS dehtos que se cometan en el ejercicio del derecho de re- 
nTr^rfz™) 1 6n t0d ° SUJet ° S a las dis P°siciones del Código Pe- 

“Queda facultado el Poder Ejecutivo para suspender el rém- 
men de esta ley en las localidades donde se haya desarrollado una 
epidemia. h ? obligación de restablecerlo cuando haya cesado v 
en los casos del articulo 81 de la Constitución de la República en 
la rorma y condiciones en él establecidas' 1 (art. 3. 9 (118), 

La l67 . y la P roh bíción de reuniones dirigidas a criticar 

ES?' eXtran í er r S ' La l6y NÚmero 9565 de 2 d e junio de 1936 
I receptua que Toda reunión cuya finalidad sea la de hacer demos- 

trac,ones o criticas, favorables o contrarias, a la política de un Esta- 
du extranjero, o su situación interna o a su actuación como persona 
erec o internacional, deberá se r previamente autorizada en los 
JTh , CSta i j “ Cl ínCÍS ° 3 * del num eral 3." del artículo 

nór d i a 7 dC " 8 JUmo Ck m7 " ( art 1? )- “ D e la resolución 
p icial denegatoria habrá recurso para ante el Consejo de Minis- 

me'de Ís" ° ÍJ"** ** rCVOCacla si no lo ^ ra la aprobación unáni- 
e de sus miembros presentes, convocados con citación personal, e 

íicacion del objeto de la convocatoria” (art. 2. 9 ). “Sin perjui¬ 
cio de la inmediata disolución de la reunión en jos casos de infrac- 
ou, serán penados con cien pesos de multa cada uno o prisión equi¬ 
valente, los organizadores de cualquier reunión pública o los miem¬ 
bros de las comisiones directivas de centros sociales o políticos que 
ujieieu suscripto invitaciones para reuniones cuvo desarrollo no 
3 % finaIÍdad deCkrada de ™íor midaá con el 

nido ja ocasión de referir las normas pertinentes (snpra § 7), 

_ or Ley Numero 5151 de 8 de agosto de 1914, se dispuso que la nolic : a no 
podra autor,zar la celebración en locales abiertos o sities d e uso público de reunió" 
que tengan por objeto hacer demostraciones contra otros países o a favor dr 

R , para resolver si concede o no el permiso para la manifestación Fsta 
ey u e derogada por el_ Número 8117 de 28 de setiembre de 1927 en mérito 
a haber pasado l a situación de anormalidad por la cual había sido dictada. 
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200. La ^solución de 5 de setiembre de 1939 y la prohibición d« 
de efectuar reuniones públicas, decreto de 5 de diciembre de 1940 y 
circular de 9 de diciembre de 1941. — Con ocasión de la guerra 

mundial del preéente, se dictó la resolución de 5 de setiembre de 
1939, por la cual el Poder Ejecutivo dispuso que “Mientras dure 
la situación anormal, quedan prohibidas las manifestaciones púb. 
cas, debendo sujetarse las reuniones que se celebren a lo dispuesto 
por la Ley de 2 de junio de 1936” (art. 3. 9 ); habiendo sido aclarado 
el sentido de esta Resolución con posterioridad en cuanto a la pro¬ 
hibición consignada, de efectuar manifestaciones “en lugares pú¬ 
blicos, sólo procede en cuanto esas manifestaciones tiendan a ocu¬ 
parse de los sucesos o debates relacionados con la actual contienda 
europea, debiendo subsistir por lo demás, los requisitos y reglamen¬ 
taciones establecidos en la legislación vigente” (Decreto de 5 de 
diciembre de 1940) (119). 

201. Excepciones. Régimen del decreto de 20 de junio de 1942. 

—Hl Decreto de 20 de junio de 1942, declaró que lo dispuesto por 
los de 5 de setiembre de 1939 y 5 de diciembre de 1940, sobre re¬ 
quisitos a cumplirse por manifestaciones que requieren ser autori¬ 
zadas para celebrarse en lugares públicos, no srrá aplicable a aque¬ 
llas que tiendan a enaltecer los sentimientos de justicia interna¬ 
cional y fe democrática o a rendir en cualquier forma homenaje 
a las naciones continentales o extracontinentales comprometidas en 


(119) Con motivo de la celebración de reuniones políticas, el Ministerio del 
Interior dictó la circular de 9 de diciembre do 1941, dando normas especiales sobru 
la base de la ley para (jarantizar el ejercida del derecho de reunión, en los si¬ 
guientes términos: “Cuando se solicite autorización para realizar reuniones polí¬ 
ticas en la vía pública, sea de dia o de noche, esa Jefatura deberá reforzar el 
personal policial con contingentes de las secciones vecinas y aun con d concurso 
de la fuerza de linca que se solicitará y que se utilizará en caso que se h;igR 
recesaría, a fin de impedir que la reunión o asamblea pueda ser perturbada puf 
elementos contrarios a la causa que sostengan los organizadores. Cuando (lidian 
reuniones se realicen en locales cerrados, se adoptarán idénticas medidas de prc* 
caución y se impedirá que el público se agrupe y estacione en las inmediación^ 
cid local de la reunión. Ku este último caso, se indicara a los organizadores, la 
conveniencia de no utilizar fuera dd local elegido altoparlantes que trasmitan al 
exterior los discursos que se - pronuncien en el mitin, ya que dichos instrumento! 
ck- la difusión de la palabra constituyen por sí solos una incitación a U arrióme- 
ración dd público que desee escucharlos, Kn ningún caso se concederá autoriza¬ 
ción para celebrar dos reuniones simultáneas, a no ser que se realicen en punios 
de la localidad de tal manera distantes unos de otros que sea imposible una hi¬ 
potética colisión de manifestantes”. 
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ele la,Legación de Alemania 4 " (art. 62), es de recordar que la ley 
número 9936 de 18 de junio de 1940, sobre asociaciones ilícitas, con-i 
sidera tales a las que “usen... uniformes-., que singularicen a 
partidos, tendencias o entidades políticas extranjeras'’ (art. 12 nu¬ 
meral 4- 9 ). Concordantemente y como ha quedado también ya ex¬ 
plicado, la Comisión Especial creada por el Decreto de 3 de julio > 
de 1940, tiene el cometido de investigar y denunciar la comisión de 
la infracción (V., supra § 186). 

207. Símbolos, insignias o enseñas. — Respecto de los símbó - 1 
los , enseñas o insignias , la misma ley Número 9936 de 18 de junio 
de 1940 —y la observación subsiguiente es extensiva paralelamente 
al Decreto de 3 de julio de 1940, citado— reputa asimismo asocia¬ 
ciones ilícitas a las que “usen enseñas... símbolos... que singula 
ricen a partidos, tendencias- o entidades políticas extranjeras" (art. 
12 numeral 42). 

La Resolución del Ministro del Interior de 15 de junio de 1940, 
prohíbe, además, a los empleados dependientes de esa Secretaría de 
Estado, usar escarapelas de países extranjeros “dentro de las oifr 
anas”. 

208. Banderas. Ley N2 1866. Decretos de 16 de junio de 1866, 
24 abril de 1906 y 26 diciembre de 1923. — Relativamente a las 
banderas , la Ley N2 1866 de 21 de abril de 1866 prohíbe enarbolar 
ninguna bandera que no sea la nacional, en ningún edificio público 
o particular, siendo necesario para ello el permis¡b¡ de la autoridad 
competente, excepto en los días de fiesta patrios en que los parti¬ 
culares pueden enarbolar libremente el^ pabellón nacional. 

Dispone asimismo la referida Ley que las Legaciones y Con¬ 
sulados extranjeros son los únicos que pueden izar, en los edificios 
de sus sedes, sus respectivos pabellones; prohíbe a toda sociedad 
o manifestación popular o festiva, ostentar ninguna otra bandera 
que no sea la oriental, pudiendo las sociedades usar como símbolo 
el estandarte que convencionalmente represente atributos de la 
asociación. 

Multas de quinientos pesos, o seis meses de prisión, eleván¬ 
dose la pena al doble en el caso de reincidencia, es la sanción que 
la ley fija para los contraventores de la misma (121). 

(121) La finalidad de la disposición legal del 86, fuá la de evitar el es¬ 
pectáculo, frecuente en nuestro medio en aquella época, de menoscabo a los sím¬ 
bolos representativos de la. soberanía nacional, que ofrecían a la población los 
súbditos extranjeros radicados en el país y aún los nacionales todavía unidos por 
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y el vilipendio de emblemas. — El Código Penal reprime el vili¬ 
pendio de emblemas, pero de Estados extranjeros solamente: “(Vi¬ 
lipendio de emblemas extranjeros). El que. en el territorio del Es¬ 
tado? vilipendiare, en un lugar público o abierto o expuesto al pú¬ 
blico, la bandera u otro emblema de un Estado extranjero, será 
castigado con seis meses de prisión a tres años de penitenciaría” 
(art. 139). 

Para llenar este vacío el decreto-iley de 19 de noviembre de 
1942 dispone: “El que no guarde respeto debido en lugar público 
o abierto o expuesto al público a la bandera, el escudo o al him¬ 
no nacional será castigado con seis meses de prisión a cinco años 
de penitenciaría” (K) (art. 62). 

d. Otras actividades especiales 

211. Contralor de la enseñanza. — La enseñanza es otra acti¬ 
vidad que la legislación nacional regula a los efectos de ejercer su 
contralor. 

212. Constitución de la República, arts. 59, 40 y 62. — La 

Constitución de la República dispone en su artículo 59: “Queda 
garantida la libertad de enseñanza. La ley reglamentará la inter¬ 
vención del Estado al solo objeto de mantener la higiene, la mo¬ 
ralidad, la seguridad y el orden públicos. Todo padre o tutor tiene 
derecho a elegir para la enseñanza de sus hijos o pupilos los maes¬ 
tros o instituciones que desee”. Asimismo, la Constitución esta¬ 
blece que en todas las instituciones docentes se atenderá especial¬ 
mente la formación del carácter morál y cívico, de los alumnos” 
(art. 62 inciso segundo). “El cuidado y educación de los hijos para 
que éstos alcancen su plena capacidad corporal, intelectual y so¬ 
cial, es un deber y un derecho de los padres”. “La ley dispondrá 
las medidas necesarias para que la infancia y juventud sean pro¬ 
tegidas contra el abandono corporal, intelectual o moral de sus 
padres o tutores, así como contra la explotación y el abuso” (art. 
40 incisos primero y tercero). 

213. Enseñanza privada. — En materia de enseñanza privada 
en sus distintos grados y especialidades, las leyes respectivas na¬ 
cionales daban ya desde muy antiguamente los medios necesarios 
para ejercer el contralor adecuado de las activididades contra¬ 
rias a la Constitución de la República. 

214. Ley N2 1350 de enseñanza prijuaria. — La ley Número 1350 
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¿18. GirCular de 28 octubre de 1941 y la enseñanza antidemo¬ 
crática. — Además dé la disposición de la Ley N2 9943 de 20 de 
julio de 1940, sobre instrucción militar, prescribiendo que el Minis¬ 
terio de Instrucción Pública y Previsión Social no expedirá título* 
profesionales o técnicos sin que el interesado acredite en forma el 
cumplimiento de la exigencia de prestar juramento de fidelidad a 
la bandera nacional, según se ha dicho en el parágrafo 217, la Cir¬ 
cular de 28 de octubre de 1941, dirigida por el Ministró del Interiüt 
a las Jefaturas de Policía a solicitud de la Comisión Investigadora 
de Actividades Antinacionales, recaba información acerca de “si se 
imparte por alguien en el Departamento enseñanza que se aprove¬ 
che para fines antidemocráticos (e) (123). 

tar "su programa a las leyes y reglamentos que rigen el funcionamiento de todas 
las instituciones de enseñanza primaria del país” (Resolución de 26 de marzo 
de 1942), y clausuró, posteriormente, ese centro de enseñanza por transgresión a 
las prohibiciones legales (Resolución de 21 de' mayo de 1942). 

Por Resolución de 27 de febrero de 1942, se autorizó el funcionamiento de la 
Escuela Italiana de Montevideo (Scuola Italiana di Montevideo), con sujeción a 
las siguientes normas, sin perjuicio de lo dispuesto por el art. l.° inciso A); del 
Decreto de 3 de julio de 1940: l.° La enseñanza se dictará en idioma nacional. 
Unicamente se admitirá la enseñanza del idioma italiano como una asignatura más 
a la que se le dedicará B el tiempo adecuado. 2 .° los programas serán adoptados 
sobre la base mínima de los programas nacionales de las escuelas públicas en vi¬ 
gencia y utilizando textos nacionales aprobados por el Consejo Nacional de En¬ 
señanza Primaria y Normal, especialmente en idioma nacional, historia univer¬ 
sal y educación cívica. 3.° Los maestros de enseñanza primaria deben ser maes¬ 
tros diplomados en nuestro país con título nacional. Sin embargo, se podrá Uti' 
lizar en las clases auxiliares de idiomas, maestros extranjeros. 4 9 La sociedad 
"Scuola Italiana di Montevideo” se compromete a suprimir o modificar en sus 
programas 3 / reglamentaciones todo lo que el Consejo de Enseñanza estime con¬ 
trario a las normas republicanas y democráticas que rigen en nuestro país. S.° La 
Sociedad “Scuola Italiana di Montevideo” será fiscalizada por un maestro de¬ 
signado por el Consejo Nacional de Enseñanza Primaria y Normal, el cual debe¬ 
rá cumplir el horario completo de la escuela que debe fiscalizar corriendo de cargo 
de la sociedad citada los honorarios de este último. 6 .° La comprobación de trans¬ 
gresiones de estas disposiciones será causa suficiente para la adopción de medida* 
que podrá llegar hasta la clausura del establecimiento. 

Por Resolución de 13 de marzo de 1942, se clausuraron las escuelas de ense¬ 
ñanza privada de las colonias fcí 19 de abril” y “Jeffrey” del departamento de Pay- 
sandú. Y por Resolución de 6 de mayo de 1942, se autorizó el funcionamiento 
durante .el año 1942, del Liceo Alemán, sujeto a las condiciones establecidas por 
la resolución de 27 de febrero de 1942 para la Escuela Italiana de Montevideo, ya 
referida. 

(123) Esta circular ha sido reiterada por la de 30 de julio de 1942 (supra 
§ 63). 

Relativamente a las esencias públicas el Reglamento de 30 de octubre de 1877 
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mantener la seguridad y el orden públicos, según lo previsto en 
el articulo 59 de la Constitución, el Poder Ejecutivo, por medio de 
los funcionarios que designe, fiscalizará la organización de las ins¬ 
tituciones privadas que realicen funciones docentes, y la enseñanza 
que impartan, a efecto de verificar si por medios directos o indi¬ 
rectos, hacen prédica en favor de doctrinas o ideas que, por medio 
de la violencia, tiendan a destruir las bases fundamentales de la 
nacionalidad. Se consideran tales, a los efectos de esta ley, las con¬ 
tenidas en las Secciones I y II de la Constitución. A tal fin dichos 
funcionariois tendrán libre acceso a los locales respectivos' 1 (art. l. 9 b 

Los restantes artículos de este proyecto de ley, versan sobro 
el procedimiento a seguirse para el ejercicio del contralor, intima¬ 
ción a la institución infractora, clausura, recursos de las medida:- 
que se apliquen, etc. (124). 

220. La Conferencia Interamericana de Medidas Policiales y 
Judiciales 1 y el contralor de la enseñanza. — Con relación a la 
enseñanza, también, ha quedado inferttdcionaliiicuic acordado que los 
Gobiernos de las Repúblicas * Americanas adopten las medidas le¬ 
gales “que impidan la propaganda que se lleve a cabo en planteles 
o institutos de enseñanza, ya sea ésta primaria, secundaria o su¬ 
perior, dirigidos o intervenidos por subditos de los países del Pacto 
Tripartito o de los Estados subordinados a ellos. O 1 la revisión cui¬ 
dadosa de las disposiciones que ya se hayan promulgado sobre c! 
particular 1 , castigando en todo caso con clausura definitiva al ins¬ 
tituto docente que por medio cíe lecciones y conferencias, repre¬ 
sen tapien es teatrales, himnos, imágenes y fotografías, símbolos 
especiales o cualesquiera otros medios de influir en los alumnos, 
sean niños o adultos, busquen hacerlos simpatizar o tomar parte 
en actividades o atentados contra las instituciones democráticas de 
la 3 Repúblicas del Continente, o contra su integridad y soberanía 
Es entendido que la pena de clausura que aquí se recomienda se 

(124) Por Mensaje de 25 de octubre de 1940 el Poder Ejecutivo reitero a 
la Asamblea General el pedido de sanción del citado proyecto de ley, expresando 
íjue “los móviles determinantes de la previsión del citado constituyente y del pro¬ 
yecto, que procura dar a aquellas posibilidades de vigencia efectiva inmediata, han 
sufrido desde entonces un proceso de agudización paralelo a la hipertrofia de 
algunas doctrinas extremistas inconciliables en sus postulados, con los principios 
vitales de nuestro sistema de organización política y régimen de garantías'\ Ana¬ 
dia el mensaje que en el momento oportuno, por el ministro respectivo, se pr<» 
pondría “la incorporación de algunas disposiciones sobre, contralor de la ense¬ 
ñanza del idioma castellano, la bisteria y la geografía de la Pe pública, conforme 
a los programas vigentes en los institutos similares del listado” 
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CAPITULO V 


MEDIDAS DE CONTRALOR DE LA 
PROPAGANDA (125) 

1. Declaraciones 

221. Manifestaciones específicas de propaganda antidemocrá¬ 
ticas. — De una manera general se examinarán en este apartado 
las declaraciones y otras manifestaciones especificas vinculadas coa 
la propaganda antidemocrática no previstas en las divisiones si¬ 
guientes de este capítulo. 

222. Prohibiciones a los funcionarios públicos. — El decreto 

de 28 de enero de 1942, dictado por el Poder Ejecutivo como medi¬ 
da pronta de seguridad y ampliatorio de la Ley N. 9 9936 de 18 de 
junioi de 1940 sobre asociaciones ilícitas, dispone que “el simple 
hecho de que los funcionarios públicos civiles ostenten manifiestamente 
° propalen las ideas cuya difusión se prchibe por el presente De- 


(125) Genéricamente se lia recomendado a los Gobiernos en materia interna* 
cional la conveniencia de dictar “las disposiciones necesarias para extirpar etl 
las ^Américas la propaganda de las doctrinas que tiendan a poner en peligro en 
América el común ideal democrático interamericano M (1. a Reunión de Consulta 
de los Ministros de Relaciones Exteriores, Panamá 1939. Resolución XII). 

Análogamente, la Resolución VII de la 2. a Conferencia de Consulta, La 
Habana, 1940, reitera la recomendación precedente en el sentido de que los Go. 
bienios dicten las disposiciones necesarias para eliminar la propaganda de lai 
doctrinas que tiendan a poner en peligro los principios democráticos ; y encarece, 
también, que se impida “dentro de las disposiciones del Derecho Internacional las 
actividades políticas de los agentes diplomáticos o consulares extranjeros, en d 
territorio en que estén acreditados, que pongan en peligro la paz y la tradición 
democrática de América” (Resolución II) . 

La Resolución XVII de la 3. a Reunión de Consulta, Río de Janeiro 1942, 
recomienda, con objeto de evitar actos de agresión política, que' se impida H 
'‘diseminación de propaganda per parte de cualquier agente, nacional o de cual¬ 
quier partido político organizado en cualquier Estado miembro del Pacto Tripar¬ 
tito o de uno de los Estadois a ellos subordinados, o de cualquiera otra persona, u 
organización que actúe bajo su mandato o dirección, que tienda a perjudicar la se¬ 
guridad o las relaciones de las Repúblicas americanas, a crear disencioiies poli- 
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El Decreto de 2 de octubre de 1941 disoné por su parte qtr: 
las publicado»** en general que, valiéndose de cualquier procedi¬ 
miento, efectúen los militares, asimilados, marinos militares y em¬ 
pleados civiles dependientes del Ministerio de Defensa Nacional, 
deberán ser aprobados previamente por la Inspección General del 
Ejército y de Marina, y en el interior por el Jefe de la Región Mi¬ 
litar. Esta misma disposición piohibe las publicaciones que involu¬ 
cren comentarios que den lugar a confusionismo sobre medidas adop¬ 
tadas por las autoridades militares o navales t> sobre problemas a 
estudio y resolución gubernativa o parlamentaria, sobre cuestiones 
inherentes a la política interna de otros países o que apasionen a 
las colonias extranjeras radicadas en el país, oí que puedan interpre¬ 
tarse como contrarias al sentimiento profundamente democrático -de 

nuestro pueblo. . ., ........ , 

Correlativamente con esta última disposición el Ministerio de 

Defensa Nacional dictó la circular de 14 de abril de 1942 cuyo tex¬ 
to es ei siguiente: “Este Ministerio ha intervenido en la reso.ucion 
de algunos asuntos, en los que funcionarios pertenecientes a de¬ 
pendencias del mismo, han sido involucrados en apreciaciones de 
carácter político, que los hacen aparecer como sustentando ideas 
contrarias al régimen republicano. Para evitar hechos de esta na¬ 
turaleza, el Ministro que suscribe hace saber, que frente a tocia de¬ 
nuncia cieita sobre incumplimiento d? los deberes democráticos, 
por cualquier funcionario de su dependencia,^ no vacilará en apli¬ 
carle la más severa sanción que corresponda . 

224. Prohibición de propaganda que afecte a la Defensa Pa¬ 
siva. El Decreto,-Ley de 18 de junio de 1942, de organización 

de la'Defensa Pasiva Nacional, pone de manifiesto que, radicando 
el fundamento primordial de toda acción de defensa pasiva en la 
más estricta disciplina social, “serán pasibles denlas sanciones que 
la Ley, Decretos, Ordenanzas y Disposiciones señalen, los que per¬ 
turbaren ya sea con actos visibles o con propagandas insidiosas, el 
buen desarrolla de la acción preventiva o ejecutiva, dispuesta por 
el Estado y sus órganos delegados...” (art. 3.°) (127). 

Conviene tener presente asimismo la serie de reglas enuncia¬ 
das en el Capítulo XII. 


(127) V., admismo las funciones que el Decreto-Ley comete a las semi¬ 
nes con que contará la Dirección General de la Defensa Pasiva ( ! §§ > > í 

sigtes.). 
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2. Publicaciones 
a. Periódicos 

225. Disposiciones sobre publicaciones en general. _ Se ex¬ 

pondrán aquí, primero, las disposiciones que de una manera gené¬ 
rica tienen atinencia con las publicaciones y, luego, las demás nor¬ 
mas estricta o expresamente relativas a las publicaciones perió¬ 
dicas no previstas en los apartados subsiguientes. 

■ 22 a’ ^nL N ' 9 - 948 °’ de Im P renta - — La Ley N 9 9480 de 28 de 

junio e 1935, dictada a los efectos de reglamentar el artículo 28 
de la Constitución (128), y llamada Ley de Imprenta, determina : 

De los Delitos de imprenta” (Cap. IV) Artículo 19. Los Delitos 
de imprenta se dividen en graves, que son los delitos comunes con¬ 
sumados por medio de la imprenta, o los especiales enunciados en 
el articulo 20, e incisos A), B). y C), y leves, que son los delitos 
característicos propios y exclusivos de la imprenta, contenidos en 
los artículos 21, 22, 29 y 3.1. Los delitos graves de imprenta, tam¬ 
bién se llaman delitos de abuso de la libertad de escribir; y los de¬ 
litos leves de imprenta se denominan delitos de imprenta propia¬ 
mente dichos "De los Delitos Graves (Po r abuso de la libertad 
de escribir). Articulo 20. Constituye delito grave de imprenta la 
ejecución en impresos divulgados en el público, de un hecho califi¬ 
cado coma delito por el Código Penal o por leyes especiales, siem¬ 
pre que la infracción quede consumada en el escrito mismo. Tarn- 
.bien se califican como delitos gravea de imprenta: A) la divulga¬ 
ción maliciosa de noticias falsas que puedan ocasionar, en su caso, 
alarma publica, alterar el orden, causar evidente perjuicio a ios in¬ 
tereses económicos del Estado o al de sus Entes, o perjudicar el 
crédito nacional extenor o interior. La misma regla se aplicará a la 
publicación de documentos apócrifos, falsificadas o adulterados o 
falsamente atribuidos a terceros. B) La excitación al desprecio del 
Lstado o sus Poderes, al vilipendio del escudo, la bandera o el 
himno nacional. C) La apología de personas que se hallen requeri- 
c as por la Justicia, procesadas o condenadas bajo la imputación de 
algunos de los delitos previstos en el Código* Penal, excepción he- 

en w?L E! - a ? CUl ° 28 . dc -> Constitución establece: “E s enteramente libre, 
“2““ comunicación ríe los pensamientos per palabra*, escritos pri- 

ados o publicados en la prensa o por cualquier otra, forma de divulgación, sin 
necesidad de previa censura: quedando responsable el autor, y en «a casa d 
impresor o emisor, con arreglo a I a Ley, por los abusos que cometieren”. 
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cha de los reprimidos por los artículos 141 al 145 (129), del preci¬ 
tado Código, salvo que aquella tuviera por objeto demostrar que ei 
requerido o procesado no ha podido ser el autor dei delito imputa¬ 
do”. “Diarios y publicaciones periódicas extranjeras. Art. 22. La 
circulados en el territorio de la República, de diarios, revistas U 
otras publicaciones periódicas editadas en el extranjero podra ser 
prohibida por un día por el Ministro del Interior, y _ mediante 
resolución especial del Consejo de Ministros, por un término nú 
mayor de quince dias. La exposición al público o la distribución rea¬ 
lizada a sabiendas de dicha prohibición administrativa, serán re¬ 
primidas con pena de multa de diez a cuarenta pesos o prisión con 
pena de multa de diez a cuarenta pesos o prisión equivalente. Se 
procederá en estos casos, en simple vía policial. Las publicaciones 
prohibidas serán secuestradas por la Policía” (130). Los delitos 
previstos por el primer apartado* del artículo 20, serán castigados 
de acuerdo con las disposiciones ¡del Código Penal o de las leyes 
especiales que corresponda. La circunstancia de ejecutarse por me¬ 
dio de la imprenta, siempre se considerará como* agravante de acuer¬ 
do con el principio que informa d artículo 335 del Código Penal 
(131) respecto de los delitos de injuria y difamación, también re¬ 
feridos en "las presentes sanciones” (art. 26, en su nueva redacción 
dada por la Ley N. 9 9774 de 20 de mayo de 1938). “Los delitos pre¬ 
vistos en el artículo 20 incisos, A) y B) de esta ley serán castigados 
con peila de tres a veinticuatro meses de prisión o multa equiva- 
lente. El previsto en el inciso C) con la misma pena con que. se 
castiga la apología^ de un hecho calificado como delito (Código 
Penal, art. 148)” (132) (art. 27). 


(129) Rebelión, Sedición, Motín y Asonada. Ver, al respecto, capítulo X. 

(130) A pesar de la latitud de redacción del artículo transcripto, la auto- 
rización acordada por el mismo al Poder Ejecutivo, debe, a nuestro juicio, eti» 
tenderse como encuadrada dentro de la economía general de la Ley N.° 9480, 
es decir, como únicamente aplicable a Iqsi delitos taxativamente previstos en 
el Capítulo IV de la misma (De los Delitos de Imprenta), y del cual el alu¬ 
dido artículo 22 forma parte. 

(131) Código Penal, artículo 335 (Circunstancias agravantes). Los deli¬ 
tos precedentes serán castigados con un aumento de un sexto a un tercio de U 
pena, cuando se cometieren en documentos públicos o en escritos, dibujes o pin¬ 
turas divulgadas públicamente o expuestas al público (Título XII, Cap. IV - Di¬ 
famación e injuria) . 

(132) “El que hiciere públicamente la apología de hechos calificados como 
delitos, será castigado con cien a setecientos pesos de muha” (Código Penal, 
art. 148). 
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El Decreto reglamentario de esta Ley, de fecha 26 de julio de 
1935, establece que las multas a que se refiere ei artículo 22 de la 
misma, antes transcripto, serán aplicadas por el Ministerio del In¬ 
terior. 

227. La Ley N. 9 9936 y la prohibición de introducir en el país 
propaganda antidemocrática. — La Ley N7 9936 de 18 de junio 
de 1940, sobre asociaciones ilícitas, prohíbe “toda introducción al 
país de panfletos , diarios, periódicos , zulantes o folletos de propa¬ 
ganda política que ‘‘difundan ideas contrarias a la forma de go¬ 
bierno democrático republicana”, “sin la autorización del Ministe¬ 
rio del Interior, a quien se deberá solicitar la'referida autorización, 
acompañando un ejemplar de las publicaciones; podrá ordenar el 
Ministerio la apertura de los envases que la contengan, dando aviso 
a las personas o entidades a quienes vengan dirigidas'' (arts. 7.\ y 
L 9 , numeral l, 9 ). 

La misma Ley interdicta, también, a la “prensa — nacional o 
extranjera que circule en el país — propalar ninguna propaganda 
que agravie a mandatarios o países con ios cuales mantenga relacio¬ 
nes el nuestro, o que incite a desórdenes o tumultos públicos o a 
vías de hecho contra personas o cosas, con motivo de la actual con¬ 
flagración europea. Comprobada Ja notoriedad de una propaganda 
de esa naturaleza, el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministe¬ 
rio del Interior, por resolución fundada, podrá suspender... el dia¬ 
rio que haya incurrido en olla, por el término de uno a quince d!as, 
según la graved-ad del hecho. En caso de reincidencia la suspensión 
se:á de uno *a tres meses. La resolución del Ministerio del Interior 
será apelable dentro de tercero día, ante el Consejo de Ministros. 
Este recurso no tendrá efectos suspensivos. Exceptúense di las 
disposiciones de este artículo la difusión textual de los documentos 
originados por actos oficiales'’ (art, 9. 9 (133). 


(133) En el Mensaje elevado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea Ge¬ 
neral reclamando la modificación de esta Ley, según antes se ha hecho refe¬ 
rencia (supra, nota 112), se introducían al artículo 9.° de la misma, las siguien¬ 
tes innovaciones, que se subrayan para la mejor comprensión de su sentido: 
“No podrán las radies ni la prensa —nacional o extranjera que circule en eí 
país — realizar..,, etc., que agravie a Jefes de Estado o a países con leb; cua¬ 
les mantenga relaciones el Uruguay; o que incite..., etc.; o que difundan ideas 
contrarias a la forma de gobierno democrático republicana, adoptada en el pri¬ 
mer inciso del artículo 72 de la Constitución; o que tienda a perturbar la apli¬ 
cación de los sistemas legales de defensa nacional. Esta prohibición se extien¬ 
de a la divulgación por medio de libros, folletos, circulares, conferencias , dis¬ 
cursos y toda otra forma de emisión del pensamiento efectuada públicamente, 
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Respondiendo a >estas prescripciones de la ley, el Decreto de 3 
dé julio de 1^40, reglamentario de ella, adjudica a la Comisión Es 
pedal que por el expresado acto administrativo se crea: “B) Tra¬ 
mitar los pedidos de autorización para la introducción al país de 
panfletos, diarios, periódicos, volantes y folletos de propaganda 
política, que serán pasados por la Dirección General, a resolución 
del Ministro. C) Elevar diariamente a conocimiento del Ministro 
•todos ios diarios o periódicos nacionales y extranjeros 1 que conten¬ 
gan artículos de propaganda que se refieran a mandatarios de paí¬ 
ses con los cuales mantenga relaciones el nuestro, llamando la aten 
ción sobre aquellos^ que puedan revestir interés, con relación a la 
aplicación de la ley que se reglamenta. D) Denunciar cualquier actir 
vidad ilícita comprendida eni el artículo l. 9 de la ley. E) Proponer al 
Ministerio la adopción de las medidas que considere oportunas pa¬ 
ra ei cumplimiento de \m fines perseguidos por la ley en el caso de 
.que lleguen a su conocimiento hechos que configuren un acto ilí¬ 
cito prohibido por los artículos 6. 9 , 7? y 9. 9 de la misma. F) Tendrá 
asimismo a su cargo informar sobre las reclamaciones que puedan 
formularse ante el Ministerio de Relaciones Exteriores o del In¬ 
terior, relativas a la aplicación de las sanciones previstas' >en el in¬ 
ciso 2 9 del artículo 9. 9 No se considerará comprendida en la pro¬ 
paganda a que alude es'te inciso la reproducción sin comentarios de 
informaciones de agencias telegráficas extranjeras. A fin de apre¬ 
ciar el alcance de la propaganda que por la prensa. . . pueda consi- 


aún en lugares cerrados cuando el número de personas presentes al acto exceda 
del número de quince* Comprobada la notoriedad..., etc. Podrá también trican~ 
tarse de los libros, folletos y circulares, suspender tes conferencias; y cerrar 
los locales o interdictar su uso según ¡as cicunstancos, Por el tiempo establéente 
cu el parágrafo precedente. La resolución del Ministerio del Interior, etc. /ift 
casú 1 de infringirse Jas prohibiciones del inciso primero de este articulo en can- 1 
f eren das, disertaciones o discursos pronunciados públicamente, aún ni luga¬ 
res cerrados cuando el número de personas presentes al acta exceda de quince , 
ei orador será pasible de multa de veinte a cincuenta pesos n prisión equivalen¬ 
te regulándose ésta de acuerdo con lo preceptuado en el articulo 84 del Código 
Penal. Las medidas autor hados en el presente artículo serán aplicables manda 
el responsable de la edición a* publicación haya procedido, a juicio del Poder. 
Ejecutivo, can la intención de ofender t pudiéndose tener en cuenta en te califi¬ 
cación del caso, la Posibilidad de existencia de n;t móvil altruista relacionado con 
el celo por los intereses públicos en defensa de 1a soberanía y de las mstihuio - 
nes amenazadas... (art 9P dd proyecto). Asimismo, el artículo 11 del proyecta 
facultaba “al Poder Ejecutivo para clausurar ids ór B atvs de publicidad en casto 
de comprobarse que esos órganos -son financiados o subvencionados, directa o 
indirectamente, por las asociaciones ilícitas comprendidas en el artículo L" le 
esta ley, o por organizaciones o íí bienios extranjeros , 
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derarse agraviante para mandatarios o países con los cuales manten¬ 
ga relaciones el nuestro, tal como se dice en la ley, se tendrá en 
cuenta el informe de la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado, que establece que la palabra “agravio" se utiliza como equi¬ 
valente de ofensa al honor o injuria” (art. I. 9 ). 

228. Decreto de 27 de enero de 1942 y el contralor en el acto 
de desembarque de publicaciones’. Decreto de 15 de mayo de 1941. 

Por Decreto de 27 de enero de 1942, se dispuso que la policía 
(División Investigaciones), Sección “Embarcaderos y Población 
Flotante" notificará por escrito a los agentes y encargados de la 
recepción y distribución en el país de publicaciones extranjeras que 
defiendan o sustenten ideas contrarias a la forma de gobierno de¬ 
mocrático republicana que, antes de desembarcar las publicaciones 
en los puertos, estaciones de ferrocarril, aeropuertos, etc., deberán 
poner a disposición de los funcionarios encargados del contralor, un 
ejemplar de cada publicación a efecto de constatar en el acto, sí 
están o no comprendidas en las prescripciones del artículo 7? de 
la ley que se reglamenta (Ley Número 9936 de 18 de junio de 1940, 
sobre asociaciones ilícitas) o del Decreto, del Poder Ejecutivo de 
15 de mayo de 1941 (134), así como si entre los autorizados re pre¬ 
tende circular en forma oculta ejemplares de publicaciones sancio¬ 
nadas por el Ministerio del Interior .en cumplimiento de la dispo¬ 
sición legal citada" (art. L 9 ). “En caso de infracción, los agentes 
policiales procederán sin más trámite al secuestro de las publica¬ 
ciones quie se -encuentren en las condiciones previstas en el artículo 
anterior. También se procederá al secuestro de dichas, publicaciones 
cuando fueren remitidas por vía postal, a cuyo efectos la Sección 
“Correos” de la Dirección General de Correo-s, adoptará las medida* 
pertinentes” (art. 2. 9 ). “La contravención a las disposiciones dicta¬ 
das dará lugar, sin perjuicio del secuestro de las publicaciones cuya 
circulación esté prohibida en territorio de la República, a la inter¬ 
vención de la Justicia conforme a lo estafr'ecido’ en el artículo 360, 
numeral 3. 9 del Código Penal vigente, sin perjuicio de las otras 

(134) El Decreto de 15 de mayo de 1941, aludido, dispone que “Toda pw 
blicacióii extranjera editada con posterioridad a la ley de fecha 18 de junio de 
1940, asi coma aquellas que no hayan circulado regularmente en el país con an¬ 
terioridad a la fecha en que se produjo la actual conflagración europea, debe¬ 
rán solicitar el permiso correspondiente para poderlo hacer, sujetándose en 
todo a ¡o preceptuada en el artículo 7.* e inciso l.° del artículo 1.9 de la men¬ 
cionada ley” (art. l-°). “Las Jefaturas de Policía procederán al secuestro de 
las referidas publicaciones que se pretendan hacer circular en el país sin la co¬ 
rrespondiente autorización establecida en el artículo anterior” (art. 2.°). 
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sanciones penales que puedan corresponder en cada caso particu¬ 
lar. A tal efecto, las autoridades policiales pondrán los hechos da 
inmediato en conocimeinto de la Justicia, estando a lo que ésta re¬ 
suelva" (art. 3. 9 ). 

229. El Decreto de 28 de enero dje 1942 y la extensión de la 
prohibición del art. 9. 9 de la Ley N. 9 9936. — Por Decreto de 2b 
de enero de 1942, dictado como medida pronta de s-eguridad, se 
dispuso que “la prohibición establecida en el artículo 9. 9 de la Ley 
N.- 9936 de junio 18 de 1940, se extenderá a la divulgación de la 
misma propaganda, por medio de libros, folletos, circulares o cual¬ 
quier otro procedimiento de emisión del pensamiento escrito. ^ En 
caso de infracción el Poder Ejecutivo dispondrá la incautación de 
los medios de difusión referidos" (art. L 9 ). “Queda igualmente pro¬ 
hibida la difusión de ideas contrarias a la forma de gobierno demo- 
crático-republicana, adoptada por ]a Constitución de la República 
(art. 72 inciso 1 9 ) o que tiendan o se dirijan a perturbar la -eficaz 
aplicación de los medios de defensa nacional. Si la infracción a lo 
dispuesto por el presente artículo se ejecutare mediante. . . la pren¬ 
sa, se aplicarán las misma sanciones previstas en el artículo 9. 9 de 
la Ley N. 9 9936. En caso de utilización, a dichos fines, de los me¬ 
dios de difusión aludidos en el artículo anterior, se procederá como 
allí se establece” (art. 2. 9 ). 

230. El Decreto de 2 de octubre de 1941 y el contralor de las 
publicaciones de militares, — En lo que es propio a las personas 
integrantes del ejército , el Decreto de 2 de octubre de 1941, antes 
referido (§ 223), dispone que las publicaciones hechas por medio 
de la prensa u otro procedimiento, que efectúen los militares, ma* 
rinos, militares, asimilados y empleados civiles dependientes del 
Ministerio de Defensa Nacional, sobre temas de carácter técnico- 
disciplinario o vinculados a los problemas de la defensa nacional, 
deberán ser aprobadas previamente por, la Inspección General del 
Ejército o de Marina, y en el interior por el Jefe de la Región Mi¬ 
litar. 

Prohíbe también dicho Decreto las publicaciones que involu¬ 
cren comentarios, que den lugar a confusionismo sobre medidas 
adoptadas, por las autoridades militares o navales relativas a 
problemas a estudio o resolución gubernativa o parlamentaria, so¬ 
bre cuestiones inherentes a la política interna de otros países o 
que apasionen a las colonias extranjeras radicadas en la República, 
o que puedan interpretarse como contrarias al sentimiento, profun¬ 
damente democrático de nuestro pueblo. 
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231. Resolución de 5 de setiembre de 1939, sobre noticias de 
prénlsa. — Con motivo de la situación creada a raíz de la guerra 
europea actual, la Resolución de 5 de setiembre de 1939, dictada 
por' el Ministerio del Interior, recomendó a la prensa “que supri¬ 
miera las ‘apreciaciones agraviantes y procure confirmar la ver¬ 
dad de las noticias que puopale" (art. I. 9 ). 

232. La ley N." 10096 y la obligación dte indicar el origen de la 
información noticiosa. — La Ley N. ? 10096 de 18 de diciembre de 
1941, sobre exención de impuestos a las comunicaciones de prensa 
cablegráficas y radiotelegráficas, dispone que los órganos de pu¬ 
blicidad quedan obligados a establecer inmediatamente después del 
lugar de procedencia de la noticia, la agencia o empresa que la ha 
suministrado, /y éstas quedan, a su vez, obligadas a indicar en los 
informes de contralor, la denominación de la entidad de que pro- 
cedan'' (art. 3. 9 ). 

233. El Discreto-Ley de 19 de noviembre de 1942 y la represión 
de la propaganda antidemocrática. — En el Decreto-Ley de 19 de 
noviembre de 1942, se prevé: (Corrupción para cumplir actos con¬ 
trarios a los intereses del país o de América). B) El que recibe o 
se hace prometer aún cuando sea en forma indirecta, dinero o 
cualquier otra utilidad o beneficio, o solamente acepta sus prome 
sa, con el fin de cumplir actos contrarios a los intereses nacionales 
o a los internacionales de los Estados de la Unión Panamericana, 
será castigado con pena de veinte meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. Constituye circunstancia agravante especial y la pena 
será elevada en un tercio, cuando el dinero, la utilidad o el benefi¬ 
cio, sean dados o prometidos para la realización de propaganda por 
medio de la prensa, radio o cualquier otra forma o medio de llrans- 
misión del pensamiento''. N) La proposición y la conspiración de 
estos delitos serán castigadas con pena de tres a quince meses de 
prisión" (art. 6. 9 ). 

234. La Conferencia Sudamericana de Policía de 1920 y la 
circulación de propaganda contralria al orden social e institu¬ 
cional. Reuniones de consulta. -— Desde el punto de vista interna¬ 
cional, las conclusiones formuladas por la Conferencia Sudamerica¬ 
na de Poilicla de Buenos Aires, de 1920, recomienda a los países 
signatarios, en el punto relativo a la entrada de extranjeros (III), 
que se prohíba la circulación en las reparticiones postales o adua¬ 
neras, de impresos, grabados o imágenes destinados a la propagan¬ 
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da o sugestión de delitos contra la actual organización social o su» 

instituciones (art. 4, ,J ). , , 

D:ben tenerse, también, presentes, la Recomendación XI1 de 
la l.í Reunión de Consulta de los Ministros de Relaciones Exterio¬ 
res de las Repúblicas Americanas, de Panamá, 1959, que. aunque 
genérica, involucra — por ello mismo — tanto a las publicaciones 
periódicas como a los demás tipos de propaganda que se realios por 
medio de cualesquier procedimiento; asi como las resoluciones 
y Vil de la Conferencia de Consulta de los Ministros de Rela¬ 
ciones Exteriores, de La Habana, 1940, antes tratada (supra, 
nota 111). 


b. Libros, panfletos , etc . 

135. Remisión. — En el apartado anterior se han referido las 
normas 'que además de tratar lo relacionado con los periódicos, in¬ 
volucran a la vez a los libros, folletos, volantes, etc., por lo cual nos 
remitim'os a su texto. 

236. Constitución de la República, art. 77. Proyecto de Ley Or¬ 
gánica de Correos. — Sólo resta señalar aquí, las medidas proyec- 

tadas por el Poder Ejectutivo. ‘ ‘ 

Con Mensaje de 29' de noviembre de 1940, el referido 1 oder 
remitió a la Asamblea General un proyecto de ley orgánica de co¬ 
rreos sustitutivo del régimen actualmente en vigor, por uno de 
cuyos artículos ,se autoriza a la Dirección General de Correos, coiim 
excepción al precepto constitucional respectivo (135), a .abrir de 
oficio o entregar correspondencia u otros 'envíos o suministrar, in¬ 
formes sobre los mismos a requisición y de acuerdo con las ny- 
tracciones del Poder Ejecutivo, cuando éste haya tomado las me¬ 
didas prontas de seguridad (supra, § 7, in fine). (Art. 6. , inciso , , 
letra A). El expresado proyecto prohíbe, asimismo, la expedición 
por vía postal de correspondencia abierta en que se ofenda e injurie 
el sentimiento público nacional, a los funcionarios públicos o a de¬ 
terminada colectividad o- persona o que contengan textos contra¬ 
rios a las buenas costumbres o imputaciones de carácter calumnio¬ 
so, sin firma de autor responsable (art. 10, letra G). 


(135) Constitución de ls República, art. 27: “Los papeles de los particu¬ 
lares y su correspondencia epistolar, telegráfica o de cualquier otra especie, son 
inviolables, y nunca podrá hacerse su registro, examen o intercepción muo con- 
forme a las Leyes que so establecieren por razones de ínteres general . 
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3. Radio 

237. Instalación y funcionamiento de estaciones radiotras- 
misoras. — La Ley N. 9 8390 de 13 de noviembre de 1928 e s toda- 
v'a en nuestro país la primera y fundamental norma que regula la 
instalación y funcionamiento de las estaciones radioelectricas tras- 
misoras, complementada por vía administrativa po r la resolución 
de 18 de junio de 1929, que aprueba el Reglamento de la ley. 

Sin perjuicio de proporcionar loe textos de las disposiciones que 
tienen atinencia exclusiva con el problema en examen, se lep.odu 
cen las relativas a la organización y funcionamiento propios de los 
servicios, a fin de hacer conocer la forma en que se ejerce el con¬ 
tralor de la propaganda y de la información fundamental a que ha¬ 
cen referencia este y el siguiente apartado. 

238. Ley N. 9 8390, sobre Radiocomunicaciones. — Dispone la 
Lev N 9 8390 de 13 de noviembre de 1928 que: ‘ Solo mediante au¬ 
torización de la Dirección de los Servicios de Radiocomunicaciones 
podrán instalarse estaciones radioeléctricas trasmisoras en todo el 
territorio de la República” (art. I. 9 ) ; “Cualquiera que sea la ca¬ 
tegoría o clase de una estación, su potencia y ubicación quedara, 
limitadas por las interferencias que pudieran ocasionar a las esta¬ 
ciones radiotelegráficas del Estado o cualquier otra trasmisión pre¬ 
ferente" (art. 2. 9 ) ; "Las estaciones oficiales tendrán prefei encía en 
todo lo que se refiera a horarios, longitudes de onda y demas con¬ 
diciones relativas a su funcionamiento, sobre las estaciones partíc - 
lares. Las estaciones particulares o las extranjeras podran 
sickradas ocasionalmente de trasmisión preferente¡ruanco iesu 
de conveniencia pública darles ese carácter (art. 3. ) , La. per 
na, que manejen estaciones particulares deberán poseer certif.cado 
expedido por la Dirección de los Servicios de Rad,ocomumcac.one f 
( art 4“)' “Las estaciones de difusión y <le aficionados solo podran 
trasmitir durante el horario oficial que se establezca para su fun¬ 
cionamiento” (art. 5. 9 ). “Queda terminantemente prohlbldo ajod 
aficionado el utilizar su estación trasmisora para hacer comunica 
ciones maliciosas o inmorales que afecten las buenas costumbres ; 
buen nombre del progreso de las radiocomumcácmnes (art. O. ) , 
“El Gobierno por razones de interés público v mediante resoklc ’^ 
motivada, podrá suspender durante un plazo determinado las tra. 
misiones de cualquiera estación” (art 7.’); La Dirección de ios 
Servicios de Radiocomunicaciones, podra imponer multa hasta U 
suma de cincuenta pesos a los infractores de las dispos,ciernes de 
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la'presente bey y de su reglamentación por la Presidencia de la Re¬ 
pública, debiéndose seguir el procedimiento establecido por el ar¬ 
ticulo 19 ^dei Código de Instrucción Criminal cuando no excedan 
de diez pesos, y pasando de esta cantidad los jueces de Paz proce¬ 
derán a la ejecución forzada de dichas penas siempre que no fue¬ 
ran cumplidas mediante intimación administrativa" (art. 8. 9 ). "Co¬ 
rresponderá al Ministerio de Instrucción Pública cuanto se rela¬ 
cione con el programa de difusión de las estaciones radioeléct icas 
del Estado, ai i como la determinación de la preferencia de trasir.- 
sión a que se refiere la segunda parte del arLeiúo 3." de e?ta ley” 
(art. 9. 9 ) (136). 

239. Proyecto de ley sobre incautación de las estaciones radio- 
eléctricas de aficionados. — Con mensaje de 18 de marzo de 1943, el 
Poder Ejecutivo ha elevado proyecto de ley a la Asamblea General, 
por el cual se incorpora a la ley anterior, el siguiente artículo: Facili¬ 
tase al Poder Ejecutivo, mientras dure la actual Situación in¬ 
ternacional, a incautarse de los transmisores radioeléctricos de 
aficionados que infrinjan las disposiciones, establecidas en la Ley 
N. 9 8.390, de fecha 13 de noviembre de 1928 y su reglamentación''. 

De las breves consideraciones en que el Poder Ejecutivo fuh- 
da el proyecto entresacamos el siguiente párrafo: Pese a haberse 
tomado las providencias necesarias para no permitir el funciona¬ 
miento de estaciones de aficionados, en atención al peligro que 
las mismas podrían traer aparejadas en los momentos actuales! 
por la situación internacional en que se vive, se ha comprobado, 
por intermedio del Servicio de Búsqueda e Investigación de Esta¬ 
ciones Clandestinas de Radio y cíe Emisiones Prohibidas, que se 
efectúan trasmisiones por parte de estaciones de aficionadosi, aun 
de algunas que no han obtenido la debida licencia de funciona■ 
miento”. 

240. Reglamento de 18 de Junio de 1929. — Por su paróte, la 

Resolución de 18 de junio de 1929, que aprueba el Reglamento de 
la ley 8390, según se ha dicho, dispone: “1) La Dirección de los 
Servicios de Radiocomunicaciones; es la encargada de cumplir y 
hacer cumplir las disposiciones de este reglamento y las que, en 
el futuro pudieran dictarse en materia de radiocomunicaciones. 2) 
Sói'o mediante su autorización podrán instalarse estaciones radio- 


(136) La Ley N.° 8557 de 18 de diciembre de 1929 creó el Servicio Ofi¬ 
cial de Difusión Radb eléctrica. V., asimismo Decreto reglamentario de 15 <1c 
enero de 1930, Ley de 28 de julio de 1932 y Resolución de 6 de mayo de 1931. 
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eléctricas trasmisoras en todo el territorio de la República” art 

”1) A todas las estaciones les está terminantemente prohibi¬ 
do utilizar sus trasmisiones para otra finalidad que no «sea la que 
se especifica en este Reglamento y en la licencia respectiva, o la que, 
por autorización especial, la Dirección de los: Servicios .de Radio¬ 
comunicaciones pudiera concederles. 7) Ninguna estación radio- 
eléctrica podrá dar curso a comunicaciones que se encuentren en las 
siguientes condiciones : a) Las comunicaciones en que se incitare a 
la traición contra la República o a la rebelión o sedición contra ias 
autoridades constituidas; b) las que tuvieren por objeto entorpecer la 
acción de la justicia en cualquier acto de su ministerio; c) Las que 
contengan palabras o conceptos obscenos o informaciones que tengan 
por resultado la difamación de un tercero; d) La trasmisión o circula¬ 
ción de señales de socorro o de llamadas de socorro falsas o enga¬ 
ñosas ” (art. 4. 9 ). “Toda estación radioeléctrica tuasjmisora está su¬ 
jeta a ser inspeccionada en cualquier tiempo por las personas que 
designe la Dirección de los Servicios de Radiocomunicaciones, de¬ 
biéndosele proporcionar los datos que soliciten” (art. 5. 9 ). “La Di¬ 
rección de los Servicios de Radiocomunicaciones, por razones de in¬ 
terés público y previa autorización superior, podrá suspender du¬ 
rante un plazo determinado, las trasmisiones de cualquier esta¬ 
ción” (art. 67). 

Con relación a las estaciones de radiodifusión particulares, el 
reglamento prevé, entre «otras, las dos siguientes prescripciones de 
interés a nuestra exposición: “1) Ninguna estación de radiodifu¬ 
sión podrá transmitir, fuera del horario establecido para su funcio¬ 
namiento en la licencia respeciva, salvo autorización especial para 
transmisiones extraordinarias, otorgada para cada caso. “6) Todas 
las estaciones de radiodifusión' deberán instalar y mantener un ser¬ 
vicio telefónico con línea directa a la Oficina Central de la Direc¬ 
ción de los Servicios de Radiocomunicaciones” (art. 13). Y en cuan¬ 
to a las estaciones de aficionadas, la misma disposición establece: 
“14) Ninguna estación de aficionados podrá hacer trasmisiones de 
música, noticia, etc., en forma de “broadeastmg”, ni trasmitir en 
ninguna forma correspondencia comercial con excepción de lo dis¬ 
puesto por eí inciso siguiente. 15) Un aficionado, por medio de una 
estación de aficionado, podrá dentro del territorio de la Repúbli¬ 
ca o con países que no se opongan a ello, trasmitir o entregar men¬ 
sajes de carácter personal siempre que, al así hacerlo, no recíba, 
directa o indirectamente, ningún beneficio o retribución de nin¬ 
guna clasie. 16) Las estaciones de aficionados no podrán comuni¬ 
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car con estaciones particulares, comerciales u oficiales sin auto¬ 
rización especial excepción hecho de los casos de emergencia. 17) 
Queda terminantemente prohibido a todo aficionado utilizar su 
estación trasmisora para hacer comunicaciones maliciosas o inmo¬ 
rales que afecten las buenas costumbres, así como también tras¬ 
mitir noticias falsas o engañosas”. 

En los Capítulos IV a VI inclusives, del reglamento, se esta¬ 
blecen preceptos sobre instalación y funcionamiento de las esta* 
dones de a bordo, en buques extranjeros y de matrícula nacional, 
de las estaciones fijas comerciales, de las navales, militares y ofi¬ 
ciales y de aeronaves particulares. En el Capítulo VIII, art. 46, se 
establecen las penalidades a lasi infracciones del reglamento (137). 


(137) Por diversos proyectos de ley, o mediante medidas administrativas 
.simplemente, se 'ha intentado modificar el régimen legal de las radiocomunica¬ 
ciones precedentemente expuesto. 

Así, la Resolución de 8 de agosto de 1939, aprobatoria de una modificación 
y ampliación al Reglamento de 1$ de junio de 1929 sobre instalación v íuticior 
namiento de las estaciones radiodéctricas, introducía enmiendas a los artículos 
13 y 46 de éste, preceptuando, en lo que ms interesa, que 'dos propietarios dte 
las estaciones radiodifusoras serán responsables de la seriedad de las iuforma- 
ciones de interés público general y de carácter político referente a cualquier 
país. En todca los cases, a .continuación de la no tí da, se indicará el origen de 
la misma (art. 13 inc, 18) ; ‘‘ninguna radiodifusora podrá dar, curso a comuni¬ 
caciones o transmisiones que se encuentren en las condiciones siguientes: a) tas 
que incitaren a la traición o a la rebelión o sedición contra las autoridades cons¬ 
tituidas de cualquier país; b) Las que incitaren a perturbar la paz pública o !a 
tianquilidad de cualquier Estado, o las que contengan noticias y cementarías que 
puedan perturbar las buenas relaciones internacionales, ofender el sentimiento na¬ 
cional de otros pueblos o afectar la obra de crganización y de consolidación de 
la paz, así como también todo cuanto pueda ser ofensivo a las altas autoridades, 
reptesentauvas de la soberanía nacional; c) Las de propaganda política de extre¬ 
ma derecha o de extrema izquierda y de teorías o prácticas de gobiernos extran¬ 
jeros contraríes a la forma democrático-,republicana ; d) La?i que tengan por fi¬ 
nalidad entablar polémicas de cualquier dase; e) Las que contengan c acepto* 
injuriosas, difamatorios, irrespetuosos, tendenciosos o con espíritu de ridicii izar, 
referentes a países autoridades, instituciones, asociaciones, partidos, personas, 
idcaí. o religiones; f) Las que. en prosa, verso, o canciones, ridiculicen ofensiva¬ 
mente las costumbres o el hablar de extranjeros o de habitantes del país..." 
(art. 13, incisa 17) ; “Queda prohibido a las radiodifusoras dirigirse particular¬ 
mente a oyentes determinados... haciendo uso de lenguaje de claves convenidas'* 
(art. 13. incisa 19). Pero, sin embargo, estas modificaciones fueron derogadas 
poco tiempo después por Resolución de 6 de octubre ele 1939. 

Con fecha 29 de mayo de 1940, fué sancionado, en la Cámara de Senado re* 
un proyecto de ley, reglamentario de la radial i fusión, del que interesan deslacat 
las disposiciones siguientes: Quedan absolutamente prohibidas las c~ muniraeio- 
nes y emisiones : A) Kn que se ín,silgue a cometer delitos; se haga la apología dt 
hechos calificados crino delitos; se instigue a des* bedeeer las leyes o se suscite 
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241. Resolución de 5 de setiembre de 1939 y prohibiciones a las 
radios. — Lo referido en el parágrafo anterior, en cuanto al régi- 
mem general a que están sometidas las trasmisiones radioeléctri¬ 
cas en el Uruguay; pues, como medida de carácter específico," co¬ 
rresponde citar las normas dictadas con relación al conflicto bélico. 

La Resolución de 5 de septiembre de 1939, recomienda a las 
radiodifusoras que no permitan la divulgación de afirmaciones: que 
importen ofensas a países amigos, o que susciten controversias 
apasionadas. 

242 . Ley N. 9 9936 y la prohibición de difudir determinada pro¬ 
paganda. Decreto de 3 de julio de 1940 y organismos competen¬ 
tes. — La Ley N.- 9936 de 18 de junio de 1940 sobre asociaciones 
ilícitas, establece sobre el particular: “No podrán las radios... 
propalar ninguna propaganda que agravie a mandatarios o países 
con los cuales mantenga relaciones el nuestro, o que incite a des¬ 
órdenes 'o tumultos públicos o a vías de hecho contra personas o 
cosas, con motivo de la actual conflagración! europea. Compro¬ 
bada la notoriedad de una propaganda de esta naturaleza, el Poder 
Ejecutivo, por intermedio del Ministerio del Interior, por reso- 


el odio de clases (arts. 147, 148 y 149 del Código Penal) ; B) En que se expresen 
coméntanos ofensivos para el sentimiento nacional de ctros países o de sus 
autoridades; o que puedan perturbar las buenas relaciones internacionales de la 
República, o se realice propaganda de idea,s que atente contra la soberanía y la 
integridad de otras Naciones; se instigue a alterar el orden político interno de 
otro Estado o se afecte la obra de organización y consolidación de la paz; F) En 
que se divulguen maliciosamente noticias falsas que puedan ocasionar alarma pú¬ 
blica, alterar el orden, causar evidente perjuicio a íes intereses económicos del 
Estado o perjudicar el crédito nacional exterior e interior; ...G) En que se ex¬ 
cite al despecio del Estado o sus Poderes o se agravie nuestra nacionalidad; v 
en que i=e realice propaganda en favor de ideas o doctrinas que tiendan a destruir 
por medios de la violencia las bases fundamentales de la nacionalidad, conside¬ 
rándose tales, .a lcis efectos de esta disposición, las contenidas en¡ las 
secciones I y II de la Constitución; J) En que se trasmitan señales o 
llamados falsos de socorro que puedan ocasionar perjuicio; ...Artículo 13. Las 
emisiones deben ¡hacerse en idioma castellano. Podrán realizarse en idioma extran¬ 
jero cuando sean de carácter estrictamente científico, artístico, cultural o. de. 
recreación, previa autorización del SO.D.R.E. para cada emisión o serie de 
emisiones. El S.O.D.R.E. podrá exigir cuando lo considere del caso la tra¬ 
ducción pertinente. Quedan prohibidas las transmisiones por clave o lenguaje ci¬ 
frado...” El proyecto dispone, también, que las Estaciones Radiodifusoras p:drán 
ser inspeccionadas en cualquier momento, por loa funcionarios competentes del 
Estado (art. 15) ? que ninguna estación de a bordo podrá funcionar estando el 
buque amarrado o fondeado en cualquier puerto nacional, salvo que sea autoriza¬ 
do por el Ministerio de Defensa Nacional, o en los casos de accidentes o sinies- 
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lución funclada, podrá suspender la estación de radio,., que haya 
incurrido eni ella, por el término de unoi a quince días* según la 
gravedad del hecho. En caso de reincidencia la suspensión será de 
uno a tres meses. La resolución del Ministerio del Interior será 
apelable, dentro de (tercero día, ante el Consejo ele Ministros. Este 
recurso no tendrá efectos suspensivos. Exceptúanse de las dispo¬ 
siciones de este artículo la difusión textual de los documentos ori¬ 
ginados por actos oficiales” (art. 9. 9 ) (138). 

El Decreto de 3 de julio de 1940, regimentarlo de la ley ante¬ 
rior, que crea una Comisión Especial para la mejor ejecución de 
la Ley, la faculta a proponer medidas en caso de que lleguen a su 
conocimiento hechos que configuren, un acto, ilícito comprendido 
por el referido artículo 92 de la ley (art. 12 , E). Se le confiere tam¬ 
bién a esa Comisión, por el mismo reglamento, los informes perti¬ 
nentes “sobre, las reclamaciones que puedan formularse ante el 
Ministerio de Relaciones Exteriores o del Interior, relativos a li 
aplicación de las sanciones previstas en el inciso 22 del artículo 92 . 
No se considerará comprendida en la propaganda a que alude 

trus en que sea necesario recurrir al uso de la estación rarlioeléctrica (art. 27 ) \ 
que en caso de buques de naciones en guerra, en aguas jurisdiccionales, se estará 
a las disposiciones especiales que dicte e? Poder Ejecutivo (art. 28), etc. Este 
proyectó, sancionado por el Senado, como se ha dejado dicho, es uno sustitutivM 
de los presentadas en fechas 2 de mayo y ó de noviembre de 1939 por* el Senado* 
C. Butlcr y el Poder Ejecutivo, respectivamente, cuyos textos pueden verse en 
el O. Oficial. 1 . 139, ps. 437 y 440 - B. El Poder Ejecutivo expresa que el 
proyecto que comete a la consideración parlamentaria, tiende a facilitar la sruo 
ciou de una norma legal que, sin contemplar en detalle todo lo que en la actua¬ 
lidad exigen les distintos servicios radíoeléctríeos, permita, por lo menos, por una 
reglamentación mas ágil de la materia que la prevista por el régimen vigente* 
seguir la rápida evolución impuesta por el adelanto científico, que no nurtk* 
quedar librada a la regulación administrativa, siempre menos estable y cuya apli¬ 
cación ofrece menos garantías. 

Conceptos semejantes emite el legislador Butlcr desarrollando su exposición 
de motivos, al señalar la necesidad de modernizar la legislación nacional sobre 
la materia, adoptándose todo lo tjue la experiencia ha aconsejado como convenien¬ 
te. así como las disposiciones aprobadas en las Conferencias-InternadonaVs sobre 
telecomunicaciones celebradas por la República. A tal efecto —hace notar—, ha 
tenido en cuenta el Convenio Internacional de Telecomunicaciones de Madrid de 
1932. el Acuerdo Sudamericano de Río de Janeiro de 1937, d Convento Interna¬ 
cional sobre utilización de la Radiodifusión en beneficio de la paz, de Ginebra, el 
Acuerdo Interamericano de Comunicaciones de La Habana, ambos dd referido 
ano de 1937, y. por último, d Convenio Internacional de Telecomunicaciones de 
El Cairo de 1938. 

(138) Por Mensaje de fecha 3 de julio de 1941. el Poder Ejecutivo na 
solicitado modificación del artículo 9.° de la ley, cu la forma cu que puede verse 
en la n ta 133, supra. 
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este inciso la reproducción sin comentarios de ¡informaciones de 
agencias telegráficas extranjeras (139). A fin de apreciar el al¬ 
cance de la propaganda que por radio... pueda considerarse agra¬ 
viante para mandatarios o paises con los cuales mantenga rela¬ 
ciones el nuestro, tal como se dice en la ley, se tendrá en cuenta 
c! informe de la Comisión de Constitución y Legislación! dei Se¬ 
nado, que -establece que la palabra “agravio" se utiliza como equi¬ 
valente de ofensa al honor o injuria” (art. I.' 1 ). “La Dirección Ge¬ 
ne; al de Comunicaciones pondrá diariamente en conocimiento dei 
Ministerio del Interior las trasmisiones de radio que, a su juicio 
aparezcan comprendidas en la prohibición preceptuada en el ar¬ 
ticulo 97 de la ley” (art, 2.*). 

243, Circulares de 28 de octubre de 1941 y 30 de jjulio de 1942, 

—Con fecha 28 de octubre de 1941 el Ministerio del Interior so¬ 
licitó a las Jefaturas de Tolicía, a pedido de la Comisión Investi¬ 
gadora de Actividades Antinacionales, informes confidenciales, en¬ 
tre otros, de las radios que se prestan a la información o propa¬ 
ganda nazi-fascistas o cuya prédica sea sospechosa desde ese pun¬ 
to de vista, habiéndose reiterado ese pedido por nueva circular de 
30 de julio de 1942. 

244. El decreto de 28 de enero de 1942 y la prohibición de ra¬ 
diodifundir ideas antidemocráticas o que pretlurben los sistemas 
de defensa nacional. — El decreto de 28 de enero de 194? am¬ 
pliatorio-de ia ley 9936 de 18 de junio de 1940, sobre asocia, 
ctoiies ilícitas, dispone: Queda prohibida “la difusión de ideas 
contrarias a la forma de gobierno democrá tico-republicana 
adoptada por la Constitución de la República (artículo 72. número 
1} o que tiendan o se dirijan a perturbar la eficaz aplicación de 
los medios de defensa nacional. Si la infracción a lo dispuesto por 
el presente artículo se ejecutare por medio de la radio o ]t ensa, 
ee aplicarán las mismas sanciones previstas en el citado artículo 
í)g <le la le > r número 9936. En caso de utilización, a dichos fines, 
de los medios de difusión aludidos en el artículo anterior se pro¬ 
cederá como allí se establece" (art. 22). “Asimismo queda prohi¬ 
bida toda emisión por radiodifusión en otro idioma que no sea ;■ 


i J ,ey N '° 10096 de 18 de diciembre de 1941. rbliga a los órganos 

de publicidad a establecer inmediatamente después del lugar de procedencia de 
íi noticia, la agencia o empresa que la ha suministrado, y ésta* quedan, a su 
vez obligadas a indicar en los informes de contralor la denominación de la en¬ 
tidad de que prnceden” (art. 3.°). 
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castellano, salvt» autorización expresa del Ministerio del interior, 
en cuyo caso únicamente podrá utilizarse alguno de los otros idio¬ 
mas indicados en el apartado 2. 9 de este artículo. Los ó:gan|| de 
prensa, o cualquier otro procedimiento de «comunicación de ideas 
por escrito, só.o podrá utilizar los idiomas oficiales del Continen¬ 
te Americano: castellano, portugués, inglés o francés. La viola! 
ción de lo dispuesto por este artículo será pasible de las mismas 
: sanciones previstas en el presente decreto —-en cada caso—, según 
sea el medio empleado" (art. 3. 9 ). “Queda también prohibida tod.i 
propaganda oral que se dirija a la difusión! de ias mismas ideas a 
que se refieren los artículos 9. 9 de la citada ley número 9936 y 2 . í¡ 
del presente decreto. Cuando se infrinja lo preceptuado en es'te 
artículo, en conferencias, disertaciones o discursos pronunciados 
públicamente o en reuniones organizadas mediante invitación, se 
disolverá lá reunión, sin perjuicio de las sanciones que correspon¬ 
dieran según la ley penal” (art. 4. 9 ). 

245. Decreto de 13 de Marzo de 1942 y la radiodifusión de pro¬ 
paganda democrática. — Por el Decreto de 13 de marzo de 1942, 
el Poder Ejecutivo autorizó la difusión por radio en otro idioma 
<|ue no sea el castellano, portugués, inglés o francés, de toda pro¬ 
paganda que, en defensa de la democracia, se viniera efectuando 
regularmente en el país ante de la vigencia del Decreto de 28 de 
cuero de 1942, precedentemente analizado, obligándose a, la esta¬ 
ción a suministrar ía traducción al castellano de las versiones di¬ 
fundidas. 

246. El decreto de 19 de noviembre 1942 y la propaganda 
antidemocrática. «— El decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 
establece la siguiente figura penal: “El que recibe o se hace prometet 
aún cuando sea en forma indirecta, dinero o cualquier otra utili¬ 
dad o beneficio o solamente acepta su promesa, con el fin de cum¬ 
plir actos contrarios a los intereses nacionales o a los internacio¬ 
nales de los Estados de la Unión Pan-Americana, será castigado 
con pena de veinte meses de prisión a seis años de penitenciaría. 
Constituye circunstancia agravante especial y la pena será ele¬ 
vada en un tercio, cuando el dineroi, la utilidad o el beneficio sean 
dados o prometidos para la realización de propaganda por medio 
de la prensa, radio o cualquier otra forma o medio de transmisión 
del pensamiento" (R, artículo 6. 9 , “Corrupción para cumplir actos 
contrarios a los, intereses del país o de Amédica"). “N) La propo¬ 
sición y la conspiración de estos delitos serán castigadas con pena 
de tres a quince meses de prisión" (Art. 6. 9 ). 
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247. Las radios de aeronaves de turismo. — Una disposición 
especial relativa al punto que nos interesa, es de aplicación a las 
radios de las aeronaves de turismo. No se puede llevar en ellas, “apa¬ 
ratos o medios de transmisiones que no sean las instalaciones de 
radio autorizadas para la aeronavegación”. “Lo.s aviones de turis¬ 
mo, actualmente equipados con radio, deberán solicitar permiso 
especial para poder utilizarlos,. Este permiso será elevado por la 
Dirección de Aeronáutica Civil al Ministerio* de Defensa Nacional 
para su resolución” (Decreto de 29 de diciembre de 1941, artículos 
6.* y 72). 

248. Las estacionessi radio eléctricas de las aeronaves privadas. 

—El Código de Legislación Aeronáutica dispone que “Está pro¬ 
hibido el uso de estaciones radioeléctricas en las aeronaves priva¬ 
das que no hayan obtenido la correspondiente autorización (art, 
70). 

249. Resoluciones de la I y II Reuniones de Consulta. — En 

materia internacional, corresponde tener presente las resoluciones 
que sobre propaganda en general han sido adoptadas en las Reunio¬ 
nes de Consulta de Panamá y la Habana (nota 143, infra). 

250. La III Reunión d\t Consulta y la prohibición a los nacio¬ 
nales dldl Eje de tenencia de aparatos radiotransmisores. — En 

el Anexo de la Resolución XVII, sobre actividades subversivas, 
aprobada en la III Reunión de Consulta de los Ministros de Re¬ 
laciones Exteriores, Río de Janeiro 1942, se recomienda se im¬ 
pida a los nacionales de Estados del Eje o de otros países bajo su 
contralor, la posesión, el comercio o el uso de aparatos radiotras- 
misores u otros instrumentos de propaganda o espionaje (A, 3). 

4. Cinematógrafo 

251. La Resolución dé 5 de setiembre de 1939 y la recomenda¬ 
ción a los cines de no permitir ciertas exhibiciones 1 . -— Con rela¬ 
ción a los cinematógrafos 4 la Resolución de 5 de Setiembre de 
1939, dictada “con motivo del estado de guerra en que se hallan 
algunos países de Europa” y “en el deseo de amenguar la inquie¬ 
tud que los sucesos provocan”, recomienda a los cines que “no peí- 
mitán la divulgación de afirmaciones o exhibiciones que importen 
ofensas a países amigos o controversias apasionadas” (art. 22). 

f : 

252. El decireto-liey de 19 de novembre de 1942 y la posesión de 
cintas cinematográficas por personas halladas en lugares de acceso 
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prohibido. — lvl Decreto -ley de 19 de noviembre de 1942 ^castiga 
con pina de seis meses de prisión a cuadro años de penitenciaría al que 
sea sorprcndido*en lugares o zonas de tierra, mar o aire, o sus proximi¬ 
dades, cuyo acceso esté prohibido por las respectivas autoridades, po¬ 
seyendo injustificadamente cintas cinematográficas aptas para su¬ 
ministrar noticias cuya difusión ha sido prohibida por las autorida¬ 
des ((i). “N) La proposición y la conspiración de estos delitos serán 
castigados con pena de tres a quince meses de prisión (art. 12). 

5. Prensa En idioma Extranjero 

253. El decreto de 28 de enero da 1942 y la prohibición de emi¬ 
sión del pensamiento por la prensa en idiomas no oficiales del conti¬ 
nente americano. — El Decreto de 28 de enero de~i942 permite la 
emisión del pensamiento^ por la prensa o cualquier otro procedimien¬ 
to, solamente en los idiomas oficiales del continente americano: 
Caslchano, portugués, inglés y francés (Art. 32), sancionándose la 
coiilnavención con la incautación por parte del Poder Ejecutivo 
de los medios de difusión (Art. 12), y con la aplicación de las, pe¬ 
nas del artículo 92 de la ley N2 9936 de 18 de junio de 1940 (Art. 
22). El Decreto prohibió así la entrada ai país de la prensa redacta¬ 
da en idiomas distintos a los Indicados. Posteriormente, juzgándose 
inconveniente la medida desde el punto de vista democrático por ía 
nivelación general efectuada sin discriminación alguna entre la pren¬ 
sa (jue defiende o ataca los principios de la démocracia, se autorizó 
la circulación de los órganos de prensa que se apliquen a la exalta¬ 
ción o defensa de dichos principios, aún cuando estuviesen escritos en 
otros idiomas que no fueren el castellano, portugués, inglés o francés 
siempre que su circulación también se viniere efectuando' con ante¬ 
rioridad al referido Decreto de 28 de enero de 1942 (Decreto de 13 
marzo de 1942). 

Véase, asimismo, el apartado 3 de este capítulo. 

6, Otros métodos de comunicación 

254. Disposiciones sobre rumores falsos. — Como disposición 
especial concerniente a los medios de comunicación antes tratados 
particularmente, así como a todo otro tipo de comunicación, de¬ 
be citarse la disposición sobre rumores falsos contenida en el 
Decreto ley de 18 de Junio di 1942, relativo a la organización de 
la Defensa Pasiva, que establece una sanción aplicable a “Los que di¬ 
vulguen noticias falsas o inconvenientes con tendencia a producir el 
pánico o herir la sensibilidad popular, rebajando , su valor y produ¬ 
ciendo el degaste de la guerra de nervios” (Art. 57, inc. 32). 
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255. El Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 y la propagan¬ 
da antidemocrática. — El Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 r 
para reprimir actividades contrarias a las instituciones nacionales 
y americanas democráticas, preceptúa: que constituye circunstan¬ 
cia agravante especial ia recepción o la promesa de dinero, utili¬ 
dades o beneficio con el fin de cumplir actos contrarios a los inte¬ 
reses nacionales o a los internacionales de los Estados de la Unión 
Panamericana, cuando el dinero, la utilidad o el beneficio sean da¬ 
dos o prometidos para la realización de propaganda por medio ae. 
cualquier forma de transmisión del pensamiento, en cuyo caso la 
pena de 20 meses de prisión a seis años de penitenciaría, se ele¬ 
vará en un tercio (B) (“Corrupción para cumplir actos contrarios 
a los intereses del país o de América 1 ') ; y que, el que sea sorpren¬ 
dido en lugares o zonas de tierra, mar o aire, o sus proximidades, 
cuyo acceso, esté prohibido por las autoridades respectivas, po¬ 
seyendo injustificadamente cualquier medio apto para suminis¬ 
trar noticias cuya difusión ha sido prohibida por las autoridades, 
será castigado con pena de seis, meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaría (G) (“Introducción clandestina en lugares militares. 
Posesión injustificada de medios de espionaje 1 ’) (art. ó. 9 ). 

La misma disposición castiga, también, la proposición y cons¬ 
piración de los delitos referidos con pena de tres a quince meses 
de prisión (N) (art. 62). 

256. El Código Penal Milita; - y l'as versiones falsas. — El 

Código Penal Militar promulgado el 28 de enero de 1943, castiga 
también “la circulación de versiones falsas o la formulación de 
comentarios propios para deprimir el espíritu de la tropa, en tiem¬ 
po de guerra 1 ’ (Art. 58-62). 


CAPITULO VI 


MEDIDAS DE SALVAGUARDIA DE LA INFORMACION FUN¬ 
DAMENTAL. CONTRALOR DE LAS COMUNICACIONES 

1. Correos (140) 

257. El Decreto de 27 de enero de 1942 y el ¡secuestro de publi¬ 
caciones antidemocráticas. — Como ha quedado referido anterior¬ 
mente (§ 228 supra), el Decreto de 27 de enero de 1942 autoriza 
a la Dirección General de Correos para adoptar las medidas per-/ 
tinentes a efecto de secuestrar las publicaciones que defiendan 0 
sustenten ideas contarías a la forma de gobierno dem o era tico-re¬ 
publicana cuando ellas fueren remitidas por; vía postal (artí. 12 
y 2. 9 ). 

258. La Defensa Pasiva y la vigilancia postal. — El Decreto-ley 

(te 18 de junio de 1942, de organización de la Defensa Pasiva, ins¬ 
tituye la Sección VI, “Policía y~ Vigilancia 1 ’ 1 , con que contará la 
Dirección General de la Defensa Pasiva, y a la que compete, vn 
coordinación con los servicios públicos correspondientes, la “vigi¬ 
lancia postal 11 (art. 62). 

259. El Proyecto de Ley Qrgápica de Correos y el contralor de 
la correspondencia, — Por Mensaje ,de 29 de noviembre de 1940, 
el Poder Ejecutivo ha remitido al Parlamento un Proyecto de Ley 
Orgánica de Correos sustitutivo del régimen vigente 1 (141). 

(140) Por la resolución XVII de la 3. a Reunión de Consulta, de Kí ■ de 
Janeiro, de 1942, se recomienda la fiscalización de “todas las comunicaciones ciHft 
Estados subordinados a los Estados miembros del Pacto tripartito o en cnmuiii- 
cación con ellos, con el fin de censurar toda información o inteligencia <jue sea 
de utilidad para cualquier miembro del Pacto Tripartito en la ejecución de 
designios hostiles contra cualquiera de las Repúblicas Americanas, o en activida¬ 
des de cualquier otra naturaleza que puedan ser perjudiciales a la seguridad de 
cualquiera de las repúblicas americanas o de todas ellas” (Anexo, D. 5). 

(141) El régimen actual sobre la materia está dado por las siguientes • dis¬ 
posiciones: Constitución de la República, arts. 27 y, 182; Decreto-ley N." 1351 
<lc 24 de agosto de 1877; Ley N.° 5356, de 16 diciembre de 1915; Ley N.° 6831 
de 20 de noviembre de 1918; Ley N. 0 6838 de 17 de diciembre de É918: 4d'y 
N.° 9165 de 20 de diciembre de 1933, 
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fir» beligerantes utilicen sus aparatos radiotelegráficos y radiote¬ 
lefónicos con -fines que podrían contrariar el espíritu de lo pre¬ 
ceptuado en el Decreto de 5 de setiembre de 1939 sobre neutrali¬ 
dad de la República ante la guerra” (supra § 2), la Dirección Ge¬ 
neral (le Comunicaciones proceda a clausurar las estaciones radio- 
idéclricas de todos los buques mercantes pertenecientes a las na¬ 
ciones beligerantes que entren a radas o puertos nacionales, en la 
forma que indica la misma disposición (142). 

263. El Decreto de 20 de diciembre de 1941 y las noticias so- 

movimiento de barcos*. — Con fecha 20 de diciembre de 1941, 

ír ha prohibido expresamente la emisión o trasmisión de noti- 
i'lns por medio de estaciones de radio, telégrafo o cualquier otro 
liludio, sobre movimiento de barcos de guerra o mercantes, que 
u juicio de las autoridades correspondientes puedan perjudicar a 
ks listados americanos de que tratan lo s Decretos de 8 y 18 de 
diciembre de 1941 (supra, § 2). 

264. La Ley N. 9 10.096 y la obligación de las radios de establecer 
la procedencia de la noticia. — La Ley N7 10.096 de 18 de diciem- 

i. c de 1941 que deroga los impuestos a las comunicaciones de 
prensa cablegrafíeos o radio telegráficas— dispone que las esta- 
(ii'iics (le radio están obligadas a establecer inmediatamente des¬ 
pués del lugar de procedencia de la noticia, la agencia o empresa 
que la ha suministrado, y éstas quedan, a su vez, obligadas a 
indicar en los informes de contralor la denominación de la entidad 
de que procedan (art. 3.“). 

265. El Decreto-ley de 18 de junio de 1942 y la vigilancia de 
las, transmisiones. — Por el Decreto-ley de 13 de junio de 1942, 
si >bi e Defensa Pasiva, se comete a la Dirección General de la mis¬ 
ma, por intermedio de la sección VI “Policía y Vigilancia", en 
coordinación con los servicios públicos correspondientes, la “vigi- 
J.'iiK'ia de las trasmisiones 11 (Art. 6. 9 ). 

(142) Esta disposición tiene su antecedente en los Decretos de 1« y 29 
de setiembre de 1914, dictados a consecuencia de la guerra mundial anterior. Por 
el primero de ellos se prohibió en los puertos, aguas jurisdiccionales y terntoria- 
, comunicación telegráfica sin hilos directamente de nave a nave, fueren 

estas de guerra o de comercio, y se mandaban adoptar las medidas que asegurasen 
el cumplimiento de la prohibición. Por el segundo, se ampííó el anterior, en el 
sentido de que las naves que por cualquiera circunstancia permanecieren esta¬ 
cionadas en los puertos o radas por más de setenta y dos horas, deberán tener 
desmontados Jos aparatos de telegrafía sin hilos, en forma que nu puedan trans¬ 
mitir ni recibir comunicaciones. 
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3. Telecomunicaciones (143) 
a) Teléfono 

-66. Decreto de 12 de marzo de 1942 y la suspensión de las 
transmisrones con el Eje. _ Adema, del precepto ya citado en el 
parasrafo precedente, contenido en el Decreto-ley de 18 de Junio 
de D42 sobre Defensa Pasiva (sección VI, Art. 62), correspon¬ 
dí" 1 ' aqm el Decreto de 12 de marzo de 1942 que dispone: 

Quedan suspendidas las telecomunicaciones, p 0r cualquier medio 
entre la República y Alemania, Italia y Japón, y los Estados o te¬ 
rritorios ocupados por dichas Potencias, a excepción de las co¬ 
municantes del Gobierno de la República y las que éste autori¬ 
ce por su intermedio . (Art. 12). “En ningún caso se cursarán, por 
cualquier medio de telecomunicación, las trasmisiones siguientes: 
A) Gas que puedan poner en peligro la seguridad de un Estado 
americano o del Continente en general. B) Las que inciten a per¬ 
fil, bar la tranquilidad de cualquier país americano; que agravien o 
ataquen a sus mandatarios o su s .instituciones políticas. No obs¬ 
tante, se podra trasmitir, exclusivamente, las noticias de fuentes 
responsables sin comentarios personales referentes a la situación 
imperante en esos países. Siempre deberá indicarse el origen de 
las noticias” (Art. 22). “Queda, facultada la Dirección Generad- 
de Comunicaciones: A) Para intervenir, a los efectos del contra¬ 
lor de las trasmisiones, las oficinas de Telecomunicaciones (radio- 
telegraficas, cablegráficas y telefónicas). B) Para suspender el 
funcionamiento de cualquier radiodifusora que hubiera infringido 
estas disposiciones, debiendo dar cuenta, dentro de las 24 horas, 
al M inisterio de Defensa Nacional para aplicar las sanciones que 

n . ( -. 143 ' ) K eso l uc ión XL de la II Reunión de Consulta de los Ministros de 
Relaciones Exteriores celebrada en Río de Janeiro en 1942 (enero 15-28) da los 
siguientes principios generales sobre la materia, al recomendar que: “cada una 
te las Repúblicas Americanas tome las providencias necesarias e inmediatas para 
suprimir las comumeaciones radiotelefónicas y radiotelegráficas entre las Repú¬ 
blicas amencanas y los Estados agresores y los territorios sometidos por éllos, 
salvo las comunicaciones empales de los propios gobiernos americanos” (!)■ "se 
establera y mantenga, psr medio dd siste m de licencias o por cualquier otro 
medio adecuado, un control efectivo sobre la trasmisión y recepción de mensajes, 
i uakjuiera que sea el sistema de telecomunicación que se emplee; y se impidan las 
telecomunicaciones que puedan poner en peligro la seguridad de cada Instado sud- 
amen cano y del Continente en generar (2).; “se tomen medidas inmediatas para 
eJmimar las estaciones clandestinas, de telecomunicación, y que se celebren acuer- 
'l"S bilaterales o multilaterales entre los Gobiernos interesados para facilitar el 
cumplimiento técnico de esta Resolución” (3). 
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él Poder Ejecutivo considere convenientes. C) A retirar las licen¬ 
cia* de los atizonados que no se concreten exclusivamente a las 
v trasmisiones de la técnica de la radio y, en general, a todos aque¬ 
llos cuyas actividades resulten inconvenientes a los fines del pre¬ 
sente decreto’' (art. 3. 9 ). “La Dirección General de Comunicacio¬ 
nes, en ]os icasos en que haga uso de las facultades dispuestas por 
el artículo anterior deberá elevar todos los antecedentes al Mi¬ 
nisterio de Defensa Nacional para que, por su intermedio, el Po¬ 
der Ejecutivo 1 resuelva en definitiva lo que corresponda", “El re¬ 
curso ante el Ministerio de Defensa Nacional no tendrá efectos 
Kii.spensívos'’ (art. 4. ? ). 

Esté mismo decreto “autoriza a la Dirección General de Co¬ 
municaciones para organizar un servicio de búsqueda e investiga¬ 
ción, de estjajciones clandestinas y de trasmisiones prohibidas, de¬ 
biendo cubrir los gastos que demande este servicio con sus pro- 
\ entes" (art. 5."). 

b) Telégrafo 

267 . L& Ley N. 9 10096 y el contralor de las agencias de noticias. 

— Además de los decretos de 20 de diciembre de 1941 (§ 263, su- 
pra), y de 12 de marzo de 1942 expuesto en el parágrafo prece¬ 
dente, y del Decreto-ley de 18 de Junio de 1942 (§ 265 supra) 
debe tenerse presente en este lugar, la prescripción de la Ley N. 9 
10096 de 18 de diciembre de 1941, relativa a derogación de impues¬ 
tos a las comunicaciones de prensa, cablegráficas o radi'otelegrá- 
ficaá, que dispone que “los órganos de publicidad quedan obliga¬ 
dos a establecer inmediatamente después del lugar de proceden¬ 
cia de 3a noticia la agencia o empresa* que la ha suministrado, y 
éstas quedan a su vez obligadas a indicar en los informes de con¬ 
tralor la denominación de la entidad de que procedan" (art. 3.’, 
inciso primero). 

268. La Resolución de 17 diei abril de 1940 y la restricción de 
los servicios telegráficos. — Por Resolución de 17 de abril de 1940, 
el Poder Ejecutivo aprobó el Reglamento de restricciones de los 
servicios telegráficos, radiotelegráfkos y de telecomunicaciones, 
para o en, tránsito por nuestro territorio, : a fin de asegurar el es- 1 
tado de neutralidad de la República. El Reglamento aprobado ■ dis¬ 
pone: “No se aceptarán telegramas y radiotelegramas gen lengua¬ 
je secreto (convenido o cifrado), para los siguientes países: A lo i 
inania, Argelia, Confederación Países Bajos, Mandato; Gran Brc^ 
taña, sus Colonias, Protectorados y países bajo mandato, India 
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Británica, Irak', Estado Hbre fie Irlanda M 

zona española), Nueva Zelandia P i ’• a ‘ UI&L '°s ¡excluida ia 

TÓ ”“ y Uníún Africa del SucT (arT'0) R ^ bll ^ a Libíme ^- 
pedidos en idioma español, francés, ine-lés *,í‘ f° s . ^pachos ex- 

fugues destinados a ¡os países inri'" i * ‘ eman ’ italiano o por- 

j países indicados en el Art j ° ' 

Ud y ae cnrsa ™n a riesgo del expedidor" fart ' 

(-'iones precedentes —y l a indiradi P V - í- ' ^ as 1 ' e ’ t ~ i c- 

comprenden también los servicios de teleco^^' 0 ^ suhsi " íw ~ 
° en tránsito por la República O. del Urü^ ^ 
navegación pertenecientes -i . **. , ^* CU ° ° s barcos en 

(art. 4.?). “No se aplica L 'í *>*'***. e ” eI artículo 1- 

intercambien con sus gobiemos^^ent'rT^T * A* deSpadl0 ’ f ¡ üe 
ticos debiendo llevar en sus preámbulos h’ °* A . gen , teS Di PÍomá- 
tasable ETAT” (art 5 ■■’)’ ° a menci °n de servicio no 

c) Cables y radiotelefonía 

radiotelefónicas. 0 —' Sobre 'este'nff ^ 1940 V '“ S M ”' r '™cicnes 

apartado precedente, a jJZfrZtíZ'V* '°, “ 

fricciones de los servicios t P i er ! emitlmos > el Reglamento de res- 
comunicaciones aprobado por i^rÍN' radlotde S rtfi -'»s y de tele, 
dispone ,„e "LaNon^^l^”™.' 1 ' 17 * « de 1940, 

indicados en el artículo l r f i-i i e oniv ‘ ls para los Estados 

Podrán realizarse en lenguaje clan/' § 268) ~ 
por el citado artículo l. 5 ” ( art _ 39 ^ > en as condiciones fijadas 

d. Otros medios de comunicación 

transportar Una^^h ’ ly ■* pr ° hibición de 

transporten palomas mensajeras (aN 67) ^ aer ° naves Piadas que 

271. Reglamentación de las avt^vi^ 

decreto-ley de 7 de enero de 1943 fe h 1] C ° ° mbófiIas - — Por 
dadas colombófilos en todo el te- ^ . arado “d Ue las activi- 

dependencia del Poder Ejecutivo * n t °"° naC . 1OTaI ’ 4 u ; e dan bajo la 
Jomares cuando lo crea necesario L P ° dra lntervenir los pa- 
da en Consejo de Ministros P odr~ irnismo > P or resolución tóma¬ 
lo juzgue conveniente, tod^ sin , ' qmSa i r *“'»*&“*«* cuando 
corresponda” (art I o ) "las 1 ■ J j 3ici ° de la indemnización que 
v 1 >• ^as sociedades colombófilas, así como 


ti^hí, j ir 171011 auto rizada a mantener o poseer j>alomas mensaje- 
U{n * ‘Arrollarán sus actividades bajo el contralor del Ministerio 
ib Defensa , Nacional” (artículo 2 *) t “Desde la promulgación del 
V\r*mu- tice reto-ley sólo las personas o sociedades autorizada^ 
|*ma cilio podrán poseer o mantener en su poder palomas mensa- 
,k Ji ; 0 cualquier otro elemento destinado a actividades cotombó- 
Mlus" (nrt, 3,^). “El Poder Ejecutivo podrá ocupar todos los palo- 
iimn^ y elementos colombófilos de propiedad privada, cuya existen- 
cm lío se denuncie en la oportunidad señalada en el artículo 5* 
ih I presente decreto-ley (art, 42), Toda persona que tenga en 
iah poder palomas mensajeras y otros elementos colombófilos, de- 
be (i hacerlo saber a la autoridad que designe el Poder Ejecutivo* 
delfín id i notificar en lo sucesivo todo movimiento de altas y lía jas 
df pa luí tías que se produzca en sus palomares, así corno de cualquier 
r le Dimito colombófilo dentro del plazo que fije la reglamentación 
i t «peetiva ' (art 52), “La violación ele cualquiera dq las dispo- 
^h’íone-i del presente decreto-lev, siempre que no represen- 
1c la comisión de un delito más grave, será reprimida con pri- 
‘ inii de quince d.a> a un año T podiendo la autoridad correspondícn* 
\v gestionar ante el Juzgado Letrado^ competente, el inmediato se¬ 
cuestro de las palomas y la destrucción o incautación de los ele¬ 
mentos colombófilos tenidos clandestinamente, sin que el infrac¬ 
tor tenga derecho a indemnización alguna' 1 (art. 9. 9 ). 

271. El Decreto-ley de 19 de noviembre de 194^ y la represión 
de la realización de señales sobre movimientos de buques* _ KI 

I )i*m a tu-ley de 19 de noviembre de *1942 preceptúa también que 
“h¡ que desde aguas jurisdiccionales o el territorio de la nación, 
iras mita por cualquier medio, señales tendientes a ddquuciar la (sa¬ 
lida o el pasaje de un buque o aeronave* mercante o militar o jw>r 
esos medios tienda a la varadura o naufragio de un buque, o al 
¡ lesa -I re de un aero móvil, será castigado con diez meses de pri¬ 
sión a cinco afros de penitenciaria. Si del hecho resulta daño para 
la aeronave o buque, o la lesión o muerte de una o más personas* 
la pena será de tres a quince años de penitenciaría. (M, inciso 
quinto ), “j\ T ) La proposición y la conspiración de estos delitos 
serán castigadas con pena de tres a quince meses de prisión". 
Un, 6. g ). 



CAPITULO VII 


MEDIDAS PARA REPRIMIR EL ESPIONAJE 
Y EL SABOTAJE 

Y REmSIÓN ESP ® CÍIÍICAS 044). ~ Programa de 

' " " D ® AREAS fundamentales y MEDIDAS para asegurar 

I*A D^F^NSA NACIONAL 

273. Normas internacionales. — En cuanto a este punto v de 

ultaTT M nEra1 ' ,a Ke!ü, " dó ” 111 * la Conferenda de' Ccn. 
sulla de los Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas 

Amea, cana, U Habana, 1940. „ vista C. aprobaíoTñ fe 

p“ J' V * ^ ’ 939 ' “ k P ri '” era R ™»¡™ de Consulta de 
Panama, dispon. que el Contejp Directivo de la Unión Panamerl- 

er“ “T,e“L ! ‘- ° * * S , ES T° S , tlUe * — **» * *» * 
lerencia Inte; nacional sl fin rlp nrpnarar i. 1£ , * 

i , preparai las convenciones interna 

‘ las recomendac '' cnes necesarias para ase- 
gurar, mediante la acción de las autoridades de cada Estado y de 

a eoorduiaaon de esa acción oon la de los demás Estados' del 

2*225 í a r T S C ° mpleta 7 ef¡Caz defensa *«« los hechos 
de caiacter delictuoso, asi como cualesquiera otras actividades ¡li¬ 
nos S ( 145 )' af6Ctar las instituciones de los Estados America. 

La Resolución XVII de lú 37 Reunión de Consulta, de Río 

miento ^p 0 ' ener ° ^ reCOmienda P or su parte el estableci- 

lo esfuer 7 o an íT 68 ^ ° S aCt ° S ** ten ^n P«r objeto obstruir 
esfuerzos bélicos o defensivos del país de que se trate o cine 

jmgan por fin obstruir la cooperación con otras Repúblicas ame-i- 

sirtsatHí 

tuucióu * z Sí ¿rs Lss„“ “ d '"»•**<* - 

ÍSrlÍS'” “ ■*<**» « l*> P«d». MMMMM 
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£AI1M eu asuntos relacionados con su defensa nuitua (Memorándum 
•nrxo u la Resolución XVII para la reglamentación de las Activi 
iluden Subversivas, D, 1), 

La Resolución XIX de la misma Reunión de Consulta dé Río 
r # Juneiro recomienda, a su vez, que los Gobiernos americanos coor- 
Rillimrán sus sistemas nacionales de inteligencia e investigación, crean* 
tló los organismos adecuados para el intercambio interamericano 
(Ir informaciones, investigaciones y sugestiones tendientes a pi eve¬ 
nir, reprimir, castigar y eliminar las actividades de espionaje, sa¬ 
botaje e incitación subrepticia peligrosas para la seguridad de Jas 
naciones americanas (146). 

17 4, Disposiciones de derecho interno. Los) tres núcleos básicos * 
a) Defensa Pasiva, b) Zonasi de seguridad; c) Información para la 
defensa nacional. — Como medida de ord^n interno de carácter tam¬ 
bién general, el Gobierno de la República ha dic'tado un conjunto 
(Ir normas susceptibles de agruparse en Los tres núcleos básicos si¬ 
guientes: a) Defensa pasiva; b) Zomas de seguridad ; y c) Información 1 
pañi la defensa nacional . 

Sin perjuicio de la indicación particular respectiva que se for¬ 
mula en cada uno de los puntos específicos que integran este capi¬ 
tulo, se suministrará seguidamente un esquema del cuerpo integral 
de cada uno de estos núcleos de normas, de manera de permitir cor 
una mayor claridad formarse juicio concreto de la técinica y direc¬ 
tivas a que obedecen. j 

275. a) Defieinsa Pasiva. — El Decreto-ley de 18 de junio de 1942 
es la disposición esencial a considerar sobre el tema (147). 

í 

276. Concepto de defensa pasiva. — El concepto legal dej 
servicio está dado por la disposición referida en los siguientes tér- 

(146) V., asimismo, la Recomendación V de la Conferencia Interamerieami 

sobre Coordinación de Medidas Policiales y Judiciales de Buenos Aires (supra, 

5 69). 

(147) Con anterioridad a este Decretodey el Poder Ejecutivo había ya ini¬ 
ciado la organización de los servicios de la defensa pasiva, creando la Dirección 
General de la misma (Decreto de 5 de febrero de 1942), y encomendándole por 
otro Decreto de la misma fecha, que precediere —hasta tanto sea aprobado el 
proyecto de ley respectivo— la organizaciejn general de la defensa pasiva quí '■ 
tendrá por cometidos principales: l.° Formular el plan de la defensa pasiva del 
país; 2.° vigilar el exacto cumplimiento de las medidas que se tomen para 1 asegurar 
la eficacia de la referida defensa; y 3.° asesorar a las autoridades y entidad» 
civiles que tengan intervención. Este último Decreto, disponía asimismo que efl 
cada Departamento actuará el Jefe de la Unidad o destacamento militar, de guar j 
ilición en la capital del mismo, e'tc. 
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nanos: El conjunto de leyes, decretos, reglamentos, ordenanzas v 
disposiciones tendientes a asegurar la protección individual o colec- 
tiva de la población civil de la República, así como ia organización 
de las medidas impuestas por el Estado, o las autoridades que él im 
dique por delegación de funciones, ya sean militares, policiales o mu- 
mupales, ante el peligro de ataque o existencia real del mismo, 
y por la conducta a observarse en los socorros, cuando la agresión 
se produjera, constituye la Defensa Pasiva’ 1 (Ant. l.°). 

Conforme a elementales conceptos de orden constitucional, e * 
al Estado, por intermedio de los órganos delegados, al que co¬ 
rresponde la responsabilidad de salvaguardar y custodiar la vida 
y los bienes de los habitantes que fueren atacados por cualesquier 
medios —aereos, químicos o bacteriológicos; y, en consecuencia, 
“’s habitantes sm distinción de nacionalidad, estado o sexo _en¬ 

contrándose en edad y situación de poder hacerlo— deben coope¬ 
ra en a medida que la ley, decretos, ordenanzas y disposiciones 
scria en con la autoridad responsable que lo requiera, a la salvaguar¬ 
dia de las vidas o intereses, ya sean propios o colectivos” (art. 2.-). 

277. Medidas. - Ras medidas a, adoptarse pueden ser de 
Ces clases: A) de seguridad; B) de protección; y C) de socorros 

278 Organos de dirección. - La Dirección y ejecución de 
as medidas antedichas, se presta o exterioriza por intermedio dr 
os siguientes órganos que la disposición instituye: A) Dirección 
Deueral de la Defensa Pasiva; B) Direcciones Departamentales dr 
la misma; C) Direcciones, simplemente, en los centros poblados 
no Capitales; D) Comisión Nacional Técnico Consultiva • v E) le- 
fes ele Servicio (art. 5. 9 ). > J J J 

La Dirección General depende del Ministerio de Defensa Na- 
ciona., con enlace directo de las Inspecciones Generales del Ejér 
cito y la Marina, a los efectos de su coordinación, con la Defensa 
Activa, y estará desempeñada por un Oficial Superior de las 
uerzas armadas en actividad o situación de retiro, asistido de dos 
inspectores de Defensa Pasiva, que serán también Oficia es Supe¬ 
riores o .Tefes de esas fuerzas en actividad o retiro. La referida Di 
reccion General, debe preparar los siguientes planes: A) de De¬ 
fensa Pasiva; B) de Dispersión, de las Poblaciones; C) de Eva¬ 
cuación; D) de Socorros; y EJ de Equipamiento. Contará asimis¬ 
mo. con las siguientes secciones, y aquellas o'tras que el Poder 
Ejecutivo pueda crear a medida que las necesidades lo requieran, 
y al frente de las cuales habrá un profesional especializado: I, Pro¬ 
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litiga tula y Preparación Moral; II, Prevención; III, Enseñanza! 
IV, Movilización; 1 V, Servicios Públicos; VI, Policía y Vigilan¬ 
cia; Vil, Evacuación y Transporte; VIII, Neutralización; IX, Sa¬ 
nidad ; X, Organización "Z” (prevención contra gases, etc.) (art. 
0 .’). 

También corresponde a la Dirección General, preparar, según 
Se ha dicho, los planes de que trata el artículo 6. 9 , referido, y qúe 
tendrán el contenido esencial siguiente: 

A) Plan de Defensa Pasiva, que debe dirigirse a la deter 
munición de los zonas vulnerables, clasificándolas en.' zonas de 
gran peligro, de mediano peligro y de peligro accidental; y orga¬ 
nizar la protección de los puntos sensibles, como ser, mercados, 
usinas de agua, luz, gas y electricidad, completándose con el estu- 
diu para ía constitución de depósitos de líquido potable, y de equi¬ 
pes de luces de emergencia y de extinción de fuego. 

B) Plan de Dispersión, dirigido a ubicar en un mínimo de 
tiempo, en las poblaciones periféricas y en campos de refugio, une 
determinada clase de habitantes — niños, enfermos, ancianos— y 
a la vez proteger a la población que queda, por imposibilidad de 
evacuación o por obligaciones de vida y servicios, organizando 
centros de resistencia en el sitio, y abrigos, de modo que la dis¬ 
persión pueda realizarse hacia el exterior o hacia las obras de pro¬ 
tección. 

C) Plan de Evacuación, que ‘‘debe abarcar el estudio de la”- 
vias principales y su derivación hacia las secundarias, evitando 
pasar por las zonas de gran peligro, por lo cual en ellas o en sus 
cercanías no deben emplazarse cuarteles, arsenales, aeródromos, 
refinerías y depósitos de petróleo u otros establecimientos que si- 
rán objetivos inmediatos de la aviación atacante . 

D) Plan de Equipamiento, que abarcará los medios desde l. 
alerteo civil, observaciones y alarma, hasta los apagamientos 
luces e incendios, a cuyo efecto las entidades del Estado, Usina i 
Eléctricas, Cuerpo de Bomberos, etc., colaborarán en la confección 
del plan; así como el estudio de los refugios- partícula'es y 
lectivos y sus instalaciones, trincheras, subterráneos y vías subte¬ 
rráneas, instalaciones de servicios públicos, procedimientos cons¬ 
tructivos especiales, etc. 

E) Plan de Socorros, que responderá a la utilización inmedia¬ 
ta de los medios contra el fuego, contra gases y agresivos químicos, 
Explosivos, derrumbes, etc. (arts. 72 y 16. inciso A, D. E, F y G). 

Está autorizada la Dirección General para recabar directa 
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ien e y según ks necesidades, los datos y el auxilio de todas 
las dependencias nacionales y municipales del país” (art. 8V v 
propondrá al Ministro para su aprobación los reglamento, e ins- 
trucuones de aplicación, respectivos, previo informe de la Comí- 
8,011 Nacional Técnico Consultiva” {art. 9J) m 

Las Direcciones Departamentales dependen de la Dirección 
.enera! y tendrán enlace directo con las Jefaturas de Felicia, con 
as n en den cías Municipales, con las autoridades de Bomberos 
departamentales y con el Jefe de la Región Militar corresp ndíen- 

m,uM fih e t m ;°- d , d SUb JefC ^ permanecerá con 

ando fijo territorial o con la autoridad militar con asiento en el 

nepartamento, donde no haya sub Jefe de Región. Estará desem 
! efíada por un Oficial Superior o un jefe en situación de retiro 
designado por el Ministro de Defensa Nacional, y con 1 V £ 

planes departamentales, que sean susceptibles de ^plícarión de 
acuerdo con las normas antes establecidas, y estarán a car<m dé i 

2 “ UC, “. e . ; nSpeCCÍÓ, \ ! )revia insulta Om la, autoridades mik 
‘ ’ , P Ies y municipales, constituidas en Comisión Departa- 

mental integradas con dos vecinos caracterizados, designados por 
a J unta M. Departamental” (art. 13) ( 14 ft) P ' 

La Dirección de ¡a Defensa Pasiva en' los centros poblados 
n ° t Ca ^ taies ^ dependerá de la Dirección Departamental v te-n rá 
enlace directo con el Comando del Destacamento Militar" —si lo 

taÍTr 7 autoridades P° liciales y municipal locales.' Es- 

tara desempeñado por un Jefe u Oficial retirado, o un funciona- 

no policial de jerarquía de Comisario o Subcomisario retirado o 
2 . í- fe - Ct ® P ° r Un f mmionario público y jubilado, designado 

ir C ' ■ Tmi l teri ° de Deferisa Nacional’’ (art. 14). “Propondrá a la 
ireccmu Departamental, los planes locales que sean suscepti- 

«2 í e apI,C8c,0 « de ac "^do con las normas antes establecidas 
Fiaran a cargo de su inspección y ejecución, previa cónsul a nn 
,as autor,dades militar —si la hubiere—, policial v municinM 

Civd’Wa t S lS) C ° miSÍÓn Vednal de Protección ** ía Población 




Tas Facultades de Medicina, Química y Farmacia, Veterina- 
* íln y Odontología deben incorporar “a sus programas cursillos de 
información especializada, de asistencia obligatoria para los estudian¬ 
til u fin de dotar a éstos y a los profesionales egresados, de los cono- 
elmierotos indispensables para este servicio social. Otro tanto harán 
las Facultades de Ingeniería y Ramas Anexas, Arquitectura y 
Agronomía, así como los demás Escuelas Técnicas del Estado en 
hn que se impartirán los conocimientos necesarios especializados 

bis asignaturas correspondientes, para que todos los profesio¬ 
nales de la construcción o afines, se hallen en aptitud de aplicar 
Ion procedimientos constructivos especiales impuestos por la De- 
f ni síi Pasiva 1 ' (art. 17). 

iUia división territorial especial es establecida por la disposi¬ 
ción para metodizar y facilitar el desarrollo de los servicios (arts. 
1H a 22 , inclusives). 

La Comisión Nacional Técnico Consultiva es un órgano de 
consulta de que dispone el Ministerio de Defensa Nacional (art. 
23 ), integrada por más de treinta altos funcionarios del Estado 
(art. 24), siendo esos cargos irrenunciables y formando parte de 
la función pública del funcionario que lo desempeñe (art. 26). 

Pueden, además, ser convocados a las reuniones de la Comi¬ 
sión Nacional, con carácter Consultivo, los Subsecretarios de Es¬ 
tado y los funcionarios nacionales o municipales, siempre que el 
asunto que se trate, exija la cooperación de los servicios espe¬ 
cializados a su cargo. La Comisión Nacional actuará permanente¬ 
mente como .orientadora de la opinión pública, frente al peligro, 
y en salvaguardia de los principios que regulan la vida democrá¬ 
tica de la Nación” (art. 27). 

Los Jefes de Servicios de la Defensa Pasiva son “los funcio¬ 
narios que designen las reparticiones nacionales y municipales, en 
cada servicio público o administrativo, o en las industrias priva¬ 
das que designe el Ministerio de Defensa Nacional, los que actúa- 
rán de acuerdo con sus Jefes jerárquicos, patronos o gerentes de 
acuerdo con los reglamentos e instrucciones que imparta la Direc¬ 
ción General de Defensa Pasiva y las particulares para cada caso” 
(art. 28). 

279. Organo® de ejecución. — Como órganos de ejecución: 1) 
Organos gubernativos; 2) Militares; 3) Municipales; 4) Populares. 

Los títulos V y VI de la disposición se ocupan finalmente, de 
la obligatoriedad del servicio personal y de la instrucción del, per¬ 
sonal (arts. 35 a 61). 
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Todas estas disposiciones j-eerán has+n 
terminado el actual conflicto sin ? — ® eis meses des Pués de 
la organización técnica que ñor perjuici ° dd mantem miento de 
- a que P° r ella s se establecen (art 621 

280 . b) Zonas de seguridad _ r . ^ 

c l ue re gnla las zonas de seguridad nneT de la disposición 

prevenir la producción de qUC ’ a ‘° b Í eto de 

¡a defensa nacional en el míe ■ r S a SUpremo interés de 

sicos de nuestra constitución póSyTÍeÍ U ~ 
C,a colectiva ” los derechos reales y LJ 
- no naturalizados y ciudadanos íff n , ° S extran J erc >* 
por el Poder Ejecutivo en las inn V • P ueden ser limitados 
militares, de lugares d e interés !íÍ ^ S de establ ecimienitos 
vkios públicos, de aeródromo, T i ° interesen a los «r- 
usmas eléctricas, de usinas de a P olvonn es, de gasómetros, de 
Pósito o destilación y de comb^tibL^? 16 ^ 3 ’ ^ plantas de dc ~ 
dones, etc...., y de acuerd ’ " CCntrales de c omunica- 

el propio Decreto-iley de 16 de ^ determina 

“„ a <>«X^r^; 5 “ n c d a ¡eL“”; d a e c„T d r por I ? ecreto ,a 

zt: % h nt:z*:í 

tos, instituciones bancarias y Asocfació? d? F u estos Direc- 
cumplimiento (art. 3 . 9 ), ( 149 ) sociacion de Escribanos, para su 

pernocuX'Zc^r':,^,'™ . ™ d °- P«ede permanece,■. 

las Comisiones Especiales que ,aj ^fect” 3 de ' cIarada P ell grosa por 
efectos de esta declaración ? , Crean ’ ^ñéndose a los 

la base de un “censo’' o í , ? proced,]llicn to sumario y S obr~ 

establecidas en la zonl afecÍ l P ° lida de las Personas 

y 8 . 9 ). a íectada por la medida (arts. 4 .\ 5 .? 6 .= 


(149) P or decretos cíe 16 de julio 10 17 ¿ 

ortüíjre y 10 de diciembre de 194? c l ¡poder “ ■ de setiembre, l.° y 22 de 
«lindad en m Departamento de Arttaf n * fÍjado zonas dc ^e- 

I.? 1 ""* Florcs * Florida, Lavalleja, Montevideo PavJnd A 8 ^’ Co , lonia ’ Du - 

acuarembó y Treinta y Tres Las zonas ' P *’m -i*’ “ a t0 ’ Fan J°sé, Soriano^ 
£ \T T& ' P-'vorin®, céntrale; L "2ÍS?" C=mprenden el Arsenal’ 

cuarteles, usinas eléctricas, estaciones radioHcrX ' , aeropuertcs >' aeródromos, 
feo rcarril fábricas, puertos, etc. Por dec^o <fe 2? V empalmes de 

po. Decreto de tT* 
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281, Continuación, —— Las restantes normas de la disposición 
**• aplican especialmente a desenvolver y precisar lis formalidades 
de fondo y tic procedimiento correlativas a las modificaciones que 

.. r introducen al régimen ordinario de contratación, así como a 
determinar la jurisdicción competente para entender en las infrac¬ 
ciones que se cometan (arts. 9 / a 22 ). 

M régimen de esta disposición se mantendrá “mientras dure 
lií guerra actual y hasta que la República normalice sus relaciones j 
internacionales” (art. 2 . 9 ). 

282. c) Información para la Defensa Nacional. — El Minis- 
terio de Defensa Nacional o las autoridades militares o navales 
que designe, están habilitados en virtud del decreto-ley de 4 de 
febrero de 1943, a solicitar de los propietarios, directores o perso¬ 
nas responsables de fábricas, talleres, usinas, depósitos y estable¬ 
cimientos, sean éstos del Estado tanto nacionales como municipa¬ 
les, y a los particulares, todos aquellos datos e inforrpes que so¬ 
bre su capital en giro y demás referencias de índole económico-co¬ 
mercia!— que juzguen necesario disponer, y que se refieran a: 

A) Personal técnico de obreros, rendimiento aproximado de la 

producción anual, stock permanente de materiales, etc. 

.11) Armas, municiones, explosivos, materias químicas, embar¬ 
caciones, aeronaves y aparatos de empleo o uso militar que 
expresamente se indique. 

(?) Elementos o medios permanentes de transporte marítimo flu¬ 
vial, * ferroviario, tranviario, de aviación, implementos y ve¬ 
hículos a tracción mecánica o a sangre. 

D) Existencia aproximada de ganado equino, bovino, ovino- y 
porcino en las distintas zonas del país. 

) Existencia y producción aproximada de cereales y forrajes en 
las distintas zonas del país. 

E) Venas de agua potable alumbradas en las distintas zonas del 
país. 

Existencia aproximada de lubricantes y combustibles en las 
distintas zonas del país. 

II) ''Materias primas en stock, herramientas, útiles, materiales de 
construcción de aplicación a fines militares que expresamente 
se indique. 

I) Equipos de campaña, arneses y demás implementos adiciona 
les de empico en los transportes. 



K) k °f» e„ stock. 

1-V men,,C '“ ^ necesidad e„ stock 

283. Registro! da informaciones - r 

formaciones periódicas puedan ser" fariíía ^ fm de que las m- 

t os n au S fUCnteS d<? información iLarán ' regUlar 7 uniform e- 
qUC corres ponda proporcionar (art “ Un . re ^ istr ° de los da- 
™ , , t - art - > pnmera parte) 

mol pu*lnT lCÍOneS P ° r públicos - C J 

* ^ ser sumin stradní * Cuando esos^ 

2S ° qM » * h. distintas estadis- 

tanto nacionales como municioales i, P ° r , or ^nos del Estado 
Para discriminarlos, dirigirá !n= ’ autoridad militar designada 

directamente a »** ™ 4S8S£ 

tareas superpuestas y con el nhi 5 Nanismos a fin de evitar 
P^ble, molestias a los particulare s °(art ÍT*”*- en cimní o «a 
?s? Trttca • tart - 2 ’’> segunda parte). 

*? la ^rtS’S*.~ En ios casos en 
*'* f “®' I>"vada, se hará „o r q “' 

foletamente necesario, indicándose InT dentr ° de lo más es- 
• v dmhos documentos los recogerá f a ! tf " g ° aes 0 rub ros a llenar, 
los tre,rita dias de solicitados * por Z mÍHtar dent ro de 

informante (art. 2.*, parte final). S ° ,a Vez al añ ° a cada 

286. Informaciones en caso rU 

caso de movilización o de £Ktraord ‘norias. — En 

acuerdo con lo establecido en la Con e * tra °, rdmaria s dictadas de 
Poder Ejecutivo, en acuerdo de Con se de k Re P¿bííca, el 

flZar « recaben los d&Z seM^TT í ****** Podrá auto 
cretoriey €n cualquier £****£ * -tícuio I* d e este de- 
&e J uz g ue oportuna (ari. 3.»). Premura q Ue en cada caso 

que se solicitaren pdb]icas ‘ — Siempre 

tanto nacionales como municipalesdent ^ dd Estado - 

ellos no fueran suministrados en c ^ SU es P ecia Hdad, y 

I a autoridad miiitar o naval Ir. l - P ° íljado en e l artículo 2* 
£?***■* „ S***»-¡¡t a, Ministerio de °¿ 

interesada, antes de dictarse rí ^-i ■- enuncia a la dependencia 
tomada por el Ministerio, Mu^rípT Et^T’ '* qUe dtb ^ «er 
írabzado, respectivos, de quien den Autonom o o deseen- 

«a. K e, lsn.es „ qu „ diera ,„ gai , ^ los- 
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.'HK, Sanciones. — Eos propietarios, directores o personas res- 

I. 'bles que suministren ciatos o informes falsos, con evidente 

luiilu o no lo hagan en plazo sin causa justificada o se opon- 
lliili ‘■i'lcináticamente al cumplimiento del presente decreto-h-V, 
«i iiiii Miindlidos a la jurisdicción de la justicia ordinaria, la qiic 

.probada la infracción o delito —si lo hubiere— penará con pri-, 

■bilí por un término no inferior a ocho días, ni mayor de dos me- 

o Con multa que oscilara entre diez pesos ($ 10.00) y doscien- 
Ifiji JMisos ($ 200.00), duplicada en la reincidencia. En caso que el 
MImImIitío de Defensa Nacional considere que la infracción 'mere- 
wl *' llámente la sanción moral, podrá hacerlo publicando el nom- 
bfi 1 di la persona que se hubiere negado a lia colaboración soliei- 

[ÍIÍíIm. 

t liando se trate de aplicar las sanciones en tiempo de movili* 
*\ ‘ “ b 1 11 , de medidas constitucionalmerite extraordinarias el Poder 
Kjcciitivo podrá dictarlas en acuerdo de Consejo de Ministros. En 
■b' tupo de guerra se aplicarán las sanciones dentro de los procedi¬ 
mientos que determinan las leyes militares vigentes. 

(. Liando el infractor fuera funcionario del Estado, el conocí mi erito 
de la infracción o delito, será elevado por el Ministerio de De- 
ínis.'i Nacional, al Ministerio o autoridad a que estuviere subordi- 
iiuilo el funcionario acusado, a los efectos de 1 1 sanción corres¬ 
pondiente, luego de oído de acuerdo con el precepto constitucional 
Señalado en el artículo 57 de la Constitución, y después de sustan¬ 
ciada una información sumaria (art. 5. 9 ). 

289. Carácter de las informaciones. —< Das informaciones ob¬ 
tenidas tendrán carácter estrictamente reservado, y toda infiden¬ 
cia será penada con la destitución del funcionario infidente, sin 
perjuicio de las otras sanciones que pudieran corresponder (Art. 
67). 

290. El decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 y la represión 
de la introducción en zonas prohibidas- — Constituye una medida 
lie protección general de las zonas de tierra, mar o aire, y sui 
proximidades, cuyo acceso esté prohibido por las autoridades, el 
precepto que contiene el Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942, 
por ebque se castiga, al que se introduzca en las referidas zonas clan¬ 
destinamente o con engaños, con pena de seis meses de prisión a 
cuatro años de penitenciaría. “Con la misma pena será castigada 
<■1 que sea sorprendido en tales lugares o zonas, o en sus proximi¬ 
dades, poseyendo injustificadamente medios idóneos para el levan- 
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gráficas, o cualquier otra cosa o med j 0 U * ’ h cmemato- 

2£M-¡-* -í r^tNSaffS z 

mjmWoute de medios de^espSje')" tí" La 
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cardarse, aquí, igualmente, dado el carácter general ltll ni 

u2 e i ¡w iíit°i:LTr '°?’ d * h > N - «w*tf* 

Vf. ,. J b ° üre asociaciones ilícitas; Artículo 8 ' Pi p„j 

fundamentales a la vida económica iddusmS I>Ubl ' Coa ° P n ™dos, 
La intervención del SSfigSttlZSZTS *? »* 
de medida, requeridas por el orden público” h ‘ 4e ^ m ‘ 

ít*» Z,z ”f cad “ “ 

prohibicmnes de usar máquinas fotográficas en"Geminad as™” 

SL^n’JTT^. *? « ^nspo™« 

deturo de los bultos que '(arT 

■a safv ísm -ss r 
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la au,onda,1 competente. La co,„ P añia o el propietario de la aerL 
nave serán responsables directos de esta infracción q|„ „ 

<le la responsabilidad que incumba al infracto" (aí ^ U1CW 

29.3. El código aeronáutico y sus prohibiciones. — El Código 
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<lc Legislación Aeronáutica aprobado recientemente por el Conse^ 
jo de listado, contiene las siguientes disposiciones dé interés a 
nuestro estudio: “El Poder Ejecutivo podrá prohibir, cuando lo 
estime conveniente, por razones de seguridad pública, tomar foto¬ 
grafías de las zonas y establecimientos que él determine*” (art. 68). 
“La infracción a la prohibición de sobrevolar determinadas zonas o 
la 'Obtención de fotografías de las mismas justificará el procedi¬ 
miento de fuerza indicado en el Artículo ll 11 (art. 69) (ISO). 

a. Plantas manufactureras 

294. Disposiciones del decreto-ley de 18 de junio de 1942 sobre de-: 
fensa pasiva. — El decreto-ley de 18 de junio de 1942 sobre or¬ 
ganización de la defensa pasiva en el Uruguay, dispone que com¬ 
pete a la Dirección General de Servicios, con las Secciones res¬ 
pectivas a su cargo, proveer lo concerniente a la seguridad de las 
usinas e instalaciones (art. 62). 

La Sección XI, “Urbanismo y acción municipal” a la que le 
corresponde el .estudio de las estructuras urbanas, debe encarar el 
relativo a las zonas industriales y su peligrosidad (art. 62). 

El Plan de Defensa Pasiva a establecerse a efecto del cumpli¬ 
miento de los fines esenciales del Decreto-ley, debe dirigirse a la 
determinación de las zonas vulnerables en las que quedarán inclui¬ 
das las industriales .en función del peligro a que puedan estar ex¬ 
puestas (Art. 16, apartado A). 

El plan de evacuación deberá formularse, también, de manera 
tal que las vías a utilizarse no pasen por las zonas peligrosas (art. 
16 apartado E). 

295. El Decreto de 11 de junio de 1942 y la protección de las 
instalaciones industriales. — Por el Decreto dej 11 de junio de 1942, 
dictado a consecuencia del pedido formulado por la Dirección G.e^- 
neral de la Defensa Pasiva, el Poder Ejecutivo designó una Comi¬ 
sión con el cometido de estudiar y resolver la protección, por medio 
de cortinas de humo, de las instalaciones industriales del Estado 
y de particulares, de interés vital pa:a el país. 

' 296. El Decreto-ley de 16 de julio de 1942 y la protección de las 

050) Til artículo 11, referido, dispone: “Las aeronaves en vuelo sobre te¬ 
rritorio de la República, sin excepción, estarán obligadas a aterrizar o acuatizar 
después de recibir la orden desde tierra -o aire por medio de las señales que- es¬ 
table zea la reglamentación. La inobservancia de la orden dará derecho ah em¬ 
pleo de la fuerza, en los casos y circunstancias que establezca el Poder Ejecutivo, 
quedando excluida toda responsabilidad del lutado por los daños o perjuicios <)U8 
hv produzcan". 
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plantas manufactureras. — El Decreto-ley de 16 de julio de 1942, so j 
bre zonas de seguridad, de una manera implícita perrnite al Poder 
Ejecutivo ejercer la defensa adecuada de las 1 plantas manufacturera^ 
e 1 industríales' en general, que pudieren considerarse vitales para 
los intereses del país (art. I. 9 ). 

297. La ley penal y los delitos contra la economía y hacienda 
públicas. —- Como norma de legislación ordinaria, el Código Penal 
preceptúa,? “Tít. IX, Delitos contra la economía y la hacienda 
pública. (Cap. II — Destrucción de materias primas o de produc¬ 
tos industriales o de medios de producción). El que destruyendo 
materias primas, productos agrícolas o industriales o medios de 
producción, ocasionare un daño grave a la producción nacional 
o disminuyere en notables proporciones artículos de consumo ge¬ 
neral, será castigado con tres meses de prisión a tres años de pe¬ 
nitenciaría, o multa de quinientos a cuatro mil pesos' 1 (art. 256). 

b. Minas 

298. No existen disposiciones específicas sobre protección de 
minas.. — No existen disposiciones especiales al respecto len el Uru¬ 
guay en el sentido de medidas de protección contra los actos de que 
trata este- capítulo. El Código de Minería en vigencia sólo prevé 
hormas en cuanto a la seguridad de la explotación. 

c. Pozos y zonas petrolíferas 

299. Protección de depósitos o plantas de combustibles. — No 

existiendo zonas petrolíferas en el país, las disposiciones vigentes 
sólo contemplan Ib defensa de los depósitos o lugares- de almacena¬ 
miento de combustibles. 

300. Cometidos de la Defensa Pasiva. — El Decreto-ley de 18* 
de junio de 1942, sobre defensa pasiva, encomienda a la Sección VI 
(“Urbanismo y acción Municipal’ 1 , — campos de evacuación), co¬ 
metidos relativos a combustibles , en coordinación con los serví- 1 
cios correspondientes de los Ministerios de Obras Públicas, de In-, 
dustrias, oficinas Municipales ¡e Instituto de Urbanismo de la Fa¬ 
cultad de Arquitectura (art. 6. 9 ). 

El mismo Decreto-ley citado, establece una graduación a efec¬ 
tuarse en el plan de defensa pasiva pertinente, en cuanto a la clasi- : 
ficación de las zonas peligrosas, de acuerdo a estos tres siguientes' 
tipos: a) zonas de gran peligro; b) zonas de mediano pelig o; y 
c) zonas de peligro accidental (artículo 16, inc. A). 
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El plan de evacuación “debe abarcar el estudio de las vías prin- 
clpaitffei y sil derivación hacia las secundarias, evitando pasar por 
Im Jpnas de gran peligro, por lo cual en ellas o en sus cercanías no 
rlrhen emplazarse... refinerías y depósitos de petióleo” (art. 16 
Inciso K). 

301. El Decreto-ley de 16 julio de 1942 y la protección de las 

plantas de combustibles. — El Decreto-liey de 16 de julio de 1642, so- 
ptolirc zonas de seguridad, especifica que estarán comprendidas 
ellas, entre otras, las ocupadlas por las plantas de deposites o des¬ 
tilación de combustibles (art. I. 9 ). 

302. Cuerpo de Seguridad y vigilancia de la Ancap, Tor re¬ 
solución de 26 de diciembre de 1936, a pedido de la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland, el Poder Ejecutivo, 
por intermedio de la Secretaria de Estado del Interior autorizó la 
militarización del personal de bomberos que servía en las refine¬ 
rías de petiólcio de este ente industrial del Estado. El cuerpo depeii- 
4Íli u del Ministerio del Interior por intermedio de la Jefatura de 
Policía y Cuerpo de Bomberos de la capital. En la parte expositiva 
dr la resolución se expresaba, al fundamentar la necesidad de crear 
).| cuerpo, que se especializaría en la prevención de incendios, to¬ 
mando conocimiento de las distintas zonas de las Refinerías, razón 
por la cual el personal debía ser fijo, y agregándose “que además de 
lli función especial para que sean destinados, los hombres cjcrcc- 
ithi Cometidos de carácter policial, contribuyendo a la vigilancia de 
la planta de combustibles, situada en una zona muy poblada por 
rltuiicnliis 1 extranjeros y en la que abundan elementos de ideas ex- 
li enlistas'’. Finalmente, por resolución de 6 de diciembre de 1938, 

puso el destacamento bajo la exclusiva dependencia del Jefe del 
Cuerpo de Bomberos de la Capital. 

d. .Irseiwlrs militares y otras plazas de almacenamiento de 
materiales para la defensa nacional 

303. Código Penal y delitos que tienen atinencia con esta sección. 

K1 Código I 'erial fija pena de diez a treinta años de penitencia- 
i ni y de dos a diez años de inhabilitación absoluta para el ciuda- 
,|„ (m ,p 1(; en connivencia con un gobierno extranjero, o con objeto 
de fecundar sus planes, destruyere o inutilizare fortalezas, arse-, 
| r „ n pertrechos de guerra destinados a la defensa del Estado (art. 
13.!, iue. 5. 9 }. 

3tH, Decreto de 11 de junio y Decretos-leyes de 18 de junio y 


16 de julio de 1942 _ pi r¿ 

referido (supra, § 295) comprende ^ Ílmi ° de 1942 a "tes 
términos, la protección de los ar.e p Ua mente de acuerdo a sus 
trata este apartado. Y ] es involucrad ^ 7 estaí>1 ecimient 0s de que 
de 18 de junio y 16 de julio de 194? = aS,mi ® mo ’ Ios Decretosdeyes 
de seguridad (arts. 62 S ec. XI y YaVe 6 PaSÍVa y zonas 
ya indicados en los parágrafos 299 y siguientes'' reSpeCtlvarnente ). 

, n . C ' UnCaS ferr ° VÍarias y otros sistemas de transporte 
-Oo. Deposiciones del Código Penal T • • 

clone s del Código Penal protegen i„ ■ 1^ siguientes disposi- 

los actos ilícitoftratado;^^ ::^ 11 ?'^^^ 0 - 5 C °» tra 

nivencia con un gobierno extranien 6 ciudadano que en con- 

dM > - 
« 325 ■•”'■»>. cuando “¡•o .de estrago 

r ri r a r„ n ":, s ?? 

ñar una vía férrea ^la^inTuu 6 ^ 0 ^ 311 ! 0 ^' E1 q " e ' con el íin de da- 
ietos destinados a 'en uso T de? CU,<>S - aparatos “ »«™s ob- 
> r ,„ parcial o ° « »■% ° '»> 

cho. resulta el peligro de un de< as + / . H castl S‘ a do, si del he- 
de prisión a doce años de penitenciaría. COn doce m ^es 

toda otra vía con rideT mltSicós 3 ^? 38 ^ ^ ^ ferrocarriI eras, 
los movidos por el vapor enertrS ’ rr ° S CUaIes circulen vehícu- 
mecánica” (art. 212) ’’^ eleCtnCa U otro «edio de tracción 

rio, será castigador con^penT dTd° CaS1 ° nare un desastr e ferrovia- 
anos de penitenciaría” (art. 213) ^ meSeS de P nsión a dieciséis 

1 1 ec ho 6 resultare"^.a & mue rtt^ o iSÍde ^ a » te «**¡do, si de, 

208 inc. I. 9 ). vanas personas (arts. 214 y 

atentado culpabl^on^ férreas). El 

•'liado con seis meses de nrisió ', - ^ ferreas ’ se:á ca *- 

aplicaÍ>le a este delito h 'i<r n vant ° C T ° * n '° S de penitenci aría. Es 
rior)” (art. 215). ’ * Va " tc prevista «i el a: titulo ante- 
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w (Ateiltado contra la seguridad de los transportes). El que de 
* HMh|t|Írr lujuicni, fuera del caso previsto en el artículo anterior, 
i.|niiluOr hecho» (]ue pusieren en peligro la seguridad o la rcgula- 
n-i i-i cír lo» trunsportes públicos, por tierra, por el aire o por agua, 
«Hfi fMtlgadn con seis meses de prisión a seis años de penitencia- 

H*T m. 216 ). 

,106. El Decreto-ley de 16 julio de 1942 y la protección de aeró- 

igpiftlü, — Respecto de este punto, además de las disposiciones pe*' 
m , 1 1 1 n fittuhi.i en el parágrafo anterior, no existen otras normas pre¬ 
vi* iiHvhh especiales que las que el Poder Ejecutivo está facultado a 
,idonlivi en virtud de lo previsto por el Decreto-ley de 16 de iulio 
.U VM¿ sobre /.mías de seguridad, respecto de “aeródromos" y otros 
IhUihc» vitales “que interesan a los servicios públicas’ 1 (art K p ). 

.<07, Atribuciones de la Dirección de la Defensa Pa'süva. — Con 
VIpilu a la aplicación cspecialísima que constituye la organi/acion 
dfe ln Defensa Pasiva, el Dccreto-iley de 18 de junio de 1942 enco- 
jlliendia a las lecciones VI, “policía y Vigilancia , VII, “Evacua¬ 
ción y Transporte”, y XI, “Urbanismo y acción Municipal", el ejer-* 
Helo de actividades especificas propias que se vinculan con los mc¡ 
ilion de transporte (art. 6.-); y precisa, igualmente, que el Plan de 
evacuación debe ¡abarcar el estudio de las vías principales y su des¬ 
viación hacia las secundarias, evitándose pasar por las zonas de pe* 
ligio, y clasificándose las salidas y caminos de acceso a las pobla¬ 
ciones, no sólo por su capacidad de tránsito, sino también por sU 
0 fíentación referida a los vientos, a fin de salvar las posibles nube» 
ile gases tóxicos (art. 16 inc. E). 

,108, Zonas prohibidas de vuelo. — Diversas disposiciones re¬ 
lacionadas con la aeronavegación , han establecido desde liempq 
atrás ciertas zonas especiales vedadas al pasaje de aviones, o “zo¬ 
nas prohibidas de vuelo”. 

Va las Resoluciones de 8 de junio de 1938, 5 y 14 de agosto de 
PMl» establecían las zonas prohibidas para vuelo de aviones en el 
Departamento de Montevideo, siendo estas dos últimas disposicio¬ 
nes derogadas por el Decreto de 24 de noviembre de 1939, en virtud 
de haber desaparecido las .causas que obligaron a ]a creación de la 
i h presada zona y a las garantías que ofrece al respecto la Regla- 
mrnIación de lo Aeronavegación Civil en el territorio uruguayo 
v Sus aguas jurisdiccionales. 

El Decreto de 11 dé setiembre de 1940 derla-a zonas prohibi¬ 
das de vuelo, las siguientes: una extensión de 3 kilómetros p;u 
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y ferroviarios sobre el Rio Neirro' ,? ‘‘"L °a puntos '“rreteros 
de lado que encierra el ' ’ cnildrado de 1.000 metros 

cuadrados más de iguales ^ZTZ te^Ie: Z"V r ““ 
puente ferroviario ríe Paso Tmn rt ’ J urcuns criben, ei uno el 
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los puntos indicados. Por este mismo rf". Pr ° llbltks de Vl1el ° sobre 
ceriim tentó de contralor v la forma de hlc ° Se estaWícen eI pro¬ 
ras de las infracciones asi como U- vi «Activas las demm 
tranagresores. “Las autoridad?' * it penalldades aplicables a los 

policiales que constataran infraccion^TlasT’hM . ael ' 0nal,ticas > 
('idas en los artículo= i» v 9? r , . * as l Jroh fuñones estable- 

rectamente, por la vía mi Viril **** De , Creí0 ' lo comunicarán di- 
dcl avión identificado — a h Di ecci^r ™ 10 ^ caracteristícaa 
Militar, sin perjuicio de dar cuenca n de Aeronáutica 

dtcnlc. Ig Lia ] obligación corresponde a !!”? *- supenor correspon- 

bajo pena de suspensión si -/-; i v . CUa c l ll,er empleado público 
, suspensión, si asi no lo- hiciere ’ fart i <>\ “r J 

<lorcs que incurran en las infracciones que se merri ' L a ,’ U ' a " 
teniente serán castigados- íV ,„ e Se llleilc,OIla n preceden- 

m¡n„ ,1c seis ZZy Tn c Z el tér-' 

fivo del mismo” (art 4 f ) “q: t r ■ Kenua con e] retiro defini- 

» compañías pasionales o ££,£?"“ P“.en=dc,,„ 

pabias una multa de Lo H n ? apl,caran a dichas u,m- 
pudiéndose llegar ha t-i 1 usciei1 os para la primera infracción, 

¡■«.o ° ““ celadón p ,os *»«• 

calidades aplicables ñor nt r - f encia ^ Sln perjuicio dé las pe- 
(art. 5.«). P °‘ ras q„ e p„ e(ta , conie ¿ r - 

ll« SKSfcSSftfr? í,C ÍU " ¡ ° * «NO, contenía además 
aviones' sob e odós lo *“ m ' *««««»*, "el vuelo de 

trítono de la K"*» 7 ^ en el te- 

por d * d “° d ~ » t;::°z c z%z 

— ifrd 1 P °A er Ej , ecutivo P uede prohibir el vuelo, de aeronaves 
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enntlnuación, sobre la materia: * Por razones de o:den militar o ,ct, 
Mgurldatl pública el Poder Ejecutivo podrá prohibir en forma tnan- 
lltorii o definitiva, el vuelo de aeronaves. El decreto respectivo de- 
ttrminará los límites de la zona o de las zonas sobre las que esta 
- prohibido volar” (art. 65). “Los Comandantes de las aeronaves que 
vuelen sobre zonas prohibidas, inmediatamente de adveiti. la in 
fracción estarán, obligados a aterrizar o acuatizar en el aeródromo 
rtiás cercano y comunicar el hecho a la autoridad del mismo (ait. 
fifi). La infracción a la prohibición de sobrevolar determinadas zo~ 
lias.. ./justificará el procedimiento de fuerza indicado en el artícu¬ 
lo 11” (art. 69). (Ver nota 150). 

31Ó. La Ley N. 9 10.050 y la Policía Aérea Nacional. Nuevas 
sonas prohibidas de vuelo. — La ley N.' 10.050 de 18 se tiemble ^cL 
l')41 (Ley Orgánica Militar), adjudica a la Aeronáutica Militar la 
Policía Aérea Nacional” (art. 87, D) (151) y a la Dirección O ne- 
n ,l de ¡ a misma “las funciones de asesoramiento en lo relá'.ivo a 

lu aeronavegación” (ait. 85, B). 

Conforme a estas reglas, el Poder Ejecutivo, con el fin de rr.ffUi- 
nimitar disposiciones preventivas que den seguridad a la aeronave 
gnción, y en atención al momento internacional, dictó el Decreto 
N.’ 1316 de 29 de diciembre de 1941, por el cual se declara "nueva 
/..ma prohibida de vuelo en la ciudad de Montevideo con sus adya¬ 
cencias y núcleos urbanos la zona comprendida por una bnca <ld« ■ 
une los siguientes puntos: Barra del arroyo Carrasco, Ilipodront® 
Nacional, Sayago (bifurcación vía férrea) y Punta Yeguas. Las 
costas del río ele La Plata comprendida entre Punta Yeguas y Ma¬ 
na del arroyo Carrasco, hasta 3 kilómetros aguas adentro. En csLa 
/.mía es prohibido el vuelo para cualquier aeronave, exceptuando 
las de las compañías de aeronavegación, nacionales y éxtianje. as, 
autorizadas y que hacen escalas en el puerto de Montevideo (luían- 
.te <■] acuatizaje o descolaje de sus aeronaves, a la salida y llegada 
al puerto. Para el cumplimiento de esta disposición la Dirección <h: 
Aeronáutica Civil dispondrá que en cada Aero Club y en lugar visible 
haya una carta de la ciudad de Montevideo, en la cual esté señalada 
la zona prohibida y las disposiciones relativas a ella, así como liara la 

(151) F1 Código de Legislación Aeronáutica establece al respecto el 
guíenle precepto: ‘Las aeronaves que vuelen sobre territorio nacional o aguas 
iitris.licdnnaleH, estarán sometidas a las prescripciones legales y a las respe.!iv,.s 
reglamentaciones que se dicten con intervención del Ministerio de Defensa Na 
ciniial” (art. SR, rnp. TU, Policía de Seguridad, Policía Sanitaria y 1-isc.di/at m 
A duancr: del titulo V, Obligaciones del tránsito aéreo). 


c °^TA ermÍ “ P ^°” I ^ 0 ^ a ^"^»rt ra ”v“L”V°' ÍCÍt ' n 

fie avian civil que pueda interesar Á i bre cualc l uier vuelo 

] íeC l°’ Ee se ^ uirá el régimen siguientef ¿U^En T^ 81 * 01 3 CSC 
de Montevideo, la Dirección de AeronáuHca P‘ m Departamento 
permanencia un emnlparin a ^mítica Civil mantendrá en 

-lida de aviones;^'** ^ brizar*. ,a 
fundamentales: matrícula del a P am la especial de los datos 

lugar de destino ru ta a íiuT^rT 6 ^ PÍi ° t0S * pasa Í e «s, 
avión se indagará sobre el vuelo efecT ^ reVlstas ‘ A1 regreso del 
efectuadas, lo que se anotará a efe t tUad °’ ruta seguida, escalas 
necesarios en cualquier fecha' nu ] C ° S 6 P ° der dar los informes 
termedio de este empleado l^n 1Sp ° nga el superior. B) Por in- 
berá estar en condiciones de ? irecci °? de Aeronáutica Civil de- 
Genial de Aeren £'°™S I ' T”"^ 10 * k 
con sede en Montevideo o n<U 1 ^V, ra °vimiento de aviones 

terior del país. Dos vueSs de oD C * para el exterior e i„. 

cisión del minuto, en el decola¡e 30 lgUaImente > con pre- 

del aeródromo el avión que se haga anotar^’ T plldÍéndose aU ‘Í ar 
entretenimiento alrededor de la pifia O I o f f Strucción ” o 

procederán en idéntica for.l v ^ ^ aero clubs del interior 
ta a ,a autoridad militar encargada l ? ntlCas pIalldlaS ’ dando cuen- 
litar máxima de la localidad sUU-ampo^d^í Si aUt ° rÍdad ^ 

ndad militar, ésta será - - - f f ' Sl no existe auto- 

En eh caso de aviones cuvos r c . por la autoridad policial. D) 

“ ro d » b o a un ;:ñ:D c r s d „ p a op a'," a ;r d e' ,o . l f„ e s r,ene “ a : 8 

en el aeródromo oficial sino en n tr£ ' no Se han & ar aran 

ningún vuelo ele ninguna esnerie ' Carrl * )OS, no P°drán partir p:ará 
torito, militar „ ”!S”l -Sún aut ° n “ d °” previa de I, 

'"Hitares o policiales, a quienes 

especificados, darán dirpcfam iP r.+ , 6 actUar según los casos 

formes que ú Di™ C S 7”. ■»*» -pido, los i„- 

superior, recabe respecto a algún A ¡ r ° nautlca M ihtar, por orden 
días anteriores. F) Todos los DÜoto UeI ° e . ectua,do en el día o eii 
cualquier punto de la República^ S C1V ’ eS , que ba & an escala en 
de la Dirección de Aerbiut r a r •? reS ' en 1 taran a los «presentantes 
licial, según el c „ ClVl1 ° a la au toridad militar o po¬ 
de legada v de salida. El r^s^aiíe 1^1 ,a 

— -vil lo hará saber a^a 
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IV) Cmatulo un avión civil aterrice en lugar que na sea campo ele 
a terriza je reconocido por bis autoridades militares o civiles de avia- 
nón t no podrá^partir sin la concurrencia y autorización de la auto- 
rielad militar o policial, la que dejará anotada en su documentación 
todos los datos necesarios, así como la hora exacta de llegada y de 
partida. Se investigará la cau¿a del aterraje y en caso de duda se 
detendrá todo, el equipaje y pasajeros y <e dará cuenta, H) Los pi¬ 
lotos que no cumplieran estos requisitos serán suspendidos de in¬ 
mediato por el funcionario encargado del contralor, quien reclama¬ 
rá el uso de la fuerza militar o policial en caso necesario. I) Los 
aeroclubs a los que pertenezcan los infractores serán responsables 
de las infracciones cometidas por sus asociados en la parte que co¬ 
rresponda” (art. 2.') (152). 

Hl Decreto prohibe también el vuelo de todos los aviadores no 
uruguayos o naturalizados, asi como la conducción de pasajeros 


¡ 152) A título informativo, es de interés indicar el régimen anterior de mil* 

I,altar, de acuerdo ccn el cual la Escuela Militar de Aviación había hecho saber a 
|u policías de la República por comunicación de 12 de octubre dé iMí que 
ni uso de las facultades conferidas por la superioridad referente a la fiscaliza- 
ríón de vuelos sobre la República, esta Dirección expide permisos de acuerdo cm 
d formulario que se adjunta (el facsímil figura publicado en el Boletín Jrf. de 
Tria, de Montevideo, Año XV, M,° 4 p. 480). debiendo la autoridad policial en 
cuso de aterrizaje forzoso de algún avión en su departamento, autorizar bi emi¬ 
tí nuación del vuelo siempre que el piloto se encuentre munido del m rucio nade 
permiso y previa revisación del contenido de su aparato a les efectos de ini|Krdir 
U conducción de armas o materiales explosivos. Quedan eximidos de la íbeulba 
nón expresada los avienes de las compañías regulares de aeronavegación. Siem¬ 
pre niu- fuere detenido algún avión de matricula extranjera, que aterrizara sin 
t\ permiso correspondiente, se servirá el seño? Jefe recabar telegráficamente d¡l- 
ms n esta Dirección a objeto de permitir la continuación del viaje. Si La distan* 
lía que se encontrara detenido el avión fuera excesiva a efectos de la comunica- 
t íóu a este Instituto, la autoridad policial examinará los documentos de ideutidn 1 
di- la tripulación y el objeto e itinerario de su viaje, autorizando la continúan ó: i 
de! mismo siempre que del examen de dichos documentos resultara perfectamente 
justificada la presencia del avión en territorio nacional. En tal caso, se servirá 
rl señor jefe ponerlo a conocimiento de esta Dirección tan pronto como las cir- 
nm stand as lo permitan. U circunstancia mencionada ee ccntcmpla parid caso 
dt- haberse concedido permiso pr f r vía dipkmática para atravesar en vuelo cite- 
rri torio de la República y no imponer demoras al cumplimiento de una milito, 
que pudieran resultar de la imposibilidad o retardo en las comunicad . nes de este 

Instituto a las Jefaturas de campaña’'. . 

pista comunicación modifica el temperamento seguido con una resolucum ante 
rinr de la Escuela Militar de Aviación, de fecha 11 de setiembre de UU t 
por 1n que se autorizaba ei vuelo de pilotos civiles de acuerdo a determinado 
permiso en el que ee estableció que la policía debió prohibir la continuadlo» del 
vuelo dd que aterrizara fuera dél punto de partida. 
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que no sean de la misma nacionalidad, sin el cumplimiento de 
ciertos requisitos (arts. 3.*, 4.Vy 5.?). (Ver estos artículos en el 
§ 176, supra), 

311. El Código de Legislación aeronáutica y las' aeronaves dd 
Servicio internacional. El Codigo aeronáutico a que se ha hecho 
referencia anteriormente-, da también las dos siguientes normas de 
contralor: 

Las aeronaves extranjeras y nacionales que prestan servicio 
internacional y que realicen un aterrizaje o acuatizaje forzoso, de¬ 
berán dar cuenta inmediata a la autoridad policial más próxima y 
ninguna de las personas que se encuentre a bordo podrá alejarse de 
íra aeronave, salvo caso de evidente necesidad, hasta que la ato¬ 
ndad no haya visado la documentación personal y la de la aero¬ 
nave'* (art, 55}* 

Cuando una aeronave tuviera que descender eventualmen'e 
en cualquier punto del territorio nacional, o aguas jurisdiccionales, 
el comandante está obligado a hacer notar en los documentos de 
aboido, por la autoridad nacional que intervenga, el motivo del 
descenso y la declaración de sí se ha descargado algún objeto en el 
lugar o si se ha ausentado algún pasajero'* (art, 60). 

312. Vuelo nocturno. Decretos de 29 de diciembre de 1941 y 
2 de julio de 1942. — Por último, el mismo Decreto de 29 de di- 
ciemibie de 1941 (§ 310), prohíbe el vuelo nocturno en los siguien¬ 
tes términos: 

“Hasta tanto la Dirección de Aeronáutica Civil proponga la 
reglamentación correspondiente. la que deberá programarse en ba¬ 
se a los principios de seguridad aquí establecidos, prohíbese sin 
excepción el vuelo nocturno en todo el territorio de la República 
en las aeronaves civiles privadas, a partir de las veinte horas has¬ 
ta las seis horas del día siguiente" (art. 8r). 

^ El Decreto de 2 de julio de 1942 aprueba la reglamentación de 
¿os vuelos nocturnos, asi redactada: “a) Autorízase con sujeción a 
lo establecido por el Decreto N/ 1316 de fecha 29 de diciembre de 
1941, y a lo determinado por este Reglamento el vuelo nocturno de 
aviones debidamente equipados y mediante la autorización de aeró¬ 
dromos expresamente habilitados por la Dirección de Aeronáutica 
Civil, b) Eos vuelos nocturnos, con fines de instrucción y entrena¬ 
miento, sólo podrán efectuarse bajo el control directo de la Dirección 
de Aeronáutica Civil, debiendo al efecto, en cada caso, formularse 
por los interesados, una solicitud escrita, c) Durante el desarrollo 
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¡file Ujk vuelos nocturnos, con los fines a que se alude en el inciso 
intetlor, los aviones lio podrán alejarse más de siete kilómetros del 
perímetro del aeródromo, sin perjuicio de lo establecido en el ar- 
iiólllti l. v del Decreto N. ? 1316, relacionado con el sobre vuelo de 
¿imtiN prohibidas*’ (§ 310, supra). **d) Los aviones que se encuentren 
i ni I izan do un viaje diurno, sin haber gestionado previamente ci 
pnrtiiiiu) indispensable para volar en las condiciones establecidas 
limante las lionas’de la noche, y por cualquier circunstancia no pue¬ 
dan finalizar el mismo dentro de las horas de luz diurnas, deberán 
aterrizar ch el aeródromo más próximo, dando cuenta del hecho 1 a 
lia J)¡vece'ón de Aeronáutica Civil por la vía más lápida (teléfono 
o Irlegrama). c) La Dirección de Aeronáutica Civil deberá en todo 
linimento informar, a solicitud, cualquier consulta que se formule 
rúáprcto a los vuelos nocturnos, por parte del Ministerio de Dc- 
ffnM¡i Nacional, de la Inspección General del Ejército o de la Di¬ 
rección General de Aeronáutica Militar, f) Para la realización de 
viajes o travesías aéreas a realizarse durante las horas de la noche, 
Chive aevódromos debidamente habilitados ai efecto, los interesados 
deberán llenar los formularios de solicitud correspondientes, en 
la I idee ción de Aeronáutica Civil, cuando menos durante las lionas 
hábiles de funcionamiento administrativo correspondiente al din 
en que se realizará el vuelo, estando a lo que se resuelva por dicha 
Dirección, la que, a su vez, deberá en el día, impartir las comuni¬ 
caciones del caso a las autoridades competentes, g) Los pilotos que 
Inflinjan las disposiciones precedentes, serán pasibles de penalida¬ 
des, según el grado de la infracción, pudiendo llegarse hasta el 
retiro del brevet” (art. I. 9 ). 

313. El Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 y la protección 
de los servicios die transporte y icomercio exterior. — El Decreto- 
ley de 1<) de noviembre de 1942, prevé las siguientes figuras delic¬ 
tivas para proteger los servicios de transporte, al considerar agra¬ 
vante especial la obtención de noticias con fines de «espionaje po- 
Utico ,o militar* que deben quedar secretas por razones de interes 
público, cuando el hecho comprometa la eficiencia de los servicios 
de* transporte terrestre, aéreos o navales, elevándose la pena de 
tvvH meses de prisión a seis años de penitenciaría, en un tercio (ar 
lindo (V F (Espionaje político o militar). 

El referido Decreto-ley contiene esta otra disposición: "El que 
miii(Me daño, por cualquier medio, en buques o aeronaves mercan- 
íes será castigado ron pena de diez meses de prisión a cinco anos 
de penitenciaría. Si del hecho-deriva daño para las mercaderías o 
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Cuando el hech 0 d L a I;ome a ta P cotóa’ ^ 36 devará en la mitad, 

o adscripto al servicio militar h peni “U ° aer ' onave de guerra 
món^a ocho años de penitenciaria * " ^ de Pri- 

desenvolvimiento del comerdf exUrioTde ja r* ^ fr ^ 03 el norm al 

£ ° C ° n Pena ^ dÍ&Z — d * P^id^ctoSS 

ción transnritapor SírSr'n? d terrií0rio de ia Na- 
la salida o el pasaje de un buque o aeronave tendlentes a denund ar 
por esos medios tienda a la varadn- a n c mercailte ° militar, o 

al desastre de un aeromóvil será castii>*H ^-r de Un buque - ° 
f lon a d nco años de penitenciaria 7jíj C0 , n dlc;z meses de pri- 
, a aer0nave r ° bu 9ue, o la lesión o muerte de una^ 31 ’ 1 ^ da ' lü p3ra 

fe r D d ect ¿ ~ s dc Krí 

tildas con pena de 'ióSÉÍk^mT^sps de vr^' S6rán CaS ' 

i e meses de prisión (art. 67 ) 

314. La Resolución XVII d~ i a ttt u 

interdicción de tenencia de aeroplanos a ReUni0n de Consul ta y j a 

Lomo regia de caricie-t- i P 3 * os naci °nales del Eje, 

XVH c®, t cZ* ■ , Ata0 8 h 

•les Exteriores de las República! A " ° 3 M " nistros * Relado- 
Janeiro del 15 al 28 de enero de 1942 T*””' Ce ! ebrada en Rí ° de 
nacionales del Eje o de Estados a elí’(« 7 ’ mpída a los 

comercien o usen aerofanos que puedan S “^ díttados q “ e P°*an, 
tíe espionaje o sabotaje (A 3) ^ Servir para realizar actos 

f. Facilidades de puerto y naves. 

315. La Resolución He» a ~ , 

barcaciones de deporte __ \ ^ de 1938 ? ¿1 registro de em- 

de carácter general. “ en nuestr ° País disposiciones 

Particularmente referidas o i 0 , , 

nacionales de embarcaciones de deporté d Pod^'t* * ■° S pUe ' tos 
co el articulo 6. 9 del Decreto de ti A ’ ^ d Ejecutivo modifi- 

v=ía e! ng¡stro úe 1912 < 152 > <°e P-e- 

-_ nes de cabotaje nacional, disponiendo, 


,W2 ‘ ZZ 3942 ie " ™ - 
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m un nuevo inciso que se agrega al referido artículo, la creación dc 
un Registro especial de Embarcaciones de Deporte (sin finalidad 
comercial) que se denominará “Matriculas para embarcaciones de de- 
portes’Mas que quedarán sujetas a los requisitos exigidos p,or el De¬ 
creto de 31 de agosto de 1912 y demás disposiciones (Resolución 3 
mayo 1938). 

316. El decreto de 13 de febrero de 1941 y el contralor de las 
embarcaciones de deporte. — Ultimamente, con el fin de evitar el 
arribo al país “de pasajeros clandestinos transportados por embarca¬ 
ciones afiliadas a los clubs náuticos 1 ', se modificó el artículo 2. 9 del 
Decreto de 11 de Agosto de 1908 (154), en el sentido de que en lo 
referente a la entrada y despacho de yatchs y embarcaciones que 
gozan de privilegios acordados a ias embarcaciones afiliadas a los 
clubs náuticos, procedentes o con destino a puertos extranjeros, 
sus capitanes deben presentarse ante las dependencias de la Pre¬ 
fectura General de Puertos para lia verificación de sus roles (De¬ 
creto 13 febrero 1941). 

317. El decreto de 12 de diciembre de 1940 y la facultad de 
elegir práctico ds puerto. — Por decreto de 12 de diciembre de 
1940 y mientras dure el conflicto bélico mundial, se facultó a los 
armadores, agentes o capitanes de buques mercantes de naciones 
beligerantes a escoger el práctico que les merezca más confianza. 

318. Disposiciones del Código Penal. — En otro* orden de 
ideas, debe recordarse aquí que el Código penal protege indirecta' 
mente los puertos «al castigar con diez a treinta años de peniten¬ 
ciaria y de dos a diez años de inhabilitación absoluta al ciudadano 
que en connivencia con un gobierno extranjero, o con el objeto 
de secundar sus planes, los destruyere o inutilizare (art. 132-57). 

g. Servicios públicos 

319. Decretos-leyes de 18 de junio y 16 de julio de 1942 de de¬ 
fensa pasiva y zonas dte' seguridad. — Análogamente a lo ya ex¬ 
presado en el apartado “e” del presente capítulo, tan sólo el de¬ 
creto-ley de 16 de julio de 1942, sobre zonas de seguridad, autoriza 
a declararlas en- las inmediaciones de establecimientos “que inte- 
íesen a los servicios públicos 11 (art. 17); y el Decreto-ley de 18 de 

(154) Este Decreto exonera al -Yacht Club Uruguayo de los requisitos esta¬ 
blecidos para los buques mercantes, así como de la «obligación de afianzarlos. 
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jumo de 1942, sobre organización de la Defensa Pasiva aí) ’ h' 
con arreglo a la economía general de la ¿1 * ■'-’ adjudlca ' 

v de la Dirección General rSerlt pÍS"' * , “ 
tivas empresas v serviría 'ki- i ut) licos A con las respec- 

Kbks" s ¿°¡ -- 

:-SS“£"í~ís=:i= 

de estrago (infra 5 325) s ; p1 t nua ^ ,on - Es agravante del delito 
ción de lias Ltal^oSkd nLtt al ^ P ° f ° bjet ° la ^truc- 

Tr ie„,° de las cindades C mT-V' **"' ° «* 

adulteración de aguas o nradnctn* a\ \ ^ nvenen amiento- o 
públioa). El que envenenare T?, d ' St, ” a<lM * '» alimentación 
ja salud, las aguas o sustancias PClÍ!!rOSa para 

blica, con o sin lesión efectivo c i . alimentación pú- 

doce meses de pristón a Z v J ,castigado c„„ 
218). “(Envenenamiento o adulíradón^uh,-n P '"' t ;" CÍaria " í<Wt, 

tinadas a la alimentación) El enve. . pab es de las aguas des- 

pables, de ,as aguas «“¿.SSTZT a” t'T*™ ^ 
sera castigado con seis mese^ .1 ■ . / nadas a la alimentación, 

ciaría" (art. 225). *"•">" * och » ■*» de penitcn- 

h. Sistemas de comunicación 

Apar? 1 * ,a 1111 R '™°" ¿e Consulta, _ 

XVI! de la tercera rennfc V M¡l^“° e ** 

sr* ^ ¡z 

les de los Estados miembrosY* 105 nacio "a- 
a ellos subordinados *sem. cL tnpartlt ° y ,le Estado* 
transmisores „ círos Z romenro P'™ -° aparatos 

no hay otras < A > 3 >- 

posiciones tratadas en el CapíY V? T las <*•- 

templar de una manera ele™ A , i pUeden en c,erto modo con¬ 
vidad ilícitaTque“ e rrf?r í preventivo de la acti- 

deben ser tenidas presentes. ' apartad ^ razón de lo cual 

322. La figura delictiva quis prevé el CóHio™ r> . 

se ha señalado al comienzo de este caoítnlrfi ~ C ° m ° 

p tulo, las disposiciones 


i 
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; represivas constituyen implícitamente una prevención, sien¬ 
do en consecuencia oportuno señalar lo preceptuado por el artícu¬ 
lo 217 del Código Penal: “(Atentado contra la regularidad de las 
Comunicaciones telefónicas, telegráficas o inalámbricas). El que, 
de cualquier manera, atentare contra la regularidad de las coi 
municaciones telefónicas, telegráficas o inalámbricas., poniendo en 
peligro la seguridad de los transportes públicos, será castigado con 
.res meses de prisión a tres años de penitenciaría". 

i. Edificios públicos 

323. El Código Penal y las figuras delictivas qu'e prevé. — De 

un modo general, a parte de la norma penal que reprime la des¬ 
trucción de edificios, monumentos o lugares públicos (agravante 
ilol delito de estrago, infra § 325) no existen disposiciones expre¬ 
sas que contemplen el aspecto de protección de los edificios públi¬ 
cos contra actos de sabotaje; excepción hecha de las normas de 
zonas de seguridad (art. I. 9 , supe a § 280). De acue: do con esta 
disposición, el Poder Ejecutivo podrá adoptar, sin embargo, en 
cada caso, la protección adecuada del edificio público que por su 
1 índole o importancia así lo requiera (cf., nota 149, supra) ; así 
como las disposiciones relativas a zonas prohibidas de vuelos adop¬ 
tadas “por razones de seguridad pública y fijadas sobre el espacio 
que ocupan las instalaciones de les organismos del Estado" (supra 
308-310). 

2. Represión en generae ',(155) 

324. Los Códigos Penal, Militar y Penal Militar y el 
decreto-ley die 19 de noviembre, de 1942. — A parte de las sancio¬ 
nes particulares que cada una de las disposiciones especiales ya 
trastadas en los apartados que anteceden prevén, la legislación pe¬ 
nal ordinaria contiene algunos preceptos que se indicarán aquí de 
una manera general. 

(155) Resulta interesante referir la innovación que puede significar, de rea¬ 
lizarse en el campo de represión de las actividades que nos ocupan, la recomen- 
ilación formulada por la Conferencia interamericana sobre Coordinación de Me¬ 
didas Policiales y Judiciales de Buenos Aires, 1942, al aconsejar “al Comité 
Consultivo de Emergencia para la Defensa Política que, en vista de las nece¬ 
sidades de la defensa, política del continente americano, elabore y presente a los 
Gobiernos de las Repúblicas Americanas un proyecto de ley penal uniforme para 
la represión de las actividades contra la integridad, independencia, solidaridad, 
unidad y defensa de los Estadois Americanos" (Recomendación VI). 
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d. dos'r dief'Sot de°“^ d rbíl¡t a acS?bs„ a | 5 „u- de ^r' 'T’ * 

nocimiento. 47 (Inteligencia 1 m„ i " Ls ! ado ’ 0 facilitare su co¬ 
rra). El ciudadano que Javier! 1^"°- fÍneS de *“*' 
no extranjero con el fin de lanzarle i I a :gencias con un gobier- 
de hostilidad contra la República o cnmT^ ° & ejecUtar acto3 
rectamente encaminados al mismo' fin " Sab t° tr ° S , beCh ° S 
Clones y pertrechos de guerra I FJ .Y', ( ' Sabota J e de construc- 
con un gobierno extranjero o con e nh *. d “° , que ' en connivencia 
nes, destruyere o inutilizare naves aeronlanoS SUS pk ' 

de 

ra empano de"K^ ^ 

sera castigado con dos a a; P , K- , n ° S artlcu -°s anteriores,, 
i- os a anos de penitencHrÍT’* / 01 -t i 

de r r ada aiiad °>- '^ó .i*L 

pública, la pena podrá sT rcí ó * Es,ad ° ali ” d ° d ' '*Re¬ 
ía ley” (ar, 135) 3 ,erdo de ' a fi i ad » P^ 
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actos preparatorios^^e^asti'O-an'a!” 3 '°d' 7 ^ . COn f piración seguida de 

(art, 137). ’ & n dos a seis anos de penitenciaría’^ 

est^eSr" púma ^ ^ 
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abandonaren colectivameríte^a función S UnC1 ° nari0S públlC0s que 
emeo, con nrenoacabo de .. IrtnTd 

OSO “Comercio con el enemigo y participación en sus empréstitos”. 
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gados con pena' de tres á dieciocho meses de prisión. En la misma 
pena incurrirán los empleados u obreros adscriptos a un servicio 
público, de necesidad-tí utilidad pública, que cometieran este delito’ 

(art. 165); . 

En lo que se refiere a los; delitos contra la seguridad pública, 

se dispone: 

“(Estrago). El que, fuera del caso previsto en el artículo prc- 
cedente (incendio), pusiere en peligro la seguridad de las personas 
o bienes de los demás, o lesionare tales derechos, por el empleo di* 
medios o agentes poderosos de destrucción, será castigado con do¬ 
ce meses de prisión a doce años de penitenciaría (art. 207). 

u (Circunstancias agravantes especiales). Son drcunst&ncas 
agravantes especiales: 1 ? Si del hecho resultara la muerde o la le¬ 
sión de varias personas* 2J* Si el delito tuviere por objeto la des¬ 
trucción de edificios, monumentos o lugares públicos, o se ejecuta¬ 
re sobre naves, aeronaves, astilleros, estaciones ferrocarrileras o 
marítimas o aéreas, almacenes generales y depósitos de substancias 
explosivas o inflamables. 3* Si el delito tuviera por objeto la des¬ 
trucción de un edificio habitado o destinado a habitación o de las 
instalaciones ads criptas al suministro de agua, luz, o al saneamiento 
de lias ciudades” (art. 208). 

“(Fabricación, comercio, depósito de substancias explosivas 
gases asfixiantes, etc.). El que con el fin de atentar contra la segu 
odad pública, fabricase bombas, preparase substancias explosivas, 
combinase gases tóxicos, asfixiantes o inflamables, se p. ocurase los 
elementos componentes, se hiciere depositario de los mismos* y ti 
que, con el mismo objeto, adquiriere o guardare tales instruniénto» 
de destrucción, ya preparados, será castigado con seis meses de p. i- 
¡sión *a tres años de penitenciaria (art, 209). 

“Empleo de bombas, morteros o substancias explosivas, Con 
el objeto de infundir temor colectivo). El que con el fin de infundir 
temor en la población o de provocar el desorden y la agitación en 
ella, hiciere explotar bombas, morteros o substancias explosivas, 
sera castigado, cuando rio pudiere el hecho ser encarado como ten¬ 
tativa de un delito más grave, con seis meses de prisión a tres años 
de penitendana” (art, 210). 

“(Incendio y estrago culpables). El incendio y el estrago cul¬ 
pables, serán castigados con seis meses de prisión a seis anos de 
penitenciaría* Constituye agravante de este delito, la circunstancia 
ele que del hecho resulte la muerte o la lesión de varias personas 
(art. 211). 
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— ^ ^ de desastre ferroviario) T?i 

” ai ’ una vía férrea, o las máauinas \J’ ^ que ’ COn ^' n de da- 
jetos destinados a su uso los ( 1 P V Vehlcu os ’ aparatos u otros ob- 
tornare parcial 0 tot^enl^ZtT “ ^ ° « pa ^ o tos 
cho resulta el peligro de un desastre fe ’ ™ Castagado > si > del he- 

pnsión a doce años de Sfig*T ** d <= 

ademas de las vías ferrocarrilera? toda / ' e e P ° r VÍa férrea - 
oos, sobre los cuales circulen C ° n HeIes - metáli * 

gla ¿^ríca u otro medio de trace £ m ? ’w * Vap ° r ’ e ««’ 

, (Desastre ferroviario) E l mec ^>ca' (art. 212). 

viario, será castigado con la pina de ?“ S1Dnare un desastre ferro- 
seis anos de penitenciaría” (art 213) ^ mes ' es de P nsi ón a dieci- 

“ , s idera t™”* espK¡ai - 

(art. 214). Prevista en el inciso 1.» del artículo 208” 

* *, fe«). 

castigado con seis meses de prisión a nrh d ~ ? VJaS ferreas * será 
aplicable a este delito, ]a agravante nr °, anos de Penitenciaría. Es 
( a rt. 215). agravante prevista en el artículo anterior” 

(Atentado contra la sep-nrirlo^ a i 
CM lquie, manera, f uera del caso prtiito tr “ n "P ort «>.• El qúe de 
que pusieren en 2?, “ d artíc “'<> “tenor, 
"dad de los transportes públicos „ c, Ses:undad ° 1» regula- 
sera castigado con seis meses de’orisió ra ’, pDr airc ° P°r agua, 
na” (art. 216). 3 de pnsion a S «s año s de penitencia- 

(Atentado contra la reg-ularidarl a t 
fónicas, telegráficas o inalámbricas^ F , f 0munic aciones tele- 

atentare contra la regularidad de b ^ CUalquier manera, 

telegráficas o inalámbricas ijonieiu| S comui “ ,cac 'Ofnes telefónicas, 
los transportes públicos, será castidad pe ,gro la seguridad de 
a tres años de penitenciaría” (art 217)° C ° n tlCS meses de prisión 

Código P?afp? ce p1^ ^ ** " pública (Tít. VII), d 

1 (Envenenamiento o adulteración n» 
dos a la alimentación pública) El mi aguas ° productos destina- 
orna peligrosa para ¿ salud las aguas 'T"' 0 addl «erare, en 
k aumentación pública, con o sin ? ® substa ncias destinadas a 

«era castigado con doce meses de n efe€tlva de taI es bienes, 

tenciaria” (art. 218). Pnsion a dieciséis años de peni- 

■'(Envenenan,¡„ to o adukeraciún culpables de las aguas des 
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tbiudas a la alimentación). El envenenamiento o adulteración, cul¬ 
pables, de las aguas o substancias destinadas a la alimentación, se¬ 
rá castigado con seis meses de prisión a pcho años de penitencia¬ 
rla” (art; 225). 

“(Circunstancias agravantes). Son aplicables a los delitos pre- 
vislus en los artículos 218 a 225, la agravante del inciso l. 9 del ar¬ 
ticulo 208" (art. 226). 

Por ultlm °, el citado cuerpo de leyes, contiene esta disposición 
en lo relativo a- los delitos contra la economía y la hacienda públi¬ 
ca (Tít. IX) : 

(Destrucción de materias primas o de productos industriales 
n de medios de producción). El que destruyendo materias primas, 
p! otluctos agrícolas o industriales o medios de producción, ocasio¬ 
nare un daño grave a la producción nacional o disminuyere en no¬ 
ta liles proporciones artículos de consumo general, será castigado 
um ti es meses de prisión a tres años de penitenciaría, o multa de 
quinientos a cuatro mil pesos” (art. 256). 

326. Código Militar. — El Titulo XVII del Código Militar en 
vigor (de las Penas, Cap. II) dispone: 

(Del espionaje). Comete el crimen de espionaje el individuo 
ijur bajo un disfraz o un falso pretexto, trata de tomar informes 
que se propone comunicar a! enemigo. No se consideran, en ccnsc- 
niencia, reos de este crimen: 12 Los militares pertenecientes al 
Ejército enemigo que, abiertamente con su uniforme y en ejercicio 
de sus funciones, penetran en el Ejército Nacional para practicar 
un reconocimiento u observar sus movimientos; 2. 9 Los correos o 
tos diasques que, sin introducirse artificiosamente en el seno del 
Ejército o en puestos militares, conduzcan correspondencia para 
el enemigo y sean tomados por las fuerzas nacionales; 3. 9 Los que 
asciendan en globos aerostáticos (157), para reconocer las posicio¬ 
nes del Ejército Nacional" (art. 832). 

“Las personas mencionadas, u otras que se encuentren en con¬ 
diciones análogas, quedarán sujetas, sin embargo, a las leyes de 
la guerra prescritas en el Derecho internacional” (art. 833). 

Es reputado espía, el enemigo que se introduce disfrazado -n 
una plaza de guerra, en un punto o establecimiento militar, en los 
trabajos, campamentos, o acantonamientos militares” (art. 834). 

(157) En descargo de esta aparente imprevisión del codificador al no teñe» 
ni cuenta más que el referido procedimiento de vuelo, debe recordarse que 
*'■ trata de una ley dictada en el año 1884 (supra, § 3). 
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raciones de reconocimiento del Ejército o Marina, aún cuando cru¬ 
ce sus líneas o penetre en su campamento” (ait. 55). 

“(Delitos contra la fuerza material-fmilitar culpables) “El de¬ 
lito culpable se castiga con la tercera parte a la mitad de la plena 
señalada para el delito intencional. No obstante lo dispuesto en el 
inciso 2. 9 del artículo 25 (Delitos que aparejan la pérdida del esta¬ 
do militar, supra § 332), los Jueces podrán, en casos excepcionales 
imponer la pérdida del estado militar” (art. 56). 

“(De la proposición y conspiración del delito de espionaje). 
La proposición, la conspiración o los actos preparatorios de los de¬ 
litos previstos en el artículo 54, si por su naturaleza fueren compa¬ 
tibles con tales iniciativas, se castigarán con la pena de 2 a 8 años 
de penitenciaría” (art. 57). 

328. La Resioluición XVII de la III Reunión de Consulta* — -La 

] II Reunión de consulta de los Ministros de Relaciones Exteriores 
de las Repúblicas Americanas, de Río de Janeiro, 1942, tuvo en cuen¬ 
ta estos problemas al recomendar el castigo de “todos los actos de 
sabotaje, avería y destrucción de materiales esenciales para la de¬ 
fensa de fábricas, edificios, lugares y servicios dedicados a la pro¬ 
ducción y el almacenaje, servicios públicos, medios de transporto 
y de comunicación, zonas y servicios portuarios; castigando los ac¬ 
tos de espionaje y la recopilación y la comunicación con fines hos¬ 
tiles de informaciones vitales sobre medios de defensa y previnien¬ 
do y evitando actos de sabotaje y de espionaje; tomando medidas 
para proteger y resguardar la documentación, las instalaciones y 
operaciones vitales” (Resolución XVII, Anexo, D, 4). 

i 

329. El Decreto-ley de 19 de noviembre de 1942 y la represión dé 
las actividades subversivas. — El Decreto-ley de 19 de noviembre de 
1942 prevé las siguientes figuras, entre otras, para reprimir las ac^ 
tividades antinacionales que nos interesan: 

“(Encubrimiento económico) E) El que participa en empres- 
tos o cualquier otra forma de entrega de dinero para favorecer a 
un Estado extracontinenta!, en guerra con un Estado Americano 
o facilita la realización de tales operaciones, será castigado con 
pena de diez meses de prisión a cuatro años de penitenciaría”. 

“(Espionaje político o militar) F) El que se procura con fi¬ 
nes de espionaje político o militar, noticias que por razones de in¬ 
terés público deben quedar secretas, será castigado con diez meses 
de prisión a seis años de penitenciaría. Son agravantes especiales 
y la pena se elevará en un tercio: a) Cuando el hecho comprometa 
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la eficiencia de los servicios de transportes, terrestres, aéreos o na- 
vales, b) Cuando el autor sea funcionario público 1 ’. 

(Introducción clandestina en lugares militares. Posesión in¬ 
justificada de medios de espionaje). G) El que se introduce clan¬ 
destinamente o con engaños en lugares, o zonas, de tierra, mar o 
«Alie, cuyo acceso esté prohibido por las respectivas autoridades, 
sera castigado con pena de seis meses de prisión a cuatro años 
de penitenciaria. Con la misma pena será castigado el que sea sor¬ 
prendido en tales lugares o zomas, o en sus proximidades, poseyen¬ 
do injustificadamente, medios idóneos para el levantamiento de 
planos o fotografías o a quien se sorprenda en la injustificada te¬ 
nencia de documentos, fotografías, cintas cinematográicas, o cual¬ 
quier otra cosa o medio apto para suministrar noticias cuya difu- 
sion ha sido prohibida por las autoridades 11 . 

“(Desastre económico) H) El que realice medidas tendientes 
a dcpiimir el curso de los cambios o viole disposiciones de contra¬ 
lor sobre importación o exportación de mercaderías, o influya so¬ 
bre el mercado de títulos o valores públicos ocasionando con ello 
un pe-juicio económico financiero al país, será castigado con pe¬ 
na de quince meses de prisión a seis anos de penitenciaria. 

(Contra el derecho de Gentes) M) El que comete daño, por 
cualquier medio, de buques o aeronaves mercantes será castigado 
con pena de diez meses de prisión a cinco años de penitenciaria. 
Si del hecho deriva daño para las mercaderías o lesión o muerte 
de alguna persona, la pena se elevará *en> la mitad. Cuando el he¬ 
cho se cometa contra un navio o aeronave de guerra, o adscripta 
al servicio militar, la pena será de veinte meses de prisión a ocho 
anos de penitenciaría. El que obstruyere por medios violentos o 
fi audulentos el normal desenvolvimiento del comercio exterior de 
la República, será castigado con pena de diez meses de prisión a 
cinco años de penitenciaría. El que desde aguas jurisdiccionales, o 
cd territorio de la nación, transmita por cualquier medio, señales 
tendientes a denunciar la salida o el pasaje de un buque o aeronave, 
mercante o militar, o por esos medios tienda a la varadura o nau- 
f i agio de un buque o al desastre de un aeromóvíl, será castigado con 
diez meses de prisión a cinco años de penitenciaría. Si del hecho 
resulta daño para la aeronave o buque, o la lesión o muerte de una 
o más personas, la pena será de tres a quince años de penitenciaría 1 ’. 

N) La proposición y la conspiración de estos delitos serán cas¬ 
tigadas con pena de tres a quince meses de prisión 11 (art. 6. 9 ). 




CAPITULO VIII 

MEDIDAS PARA CASTIGAR LA AYUDA AL 
ENEMIGO < 159) 

1. Traición 

330. Delitos que prevé el Código Penal. — El Código Penal 
estructura las siguientes figuras delictuosas: 

“(Delitos contra la patria). Será castigado con diez a treinta 
años de penitenciaría, y de dos a diez -años de inhabilitación abso¬ 
luta: l. 9 (Atentado contra la integridad del territorio nacional, la 
independencia o la unidad del Estado). El ciudadano que ejecutare 
actos directos para someter el territorio nacional o una parte de él, 
a la soberanía de un gobierno extranjero, o con el fin de menosca¬ 
bar la integridad o alterar la unidad del Estado. 2° (Servicios mili¬ 
tares o políticos prestados a un Estado extranjero, en guerra con el 
Uruguay). El ciudadano que tomare las armas o prestare servicios 
de carácter militar o político a un Estado extranjero en guerra con 
el Uruguay, o secundase sus planes con suministro de elementos 
bélicos o con dinero 11 (art. 132) (160). 

“Será castigado con seis a veinte años de penitenciaría y dos 
a ocho de inhabilitación absoluta: . ,.2. 9 (Infidelidad a un mandato 
político en asuntos de carácter nacional). El ciudadano, encargado 
por el Gobierno de la República, de tratar asuntos de Estado con 
un Gobierno extranjero, que se substrajere al mandato, en forma de 
comprometer los intereses públicos. 3r (Suministro de provisiones a 
un Estado enemigo en tiempo de guerra). El ciudadano que, fuera 
del caso previsto en el numeral 2. 9 del artículo precedente suminis* 
trare, en tiempo de guerra a un Estado enemigo, cualquier género de 
provisiones. 4. 9 (Comercio con el enemigo y participación en sus 


(159), Ver nota 155, supra. 

(160') Vcase, asimismo, numeral 3.° de este artículo (§ 325, supra). 
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elTstd^ei^ 1 CÍUda ? an ° qUe ' en tÍem .P° de í^erra comerciara con 
o tomare participación en sus empréstitos'' (art. 

i (facción culpable). El ciudadano que cometiere, por mera 
pa, alguno de los delitos previsto* en los artículos anteriores será 
as igaclo con dos a diez años de penitenciaría 5 ' (art 154) 

de es^tL C T etÍd0S “"i U " Estado «Hado). Cuando alguno 
de estos dehtos fuere cometido contra un Estado aliado de la Re¬ 
ía fey”’(a a rt P T3S) P0 E ^ hasta un terci ° de la fijada por 

exticnS e a P ln n r b t Ída - de 105 eXtranjeros )- La responsabilidad se 
a los extranjeros que viven en el país o fuera de él pero 

la peua se reduce de la tercera parte a la mitad. Se sustraen á La 

E enT’debt ra f ÍCad0S en d P aís enemigo, que come¬ 

tieren el delito previsto en el numeral 47 del artículo 133, o alguno 

de os otros delitos, siempre que respecto de estos últimos, mfdia- 
136) ° bhgaC10n de cum P lir con «na ley del mismo Estado” (art. 

Ea proposición, la conspiración, y la conspiración seguida de 

ría” \rt e ?37t n ° S ’ " d ° S & SCÍS añ ° S de Prenda! 

331. Delitos que prevé el Código Militar. - Por su parte pre¬ 
ceptúa en materia de traición, el Código Militar: 

(De la Traición). Comete el crimen de traición todo militar o 
cualqmera otra persona que ejecute alguno de los hechos siguientes ■ 

• ™ ar , arma ® contra Ia República; 27 Facilitar al enemigo la en¬ 
rada en el territorio de la Nación, el progreso de sus armas, o la 
toma de una plaza, puestos militares, buques del Estado o almacén 
o municiones de boca ; 37 Proporcionar al enemigo medios directos 
de hostilizar a la Nación; 47 Destruir o inutilizar caminos, estable¬ 
cimientos o telégrafos, en beneficio del enemigo; 57 Dejar de cum¬ 
plir el militar, total o parcialmente, una orden oficial o alterana 
de una manera arbitraria con el mismo propósito; 67 Dar noticias 
■aIsas u omitir las exactas relativas al enemigo, cuando fuere su 
( e er . trasmitir esas noticias; 77 Comunicar intencionalmente a! 
enemigo noticias sobre el estado del ejército nacional o sus aliados; 

oner en su conocimiento los santos, órdenes y secretos militares 
o políticos que le hayan sido confiados; 97 Reclutar gente dentro o 
fuera del territorio nacional para una potencia enemiga; 10. Sedu¬ 
cir las tropas de la Nación para engrosar las filas enemigas; 11. 
invocar la fuga o impedir dolosamente la reunión de tropas des- 
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Mudadas en presencia del enemigo; 12. Servir de guía al enomigo 
'para una operación militar contra tropas orientales o aliadas, o 
siendo guías de tropas orientales o aliadas, desviarlas dolosamente 
del camino que se proponían seguir,; 13. Divulgar noticias con el 
propósito de hacer decaer el ánimo del Ejército; 14. Impedir que 
las tropas nacionales o aliadas reciban, en tiempo de guerra, los au¬ 
xilios o noticias que se les enviaren; 15. Poner en libertad a prisio* 
ñeros de gueria qon el objeto de que engrosen las filas enemigas; 

] 6. Mantener directamente o por medio de tercero correspondencia 
con el enemigo, que se relacione con> el servicio o con las operacio¬ 
nes encomendadas a las fuerzas nacionales, si no han recibido al 
efecto‘orden escrita del Jefe superior de quien dependan. Este caso 
comprende a cualquiera otra persona lexistente en el Ejército ? 17. 
Ea tentativa para destruir la independencia o integridad de la Na¬ 
ción" (art. 826). 

“Cuando los Jefes u Oficiales y tropa del Ejército de línea o 
de la Guardia Nacional colectivamente cometieran el crimen de trai¬ 
ción serán castigados: Ir Con la pena de muerte (161), previa de¬ 
gradación militar, los Jefes, si los actos de traición han puesto en 
efectivo peligro la independencia o integridad de la República, e 
han producido perjuicios considerables. 2. 9 Con la de presidio de 
die¿ a veinte años, según la importancia y gravedad de los mismos 
actos, fuera del caso del anterior inciso; 3. 9 Los oficiales subal¬ 
ternos sufrirán la pena de seis a diez años de presidio; 4r los sar¬ 
gentos, cabos y soldados de cuatro a seis años de presidio" 

(art. 827). . 

“Fuera del caso del artículo anterior, el autor de la traición 

será castigado con la pena de muerte o la de presidio hasta veinte 
años, según la gravedad de los casos que determina el artículo 
826” (art. 828). 

“La conspiración para el crimen de traición, sin mediar su 
ejecución o tentativa, se castigará: En los individuos de 'la prime* 
ra clase, con la pena de seis a ocho años de presidio o penitencia¬ 
ría; En los de segunda clase, con las mismas penas de cuatro a 
seis años; En los de tercera clase, con uno a tres años de prisión 

(art. 829). t 

“El que tenga conocimiento de una conspiración proyectada, 

a tiempo de poderla impedir, y no diera parte de ella, sufrirá la 
pena de los cómplices, si el crimen o tentativa tuviere efecto 
(art. 830). 


(161) V., nota 158. 
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i + ' ^ OS J ueces podrán/ imponer, como sanción 

(art 60) la ’ SCgUn iOS CaS0S ' k Pérdida del estado ^111^^" 

Según dicho Código, la pérdida del estado militar, que es con¬ 
siderada pena principal (art 18, 4.’), se produce entre 0 trL causales 
?gf f Comis * on de los delitos contra la patria (inciso l. 9 del art' 

9) de caiacter doloso, cometidos por oficiales” (art. 25, l. 9 ). 

333. Las prescripciones de los Decretos-leyes de 18 de iunio 

sr bre ? efens ‘ Pasiva y d * 16 *■ í“ i¡ » s. l Zrz 

segundad. — Como disposición especial debe recordarse que el 
Decrete-ley de 18 de junio de 1942 sobre Defensa Pasiva, establece 
que los extranjeros con carta de ciudadanía que sean funciona- 

11 u 0 )r f, ros de cualq ui er organismo de la Administración Pú¬ 
blica (del Estado, Municipios, Entes Autónomos, Servicios Descen¬ 
tralizados, etc.), están obligados a prestar servicio en la Defensa 
Pasiva, previo juramento de fidelidad al país y a sus instituciones 
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dtunofcráticas republicanas. El incumplimiento de ello determinará 
Ju inmediata cesación del cargo, (art. 41 primera parte). “Tam¬ 
bién cesarán en el cargo los funcionarios u obreros de cual¬ 
quier organismo de la Administración Pública (del Estado, Mu¬ 
nicipios, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, etc.), inmis¬ 
cuidos en ataques o actividades contrarias al interés de la República 
y tus institucioneá democráticas republicanas, una vez que la com- 
pi'obacióni judicial se haya producido” (art. 42). 

Establece este mismo Decreto-ley, que serán remitidos a la 
justicia ordinaria “los qué cometieren delitos de lesa patria” (art, 
5 7 incisos segundo y tercero) ; y el Decreto-ley de 16 de julio cU 
1042, sobre zonas de seguridad, preceptúa también que “Los ciuda 
danos naturales que en ocasión de levantarse el censo de que trata 
c] articulo 5. 9 (supra § 28), o con posterioridad ia este 1 acto, sean 
sospechosos de actividades contrarias al régimen democrático de 
gobierno, serán sometidos a una investigación policial. La investi¬ 
gación se remitirá a la Comisión Especial competente y, si de ella 
resulta que las sospechas son fundadas, al sospechoso se le podrán 
aplicar las disposiciones de lo artículos 10, 11, 12, 13 y 14 del pre¬ 
sente Decretodey” (supra, § 55 y nota 43). “La investigación _ 
la actuación de la Comisión Especial, se remitirá al Fiscal del Cri¬ 
men de Turno para que inicie la acción ordinaria por delito contra 
la patria” (art. 20). 

El Decreto de 15 de octubre de 1942, reglamentario del De¬ 
creto-ley anterior, prevé, asimismo, lo siguiente: “Que los ciuda¬ 
danos naturales que sean sospechados de ejercer actividades con¬ 
trarias al régimen democrático de gobierno (artículo 20 del Dec: e- 
to-ley N. 9 1689) serán, sometidos a una investigación policial cuyos 
resultados serán remitidos , a la Comisión Especial competente, la 
cual actuará de acuerdo con lo establecido con el artículo 7. 9 (art. 
23) (163). “Recibidoá por la Comisión Especial los antecedentes 
relativos a los ciudadanos naturales, aquélla procederá a declarar 
si las sospechas son fundadas o no, aplicándoseles en el caso que 


(163) El artículo 7.° referido, dispone: “Cada Comisión Especial queda 
facultada, en lote casos que juzgue de interés, para requerir les antecedentes que 
puedan proporcionarle la Comisión Investigadora de Actividades Antinaciona¬ 
les y la Ccmisión de Investigación de Asociaciones Ilícitas. Asimismo las Comi¬ 
siones Especiales quedan facultadas para requerir infórmelo a cualquier autori¬ 
dad militar, policial o administrativa, cada vez que lo juzguen oportuno. El di- 
ligenciamiento de estos antecedentes tendrá el carácter de grave, urgente y re¬ 
servado”. 
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■corresponda, los artículos 10, 11, 12. 13 y 14 del Decreto-ley Nu¬ 
mero 1689, en la forma prevista en este Reglamento y previa am- 
plicaaon de la información en el caso que lo considere Conveniente, 
Sl !as sospechas fueren fundadas, k Comisión Especial pasará los 
antecedentes al FiscaJ del Crimen de Tu: no para que inicie la ac- 
cion ordinaria por delito de lesa patria (artículo 20 del Decreto-ley 
N.' f 1689). Tratándose de militares, los antecedentes serán remiti¬ 
dos por la Comisión Especial a la Inspección General de Marina o 
a k Inspección General del Ejército en la Capital o al Comando de 
la Región Militar respectiva en campaña 1 ’ (art. 24). 

334. Las figuras represivas específicas del Decreto-ley de 19 

de noviembre de 1942 . _ El Decreto-úey de 19 de noviembre cU 
w-k preve las siguientes figuras delictivas, referentes al punto que 
se viene tratando: 

"(Participación en la guerra contra un Estado americano) A) 
El que tomare las armas a favor de un Estado extracontinental en 
guerra con un país americano agredido o le prestare a aquél servi¬ 
cios de carácter militar o político, o secundare sus planes con su¬ 
ministros de elementos bélicos o con dinero, será castigado con dos 
a diez años de penitenciaria”, 

"(Corrupción para cumplir actos contrarios a los intereses del 
país o de América). B) El que recibe o se hace prometer aún cian¬ 
do sea en forma indirecta, dinero o cualquier otra utilidad o bene- 
iido, o solamente acepta su promesa, con el fin de cumplir actos 
contrarios a los intereses nacionales o a los internacionales de los 
Estados de la Unión Panamericana, será castigado con pena de 
veinte meses de prisión a seis años de penitenciaría. 

Constituye circunstancia agravante especial v la pena será ele¬ 
vada en un tercio, cuando el dinero, la utilidad o e] beneficio sean 
dados o prometidos para la realización de propaganda por medio de 
la prensa, radio, o cualquier otra forma de transmisión del pensu- 

"(Encubrimiento bélico contra el país o los Estados amere 
canos). C) El que mantenga inteligencia para favorecer operacio¬ 
nes militares en perjuicio de uno o más Estados de k Unión Pa¬ 
namericana o cometa cualquier otro acto directo tendiente a la 
misma finalidad, será castigado con pena de veinte meses de pri- 
.;on a seis años de penitenciaría. 

Con la misma pena será castigado el que reclutare personas 
para ponerlas al servicio de un Estado extracontinental en guerra 
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con un Estado americano, ya sea para actos de carácter militar o 
político. 

D) El que suministre, aún cuando sea en forma indiretta, a 
un Estado Extracontinental en guerra contra un Estado Amerr 
cano, armas dinero o caudales o municiones de boca o gueria, u 
Olios medios idóneos o eficaces para utilizar en contra de cual¬ 
quier Estado de la Unión Panamericana, será castigado con pena 
de dos a diez años de penitenciaría”. 

”N) La proposición y la conspiración de estos delitos serán 
* castigados con pena de tres a quince meses de prisión” (art. 6. 9 ), 

335. La Conferencia diei Medidas Policiales y Judiciales y la 
creación de una policía eispecial. — La Recomendación V de bi 
Conferencia Interamericana sobre Coordinación de Medidas Po 
liciales y Judiciales de Buenos Aires, 1942, aconseja la creación 
de una policía especial para la prevención y descubrimiento de 
los actos de traición y otras actividades contra el Estado (164). 

2. R^bexión y sedición 

336. Figuras previstas per los Códigois: Penal, Militar y Pe¬ 
nal Militar. — Sobre el particular, dispone el Código Penal ; 

“(Delitos contra el orden político interno del Estado). “Los 
que se alzaren a mano armada contra los Poderes Públicos, o con 
c] objeto de promover la guerra civil, serán castigados con dos a 
diez años de destierro. Si hubiera habido combate entre los rebel¬ 
des y las fuerzas del gobierno, o entre unos ciudadanos y los 
otros, la pena será de seis a doce años de penitenciaría” (Rebe¬ 
lión) (art. 141). 

“(Rebelión) Los que impidieren <a los Poderes del Estado el 
libre ejercicio de sus funciones, J serán castigados con dos a seis 
años de destierro” (art. 142). 

“(Sedición) Los sediciosos serán condenados de dos a seis * 
años de destierro. Cometen sedición, los que, sin desconocer el Go¬ 
bierno constituido, se alzan pública y tumultuariamente para con¬ 
seguir por fuerza o violencia, cualquiera de los objetos siguientes; 
12 Deponer a alguno o algunos de los empleados de la Adminis¬ 
tración, -o impedir que tomen posesión del destino los legítimamien- 
te nombrados o elegidos22 Impedir, por actos directos, la pro^ 


(164) V., asimismo la reiteración de la adopción de esta medida formulada 

por la Reunión Regional de Rivera (setiembre de 1942, nota 46). 
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mulgación o . ejecución de leyes, o la celebracion.de las elecciones 
en alguno o .algunos de los Departamentos; 3. 9 Obstar a que las 
autoridades ejerzan libremente sus funciones, o hagan cumplir sus 
providencias administrativas o judiciales; 47 Ejercer actos de odio 
c venganza, en la persona o los bienes de alguna autoridad o de 
sus agentes; 57 Ejercer, con un objeto político o social, algún 
acto de odio o de venganza contra los particulares o eualqui r 
dase del Estado, o contra sus bienes; 67 Allanar los lugares ríe 
prisión, o atacar a los que conducen presos de un lugar a otro, 
para salvarlos o maltratarlos’" (art. 143). 

“Es punible la proposición, la conspiración y el acto prepara¬ 
torio, tratándose del atentado contra la vida del Presidente de la 
República, y sólo la conspiración y el acto preparatorio, tratándo¬ 
se del delito de rebelión. En el primer caso la pena oscila de tres 
meses de prisión a tres años de penitenciaría, y en el segundo, de 
un año a tres, de destierro'" (art. 146). 

El Código Militar, contiene las siguientes disposiciones sobre, la 
materia que se estudia: 

(De la rebelión). Son reos de rebelión los militares que, en 
número de cuatro o más, se alzan armados en abierta hostilidad 
contra el Gobierno de la Nación para cualquiera de los objetos 
siguientes: 17 Destruir la Constitución del Estado o cambiar P 
forma de Gobierno; 2.- Despojar al Presidente de la República de 
su autoridad o privarle de su libertad; 37 Variar el orden legítimo 
de sucesión de mando impidiendo que se encargue del Gobierno 
del país aquél a quien corresponda, en virtud del nombramiento 
legal efectuado por la Honorable Asamblea General en Ja forma 
que dispone la Constitución del Estado (165) ; 47 Usar y ejercer 
en sí, o despojar al Presidente, de las prerrogativas que la Cons¬ 
titución le concede, o coartar la libertad en su ejercicio; 57 Impe¬ 
dir la celebración de las elecciones para diputados y senadores en 
la República, o la reunión legítima de las mismas Honorables Cá¬ 
maras; 67 Disolver las Cámaras o impedir la deliberación de al¬ 
bino de los Cuerpos Colegisladores, o arrancarles alguna resolu¬ 
ción’" (art. 842). 

“La rebelión, será castigada en la forma siguiente: 17 Los au¬ 
tores o Jefes principales sufrirán la pena de muerte (165 bis); 27 


(165) Referencia a la Constitución de 1830, bajo cuyo imperio fué ’ san- 
ionado el Código Militar, que establecía la elección indirecta del Presidente de 
a República por la Asamblea General (Art. 73). 

(165 bis) Ver nota 158. 
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Los que ejercen un mando subalterno, sufrirán la pena de cinco a 
diez años dé presidio o penitenciaría" 1 (art. 843). 

“Ei rebelde que, obedeciendo a la primera intimación, se so¬ 
metiera a las autoridades legítimas, quedará exento de toda pena"’ 
(ai t. 844). 

Los rebeldes que, no obedeciendo a la primera intimación, 
depusieren más tarde espontáneamente las larmas; y antes que hu¬ 
biere mediado derramamiento de sangre, sólo tendrán: los auto- / 
res o Jefes, la pena de ocho meses a dos años de prisión, y los 
subalternos, de dos a seis meses” (art. 845). 

“(De la Sedición). Cometen el delito de sedición, los’militares 
que, reunidos en número de cuatro a lo menos, se alzan con al¬ 
guno de los propósitos siguientes: l. 9 Impedir a cualquier autori¬ 
dad el libre ejercicio de sus funciones o el cumplimiento de sus 
providencias administrativas o judiciales; 2. 9 Impedir la promul¬ 
gación o la ejecución de las leyes o libre celebración de las elec¬ 
ciones del Estado” (art. 846). 

“Las penas del delito de sedición, serán: 1. a Para los autores 
o Jefes, la de penitenciaría o presidio por diez a quince años; 

2." Para los Oficiales subalternos, la misma pena por cinco a diez 
años; 3. a Para los meros ejecutores, la misma pena por dos a 
cuatro años” (art. 847). 

“Los sediciosos que se sometiesen a la primera intimación, 
quedarán exentos de toda pena. Los que, negándose a la obedien 
cía en la primera intimación., se sometiesen más tarde espontánea¬ 
mente antes de ocurrir el derramamiento de s’angre, serán castiga¬ 
dos: Los Jefes, con la pena de tres meses a un año de prisión, y 
los subalternos, de uno a tres meses” (art. 848). 

El nuevo Código Penal Militar promulga do^ por Decreto-ley de 28 
cuero de 1943 prevé las siguientes figu* as delictivas: 

“(Rebelión) Cometen el delito de rebelión: l. 9 Los militares 
que promuevan cualquier movimiento armado o se valgan de !a 
autoridad que les presta el comando, para camblañ el régimen 
constitucional o para impedir al Presidente de la República, las 
(Yiniaras o el Poder Judicial, el libre ejercicio de sus facultades. 

27 Los oficiales en servicio que, en presencia de una rebelión, sien¬ 
do posible, no pusieren en juego los medios a su alcance, para 
contrarrestar los efectos de 'aquella. En el caso del numeral l. 9 , 
el delito se castiga con 24 meses de prisión a 13 años de peni¬ 
tenciaría, y en el del numeral 2. 9 , con 4 a 24 meses de prisión" 5 
(art. 43). 
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"La proposición^ la conspiración y los actos preparatorios de] 
delito previsto bajo el numeral L p del articulo anterior, se castigan 
con 10 meses de prisión a 3 años de penitenciaría” {art. 44), 

“(Disposiciones comunes a los delitos de desobediencia, irres¬ 
petuosidad , motín y sublevación). Cuando la desobediencia, la 
i respetuosidad, insubordinación, el motín o la rebelión Fuesen acorrí” 
pañadas de lesiones, homicidio o tentativa de homicidio, fuera del 
caso previsto en el inciso 20 del artículo 51, el hecho se castigará 
con la pena del delito más grave, piidiendo el aumento oscilar de 
la mitad a la unidad, 2? En los delitos de insubordinación, irres¬ 
petuosidad, motín y. rebelión, los jueces podrán imponer, como 
sanción suplementaria, según las circunstancias, 3a pérdida del es¬ 
tado militar. La pérdida del estado militar se torna necesaria, cuan¬ 
do los delitos mencionados se cometen en estado de guerra o en 
situación de peligro, en cuyo caso se consideran atentados contra 
la fuerzia material del Ejército y la Marina (Inciso 20 del art. 51)” 
(art. 45). 

“(Ataques a la fuerza material). Atacan a la fuerza material 
del Ejército y la Marina los militares, los equiparados y aún las 
personas extrañas, en su caso, que delincan de alguna de las si¬ 
guientes maneras:... 20. p Violando la disciplina en tiempo de gue¬ 
rra o en situación de peligro, mediante la ejecución de los delitos 
de desobediencia, irrespetuosidad, insubordinación, motín o suble¬ 
vación” (art. 51). 

337. La Ley N. p 10050 orgánica milíitar y la pérdida diel estado 
militar. —. Leyes especiales referentes al estado militar, disponen 
también que él se pierde: Para Oficiales en actividad o retiro:... 
B) Por condena a degradación ó destitución, como pena principal 
o accesoria impuesta por la Justicia Militar; C) Por pase a la si¬ 
tuación de reforma en los casos de decisión del Tribunal de Honor 
a consecuencia de sentencia dictada por los Tribunales Civiles, en 
delitos que afecten el decoro o la dignidad del Oficial, o por Re¬ 
solución fundada del Poder Ejecutivo previa sentencia del Tribu¬ 
nal Gene'al de Honor del Ejército, interviniendo en este caso, di¬ 
chos Tribunales, de oficio o por iniciativa de la autoridad militar; 
D) Por pérdida de la ciudadanía” (Ley N. p 10050 de 18 setiembre 
de 1941, artículo 234) (166). 


(166) Esta Ley tiene su antecedente en cuanta a la parte que nos ocupa en 
la N.° 9375 de 3 de mayo 1934, Art. 46, que dispene: El estado militar se pier¬ 
de: A) Para Oficiales en actividad o retiro... 2.° Por condena impuesta por 
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*338. El Dt&creto-ley de 18 de junio de 1942 de Defensa Pasiva* 

— Como norma especial, el Decreto-ley de 18 de junio de Í94¿, 
sobre Defensa Pasiva, dispone que serán remitidos a la Justicia or¬ 
dinaria los que cometieren delitos de sedición (art. 57 inc. tercero).. 

339. Resolución VII de la II Reunión de Consulta y las luchas 
civiles. — Internacionalmente la Resolución! VII aprobada en la II 
Reunión de Consulta de los Ministros de Relaciones Exteriores, La 
Habana, 1940, recomienda /a los Gobiernos la adopción de estas re¬ 
glas respecto de las luchas civiles, para evitar disturbios internos: 
a) Empleo de los medios necesarios para evitar que los habitantes 
de su territorio, nacionales o extranjeros, tomen parte, reúnan ele¬ 
mentos, pasen la frontera o se embarquen en su territorio para ini¬ 
ciar o fomentar una lucha civil o disturbio interno o propagar ideo¬ 
logías subversivas con otro país americano; b) Desiarmar e inter¬ 
nar toda fuerza rebelde que traspase sus fronteras; observándose, 
en cuanto sean aplicables, las reglas de internación formuladas por 
el Comité Interamericano de Neutralidad de Río de Janeiro;.,, 
d) Evitar que en su jurisdicción se equipe, arme o adapte a uso bé¬ 
lico cualquiera embarcación destinada a operar 'en interés de la re¬ 
belión, etc. 

3. Otras medidas 

340. Otras figuras del Código Penal. — Además de las normas 
antes citadas, el Código Penal determina las infracciones siguientes : 

“(Delitos contra la patria,). Será castigado con seis a veinte 
años de penitenciaría y dos a ocho de inhabilitación absoluta: 
l. p (Actos capaces de exponer a la República al peligro de una 
guerra o de sufrir represalias). El ciudadano que, sin la autoriza¬ 
ción del Gobierno, levantare tropas contra un gobierno extnanjero, 
o ejercitase otros actos susceptibles, por su naturaleza, de expone- 
a la República al peligro de una guerra o de sufrir represalias” 
(art. 133). 

“Los motineros serán castigados con tres a quince meses de 
prisión. Cometen motín los que, sin rebelarse contra H Gobierno, 
ni desconocer las autoridades locales, se reúnen para exigir de éstas. 


los. Tribunales de Justicia civil a penas equivalentes a las penas militares que 
llevan como accesorio la destitución; 3.° Por pérdida de ciudadanía; 4.° Por ha¬ 
ber tomado iservicio en país extranjero sin autorización del Poder Ejecutivo; 
5.° Por estar comprometido en conspiración, motín, sublevación, rebelión o sedi¬ 
ción, por Decreto del Poder Ejecutivo y previa sentencia de la Jiisticia mili¬ 
tar, etc. 
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c p n violencia, gritos, insultos o amenazas, la deposición de un fun¬ 
cionario público, la soltura de un preso, el castigo de un delin¬ 
cuente u otra cosa semejante” (Motín) (art. 144). 

(Asonada). Los que tomaren parte en una asonada serán cas¬ 
tigados con tres a nueve meses de prisión. Cometen asonada los 
que se reúnen en número que no baje de cuatro personas, para cau¬ 
sar alboroto en el pueblo, con algún fin ilícito que no esté com¬ 
prendido en los delitos precedentes, o para perturbar con gritos, 
injurias o amenazas, una reunión publica, o la celebración de al 
guna fiesta, religiosa o cívica, o para exigir de los particulares al¬ 
guna cosa justa o injusta” (art 145). 

341. Otras figuras del Código Militar. — El Código Militar 
proporciona al respecto.las siguientes normas: 

“(Motín) Son considerados en estado de motín: l. 9 Los mili¬ 
tares que, estando sobre las armas y que reunidos en número de 
cuatro, por lo menos, y obrando de concierto, rehusaren a la pri¬ 
mera intimación obedecer las órdenes de sus Jefes; 2. 9 Los milita¬ 
res que en el mismo número tomasen las armas, sin autorización, 
y obrasen contra las órdenes de sus Jefes; 3. 9 Los militares que, 

- reunidos en el número de ocho, cuando menos, se entregaren a 
violencias, haciendo uso de las armas, y que, a la voz de sus super 
riores, rehusaren dispersarse o volver al orden” (art. 849). 

La pena del motín será la de muerte para los instigadores o 
cabezas, y para los Jefes que concurran a él; en defecto de Jefes 
para los Oficiales, y a falta de estos para los Sargentos y Cabos, 
si el motín hubiera producido derramamiento de sangre, o pusiere 
en grave peligro la disciplina u obediencia del Cuerpo en cuyo se¬ 
no se produjera. Los delincuentes a quienes no les comprenda la 
pena de muerte, sufrirán la de presidio por diez a quince años" 
(art. 850). 

“Fuera de los casos previstos en el artículo anterior, la pena 
será de diez a quince años de presidio para los instigadores, cabe¬ 
zas, Jefes, Oficiales o clases de tropa en su caso respectivo. A 
los otros partícipes, la de presidio por dos a seis años” (art. 851). 

“(Infracciones de deberes inherentes al carácter militar). El 
militar que, teniendo conocimiento de alguna conspiración, sedición 
o ni otíin u otro delito militar, no lo revelase a sus superiores, se¬ 
ra castigado con dos años de prisión si el delito se ha consumado” 
(art. 118). 

Todo militar a quien se confiara reservadamente cualquiera 
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comisión de servicio, y revelase las circunstancias que hacían ne - 
cosario el secreto, será destituido y sufrirá de dos a cinco años dt 
prisión. Si a consecuencia de la revelación resultare malograda la 
empresa, la pérdida de una batalla, plaza fuerte o puesto cualquij^ 
ra, sufrirá Ja pena de muerte, pudiendo el Tribunal reemplazarla 
por la de presidio o penitenciaría, según las circunstancias que cori" 
curran 1 ' (art. 924). 

342. Otras figuras del Código Penal Militar. — El nuevo Códi¬ 
go Penal Militar recientemente promulgado por Decreto-ley de 28 
ele enero de 1943, prevé las infracciones que se señalan a continua¬ 
ción : 

“(Motín). Cometen motín: l. 9 Los militares, equiparados o pri¬ 
sioneros que en número no menor de 4, previo concierto o sin él, 
cualquiera fuere el fin perseguido, con excepción de los que se es¬ 
pecifican en el artículo 43, desobedezcan a sus superiores, se so¬ 
brepongan o intenten sobreponerse a la autoridad de éstos, tomen 
las armas indebidamente, ejecuten violencias reales o personales, 
formulen exigencias, inciten a la insubordinación y los que arras¬ 
trados por esta actitud de rebeldía, sin haber, tomado parte en su 
gestación, desatiendan la voz de los. Jefes, llamándoles al orden; 
2. 9 Los militares al mando de fuerzas que instigaren a la desobe¬ 
diencia, y los que, sin instigación previa, se valieran de su autori¬ 
dad, para ordenar o ejecutar actos contrarios al orden o a la disci¬ 
plina; 3. 9 Los oficiales que, en presencia de un motín, no pusieran 
en juego todos los medios a su alcance para restablecer el orden. 
En los casos de los numerales l. 9 y 2. 9 el motín se castiga con 14 
meses de prisión a 9 años de penitenciaría, y en el del numeral 3 9 , 
con 4 a 24 meses de prisión” (art. 40). 

“Cometen delito los militares o equiparados, que en número no 
menor de lo establecido en el artículo precedente, formulen pedidos, 
sea por cuenta propia, sea ejerciendo o atribuyéndose la represen¬ 
tación de la unidad a que pertenecen ,o de otras unidades, del Ejér¬ 
cito o de la Marina. Este delito se castiga con> la mitad de la prime¬ 
ra pena establecida en el articulo precedente. (De la demanda co¬ 
lectiva)” (art. 41). 

“(De la proposición, de la conspiración y de los actos prepara¬ 
torios). La proposición, la conspiración y los actos preparatorio?, 
para cometer los delitos previstos en leus numerales l. 9 y 2. 9 del 
artículo 40, se castigan con 3 a 24 meses de prisión” (art. 42). 

“(Disposiciones comunes a los delitos de desobediencia, i: res- 
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petuosidad* motín y sublevación). I. 9 Cuando la desobediencia, la- 
irjespetuosidad, insubordinación, el motín o la rebelión fuesen 
acpmpañados de lesiones, homicidio o tentativa de homicidio fuerza 
del caso previsto en ei inciso 20. del artículo 51, el hecho se casti 
g^irá con la pena del delito más grave, pudiendo el aumento osci¬ 
lar de la mitad a la unidad. 2. 9 En los delitos de insubordinacióny 
irr;espetuosidad, motín y rebelión, los jueces podrán imponer, como 
sanción suplementaria, según las circunstancias, la pérdida del 
estado militar. La pérdida del estado militar se torna necesaria, 
ciando los delitos mencionados se cometen en estado de guerra p 
en isituación de peligro, ¡en cuyo caso se consideran atentados cen¬ 
tra la fuerza material del Ejército y la Marina (Inciso 20 del art 
51)” (art 45). 

343. La sanción de la propagación de versiones falsas. — En 
carácter de otras medidas, debe observarse, finalmente, que el re¬ 
ferido, Código, y el Decreto-ley de 18 de junio de 1942, sobre de¬ 
fensa'pasiva, sancionan asimismo la propaganda de versiones falsas r 
según se ha referido anteriormente (§ 254, supra). 

344. El Decreto-ley de 19 die noviembre y la represión de las 
las actividades antinacionales y antiamericanas. — Por último, el 
Decretol-ley de 19 de noviembre de 1942, de delitos contra la segu¬ 
ridad del Estado, prevé las figuras ¡siguientes: 

“■(Encubrimiento ,económico) E) El que participa en emprés¬ 
titos o cualquier otra forma de entrega de dinero, para íavorecci a 
un Estado extracontinental, en guerra con un Estado Americano,- 
o facilita la realización de tales operaciones, será castigado con pena 
de diez meses de prisión a cuatro años de penitenciaría”. 

“(Desastre económico) H) El que de modo doloso realice actos 
tendientes a deprimir el cur.so de los cambios o viole disposiciones 
de contralor sobre importación o exportación de mercaderías, o in¬ 
fluya sobre el mercado de títulos o valores públicos ocasionando 
con ello un perjuicio económico financiero al país, será castigado 
con pena de quince meses de prisión a seis años de penitenciaria”.* 

“(Contra el Derecho de Gentes) M) El que comete daño, por 
cualquier medio, en buques o aeronaves mercantes será castigado 
con pena de diez meses de prisión a cinco años de penitenciaría. Sí 
del hecho deriva daño para las mercaderías o lesión o muerte de 
alguna persona, la pena se elevará en la mitad. Cuando el hecho se 
cometa contra un navio o aeronave de guerra, o adscripta al ser¬ 
vicio militar, la pena será de veinte meses de prisión a ocho años 
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de penitenciaria. El que obstruyese por medios violentos o fraudu¬ 
lentos el normal desenvolvimiento del comercio exterior de la Re¬ 
pública, será castigado con pena. de diez meses de prisión a cinco 
años de penitenciaría. El que desde aguas jurisdiccionales, o el te¬ 
rritorio de la niación, transmita por cualquier medio, señales teij’ 
dientes a denunciar la salida o el pasaje de un buque o aeronave, 
mercante o militar o por esos medios tienda a la varadura o ñau 
fragio de un buque, o al desastre de un aeromóvil, será castigado 
con diez meses de prisión ;& cinco años de penitenciaría. Si del lid- 
cho resulta daño para la aeronave o buque, o la lesión o muerte de ^ 
una o más personas, la pena será de tres a quince años de peniten¬ 
ciaría. 

“N) La proposición y la conspiración de estos delitos serán cas¬ 
tigadas con pena de tres a quince meses de prisión” (art. 6.’). 





CAPITULO IX 
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tenidos con diversos países comprometidos en los sucesos europeas, ge 
prohibió, "hasta nueva disposición la transferencia de fondos en forma 
directa o indirecta y por cualquier concepto a favor de personas o 
entidades residentes o domiciliadas en países que hayan sido objeto 
de ocupación militar y se declaren tales por indicación del Banco 
de la República. La presente prohibición se hará extensiva a ItS 
remisión de títulos y valores de cualquier naturaleza que se hallen 
depositados o se depositaren en los bancos a favor de dichas per¬ 
sonas o entidades 1 ' (art. 12). “Quedan asimismo suspendidas hasta 
nueva disposición, las operaciones en moneda uruguaya o moneda'* / 
extranjera que signifiquen u originen débitos en cuentas abiertas 
o a abrirse en los bancos, a nombr,e de personas o entidades resi¬ 
dentes o domiciliadas en los países aludidos en el artículo l. 9 o com¬ 
promisos a cubrirse por las mismas 1 ' (art. 2. 9 ). “Autorízase a los 
bancos habilitados para operar en cambios, para vender cambio en 
las monedas en que se hallaren extendidas las letras con protesto 
o documentadas a la vista, originarias de los países aludidos, ‘al 
solo efecto de la cancelación de las mismas por «el deudor. Las li¬ 
quidaciones correspondientes se efectuarán a los tipos que fije el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, debiendo los bancos 
cobrar los respectivos importes y mantener en suspenso el reembol¬ 
so pertinente 11 (art. 3. 9 )* “Queda facultado el Banco de la Repúbli¬ 
ca Oriental del Uruguay para autorizar en el caso y momento en 
que l-o juzgue necesario o conveniente, las operaciones cuya pro¬ 
hibición o suspensión se establece por el presente decreto' 1 (art. 42). 

346. Prohibición de transferencias de fcmdos de personas o en¬ 
tidades japonesas. Decreto 9 diciembre de 1941. — Basado en d es¬ 
tado de guerra existente -entre los Estados Unidos de América y el 
Imperio del Japón, y en la solidaridad declarada con el Estado ame¬ 
ricano agredido (168), el Decreto de 9 de diciembre de 1941, pro¬ 
hibió “hasta nueva disposición la transferencia de fondos al exte¬ 
rior, en general, en forma directa o indirecta y per cualquier cop- 
cepto, a favor de personas o entidades japonesas . La presente prohi¬ 
bición se hará extensiva a la exportación de mercaderías y remisión 
de títulos y valores de cualquier naturaleza 11 (art. L 9 ). “Quedap 
asimismo suspendidas hasta nueva disposición las operaciones en 
moneda uruguaya o moneda extranjera que signifiquen u originen 
débitos en cuentas abiertas o a abrirse a nombre ele personas o 
entidades japonesas 11 (art. 22). “Autorízase a los bancos habilita¬ 
dos para operar en cambios, para vender cambip en las mor* das n 


(168) Ver, § 2, supra. 
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que se hallaren extendidas las letras originarias del Japón o ¿U 
las firmas japonesas en general, al solo efecto de la cancelación de 
las mismas por el deudor. Las liquidaciones correspondientes se efec¬ 
tuarán a los tipos que fije el Banco de la República Oriental dtel 
Uruguay, debiendo los bancos cobrar los respectivos importes y 
mantener, en suspenso el reembolso pertinente, depositando el irti- 
porte en el Banco de la República Oriental del Uruguay” (art. 3.-J. 
‘'Queda facultado el Banco de la República Oriental del Uruguay,, 
para autorizar en todo o en¡ parte en el caso y momento en que lo 
juzgue necesario o conveniente, las operaciones cuya prohibición 
o suspensión se establece en el presente decreto” (art. 4. 9 ). “Las 
aduanas de la República, el Correo, el Contralor de Exportaciones 
e Importaciones y los bancos, casas bancarias y cambios estableci¬ 
dos en el país, vigilarán el estricto cumplimiento de este Decreto" 
(art 5. 9 ). 

347. Prohibición de transferencia da fondos de personas o enti¬ 
dades italianas o alemanas. Decretos del 12 de diciembre de 1941 y 
14 da setiembre de 1942. — Medida semejante fue tomada pocos 
días después respecto de Alemania e Italia, prohibiéndose, “hasta 
nueva disposición, la transferencia al exterior de fondos en gene¬ 
ral pertenecientes a personas o entidades alemanas e italianas. La 
presente prohibición se hará extensiva a la exportación de merca¬ 
derías y remisión de títulos y valores de cualquier naturaleza” 
(art. I. 9 ). “Quedan asimismo suspendidas hasta nueva disposición, 
las operaciones en moneda uruguaya o moneda extranjera que sig¬ 
nifiquen u originen débitos en cuentas abiertas o a abrirse a nom¬ 
bre de personas o entidades alemanas e italianas, cuyas casas ma¬ 
trices estén radicadas en el exterior o de aquellas que, a juicio del 
Poder Ejecutivo, puedan ser consideradas con vinculaciones que 
permitan burlar las disposiciones de este Decreto" (art. 2 9 ). “Au¬ 
torízase a los bancos habilitados para operar en cambios, para ven¬ 
der cambio en las monedas en que se hallaren extendidas las letras 
originarias de Alemania e Italia o de firmas alemanas e italianas 
en general, al sólo efecto de la cancelación de las mismas por el 
deudor. Las liquidaciones correspondientes se efectuarán a los ti¬ 
pos que fije el Banco de la República Oriental del Uruguay, de¬ 
biendo los Bancos cobrar los respectivos importes y mantener én 
suspenso el reembolso pertinente, depositando el importe en el Ban¬ 
co de la República Oriental del Uruguay" (art. 3. 9 ). “El Banco 
de la República Oriental del Uruguay intervendrá hasta nueVa 
disposición y con carácter permanente los Bancos Alemán Trans¬ 
atlántico y Francés e Italiano para la América del Sur, a fin de evi- 
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lar el traslado' de capitales al exterior y la aplicación de sus ti 
cursos y depósitos o operaciones que puedan afectar al país o a 
los países con cuya situación internacional éste se haya solidari¬ 
zado” (art. 4. 9 ). “Queda facultado el Banco dé la República: Orien¬ 
tal del Uruguay, para autorizar en todo o en parte en el caso y 
momento en que los juzgue necesario o conveniente, las operadb- 
nes cuya prohibición y suspensión se establece en el presente de¬ 
creto” (art. 5. 9 ). “Las aduanas de la República, el Correo, el Cóh- 
tralor de Importaciones y Exportaciones y los Bancos, Cajas Po¬ 
pulares, casas bancarias y cambios establecidos en el país, vigila¬ 
rán el estricto cumplimiento de este Decreto" (art. 6. 9 ) (Decreto 
de 12 de diciembre de 1941). 

Ampliándose el precitado decreto, se resolvió autorizar “a las 
Sociedades Anónimas nacionales a depositar en el Banco dd la 
República, y a nombre de sus propietarios, el importe de los divi¬ 
dendos correspondientes a accionistas que a juicio del Poder Eje¬ 
cutivo puedan ser considerados con vinculaciones que afecten i) 
país o a los países con cuya situación éste se haya solidarizado” 
(art. L ? ). “El retiro de estos fondos quedará sujeto a las condicio¬ 
nes establecidas en los artículos 2. 9 y 4. 9 del Decreto de 9 de db 
ci-embre próximo pasado" (art. 2. 9 ). (Decreto de 14 de setiembre 
de 1942). 

348. Ampliación de la intervención del Banco Alemán Transat¬ 
lántico. — Recientemente, el Poder Ejecutivo ha dictado el Decreto 
que se reproduce a continuación: “Montevideo, octubre 19 de 1942. 
Vista la nota de la Comisión Investigadora de Actividades Antina¬ 
cionales (169), de la que resulta: Que el Blanco Alemán Transatlán 
tico puede considerarse como la Tesorería Política del Nacional- 
Socialismo en el Uruguay; que contralorea y administra la recau¬ 
dación política del partido; que actuó como agente financiero de V\ 
Legación Alemania' en actividad política antinacional; que realizó 
y realiza contribuciones económicas de monto apreciable a distin¬ 
tos organismos nacional-socialistas; que es la vía de recepción y 
negociación de lias letras y remesas de fondos del Gobierno Alemái:, 
enumeradas en él Informé del Contador, que el Poder Ejecutivo 
ha examinado y que sobrepasan la cifra de pesos un millón quinien¬ 
tos mil desde fines de 1938 hasta el año 1941; que servía las trian-j- 

(169) Esta Comisión ha publicado el informe correspondiente a la inves¬ 
tigación y cuyas resultancias recoge el presente decreto. El folleto se titula 
“Movimiento de fondos del nazismo en el Uruguay. A) Investigación en el Bab¬ 
eo Alemán Transatlántico’', Edit. Lagomarsino y Cía., Mdeo. 1942. 
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ferencias interamericanas de fondos de las Legaciones Alemanas de 
Rio de Janeiro y Buenos Aires; que servía las transferencias de fon- 
dos del Ministerio dé Relaciones Exteriores de Re. lúi a la Lega- 
cion Alemana en Montevideo; que lleva las cuentas corrientes dq 
los fondos de todos los organismos nacional-socialistas y mantiene 
por consiguiente, relación directa con sus jefes; que ejecuta las 
ordenes y pedidos de ocultación de fondo; y correspondencia que le 
dirigen los agentes políticos nacional-socialistas; que no igncra que 
la Legación Alemana actuó administrando cuentas de naturaleza 
política, en ¡el Uruguay y ejecuta las órdenes que en tal función le 
dicto esa Legación; que sabe por habérselo comunicado los jefes 
del partido, que el “Círculo Territorial del Partido Nacional-Socia¬ 
lista Obrero Alemán en el Uruguay” fue elevado a la categoría de 
agrupación territorial”, según se desprende de una carta del señor 
J. Dalldorf, ocupada por la Comisión; que interviene en las reme¬ 
sas de fondos entre los órganos políticos nacional-socialistas del 
Uruguay y sus similares en el extranjero (Berlín, Basilea, Zuringial, 
como lo comprueban las numerosas copias fotográficas de avisos de 
débitos 'existentes en sus archivos; que no ha llevado libro de cala 
rubricado, desde setiembre de 1939 a enero de 1940; que las opera¬ 
ciones de caja correspondientes a ese período (los cinco primeros 
meses de guerra) se inscribieron en cuadernos de hojas movibles; 
que no llevaba libros de cartas rubricados; y Considerando que las 
comprobaciones resultantes, permiten llegar a ];a conclusión de que 
Raneo Alemán ■ transatlántico ha sido un instrumento al servi¬ 
cio del Gobierno Alemán que puede ser utilizado contra nuestro 
país y los demás países del Continente; Considerando conveniente 
tomar medidas de previsión que permitan neutralizar la influencia 
que en nuestro país-pudiera tener el Gobierno Alemán disponiendo 
de los fondos y de la acción del Raneo: Alemán Transatlántico, y, 
atendiendo la proposición formulada por la Comisión Investigadora’ 
que consiste en ampliar la intervención del Poder Ejecutivo dis¬ 
puesta por Decreto de. 12 de diciembre de 1941, haciéndola extensiva 
en disposiciones que limiten las operaciones del Raneo Alemán 
Transatlántico, al pago exclusivo de lo que adeuda y al cobro de 
aquellas cantidades de que ¡es acreedor; y Considerando que el Po¬ 
der Ejecutivo debe velar por el cumplimiento de los compromisos 
de apoyo, contraídos con los demás países del Continente, el Pre¬ 
sidente de la República, Decreta,', Artículo l. 9 Se amplía la intervención 
del Raneo Alemán Transatlántico, confiada al. Banco de la Repú¬ 
blica por Decreto del Poder Ejecutivo de fecha 12 de diciembre de 
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1941, art. 4. 9 , 1 a cual deberá ser cumplida cun el propósito de limi¬ 
tar las operaciones del referido Raneo a las siguientes: a) Percibir 
fondos en cancelación de los. créditos, préstamos y adelantos que 
hubiere acó:dado, así como de cualquier suma que se le adeudare; 

b) Abonar a sus respectivos vencimientos los depósitos no bloquea¬ 
dos cuyoTetiro le fuere solicitado por sus respectivos beneficiarios; 

c) Liquidar las demás operaciones que tenga actualmente en trámi¬ 
te y que la intervención autorice; d) Abonar su presupuesto de suel¬ 
dos y los gastos estrictamente necesarios para su funcionamiento. 
Artículo 2. 9 El Raneo Alemán Transatlántico no podrá realizar 
otras operaciones que las especificadas en el artículo anterior, sal¬ 
vo autorización especial acordada por el Raneo de la República. 
Artículo 3. 9 Todos los fondos de pertenencia del Banco Alemán 
Transatlántico que no son necesarios para efectuar las operaciones 
especificadas en iel artículo l. 9 , serán depositados en custodia en el 
Raneo de la República con carácter de bloqueados. Estos fondos 
sólo podrán ser movilizados con autorización del Raneo de la Re¬ 
pública Oriental del Uruguay". 

349. Resolución VI de la III Reunión de Consulta. — Interna* 

cionalmente, la Resolución VI de la III Reunión de Consulta de 
Ministros de Relaciones Exteriores, de Río de Janeiro de 1942, re¬ 
comendó también: “Que el Comité Consultivo Económico Finan* 
ciero Interamericano convoque, cuando lo crea oportuno, una Con¬ 
ferencia de representantes de los Bancos Centrales o de institucio* 
nes equivalentes o análogas de las Repúblicas americanas, con el 
objeto de que redacte normas de procedimiento pa'a el manejo uni¬ 
forme de los créditos bancarios, operaciones de cobranza, contratos 
de arrendamiento y consignaciones de mercaderías, relacionados 
con personas naturales o jurídicas que sean nacionales de un Esta* 
do agresor del continente americano"* 

2. Secuestro de propiedades de extranjeros del eje 

350. No existen disposiciones sobre esta materia en el Uruguay, 

Aparte de las disposiciones referentes a movimiento de fondos, alu¬ 
didas en los párrafos anteriores, no existen otras normas especiales 
en el Uruguay. 


* 


I 


— 226 — 


3. CoNTRAUOR DE LA POSESION Y TRANSFERENCIA DE MATERIALES Y 

artículos fundamentales (170) 

351. La Resolución XXXI de la III Reunión de Consulta. — 

Sustancialmente, las disposiciones relacionadas con el contralor de 
artículos y materiales fundamentales, se aplican al contralor de la 
posesión' y transferencia de aviones, ien concordancia ccin la Reso¬ 
lución XXXI de la 3. 1 Reunión de Consulta de los Ministros de 
Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, Río de Janei¬ 
ro, 1942, al recomendar a cada una de las mismas que, “de acuer - 
do con sus respectivas leyes nacionales, tomen medidas inmedia¬ 
tas para que quede limitado el empleo o uso de aviones civiles o 
comerciales y las facilidades náuticas únicamente a los ciudadanos 
y a las empresas, bona fide de las Repúblicas Americanas, v a los 
ciudadanos y a las empresas de aquellos otros países que, a juicio 
de los Gobiernos respectivos, hayan demostrado estar en plena ar¬ 
monía con los principios enunciados .en la Declaración de LimaA 

352. La Ley 9977 y la prohibición da negociar las franquicias 
concedidas a las empresas de aeronavegación. — La Ley N. 9 9977 


0/0) No se incluyen en este apartado las disposiciones dictadas para ase¬ 
gurar el contralor de la propiedad y expendio de artíceos de primera necesidad. 

. Ia ]r ¡ dus E ia ’ del comercio - e tc., tendientes £ salvaguardar la defensa econó¬ 
mica del país, como consecuencia de la situación creada por la guerra. Puede, 
em _ barg50 ' consultarse la nómina de disposiciones siguientes sobre el punto' 
ll 39: N -° 8749 ' 20 agosto 1931 ; Decreto 21 abril; Decreto 5 mayo; Decretos 

23 y J) mayo; Decreto 2 setiembre; Ley N.° 9870, 5 setiembre; Decretos 5, 6, 

7, 8, 9, 12, 13, 14, 19, 27 setiembre; Decretos 6, 7, 11, 13 de octubre; Decretos 8 y 30 
noviembre; L. N.° 9893, l.° diciembre; Decretes 13, 18, de diciembre; Ley N.?’9900. 
20 dic.; Decreto 22 diciembre; 1940 : Decretos 2, 12, 19 y 30 enero; Decretos 2, 
y 21 febrero; Decretos l.°, >15 de marzo; Decretos, 3, 16 abril; Decretes 9 y 23 
may 0; Decretos 3 junio; Ley N.° 9934, 13 junio; Decreto 18 junio; Resolución 
26 jubo; Decreto 16 agesto; Decretos 6, y 13 setiembre; Decretos 11 octubre; 
Decretos 6 y 20 diciembre; Ley N.° 9997, 31 diciembre; 1941 : Decreto 3 enero- 
Ley N.° 10000, 10 enero; Ley N.° 10003, 7 febrero; Decretos 7 y 22 febrero! 
Decretos 8 marzo; Ley N.° 10005, 3 abril; Decretos 19 y 30 mayo; Decretes 3 
y 4 junio; Ley N.° 10026, 20 junio; Decreto 20 junio; Decretos 11, 25 y 26 julio; 
Decretos 5, 8, 12 de agosto; Resolución 19 agosto; Decreto 27 agosto; Decretos 
l.°, 2, 12, 15 y 26 setiembre; Decretos 2, 22 y 31 octubre; Ley N.° 10075, 23 oc¬ 
tubre; Decretos 9, 26 y 31 diciembre; Resolución 12 diciembre; 1942 : Decretos 7, 

9, 26 y 29 enero; Resolución 15 enero; Ley de 28 enero; Decretos 4, 6, 13, 26 
y 27 febrero; Decretos 20 y 24 marzo; Proyectos Ley 18 y 20 marzo; Decretos 9, 

10, 13, 14, 17 y 30 abril; Decreto-ley 10 abril; Proyecto-ley 29 abril; Decretos 2, 

8, 12, 13, 15, 19, 22, 27. 29 y 30 mayo; Decretos 4, 12, 16, 24 y 29 junio; Decretos 9, 
15, 17, 28, 30 y 31 julio; Decretos 5 agosto; etc. 
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<lc 5 de diciembre de 1940, sobre subvenciones, franquicias y recur- 
sos para fomentar la, aviación nacional, dispone que “Las em¬ 
presas beneficiarías de las subvenciones acordadas por la presente 
ley no podrán, a partir de la promulgación de la misma, sin la au¬ 
torización expresa del Poder Ejecutivo, comprometer, ceder, trans¬ 
ferir o negociar a ningún título, dichas subvenciones o las conce¬ 
siones de las líneas aéreas respectivas. El Poder Ejecutivo, en 
todo momento, podrá otorgar las concesiones de todas las lincas 
de aeronavegación establecidas en esta ley o no, en la forma que se 
determine en la reglamentación correspondiente. En ningún caso 
compañías (extranjeras, aunque participen en los servicios de las 
nacionales con autorización fundada del Poder Ejecutivo, podrán 
ser beneficiarías directas o indirectas de las subvenciones a que se 
refiere esta ley” (art. 26, incisos primero y segundo). 

Resolución de 15 de mayo 1941 y el contralor de cambio 
para adquirir aeronaves. — Con fines de contralor y de ejecución 
cslncta del espíritu que informa a la ley anterior, el Poder Kjo 
ciHivo dispuso, por resolución de 15 de mayo de 1941, que "Las ' 
solicitudes gestionando cambio dirigido para la importación de ae¬ 
ronaves y repuestos para las mismas, amparadas en la ley de fecha 
5 de Diciembre de 1940, deberán, previa su presentación al Banco 
<k la República Oriental del Uruguay, ser .autorizadas por el Mi- 
nisterio de Defensa Nacional” (art. 1.’). “Ras solicitudes a que 
se lefieie el numeral anterior deberán ser presentadas a la Dircc- 
»ion de Aeronáutica Civil, indicando las características de los 
aviones y demás datos de carácter técnico” (art. 2.'). “El ministerio 
de Defensa Nacional hará conoce^ a la expresada institución lian- 
caria las autorizaciones concedidas’’’ (art. 3. ? ). 

354. Resolución de 29 de Mayo de 1941. Obligatoriedad de dar 
noticia del destino de las aeronaves que isie importen. — La Reso¬ 
lución de 29 de mayo de 1941 amplió la anterior en el sentido de 
que los peticionantes deberán precisar en su solicitudes el destino 
que se les dará a las aeronaves que adquieran (art. I. 9 ), agregándo¬ 
se al procedimiento, para refirmar el contralor pertinente, que “La 
Dirección de Aeronáutica Civil recabará de las Jefaturas de Poli¬ 
cía, en todos los casos, los informes necesarios com .el fin de cono¬ 
cer con amplitud la solvencia moral de los solicitantes” (art. 2.'). 

Pa:'a el caso de que el importador de las máquinas desee transfe¬ 
rir el o los aviones, deberá recabar la autorización pertinente del 
Ministerio de Defensa Nacional, quien a su vez lo liará saber al 
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Directorio del Banco de la República O: iental del Uruerua#í 
(art. 37). 

355. Reglamentación de la ley N. 9 9977. — Consecuente el Po¬ 
der Ejecutivo con el propósito de cumplir fielmente la Ley N. 9 9977 
en forma tal que asegure la ejecución de los fines que determinaran 
su sanción, aprobó, por Resolución de 30 de octubre de 1941, la 
reglamentación a que deberán sujetarse los clubes o centros aero¬ 
náuticos par a la adquisición de aviones, sobre la base de un régimen 
de licitación pública. 

356. Resolución de 26 de marzo de 1942. Prohibición de trans¬ 
ferir o exportar aeronaves. — Las restricciones operadas en la fabri¬ 
cación e importación de avienes como consecuencia de la situación 
internacional, obligaron al Poder Ejecutivo a dictar medidas de 
protección para el mantenimiento de la flota aérea nacional. 

En este sentido, la Resolución de 26 de marzo de 1942, prohi¬ 
bió la exportación de aviones inscriptos en el Registro Nacional 
de Aeronaves (art. lo), y estableció la interdicción de transferirlos 
o arrendarlos “a personas extranjeras, salvo en el caso de qu?e el 
adquirente o arrendatario justificara domicilio en^ la República 
Oriental del Uruguay, o que, tratándose de sociedades, entidades 
o compañías, probare, en forma fehaciente, tener su dirección, ad¬ 
ministración, asiento principal de sus negocios y domicilio dentro 
de la República; pero diclla transferencia o arrendamiento sola¬ 
mente podrá realizarse previa autorización expresa del Poder Eje¬ 
cutivo’' (art. 27). “La Dirección de Aeronáutica Civil no inscribirá 
traslaciones de dominio o arrendamiento de ningún avian en el Re¬ 
gistro Nacional de Aeronaves sin que previamente se haya dado 
cumplimiento a lo dispuesto en la parte final ¿el numeral 27” 
(art. 37). “En caso de presunta inobservancia de los numerales 
17 y 27, la aeronave o aeronaves serán secuestradas hasta que se 
aclare si ha existido o no infracción. Si se constata la infracción, 
la transferencia o arrendamiento serán anuladas y se impondrá al 
vendedor o arrendatario una multa .equivalente al 50 % del precio. 
Si la multa, por cualquier circunstancia, no pudiera ser aplicada, 
será redimida por un día de prisión por cada cuatro pesos. Al 
comprador o arrendatario se le impond á una multa equivalente al 
25 % del precio, o en su defecto, un d'a de prisión por cada cua¬ 
tro pesos'’ (art. 47). 

357. Decreto de 23 abril de 1942. Contralor de los aviones im¬ 
portados. — A objeto de asegurar el destino, con fines de defensa 
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nací nal, .de los aviones importados de los Estados Unidos de Amé’ : 
rica, el Poder Ejecutivo, pbr Decreto de fecha 23 de abril de 1942, 
aprobó Jas disposiciones siguientes: "Antes de importar cualquier 
avión, el importador o propietario presentará la correspondiente so- 1 
licitud ante la Dirección de Aeronáutica Civil, la que será resuelta 
favorablemente por el Ministerio de Defensa Nacional, siempre que 
se llenen las condiciones que se expresan en los artículos siguien¬ 
tes" (art, 17). “El importador o propietario deberá ser persona de , 
absoluta confianza del Poder Ejecutivo, en lo que se relaciona con 
sus antecedentes morales y sus ideales democráticos y se compro¬ 
meterá en documento firmado en el Ministerio de Defensa Nacio¬ 
nal a lo siguiente: A) El o los aviones estarán en todo momento 
ha ji > el contralor del Estado; B) Dichos aviones no podrán ser 
vendidos ni enajenados en forma alguna (permuta, arrendamiento, 
{limación, cesión, préstamos, etc.) para el extranjero; C) No podrán 
ser vendidos ni enajenados en forma alguna (permuta, donación, 
arrendamiento, cesión o préstamo, etc.) estos aviones dentro del te¬ 
rritorio de la República, sin autorización -escrita del Ministerio de Del 
íeiisa Nacional, previa solicitud ante la Dirección de Aeronáutica 
('ivil" (art. 27). “Para otorgar la autorización que c tablecc el ar¬ 
tículo 27 inciso C), es necesario que los compradoras, arrendatarios 
o quienes reciban la donación, etc., llenen los siguientes requisitós: 

;i) Ser persona de absoluta confianza en lo que se relacione con sus 
antecedentes morales e ideales democráticos; b) Comprometerse por 
(lucimiento *escrito ante el Ministerio de Defensa Nacional a acep¬ 
tar en todo momento el contralor del Estado sobre el avión o avio- 
'Mes; e) Comprometerse a no vender ni enajenar en forma filguna 
(permuta, arrendamiento, ce don, donación, préstamo, ate.) estos 
aviones para el extranjero; d) Comprometerse a no vender ni ena¬ 
jenar en forma alguna (permuta, arrendamiento, préstamo, etc.) 
es I us aviones dentro del territorio de la República sin autorización 
del Ministerio de Defensa Nadona!” (art. 37). “Que el avión o 
aviones serán destinados al entrenamiento de las necesidades de la 
Defensa Nacional” (art. 47). “La Dirección de Aeronáutica Ci- 
v'I ejercerá un contralor constante sobre las actividades de los 
aviones civiles, con el fin de cerciorarse de los propietarios y del 
destino y utilización de esos aviones" (art. 57). “En caso de que 
im .sean cumplidas las disposiciones establecidas en los parágrafos 
A) y 11), la aeronave o aeronaves serán secuestradas hasta que se 
aelai e si ha existido o no infracción. Si se constata la infracción, 
la transferencia o arrendamiento serán anulados y se impondrá 
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al vendedor o arrendatario una multa equivalente al 50 % del 
precio del avión. Si la multa, por cualquier circunstancia, no pu¬ 
diera hacerse efectiva, será redimida por un día de prisión por ca¬ 
da cuatro pesos. Al comprador o arrendatario se le impondrá una 
multa equivalente al 25 % del precio del avión, o en su defecto,, 
un día de prisión por cada cuatro pesos 11 (art. ó, 9 ). 

358. Proyecto de ley para prohibir la transferencia de embarcacio¬ 
nes,—Relativamente a las embarcaciones inscriptas en el Registro de 
la Marina Mercante Nacional, se proyectó por el Poder Ejecutivo 
una ley prohibitiva de la transferencia de las mismas, elevándose 
al Parlamento con Mensaje de 3 de julio de 1941. 

Con fecha 4 de mayo de 1942, el referido Poder dirigió nuevo 
Mensaje al Consejo de Estado, reiterando el anterior proyecto, 
aunque modificado en lo referente a las enajenaciones o arrenda¬ 
mientos de buques que el Estado resolviera efectuar. El texto deí 
proyecto es el siguiente: 

A partir de la fecha de sanción de la presente lev, ningún 
buque inscripto en la matricula nacional podrá ser vendido, arren¬ 
dado o transferido en forma alguna, sin previa y expresa autoriza¬ 
ción del Poder Ejecutivo. Esta autorización no se acordará sino 
en aquellos casos en que el adqmrente o arrendatario fuese u: u- 
guayo, nativo o naturalizado, con domicilio en la República Orien¬ 
tal del Uruguay, o que, tratándose de Sociedades, entidades o 
compañías, probaren en forma fehaciente tener su dirección, admi¬ 
nistración, asiento principal de sus negocios y 'domicilio dentro 
del territorio de la República 11 (art. 1.*). 

“La Prefectura General de Puertos no inscribirá las traslacio¬ 
nes de dominio o arrendamiento de buques inscriptos en la matrí¬ 
cula nacional sin que previamente se haya dado cumplimiento al 
(artículo l. 9 ” (art. 2. 9 .). 

La contravención a lo establecido por el artículo l.% será pe¬ 
nada con la confiscación del buque, mientras se dilucida la situación 
del mismo, y la nulidad de la venta o contrato celebrado y con 
la prisión de! vendedor, na redimible ni por multa ni por libertad 
bajo fianza o anticipada, si se probare la infracción y no se pudiere 
declarar la nulidad de la transferencia o arrendamiento, siendo pa¬ 
sible el comprador o arrendatario, de una multa de 50 % del pre¬ 
cio de compra o arrendamiento 51 (art. 3 9 ). 

Lo dispuesto en los artículos anteriores no es aplicable a los 
buques de propiedad del Estado o administrados por éste 11 (art. 4. 9 ), 
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359. Decreto 9 de setiembre de 1941, Uso de buques refugiado*. 

— En vista de la escasez de bodegas y en el mismo propósito de 
defensa de la economía nacional, el Poder Ejecutivo, por Decreta 
de 9 de setiembre de 1941, aprobó el informe presentado por la 
Comisión designada para estudiar un plan ele utilización ele las bu¬ 
ques refugiados en el puerto de Montevideo con motivo de la gue¬ 
rra y encargó a la Administración Nacional ele Iuertos de la 
explotación de los mismos conforme a las disposiciones de este 
Decreto. 

360. Información para la Defensa Nacional. — El Decreto-ley 
de 4 de febrero de 1943 que habilita al Ministerio de Defensa NV 
cional o a las autoridades militares o navales que éste designe, a 
st dicitar de tos establecimientos particulares u organismos públi¬ 
cos cualesquier fueren, toda clase de informes que ee refieran a t<> 
preceptivamente establecido en el articulo L de dicho decreto, con 
fines de defensa nacional, sirve, asimismo, a los objetivos de e?te 
apartado. Su reseña ha sido oportunamente efectuada (v. §§ 281-28S, 
supra), 

361. Resolución XVII de la III Reunión de Consulta. — En 

el aspecto internacional, la Resolución XVII, sobre actividades sub¬ 
versivas, aprobada en la 3/ Reunión de Consulta de los Ministros 
de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, Rio de 
Janeiro, 1942, aprueba, por el Anexo a la misma, tas reglas por las 
q 1|ie se aconseja, en materia de contralor de extranjeros peligrosos, 
se impida a los nacionales del Eje o Estados a él subordinados, 
la posesión, comercio, o uso de aeroplanos, etc., susceptibles do 
prestarse a la propaganda o las actividades de espionaje o sabo¬ 
taje (A, 3). 



CAPITULO X 


MEDIDAS DE CONTRALOR DE LA POSESION Y ENAJE¬ 
NACION DE ARMAMENTOS EXPLOSIVOS Y MUNICIONES 

362. Prohibición de usar armas. Concepto legal de arma. _El 

uso de armas está en principio prohibido. 

El Código Penal considera falta contra la integridad física, cas- 
1 igra ble con cincuenta a cuatrocientos pesos de multa o prisión'equi¬ 
valente, al que las use o retenga indebidamente en su poder: 

“(Uso y retención ilícita de armas). El que usare a mas, sin 
tstar facultado para ello, o retuviere .aquéllas cuya tenencia se ha¬ 
llare prohibida’’ (art. 365, numeral 12). 

mismo cuerpo /le leyes da el siguiente concepto de arma: 

(Concepto de arma)'. Se entiende por arma, a los efectos de la ley 
penal, y siempre que en ella no se disponga otra cosa, tanto las 
propias como las impropias. Son arma* propias, aquellas que tienen 
por objeto el ataque o la defensa, las substancias explosivas o co¬ 
rrosivas, y los gases asfixiantes o corrosivos. Son armas impropias, 
todos los instrumentos aptos para dañar, cuando se lleven en for¬ 
ma de-infundir temor” (art. 293). 

363. Régimen administrativo de autorización del pqrte de armas. 

— En base a la disposición penal indicada en el parágrafo prece¬ 
dente, el poite de armas está sometido a un régimen administra- 
tivo especial de autorización previa. 

364. Decreto de 27 de marzo de 1919. Permisos. Registro. Po¬ 
sesión y decomiso. — El Decreto de 27 de marzo de 1919 reglamen¬ 
ta el inciso 11 del artículo 404 del Código Penal de 1889, corres¬ 
pondiente con el numeral 12 del artículo 365 del Código Penal en 
vigencia, antes referido. 

Dispone este Decreto que la prohibición de llevar armas sin 
permiso, ¡no comprende el simple hecho de poseerlas si las perso¬ 
nas no las cargan consigo, no requiriéndos-e permiso para tenerlas 
en la casa o llevarlas en el equipaje, sin perjuicio de las disposicio¬ 
nes sobre comercio de armas; fija régimen para la obtención del 
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permiso para llevar armas; confía el registro de las personas au¬ 
torizadas, a la policía; autoriza el registro individual por la poli- 
¿ ,a en ciertas reuniones publicas de aquellos concurrentes “que 
presenten indicios derlas de cargar armas o sobre los que tenga 
sospechas 4 fundadas de que pueden tenerlas ocultas o secretas”. 
Exceptúa, en fin, el decomiso de las armas encontradas en forma 
qnc contravenga la disposición, destinándolas al uso de los agen* 
t(s de policía, en cuanto lucren adaptables a este objeto, y las res¬ 
tantes a ser depositadas en el Arsenal de Guer: a. 

365. Decreto de 6 de junios de 1922. Registro individual. El 

I lee reto de 6 de junio de 1922 extiende la facultad de practicar re¬ 
gistros individuales concedido a la policía por el Decreto prece« 
dente, con el fin d.e reprimir el porte prohibido de armas, a les 
vasos en que por denuncia debidamente fundada o por anteceden, 
tes serios que consten ,a las autoridades correspondientes, sea pre¬ 
sumible la alteración del orden publico, o corresponda ga:antir es- 
prcialuiente la seguridad individual. 

366. Decreto de 30 die junio de 1931. Permisos, a empleados co¬ 
merciales. — El Decreto de 30 de junio da ,1931, regula el procedi¬ 
miento para la obtención del permiso de porte de armas por los 
empleados que utilicen las personas o entidades de ca'ácter comer¬ 
cial establecidas en Montevideo, y cpie por razón de sus tareas de¬ 
ban usa;las, en el o en los departamentos donde sean desempeña¬ 
das sus funciones. 

El régimen cpie se establece, consiste, en síntesis, en el recaba- 
miento de una solicitud formulada antedi Ministerio del Interior, el 
que, luego de obtener las informaciones que juzgue convenientes, de- 
t lavara si corresponde o no autorizar el petitorio, pasando éste, en 
(asn favorable, a la Jefatura de Policía de Montevideo, la que, una 
wz que se haya dado cumplimiento a lo dispuesto en el articulo 
3." del Decreto de 2 7 de marzo de 1919 (requisitos para la obten- 
i ion del permiso policial de porte de armas), extenderá la autori¬ 
zación respectiva, con indicación de los Departamentos en que 
tendrá validez y efectuará las comunicaciones del caso a las Je¬ 
faturas correspondientes (art. 2. 9 ). La Jefatura de Montevideo, de¬ 
be organizar, a los fines de lo dispuesto en el articulo anterior, 

H Registro Nacional de empleados particulares, autorizados para ’ 
lLvar armas (art. 3o). “El permiso que se expida para llevar ar¬ 
mas sólo autoriza para portarlas durante las tareas o con motivo 
di’ su ejercicio y deberá ser llevado consigo por la persona a favor 
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de la cual se expidió y si esto no ocurriere se le considerará en in- 
fracción. Tendrá carácter revocable sin expresión de causa y será 
válido por el, término de un año, pudiendo renovarse por iguales pe¬ 
ríodos mientras duren los motivos que determinaron su oto gamien- 
to” (art. 5. 9 ). Las personas que hubieren hecho las gestiones de per¬ 
miso, finalmente, quedan obligadas a comunicar por escrito al Mi¬ 
nisterio del Interior, la cesantía de aquellos empleados a los que 
se hubiere acordado autorización para portar armas, a los efectos 
de su eliminación del Registro (art. 4. 9 ) (171). 

367. Decreto^ de 30 de junio de 1931. Permiso a funcionarlos pú¬ 
blicos. — Un Decreto de la misma fecha que el citado en el parágra¬ 
fo precedente, precisa, por su parte, el régimen para la concesión de 
permisos de porte de armas a los funcionarios públicos que en razón 
de sus cargos o funciones los necesiten. El régimen 'establecido por 
esta disposición consiste, esencialmente, en la remisión, por parte de 
las oficinas públicas, al Ministerio del Interior, de una relación de 
los funcionarios que se encuentren en las condiciones anteciicrias, 
con indicación de los nombres y cargos que ocup:an, así como de los 
departamentos donde sus funciones s-ean ejercidas, relación que es 
pasada luego por la referida Secretaria de Estado a Ira Jefatura de 
Policía de Montevideo la que, una vez cumplido lo dispuesto en el 
artículo 3. 9 del Decreto de 27 de marzo de 1919, expide el permiso 
respectivo, comunicándolo a las Jefaturas de Policía correspondien¬ 
tes (arts. I. 9 y 2. 9 ). La misma Jefatura de Policía de Montevideo es 
la encargada de organizar un registro .nacional de los funcionarios 
autorizados para portar armas (art. 3. 9 ) “El permiso para portar 
armas que se acuerde conforme a este deceto, sólo autoriza a llevar¬ 
las en el ejercicio de las funciones o con motivo de ejercerlas y, 
no obstante ser de carácter revocable, tendrá validez por todo el 
tiempo que duren los cometidos que hubieren motivado su concesión, 
pudiendo ser retirado por la Jefatura da»; Policía de Montevideo en 
los casos que corresponda’'' (ait. 6. 9 ). Las cesantías de los funcio¬ 
narios que hubieren obtenido permisos de porte de armas, deben 
ser comunicadas al Ministerio del Interior a los efectos de disponer¬ 
se su eliminación del registro (art. 5. 9 ). 

368. Reglamento de explosivos de 8 de diciembre de 1934. Im¬ 
portación, reembarco y exportación. — Relativamente a los explo- 

(171) Por Decreto de 26 de agosto de 1931 se determinó los modelos de car¬ 
nets para la expedición de permisos de portes de armas que deberán utilizar las- 
autoridades. 
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sivo$, la resolución de 8 de diciembre de 1934 (172), aprueba un 
amplio reglamento que rige en la actualidad. De acuerdo con esta 
disposición, las operaciones de importación, reembarco y exporta¬ 
ción de pólvoras, dinamita y explosivos derivados, no pueden ser 
despachadas sin la autorización previa del Ministerio de Defensa 
Nacional, debiéndose hacer conocer la Resolución que se dicte en 
los petitorios presentados, en caso de ser favorables, al Arsenal de 
Guerra, y a la Jefatura de Policía correspondiente (art. I. 9 ) (173). 

369. Fábricas y depósitos de explosivos. — No pueden fun¬ 
cionar fábricas o depósitos de explosivos o derivados sin inscripción 
previa realizada ante el Ministerio de Defensa Nacional (art, 7. 9 ), 
“Será cometido del Arsenal de Guerra el contralor de todo lo rela¬ 
tivo con la fabricación y almacenamiento de las materias explosi¬ 
vas y sus derivados, pudiendo al efecto requerir directamente la co¬ 
operación de las respectivas autoridades militares y policiales 11 (art. 
8. 9 ), “Los fabricantes deberán remitir quincenalmente al Arsenal de 
Guerra u.n estado de la producción de sus respectivos establecimien¬ 
tos, como asimismo de las materias utilizadas en su elaboración, 
con indicación de la procedencia de éstas. En el mismo estado de¬ 
berán detallar además las existencias en depósito de explosivos y 
de las mercaderías utilizadas en su fabricación, las cantidades ven¬ 
didas y el nombre y domicilio de los adquirientes. Deberán llevar 
además, al día, los libros respectivos 11 (art. 9. 9 ). “Los propietarios 
de depósitos remitirán semanalmente al Arsenal de Guerra un es¬ 
tado del movimiento de entradas y salidas, con indicación de proce¬ 
dencia y destino o consumo. Dicho Arsenal proveerá a los propieta¬ 
rios de depósitos, como así también a los fabricantes, de formula¬ 
rios impresos, en que deberán ser extendidos los referidos estados 1 ' 
(art. 10). 

370. Transporte de (explosivos. — Relativamente al transpor¬ 
te, el mismo reglamento de 8 de diciembre de 1934, prohíbe “el re¬ 
tiro de materias explosivas de uso industrial de los depósitos o 

/ 

(172) Esta Resolución deroga expresamente el Decreto de 16 de junio de 1934 
que establecía también un régimen de contralor general sobre lia materia, así co¬ 
mo la ordenanza policial de 31 de marzo de 1888 referente al mismo punto. 

(173) La Resolución de 28 de mayo de 1935 amplía este artículo, en el sen¬ 
tido de que, a fin de que el movimiento operatorio de armas, municiones y explo¬ 
sivos, tenga el debido contralor del Estado, desde la llegada de esos materiales a 
puerto, será obligatoria la utilización de lauchas, personal y material de la Adnii- 
istración Nacional de Puertos. 
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fábricas, sin autorización previa, que deberá solicitarse del Arse¬ 
nal de Guerra, con las excepciones a que se refieren los articules 
19 y 20" (art. 13). "Todo transporte de materias explosivas en el 
territorio de la República, se hará bajo custodia policial, a no ser 
mientras se realice por Ferrocarril o por vía fluvial, y deberá ir 
acompañado de una guía en triplicado que expedirá el Arsenal de 
Guerra al resolver la solicitud respectiva, la cual contendrá Las in¬ 
dicaciones a que se refiere el artículo anterior (174). La gu'a tri¬ 
plicada deberá ser firmada por el Jefe del Arsenal de Guerra y por 
el remitente y una vez llegada la mercadería a destino, por 
el destinatario y por el Comisario de La sección en que se halle ubi¬ 
cado el depósito o polvorín, debiendo ser devuelta al Arsenal de 
Guerra por la autoridad policial que haya prestado la custodia; las 
otras dos serán conservadas una por el remitente y la otra por el 
destinatario" (art. 15). “En caso de urgencia justificada, las repar¬ 
ticiones del Estado y las Empresas de Servicios Públicos podrán 
hacer transportar materias explosivas sin previo permiso y guía co¬ 
rrespondiente, debiendo regularizar las formalidades ¡ eglamcnta- 
rias, dentro del término de veinticuatro horas hábiles, expresando 
el motivo determinante de la urgencia invocada" (art. 19). “Para 
el caso que sie solicite permiso de transporte de materias explosivas 
a lugares que no sean depósitos inscriptos, el A'señal de Guerra 
apreciará discrecional mente la conveniencia o inconveniencia de con¬ 
cederlo disponiendo las medidas que estime necesarias si lo resol¬ 
viera favorablemente" (art. 20). “El Arsenal de Guerra enviará 
mensualmente a los Ministerios de Defensa Nacional e Interior, Ins¬ 
pección General del Ejército y Jefaturas de Policía, un estado de 
los permisos de transporte que haya concedido" (art. 21). 

371. Pólvora de caza. — Respecto de la pólvora de caza, “los 
particulares sólo podrán t^ner almacenados en sus domicilio» nast* 
5 kilogramos" (art. 34) ; y las casas de comercio y fábricas de car' 
luchos cargados, hasta 60 kilogramos neto, salvo que se trate de 
local autorizado al efecto por las autoridades municipales y policia¬ 
les, en el cual podrán tener depositados hasta 300 kilogramos neto" 
(art. 33). “Las casas que comercien con esta clase de pólvora de- 


(174) L1 artículo a que se refiere dispone; “Las solicitudes respectivas deberán 
ser presentadas en Los >s el lados y con los timbres de ley, indicando las cantida¬ 
des de materia a extraerse, peso y envases de las mismas y su destino, con ex¬ 
presión del nombre y domicilio del destinatario y ubicación del depósito de destino. 
Se indicará además el sistema de transporte a utilizarse”. 


— 237 — 


berán inscribiise en la Jefatura de Polic'a de su respectivo departa 1 ] 
mentó, a la cual remitirán mensualmente un estado de sus existen¬ 
cias, con indicación de procedencia, como asimismo de las ventas 
realizadas. Cuando la operación de ventas sea en mayor cantidad de 
dos kilogramos, deberán hacer constar en dicho estado el nomb/e 
y el apellido del comprador, y número de su credencial .cívica o de 
su carnet policial de identidad" (art. 35). 

372. Materiales pirotécnicos. — Respecto de los maternales pi¬ 
rotécnicos, el artículo siguiente da el régimen al que deben sujetar¬ 
se las fábricas: “Las fábricas de fuegos artificiales se regirán, en 
cuanto a la construcción de sus locales, ubicación y funcionamiento, 
por las respectivas disposiciones municipales, y estarán sujetas al 
mismo contralor por el Arsenal de (Luerra proscripto para las fá¬ 
bricas de explosivos. El depósito en casas de comercio y el t ans-j 
porte de sus productos se regirá por las disposiciones de la pólvora 
de caza" (art. 39). 

373. Armas d'3 fuego y municiones de libre comercio. — Los 

Artículos 40 a 45, á¿ la disposición, se ocupan de lo relativo' a las 
armas de fuego y municiones de libre comercio : “Las operaciones 
de importación, exportación, trasbordo y reembarco de armas y mu¬ 
niciones de libre come ció estarán sujetas a las formalidades 'estable¬ 
cidas en los artxulos 12 y 22 de este Reglamento, con la diferen¬ 
cia de que los pedidos de autorización se formularán ante el Ministe¬ 
rio de Defensa Nacional, que los resolverá previo informe de la Je¬ 
fatura de Policía, debiendo contener además de las indicaciones a 
que se refiere el artículo 12, las relacionadas con la calidad y cali¬ 
bre. En los casos de operaciones de tránsito de cartuchos de segu¬ 
ridad el Ministerio de Defensa Nacional resolverá el pedido que se 
le formule sin necesidad de requerir informe previo de la Jefa tu a 
de Policía. El Ministerio de Defensa Nacional comunicará a las 
respectivas Jefaturas de Policía las operaciones autorizadas. I V a 
la exportación o reembarco para otro país, el pedido de autorización 
deberá presentarse debidamente visado por el cónsul respectivo y 
mi concesión será comunicada al Ministerio de Rediciones Exterio¬ 
res. Los reembarcos en tránsito terrestre serán comunicados ade¬ 
más a la Jefaturas de Policía de los departamentos fi\ nterizos por 
donde deban salir del territorio de la República" (art. 40). 

“fvas casas vendedoras de estas armas de fuego, llevarán un li¬ 
bro Registro Especial, en el cual se especificará fecha, sistema, nú- ^ 
inero, calibre y demás características de las armas vendidas, como 
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así también el nombre y domicilio del adqui: ente, número de su 
carnet de identidad o credencial cívica, o en su defecto const^hcia 
del documento fehaciente que- acredite su identidad. Las JefatÜras 
de Policía podrán disponer en cualquier momento y cuando así lo 
exijan razones de seguridad pública, que dichas casas vendedoras 
lleven también un libro registro de las municiones que vendan con 
las especificaciones establecidas en el inciso anterior para las armas. 
Quedan exceptuadas de esas formalidades las ventas de escopetas de 
caza y sus correspondientes cartuchos, las armas y municiones de 
salón y los fulminantes para las mismas” (art. 41). 

“Prohíbese la venta de armas y municiones de cualquiera na¬ 
turaleza a menores de 21 años de edad y de armas a toda persona 
que no llene los requisitos determinados en el artículo anterior” 
(art. 42). 

“Mensualmente las casas de comercio que vendan armas de fue¬ 
go y municiones remitirán a las respectivas Jefaturas de Policía, co* 
pía literal del movimiento clel registro de armas y un resumen dt 
las municiones vendidas con especificación de clase y calibre a los 
fines del permanente contralor de esas operaciones, sin perjuicio de 
que 'en cualquier momento dichas Jefaturas puedan exigir a esa a 
casas una relación de las últimas operaciones realizadas. A su vez 
las Jefaturas de Policía llevarán un Registro General, similar a los 
parciales de los comerciantes” (art. 43). 

“Los despachantes de aduana, representantes de fábricas ex- 
tianjeras y comisionistas que tengan intervención en la comprá-ven- 
ta .de armas de fuego y municiones, como asimismo los fabricantes 
nacionales, llevarán un registro similar al que se hace obligatorio 
para los comerciantes” (art. 44). 

“Toda persona que compre, venda, ceda o tome en préstamo a 
cualquier título, armas de fuego, deberá comunicar el acto realiza¬ 
do, dentro del término de ocho días, a la autoridad policial de su 
domicilio con las indicaciones relacionadas con las características de 
Aquéllas” (art. 45). 

374. Armas di? uso exclusivo del Ejército, Marina y Policía. — 

Son de uso exclusivo del ejército, la marina y la policía, “además 
de las expresadas en el decreto de 8 de mayo de 1876 y similares, las 
armas apropiadas para uso de gases de cualquier naturaleza y apa¬ 
ratos diversos destinados para igual fin; las pistolas de sistema au¬ 
tomático de toda marca y de calibre superior a 7 milímetros 65, y en 
particular las pistolas adaptadas a los cartuchos Lüger y Mauser 
aún cuando fueren de menor calibre que el precedentemente expre- 
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síuÍo, quedando en consecuencia prohibida su introducción al pals 
pur cuenta de particulares o por sustituciones oficíales o privadas. 
Esta disposición rige igualmente para los cartuchos de gases o 
elementos similares. En caso de ser encontrados en poder de par* 
ticulares serán confiscados sín más trámite por la policía, como asi 
también las que arriben al país, debiendo en este último caso la 
autoridad aduanera dar la intervención a la autoridad policial que 
corresponda, a los mismos fines” (art. 46). 

“En todos los casos de introducción al país por parte del Es¬ 
tado de los elementos indicados en el artículo 46, intervendrá el 
Ministerio de Defensa Nacional y el Arsenal de Guerra en el co¬ 
rrespondiente contralor” (art. 47) (175). 

375. Decretos de 4 de junio 1 y 29 de diciembre de 1941 y la pro¬ 
hibición de llevan armas, etc., ten las aeronaves ds tunísimo. — Una 

disposición especial prohíbe llevar explosivos, armamentos, pro¬ 
ductos químicos agresivos, tóxicos o inflamables, en las aeronave» 
de turismo, comerciales o de cualquiera otra categoría. Si el pasajero 
llevara los elementos anteriormente citados, “se precederá a la de¬ 
tención del infractor por la autoridad competente. La compañía 0 
el propietario de la aeronave serán responsables directos de esta in¬ 
fracción sin perjuicio de la responsabilidad que incumba al infrac¬ 
tor” (Decreto de 29 de diciembre de 1941, art. 67). 

El reglamento de la Ley N. 9 9977 de 5 de diciembre de 1940, 
sobre aviación nacional, aprobado por Decreto de 4 de junio de 1941, 
suministra el principio de la prohibición en cuanto prescribe que: 
“Están excluidos del transporte aéreo:... B) Las armas, municio¬ 
nes, explosivos, inflamables, corrosivos o cualquier otro objeto que 
pueda constituir peligro para el aparato, pasajero o mercadería” 
(art. 109). 

376. El Código de Legislación Aeronáutica, y isus prohibicio¬ 
nes. — El Código de Legislación Aeronáutica, últimamente’ apro¬ 
bado, dispone en un capítulo relativo a prohibiciones, que no 
puede transportar- en las aeronaves privadas, explosivos, arma», 
municiones de guerra o en general cualquier pertrecho bélico 
(art. 67). 


(175) Un nuevo proyecto de Reglamento General de Explosivos y Armas, 
f íabr ¡ración, venta, transporte, conservación, emple>, carga, descarga, y tránsito 
de explosivos, armas de fuego y municiones), se encuentra actualmente a estudio de 
los organisims a nipctentcs del Estado. 
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377. Figuras previstas por el Código Penal. — El Código Pe¬ 
nal, por su parte, preceptúa:- 

“(Fabricación, comercio, depósito de instancias explosivas, ga¬ 
ses asfixiantes, etc.). El que con fin de atentar contra la seguridatl 
pública, fabricase bombas, preparas^ sustancias explosivas, combi¬ 
nase gases tóxicos, asfixiantes o inflamables, se procurase los ele' 
mentas componentes, se hiciere deposita: io de los mismos, y el qu 9 , 
con el mismo objeto, adquiririera o guardare tales instrumentos de 
destrucción, ya preparados, será castigado con seis meses de pri¬ 
sión a tres años de penitenciaría" (art. 209). 

“(Empleo de bombas, morteros o sustancias explosivas ccn el 
objeto de infundir temor colectivo). El que con el fin de infundir 
temor en la población o de provocar el desorden y la agitación cu 
ella, hiciere explotar bombas, morteros o sustancias explosh as, se¬ 
rá castigado, cuando no pudiere el hecho ser encarado'como tenta¬ 
tiva de un delito más grave con seis meses de prisión a tres años 
de penitenciaria" (art. 210). 

“(De las faltas contra la integridad física). Se: á castigado con 
cincuenta a cuatrocientos pesos ele multa o prisión 'equivalente:... 
92) (Introducción, depósito, venta, etc., clandestina de sustancias 
explosivas). El que sin permiso de la autoridad, o sin las debidas 
precauciones, fabrica o introduce en el país o tiene en depósito., o 
vende o transpo:ta materias explosivas" (art. 365). 

378. El Decr¿to-l)¿y de 19 de noviembre de 1942 y la represión 
del .tráfico de armas. — En el Decreto-Jey de 19 de noviembre de 
1942, se contempla la infracción siguiente: “El que suministre, aún 
cuando s>ea en forma indirecta, a un Estado extracontinental en gue¬ 
rra contra un Estado Americano, armas, dinero o caudales, embarca¬ 
ciones, aeromóviles, efectos o municiones de boca o guerra, u otrss 
medios idóneos o eficaces para utilizar en contra de cualquier listado 
de la Unión Panamericana, será castigado con pena de dos años a 
diez años de penitenciaría" (D). 

“Ea proposición y la conspiración de estos delitos serán casti¬ 
gadas con pena de tres a quince meses de prisión" (N) (art. 62). 

379. El Decreto-ley d¡e 4 de febrero de 1943 y la información 
para la defensa nacional. — Está dispuesto que los propietarios, di¬ 
rectores, o porsenas responsables de fábricas, talleres, usinas, de¬ 
pósitos, etc., del jen suministrar al Ministerio, de Defensa Nacional 
o autoridades militares o navales que designe, información para la 
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Defensa Nacional relativa a “armas, municiones, explosivos, mate- 
ñas químicas'' (Decreto-ley de 4 de febrero de 1943, art. 12 B). 

380. La Resolüción VII de la II Reunión de Consulta y las 
reglas para las luqhas civilés. — Como normas de carácter interna - 
cional, l¿i Resolución VII de la II Reunión de Consulta de los Mi¬ 
nistros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, de 
Ea Habana, 1940, recomienda diversas reglas en materia de luchas 
civiles,' disturbios internos y propaganda de ideologías subversivas, 
entre las que se encuentra la de prohibir el tráfico de armas y ma¬ 
teriales de guerra (c). 

381. La Resolución XVII de Río de Janeiro y ¡el tráfico de armas 
por los súbditos del Eje. — El anexo a la Resolución XVII aprobada 
por la III Reunión de Consulta, Río de Janeiro, 1942, recomienda entre 
las reglas dirigidas a ejercer el contralor de los extranjeros peli* 
grosos, que se impida que los súbditos de los estados del Eje o 
Estados a ellos subordinados, posean, comercien o usen armas de 
fuego, explosivos u otros instrumentos bélicos que puedan ser uti¬ 
lizados en actos de sabotaje (A. 3). 



CAPITULO XI 


MEDIDAS PA.RA EL INTERCAMBIO DE INFORMACION 
ESENCIAL ENTRE LOS GOBIERNOS DE LAS REPUBLICAS 

AMERICANAS 


382. Los Convenios Internacionales de Policía Sudamericana 
de 1905 y 1920. — El Convenio Internacional de Policía Sudameri¬ 
cano suscripto en la ■ g o nte rc n i ¡a 1 hrte iar I TC tt^l’ ~SPd^mWltan a de. 
Policía, ce le lirada en Buenos Aires durante los eftaTs ¿Cal 28 de 
febrero 'de U'20 entre Argeutiiñi, IL-IivU, TfflUHl 1 ,' WBLy 'Ui-ufuay 
<176), dispone q uT los países contratantes quedan comprom etidos 

(176) El Convenio de 1920 recoge, en esencia, los principio s, fun daméntale* ya 
vi- ^ ^ - - 1 Tr ' 1 - Polréíft— celebrado i r nal ~ 


mimam? 


previstos_ por el ,,,.,...... ■■■■ . 

mente en la capital ele la República Argentina del 11 at 20^de octubre de 1905, 
entre Argentina, 'BtSáÜft, Chite y 'Uruguay. Eli* sínfésfsV su régimen es el siguiente: 
Se establece el canje permanente de antecedentes de individuos peligrosos para 
la sociedad, de ks personas htJKsstas qüc ~ id is^BSt en, e impresiones 'digitales de 
los cadáveres de los desconocidos que parezcan extranjeros (art. 1,°) ; se especi¬ 
fica cuáles personas s e r án lonshi ri' . rd^^ltgTrsas, figurando, entre otras, f) lo* 
incitadores habituales a subvertir el orden social, por medios de delitos comunes 


contra la propiedad, las personas o las autoridades (art. 2.°) ; se establece asimis¬ 
mo que los antecedentes referidos comprenderán : la individual dactiloscópica se¬ 
gún el sistema de Vucetich la TilíacloiTV "datos civiles ; la descripción morfoló* 
gica según el sistema Provincia de Buenos Aires; los datos judiciales y de con¬ 
ducta; y, en algunos casos, la fotografía; dates todos éstos que, exceptuada ta 
fotografía, se consignarán en. una cédula de 21 x 9 ctms., con indicación del 
Registro y Número de anotación en la oficina de origen. Se indica qué compren¬ 
derán los dates civiles (a) ; qué la descripción morfológica (b) ; qué los datos jm 
di cíales (c) ; procedimiento de obtención de la fotografía (d) (art 3.°). Se ex¬ 
cluye del canje de antecedentes los relativos a los delitos políticos (art. 4.°). St 
establece que el canje se hará directamente entre las oficinas de policía, de lo» 
respectivos países, que indica (art. 7.°). Se recomienda la reser va^ ,^C- hnúi^-eL 
uso de los antecedentes que se canjeen (art. &"). SI determina que los Jefes di 
] Yi r t T ' teryrW I ITB f te l 'ft l I ni er a de los individuos peligrosos que 


dirijan o deban pasar por el territorio de alguna de las policías contratantes 
(art. 9.°); que se procurará que toda persona honesta registre en la Oficina de 
Identificación sus antecedentes y <su individual dactiloscópica, de manera de evitar 
injustos vejámenes y de hacer que constituya un elemento de información personal útil 
(art. 10) ; incorporando las actas de las sesiones celebradas por los delegados a la 
Conferencia, al Convenio, las que servirán para aclarar el espíritu y alcance de 
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de un modo permfemente a enviarse informaciones mutuas: (a) so¬ 
bre t e n ta ti va o 1 1 junción de hechos SJI á rejui e o 8 u o ir o s semejantes, 
cu lectivos o individuales, tendientes a la alteración del orden so¬ 
cial, como asimismo sobre otro cualquier movimiento, que pueda 
considerarse subversivo o afectar al mismo orden social; (b) sobre 
los diarios, periódicos, folletos, imágenes o grabados y hojas vo- 
' lante-s, o cualquiera otra clase de publicaciones que se refieran a 
propaganda de la índole expresada, acompañándose los informes 
con las publicaciones referidas; (c) sobre las resoluciones de ca¬ 
rácter legal o administrativo que se refieran a la prevención y repre¬ 
sión ele los movimientos antes aludidos; (e) sobre los individuos 
peligrosos para la sociedad; (f) sobre las personas honestas que lo 
soliciten; (g) relativas a cadáveres de desconocidos, acompañadas de 
las impresiones digitales respectivas (artículo l."). Se determina 
cuáles son las personas peligrosas, incluyéndose, entre otras, a los 
incitadores habituales a subvertir el orden social por medio de de¬ 
litos contra la propiedad, las personas o. las autoridades; (h) los 
agitadores o incitadores para perturbar con actos de coacción, de 
violencia o de fuerza la libertad del trabajo, o para atacar las pro¬ 
piedades odas instituciones (artículo 2. 9 ). Se preceptúa que los ante¬ 
cedentes a que se refieren los i n c i.s o e Vart [ cu f Q i * 
con tjttí nd crá use g tflk 1AS* casos, las impresiones digitales según la 
clasificación Vucetich; la filiación, los datos civiles, la descripción 
morfológica, según el sistema Provincia de Buenos Aires, los datos 
¡judiciales y de conducta y la fotografía; que las impresiones digita¬ 
les irán en una cédula o ficha de 20 x 9 ctms., y los demás datos en 
hojas anexas con anotación, en una y en otras, del nombre y nume¬ 
ro de registro del individuo de que se trate; estableciendo qué com¬ 
prenderán los datos civiles (a); qué la descripción morfológica (1)) ; 
qué los datos judiciales (c) ; y fijando procedimiento de obtención 
de la fotografía (d) (artículo 3. 9 ). Se prescribe que el canje de re- 
fl ; 1- encia se ha rá cuando cadn rcintr.-itriti t^AÍTF^.n-i-r-—lis fr-fnfnVn, J- 
cióti pueda ser útil a alguno de los otros; sin embargo, y^éóh él fin 
ir i o rníaiKlrr pCTCt cft'i v o TMm^cioñar tLe_ ínto n naciones, se ^esta¬ 
blece (píese enviará siempre un duplicado de la información 
bienio grgfBfflBT aunque ño ing rese a ¿^te~T art í c uTo" . Se" e xclu- 

t M miJgW'ggtt ro.loiH^ de hechos o tH-tama*..1 «M^ag^er 
litf.s'íioimcos y a movimientos notiTT obraos rUaciuiiüUui cuu 4a 


sus disposiciones (art. 11); posibilitando la adhesión a este Convenio de las po¬ 
licías de otras capitales nacionales que no hayan concurrido (art. 12), y fiján- 
dide, finalmente, vigencia a partir del l.°. de enero de 1906, 
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A 

lucha entre el capital y el trabajo (artículo 5. 9 ). Se prescribe qu* 
los contratantes se comunicaran la salida o expulsión dé individuos 
peligrosos, cualquier sea el país de su destino (artículo 72) ; que 
darán facilidades y prestarán cooperación a los funcionarios o agen¬ 
tes de policía que necesiten vigilar o perseguir a un delincuente, o 
practicar investigaciones de carácter criminal u otras diligencias 
propias de su misión, fuera de su país (artículo 82) ; q ue se procu - 
ra ra que toda persona honesta se provea de cédula o cer tificado de 
identidad conforme al sistema dactiloscópico que, además de po n cr¬ 
ia Tl cu bierío" cié m olesji as, sera, to de m ñ r marión per so* 

nal út d (arp TQ), Se declara q^ ^ 

la estr icta reserva de los antecedefltáfr rmp sq remítan o c anjeen, 
quedando su uso" limitado a 1 os fin e ^ policiales d e f i n iiios cn el' nú¬ 
mero 5 djT~^c^^e la Inter policial de 

1905 (artp 11); incorporando las actas de las sesiones celebradas 
por los delegados al Convenio, para aclarar su alcance y espíritu, 
así como las actas de la Conferencia de 1905, citada (art. 13) ; de¬ 
clarando el Convenio aprobado, abierto a la adhesión de los Go¬ 
biernos de otros países no representados en el presente (art. 14) ; 
fijándole vigencia a partir de la aprobación que los respectivos go¬ 
biernos le vayan prestando (art. 15) ; y determinando que los com¬ 
promisos contraídos en el Convenio serán cumplidos por el Jefe 
de Policía de la correspondiente ciudad capital, quien se comunica- 
lá directamente con los de las otras (art. 16). 

Este Convenio ha sido aprobado por el Gobierno de la Repú¬ 
blica Oriental del Uruguay, por D ecreto de 13 de o c tu bre rio 1920. 
disponiéndose las comunicaciones pertinentes por intermedio del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 

383. Las* conclusiones de la Conferencia de Policía de 1920. — 

Las “Conclusiones' 11 aprobadas en la misma Conferencia de 1920, 
antes referida, en lo que concierne a la entrada de extranjeros (III), 
recomiendan: (1.') efectuar informaciones telegráficas entre los paí¬ 
ses signatarios en casos de expulsión. Aconseja, asimismo, la reali¬ 
zación de visitas periódicas de funcionarios (IV). 

384. El tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo 

de 1939. ■— El Tratado de Derecho Penal Internacional de Mon¬ 
tevideo de 1939, de revisión y modificación del de 1889, dispone que 
los Estados signatarios suministrarán informes sobre los anteceden¬ 
tes judiciales o poli cí a) , fi fi r r Eíf ? ^ 4 ^ ° que 
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fueren requeridos' por otro Kstadp interesado (art. 17, inciso se¬ 
gundo ) (T/7;. ——— 

385. La Resolución VI de la II Reunión da Consulta. — Por 

la Resolución VI déla 2.? Reunión de Consulta de los Ministros 
íle Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, aprobado en 
La Habana, 1940, se declaró que es esencial el más amplio inter¬ 
cambio de informes relativos a cualquier clase de actividades diri¬ 
gidas, ayudadas, o instigadas por Gobiernos, grupos o individuos 
extranjeros, que tiendan a subvertir las instituciones nacionales o a 
fomentar desórdenes en su vida política interna, o a modificar por 
la presión, la propaganda, la amenaza, o de cualquiera otra manera, 
*d libre y soberano derecho de sus pueblos a regirse por los siste¬ 
mas democráticos que en ellos prevalecen; que los Gobiernos con¬ 
vienen en que cualquiera de ellos que obtenga información que 
demuestre que se están ejecutando, o que amenazan ejecutarse ac¬ 
tividades de la naturaleza señalada, en el territorio de una o más 
de las Repúblicas Americanas, comunicarán inmediatamente los 
informes obtenidos, bajo la más estricta reserva, al Ministerio de 
Relaciones Exteriores de dicha Nación o Naciones; así como que 
en la actual situación mundial es de interés común para todas ellas 
el intercambio más amplio de todos los informes del carácter des- 
cripto, el cual ayudará a preservar la paz o integridad de las Amé* 
ricas. 

386. Resolución VII de la II Reunión de Consulta. — Y la 

Resolución VII aprobada por la misma Conferencia, encarece a los 
Gobiernos la comunicación recíproca, directamente o por interme¬ 
dio de la Unión Panamericana, de informaciones y datos acerca del 
ingreso, inadmisión y expulsión de extranjeros. 

387. Resolución XVII de la III Reunión de Consulta que crea 
el Comité Consultivo de 1 Emergencia para la Defensa Política. —• 

La Resolución XVII de la 3. a Reunión de Consulta de los Minis¬ 
tros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, de 
Río de Janeiro, 1942, sobre actividades subversivas, dispone “Que 
para estudiar y coordinar las medidas que se recomiendan en esta 


(177) El Poder Ejecutivo ha solicitado la aprobación legislativa de este Tra¬ 
tado y los demás suscriptos en el Segundo Congreso Sudamericano de Derecho 
'Internacional Privado de Montevideo, 1930-1940, por Mensajes de 17 de abril de 
1041 y 10 de julio de 1942. El 19 de noviembre de 1942 fueron aprobados por 
Dceroto-lcy de esta fecha. 
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Resolución, el Consejo Directivo de la Unión Panamericana elija, 
antes del primero de marzo de 1942, un Comité compuesto de siete 
miembros que será conocido como el Comité Consultivo d-fiEmer- 
gehcia para la Defensa Política’*. “El Consejo Directivo *de la 
Unión Panamericana, previa consulta con los gobiernos de las Re¬ 
públicas Americanas, señalará las funciones de este Comité, dic¬ 
tará el Reglamento que háya de regirlo, y fijará el presupuesto de 
sus gastos” (178). 

388. Anexo de la Resolución XVII de la III Reunión de Con¬ 
sulta. — Y el anexo de la misma Resolución como memorándum 
para la reglamentación de las actividades subversivas, aconseja, 
entre las reglas tendientes al contralor de los extranjeros peligro* 
sos, que los Gobiernos comuniquen “inmediatamente a las otrav 
Repúblicas Americanas los informes que obtengan relativos a la 
presencia en ellas de extranjeros sospechosos para su paz o segu¬ 
ridad” (A, 1). 

389. Resolución XIX de la III Reunión de Consulta. — Por la 

Resolución XIX adoptada en la misma Reunión, sobre coordina¬ 
ción de los sistemas de investigación, se dispone que “los gobiernos 
americanos coordinarán sus sistemas nacionales de inteligencia e in¬ 
vestigación, creando los organismos adecuados para el intercambio 
interamericano de informaciones, investigaciones y sugestiones ten¬ 
dientes a prevenir, reprimir, castigar y eliminar las actividades de 
espionaje, sabotaje e incitación subrepticia peligrosa para la segu¬ 
ridad de las naciones americanas”. 

390. Resolución V de la Conferencia I. de Coordinación de Me¬ 
didas Policiales y Judiciales. — La Recomendación V de la Confe¬ 
rencia Interamericana sobre Coordinación de Medidas Poliches y 
Judiciales de Buenos Aires, relativa a la ejecución de las leyes y 
reglamentos sobre actividades subversivas y creación de una poli¬ 
cía político-social, aconseja “que el Comité Consultivo de Emer¬ 
gencia para la Defensa Política considere la conveniencia de pro¬ 
mover la realización de reuniones in^eramericanas, regionales y 
generales, de los antedichos funcionarios, con el objeto de que cam- 

(178) El Consejo Directivo de la Unión Panamericana ha aprobado en st, 
Sesión extraordinaria de 25 de febrero de 1942 el informe de la Comisión Especial 
nombrada para considerar la Resolución XVII, referida, por el que se aconsejó 
la integración del Comité con representantes de Argentina, Brasil, Costa Rica, 
Chile, EE. UU., Uruguay y Venezuela, así como el Reglamento deí Ccinité Con¬ 
sultivo. 
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*bíeu pareceres y discutan los problemas de común interés para la 
defensa-contra las actividades subversivas de cuantos obren en el 
nombre o a favor de los miembros del Pacto Tripartito o, de loe 
Estados subordinados a ellos” (Tercero). 

391. * Ré3iolución XIV de la misma Conferencia y las Coml$KK 
nes Internacionales Ministeriales. — La Recomendación XIV de 
la misma Conferencia Internacional, aconseja “Que los Gobiernos- 
de los Estados americanos consideren la conveniencia de estable¬ 
cer en sus respectivos países, tan pronto como sea posible, una Co¬ 
misión Interministerial Coordinadora o adoptar otro procedimiento 
análogo para la realización de los acuerdos de la presente Confe¬ 
rencia y proporcionar, eficaz y permanentemente al funcionario de en - 
lace con el Comité Consultivo de Emergencia para la Defensa Polí- 
lica, toda la ayuda y cooperación necesaria para el desarrollo prác¬ 
tico y eficaz de sus funciones”. 

392. Resolución II de la Reunión Regional de Rivera. — Final¬ 
mente, la Reunión Regional de Rivera relativa a Entrada y Sali¬ 
da de Personas y Tránsito Clandestino a Través de las Fronteras, 
i calizada durante los días 21*26 de septiembre de 1942, recomendó 
a los Gobiernos representados que intercambiaren informaciones 
con respecto a las siguientes materias: “A) Personas. 1) A quienes 
se les haya negado autorización para viajar en cualquier parte del 
Hemisferio; 2) Que hayan sido expulsadas de cualquier República 
Americana; 3) Que no hayan cumplido con las leyes y reglamento» 
relativos al Registro de Extranjeros; 4) Que participen en activi¬ 
dades hostiles a la defensa y seguridad del Hemisferio, o sobre las 
que recaigan sospechas de ejecutarlas; B) Medidas. 1) Medida» 
adoptadas respecto de aquellas personas cuya peligrosidad para el 
régimen democrático-republicano de Gobierno, pueda resultar do 
interés ser conocida por las autoridades2) Textos legales y ad¬ 
ministrativos adoptados sobre las materias a que se refiere esta Re¬ 
solución; 3) Cualquiera otra información con respecto al tránsito 
de personas, que pueda ayudar a los Gobiernos en el mantenimien¬ 
to de la defensa y seguridad del Hemisferio” (I). “Recomendar al 
Comité Consultivo de Emergencia para la Defensa Política que, en 
consulta con los Gobiernos de los países aquí representados, ¿esta¬ 
blezca inmediatamente la organización que sea necesaria para faci¬ 
litar el intercambio de informaciones y elaboración de los datos 
antes mencionados” (II). “Recomendar que en la consideración de! 
proyecto para una Unión Interamericana de Policía bajo la Reso- 
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lución XIII adoptada en la Conferencia Interamericana de Medí 
das Policiales y Judiciales de Buenos Aires, el Comité Consultivo 
de Emergencia para la Defensa Política, y la Unión Panameiica- 
na, estudien la conveniencia de establecer un sistema para la cen¬ 
tralización e intercambio de informaciones entre todas las Repúbli¬ 
cas Americanas, con respecto a la entrada y salida de personas" 
(III). 

393. Decreto de 29 de marzo de 1943. Comisión Interministe^ 
ral para la Defensa Política. — Recientemente, el Poder Ejecutivo 
dictó el Decreto de 29 de marzo de 1943 por el cual se crea la 
Comisión Interministerial para la Defensa Política, integrado por 
tres funcionarios designados por el Ministerio del Interior, el Di¬ 
rector de Inmigración, tres funcionarios designados por el Minis¬ 
terio de Relaciones Exteriores, tres funcionarios designados por 
el Ministerio de Defensa Nacional, el Director de Correos, y dos 
funcionarios designados por el Ministerio de Hacienda con les co¬ 
metidos que se enuncian en el artículo 2. 9 . Esta Comisión será pre¬ 
sidida por el funcionario del Ministerio del Interior que dicho Mi¬ 
nisterio designe (art. I. 9 ). 

Los cometidos de este organismo son: 

a) Proporcionar aí Comité Consultivo de Emergencia para 
la Defensa Política datos e informes relativos a la legislación im 
terna y prácticas ¡administrativas que se relacionan con la defen¬ 
sa nacional contra las actividades subversivas y sobre las modalú 
dades q.ue asumen en el país estas actividades. 

b) Sugerir a dicho Comité cualesquier proposiciones y pro¬ 
yectos que pudieran servir de base para sus recomendaciones a 
los Gobiernos americanos. 

c) Estudiar las medidas que fuere menester adoptar cu 
la República para hacer efectivas las recomendaciones del Comi¬ 
té elevando sus informes al Poder Ejecutivo por intermedio de la 
Secretaría de Estado que en cada caso corresponda (art. 2.-), 

Los datos e informes que solicite el Comité serán elevados 
por escrito a la Secretaría de Estado que en cada caso correspon¬ 
da, la que deberá ¡autorizar su comunicación (art. 3. 9 ). 

La Comisión Interministerial podrá solicitar directamente de 
cualquier dependencia del Poder Ejecutivo, cada vez que lo estime 
oportuno, datos e informes relacionados con las materias qué se 
enumeran en el inciso a) del artículo 2°). 

El Funcionario de Enlace designado por el Gobierno de la 


República ánte el Comité Consultivo actuará en permanente re¬ 
lación con la Comisión Interministerial, pudiendo asistir a sus re¬ 
uniones e intervenir en sus deliberaciones (art. 5. 9 ) (179). 


(179) Esta Comisión fuá creada en cumplimiento de la Resolución I del Co¬ 
rnil ■ Consultivo de Emergencia para la Defensa Política, Sobre “Funcionarios 
nacionales de Contacto y Enlace^ y memorándum del mismo Comité de fechas 24 
de abril y 27 de agosto de 1942, respectivamente (ver “Recomendaciones someti¬ 
da-; a los Gobiernos de las Repúblicas Americanas”, Montevideo, 1943, págs. 
150 y 154 y ss.) y lo aconsejado por la Conferencia Interamericana sobre Coor¬ 
dinación de Medidas Policiales y Judiciales según ise ha indicado en el § 390, 

sopni. 

!.Y>r Decreto de 19 de mayo de 1943 el Poder Ejecutivo ha aprobado el Regía¬ 
me nt,'' interno de la Comisión Interministerial. Esta funciona en el Ministerio del 
tnierior y lia constituido basta la fecha, las cuatro subcomisiones siguientes: l.°: 
C i >utvalor de Personas. Entrada y salida de Personas y Tránsito Clandestino a tra¬ 
vés de las fronteras; 2, n Prevención del abuso de ciudadanía; 3. u Actos de agre- 
n i» 111 poli tica; y 4. ;i : Organización. 
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CAPITULO I 




INTRODUCCION 

- bis. Decretos de 26 de mayo, 9 de junio y 28 de julio de 1943, 
$Obrc declaración de no beligerantes a las naves de guerra de Po¬ 
lonia y Paíísies ajos y reanudación de relaciones diplomáticas con 
b rancia y la U. R. S. S. — Ya en prensa este trabajo hji dictado 
H 1 1 ■ >d tv Pjecuti \ r o cuatro decretos que, aunque sea 1)revemen te 
ílebfn, s ! ?r citados aquí. 

I',l jíi'iincro de ellos, de 26 de mayo de 1943, declara "comprc,n- 
didci¿5 en las di-posiciones de 1941 y, en consecuencia, acreedoras al 
tr?i;Uimiento de no beligerantes , a las Huyes de guerra que cnarbolcn el 
I bellóii de Polonia”. 

I'J Segundo de dichos decretos formula idéntica declaración 
ispéelo de las naves de guerra que ,enarbolen el pabellón de jo* 
J’i es Bajos. 

p] tercero, de la misma fecha que el anterior conside¬ 
rando que el Comité Nacional ■ Francés de Liberación ,f es, 
ni presente, el poder central francés; y que en consecuencia, es 
lindar de la soberanía francesa en todos los territorios libres del 
emsruigo, asi como también director del esfuerzo bélico, y protee- 
l<n- de los intereses franceses en el extranjero”, por lo cual y “hasta 
tliuto Se constituya el Gobierno Provisional, conforme 1 q ha pre¬ 
visto el mismo estatuto del Comité Nacional Francés de Libcna- 
cinu, debe, este último 3 considerarse como la representación ge- 
tufina de branda”, en virtud de tales fundamentos- d.is])oue lo 
iguienlc: Las relaciones diplomáticas con Francia, que fueran 
His|>endidas por el decreto de fecha 12 de mayo de 1943, continua¬ 
rán con el Comité Nacional Francés de Liberación, constituido en 

Argel". 

\ el iillimo, finalmente, en atención 1 a (jne lia "llegado d moinen- 
i" de abocarse a la solución dd poblana referente al restablecimiento 
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de relaciones diplomáticas con Rusia y que, siguiendo la tradición de¬ 
mocrática del país y su orientación internacional, correspondía en las 
presentes circunstancias, adoptar decisión en ese sentido, sin que u¡e 
pueda detener por más tiempo el reconocimiento y hasta se deba ese 
homenaje a Rusia según dijo el canciller uruguayo en la sesión del 

Cotaisejo de Ministros en que se trató este asunto — por l'o que ella 
ha hecho en beneficio de los países democráticos,”, dispone: Vistos las 
notas. que, con f echa 27 de enero, se cambiaron entre el Ministro de 
Relaciones Exteriores de la República en misión en: Wáshington. Doc¬ 
tor D. Alberto Guani, y el Embajador de la Unión de las Repúblicas 
Socialistas Soviéticas ante el Gobierno de los Estados Unidos; de Amé¬ 
rica, señor Maxim Litvinoff, que informan del acuerdo alcanzado para 
el restablecimiento de las relaciones diplomáticas entre ambos Go¬ 
biernos; Considerando que la agresión, utilizada como norma política 
} militar por las potencias del Eje, ha debido determinar —y así lo 
ha decho una estrecha solidaridad entre todos los pueblos que la re¬ 
pudian y que colaboran en la lucha por el mantenimiento de los prin¬ 
cipios; del Derecho de Gentes,, de la dignidad humana; y em fin, de to¬ 
dos los postulados fundamentales de la civilización occidental ■ Consi¬ 
derando que esa solidaridad, establecí dada por y para América, en di- 
versaá declaraciones, panamericanas, se manifestó en los hechos por 
parte de nuestro país con la asignación de tratamiento de “no belige¬ 
rantes” a las naves de guerra de los Estados Unidos de América; y''la 
ruptura de relaciones diplomáticas, comerciales y financieras con los 
agresores, en acatamiento de votos de la III Reunión de Consulta de 
Cancilleres, de Rio de Janeiro, por los decretos de 8 de diciembre de 
Iy41 y 25 de enero de 1942, respectivamelnte; Considerando: que, no 
obstante, el Uruguay no entendió agotar sus obligaciones con el es¬ 
tricto cumplimiento de sus compromisos internacionales, porque tal po¬ 
sición no habría contemplada, en su limitación, ni la realidad emer¬ 
gente de los hechos, ni las limpias y generosas tradiciones nacionales 
en materia de política exterior, ni tampoco, el sentimiento unánime de 
la ciudadanía. Y,, en consecuencia, de ese imperativa moral, extendió 
su colaboración solidaria a Gran Bretaña y a los demás países extra- 
continentales en lucha con los agresores, por obra del decreto de fecha 
4 de febrero de 1942, que s ; e declaró aplicable a Polonia, por decreto 
de 28 de mayo de 1943, y por el de 9 de junio del mismo año, a los 
Países Bajos; Considerando : que, en primera línea, entre esos pueblos, 
se encuentra, también, el ruso, el cual en el inmenso frente oriental, ha 
dictado al mundo un a trágica pero admirable cátedra de heroísmo y 
de eficiencia militar, oponiendo una infranqueable muralla humaba a 


v 
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Ion planes de dominación por la violencia; Considerando que este acto 
Tculiasu sin perjuicio dé la inalterable y fervorosa adhesión nacional a 
|t¡f§ principios y características del derecho público americano que ase¬ 
guran a las Repúblicas del Continente el ejercicio de la democracia y 
el res|>éto de las libertadas; Considerando que en tales circunstancia* 
lio puede ni debe mantenerse la situación creada por el decreto de fc- 
chu 27 d,c diciembre de 1935, que interrumpió las relaciones diplomá¬ 
ticas con Rusia, por razones puramente ocasionales e inexistentes al 
pícente; lil Presidente de la República , en Consejo de Ministros^ acuer* 
<fa y decreta: Artículo l. v : Reanúdanse las relaciones diplomáticas can 
irl (¡obierno de la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas’ 1 . 


t 
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SEGUNDA PARTE 


MEDIDAS ESPECIFICAS 


CAPITULO I 


MEDIDAS DE CONTRALOR DE EXTRANJEROS ! 

1. Extranjeros en general, 
a. Registro 

28 Lis. Decreto de 6 de mayo de 1943 derogatorio del articu¬ 
lo 16 del decreto reglamentario de zonas de seguridad de 15 do 
octubre de 1942* — Considerando obvia e inaplicable la exigencia 
establecida por el artículo 16 del decreto de 15 de octubre de 1942, 
reglamentario del decretodey de 16 de julio de 1942, sobre zonas 
de seguridad, desde que el artículo 15 del precitado reglamento “lle¬ 
na ampliamente la finalidad perseguida que es muñir de un certifi¬ 
cado ele solvencia moral a los extranjeros, que por cualquier motivo 
he encuentren dentro de zonas de seguridad", el Decreto de 6 de 
mayo de 1943 derogó el art. 16 del precitado decreto reglamentario. 

28 ter. Decreto de 22 de julio de 1943 que modifica y adiciona 
Job artículos 15 y 17 del decreto de 15 de octubre de 1942, reglamen¬ 
tario del decrieito-ley de 16 de julio de 1942 sobre zonas de seguridad. 

Por decreto de 22 de julio de 1943, el Poder Ejecutivo, a fin de 
lograr una mejor aplicación del decreto-ley de 16 de julio de 1942, 
relativo a zonas de seguridad, modificó en la siguiente forma los 
artículos 15 y 17 del decreto reglamentario de 15 de octubre de 1942: 
“Los extranjeros que sean autorizados a permanecer, pernoctar o 
1i cruentar dentro de las zonas de seguridad, recabarán en la Comi¬ 
saría Seccional el correspondiente certificado documentarlo de identi¬ 
dad que expedirá la Comisión Especial respectiva y cuyo costo no 
podrá exceder de $ 1.50 (un peso con cincuenta centesimos) y que 
herá de cargo del interesado. Dicho certificado documentarlo de 
identidad será confeccionado por las oficinas técnicas de las Jefa¬ 
turas de Policía” (art. 15). “A los efectos del artículo 14.’ del De¬ 
creto Ley N. 9 1689, toda persona real que desee adquirir a título 
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singular, arrendar u ocupar un bien dentro de la Zona de Seguri¬ 
dad, se presentara p'or escrito a la Comisarla Seccional de su domi¬ 
cilio para recabar el certificado que expedirá la Comisión Especial. 
Si se trata de entidades colectivas con o'sin personería jurídica (so¬ 
ciedades, asociaciones, clubes, sean industriales, deportivas, cultu¬ 
rales, sociales o de cualquier otra índole), deberán llenar dicho- re¬ 
quisito los representantes formalmente autorizados por la- mismas, 
quienes serán los responsables de que todos los extranjeros que per¬ 
manezcan, pernocten o frecuenten el bien, estén munidos del certi¬ 
ficado que determina el artículo 13.’ del Decreto-lev 168'J En los 
casos de sociedades cuyos Directo: es o Presidentes puedan ser s US - 
utuidos, los interesados deberán, antes de tomar posesión de sus 
cargos-, obtener el certificado respectivo' 1 (a:t. 17). 

b. Empleo 

. 38 bis - Delcreto de 15 de marzo de 1943, que exige el cumpli¬ 
miento dte las disposiciones de la ley de instrucción militar a les 
funcionarios públicos. — Establece esta disposición: “Lo, funcio¬ 
narios de la Administración pública a quienes comprendan las 
p; escnpciones de la ley N. 9 9943, de instrucción militar obligatoria,, 
deben cumplir con las obligaciones que esta ley impone” (art:. I 9 ). 

Para el ingreso a la Administración Pública se cumplirá ineludi¬ 
blemente lo prescripto en el artículo 29 de la citada lev X," 9943 
e inciso b) del artículo 2. 9 del Estatuto del Funcionario” (art. 2.')l 
Para proceder al enrolamiento de los funcionarios públicos, que 
aun no lo hayan hecho, comprendidos en las obligaciones de las 
leyes citadas, el Ministerio de Defensa Nacional reglamentará, por 
sus órganos competentes, la instalación de Centros de Recluta¬ 
miento especiales y la forma de impartir la instrucción mibtar a 
dichos ciudadanos" (art. 3.’). “Todas las reparticiones de la Ad¬ 
ministración Pública, sin excepción de dase alguna, darán a sus- 
empleados las facilidades para que puedan cumplir con la Lev de 
instrucción Militar Obligatoria, como así mismo a aquellos que 
opten y esten en condiciones para seguir los cursos de Clases v Oíi- 
cíales de Reserva 1 ’ (art. 47) . 

Por , decreto de fecha 27 de marzo de 1943 se aprobó la regla¬ 
mentación del artículo 3° del precedente decreto. En esta regla-' 
mentación se -establece cómo se efectuará el enrolamiento, centros 
donde se realizará, -etc. Finalmente, por decreto de 8 de abril de 
J443 se aprobó la reglamentación del artículo 12 del citado de¬ 
creto N2 2151 de 15 de nia:« de 1943, fijándose en ,lidia re- 
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^lamentación a quienes corresponde el reclutamiento, régimen pa¬ 
ta la comprobación de las excepciones, etc. 

* c. Propiedad 

56 bis. Remisión. — El inciso segundo del articulo 11 del de¬ 
creto reglamentario de 15 de octubre de 1942, sobre zonas de segu- 
ri'diul, 'referido ten el § 56, ha sido modificado por el decreto de 22 
de julio de 1943, en lia forma que puede verse en el § 65 bis. ínfra. 

d. Vigilancia 

65 bis. Decrfefto de 22 de julio de 1943 que modifica el artículo 11 
del deoreto de 15 de octubre de 1942, reglamentario del decreto-ley 
de 16 de julio de 1942 sobre zonas de seguridad. — Por decreto de 
22 dé julio de 1943 y a pedido de la Comisión Especial de Zonas 
de Seguridad, el Poder Ejecutivo dió la redacción siguienteTál artíctL 
lo 11 del referido decreto reglamentario»: “Las Comisiones líspecia- 
le,l, jnevio ¡estudio de los antecedentes relativos a cada extranjero, 
ampliarán la información cuando lo juzguen oportuno, citando a hit* 
personas cuyo testimonio interese, para mejor proveer y decla¬ 
rar o no su peligrosidad, fijando el término en el cual dcbe:á dcíaLjiir 
e) bien en que habita, dentó de los límites de 48 horas a 15 d as, 
tabléenlos en el artículo 107 del Decreto-Ley que se reglamenta. SÍ 
i■ | declarado peligroso pernocta o frecuenta una casa-habitación, p‘c 
dio o comercio, los respectivos jefes de familia o dueños serán noti¬ 
ficados de la prohibición de que estos actos se repitan, y, de ser 
posible, se liará la misma notificación al excluido (a tículo 127 del 
Decreto-Ley N7 1689’ 1 (art. 11). 

e. Expulsión 

70 bis. Remisión. — La expulsión de extranjeros ha sido tra¬ 
tada en el cap. 111 §§ 155 a 168, inclusives, a los, que nos remitimos. ¿ 

2, Extranjeros del Eje y de Países bajo El contrae r del K.jk 

b. Internación 

78 bis. Detcreto y Resolución de 5 de agento de 1943 fijando ré- 
giim'en y lugar de internación a los tripulantes de les barcos ale¬ 
manes “Taccima” y “Graf Spee”. — El Decretó mencionado cons¬ 
tituye la norma más completa dictada hasta el presente en tHiestro ] ais 
en malcría de internación, por lo que se juzga con verde lúe reproducir 
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textualmente su contenido: "Pisto que el régimen^ de internación al cual 
c:st;ui sometidos los ex tripulantes de ík^í barcos “Graf Spee” y “Taco 
ma M , no está de acuerdo con las precauciones que deben, adoptarse para 
asegurar el estricto cumplimiento por parte del Uruguay de laj jcbligaeio- 
nes, impuestas por el derecho internacional; Considerando 1) Por de¬ 
creto de fecha 5 de setiembre de 1939, al declararse la neutralidad, de 
la República frente a la guerra existente entonces entre Gran, Bretaña, 
Francia y Polonia por una parte y Alemania por otra, se destacó que 
iva neutralidad debía regirse por las normas contenidas ei:i las Conven- 
cíoi33¡,fs de la Haya de 29 de Julio de 1899 y de 18 de octubre de 1907, 
que son derecho internacional vigente para nuestro país; 2) Les de- 
ctetos del Poder Ejecutivo de enero 23 de 1940, dispusieron la interna¬ 
ción de los tripulantes de los barcos alemanes “Graf Spee” y “Tacoma”, 
('.■tablee;endose en el artículo 3 9 de ese acto administrativo que “los 
tripulantes serán, internados en los lugares que disponga el Ministerio 
del Iinterior, isujeios a las medidas de seguridad que se dictarían opor¬ 
tunamente”; 3) El artículo 57 de la Convención II de La Haya de 1899, 
establece que el Estado neutral que reciba en su territorio tropas per¬ 
tenecientes a los beligerantes-, las internará y podrá guardarlas en campa¬ 
mentos y aún encerrarlas en fortalezas o en lugares propios para este 
fin. El artículo II de la Convención V de 1907 de La Haya, dispone 
que la potencia neutral que reciba en su territorio tropas de los ejércitos 
beligerantes, las internará todo lo posible, lejos del teatro d,e la guerra, y 
podrá guardarlas en sus campamento^, y aún encerrarlas en fortalezas 
o lugares apropiados a este objeto. La Convención XIII de La Haya 
relativa a los derechos y deberes de la : s ( potencias neutrales en caso de 
guerra marítima, dice en bvl artículo 24: “Cuando un navio beligerante 
sea detenido por una potencia neutral, los oficiales y la tripulación que¬ 
darán igualmente detenidos. Los oficiales y la tripulación, así detenidos, 
pueden quedar en el navio o alejados, ya sea en otro navio, ya en, tie¬ 
rra y sujetárseles a las medidas restrictivas que se crea necesario im¬ 
ponerles”; 4) La Resolución XVII de la tercera reunión de ccirJsulta de 
los Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, con¬ 
siderando que se han cometido actos de agresión contra la integridad y 
la inviolabilidad del territorio de una República americana, del ca¬ 
rácter previsto en la Resolución XV aprobada en La Habana por 
la Segunda Reunión de Consulta de los Ministres de Relaciones 
exteriores; que se están cometiendo también en ests continente 
actos de agresión de carácter no militar, tales como el espionaje 
sistemático, el sabotaje, y la propaganda subversiva, inspirados y 
dirigidos por miembros del Pacto Tripartito y por Estados isu- 


bnr diñad ós a ellos, y que la suerte que han corral 1 diversas na¬ 
ciones de Europa cuando todavía eran libres, denme tra que son 
actos preliminares y parte integral de un prg ama ele agresión 
militar; que las Repúblicas Americanas están resueltas a mante¬ 
ner su integridad y solidaridad ante la emergencia creada por ac¬ 
tos de agresión de parte de estados no americanos, y a prestarse 
la más decidida cooperación para dictar y llevar a ejecución me¬ 
didas extraordinarias de defensa continental; que la gravedad de 
la presente emergencia requie: e que los listados americanos, ín- 
* ti vidual to colectivamente, tomen medida* adicionales y de ca¬ 
rácter más severo para protegerse contra grupos e individuos que 
desde dentro de su territorio traten d,c socavar sus defensas, re¬ 
comendó que se adopten medidas con respecto a los nacionjrules de 
los paií-es adheridos al Pacto Tripartito a fin de que permanezcan 
detenidos durante su estancia o se restrinja la libertad de sus movi¬ 
mientos; 5) El régimen de internación actual, donde los detenidos están 
libros ele una vigilancia eficaz que elimine tocio* riesgo contra el 
orden interno y toda actitud contra la política internacional del 
Uruguay, obliga a establecer un reglamento de-internación, que 
armonice el respeto debido a la persona humana impuesto 1 por 
nuestra Constitución, con la adopción de medidas adecuadas para 
Ja salvaguardia de la seguridad Ulterior y ext¡eri¡:;i\ la Presidencia> de Id 
República , decreta : “Los ex-tripulantes de los barcos “Graf Spee” y “Ta- 
coma”, serán internados em el local que designe la presidencia ele la Re¬ 
pública por intermedio del Ministerio del Interior y quedarán so¬ 
metidos al régimen que se establece en el presente decreto” (art. 
1. 9 ). “Los internados gozarán de los, derechos civiles, cuyo ejerci¬ 
cio es compatible con su situación. La dirección del establecimien¬ 
to les otorgará los medios y facilidades necesarios para que puedan 
realizar los negocios jurídicos correspondientes, siendo los gasto* 
de cargo de los interesados” (art. 2r). “Los internados podrán de¬ 
dicarse a cualquier género de trabajo o actividad que sea compa¬ 
tible con el régimen de internación establecido por el presente de¬ 
creto y dispondrán del producido integro de su actividad. El Mi¬ 
nisterio del Interior dará las órdenes e instrucciones para facilitar 
las actividades intelectuales, morales y físicas de los interesados” 
(art. 3c). “En todos sus actos, los internados estarán sometidos a 
las normas jurídicas vigentes en la República y a la autoridad de 
sus magistrados” (art. 4c). “Los internados no podrán salir de 
los establecimientos de internación, salvo autorización expresa con- 
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cedida en cada caso por el Ministerio del Interior, por rnoli vos jus¬ 
tificados” (art. 5. 9 ). “Los internados recibirán visitas bajo el con- 1 
tralur del personal encargado de su vigilancia. Toda persona que 
visite a los internados deberá justificar fehacientemente su identi¬ 
dad ante el director de la internación, quien asentará sus datos en 
un registro especial. Una copia de esas constancias deberá ser co¬ 
municada quincenalmente a la División Investigaciones de la Je- 
faluia de Polica de Montevideo. La dirección podrá reglamentar 
las visitas fijando a ese efecto los días y horas en que serán admi¬ 
tidas (art, 6/). Los internados que hubieran contraído matrimo¬ 
nio en el Uruguay, con ante: ioridad a la fecha de este decreto, po¬ 
drán recibir privadamente la visita de sus esposas e hijos en el lo- 
i al de intci nación, una vez pac semana, en la forma, que determine 
líi dirección” {art. 7. 9 ). “Los internados podrán recibir y enviar co- 
11 e.spondencia postal o telegráfica y recibir encomiendas, libros o 
revistas, así como periódicos cuya circulación se realice conforme al 
dei echo vigente. La correspondencia, así como las encomiendas* li¬ 
bios y revistas, serán previamente, censuradas por el director de la 
internación (art. 8*"), En todo caso que un internado entregue co¬ 
rrespondencia para ser censurada, la dirección deberá entregarle 
tiii recibo en forma en el que constará e] contenido del robre o la 
dirección del destinatario. La expedición de cartas o telegramas 
enviados por ellos se hará contra el pago de las tarifas corrientes” 
{:irl. A 9 ). “La censura de la correspondencia, libros, etc., se hará 
en el más breve plazo posible” (art. 10). “Queda prohibido a los 
internados el uso de teléfono, así como la posesión o el uso de 
aparatos receptores o transmisores de radiotelefonía o la posesión 
de materiales aptos para la construcción de tales aparatos. No obs¬ 
tante, en cada local de internación se podrá disponer de un apara¬ 
to receptor de radiotelefonía de onda larga, cuyo funcionamiento, 
dent ni ele las lloras que se señalen, deberá ser fiscalizado por el 
director o por el funcionario que éste designe. Dichos aparatos se¬ 
rán examinados periódicamente por la Dirección General de Co¬ 
municaciones. Las recepciones tendrán que ser hechas en idioma 
español ' (art. 11). “En caso de enfermedad de cualquiera de los in¬ 
ternados, la dirección solicitará ele inmediato la presencia del mé¬ 
dico forense, sin perjuicio de requerir lies servicios de la Asistencia 
Publica o del médico más cercano, si las circunstancias lo aconse¬ 
jaran. Sensualmente se precederá a la inspección médica de los in¬ 
ternados por el médico forense que indique el Ministerio del inte¬ 
rior, al que deberá elevar informe escrito. Si se hiciera necesaria la 
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hospitalización ele algún internado, será trasladado al Hospitar Mi¬ 
litar lajo. custodia” (art. 12). “Queda terminantemente prohibida 
ln obtención de fotografías dentro de los locales de internación, con 
fines de publicidad” (art. 13). “Los internados podrán solicitar la 
JÍsist encía de ministros de los cultos que profesen, así como realizar 
oficios religiosos semanales dentro del local de internación. La vi¬ 
sita de estos ministros del culto, deberá ser autorizada por el Mi¬ 
nisterio del Interior” (art. 14). “Los internados tienen el derecho 
de hacer conocer del gobierno de la República, por intermedio de la 
dirección o de cualquiera de las instituciones autorizadas para vi¬ 
sitarlos, cualquier clase de quejas relativas al régimen de» interna¬ 
ción. lisas quejas, en caso de ser recibidas por la dirección, debe¬ 
rán ser elevadas de inmediato al Ministerio del Interior. Aún en el 
casn de ser infundadas no podrán dar mérito a modificación alguna 
del régimen de internación con respecto a quien la hubiera formu¬ 
lad ” (art. 15). “El director deberá contabilizar minuciosamente los 
gastos que demande la internación, a cuyo efecto recibirá instruc¬ 
ciones de la Contaduría del Ministerio del Interior. Dichos gastos, 
t u cnanto sean atendidos por el Estado serán oportunamente re¬ 
clamados del gobierno de Alemania” (art. 16). “Las cuestiones que 
un estén expresamente previstas en el presente decreto, serán re¬ 
sucita- por el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio del 
Interior” (art. 17). “El texto de este decreto deberá ser fijado en 
un lugar visible en el local de internación (art. 18). 

Conforme a lo previsto por el artículo l. 9 del decreto anterior, 
el Poder Ejecutivo ha dispuesto, por Resolución de la misma fecha, 
internar a los tripulantes de los barcos alemanes “Tacoma' y Graf 
Spco”, en el Cuartel de Sarandí del Yí, cgnfiándose a los Ministe¬ 
rios del Interior y Defensa Nacional el cumplimiento de la reso- 



CAPITULO II 


MEDIDAS PARA EL CONTRALOR DE LOS 
CIUDADANOS 

1. Registro 

R(') bis. Proyecto de ley por el que se exime a los ciudadanos le¬ 
gales de la instrucción militar -obligatoria mientras dure la actual 
guerra mundial. — El Poder Ejecutivo ha el. vado, con fecha 29 de ju¬ 
lio de 1943, mensa je a la Asamblea General, sometiendo a su consi¬ 
deración un proyecto de ley por el quó se exime de las obligaciones 
que impone la ley N2 9943 de instrucción militar, a los ciudadanos 
legales durante el presente conflicto bélico mundial, pero no así de 
las impuestas por la ley X2 10.171 de Defensa Pasiva. Por reputar 
de interés se transcriban a continuación las principales considera* 
ciouc rpie el Poder Ejecutivo hace en u Mensaije: "La Lev N2 8196 
(|el 2 de febrero de 1928, prescribe en su art'culo 2.° lo siguiente : 
“Cuando.se produjese ruptura de relaciones diplomáticas entre la Re¬ 
pública y otro Estado, la Eey determina: á la rituaiión de jos ciu¬ 
dadanos legales que sean nacionales de dicho Estado, sin que en nin¬ 
gún caso se Ies exija el servicio militar contra él". La situación in¬ 
ternacional actual es de una complicación extraordinaria. Nuestro 
país lia roto sus relaciones con varios Estados y la s tiene suspen¬ 
didas con muchos otros. — Algunos Estados tienen más efe mi go¬ 
bierno. Eos propios nacionales de ciertos Estados dudan con respec¬ 
to a su situación como tales. lint e los nacionales de ei.ri s Estados 
se encuentran personas de tendencia diametralmente opuestas, sien¬ 
do unos partidarios y otros contrarios a la política de su país de 
origen. 

“Por otra parte, el hecho dé que en nuestro país se implante aho¬ 
ra la Instrucción Militar Obligatoria, plantea un problema serio de 
capacidad para dictar aquella instrucción. Las disponibilidades de 
iust: uctores, de vestuario, de armas, de alojamientos y aún mismo 


de campos de instruccióh, son insuficientes para el número de ciu¬ 
dadanos natunaJes a quiénes habría que instruir de acuerdo a lo es¬ 
tablecido en la Ley N2 9943, ^ . 

“ J.ín estas condiciones-, considera el P. h. <|tie no debe daisc ins- 
micción a losyiudadanos legales, hasta tanto no sea posible impar¬ 
tirla a todos los ciudadanos naturales a quienes corresponda. 

“Pata esto propone eximir transitoriamente de la instrucción mi¬ 
litar, no sólo a los 1 nacionales de aquellos países con los cuales el 
nuestro ha roto o cuu los cuales tiene, suspendidas las relaciones, 
sino también a los de todos los países con los cuales se mantienen 
cordiales relaciones. 

“En estas condiciones 1 se contempla a la vez la situación de aque¬ 
llos ciudadanos legales, nacionales de otros Estados amigos, que 
cumplen con sus obligaciones militares a que están obligados en sus 

países de origen". # 

El texto del proyecto de ley aludido es el siguiente; Articulo 1. 
Exímese de las obligaciones establecidas tn los artículos 102, 11, 
lí. 18 y 32 de la lev N7 9943 (Ley do Instuicdún Militar Obliga¬ 
toria.) a los ciudadanos legales. Articulo 22 Esta exención cesará con 
la terminación de la (actual Guerra Mundial N2 2. Artículo 32 Con- 
iínna-c todas las otras 'obligaciones que para los ciudadanos léga¬ 
le establece la citadla ley N2 9943 y la Ley N2 10171 de Defensa 
Tusiva”. 



CAPITULO IV 


MEDIDAS PARA EL CONTRALOR DE 
LAS ORGANIZACIONES 

5. Restricciones de actividades especiales 

c. Uso de uniformes , símbolos especiales, etc . 

208 bis. Resolución de 13 de julio de 1943 que autoriza a los 
residentes franceses y amigos de Francia a izar la bandera fran¬ 
cesa el 14 de julio. — Resulta de interés — por cuanto constituye 
una aplicación especial de las disposiciones que regulan el enar- 
bolamiento de banderas en la República (§ 208 supra), insinúa la 
oportunidad de su revisión y contribuye a refirmar la solidaridad 
con un hecho histórico común al espíritu democrático de nuestro 
pueblo—, la resolución dictada per el Poder Ejecutivo: con fecha 

13 do julio de 1943, cuyo texto se inserta a continuación. 

Visto el escrito presentada por el Ministro Plenipotenciario De¬ 
legado del Comité Francés de Liberación Nacional ante él Ministerio 
de Relaciones Exte: iorse, que este ha enviado para resolución al Mi¬ 
nisterio del Interior, en el cual se solicita autorización para que los 
franceses y los amigos de Francia puedan izar la bandera francesa el 

14 de julio, fiesta nacional de Francia; Considerando que el artículo 
2. v de la Ley Orgánica de Ministerios de marzo 19 de 1935, dispone: 
decláranse incorporadas a esta ley las disposiciones vigentes de los 
decreten de 14 de marzo de 1907, 9 de marzo de 191b, 17 de enero de 1919, 
17 de marzo de 1919 y complementarios y modificativos posteriores en 
todo lo relativa a atribuciones y competencia en razón de la materia de 
los Ministerios; el decreto del Poder Ejecutivo de 26 de diciembre de 
1923, devolvió al Ministerio del Interior la competencia atribuida por 
|d ipciso 10 del artículo 10 del decreto orgánico de 1907 y por el ar¬ 
tículo 2. 9 del decreto de 9 de marzo de 1911, en cuanto- se refiere a 
fiestas nacionales y al cumplimiento de las leyes relativas 1 al .escudo, 
al himno y a la bandera nacional; para resolver la solicitud planteada. 
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tltibe examinarse si la ley número 1866 no ha sido derogada por leyes 
posteriores. Aquella ley. sancionada en un día, como reacción frente a 
hechos públicos que conmovieron a la opinión y preocuparon al Gobier¬ 
no de la época, fué una medida radical de circunstancias destinadas se¬ 
gún uno de sus redactores “a salvar el principio de la dignidad nano- 
nal que hasta cierto punto se humilla con esa ostentación de banderas 
■le todas las naciones”. Por esa ley, queda prohibido enarbolar ningu¬ 
na bandera que no sea la nacional, en ningún edificio público o par¬ 
ticular, siendo necesario a los particulares para el uso de la bandera, el 
permiso de la autoridad competente; sólo en los días de fiestas patrias, 
los particulares podrán enarbolar libremente el Pabellón Nacional; las 
legaciones y consulados extranjeros, son los únicos que pueden izar en 
Ins edificios de sus sedes sus respectivos pabellones. Esa ley, inspira¬ 
da en un propósito plausible de defensa del decoro patrio frente a los 
sucesos de una hora de nuestra historia, dejó de abrazar con el alcan¬ 
ce lógico de sus normas la realidad de la vida nacional, desde que la 
república logró su independencia frente a toda acción extranjeia y se 
integró en ejercicio de su autodeterminación ; en el orden internacional 
regido por el derecho, como miembro de la Sociedad de Naciones. La 
p.y N.° 5250 (121 bis) declaró fiesta nacional al 14 de Julio v Repre¬ 
só en el texto de su artículo 1.°, por ser aniversario de la iniciación del 
movimiento revolucionario francés que dió valor universal a la decla¬ 
ración de los derechos del hombre. La ley N.“ 6997 (121 ter), que 
afirmó la orientación de prescindencia religiosa impuesta por el ar¬ 
tículo 5.° de la Constitución de 1917, declaró al 14 de Julio día de la 
Humanidad. El decreto-ley N.° 9000 (121 cuart), incluyó al 14 de^ Ju¬ 
lio, entr.e las conmemoraciones cívicas, entendiendo sus autores. que 
la ’casi totalidad de ésos feriados son compatibles con el trabajo". Por 
resolución de mayo 3 de 1938 (121 quitó), se estableció aue en todas las 
unidades e institutos militares debe ser izado el pabellón nacional en 


(121 bis) Ley: de 12 de julio de 1915, que declara fiesta nacional el 14 de 
julio "aniversario de la iniciación del movimiento revolucionario francés que 
¡lió por resultado la proclamación de los Derechos del Hcmbre, y el 12 de oe- 
lubre, aniversario del descubrimiento de América , y suprime la fiesta de Lor- 

pus Chnsti.^ ^ de 23 de octubre de 1919, que fija las feriados nacuiniles ( 'e 

acuerdo al nuevo régimen constitucional. . . , , 

(121 cuart) Decreto-ley de 27 de abril de 1933, suprime ccmo feriado, entre 

otras fechas, el 14 de julio “Día de la Humanidad”. 

(Pl qujnt) Esta disposición suministra una nomina de ios leñados y c n^ 
.minoraciones cívicas en que, de acuerdo con las disposiciones en vigencia, asi 
como con las fechas de reciprocidad establecidas por acuerdos internan' nales! 
debe ser izado el pabellón nacional en las unidades e institutos militare-. 
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Jiis conmemoraciones cívicas entrp 1 ->c- 

que (kdaran «e,Ss nadona ! v “ “ d 14 * J uIi °- 

a los aniversarios de acontecimientos CÍVÍCaS 

ras, por considerarlas dianas t ui f„ • , de nac,ones «xtraiíje- 

pas decisivas de la locha nmntenicla'por’íoí™ ebbs"di" * J* ^ 
; obtener el estado de dereclio P , P . deI mundo para 

es para nuestra Constitución (inciso d€nl0crático ' <L ]e 

■le la nacionalidad, obli' a ” £ZZÚJ 7 °> ÍU ‘ ***> b “= 

conmemoraciones se S ti Z T"SS ? m * P ' rmi * ir 1“ «■ «as 
nación que fué ] írota alCC t JUr ^° I ^ pabelIón nac ional la bandera de la 
im]toce al espírifn M '* * 

obstáculo para dictar resol»™'™, -uf , Ia ley no es 

do, ella impone restricciones en la píte aue°ÍT' dI>etÍtorio formula - 

aI *** Ejecutivo a plantear J o í un dad T**' qUe ^ 
dex Legislativo &m¿LJkLí n c l»rttimdad su reforma ante el P 0 - 

respecto al uso de battde á de^nacio negar d P ermiso 

de estados con los Í? rÍ¡ZTS r^T^’ ^ 56 
cas, o cuando el uso público í ! i / relajones diplomátí- 

1 perturbación de] urden público Coi % )an , eras re P r «^nte un riesgo de 
194.3 (mi sent) dilrr ,que el decreto de junio 9 de 
9 ue fueran ¿Í^C Z f £*£% ¿rancia, 

se Pk). continuarán con el Comité NaÍ , r. de ma ^° de 19 « (121 
Residente de la República, resuelve■ AníuloT^OR FJ 

-con solicitada para tsar ,a bandera francesa el SlTía J„“r 

---fv-r 

de su nacionalidad el 18 de “dio V p, “ P" 1 ™” ¡a* '* bandera 
festividad nacional de su país m0t ‘ V0 íe conmemorarse la 

el * 17 <>« i-lo dictada por 

mismas consideraciones de la 6 eSte petltono ’ reitera las 

tazones de derecho tríscr t T s ^ ^ aCUCrdo COn las 
N." 6997, declara festividades u'pV ^ C ” Cuenta 9ue Ia W 
td 12 de octubre como día de la La' vT Í7 día ^ España >' 
incluyó esas dos fechas entre Hs r q C decreto " le y N.» 9000 

_ £ntre laS S onrnem oraci l one s cívicas declaran- 


(121 >ext) V. § 88, supra 

(Ul se P fc ) V * § 2 3 . 2 bis, supra. 


ilo id 12|jk* octubre día ele América, fechas e;i las cuales puede penni- 
IIrse.con carácter general que sea izada la bandera de España; Conside¬ 
rando : que el 18 de julio es la fiesta de la nacionalidad uruguaya, 
|m ir ser la conmemoración, de la jura de la primera Constitución 
Nackinal que aseguró la independencia de la república”. 

’lin virtud de tales fundamentos la resolución dispone: ”1. 9 ) No 
otorgar la autorización ¡solicitada para izar la bandera española en 
las entidades españolas y en las residencias particulares de los es¬ 
pañoles domiciliados en el Uruguay, el día 18 de Julio; 2. v ) Las Je¬ 
faturas de Policía, de acuerdo con la ley N. 9 1866 y con su decreto 
reglamentario, sólo permitirán que se us¡c la bandera de España en 
los edificios de su legación y consulados” (121 oct.). 


(121 oct) El Ministerio del Interior ha proporcionado, posteriormente a lai 
resoluciones de 13 y 17 de julio indicadas en el texto, una declaración referente a 
estos actos administrativos. De ella entresacamos el siguiente párrafo que, a 
nuestro juicio, enuncia explícitamente el criterio sustentado por el Poder Ejecu¬ 
tivo en esta materia: “La Presidencia de la República entiende que la Ley N.° 1866, 
puede considerarse, en parte, derogada tácitamente por las leyes que dieron carác¬ 
ter de fiestas nacionales, a hechos históricos de naciones extranjeras. Conforme 
al espíritu de esa legislación llega hasta admitir que en esos días junto a la 
bandera nacional que debe ocupar el lugar preferente, se alce en los edificios 
particulares la bandera extranjera de la nación cuyo hecho histórico, por nues¬ 
tras leyes ha sido declarado “conmemoración cívica”. Fuera de esas excepciones, 
las banderas extranjeras, conforme a la Ley N.° 1866, y a la norma que siguen 
los Estados independientes de todo el planeta, sólo se izarán en las legaciones y 
consulados respectivos. 

“Conforme a ese criterio sobre el derecho vigente se dictó el acto administra¬ 
tivo negando el uso de la bandera española en los edificios particulares, para fes¬ 
tejar en nuestra República, como ¡se expresó en la solicitud, el aniversario del 
movimiento revolucionario español de 1936. Esa negación del permiso pedido, ¿je 
hizo con el fundamento del criterio jurídico general, sentado en la parte expo¬ 
sitiva de la resolución dictada, que abarca sin distinción a tedas las banderas 
extranj eras”. 

Concreta además la aclaración que, por una práctica administrativa equivo¬ 
cada, se ha permitido “que las fiestas nacionales se solemnizaran con el uso libre 
de las banderas extranjeras, violando en forma flagrante una ley inspirada en 
la defensa de la dignidad nacional”. 







CAPITULO V 

medidas de contralor de la propaganda 

3. Radio 

'7 DeCreto de 29 de F^io die 1943 que aprueba el Regla- 
™Funcionamiento de Estaciones, Radioeléctricas d- Afkio 
nados habilitándolas para comunicarse exclusivamente con Esta’ 
cienes Radioeléctricas Oficiales. - En atención a las gesZefÓT 

L ;K . 1;i : P ara bablbta r el funcionamiento de estaciones transmisó' 
-s de radio-aficionados, con el fin de disponer de este medT^ 
comunicación, para unir los parajes apartados de la campaña con 

t ía f Óo OS Urban ° S ’ 7r diend0 a la *“^ dad primordTal ó: “ 
tle ,C nsecuencias del aislamiento en que se encuentran” el Po 

, Ejecutivo resolvió, por decreto de 29 de julio de 1943 levan 

pero jiniltando 1 sh ^ fl,nc, ° na . mie " to R«e Pesaba sobre las mismas, 

* ■ limitando s “ us °> exclusivamente, a la comunicación con las 

citaciones radioeletcncas oficiales. Establece el reglamento que se 
aprueba por el referido decreto: “Desde la fecha y hasta nueva re 

: « f; a d debidam j eaut0 —. 

■ de Radiocomunicaciones, de acuerdo con esta reglamentación 

fkó'Vr 7 ! mS A aladas en lu ^ ares alejados de las oficinas telegrá- 
f as LachoteJegraEcas o telefónicas y que no cuenten con otros me 
dios de trasmisión, podrán funcionar, únicamente para comunicarse’ 
con las estaciones radiotelefónicas oficiales o con aquellas que se auto- 
ícen a e ecto, utilizando, la banda de 1.7,15-2.000 kilociclos (175- 
da°ÓT ’ qUedand ° absolu tamente prohibido el uso de otra ban¬ 
deerrfe^S U a n T /T" ^ ^ ^ ^ a que 

ace referencia el articulo anterior, serán limitadas únicamente a ' 

cuestiones urgentes de carácter familiar, salud o transacción^co- 
nercia es, ca.as, sin uso de claves, entendimientos cifrados o pa- 


la lira .4* no corrientes; todas en idioma castellano (art, 37). Lns 
trasmisiones, aludidas en el artículo 37, quedan obligadas al pago 
de -ríidiutelefonogfapia en la forma que se indica por el articulo si¬ 
guiente" (art. 47 ), “Los radio telefonogramas se tasarán como si 
futren telegramas cursados por las oficinas del Telégrafo Nació- 
na), aplicándosele la misma tarifa 1 ' (art. 57), “Se aceptarán radio- 
tele fonogramas con respuesta paga 11 (art, ó, 9 ). La Dirección Ge- 
iiend de Comunicaciones (Servicio de Transmisiones) instalará ex¬ 
presamente estaciones radiotelefónicas que trasmitirán en ochenta 
itftL v ciento sesenta (160) metros preferentemente en ciento se¬ 
senta i 160) metros, para comunicarse con las estaciones de aficiona* 
d< > que se hallen en las condiciones previstas por esta Reglamen¬ 
tación* (art. 77). “Para hacer uso de las facultades cine otorga el 
articulo 27, el propietario de una estación de aficionado deberá 
i egistrar en la Oficina del Telégrafo Nacional o en la estación ia- 
dio telefónica que atienda su llamado: ia característica de la esta* 
cu>n* frecuencia exacta de trabajo dentro de la banda autorizada, 
nombres, dirección y firma del propietario; indicando también el 
nombre v dirección de la persona solvente. Banco o casa comercial, 
chinde esté ubicada la estación oficial que hará efectivo el pago del 
radMtelefonograma trasmitido por su estación” (art, 87). “Las es¬ 
taciones radiotelefónicas pertenecientes al Ejército Nacional que 
funcionen o se instalen en el interior del país utilizando las frecuen¬ 
cia- normales de trabajo, se comunicarán para el intercambio de 
radiotelefonogramas con las estaciones de aficionados autorizado* 
por esta Reglamentación de acuerdo con la nómina que se les hura 
conocer al efecto. — La Inspección General del Ejército ha a 
salcr al Servicio de Trasmisiones cuáles son las Estaciones Mili¬ 
tare* que están en condiciones ele atender dicho servicio las que se 
sujetarán a las tarifas y medidas administra ti vas antes señaladas” 
(art. 97). “Para efectuar estos comunicados, se establece el horario 
siguiente: a) de 7 a 9 horas; b) de 19 a 20 húra. Este horario pod a 
ser cambiado par la Dirección General de Comunicaciones previo 
aviso publicado y radiado durante quince día p 7 (art, 10. J. Las estacio¬ 
nes de aficionados deben mantener su frecuencia exacta, no pudiéndola 
cambiar ¿#in la autorización correspondiente de la Dirección de los 
Servicios de Radiocomunicaciones'” (art. 117). “En la auto: ización 
de la Licencia que se les expida, s e establecerá el nombre de la esta¬ 
ción radiotelefónica a la cual deben llamar para trasmitir su radio¬ 
teléfono grama. — Dicha estación sera la única autorizada para dai 
curso al mensaje” (art. 12). La Dirección General de Comunica- 


ciones (Servicio de 1 ransmisiones) no se responsabiliza por los 
errores que puedan originarse al recibir o transmitir el texto de 
un radioteleíonograma” (art. 13). “Los aficionados que se crean com¬ 
prendidos en lo que establece el articulo 2. 9 y tengan sus estaciones 
instaladas en lugares alejados de las oficinas indicadas y no cuen¬ 
ten con otros medios, deberán solicitar la Licencia de funciona¬ 
miento correspondiente dentro del plazo, de sesenta (60) días a con¬ 
tar de la publicación del presente Decreto. — Pasados los sesenta 
(60) días los gastos de traslado de los funcionerios fiscales corre¬ 
rán por cuenta del socilitante de la Licencia” (art. 14). “Las per¬ 
sonas que no tengan estación de aficionados y se encuentren en las 
condiciones previstas por el artículo anterior, pueden solicitar me¬ 
diante la presentación de los documentos de identidad y buena con¬ 
ducta, la Licencia respectiva para instalar una estación de aficiona¬ 
do, sujeta a las condiciones establecidas por esta reglamentación” 
(art. 15). “Las estaciones no incluidas en el artículo 12. 9 serán clau¬ 
suradas por la Dirección General de Comunicaciones en la forma 
que esta estime más conveniente (art. 16). “Las transgresiones a 
las disposiciones establecidas por esta Reglamentación o las que 
determinan las Leyes y Reglamentos en vigor, serán sancionadas: 
A) La primera vez con multa de veinte pesos ($ 20.00). B) La se¬ 
gunda vez con cincuenta pesos ($ 50.00) de multa y el retiro de la 
Licencia. C) Si retirada la Licencia el aficionado continúa trasmi¬ 
tiendo, se le aplicarán las penalidades que la Ley establezca” (art. 
17). El producido de las recaudaciones a que diera lugar la aplica¬ 
ción de la presente Reglamentación, será destinado al servicio de 
búsqueda de estaciones clandestinas (art. 18). “Los organismos in¬ 
dustriales del Estado o privados podrán instalar —dentro de las 
limitaciones que establece esta Reglamentación — estaciones tras- 
inisoras para ser empleadas únicamente en caso de que peligre su 
seguridad para solicitar auxilio. A este efecto utilizarán las frecuen¬ 
cias que les asigne el Servicio de Transmisiones L? División Radio 
comunicaciones la que deberá ser igual a las que tengan asigna¬ 
das las Jefaturas de Policías de la Capital o interior según corres¬ 
ponda” (art. 19). 

240 bis. Ley N. 9 9638 de 30 de diciembre de 1936 y la prohibi¬ 
ción de radiodifundir por intermedio del S. O. D. R. E„ propa¬ 
ganda política o religiosa sin autorización del Poder Ejecutivo. — 

i^a ley N. 9638 de 30 de diciembre de 1936, sobre reorganización 
del Servicio Oficial de Difusión Radioeléctrica, dispone que “los 


* 

programas cuyo desarrollo involucre propaganda política u reli¬ 
giosa no podrán perifonearse sin autorización del Poder Ejecuti¬ 
vo” (art. 4. 9 , inc. tercero); y que “los servicios del S. O, I). R. K. 
no podrán ser arrendados o pedidos para la realización y trans¬ 
misión de actos de propaganda política sin expresa autorización 
del Poder ‘Ejecutivo. En iniingún caso, ,se permitirá que por su 
inte: medio se realice la difusión de ideas que tienda a destruir las 
baises fundamentales de la sociedad y d régimen! democrático re¬ 
publicano de gobierno, Secciones I y II y art.culo 72 de la Cons¬ 
titución” (art. 5. 9 ). 

El decreto de 15 de junio de 1943, reglamenta en la siguiente 
forma las prescripciones de esta ley: “Las autoridades directivas 
del Sod:e, condicionarán toda autorización para hacer uso de las 
ondas del Instituto, a la previa presentación de los originales a ser 
í’radiados en transmisiones que, por su calidad ti oportunidad; 
pueden dar lugar a apreciaciones de carácter político que exijan 
llenar previamente el requisito establecido en el articulo 5. 9 de la 
ley 9.638” (artículo l. 9 ). “Dichos originales no serán devueltos sin 
(pie quede archivada copia fiel de los mismos” (artículo 2. 9 ). 




CAPITULO VI 


MEDIDAS DE SALVAGUARDIA DE LA INFORMACION FUN¬ 
DAMENTAL. CONTRALOR DE LAS COMUNICACIONES 

3. Telecomunicaciones 
a. Teléfono 

266 bis. El decreto de 12 de febrero de 1943 y el contralor de 
los teléfonos internos existentes en las reparticiones públicas. — 

J%r razones de seguridad nacional el Poder Ejecutivo ha estimado 
de interés- ejercer el contralor, por los órganos públicos pertinentes, 
de los servicios telefónicos privados e internos que existan o puedan 
existir en las oficinas públicas. El decreto pertinente dice asi: “Aten¬ 
to a que por razones de seguridad nacional es urgente someter 
al contralor directo del Estado o de las Oficinas técnicas vincu¬ 
ladas al mismo, la instalación, vigilancia y conservación de los 
servicios telefónicos privados e internos que actualmente funcio¬ 
nan o pudieran funcionar en las Oficinas de la Administración 
Pública. En uso de sus facultades extraordinarias, el Presidente 
de la República, Decreta : Artículo lo Declárase que la vigilan¬ 
cia y conservación de todos los servicios telefónicos privados e in¬ 
ternos de las Oficinas de la Administración Pública quedarán a 
cargo exclusivo de la Administración General de las Usinas Eléc¬ 
tricas y los Teléfonos del Estado. Artículo 22 Asimismo se esta¬ 
blece que toda nueva instalación destinada a dichos servicios sólo 
podrá ser realizada directamente por las Oficinas técnicas de dicha 
Administración" (Decreto de 12 de febrero de 1943). 

Posteriormente se aclaró el alcance del decreto p' ecedente, ma¬ 
nifestándose que el contralor dispuesto no implicaba la modificación 
de la situación contractual existente entre las compañías que efec¬ 
tuaren el servicio y las reparticiones públicas usuarias del mismo. 

d. Otros medios de comunicación 

272 bis. Proyecto de ampliación del decreto-ley de 19 de no¬ 
viembre de 1942, a objeto de reprimir la transmisión o publicación de 
noticiáis sobre movimiento de buques. Con Mensaje de 16 de junio 
de 1943, el Poder Ejecutivo ha elevado a consideración de las Cá¬ 
maras Legislativas el siguiente proyecto de ley: “Modifícase el in- 
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viso 52 de la letra M) del artículo 62 del Decreto-ley N.o 10.279 en 
U siguiente forma: El que desde aguas jurisdiccionales o el terri- 
"t o i i o de la nación transmita por cualquier medio señales o noticias 
tendientes a anunciar la salida o pasaje de un buque o aeronave 
mercante,p militar, o por esos medios tienda a la varadura o naib 
fiagio de un buque, o al desastre de un aeromóvil, será castigado 
con diez meses de prisión a cinco años de penitenciaría. Si del he¬ 
dió resulta daño para la aeronave o buque o la lesión o muerte de 
una o más personas, la pena será de tres a quince años de peniten¬ 
ciada” (artículo 12’). 

“Incorpórase al mencionado Decreto-ley letra M dd artículo 
como inciso 62 de dicha letra, la siguiente disposición: “La 
forma culposa del delito previsto en el inciso anterior se castigará 
con pena de tres a quince meses de prisión. Cuando el delito, en 
su Iorina dolosa o culposa, se cometa por medio de la prensa u 
oirá publicación periódica, será responsable el redactor responsable 
de la misma” (artículo 2 V ). 

Ln el Mensaje respectivo expresa el Poder Ejecutivo, que con¬ 
sidera “altamente peligrosa la difusión de noticias relacionadas con 
d t ral ico man tuno, susceptibles de poner en gravísimo riesgo cuan¬ 
tiosos intereses y aún las vidas de las tripulaciones. 

En esas consideraciones se inspiró el decreto de 20 de diciem¬ 
bre de 1941, que prohíbe la emisión o transmisión de noticias por 
medio de estaciones de radio, telégrafo o cualquier otra vía o for¬ 
ma, sobre movimientos de barcos de guerra o mercantes que, a jui¬ 
cio de las autoridades correspondiente?, puedan perjudicar a los Es¬ 
tados americanos mencionados en los decretos de 8 y 18 de diciem¬ 
bre del mismo año. * 

Este decreto no prevenga la sanción a aplicarse a los infracto- 
i<s, la que, poi ot. a parte, dada la escasa entidad, de las que puc- 
dt.n sei impides.as en la vía administrativa, no constituiría nunca 
un obstáculo para los órganos de publicidad que prefieren satisfa¬ 
cer el uiterés comercial o informativo de sus oyentes o lectores, en 
lugar de ajustarse a aquella limitación, impuesta por superiores exi¬ 
gencias de nuestra defensa y la de nuestros vecinos del Continente. 

“La verdad es que el mencionado decreto no ha dado resultados 
]) aeticos al punto de que diversos órganos de publicidad, no obs¬ 
tante las gestiones directas del Poder Ejecutivo y las que se han 
realizado por intermedio del Círculo de la Prensa, han ofrecido in¬ 
formaciones relacionadas con la entrada y salida de barcos, aún de 
guerra, y algunos periódicos mantienen una sección especial en la 
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mentación dan normas de procedimiento en materia de infraecio- 
nes, y el 8. concede ¡al infractor recurso de sanción para ante 
la Dirección Departamental y Dirección General de la Defensa Pa¬ 
siva. 

c. Lincas ferroviarias y otros sistemas de transporte 


311 bis. La Resolución de 18 de marzo de 1943 y la revocación 
de las autorizaciones otorgadas para sobrevolar territorio nacional 
a empresas comerciales de aeronavegación extraterritorial _ 4 . rc - 

™ <ie la Dir ^_ión de Aeronáutica Civil el Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Defensa Nacional revocó las antoriza- 
aunes otorgadas a las empresas aeronáuticas internacionales “Air' 
! ra "y‘ ; P eusc hte Lufthansa’'. “Line Aéree Trascontinentali Ita- 
taiu (Latí), “Pan ¡American Grace Airways” (.Panagra), para so- 
lu-evolar y aterrizar en nuestro territorio. Establece la resolución 
de 18 de marzo de 1943: “Considerando 1.’ que las compañías alu- 
oídas debido, una, al actual conflicto europeo, han suspendido sus 
actividades de vuelo y, otras, como la Pan American Airways Sys¬ 
tem Jnc. (P. A. A.) no aterrizan en nuestro país. — 2c _ que es- 

evidente, por las causales expuestas, la situación anómala en que se 
mu.ian las mencionadas empresas comerciales de aeronavegación. — 
>. (pie la expresada Dirección de Aeronáutica Civil estima que 
a las compañías “Sindicato Cóndor’’ —brasileña— y “Pan Ameri¬ 
can Airways System” ínc. (T. A. A.) —norteamericana- que aún 
usufructúan de dichas autorizaciones, ya que son las tínicas que 
sobrevuelan territorio uruguayo sin aterrizar en el mismo, debería- 
ntorgárseles un plazo prudencial para que dentro del mismo, regu¬ 
laricen ante esa Aeronáutica, su situación ajustando sus procederes 
a lo estatuido por las reglamentaciones rugentes. — Atento a lo 
informado por la Dirección General de Aeronáutica Militar (tjs. 2 
vta-) y la Dirección General de Correos (fjs. 3 vta., 5 vta.) y, te¬ 
niendo en cuenta que la situación planteada es anormal, en razón 
de que no es posible que las compañías aludidas continúen funcio¬ 
nando al margen de las reglamentaciones o se mantengan autori¬ 
zaciones virtualmente caducas. — El Presidente de la República, Re. 
suelve: l. 1 ' — Declarar revocadas las autorizaciones otorgadas, pa¬ 
ra sobrevolar ter ritorio uruguayo y aterrizar en él a las siguientes 

empresas comerciales cíe aeronavegación: “Air Frailee” _france- 

SlL— ’ Den clite Lufthansa —alemana—, “Line Aéree Trascontinen- 
lali liaban i” (L. A. T. 1.) —italiana— y “Pan American Grace Air- 
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Wiiys" (Panagra) -^norteamericana—. 2, v — Conceder un plazo de 
tres meses, a contar de la fecha, a las compañías “Sindicato Cóndor” 
-^brasileña— y “Pan American Airways System” Inc. (P. A. A,) 
—-norteamericana—, para que regularicen ante la Dirección de Ae¬ 
ronáutica 0ivi 1 , su situación, ajustando sus procederes a lo estatui¬ 
do por las reglamentaciones vigentes” (152 bis). 

f. facilidades de puerto y naves 

317 bis. Resolución de 8 día abril de 1943, desestimando la gdss 

(152 bis) K1 Poder Kjecutivo no obstante lo dispuesto por este decreto do 
1H marzo di- 1943 itorgó una nueva prórroga del plazot para ponerse en condicio¬ 
nes a la “Pan American Airways System” por dos meses más, por resolución do 
17 de junio. 

Por resolución de 3 de junio de 1943 el Poder Ejecutivo autorizó a la ex- 
Compañía Condor y actual compañía “Serviqos Aéreos Cruzeiro Do Sul Ltda” a 
sobrevolar y aterrizar en territorio nacional. El texto de la resolución es el se 
Uniente: Ministerio de Defensa Nacional . — Montevideo, junio 3 de 1943. — 
Visto que la Compañía “C. E. V. I.” (Changos et Voyages Internationaux), 
Representante en el Uruguay de la Compañía de Aeronavegación de nacionalidad 
brasileña “Servicios Aéreos Cóndor Ltda.“, ¡solicita autorización para sobrevo¬ 
lar territorio nacional al realizar sus vuelos regulares entre Río de Janeiro y 
Iturnos Aires, como asimismo, se le permita aterrizar en los aeródromos de la 
misma ruta en caso de emergencia. — Considerando l.° — que el representante 
de la Compañía peticionante declaró que dicha empresa conoce todas las dispo¬ 
siciones legales y reglamentarias en vigencia, relacionadas con la aeronavegación 
de nuestro territorio y que reconoce la plena soberanía del Estado uruguayo, 
sóbre el espacio que cubre su territorio (fs. 8 vta.). — 2.° — que el Ministerio 
de Relaciones Exteriores al pronunciarse al respecto (fs. 7), manifiesta que no 
ve inconveniente en que se acceda a lo solicitado, en razón de que la autoriza¬ 
ción que se recaba estaría sujeta a las disposiciones legales y reglamentarias de 
carácter internacional, no contrariando, tampoco, en el aspecto internacional las 
normas trazadas a este respecto por la Nación, — Atento a los informes favora¬ 
bles producidos por la Dirección General de Aeronáutica Militar (fs. 4 y 5) y 
por la Dirección de Aeronáutica Civil (fs. 3 y vta.) ; y, teniendo en cuenta que 
la Compañía “C. E. V. I.” le ha comunicado, con fecha 19 de abril ppdo., a la 
Dirección de Aeronáutica Civil, que la empresa que representa ha cambiado jai 
designación social por la de “Servicios Aéreos Cruzeiro Do Sul Etda.’h — Hl 
R residente de la República, Resuelve: l.° — Autorizar a la Compañía ‘‘C.K.V.l." 
(Changcs et Voyages Internationaux), Representante en el Uruguay de la Com¬ 
pañía de Aeronavegación de nacionalidad brasileña “Servidos Aéreos Cruzeiro 
Do Sul Ltda.’\ a sobrevolar territorio nacional al realizar sus vuelos regulares 
entre Río de Janeiro y Buenos Aires, autorizándosele, a la vez, a aterrizar en 
Jos aeródromos de la misma ruta en caso de emergencia. — 2, (l — Dicha auto¬ 
rización tendrá carácter precario y revocable en cualquier momento y en caso 
de hacerse efectiva la revocación, cualquiera que sean las cansas, no dará lugar 
a reclamo ni a indemnización alguna, p ir parte del Estado uruguayo". 
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tión iniciada por prácticos del Puerto de Montevideo afectados por 
el Decreto de 12 de diciembre dei 1940. — Resulta interesante a tí¬ 
tulo informativo indicar que, por resolución de 8 de abril de 1943, 
el Poder Ejecutivo no ha hecho lugar a la solicitud de varios pi ac- 
ticos del Puerto de Montevideo inhibidos de embarcar en buques 
pertenecientes a naciones beligerantes mientras dure el actual con 
flicto bélico, en virtud de lo dispuesto por el decreto de 12 de di¬ 
ciembre de 1940. Mencionan los fundamentos de la Resolución es 
penalmente que - 4L 1, ? ) las razones de previsión ante la enemistan*. 
evas originadas por el conflicto actual que dieron motivo al de 
creto citado, persisten en toda su entidad, agravados en la actuali¬ 
dad por la posición, de beligerancia adoptada por algunas naciones 
de América latina J 2.*) que el hecho de que los firmantes de la solici¬ 
tud que encabeza estos obrados, se hayan identificado totalmente 
con nuestro país, a tal punto que sea ésta su patria de adopción, y 
que hayan profesado la más ferviente adhesión a los principios 
democráticos, no obliga a los agentes, armadores y capitanes de 
buques pertenecientes a naciones en guerra, con la nación de ori¬ 
gen de aquellos, a utilizar sus servicios de prácticos con absoluta 
confianza; 3/J que teniendo en cuenta el desarrollo de los aconte¬ 
cimientos bélicos, y la posición adoptada por nuestro país, en lo 
que a política internacional se refiere, corresponde mantener en 
vigor todas aquellas medidas de previsión tendientes a asegurar 
dentro del territorio de la República los compromisos contraídos". 


i 

' CAPITULO IX 

MEDIDAS FINANCIERAS Y ECONOMICAS 

3. Otras medidas 

i 

360 bis. Las licitaciones públicas y el Decreto da 7 de julio de 
1943 del Poder Ejecutivo condicionando la adjudicación a la conduiota 
interna e internacional de las empresas. — En el Cunsejo de Minis¬ 
tros se trató en las primeras sesiones de julio de 1943 un proyecto 
presentado por el ministro del Interior tendiente a imponer un sis¬ 
tema para la adjudicación de licitaciones públicas atendiendo a la 
conducta de las empresas, tanto en lo interno como en lo externo, 
a fin de mantener la orientación de la política del país de acuerdo 
con los principios sustentados por la Tercera Reunión de Consulta 
de los Ministros de Relaciones Exteriores de Río de Janeiro (1942) 
(170 bis). 

El texto del referido decreto, que fue aprobado por el Consejo 
del Ministros con fecha 7 de julio de 1943, es el siguiente: 

“Mientras duren las actuales circunstancias creadas por la gue¬ 
rra, en todas las licitaciones que realice el Estado por intermedio 
ded Poder Ejecutivo o de sus dependencias administrativas, los ór* 
ganos competentes apreciarán la conveniencia de las propuestas pre¬ 
sentadas por empresas* de acuerdo con las siguientes normas: 

1/ Será elemento decisivo en favor del interés público* la ga¬ 
rantía que ofrezcan las empresas de cumplir las obligaciones pac¬ 
tadas y de actuar en todo con fidelidad para el Estado y con lealtad 
para su régimen, democrático y su política internacional. 2, Esa 
garantía se juzgará: a) A través de la nacionalidad de la empresa, 
h) Según sus vinculaciones económicas internacionales* c) De acuer¬ 
do con sus intercambios comerciales y financieros* d) En armonía 
con la conducta seguida por la empresa en el exterior y en el país, 
e) En razón de la naturaleza del contrato y del objeto de sus obli¬ 
gaciones* Esa apreciación se realizará de conformidad con las de¬ 
cisiones adoptadas por el Estado para la defensa de la seguridad 
exterior 1 ' (art. 12). “Comuniqúese este decreto a los Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados, Gobiernos Departamentales, etc., a fki de 
que lo tengan presente al redactar los pliegos de condiciones {art* 2. ), 

(170 bis) V., especialmente, la resolución V de la Tercera Reunión de Con¬ 
sulta, ‘‘Ruptura de relaciones comerciales y financieras”, Nota 167, isupra. 




CAPITULO X 


MEDIDAS DE CONTRALOR DE LA POSESION Y ENAJENA¬ 
CION DE ARMAMENTOS, EXPLOSIVOS Y MUNICIONES 

374 bis. Decreto ley de 27 de febrero de 1943 sobre fabricación 
ex'duisiiva por el Estado, de agresivos químicos y gases de comba¬ 
te, etc. — Por Decreto-ley de 27 de febre:o de 1943 *s-e dis¬ 
pone: "Decláranse de fabricación exclusiva por el Estado, 
salvo las excepciones que se establecen en el presente decre¬ 
to-ley, los agresivos químicos y gases de combate pertenecien¬ 
tes a cualquier tipo" (artículo 12). "Facultase al Poder Ejecutivo 
para declarar de fabricación exclusiva por el Estado, los explosivos 
detonantes, rompedores y progresivos o pólvoras" (art. 22). "Has-* 
ta tanto el Poder Ejecutivo no haga uso de la facultad que le con¬ 
fiere el artículo 22 de este decreto-ley podrá conceder permiso de 
fabricación de explosivos a las personas o instituciones que él 
considere oportuno; permiso que se concederá estableciendo su 
carácter precario. Las personas o instituciones autorizadas debe¬ 
rán ajustarse en cada caso, al régimen especial que aquél determi¬ 
nará, siendo condición imprescindible para la concesión de permi¬ 
sos de fabricación de explosivos de los tipos detonantes y rompe¬ 
dores, que la fábrica esté dirigida técnicamente por un químico in¬ 
dustrial con títido expedido o revalidado por la Universidad de la 
República" (art. 32). "La preparación de nitro-derivados orgáni¬ 
cos susceptibles de descomposición brusca, con efectos mecánicos 
apreciables, será autorizada por el Poder Ejecutivo en las fábricas 
de celuloide, colodión, seda artificial, clorato de potasio, aluminio en 
polvo y demás productos en cuya composición intervengan aquéllos. 
Esta autorización será siemp: e de carácter precario, y : subordina¬ 
da a la obligación de emplear dichas substancias en la elaboración 
de los correspondientes productos" (art. 42). "El Poder Ejecutivo 
permitirá la fabricación de agresivos quimicos en laboratorios, con 
fines científicos, como asimismo su fabricación en calidad de pro¬ 
ductos intermediarios de otros innocuos. Para fines didácticos y 


siempre (pie se realicen los ensayos en establecimientos de enseñan¬ 
za públicos, la fabricación expe: ¡mental de agresivos químicos se 
realizará -sin requerir autorización" (art. 52). "Salvo los casos 
determinados en forma expresa en el art i cid o p ecedente, la fabri¬ 
cación de agresivos químicos y gases de combate será de compe¬ 
tencia exclusiva del Servicio de Material y Armamento del Ejército 
y del Arsenal de Marina" (a:t. 62). "El Poder Ejecutivo tomará 
las medidas pertinentes respecto a las condiciones de seguridad que 
deberán adoptarse en todas las fábricas de explosivos o estableci¬ 
mientos considerados peligrosos, como asimismo respecto a la con¬ 
servación, empleo, venta y transporte de materias explosivas y ven¬ 
ta de armas de fuego y municiones" (Art. 72). "Todo transporte 
de materias explosivas en el territo.io de la República, será acom¬ 
pañado de una guía, con valor impreso, expedida por el organis¬ 
mo que el Poder Ejecutivo determinará al reglamentar el p: esen* 
te decreto-ley, con arreglo a la siguiente escala : basta 50 kilogra¬ 
mos neto $ 0.50; de más de 50 hasta 125 kilogramos neto $ LOO; 
de más de 125 hasta 1.000 kilogramos neto, $ 1.50; y por mayo:* 
cantidad $ 2.00" (art. 82). "Las Intendencias Municipales de los 
.Departamentos de la República, están obligadas a facilitar al Po¬ 
der Ejecutivo o a los organismos dependientes de aquél los infor¬ 
mes y colaboración que les sean requeridos para el cumplimiento 
<lr este decreto-ley" (art, 92). "Será condición indispensable para la 
concesión de autorizaciones para instalaciones de fábricas o depó¬ 
sitos de explosivos, para la fabricación de agresivos químicos en las 
condiciones determinadas en el artículo 52 del presente decreto* 
ley, como también para trabajar con explosivos, la presentación de 
mi certificado de conducta expedido por'la autoridad policial supe* 
rior del Departamento de residencia del interesado o demás coir 
(liciones y garantías de seguridad que establezca el Poder Ejccn- 
bvo" 1 (art. 10). “A los efectos del atesoramiento que, en maferia de 
explosivos se juzgare necesario, podrá el Poder Ejecutivo disponer 
la creación de comisiones* honorarias, integradas por fundoDarkis 
que designen los Ministerios en razón de sus cargos administrati¬ 
vos" (art. 11). "Las operaciones aduaneras de importación, expor¬ 
tación y tránsito que se íealicen en los renglones de explosivos, ar¬ 
mas de fuego y municiones para las mismas, deberán ser previ ri¬ 
men te autorizadas por el Ministerio de Defensa Nacional (art» 
12 ). “El Poder Ejecutivo determinará el sistema y el tipo de las ar¬ 
mas y municiones de uso exclusivo del Ejército, la Marina y la 
Policía, prohibiendo, en consecuencia, su importación, venta, ad- 
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quisicíon y tenencia por particulares o por instituciones oficiales o 
privadas" (art. 13). "Prohíbese la importación, fabricación, venta y 
adquisición de munición incendiaria, explosiva o perteneciente al ti¬ 
po dum-dum (proyectil con envoltura metálica, sin punta y nú¬ 
cleo de plomo hueco o deformable), cualquiera sea su calibre 1 ’ 
(art. 14). "Toda arma o munición cuya tenencia se hallare prohi¬ 
bida, que fuere hallada en poder de particulares, será decomisada 
sin perjuicio de las sanciones de orden penal y administrativo que 
corresponda, siempre que la posesión de las mismas hubiera sido 
prohibida, asimismo, por disposiciones anteriores. En el caso de que 
su prohibición fue: e de reciente data como consecuencia única de lo 
establecido en los artículos 13 y 14 de este decreto-ley, se proce¬ 
derá en la forma que disponen los artículos 31 de la Constitución 
de la República y 492 del Código Civil; para lo cual se estará al 
plazo establecido en el artículo 20. Una vez vencido el mismo se 
procederá en la forma que determina el apartado primero de este 
artículo’ (art. lo). Las armas y municiones no comprendidas den¬ 
tro de las prohibiciones establecidas en los artículos 13 y 14, serán 
consideradas de libre comercio. La posesión de las mismas — con 
excepción de las de tiro al blanco deportivo y las escopetas de caza 
de todo calibre para cartuchos de perdigón—, queda subordinada a 
la tenencia de una Guía de posesión de arma” (art. 16). "La Guía 
fie posesión de arma que establece el artículo anterior, tendrá un 
valor impreso de $ 0.50 y será expedida por el organismo que deter¬ 
mine el Poder Ejecutivo al reglamentar el presente decreto-ley” 
(art. 17). "Toda arma que carezca de Guía, encontrada en poder de 
particulares, será retenida hasta que el interesado cumpla con los 
requisitos que establece el artículo 17, y sin perjuicio de la san¬ 
ción a que diere lugar el hecho” (art. 18). "El producido por con¬ 
cepto de expedición de Guías, establecido en los artículos 87 y 17 
de este decreto-ley, se destinará a los proventos p'opios del Servi¬ 
cio de Material y Armamento del Ejército” (art. 19). "Establécese 
mi plazo que no podrá exceder de un año a partir de la vigencia de 
Iri reglamentación del presente decreto-ley para que los estableci¬ 
mientos considerados peligrosos se coloquen dentro de las condi¬ 
ciones que establecerá la misma en cumplimiento de lo que deter¬ 
mina el artículo 72 y para que los actuales poseedores de armas, 
cnniplan c-cn el requisito establecido en el artículo 17” (art. 20). 
”l¿is contravenciones a lo establecido en este decreto-ley, como 
asimismo las infracciones a las disposiciones reglamentarias del 
mismo, serán sancionadas administrativamente con multas de 


$ 10.00 a $ 100.00 sin perjuicio de las sanciones penales del caso 
cuando, el hecho comportare la comisión de un de'ito” (Art. 21). 
"El importe de las multas que se aplicaren, ingresará a los pro¬ 
ventos propios del Servicio de Material y Armamento del Ejército; 
pero su percepción estará subordinada al registro en libretas talo¬ 
narias intervenidas por la Contaduría General de la Nación” (art. 
22). "El Poder Ejecutivo reglamentará el presente decreto-ley” 
(art. 23). 5 

374. ter. Reglamento para el desembarco de explosivos e infla¬ 
mables en iel puerto de Montevideo, de 15 d>? junio die> 1938. — Por 

Resolución del 15 de junio de 1938, el Poder Ejecutivo aprobó la 
reglamentación de las operaciones con explosivos e inflamables que 
se realicen en el puerto de Montevideo, cuyas partes fundamentales 
se indican a continuación: 

a) Operaciones por los buques de ultramar que escalen en el puer¬ 
to de Montevideo. ”La carga, descarga y tránsito de toda sustancia ex¬ 
plosiva o inflamable, en el puerto de Montevideo, estarán sujetas a las 
disposiciones establecidas en el presente Reglamento” (art. 17). "Las 
materias peligrosas se dividirán en categorías, de acuerdo con las zonal 
en que deben, efectuarse las operaciones de carga y descarga” (art. 27). 
“Será considerada peligrosa, además de las especificadas en las catego¬ 
rías A), B), C) y D) comprendidas dentro de la presente reglamenta¬ 
ción, toda mercadería cuya conducción abordo, en razón de sus propie¬ 
dades, implique un riesgo, como por ejemplo, los explosivos, las de na¬ 
turaleza inflamable, las que son susceptibles de combustión espontánea, 
por si mismas o por estar en contacto coa» otras sustancias estibadas 
cerca de ellas, las que por su exposición al aire o humedad son suscep¬ 
tibles de explotar, los gases venenosos o asfixiantes y todo artículo cuya 
exposición a las temperaturas comunes de a bordo puedan producir tina 
alta presión dando así riesgo de explosión o inflamación” (aro 37). 
“El embarque y desembarque de las materias peligrosas, estará bajo la 
vigilancia de la autoridad marítima, la que tendrá facultad para conce¬ 
der los permisos pertinentes, haciendo cumplir todas las disposiciones 
del caso” (art. 47). 

Acto seguido la reglamentación especifica detenidamente las sus¬ 
tancias que pertenecen a las respectivas categorías: a la A) los explo¬ 
sivos, derivados nitrados, explosivos líquidos y pólvoras; a las catego¬ 
rías B) y C) los productos similares que se indican; y a la 19) los pro¬ 
ductos similares, materiales oxidantes, sólidos inflamables, líquidos co¬ 
rrosivos y gases comprimidos inflamables (art. 57). 

“La Prefectura General de puertos determinará, en casos de nia*e- 
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rias peligrosas, no incluidas en el presente reglamento, la zona en que 
deberá operarse, y categorías en que deberán insertarse en forma estable, 
sometiendo periódicamente su inclusión a la aprobación del Poder Eje¬ 
cutivo” (art. 6.-). 

; Zonas de operaciones . ”Rada. En esta zona efectuarán operaciones 
todos los buques que conduzcan materias comprendidas en la categoría 
A). Será facultativo de la Prefectura General de Puertos en los casos 
de fuerza mayor justificada y siempre que no constituya peligro para 
el puerto, conceder autorización! para la descarga de pequeñas partidas 
de mercaderías de esta categoría en el antepuerto” (art. 7c). 

a Antepuerto. En esta zona podrán efectuar operaciones: a) Un nú¬ 
mero no mavor de dos buques a la vez, con cargamentos completos de 
substancias comprendidas en la categoría B), los cuales deberán traba¬ 
jar en forma continuada noche y feriados inclusive) ; b ) cualquier nú¬ 
mero de buques con mercaderías comprendidas en la categoría D), 
cuando el peso de éstas exceda a treinta toneladas” (art. 8. 9 ). 

Jhírscna. En esta zona podrán, efectuar operaciones los bu¬ 
ques que conduzcan sustancias especificadas en, la categoría D), 
cuyo peso no exceda de treinta toneladas, ‘ así como aquellos 
portadores de sustancias comprendidas /en la categoría C) sin limi¬ 
tación de cantidad. Podrán también'operar en esta zana: a) Tránsito. Los 
buques que conduzcan en tránsito una cantidad de substancias de la ca¬ 
tegoría D) que, sumada a la destinada a este puerto, de la misma ca¬ 
tenaria no exceda a 50 toneladas . — b) Tránsito. “Los buques de ultra¬ 
mar que traigan substancias de la categoría D) en tránsito, con doble 
envase o en tambores de hierro con, cierre estanco y en bodegas espe¬ 
ciales debajo de la linea de flotación, podrán atracar a muro, siempre 
que no sean abiertas dichas bodegas en este puerto quedando absoluta¬ 
mente excluida de dichas materias las consideradas explosivas,sean de 
la clase que fueren” (art. 9. v ). “Los buques de ultramar que se abastez¬ 
can de materias fuel-oil, gas-oil o diessel-oil para el consumo, operaián 
en dársenas o antepuerto”, (art. 10). “Los buques qu,e vengan provis¬ 
tos de Santa Bárbara o lugares especiales, construidos en forma de 
completa seguridad, a juicio de la autoridad marítima y conduzcan ex¬ 
plosivos en tránsito, podrán entrar al Antepuerto y operar en la carga 
y descarga de mercaderías generales, en el paraje que le indique aquella 
autoridad”, (art. 11). 

Obligaciones de ios buques. <£ Los buques que conduzcan explosivos 
o inflamables, deberán izar y mantener en paraje bien visible la letra 
B del Código Internacional, durante el día y urna luz roja durante la 
noche, los que sólo se arriarán cuando no tengan las mencionadas ma¬ 


terias a bordo” (art. 12). “Es obligación de los buques: a) Descargar 
en primer término o cargar como última operación, según los casos, las 
substancias a que se refiere el numeral II del Capítulo I. b) Transportar 
la substancias mencionadas en el presente reglamento, ya sean para ser 
descargadas y jo cargadas o en tránsito, envasadas y estibadas de acuer¬ 
dó con las Reglas Internacionales que rigen la materia, c) Los buques 
aue operen en el antepuerto, con substancias incluidas en la categoría 
B), quedarán -obligados a tomar las siguientes precauciones: Tener a su 
bordo las dos terceras partes de su tripulación, un Práctico del Puerto, 
las máquinas listas para funcionar de inmediato y el Personal de vigi¬ 
lancia que designe la Prefectura General /le Puertos, debiendo r.allr a 
la Rada inmediatamente en caso de producirse incendio a bordo. Ga re¬ 
muneración de los servicios de vigilancia y practicaje será por cuenta de 
la Agencia que lo solicite, d) Los buques que operan en el antepuerto, 
con sustancias de las categorías C) y D), deberán observar las mismas 
precauciones que las indicadas en el inciso anterior., salvo las de tener a 
bordo Prácticos del Puerto (175 bis), e) Los buques que operen en 
dársei Us e::i carga vjo descarga, con cargamento completo de sustancias 
ele la categoría C) o con mercaderías en tránsito de la categoría D) 
quedan obligados a observar las obligaciones especificadas en el inciso 
anterior’’ (art. 13) (175 Iris). 

Obligaciones de los agentes. “Sen obligaciones de los agentes: a) 
solicitar de la Prefectura General de Puertos, previamente a toda llegada 
de buques con cargamento de explosivos, inflamables u otra carga peli¬ 
grosa. que se menciona en el presente reglamento, la autorización nece¬ 
saria para efectuar las operaciones, expresando la cantidad de Imites, 
peso global y denominación industrial o comercial o denominación quí¬ 
mica, a fid de que dicha Autoridad indique 4a zona en que deberá operar, 
b) Dar cuenta de inmediato a la Prefectura General de Puertos, cuan¬ 
do al iniciarse las operaciones se constate que los envases no se encuen¬ 
tran perfectas condiciones, a fin de que esa Autoridad resuelva in¬ 
dicando sitio y forma en que deberán continuarse las operaciones, cu 
razón de las circunstancias (art. 15) . 

Responsabilidades. “1) Mullas. Los buques que infrinjan las dis¬ 
posiciones del presente Reglamento, serán penados con multas que os¬ 
cilarán entre $ 20.00 y $ 100.00, las que serán aplicadas de acuerdo con 
la gravedad de la infracción y teniendo en cuenta los casos de reinci¬ 
dencia, corriendo de cargo de los mismos los gastos que se originen por 
cualquier movimiento de buques que hubiere necesidad o se dispusiere 


í 175 bis) Modificación introducida por la Resolución de 5 de agosto de 1938. 
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hacer. — 2) Accidentes . En caso de accidentes, las consecuencias de 
fuerza mayor o caso fortuito correrán siempre a cargo del buque con¬ 
ductor de substancias peligrosas bastando la inobservancia, aunque sea 
involuntaria de cualquiera de las disposiciones del presente Reglamento 
para que quede inhabilitado el buque infractor para continuar sus opera¬ 
ciones. — 3) Responsabilidad. Los buques que infrinjan! las disposicio¬ 
nes del presente Reglamento, serán responsables de los daños que oca¬ 
sionen en casos de accidentes. Cuando los accidentes sean debidos a otras 
cansas, la responsabilidad sera determinada de acuerdo con las leves y 
reglamentaciones en, vigencia” (art. 16). 

b) Operaciones por los buques de cabotaje y tráfico. — “Se esta¬ 
blece de una manera general que no podrán transportarse ex¬ 
plosivos de ninguna clase en buques que conduzcan pasajeros, salvo el 
caso de que se hallen provistos de dispositivos especiales para condu¬ 
cir dichas cargas, a juicio de la Autoridad Marítima previa inspec¬ 
ción de la misma” (art. 17). “En caso de transportarse las merca¬ 
derías a que hace referencia el artículo anterior, en buques comunes 
de carga, deberán- seguirse a los efectos de la estiba, carga y descarga, 
las prescripciones que se determinan en este reglamento” (art. 18). 
“Los buques de Cabotaje y Tráfico y toda embarcación que conduz¬ 
ca explosivos o inflamables, deberán dar cumplimiento a lo dispues¬ 
to en el artículo 12 del presente Reglamento” (art. 19). “Rigen para 
el presente Reglamento todas las disposiciones contenidas en el “Re¬ 
glamento de Explosivos y Armas”, en lo que se refiere a importación, 
exportación, reembarque y tránsito de explosivos” (art. 20). “El des¬ 
embarque y embarque de materias explosivas, salvo operaciones en la 
Rada, deberá hacerse en las horas del día; pero en casos extraordi¬ 
narios de autorizarse su manipulación durante la noche, sólo se usa¬ 
rá como medio de iluminación la luz eléctrica a incandescencia u otro 
sistema seguro, debiendo siempi e usarse en bodegas y demás lugares 
interiores lámparas de seguridad. — El manejo deberá hacerse a ma¬ 
no y el personal encargado de la operacióni observará las precaucio¬ 
nes indicadas en los artículos 48 al 64 del Capítulo III de este Re¬ 
glamento” (art. 21). ‘Tas operaciones de las materias a que se re¬ 
fiere el artículo anterior, serán suspendidas en caso de mal tiempo a 
juicio de la Autoridad Marítima” (art. 22). “La carga y descarga de 
tocia substancia explosiva o inflamable en buques de cabotaje y ¡trá¬ 
fico, estarán sujetas a disposiciones establecidas en este Reglamento y 
a las que posteriormente se dicten, además de las especiales que se 
establezcan en los reglamentos particulares de los puertos, teniendo 
en cuenta la naturaleza de los mismos y los medios con que cuentan 


para Jas operaciones'' (art. 23). “En los reglamentos particulares de 
cada puerto y contemplando las condiciones de cada uno, se establece- 
ran. a) Las cantidades máximas de materias inflamables con que pije- 
en entrar los. buques a puerto, b) Dónde deben fondear cuando con¬ 
duzcan explosivos o mayor cantidad de inflamables que la permitida 
para entrar a puerto, c) Precauciones a tomarse para la carga y des¬ 
carga. d) Penalidades a aplicarse a los buques' que no cumplan las 
disposiciones reglamentarias” (art. 24). “Eos Capitanes, Agentes o 
Consignatarios de los buques que arriben cargados de materias explo¬ 
sivas ,o inflamables a! solicitar la autorización para la carga o des¬ 
carga, a la autoridad marítima del puerto, deberán! declarar por escrito 
la cantidad y calidad de los artículos que transportan” (art. 25). “Las 
operaciones de carga y descarga deberán efectuarse en los puntos in¬ 
dicados en los reglamentos, o por l a Prefectura del Puerto, previa la 
autorización correspondiente. Ninguna carga de esta naturaleza «juv-! 
dará sobre los muelles, durante la noche” (art. 26). “Eos depósitos o 
almacenes, de materias explosivas o inflamables, que estén en las in¬ 
mediaciones de los puertos, serán motivo de reglamentaciones espe¬ 
ciales quedando bajo custodia de la Autoridad que corresponda” (art. 

^ aS ^ anc ¡ las ^el tráfico local que conduzcan explosivos o infla¬ 
mables no podrán mientras tengan' esas substancias a bordo recibir 
otra clase de mercaderías y deberán tener personal suficiente’para su 
custodia.^ En : el puerto de Montevideo, las que contengan inflamables, 
en ningún caso, podrán: permanecer en el antepuerto y dársena más 
tiempo del necesario para dejar o recibir la carga; las que contengan 
explosivos, deberán ir directamente a la Rada, a la Bahía o viceversa, 
sin pasar por el antepuerto y dársenas” '(art. 28). “Eos buques de ca¬ 
botaje que atraquen a los mures de ribera, a tomar carga general, siem¬ 
pre que tengan que recibir kerosene u otros inflamables de lauchas f , 
por vía terrestre pueden hacerlo después de haber cargado las otras 
mercaderías, debiendo salir inmediatamente de las dársenas al termi¬ 
nar el embarque de dichos inflamables” (art. 29). “Para la operación 
a que se^ refiere el artículo anterior, deberá comunicarse a la Autori¬ 
dad marítima, quien destacará un servicio especial de vigilancia a fin 
de que cumplan las disposiciones reglamentarias. Toda infracción se¬ 
ra penada con multa de veinte pesos ($ 20)” (art. 30). “Ea Prefec¬ 
tura General de Puertos, podrá conceder permisos, con carácter pre¬ 
cario y revocable, a las empresas que empleen lanchas-tanques, partí la 
descarga a granel de nafta y kerosene, en los puntos habilitados t -,, nj 
sujeción: estricta a lo establecido en el artículo 52 y ]$ dictaminad,, en 
el artículo E3 del inciso c)” (art. 31). “Las lanchas-cisterna, podrán 
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circular por el puerto, a fin de proveer a los buques, pero cuando no 
hagan operaciones deberán permanecer fondeadas en el lugar que in¬ 
dique la Autoridad Marítima” (art. 32) “Las lanchas del tráfico des¬ 
tinadas a la conducción de gas-oil, diessel-oi!, fuel-oil, podrán circular 
dentro del puerto, a fin de proveer a los buques de cabotaje y embar¬ 
caciones del tráfico del puerto, del combustible que necesitan para 
su consumo, ya isea jen cascos como por medios mecánicos. Cuando no 
hagan esas operaciones deberán estar fondeadas como se indica en el 
articulo anterior (art. 33). “ Las lanchas del tráfico que reciban ex¬ 
plosivos^ peímanecerán en la zona indicada por la Autoridad Marítima 
y estarán vigiladas por un guardián, quien dispondrá de un bote. Las 
operaciones de carga y descarga deberán ser controladas por la Auto¬ 
ridad Marítima’. (art. 34). "El persona! que se ocupe en estibar o 
trasbordar substancias explosivas o inflamables y la tripulación de las 
lanchas que conduzcan dichas substancias, observarán, según los casos lo 
determinado en los artículos 48 al 64 del Capítulo III del presente Re¬ 
glamento mientras desempeñen sus tareas” (art. 35). “Los remolcado¬ 
res al servicio de las naves, que conduzcan materias peligrosas o que las 
trasborden llevarán en su chimenea, mientras dure la operación, una 
ied metálica para evitar la salida de chispas o carbones encendidos; 
y si las embarcaciones condujeran materias en cubierta deberán cubrir¬ 
las con encerados (art. 36). “En los casos de producirse derrames 
por roturas de envases que contengan nafta, kerosene, u otros infla¬ 
mables-, que carguen los buques de cabotaje en los muros, deberá darse 
cuenta de inmediato a la Autoridad Marítima, la que dispondrá las 
medidas que crea necesarias en tal caso. Esta última enviará al paraje 
donde se practique la operación un representante para vigilar que se 
guarden las precauciones necesarias para .evitar peligros” (art. 37). “Los 
buques o lanchas que infrinjan las disposiciones del presente Reglamen¬ 
to, serán pasibles de las multas especificadas en el artículo 16. — La 
responsabilidad en casos de accidentes será determinada, de acuerdo 
con las leyes y reglamentos en vigencia” (art. 38). “Todas las mercade¬ 
rías peligrosas a que se refiere este Reglamento, serán embarcadas 
o desembarcadas, estibadas y marcarlas, de acuerdo con las disposicio¬ 
nes insertas en el mismo (art. 39). “Todas las mercaderías peligrosas 
llevarán marcadas, además de su nombre, “Estiba especial’’, en letras 
rojas de tamaño no menor de cinco centímetros y en lugar bien visible 
y de acuerdo cotí la naturaleza de la sustancia-, llevarán; a) Los explo¬ 
sivos que se embarquen a bordo, además de lo indicado en el presente 
artículo, llevarán la siguiente leyenda en caracteres rojos bien visibles; 
"Explosivo” “(nombre del explosivo). — Debe estillarse lejos de cal¬ 


deras, ácidos minerales, pinturas, etc.”. - b) La materias inflamables, 
llevaran' la leyenda siguiente: “ Inflamables '’ “.(nombre del inflamable), 
IH-he estibarse lejos de calderas, máquinas, asi como también tle 
"s alojamientos . — c) Las materias de carácter peligroso para la su¬ 
bid de las personas, llevarán el nombre de la substancia v la palabra 
veneno ^ en caracteres rojos bien visibles, de la manera siguiente- 
vnmw ‘(nombre del veneno). — Deba estibarse lejos de toda carga 
"tic cortenga comestibles”, (art. 40). “Las mercaderías peligrosas se 
estibaran en compartimentos bien ventilados lo más lejos posible de 
,is Tl1c ^ u ^ r,aSi ca ^ deras y sollados y esos compartimentos deberán estar 
separados por mamparos eficientes. No se permitirá estibarlas en com¬ 
partimentos colocados debajo de los reservados al pasaje o con acceso 
abierto a ellos” (art. 41). “Las substancias inflamables, serán, ai gene¬ 
ral, estibadas en sitios que se encuentren lejos del cuarto de máquinas 
y calderas, como asi mismo de los alojamientos. En buques que además 
conduzcan explosivos, sólo podrán cargarse si el cuarto de máquinas 
y cableras separa las bodegas en que están estibados los explosivos y 
los inflamables” (at. 42). “En general se tenderá a que la e-lihit de lás 
mercaderías peligrosas se haga de manera que no haya probabilidad de 
que, por la naturaleza de los productos, pueda producirse combustión 
espontánea, ya sea por derrames, por los gases que pueda desprender 
P'.r contacto con cualquier otra materia por falta de areaciúu, por an 
memo de temperatura, etc” '(art. 43). “No se permitirá el embarque 
en ningún buque, ni su Comandante,. Patrono o Encargado podrá raí- 
onc;r cualquier mercadería peligrosa sin estar visiblemente marearla sil 
naturaleza en la parte exterior de! envase que la contiene, como se 
rúbea en el artículo 40” (art. 44). “Toda.persona que mandara a sabien¬ 
das O intentara mandar o conducir, en cualquier buque o embarcación 
albina, mercadería peligrosa, baja una falsa descripción, se liará pasible 
de la multa correspondiente o estará sujeto a responsabilidad civil o 
Criminal según los casos” '(art 45). “El Capitán. Patrón o Encargado 
de Cualquier buque o embarcación puede rehusarse a recibir a bordo 
cualquier bulto o paquete que sin estar marcado como mercadería pe¬ 
ligrosa, sospeche que contenga esa dase de mercadería y en tales casos 
puede proceder a su apertura en presencia de las Autoridades para 
cerciorarse al efecto, siempre que el cargador no estuviere presente” 
i art. 46), “Las materias de fácil combustión., como el pasto seco, el 
algodón y el cáñamo, serán consideradas materias peligrosas y pr,r lo 
tanto, sólo se recibir árt a bordo cuando vengan en fardos prensados. Cuan¬ 
do esas materias se carguen en cubierta, en buques de pasajeros, deberá 
cubrirse totalmente con buenas lonas o telas enceradas” (art. 47) 
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c) A orinas de carácter común a todo buque de ultramar, cabotaje y 
trafico* No se con dnci ra ningún explosivo en bodegas que contengan enr- 
í>ón ni en corredores sobre una bodega que contenga carbón o en aque¬ 
llas que contengan equipajes de pasajeros" ¡(art. 48). "Ningún explo¬ 
sivo será cargado o descargado en otro sitio que no sea aquel indicado 
por la autoridad marítima" (art. 49). “Durante la carga o descarga 
de explosivos no habrá fuegos o luces artificiales a bordo de los buqu.es 
que estén cargando o descargando aquellos o en, ia vecindad del sitio 
en que tal carga o descarga se efectúe, utilizándose, sí fuere necesario, 
únicamente la luz eléctrica dispuesta de tal manera que impida el 
riesgo de fuego o explosión” (art. 50). “No se aplicará la disposición 
establecida en el articulo anterior a los fuegos de los cuartos de má¬ 
quinas, cuando los mismos sean cuidadosamente tratados” (art. 51). 

No se permitirá fumar en el sitio o cerca de donde se cargue o des¬ 
carguen explosivos y 'ninguna persona ocupada en ese trabajo, llevará 
fósforos, yesqueros u otros objetos de cualquier naturaleza que pro¬ 
duzcan ignición” (art. 52). “Ninguna persona ocupada en la descarga 
o carga de explosivos, usará botines o zapatos con clavos de hierro o 
reforzados con hierro a menos que los mismos estén cubiertos con 
cuero, goma, fieltro 1 u otro material en forma de sobre-calzado”, 
(art. 53). ‘Ninguna persona que esté bajo la influencia de la bebida, 
será permitida a bordo de cualquier buque en que se esté cargando 
o descargando explosivos, ni se les permitirá acercar a los mismos 
mientras se esté efectuando la carga o descarga” ,{ar¡t. 54). “En la carga 
o descarga ele explosivos, se tendrá especial cuidado en que ningún 
bulto sea arrojado o manejado bruscamente y se tomarán, todas las 
medidas necesarias en el lingado de los bultos de manera de impedir 
toda posibilidad de caída” (art. 55)./‘Cuando el embarco o desembarco 
de explosivos se baya comenzado, el mismo se deberá seguir con toda 
diligencia (art. 56). “Ea.s bodegas, planchadas, cubiertas, etc., de 
lodo buque en el cual se baya cargado o descargado explosivos o se 
proponga hacer esas operaciones serán cuidadosamente limpiadas y ba¬ 
rridas, inmediatamente antes y después de efectuar la operación” 
(ait, 57). Cualquier explosivo que escapara de su contenido será in¬ 
mediatamente recogido con cuidado y destruido (mojado al agua)” 
(art 58). “Durante la carga y descarga de explosivos de un uu que 
estarán presente un Oficial del mismo especialmente encargado de Ii 
supervisión de ¡a operación, como asi mismo el personal de vigilancia 
que la Autoridad Marítima crea oportuno para tal objeto” (art. 59). 
“En la carga y descarga de explosivos serán suministradas y utilizadas 
almohadillas rellenas con estopa u otro material semejante aproba- 
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'unW? ■Í2r¡ id , M “ rUÍma Para ,,,Wcscrl0 “ nlra >■» S-W- 

(an. 60). Durante la carga y descarga de explosivos, además tic las 

ZZl * (notarán todas a„„ellas medidas' priT 

tona es ,,„e * orean oportunas para evitar accidentes por fuego o 

Woní.'rí ?.f Per ””“ *»Sm. »ccL a 

Vid-, 7 ' 6 ' U carga y cIescar S a ele explosivos será lle- 

a , d<1 a 7 bo L,mcam ente entre las horas de k salida y puesta del sol 
^ho autorizaciones .especiales” (art. 62). “Si por cualquier accidente 
a un buque en que se hallen estibados explosivos fuera necesario hac í 
reparantes „ imrottodr al,edenes, se tomarán rodas S ^ X 

)-m í ,“ ÜC los «PlMit™, antes de iniciar aquéllas” 

Xo“s a “ Enrar <« d « * con materias 

peligrosas a bordo, deberá cumplir con; todas las obligaciones y disno- 

sicion.es contenidas cu el presente Reglamento v si no lo hiciere Ir 

cada infracción, sera penado coa una multa que esté de acuerdo con la 

infracción cometida, la que oscilará de $ 20.00 a $ 100.00” {art. 64). 

374 cuart. Resolución de 18 de marzo de 1943 sobre descarea de 
explosivos en los puertos de la República con motivo de la guerra 

Accediendo a la gestión del Centro Navegación Transatlántica 

v í, qU< ; SC aUt0nCe a los m hacen el tráfico de cargas 

' Pa Je entre ! üs . P l,ertos de ultramar y los de la República y qué 
con uzean explosivos,' para proceder inmediatamente de su llega- 

tuaf mi l SCarga de d,choS materiales, en virtud de la situación ac- 
al que hace que se tengan noticias del arribo de los buques re¬ 
cen cuando ellos llegan a puerto, el Poder Ejecutivo en rcsolu- 

dime Íeid IT" 20 ^ ^ ^ djSpUeSt ° : “Autorizar mientras 
oure el estado de guerra actual, a las Agencias Marítimas y com¬ 
pañías navieras, para proceder a la descarga de las materias' explo¬ 
sivas, aúnas de fuego y materiales bélicos que conduzcan los bu- 
que.s, sin requerir las autorizaciones previas determinadas en los 
-Reglamentos de explosivos y armas de 8 de diciembre de 1934 v de 
desembarco de explosivos e inflamables en el Puerto de Monte¬ 
video de 15 de junio de 1938; debiendo, no obstante, previo al 
acto de la descarga, dar cuenta por escrito de dicha circunstancia a 
a lectura General de Puertos a efectos del contralor y vúrihn- 
ca de fas operaciones que se realicen” (art. 1A). “Ras citadas Agen¬ 
cias Mam™ y Compañías Navieras, dentro de las veinticuatro 
horas hábiles contadas del momento del arribo de los buques al 
. de , Montevldeo - iniciarán las gestiones contespondknte.s, 

< terminadas en las reglamentaciones respectivas, ante los or-m- 
msmoá que correspondan” (art. 2. 9 ). & 
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Diarios 78 bis, 227, 382. 

Diarios extranjeros, 226. 

Dibujos, 226. 

19 de abril (Escuela ), 217. 

Difamación, 109, 226, 240. 

Dinamita, 368. 

Dineros de asociaciones ilícitas, 184, 

Diplomáticos, 22, 99, 114. Ver también, Cargos diplomáticos desempeñados por 
uruguayos en la República. 

Diplomáticos extranjeros, 268. Nota 125. 

Dirección de Aeronáutica Civil, 42, 43, 130, 176, 247, 310, 311 bis, 312, 354, 357. 
Dirección de Crédito Público, 184. 

Dirección de Inmigración, 25, 113, 114, 115, 116, 122, 138, 393. 

Dirección General de Aduanas, 136, 346, 347. 

Dirección General de Aeronáutica Militar, 308, 310, 312. 

Dirección General de Avalúos, 55, 280. 

Dirección General de Comunicaciones, 60, 78 bis, 186, 239 bis, 262, 266. 

Dirección General de Correos, 228, 236, 257, 259, 346, 347, 393. 

Dirección General de Estadística, 23. 

Dirección General de Impuestos Directos, 55, 280. 

Dirección General de la Defensa Pasiva, 276 bis, 278. 

Dirección General de los Servicios de Radiocomunicaciones, 238, 239 bis, 240, 262. 
Dirección General del Registro del Estado Civil, 86. 

Direcciones Departamentales de la Defensa Pasiva, 276 bis, 278. 

Directorio Colonial, 184. 

Discursos, 200, 223, 227, 244 . 

Disertaciones, 227, 244. 

Disolución de Asociaciones ilícitas, 184, 217, 219, 220. 

Disolución de Reuniones públicas, 199. 

Dispersión de poblaciones, 278. 

Disposiciones administrativas americanas relativas a la entrada y salida de per¬ 
sonas y tránsito clandestino de fronteras, 392. 

Divisas, 144. 

División Investigaciones de la Jefatura de Policía de Montevideo, 78 bis, 110, 228. 
División territorial de la Defensa Pasiva, 278. 


— 307 — 


Doble ciudadanía, 95. 

Doble nacionalidad. Nota 48 . 

Doctrinas antidemocráticas, 135, 143, 219 240 

Documentación persa,nal, 28, '56, 62, 70, 115, 122, j30, 132, 134 149 173 311 
Documentos, 290. * * u * 

Documentos apócrifos, 226. 

Documentos oficiales, 227, 242, 328 $32 
Domicilio, 17, 20, 22, 23, 24, 25, 76,’ 117,'134, 179, 180, 198, 373. 

E 

Ebrios consuetudinarios, 106, 109. 

Economía americana. Nota 167. 

Hconomia nacional, 226, 291, 297, 325, Notas 167 y 170 
Edad militar, 86. 

Ediciones, 227. 

Edificios, 327. 

Edificios públicos, 208, 323, 325. 

Educación. Ver Asociaciones educativas, Enseñanza. 

Ejercite Nacional, 326, 332, 336, 342, 374. 

Elecciones, 92 J 127, 336. 

Electricidad, 319. 

embarcaciones. Ver Buques, Registro de Embarcaciones 
Embarcaciones de deporte o recreo, ver Yachts 
Emblemas. Ver Vilipendio de emblemas. 

Emblemas nacionales, 210 . 

Empalmes de ferrocarril, 280 

K, " f 'cx v,; -***» f .„ 

Empleo , 22, 25, 96. 

Empleos públicos, 34 36 37 18 4n di ki nn tj 

r > ' ' ' ' 45 > 51 > 99 • Ver también Cargos consulares 

C argos diplomáticos. Pérdida del empleo público. ínsula, es, 

Jxmp) esas cíe aeronavegaci. ón, 352. 

Empresas de transporte, 23. 

Empresas extranjeras. Nota 167/ 

Empréstitos, 329, 344 , 

Encomiendas, 78 bis. 

Encubrim.rnto bélico contra el p a is o los Estados americanos 334 
Encubrimiento bélico contra el baU n /„* n** a j 

j. , . c P ais ° l° s Estados americanos, 334 

Enfermedades cromcas de los centros nerviosos, 106. 

Enfermedades infmo-contagiosas, 306 
Enfermos de lepra, 112, 162. 

Enfermos mentales, 106, 

Enfermos orgánicos del corazón, 106. 

Enseñanza, 60, 185, 211 a 2N) ?78 7 7 ^ ? - 

Historia. Idioma, Imúgenes, Ins^Z "T 

nones teatrales. secciones. Representa - 
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Enseñanza Industrial, 216. 

Enseñanza Primaria, 214. 

Enseñanza privada, 213, 214, 215, 219, 220. 

Enseñanza secundaria y superior, 215, 220. 

Enseñas, 184, 207. 

Entes autónomos, 360 bis. 

Entidades ilícitas. Ver Asociaciones Ilícitas. 

Entidades políticas extranjeras, 206, 207. 

Entrada al país, 68, 70, 101, 103 a 126, 127 129, 130 a 137, 173, 202 383, M®, 392 r 
Nota 66, Ver también. Puntos habilitados para la entrada 3 ' salida de personas. 
Entrada permanente al país, 132, 135{. 

Entrada transitoria al país, 114, 132, 133, 135{. 

Envenenamiento o adulteración de aguas o productos destinados a la alimentación 
pública, 320, 325. 

Epidemias, 198. 

Epilépticos, 106. 

Equipajes, 292. 

Equipos de Campaña, 282. 

Escarapelas, 207. 

EscolareVer Enseñanza. 

Escopetas, Ver Armas. 

Escritos, 226, 229. 

Escrituras, ISO. 

Escudo National, 208 bis. Ver Vilipendio de emblemas nacionales. 

Escuela Alemana, 217. 

Escuela alemana de Peña-rol, 217 . 

Escuela Italiana de Montevideo, 217. 

Escuelas, 108, 218. Ver también. Enseñanza. 

Espías, 326. 

Espionaje, ! 58 , 68, 69, 250, 273, 292, 313, 314, 321, 326, 327, 328, 329, 361. 3$9. Ver 
también, Posesión injustificada de medios de espionaje. 

Establecimientos de detención. Ver cárceles. 

Establecimientos de interés militar, 55. 

Establecimientos educacionales, 23, 374 bis. 

Establecimientos militares 23, 55, 280, 327, 331. 

Establecimientos religiosos, 23. 

Estaciones aéreas, 305, 325. 

Estaciones clandestinas de telecomunicaciones, 239, 266 3 ' nota 143. 

Estaciones de ferrocarril, 228, 280, 325. 

Estaciones de radioaficionados, 239, 239 bis, 240. 

Estaciones radiocléctricas, 237, 238, 239 bis, 240, 261, 262, 280. 

Estaciones Radiocléctricas del Ejército, 239 bis. 

Estaciones radiocléctricas del Estado, 238, 239 bis. 

Estadística, 282 a 289. ¡ 

Estado, 179, 193, 276, 330. 

Estado de vecindad, 124, 134. 


listad,) Mayor del Ejército, 66, 

Estados pesores, 160, Ver también. Agresión politice 
Estadas extranjeros. Ver Jefes de Estados extranjeros. Mandatarios d f Estada, 

¡5KT ca dc m Us,ado t Lí C 

Estancias, 28, 

Estandartes, 208. 

Estatuto del funcionario, 38 bis, 50í 
Estatuto legal de los extranjeros, '54, 189 190 
Estatutos de sociedades, 179 , 180. 

Estrago , 305 3 320 , 325. 

Estudiantes, * 278 . Ver también. Enseñanza . 

Evacuación de poblaciones, 278, 300, 307 
Exhibiciones, Nota 125. 

Exhibiciones cinematográficos. Ver Cinematógrafo 

368 - m ‘ 37 °- 374 ^ *4 374 cuan 375 376 

, er Fuea0 * Materiales Pirotécnicos', l’fvo- 

ttisJJepositos de explosivos. 

Exportaciones, 329, 344, 346, 347, 356, 368 
Expropiación, 52, 100, 37 $. 

Expulsados, 109, 159, 392. 

Expulsión, 25, 69, 95. 110, 155 a 168, 182, 220, 382 381 386 
Extradición, 166, 168. 

extranjeras casadas con uruguayos , 148. 

Extranjeros, 21 a 23, 25, 27 ?8 ter W mi a? i? r, ~ 

m m. m, m, ¡¿Z3f£te m i %*■ m -» 

m. m, m. m. a». m ,» 310 3^ m / " S ‘ - }*■ w - 

bien. Colonias extranjeras pM.tó 7 ? /, ’ 25 y 167 ’ ^ cr ,aw ‘ 

tro de extranjeros ^ del ^“¿ero. Expulsión, Regis - 

Extranjeros casados con a nigua vas 1 v 

31 ■ *■ «•<* ««. « «. m, 

V *»*"¡> * «. A,. 

Extranjeros procedentes del Paraguay. Ver Pasajeros procedentes del 7- , 
Extranjeros sospechosos, 388 P 0Clí,entcs d(l 1 e/aguay. 

fliM, . .. D „, ri „„ 

áticos. Fascismo, A acional-Socialismo. 

F 

fabricantes de explosivos, 369. 

Fábricas . , 28, 280, 328. 
fábricas de explosivos, 369, 374 bis. 
ha ciudades náuticas, 351. 

¡'acuitad de Arquitectura, 300. 
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Facultades universitarias, 278 . 

Falange española, 184 . 

Falsificación documentaría, 25, 226, 

Fascismo, 1, 63, 243. 

Federación interamericma de abogados, 168. 

Feriados, 208. 

Ferrocarril. Ver Empalmes de Ferrocarril, Estaciones de Ferrocarril. 
Ferrocarriles, 173, 282, 305, 370. 

Festividades, 208, 208 bis, 208 ter, 340. 

J ; testas patrias, 208, 208 bis, 

Filiación, 382. 

Films. Ver Cinematógrafos. 

Fiscales del crimen, 41, 56, 64, 65, 333. 

Folletos, 227, 229, 235, 236, 382,. 

Fomento i del turismo. Ver Turismo. 

Fondas, 15, 20, 23. 

Fondos. Ver Transferencia de FondoS . 

Fondos congelados, 345 a 349. 

Forma democrático republicana de gobierno, 5, 50, 64 „ 65, 134, 135, 158, 163, 
174, 184, 188, 194, 217, 222, 223, 227, 228, 229, 240, 240 bis, 244, 257, 333, 
336, 360 bis, 385, 392. 

Fortalezas, 303, 325. 

Forrajes, 282. 

Fotografías, 78 bis, 118, 220, 290, 293, 329. 

Francés, 244, 253, 268. 

Franjas territoriales de seguridad, 174. 

Fronteras, Ver Vigilancia de fronteras. 

Fuegos artificiales, 372. 

Fueros diplomáticos 99, 

Fuerza de línea, 200. 

Fuerza pública, 63, 310. 

Fuerzas armadas, 223, 278. 

Funcionarios civiles dependientes del Ministerio de Defensa Nacional. 223, 228. 
Funcionarios policiales, 47, 48, 49. 

Funcionarios públicos, 40, 41, 50, 61, 65, 84, 184, 207, 219, 222, 236, 259, 278 * 
288, 289, 308, 325, 329, 333, 336, 340, 374 bis. Ver también, Delitos cometi¬ 
dos por funcionarios públicos. Inhabilitación en el cargo, Registro nacio¬ 
nal de los funcionarios autorizados para llevar armas. Suspensión en el cargo. 
Funcionarios públicos. Ingreso, 38 bis, 50. 

Funcionarios públicos, Cesantías, 40, 50, 289, 333. 

Funcionarios públicos, lealtad, 49, 50. 

Funcionarios públicos, Nombramiento, 45. 

Funcionarios públicos. Prohibiciones, 50. 

Funcionarios públicos, Sanciones, 22, 25, 39, 46, 50, 288. 

Funcionarios públicos, Suspensión, 222, 308. 
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Funcionarios públicos. Traslado, 39, 222. 

Fundación española, 184. 

G 

G. E . L. B., 184. 

Ganado, 282. 

Gas, 319. 

Gases, 278, 307, 325, 362, 374, 374 bis, 377. 

Gasómetros, 55, 280. 

Geografía nacional, 219. 

Giras turísticas, 119. 

Globos, 326. 

Gobierno alemán J 78 bis. 

Grupos políticos extranjeros, 190. 

Grabados, 234, 260, nota 125. 

Graf Spee, Ver Admiral Graf Spee. 

Guardia nacional, 331. 

Grupos políticos extranjeros, 190. 

Guardas rurales, 174. 

Guerra, 68, 94, 198, 240, 241, 334, 346. 

Guerra civil, 336. 

Guerra con países americanos, 191, 192, 203, 378. 

Guerra de nervios, 254. 

Guerra mundial, 55, 63, 86 bis, 184, 200, 202, 222, 227, 228, 231, 251, 262 , 272 bis, 
279, 281, 317 f 359, 360 bis, Ver también. Neutralidad. 


Habitantes, 20, 30, 61, 62, 276, ' 

Hacendados, Ver Padrón de vecinos y hacendados. 
Hacienda pública, 297, 325. 

Herramientas, 282. 

Higiene pública, 212, 215. 

Hijas solteras de ciudadanos uruguayos 148. 
Himno Nacional, 210. 

Himnos, 208 bis, 220. 

Historia americana, 217. 

Historia nacional, 210. 

Historia Universal, 217, 

Hospital Italiano, 184. 

Hoteles, 13, 14, 15, 20, 23, 25, 70. 
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I 

Identidad, 20, 27 , 30, 33, 62, 78 bis,. 127, 148, 173, Ver también, Cédula de identidad t 
Certificada de Identidad. 

Identificación personal, 62, 76, 84, 132, 382. 

Ideologías, 1, 28, 59, 72, 171, 184, 219, 240, 338. Nota 48. 

Idioma castellano. Ver Idioma oficial. 

Idioma oficial, 78 bis, 217, 219, 240, 244, 245, 253, 268. 

Idiomas extranjeros, 217, 240, 244, 245, 253. Ver también. Alemán, Francés, In¬ 
gles, Italiano, Portugués, Prensa en idioma extranjero. 

Idiomas oficiales del continente Americano, 244. 

Iglesia, 179. 

Imágenes, 220, 234, 382. Nota 125. 

Importaciones, 329, 344, 354, 357, 368, 373, 374, 377. 

Impresiones digitales, 382. 

Individuales dactiloscópicos, 382. 

Informaciones telegráficas extranjeras, 227. 

Imprenta, Ver Delitos de imprenta. 

Impresos, 234, 26Q. 

Impresiones digitales, 27, 127. 

Impuestos, 20, 99, 120, 232, 264, 267. 

Inadmisión al país, 106, 109, 110, 111, 112, 151, 159, 182, 386. 

Inadmitidos, 159. 

Incendios, 278, 325, 

Independencia americana, 68, 191, 192, Nota 155. 

Independencia nacional, 95, 191, 192, 208 ter, 330, 331. 

Indeseables, 109, 118, 124, 132¡. 

Industrias, 56, 278, 291, 294, 295, 296, 297. 

Infidelidad a un mandato político en asuntos de carácter nacional, 330. 
Inflamables, 374 ter. 

Informaciones fundamentales, 328. 

Informaciones para la defensa nacional, 282 a 289, 360. 

Informaciones radio telegráficas, 242. 

Inglés, 244, 253, 268. 

Ingreso al país. Ver entrada al país. 

Inhabilitación en el cargo, 109. 

Inhabilitación para cargos pi'tblicos, 318. 

Inhabilitación para el ejercicio de los derechos políticos, 92. 

Injurias, 109, 226, 227, 236, 240, 242, 259. 

Inmigración, 103, 105, 107, 108, 113, 128, 132, 136, 137, Nota 48. 

Inmigrantes, 18, 21, 103, 105, 106, 113, 117, 138. 

Inmigrantes agricultores, 108. 

Jnmigrantes contratados, Ver Personas contratadas. 

Inmunidades diplomáticas, 99. 

Inga ilinos, 15, 20. 
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Inscripción cívica, 85. 

Insignias, 205, 207. 

Inspección General de Hacienda, 180 1. 

Inspección General de Marina , 41, 56, 65, 113, 122, 175, 223, 230 278 333 

Inspección General del Ejército, 28, 41, 56, 65, 223, 230, 278, 310, 312, 333,’ 370 

Instalaciones de servicios públicos, 278. 

Instalaciones industriales, 295. 

Instalaciones telefónicas, 266 bis. 

Instigación a desobedecer las leyes y promover el odio de clases, 240 
Instigación pública a delinquir, 240. 

Instituciones aero-deportivas. Ver Aero-Clubs. 

Instituciones docentes, 212, 220. Ver también. Enseñanza. 

Instituciones docentes extranjeras, 217. 

Instituciones ilícitas. Ver Asociaciones ilícitas. 

Instituíamos políticas nacionales, 61, 62, 63, 88, 92, 109, 182 184 214 VI 

21/, 218, 219, 220, 227, 234, 236, 240. 259, 260, 280, 333, 383. 

Instituciones políticas americanas, 266, 273. 

Instituto Nacional del Trabajo, 129, 138, 179. 

Institutos, privados de enseñanza secundaria v profesional, 215. 

Insubordinación, 336, 342. 

Inteligencia con el extranjero con fines de guerra, 325. 

Introducción clandestina en lugares militares, 252, 256, 329. 

Instrucción chica, 217. 

Instrucción militar, 38, 38 bis, 86, 86 bis , 193, 209, 218. 

Instrucción pública . Ver Enseñanza. 

Instructores de vuelo, 43. 

Integrantes de asociaciones ilícitas. Ver Socios de asociaciones ilícitas 
integridad americana, 68, 191, 192, 385 
Integridad nacional, 191, 192, 220, 331. 

Inte,¡dencias municipales. Ver Municipios. 

Intercambio de informaciones, 158, 382, 383, 384, 385, 386, 387, 388, 392. 

Intereses americanos, 272 bis, 334. 

Intereses de los Estados de la Unión Panamericana. Ver Actos contrarios a las 
inte} eses de ¡os Estados de la Unión Panamericana 
Intereses económicos nacionales, 329, 

Intereses nacionales. 276, 296, 334. Ver también actos contrarios a los internes 
nacionales. 

Internación, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 78 bis, 206, 338 
Inventarios , 56. 

Investigación policial, 28, 64, 65, 186, 206, 333. 

Italiano, 217, 268. 

Italianos, 89. ^ 

I tal mar, 184. 

Introducción clandestina a lugares militares, 256, 290. 
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J 

Japoneses, 89. 

Jefatura de Policía de Durazno, 78. 

Jefatura de Policía de Montevideo, 76, 78, 110, 186, 228, 366, 367. 

Jefaturas de Policía. Ver Policía. 

Jefes de Estados Extranjeros, 227 
Jeffrey, 217. 

Jubilados. Ver, Funcionarios públicos. 

Jueces, 23. 

Jueces de paz, 22, 56, 65, 238. 

Jueces Departamentales. Ver Jueces Letrados Departamentales. 

Jueces Letrados de Comercio, 180. 

Jueces Letrados de Instrucción, 157, 161, 

Jueces Letrados de lo Correccional, 159. 

Jueces Letrados Departamentales, 157, 159, 161, 180. 

Juntas Departamentales, 86. 

Juntas Electorales, 85. 

Juramento de fidelidad a la bandera nacional, 38, 209, 218. 

Juramento de fidelidad a la República, 40, 333. 

Jurisdicción militar, 8, 222, 326. 

Jus sanguinis. Nota 48. 

Justicia. Ver Poder Judicial. 

Justicia Internacional, 201. 

Juzgado Letrado de Instrucción de 2d<J- Turno, 63. „ 

Juzgado Letrado de Instrucción de 4.° Turno, 67. 

Juzgados de Primera Instancia en lo Civil, 184. 

L 

Latí, 311 bis. 

Lecciones, 220,. 

Legación de Alemania, 14, 76, 206, 348. 

Legaciones extranjeras, 99, 208. 

Lenguaje secreto, 268. 

Leprosos, 112, 162. 

Lesiones, 272, 305, 313, 325, 329, 336, 342, 344. 

Letras, 345, 346, 347, 348. 

Ley penal uniforme. Nota 155. 

Leyes americanas relativas a entrada y salida de personas y tránsito clandestino 
a través de fronteras, 392. 

Leyes electorales, 92. 

Libertad anticipada, 159. 

Libertad de enseñanza, 212, 219. 

Libertad de locomoción, 73, 103. 
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Libertad de pensamiento. Ver Diarios, Voltetas, Periódicas, Prensa, Propaycmda, 
Circulares, Libros, Escritos, Radio. 

Libertad de trabajo, 78 bis, 382. 

Libretas de empadronamiento de vecindad, 16. 

Libretas de enrolamiento, 30, 86, 123. 

Libros, 184, 227, 229, 235, 236. 

Liceo Alemán, 217. 

Liceos. Ver Enseñanza. 

Licitaciones, 355, 360 bis. 

Líneas aéreas, 352. 

Lineas ferroviarias, 305. 

Lme Aeree Trascontinentali Italiani. Ver La ti. 

Locomotoras, 305. 

Lubricantes, 282. 

Lucha de razas . 188, 194. 

Luchas civiles, 59. 72, 171, 338. 

Lugares de interés militar. Ver Zonas de interés militar. 

Lugares públicos, 323. 

Luz: 320, 325. 


LL 


Llamadas falsas, 240. 


U 


Maestros, 217, 218, 228. 

Maleantes, 109. 

Mandatarios americanos, 266. 

Mandatarios de países extranjeros, 244. 

Manifestaciones, 198, 200, 201, 208. 

Máquinas de ferrocarril, 305. 

Máquinas fotográficas, 292. 

Marina Militar, 175, 332, 336, 342, 374. 

Marinos militares, 223, 230. 

Materiales de construcción, 282. 

Materiales hospitalarios, 282. 

Materiales pirotécnicos, 372. 

Materiales sanitarios, 282. 

Materias primas, 282, 297, 32 5. 

Materias químicas, 282, 319. 

Matrícula de embarcaciones. Ver Registro de Embarcaciones . 
Matrimonio, 78 bis, 148. 

Mayores de sesenta años, 106. 

Médicos forenses, 78 bis. 
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Metí idas de seguridad, 159, ¡ 

Medidas prontas de seguridad, 7, 29, 198, 222, 236, 286. 

Medios de producción, 297, 325. 

Medios de transporte, 282. 

Medios de transporte internacional, 136, 173, 328, 329. 

Mendigos, 17, 106:. 

Menores 134. 

Mensajes, 240. Nota 143. 

Mercaderías , 345, 346 , 347, 375. Ver también Consignaciones de mercaderías. 
Mercados, 278. 

Miembros de asociaciones ilícitas. Ver socios de asociaciones ilícitas. 

Militares, 39, 41, 56, 61, 65, 86, 222, 223, 230, 275, 276, 278, 326, 327, 331, 332, 333 , 
336, 337, 341, 342. Ver también asimilados militares, Funcionarios civiles de~ 
pendientes del Ministerio de Defensa Nacional, Autoridades militares. 

Militares extranjeros, 326, 32?. 

Minas* 268. 

Ministerio de Defensa Nacional, 40, 43, 55, 86, 100, 176, 186, 223, 240, 247, 266, 271, 
278, 282, 287, 288, 310, 312, 353, 354, 357, 368, 369, 370, 373, 374, 374 bis, 
3 () 3. Ver también, Funcionarios Civiles dependientes del Ministerio de Defensa 
Nacional. 

Ministerio de Hacienda, 23, 179, 393. 

Ministerio de Instrucción Pública y Prmisión Social, 60, 179, 209, 217, 238. 
Ministerio de Obras Públicas, 300. 

¿Ministerio de Relaciones Exteriores, 76, 99, 121, 148, 149, 150, 186, 227, 242, 373, 
385, 393. 

Ministerio del Interior, 22, 61, 63, 74, 78, 78 bis, 110, 184, 186, 187, 207, 208, 208 bis , 
217, 226, 227, 228 , 231, 242, 366, 367, 370, 393. 

Ministerios, 7\ 179, 208 bis, 287, 288. 

Ministros, 6, 7. 

Misiones científicas, 114. 

Misiones culturóles, 114. 

Mi Manes de estudio, 114. 

Misiones intelectuales, 114, 

Mítines, 197 a 203, 208. 

Moneda extranjero, 345, 346, 347, 

Moneda nacional, 345, 346, 347. 

M uno polios, 374 bis. 

Monumentos públicos, 323, 325. 

Moralidad pública, 212, 214, 215, 240, 

M(/rieras, 325, 377. 

Motín, 226, 336, 340, 341, 342. 

M ovilización, 278. 

Muerte, 272, 305, 325, 336. 

Multas, 25, 41. 56, 65, 105, 115, 164, 198, 199, 208, 220, 226, 227, 238, 239 bis, 261 
282, 297, 308, 325, 356, 357, 358, 362, 374 bis, 374 ter, 377. 

Municiones, 282, 331 , 334, 373, 374 bis, 376 , 378, 379. 

Municipios, 19, 23, 179, 218, 276 , 287, 300, 360 bis, 371, 374 bis. 

Mutuo Socorso Italiano, 184. 


Nacional socialismo, 247, 3414, Nota 48. Ver también. Nazismo 
Nacionales, 28, 42, 59, 99, 134, 164, 167 171, 176, 208, 276, 358. 

Nacionales americanos 119. 

Nacionales brasileños, 124. 

Nacionalidad, 43, 51, 69, 148, 150, 360 bis. Nota, 48. Ver también, liases <í ( ? /I 
Nacionalidad uruguaya,. 

Naciones en guerra, 201. 

Naturalización, 88, 91, 92. Ver también. Abuso de ciudadanía, Perdida de h na- 
turalización. 

Naturalizados, 36, 42, 55, 134, 176, 213, 358. 

Naturalizados argentinos, 123. 

Naufragios, 272, 312, 329, 344. 

Navegación, Ver Ruques, Va chis, Embarcaciones „ 

Naves. Ver Buques. 

Nazismo, 63. Ver también, Nacionalsocialismo. 

Neutralidad, 2, 78 bis, 262, 268. 

Neutrahdad americana, 59. 

No beligerancia, 2, 2 bis. 

Noticias, 231, 232, 240, 252, 256, 263, 264, 266, 272 bis, 290, 313, 329. 

Noticias falsas, 226, 240, 331. 


Obreros del Estado, 40, 41, 324, 333. 

Obscurecimiento, 278. 

Ofensas, 227, 241, 242, 259. 

Oficina de Identificación Dactiloscópica de Montevideo, 110 
Oftetna. de Identificación y Estudias Médico-Legales. 2S. 

Ofjfim Nacional del Trabajo, Ver Instituto Nacional del Trabaja. 

(Jftcmas de asociaciones ilícitas, 196. * 

Oficinas del Registro del Estado Civil, 23, 24, 25. 

Oficinas públicas, 22, 25. 27, 239 bis, 266 bis, 278. 284. 287. 390. 393. 

Omnibus, 140. 

Operaciones comerciales, Nota 167, 

Operadores de radio, 238. 

Operaciones financieras. Nota 167. 

Opinión pública, 278. 

Orden pública, 49, 61, 62, 63, 197, 198, 202, 208 bis. 212. 218 »2 ?x> 

240, 291, 308, 332, 382. 

Oí ganización Deportiva Italiana, 184. 

Organizaciones, Ver Asociaciones. 

Organos de publicidad. Ver publicaciones. 

P 


Pabellón nacional, ver Bandera Nacional. 
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Padrón de vednos y hacendados, 17. 

Palomas mensajeras, 270, 271. i 

Palomares, 271. 

Pan American Grace Airways, 311 bis. 

Parentesco, 138. 

Participación criminal, 183. 

Participación en la guerra contra un Bstado Americano, 334. 

Partidos ilícitos, 158. 

Partidos políticos, 68, 240., 

Partidos políticos extranjeros, 50, 190, 206, 207. 

Partidos políticos nacionales, 50, 85, 184. 

Pasaje clandestino a países limítrofes, 169 a 175, 

Pasajeros, 12, 13, 14, 15, 28, 107, 115, 173. 

Pasajeros clandestinos, 129, 170, 171, 316. 

Pasajeros de retorno, 142. 

Pasajeros de ultramar, 115. 

Pasajeros en tránsito, 115, 117, 131, 132, 140, 154. 

Pasajeros por vía aérea, 130, 176, 310, 311, 375. 

J*üSajeros procedentes de la Argentina, 117, 122, 123. 

Pasajeros procedentes de países americanos, 122. 

Pasajeros procedentes del Brasil, 124. 

Pasajeros procedentes del Paraguay, 125. 

Pasajes, Ver Retención de pasajes. 

Pasajes de retorno, 115. 

Pasaporte de turismo, 118, 119. 

Pasaporte panamericano de turismo, 120, 152. 

Pasaporte118, 119, 122, 142, 145, 148 150, 153, 154. 

Pasaportes brasileños, 121. 

Pasaportes colectivos, 114. 

Pasaportes de familia, 145. 

Pases, 174. 

Patrullas volantes de vigilancia, 174. 

1 \iz americana, 385, 388; Nota 125. 

Paz pública, 240, 261. 

Películas cinematográficas, ver cinematógrafos. 

Peligro de un desastre ferroviario, 305 325. 

Jh'nas, ver destierro, inhabilitación para el ejercicio 1 de derechos políticos, mul¬ 
tas, pérdida de la ciudadanía, pérdida de la naturalización, pérdida del em¬ 
pico público, prisión, reclusión ^ 

Penitenciaría, 92, 157, 163, 184, 188, 210, 232, 246, 252, 256, 272, 272 bis, 290, 
303, 304, 305, 318, 320, 321, 324, 327, 329, 330, 334, 336, 340, 341, 342, 344 , 
377. 

Pensionas, 13 a 15, 23, 70. 

Pérdida de la ciudadanía, 94, 203, 337. 

Peni illa de la naturalización, 95. 
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Periódicos, 78 bis, 180 , 227, 234, 275, 382. 

Periódicos nacionales, 227. 

Periodismo, ver periódicos, agentes periodísticos. 

Permanencia en el país ,134, 137. 

Permisos de desembarco, 113, 138. 

Permisos de porte de armas, ver Porte de armas. 

Personas contratadas, 122. 

Personas jurídicas, 179 . 

Personas peligrosas, 41, 55, 56, 64, 280, 382, 392. 

Pertrechos de guerra, 303, 325, 376. 

Petróleo, ver Combustibles, Refinerías de petróleo. 

Pinturas, 226. 

Planos, 290, 327, 329. 

Plantas de combustibles, 301. 

Plantas manufactureras, 294, 

Población, 23, 13&, 

Población flotante, 12. 

Poblaciones, 278. 

Poder Ejecutivo, 7, 27, 49, 56. 60, 63, 78 bis, 114, 180, 184, 198, 200, 202, 217, 222 , 227 , 
236, 238, 239, 240, 240 bis, 242, 253, 259, 266, 268. 280, 286, 288, 291 , 293 , 
306, 308, 310, 323, 337, 347, 352, 356 , 357, 358, 360 bis, 374 bis, 343, nata 
Poder Judicial, 8, 55, 56, 61, 63, 68, 109, 157, 163, 184, 228, 240, 332, 333 , 336 , 
338. 

Poder Legislativo, 6, 336. 

Poderes generales de gobierno para combatir las actividades subversivas, 4 í) 8, 
Poderes públicos, 163, 184. 

Polémicas, 240, 241, 251. 

Policía, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 20, 22, 23, 24, 25, 27, 28 ter, 41, 47, 48,49,55, 56, 59, 
61, 63, 65, 66, 69, 70, 76, 78, 84, 110, 118, 128, 130, 136, 138, 157, 158, 161 , 
186, 187, 198, 199, 200, 208, 218, 226, 228 , 239 bis, 276, 278, 308, 310, 311, 333 , 
354, 364, 366, 368, 369, 370, 371, 373, 374 ; 374 bis, 382. Ver, también. Coopera- 
ción policial interamericana, funcionarios policiales. Jefatura..., Jefaturas t Po¬ 
licía político-social, Vigilancia policial, Guardas rurales. 

Policía aérea nacional, 310, 

Policía fronteriza. Ver Convenios sobre... 

Policía marítima, Nota 88. 

I J olicía militar, 174 ; 

Policía político-social, 69, 335, 390. 

Policía rural, 174± 

Política antisemita, 121. 

Política de países americanos, 266. 

Política de países extranjeros, 199, 223, 230, 240. 

Política nacional, 223, 230, 360 bis. Nota 125. 

Pólvoras, 306, 371, 374 bis. 

Polvorines, 55, 280. 






— 320 — 


Porte de armas, 363 a 367. 

Portugués, 244, 268. 

Posesión injustificada de medios de espionaje, 252, 256, 290, 329. 

Podas petrolíferos, 299. 

Prácticos de puerto, 317, 317 bis, 374 ter. 

Prefectura General de Puertos, 76, 1.13, 129, 358, 374 ter, 374 cuart. 

Prensa, 185, 227 , 229, 230 , 231, 232 , 233, 272 bis, 334. 

Prensa en idiomas extranjeros, 253. 

¡Prescripción de la pena, 109, 157, 

Presidencia de la República, 78 bis, 138'. 

Presidente de la República, 7, 159, 332, 336. 

Presos, 336, 340, 

Prisión, 92, 95, 159, 193, 194, 198, 199, 203, 210, 220, 226, 228, 232, 245, 252, 
256, 271, 272, 272 bis, 290, 297, 303, 305, 313, 320, 322, 325, 329, 334, 336, 340, 
341, 342, 344, 356, 357, 358, 377, 378. 

Prisioneros de guerra, 331. 

Procesiones cívicas, 198. 

Producción, Ver Medios de producción. 

Productos agrícolas o industriales, 297, 325. 

Productos químicos, 375. 

Profesionales, 278. 

Profesiones, 37, 138, 180. 

Programas de enseñanza, 217, 219. 

Programas de radio, 238. 

Prohibición de asociaciones, 182 a 192. 

Propaganda, 39, 58, 59, 60, 61, 72, 185, 191, 220, 221 a 240, 240 bis, a 256 , 260, 
276 bis, 278, 334, 361, 382, 385, Nota 125. 

Propiedad, 52, 56 bis, 57, 97, 100, 382. 

Propietarios, 20, 23, 55, 56. 

Proposición delictuosa, 188, 233, 246, 252, 272, 290, 313, 325, 327, 329, 330, 334, 
336, 342, 344, 378. 

Prostitución, 111, 161. 

¡Proxenetismo, 111, 161. 

Publicaciones, 78 bis, 223, 225, 227, 228, 229 230, 231, 232 , 272 bis, 382. Nota 
125. Ver también. Secuestro de publicaciones i 
¡publicaciones extranjeras, 226, 228. , 

Puentes, 308. 

Puertos, 228, 262, 280, 305, 315, 318, 325, 328. 

Pitestos de vigilancia, 174. 

Puntos habilitados para la entrada y salida de personas, 136, 146, 173. 

Q 


Químicos industriales, 374 bis. 
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4 R 

Radas, ver Puertos . 

. . Radia, 185, 227, 237 a 250, 319 , Nota 125. * 

Radiocomunicaciones, 58, 78 bis, 238, 239, 239 bis, 240, 240 bis, 261 a 265, 266, 267, 272 
bis, 321 bis. Nota 143. Ver también. Dirección de las Servicios de Rcidiocnínti- 
mcactottes, Estaciones de radioaficionados, Vigilancia de las trasmisiones. 
Radiodifusión^ Ver Radiocomunicaciones. 

Radioteléfono gramas f 239 bis. 

9 Radios de aeronaves de turismo, 247. 

Rdéios~ de aeronaves privadas, 248. 

Radiotelefonía, 78 bis, 269. 

Radiotelegramas 268. 

Radiotrasmisor es, V er Radiocomunicaciones. 

Rebelión, 87, 226, 240, 336, 338. 

Receptores de radio, 78 bis. 

Reclusión, 95. 

Recursos económicos, 113, 138, 184, 

Rechazo de personas del país, ver Inadmisión al país. 

Reembarco, 114, 115, 122. 

Refinerías de petróleo, 278, 300 bis. 

Refugiados, 68, 168. Ver también. Certificados de identidad para refugiados 
Refugios, 278. 

Regiones militares, 28, 41, 56, 65, 223, 230, 278 331 
Registro Cívico Nacional, 37, 85, 86, 92, Nota 48. 

Registro de armas de fuego, 373 . 

Registro de asociaciones, 178 a 181. 

Registro de Bancos y Sociedades Comerciales, 179, 

Registro de Carlas de Ciudadanía, 27. 

Registro de ciudadanos, 84. 

Registro de Domicilios, 21, 

Registro de embarcaciones, 315 . 

Registro de Extranjeros, 9, 24, 25, 26, 28 ter, 31, 33, 132, 392. 

Registro de Hoteles y establecimientos similares. 70 . 

Registro de informaciones para la defensa nacional, 283. 

Registro de ¡a Marina Mercante, 358. 

Registro de Personerías Jurídicas, 179. 

Registro de Procesados y de Reincidencias. 

Registro de Vecindad, 16, 19, 20, 24 , 26. 

Registro General de Extranjeros, 22, 26, 

Registro General y Censo Permanente de la Población, Muebles. Comercio t 
Industrias, 23. 

Registro Interamericano de Prontuarios Policiales, 32 
Registro Nacional de Aeronaves, 112. 

Registro Nacional de empleados Particulares autorizados fiara llevar armas. 366. 
Registro Nacional de funcionarios autorizados fiara llevar armas, 367. 
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Registro Policial de Servicio Doméstico, 17 . 

Registro Policial de Vecindad. Ver Registro de Vecindad. , 

Registro Público de Comerció, 1, 4, 7. 

Registro y Ficha Vecinal , 24. 

Registros personales, 364, 365. 

Relaciones internacionales, 2, 2 bis, 5,5, 208 bis, 222, 227, 240, 242, 251, 281; 
Nota 125 . 

Religiones, 78 bis, 240. 

Repatrio, 112, 162 . 

Representaciones teatrales, 220 . 

Requisaciones, 57. - * 

Residencia, 83, 113, 119, 120, 122, 132, 134, 138, 150, 157, 162, 177. 

Retención de pasajes, 116. 

Reuniones. Ver Derecho de reunión. 

Reuniones de sociedades, 198. 

Reuniones ilícitas, 94, 203. 

Reuniones políticas, 200. 

Reuniones públicas, 198 a 202, 227, 244, 340. Ver también. Disolución de reuma- 
nes públicas. 

Reuniones regionales Ínter americanas de funcionarios, 390,. 

Revelación de secretos, 325. 

Revistas, 78 bis. 

Revistas extranjeras, 226. 

Rumores falsos, 223, 254, 255, 331, 343. 

Ruptura de relaciones diplomáticas, 50, 86, 89. 

Ruptura de relaciones diplomáticas, comerciales, y financieras, 2. 

Rusos, 89í Ver también, Certificados de identidad para refugiados, rusos. 

S 

Sabotaje, 58. 68, 69, 273, 314, 321, 323, 325, 328, 361, 389. ./ 

Salida del país, 68, 115, 143 a 152, 392. Nota 66. Ver también, Expulsión, Puntos 
habilitados para la entrada y salida de personas, 

Salud, 138. 

Salud pública, 197, 320, 332. j. 

Saludos, 184. 

Salvoconductos, 30, 154. 

Saneamiento, 320, 325. 

Sátiras por radio, 240. 

Scuola Italiana di Montevideo, 217. 

Secuestro de publicaciones, 228, 257; 

Sedes de asociaciones ilícitas, 196. 

Sedición . 87. 226, 240, 336, 338, 341. 

Seguridad americana, 68, 134, 191, 192, 266, 273, 388, 389, 392. Notas 125, 140, 
143, 167. 
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Seguridad nacional, 69, 83, 95, 177, 192, 266, 273, 332, 373. Notas 140 y 143. Ver 
también, Orden público. 

Semáforos, 319 . 

Señales, '272, 272 bis, 313, 329, 344. 

Señales de socorro falsas, 240 , 

Séquitos populares, 198 . 

Servicio de Búsqueda e Investigación de Estaciones Clandestinas de radio y mí- 
siones prohibidas, 239, 239 bis, 266. 

Servicio de Material y Firmamento del Ejercito', 374 bis. 

Servicio militar, 86. 

Servicio Oficial de Difusión Radioeléctrica. Ver Scdre. 

Servicios de inteligencia, 273, 389. 

Servicios descentralizados, 360 bis. 

Servicios militares o¡ políticos prestados a un Estado extranjero cu guerra con 
el Uruguay, 330 

Servicios públicos, 55, 66, 258, 265, 280, 306, 319, 328, 370. Ver también, Aban¬ 
dono colectivo de funciones, etc., Instalaciones de scrvicios públicos. 

Servicios aéreos Cruzeiro do Sul Ltda., Nota 152 bis. 

Servidumbres, 53. 

Símbolos, 184, 205, 207, 208, 220. 

Sindicato Cóndor, 311 bis. 

Siniestros 240. 

Si ríanos. 105. 

Sirvientes, 17. 

Soberanía nacional, 61, 62, 88, 92, 182, 189, 208, 220, 22/, 240, 32o, 

Sociedades, 208. Ver también Asociaciones. 

Sociedades anónimas, 180, 347. 

Sociedades colectivas o en comandita, 180. 

Sociedades colombófilas, 271. 

Sociedades comerciales, 28 ter, 179, ISO. 

Sociefá Ricreativa Epicúrea, 184. * 

Socios de asociaciones ilícitas, 184, 193, 194. 

Socorros, 276 a 278. Ver también, Señales de socorros. 

Sodre , 240, 240 bis . 

Solidaridad americana, 2, 68, 191, 192, 263, 346; ,Ñolas 125 y 155. 

Súbditos extranjeros, 11, 208. Ver también, extranjeros. 

Sublevación, 336, 342. 

Subsecretarios de Estado, 7, 278. 

i 

Subterráneos, 278. 

Suministro de provisiones a un Estado enemigo en tiempo de guerra, 330. 
Suprema Corte de Justicia, 8, 27, 29, 159. 

Suspensión en el cargo, 109. 

Suspensión de la ciudadanía, 87, 90, 92, 93, 182. 

Suspensión de Ja condena, 159. 
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T 

Tacoma, 75, 76, 78, 78 bis. 

Teatros, Ver Representaciones teatrales. 

Técnicos rurales, 108. 

Telecomunicaciones, 240, 266 a 269; Nota 143. 

Teléfonos, 78 bis, 266, 266 bis, 319, 322, 325. Ver también. Vigilancia de las trasmi¬ 
siones 

Telégrafo, 263, 267, 268, 269, 272 bis, 319, 321, 325, 331. 

Telégrafo Nacional, 239 bis. 

Telegramas, 78 bis, 268. _ 

Tendencias políticas extranjeras, 206, 207, Ver doctrinas antidemocráticas. 
Tenientes Alcaldes, 41, 56, 65. 

Testigos, 28, '55, 63, 65, 157, 218. 

Titulo de identidad y de viaje, 150, 151. 

Títulos profesionales o técnicos, 145, 217, 218. 

Totalitarismo, 1, 62, 63, 187, 191. 

Toxicémonos, 106, 109 . 

Trabajo, 22, 25. 

Traducciones, 240, 245. 

1 ráfico clandestino de billetes y valores nacionales, 144. 

Traición, 69, 240, 330 a 335. 

Tranquilidad pública, 202, 240, 261, 266. 

Transeúntes, 62. 

Transferencias de fondos, 345, 346, 347, 348. 

'Iránsito clandestino a países limítrofes. Ver Pasaje clandestino a países limí¬ 
trofes. 

Transito de personas, 68, 392. Ver también. Entrada al país. Pasajeros en irán - 
sito. Salida del País. 

transporte colectivo internacional, Ver Medios de transporte internacional, Aero¬ 
naves de transporte internacional. 

Transportes, 282, 307, 322, 325. Ver también. Atentado... 

Trincheras, 279. 

*1 arcos. Ver Certificad o de identidad para refugiados turcos. 

Turismo, Ver Cruceros de turismo, Tomento del turismo. Ciras turísticas. Pasa- 
porte de turismo, Pasaporte panamericano de turismo, i Air es de turismo 
Turistas, 109, 116, 117. 118, 119, 120 f 121, 134 , 139, 149 , 

Turistas brasileños, 118, 124. 

U 

V. N. U. Q. P., 184. 

Ufice S. P., 184. 

Unidad americana, Nota 155. 

Uniformes, 76, 184, 205, 206. 

Unión Inleramcricana de policía, 392. 
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Unión Panamericana, 119, 392¡. 

Unión Patriótica de Rivera, 184. 

Universidad de i a República, 209. 

Usinas de aguas comientes, 55, 278, 280, 294. 

Usinas de gas, 278, 280, 294. 

Usinas eléctricas, 55, 278, 280, 294. 

Uso y retención ilícitos de armas, 362. 

U. T. E,, 266 bis. 

V 

1 'ayos, 109. 

Valores, 346, 347. 

Hilares públicos, 144, 329, 344, 

Vapores, Ver Buques. 

Vecinos, Ver Padrón de vecinos. 

Vehículos, 282. 

Versiones falsas, ver Rumores falsos. 

Versos, 240 . 

Viajeros, 12, 20, 141, 173 . 

X tajes, So, 12c*, 134, 135, 154, 176, 1/7, 392. Ver también, Certificados de viaÍ0, 
V¡ajes de turismo, 120. 

Vías ; érreas, 305, 325. 

VtsrJiiu.ta. Ver patrullas volantes de vigilancia. Puestos de Vigilancia. 

I i'.v' i costera, 175. 
i igtUi. i de fronteras, 174. 
í ig So de las trasmisiones, 265. 

Oigo. policial, 59, 60, 61, 62, 64, 65, 65 bis, 69, 95, 98, 174, 191. 

> ' postal, 258. 

i Uipt ' ae emblemas extranjeros, 210. 

P'Utpm T de emblemas nacionales, 210, 226. 

' U8, 119, 120, 131, 132, 138, 142,145. 

■ 1 omigración, 117, 128. 


f/tsru 

^diaria, 28. 


uncionarios, 83. 

J ha ■ 

udadanos uruguayos, 148. 

I 1 t . 

, 235, 236, 382. 

í 

310. Ver también, aeronavegación. 

J 'til : 

rnos, 176, 312. 

Y 

YaAr: • 

Uruguayo , 126, 166. 


208, 315, 316. 
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z 

Zíngaros, 105, 107 . 

Zonas de interés militar, 280. 

Zonas de seguridad, 28, 28 bis, 28 ter, 41, 55 f 56, 56 bis , 64 1 65, 65 bis, 164, 274 
280 , 281, 301. 304, 319, 323, 333. 

Zonas fronterizas, 134. 

Zonas industriales, 294. 

Zonas petrolíferas, 299 . 

Zonas portuarias, 328. 

Zonas prohibidas, 259, 256, 290, 329. 

Zonas prohibidas de vuelo, 42, 176, 293, 308, 309, 310, 312, 323 . 

Zonas rurales fronterizas, 174. 

Zonas vulnerables, 278, 294, 300. 
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9 62, 84. 



365-12." 362, 364, 377. 






Código Penal Militar 



18 

332. 



51 327, 336. 



25 

327, 332. 


54 327. 



40 

342. 



55 327. 



41 

342. 



56 327. 


T 

42 

342. 






43 

336. 



57 332 



44 

336. 



59' 332. 



45 

336, 342. 


60 332. 





LEYES Y DECRETOS-LEYES 




N.° 

Fecha 

Pgfc. 

N.° Fecha 

Ptffs. 




1839 


1885 



L. 

N.° .214, 

17 jul. 

99 

L. N. 9 1825, 14 jul. 

215 




1853 


1889 



L. 

N. 9 342, 

23 jul. 

35 

L. N.o 2037, 18 ene. 

Ver 

Códi- 



1874 



go 

Penal. 

L. 

N.° 1221, 

30 Jul. 

36 

1890 





1877 


L. N." 2096, 18 jun 

18, 

105, 

D.L. 

N. 9 1350, 

24 ago. 

214 


107, 

113, 

D.L. 

N. 9 1351, 

24 ago. 

259 


138. 




1884 


1897 



L. 

N.° 1714, 

7 jul. 

Ver Códi¬ 

L. N.° 9499, 28 jun. 

198, 

199. 




go Militar 

1901 





1865 


L. N. 9 2716, 19 jul. 

36. 


L. 

N. 9 1817, 26 may. 

Ver. Cód. 

1906 






Comercio 

105, 

106. 

L. N.° 3051, 23 jun. 



1866 



L. 

N.° 1866, 21 abr. 

208, 208 

1907 






bis, 208 ter 

L. N. 9 3246, 28 oct. 

8. 




1868 


1912 



L. 

N. 9 ...., 

23 ene. 

Ver. Códi¬ 

L. N.” 3942, 11 ene. 

315. 





go Civil. 

L. N. 9 3958, 28 mar. 

52, 

100 . 



1878 


1914 



D.L, 

N." 1425, 

31 dic. 

Ver Códi¬ 

L. N 9 5151, 8 ago. 

198. 




go de Ins, 

1915 






Criminal. 

L. N.° 5250, 12 Jul. 

208 

bis. 
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L. N. 9 5356, 16 dic. 

259. 

1916 

L. N.” 5463, 12 jul. 

216. 

1917 

L. N. 9 5687, 7 oct. 

2. 

1918 

L. N.” 6831, 20 nov. 

259. 

L. N.° 6838, 17 dic. 

259. 

1919 

L. N 9 6889, 27 feb. 

180 

L. N.“ 6997, 23 oct. 

208 bis, 
208 ter. 

1924 

L. N.° 7630, 9 ene. 

27, 37, 85 
87. 

1925 

L. N. 9 7812, 16 ene. 

85. 

L N.° 7869, 27 jul. 

27. 

1927 

N. 9 8070, 23 feb. 

27, 85. 

N." 8080, 27 may. 

111, 113 
161. 

N. 9 8117, 28 set. 

198 

N.” 8153, 16 dic. 

52. • 

1928 

N. 9 8196, 2 feb. 

27, 85, 86, 
86 bis, 89. 


Nota 48. 

í. 9 8312, 17 oct. 

127. 

9 8390, 13 nov. 

237, 238, 
239. 

1929 

í. 9 8557, 18 dic. 

238. 

1932 

9 8868, 19 jul. 

106, 109, 
125. 

" 8870, 28 jul. 

238. , ; 


N .« Ftcha 
1933 

D. L. N.° 8953 5 abr. 
D.L. N. 9 8955 5 abr. 

D.L. N.” 9000, 27 abr. 

D.L. N.” 9033-2, 6 set. 
L. N. 9 9155, 4 dic. 


L. N. 9 9160, 7 dic. 
L. N." 9165, 20 dic. 

1934 

L. N.° 9375, 3 imy. 

1935 

L. N. 9 9463, 19 mar. 
L. N.» 9477, 29 may. 
L. N.° 9480, 28 jun. 
L. N. 9 9515, 26 oct. 

1936 

L. N.“ 9565, 2 jun. 
L. N. 9 9570 19 jun. 
L. N.» 9604, 13 oct. 


L. N. 9 9638, 30 dic. 

1937 

L. N." 9722, 18 ncv. 

1938 

L. N. 9 9774, 20 may. 
L. N.° 9787, 14 oct. 

1939 

L. N. 9 9831, 23 may. 

1940 

L. N." 9936, 18 jun. 


Pifa. 


91. 


54, 

132. 

208 

bis, 

208 

ter. 
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Ver 
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go 

Penal 

(1934). 

48. 


259. 


337. 


7 , 208 bli 

118. 


226. 


19, 52, 218. 
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200, 

27, 85. 

1, 101, 109, 

110 , 

113, 

116, 

138. 

156, 

157, 

158, 
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240 

biü 

100 



226. 

112 , 162. 
93. 


60, 61, 163, 
184, 185, 
186, 103, 
206, 207, 
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209, 218. 

42, 292, 

352, 353, 

375. 


N.o Fecha 


D.L, N.° 10214, 28 ago. 

D.L. N 9 10247, 15 oct. 
D.L. N.° 10272, 12 nov. 
D.L. N.° 10279, 19 nov. 


L. N. 9 10050, 18 set. 53, 310, 
337. 

L. N.° 10096, 18 dic. 232, 242, 
264, 267, 

1942 


D.L. N 9 

10149, 30 abr. 

52, 200 



D.L. N.° 

10171, 18 jun. 

7, 30, 40, 
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41, 57, 66, 

86 bis, 

224, 254, 

D.L. N. 9 

., 7 ene. 



258, 265, 

266, 267, 

275, 276, 

276 bis, 

D.L. N 9 

10526, 28 ene. 



277, 278, 

279, 294, 

D.L. N.° 

., 4 feb. 



300, 304, 
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10194, 16 jul. 
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64, 65, 164, 
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16 set. 


138, 
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308. 

22 set. 


99. 
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1934 
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24 ene. 
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19 dic. 


30, 38, 209. 
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7. 
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16 jun. 


368. 
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30, 86. 

20 dic. 
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42, 43, 292, 375. 
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2 set. 


7. 
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21 nov. 
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24 jul. 
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9 set. 
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2. 
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1936 



27 nov. 


30. 
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144. 
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2 ; 263, 272 bis. 

29 dic. 


110 , 

144, 157. 
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346. 
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2,' 263, 272 bis. 
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113, 

114, 115, 116, 
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263, 267, 272 bis 
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19 oct. 
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22 oct. 


280. 
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228, 257. 

31 oct. 


Nota 179. 

28 ene. 


39, • 184, 222, 229, 


1943 




244, 245, 253. 

31 ene. 


49, Nota 149. 

3 feb. 


184. 

3 feb. 


Neta 148. 

4 feb. 


2. 

12 feb. 


266 bis. 

5 feb. 


275. 

15 mar. 


38 bis. 

12 mar. 


266, 267. 

17 mar. 


276 bis. 

13 mar. 


245. 

27 mar. 


38 bis. 

26 mar. 


175. 

8 abr. 


38 bis. 

23 abr. 


357. v 

6 may. 


28 bis. 

11 jun. 


295, 304. 

12 may. 


2, 2 bis, 208 bis. 

2 jul. 


312. 

19 may. 


Nota 179, 

16 jul. 


304. 

26 may. 


2 bis, 38. 

25 ago. 


2. 

9 jun. 


2 bis. 

I. 9 set. 


280. 

10 jun. 


209. 

8 set 


78, 184. 

15 jun. 


240' bis. 

14 set. 


347. 

7 jul. 


360 bis. 

24 set. 


280. 

22 jul 


28 ter, 56 bis, 65 bis 

l.° oct. 


233. 

28 jul. 


2 bis. 

15 oct. 


28, 28 ¡bis, 44, 56, 65 
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18 jun. 
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308. 

6 may. 


238. 

14 ago. 


308. 


19J2 


6 dic. 


302. 

30 dic. 


117. 

26 dic. 


302. 


1933 



1938 


8 jun. 


208. , - 

3 may. 


308 bis, 315. 

11 set. 


Nota 152. 


1939 



1934 


8 ago. 


240. 

8 dic. 
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5 set. 


200, 201, 231, 241, 
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29 set. 


262. 


30 oct. 
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6 oct. 


240. 



1942 
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27 feb. 


217. 





13 mar. 


217. 

17 abr. 


268. 

r . 

26 mar. 


217, 354. 

15 jun. 


207. 


6 may. 


217. 

18 set. 


223. 

t i 

21 may. 


217. 


1941 




1943 


13 feb. 


129, 175. 


18 mar. 


311 bis, 374 cuart. 

15 may. 


353. 


3 jun. 


Nota 152 bis. 

29 may. 


354. 


17 jun. 


Nota 152 bis. 

4 jun. 


42. 


13 jul. 


208 bis. 

31 jul. 


130. 


17 jul. 


208 ter. 
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9 dic. 


200. 

12 nov. 


121. 



1942 



1938 



22 ene. 


62. 

17 dic. 


121, 176. 


27 ene. 


49. 


1940 



15 may. 


27. 

27 set. 


30. 


30 jun. 


187. 





30 jul. 


30, 63, 219, 243. 


1941 



1 .® set. 


62, 84. 

28 oct. 


30, 63, 187, 

218, 243. 

29 dic. 


65. 
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22 
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17. 
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jul. 


17. 

27 
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1851 

17. 
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8 

oct. 

1859 
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28 

mar. 

1888 
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7 

nov. 


12. 

20 
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16. 


ACORDADAS 


1942 

10 mar. 29, 63. 

DERECHO INTERNACIONAL 


1889 

Tratado de Derecho Internacio¬ 
nal Penal, 166. 

1905 

Con venio Internacional Sudame¬ 
ricano de Policía, 382. 

1907 

Convención Internacional de la 
Haya. 

Resolución XII, 75 
Resolución XIII, 2 

1920 

Convenio Internacional Sudameri¬ 
cano de Policía, 32, 382, 

Conferencia Sudamericaina de Po¬ 
licía (conclusiones), 131, 167, 
234, 260, 383. 

1928 

VI Conferencia Internacional Ame¬ 
ricana, Convención sobre Con¬ 
dición de los extranjeros, 54, 
99, 132. 

1932 

Convención Internacional de Te¬ 
lecomunicaciones (Madrid), 

241. 


1933 

VII Conferencia Internacioftal 
Americana. 
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Nota 48. 

Recomendación sobre fomento del 
turismo, 119. 

Convenio con Brasil para fu ni Mi¬ 
to del turismo, 20 dic., 118 , 
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Acuerdo Interamericano sobre Te¬ 
le comunicaciones, 241. 

Convenio Internacional sobre Ra¬ 
diodifusión, Ginebra, 241. 

Acuerdo Sudamericano sobre Ra- 
Idiodifusión (Río de Janeiro), 
241. 

1938 

Convenio Internacional de Tele¬ 
comunicaciones (El Cairo), 241 

Tratado de Comercio y Navega¬ 
ción Uruguay-Paraguay, de 26 
die diciembre, 125. 

VIII Conferencia Internacional 
Americana (Lima), 2, 180, 

1939 

Conferencia de Ministros de J la- 
cien el a, Convenio sobro Inmi¬ 
gración, 133. 
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los Ministros de Relaciones 
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